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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; el Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; la Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma, y de Agricultura, señor Carlos Furche Guajardo.
Asimismo, se encontraban presentes la Jefa de la División de Educación, señora Alejandra Contreras; asesores del Ministerio de Educación, y asesores parlamentarios. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 64ª y 65ª, especiales del 23 y 24 de noviembre de 2017, respectivamente; 80ª, ordinaria, en 16 de enero de 2018; 81ª, especial, y 82ª, ordinaria, ambas en 17 de enero de 2018, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que distribuye rezagos del sistema de capitalización individual (boletín N° 11.545-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero manifestó que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de él (boletín N° 10.314-06).


Con el cuarto señaló que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín 10.125-15).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en el control de constitucionalidad de los siguientes proyectos:



-El que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 9.369-03).



-El que fortalece el Servicio de Tesorerías (boletín N° 11.468-05).



--Se manda archivar los documentos.



Remite sentencia pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 196 ter de la ley Nº 18.290, de Tránsito.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que contempla penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 4°, inciso final, de la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:


Atiende requerimiento, expresado en nombre del Senador señor García, para informar sobre las dificultades presentadas en las obras de mejoramiento de la interconexión vial Temuco-Padre Las Casas.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:


Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Prokurica, acerca del proceso de solución amistosa presentada por la entidad individualizada ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.



Del señor Ministro de Hacienda:


Contesta acuerdo del Senado por medio del cual se insta a enviar un proyecto que modifique el artículo 1° de la ley N° 19.853, que crea una bonificación a la mano de obra en las Regiones I, XV, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena, con el objeto de ajustar al ingreso mínimo mensual la base de cálculo para el otorgamiento de la bonificación señalada (boletín N° S 1.905-12).



Da respuesta a requerimiento, manifestado en nombre de la Senadora señora Allende, con relación al cumplimiento de la ley N° 20.972, en cuanto al encasillamiento de profesionales del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio.



De la señora Ministra de Salud:


Comunica petición, expresada por el Senador señor De Urresti, sobre el financiamiento público para el Hospital de Panguipulli. 



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Responde solicitudes formuladas por los Senadores individualizados a continuación: 



-Del Senador señor De Urresti, para informar sobre un humedal ubicado en Valdivia.



-De la Senadora señora Allende, en cuanto a la gestión de recursos hídricos en Petorca y zona de Aconcagua, Región de Valparaíso.



-Del Senador señor Navarro, sobre la extensión del Biotrén a Lota.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Comunica datos relativos al proceso de elaboración del plan regulador comunal de Arica; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti. 



Del señor Ministro del Medio Ambiente:


Envía información sobre el plan llamado “Conce Respira”, por requerimiento en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario del Interior:


Informa sobre el estado de tramitación de la solicitud de permanencia definitiva de la persona que se señala; consulta efectuada en nombre del Senador señor García.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Acompaña información relativa a la destinación marítima del espacio costero marino de los pueblos originarios para la comunidad Pepiukelen de Pargua, ante requerimiento en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Consigna consulta solicitada por el Senador señor Navarro, relativa a informe de impacto ambiental en sector de Quillaileo por construcción de una central hidroeléctrica en el río Huequecura.



Del señor Intendente de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins:


Responde requerimiento, formulado por el Senador señor García-Huidobro, con relación a cierre de hogar de menores en comuna de Quinta de Tilcoco.



Del señor Intendente de la Región del Biobío:


Envía antecedentes sobre eventual daño ambiental que causaría en el sector de Quillaileo la construcción de una central hidroeléctrica en el río Huequecura; materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



De la señora Directora Nacional del SENAME:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor García-Huidobro, relativa al cierre de los centros de menores administrados por el organismo colaborador individualizado en la comuna de Quinta de Tilcoco.



Del señor Director Ejecutivo de la CONAF:


Adjunta datos sobre el convenio de colaboración entre este organismo y la República Checa, para la reforestación de la Región del Maule; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti. 



Del señor Director Ejecutivo del Instituto Forestal:


Informa petición, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la creación e implementación del Sello de Asegurabilidad Forestal.



Del señor Director del Servicio de Salud Arauco:


Remite antecedentes relativos a eventuales vicios cometidos en los concursos públicos efectuados para cinco jefaturas de ese Servicio, a petición del Senador señor Navarro.



De la señora Jefa del Departamento Secretaría General y Transparencia del IPS:


Comunica situación respecto a derecho a rebaja en cotización de salud de pensionado que señala; consulta manifestada en nombre del Senador señor García.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (boletín Nº 10.785-03) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, con la que dan inicio a un proyecto que modifica el artículo 27 del Reglamento del Senado, para crear la Comisión permanente de Seguridad Ciudadana (boletín N° S 1.964-09) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señora Allende y señores Araya y Guillier, con la que dan comienzo a un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en lo relativo a la elección de los alcaldes (boletín Nº 11.583-06) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En sesión de hoy, los Comités acordaron lo siguiente:


1.- Votar sin discusión el proyecto de ley signado con el número 1 de la tabla, que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (boletín N° 11.257-04).



2.- Incorporar en el segundo lugar de la tabla de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04).



3.- Celebrar una sesión especial mañana, miércoles 24, de 12 a 14 horas, para tratar proyectos en tabla.



4.- Citar a sesión especial el miércoles 7 de marzo del año en curso, de 12 a 14 horas, para la despedida de los Senadores que terminan su mandato.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero hacer presente a los señores Senadores que, debido a la citación para sesión especial el día de mañana, no funcionará ninguna Comisión en ese horario, porque los proyectos que veremos son de quorum especial. Las Comisiones están autorizadas para sesionar hasta las 12.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no tengo claro si quedó en la tabla de la sesión especial de mañana el informe de Comisión Mixta sobre el proyecto relativo a Televisión Nacional de Chile.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quedó para ser visto en el primer lugar.

El señor LETELIER.- Muchas gracias.

V. ORDEN DEL DÍA
ELIMINACIÓN DE APORTE FISCAL INDIRECTO PARA INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.257-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 21ª, en 7 de junio de 2017 (se da cuenta).


En tercer trámite: sesión 82ª, en 17 de enero de 2018.


Informes de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.



Hacienda: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.


Discusión:



Sesión 61ª, en 21 de noviembre de 2017 (se aprueba en general y en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado, y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó enmiendas en los artículos 2° y 3°.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados. 



Ahora bien, señores Senadores, la primera modificación remplaza la alocución “el año 2016” por la expresión “los años 2016 y 2017”. 



A continuación, se sustituye la expresión “el año 2017” por la oración “los años 2017 y 2018, según corresponda”. 



Por su parte, en el artículo 3° se remplaza la expresión “2017” por “2018”, y en el inciso segundo del artículo 2° se intercala, entre las palabras “pesos” y “por”, la frase “y para el año 2018 la suma de $ 1.000.000 miles de pesos,”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.

El señor BIANCHI.- Hay que votar, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Que alguien explique.

La señora MUÑOZ.- Es sin discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si leemos el comparado es muy simple. Solo se trata de agregar el año 2018 y la cantidad de mil millones para poder cumplir con la obligación comprometida para ese año. En 2017 fueron 2 mil millones.

El señor COLOMA.- Pero que diga algo la señora Ministra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En todo caso, la señora Ministra no se encuentra en la Sala, pero está presente uno de los miembros de la Comisión de Educación, Senador señor Allamand, que si lo desea puede referirse al proyecto en discusión que elimina el aporte fiscal indirecto.

El señor ALLAMAND.- Pero solo hay que votar.

El señor BIANCHI.- ¡Votemos!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Repito que solo se trata de una adecuación de fecha y de monto.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, lo que el Gobierno busca eliminar hoy día es el aporte fiscal indirecto que, básicamente, está orientado a los estudiantes que obtienen un mayor puntaje en la PSU.



En otras palabras, las universidades que reciben a los alumnos con mayores puntajes son las que perciben dicho financiamiento. 



En la Ley de Presupuestos del año pasado el Gobierno apoyó la eliminación del aporte fiscal indirecto a través de una glosa presupuestaria. Esto llevó a que el Ejecutivo tuviera que enfrentar una acción judicial en su contra entablada por algunas instituciones universitarias. Nosotros habíamos predicho que tal proceder iba contra la ley, porque se trataba de un aporte fiscal establecido en la normativa vigente y, por tanto, no se podía eliminar a través de la Ley de Presupuestos. Finalmente, el Gobierno repuso tales fondos y envió este proyecto que busca eliminar el aporte fiscal indirecto.



¿Qué pasa entonces? Que las universidades a las que se les entregan estos recursos en forma anual son aquellas que reciben a los estudiantes con mayores puntajes. Ya se sabe, más o menos, cuáles son las mejores universidades de Chile y, por ende, a cuáles optan los alumnos con mayores puntajes.



Por lo tanto, son esas casas de estudios superiores las que reciben este aporte. Sin embargo, el Gobierno lo elimina y no se los repone de alguna manera, por alguna vía.



Evidentemente, esto afecta a algunas instituciones en mayor medida. La pregunta que hay que hacerse entonces es cuáles se ven más afectadas. La respuesta es: aquellas que no reciben aportes de parte del Estado. Por ejemplo, a las universidades estatales, a través de la iniciativa de ley que aprobamos la semana pasada, se les entrega un fondo de fortalecimiento de 300 mil millones de pesos en diez años. Los planteles privados tradicionales sí reciben un beneficio del Estado, pero no este aporte especial, y también tienen alumnos que han alcanzado altos puntajes.



Primera conclusión, entre las universidades que se ven afectadas por esta ley, que ya no van a recibir el aporte, hay algunas consideradas como las mejores del Estado. Pero, como ya dije, recibirán este fondo especial de fortalecimiento.



Luego, están las universidades del otro extremo, es decir, las privadas no tradicionales, las “privadas privadas”, podríamos decir. Ellas, que hoy día reciben este aporte fiscal indirecto, no van a recibirlo más y no se les va a entregar recursos por ninguna vía, aunque tengan alumnos con mayores puntajes.



Y las otras instituciones que también se ven afectadas son las universidades del G9. ¿Por qué? Porque estas, que son las universidades privadas tradicionales, tienen muy buenos rankings, son de alto prestigio, y, por tanto, tradicionalmente recibían un elevado porcentaje del Aporte Fiscal Indirecto (AFI) debido a que muchos alumnos con buenos resultados se matriculaban en dichas instituciones. Pero ahora perderán el AFI. De hecho, parte de ellas recurrieron a la justicia cuando el Ejecutivo decidió eliminar el aporte fiscal indirecto a través de una glosa presupuestaria. En consecuencia, ya no van a recibir este aporte y tampoco aquel de fortalecimiento especial que el Ejecutivo entrega a las universidades estatales.



Señor Presidente, vamos a tener tres votaciones en dos semanas que afectarán especialmente a las universidades privadas tradicionales, por ejemplo, a la Universidad Austral, a la Universidad Federico Santa María, a la Universidad de Concepción, a la Universidad Católica, a la Universidad Católica del Maule, por solo nombrar algunas.



En dos semanas el Gobierno nos hace votar tres proyectos de ley que afectan directamente a estas instituciones.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García para referirse al proyecto.

El señor LETELIER.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

La señora MUÑOZ.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra el Honorable señor García.
El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la Senadora Ena von Baer ha hecho una muy buena descripción de los distintos proyectos y de cómo estos afectan a las distintas universidades, dependiendo de sus particulares características.



Cuando nos tocó votar en general y en particular este proyecto yo me abstuve, porque creo que el aporte fiscal indirecto es una herramienta con la que cuentan, particularmente, las universidades regionales para retener a los alumnos más talentosos en las respectivas casas de estudios superiores de regiones.



No obstante, al eliminar el aporte fiscal indirecto nos quedamos sin ningún instrumento para retener a tales estudiantes.



Este proyecto no me gusta y, como digo, me abstuve de votarlo en su momento.



Dicho lo anterior, debo señalar que los cambios que le introdujo la Cámara de Diputados son razonables. ¿Por qué? Porque simplemente está cambiando las fechas. Este proyecto debía haber regido el 2017, pero ese año ya pasó. Por tanto, lo que está haciendo es cambiar fechas y disminuir los recursos que se van a distribuir entre las universidades afectadas, de 2 mil millones de pesos, que era lo que estaba previsto para el año 2017, a mil millones de pesos para el 2018.



Independiente de que tanto la Senadora Von Baer como quien habla nunca nos pronunciamos a favor de este proyecto, creo que lo que hace la Cámara de Diputados es razonable y soy partidario de votarlo a favor, porque no podemos sacar una ley que hable del 2017 cuando dicho año ya culminó.

El señor COLOMA.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo el argumento que se acaba de plantear. Pero lo que a uno le corresponde, en su mérito, es saber si finalmente lo que aquí sale es un buen o un mal proyecto.



Desde mi perspectiva, deseo reiterar, más allá de las modificaciones de forma, que son correctas, que lo importante es una materia de fondo. ¿Es razonable que el aporte fiscal indirecto a las instituciones de educación superior, que ha sido muy importante para las universidades regionales, subsista o más bien que vaya en el camino inverso de decaer o francamente terminar?



En tal sentido, me parece que es un mal diseño de un elemento que funcionó durante mucho tiempo y que no ha sido remplazado de manera integral a través de las modificaciones, como indica la Senadora Von Baer, que se están efectuando en materia educacional.



Si uno suma -y me parece muy importante el argumento-, esta es la tercera vez que se plantea una norma que va a afectar el espacio de financiamiento, con especial foco en la red G9, no solo universidades privadas, que también se ven afectadas. Pero si uno reúne el grupo de disposiciones que se van sumando en las últimas semanas, estas tienen un común denominador: las universidades de la red G9 van quedando claramente perjudicadas respecto de recursos que recibían o de los que otras van a recibir, según lo vamos a ver en la tarde.



Así que, desde un punto de vista conceptual, no veo un argumento más allá de que pueda subsanarse un error de fecha, ya que lo que importa es el contenido. Y a mi juicio, este va a la inversa de lo que uno debería buscar para retener a los buenos alumnos en las instituciones universitarias regionales. Ese ha sido el efecto más importante que ha tenido esta ley en muchas de las universidades de la Región del Maule. En consecuencia, no me parece adecuado que simplemente se derogue sin que exista un remplazo adecuado.



Por eso, no considero que estemos dando un buen paso a través de esta iniciativa.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.
El señor ROSSI.- Señor Presidente, solo deseo hacer una reflexión muy breve.



Hoy día el aporte fiscal indirecto representa un porcentaje mucho menor del presupuesto general de las instituciones de educación superior respecto a lo que significaba en la década de los ochenta.



Me llama la atención la lógica con la cual se promueve este tipo de legislación, ya que estamos frente a una focalización de recursos públicos de carácter regresivo, porque se estaría privilegiando a estudiantes de altos ingresos. Esto es completamente contradictorio con el argumento de promover la gratuidad universal.



Por un lado, dicen que es regresivo entregarles recursos a estas instituciones porque tienen alumnos con mayores ingresos económicos y hay estudiantes con menores recursos que no logran altos puntajes por el capital sociocultural que han recibido en su hogar. Ellos tuvieron menos oportunidades, y lo que queremos es emparejar la cancha. Por ende, hay que poner más recursos en donde exista mayor necesidad.



Estoy de acuerdo con eso. Pero, asimismo, resulta contradictorio que haya gratuidad universal en un país en el que existen pensiones básicas solidarias de 120 mil pesos; en el que hay listas de espera de cuatro o cinco años para que las personas puedan ponerse una prótesis de cadera; y en el que el acceso a bienes básicos, como recibir una atención de salud, está completamente supeditado a los ingresos y en el que faltan recursos, porque Chile no es un país desarrollado.



O sea, paguémosle cuatrocientos o quinientos mil pesos mensuales a un estudiante que pertenece al noveno o al décimo decil cuando, por otro lado, tenemos una pensión que no alcanza ni siquiera para cubrir las necesidades más básicas. Eso es igualmente regresivo. 



Si se quiere fomentar la equidad en la educación superior, ¿qué se debiera hacer? Invertir en la educación parvularia y no en donde existe menor necesidad, donde es más regresivo hacerlo.



Quería mencionarlo porque parecen altamente contradictorios los argumentos que se esgrimen para suprimir el aporte fiscal indirecto y a la vez promover la existencia de la gratuidad universal.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados (18 votos a favor y 5 abstenciones) y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Bianchi, García, Girardi, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Van Rysselberghe y los señores Allamand, Coloma, García-Huidobro y Prokurica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Ossandón.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir, señor Senador.

MINUTO DE SILENCIO POR FALLECIMIENTO DE NICANOR PARRA

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero recordarle que en la reunión de Comités acordamos que antes de iniciar el tratamiento del proyecto recién aprobado, que se suponía era sin discusión, íbamos a rendir un homenaje a nuestro poeta Nicanor Parra, con un minuto de silencio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Efectivamente, no se dio cuenta de ello en los Acuerdos de Comités.



Procederemos a guardar un minuto de silencio en honor al poeta Nicanor Parra.



Ruego a los presentes ponerse de pie.



--(La Sala guarda un minuto de silencio).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias.



Solicito el acuerdo de la Sala para remitirles una comunicación a los familiares del poeta Nicanor Parra, expresándoles la solidaridad y el sentimiento ante su fallecimiento por parte del Senado.



Acordado.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por otra parte, pido el asentimiento para que ingresen a la Sala la señora Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y también asesores de los Comités, para los efectos del despacho del proyecto de ley sobre educación superior, que trataremos a continuación.



¿Habría acuerdo? 



Acordado.

ESTABLECIMIENTO DE NUEVA INSTITUCIONALIDAD PARA EDUCACIÓN SUPERIOR

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a los acuerdos de Comités, corresponde pronunciarse en particular acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior, con segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.783-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 34ª, en 19 de julio de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 71ª, en 12 de diciembre de 2017.



Educación y Cultura: sesión 83ª, en 23 de enero de 2018.



Hacienda: sesión 83ª, en 23 de enero de 2018. 



Discusión:



Sesión 72ª, en 13 de diciembre de 2017 (se aprueba en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión del 13 de diciembre de 2017.



La Comisión de Educación y Cultura deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos permanentes 7; 9; 10; 15; 17; 18; 21; 22; 24; 27; 28; 30; 31; 32; 33; 35; 38; 40; 47; 48; 50; 52; 56; 59; 60; 61; 70; 74; 76; 77; 78; 79; 81, numerales 3), 5), 10), 14), 26), 30), 33), 34), 35), 36), 37), 43), 44), 46), 48), 49); 82; 84; 86; 103; 104; 105; 106; 107; 108; 110; 111; 113; 114; 115; 116; 117; 118 y 124 y los artículos transitorios primero, octavo, noveno, décimo, décimo primero, décimo cuarto, décimo séptimo, vigésimo, vigésimo tercero, vigésimo sexto, trigésimo primero, trigésimo segundo, trigésimo cuarto, trigésimo sexto, cuadragésimo primero, cuadragésimo segundo, cuadragésimo tercero, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto no han sido objeto de indicaciones en la discusión general ni de modificaciones en el segundo informe, razón por la cual corresponde darlos por aprobados. No se trata de normas de quorum especial.



--Se aprueban reglamentariamente los artículos reseñados por el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, existe un conjunto de normas orgánicas constitucionales dentro del articulado que se votarían en primer término, de acuerdo con lo que se ha propuesto.



Ellas corresponden a los artículos permanentes 8, letra e); 20, inciso primero, letra b), letras i) y j) párrafos segundos, e inciso final; 34; 51, inciso primero; 81, números 1), 2), 4), 6), 8), 9), 25), 39) y 40); 101; 119, numerales 1), 2), 3), 4), 5) y 6), y 120, número 14), y la disposición segunda transitoria. Como ya mencioné, se trata de normas con rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, esto es, 21 votos afirmativos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Había un acuerdo para efectuar una sola votación respecto de todos estos artículos, entendiendo que ninguno de ellos ha sido objeto de petición de votación separada. 



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban los artículos recién individualizados (28 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, se ha propuesto poner en votación los artículos que recibieron indicaciones aprobadas por unanimidad.



Las normas son las siguientes: artículos permanentes 1; 2; 3; 4; 5; 8, letras a), b), c), d), f), g), h), i), j), k); 16; 19; 20, letras c), d), e), f), g), h), i), j), k), salvo la palabra “controladores”, l) m), n), o), q), r), s), t), u), v); 23; 25; 26, en todas sus letras, salvo la f); 29, incisos primero y final; 35; 36; 37; 39, en todas sus letras, salvo la a); 41; 42; 43; 44; 45; 46; 51, incisos segundo a quinto; 57; 58; 62; 65; 67; 68; 69; 71, en todas sus letras, salvo la b); 72; 73; 75; 80; 81, numerales 7), 8), 12), 13), 15), 17), 19), 20), 21), 22), 23), 24), 27), 28), 29), 31), 32), 38), 41), 42), 45), 47); 83; 87, en todas sus letras, salvo la a); 101; 102; 109; 112; 119, número 7); 121; 123, y los artículos transitorios tercero; cuarto; quinto; décimo quinto; décimo sexto; décimo noveno; vigésimo primero; vigésimo segundo; vigésimo cuarto; vigésimo quinto; vigésimo séptimo; vigésimo octavo; trigésimo tercero; trigésimo cuarto, encabezado y letra a); trigésimo sexto; trigésimo octavo; cuadragésimo, y cuadragésimo cuarto.



Debo hacer presente que el artículo 66 estaba en esta lista, pero se ha renovado una indicación que recae en él.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Procederemos a abrir la votación sobre estas disposiciones, exceptuando el artículo 66, respecto del cual se ha renovado una indicación. 



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los artículos anteriormente reseñados (28 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En cuanto al artículo 66, que quedó pendiente, se ha renovado la indicación N° 234, para agregar en su inciso primero -que termina con las expresiones “y plazos previstos en sus estatutos.”-, luego del punto aparte, que pasaría a ser punto seguido, la siguiente frase: “Con todo, el total de hombres o mujeres en el órgano colegiado, no podrá ser mayor al sesenta por ciento del total respectivo.”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, consulto al señor Secretario a qué consejo se refiere, porque, de hecho, el Ejecutivo acogió lo relativo a los nombramientos que hace la Alta Dirección Pública.



Entonces, la indicación puede ser extemporánea.



Por eso, pido que se aclare a qué órgano colegiado se hace alusión en ella.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación hace referencia al órgano colegiado del artículo 66, que en su inciso primero dice lo siguiente: “Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar, al menos, con un órgano colegiado de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior o cualquier otra denominación (en adelante “órgano de administración superior”),...”.



Entiendo que la indicación renovada se refiere precisamente a ese órgano.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, el artículo 66 trata de la junta directiva. La indicación renovada se refiere, entonces, a la forma de organización interna de los establecimientos. Por lo tanto, inmiscuirse en lo relativo a quiénes son nominables puede chocar contra la manera como se elige a los miembros de la junta.



Sobre todo en instituciones como las universidades, no es sano que interfiramos directamente para decir quiénes deben integrar sus órganos superiores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, voy a argumentar exactamente en la misma línea en que lo hizo la Senadora señora Von Baer.



En la parte final del artículo 66 se dice que cada entidad deberá tener una suerte de órgano superior, “el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.”.



Cuando se dictan normas de esta índole hay que pensar permanentemente en el concepto de “autonomía universitaria”.



En este caso en particular, las universidades tienen distintos mecanismos para designar a los miembros de su instancia superior.



Es indudable que, de alguna manera, una disposición como la que se propone interfiere en lo que establecen los estatutos.



Uno puede entender perfectamente cuál es la finalidad que se persigue con la indicación renovada: avanzar en términos de paridad. Pero esto hay que compatibilizarlo con la autonomía universitaria.



Las universidades integran sus organismos superiores conforme a sus estatutos internos. Y estos son propios de la autonomía de ellas. En consecuencia, deben ser respetados.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, la idea de la indicación renovada es tener cierta mirada de género que permita presencia equitativa en el órgano colegiado. Y por eso decimos que no podrá excederse el sesenta por ciento del total de hombres o de mujeres.



Lo que proponemos no tiene nada que ver con lo señalado por los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, pues cada universidad verá cómo concreta la política de equidad de género en la integración del órgano colegiado.



Por consiguiente, es un error sostener que nuestra indicación atenta contra la autonomía universitaria.



Nosotros estamos defendiendo un principio que nos parece importante: el de que haya presencia equitativa de mujeres en el órgano de administración superior, sea cual fuere su nombre: junta directiva, consejo superior, en fin.



Nadie dice cómo las universidades van a elegir a los miembros del órgano colegiado. Estamos planteando la existencia de una mirada de género, lo que nos parece relevante. Porque, normalmente, en dicho órgano la presencia femenina es muy escasa, casi invisible; las mujeres están en franca minoría.



Por lo tanto, con esta indicación renovada estamos dando un paso significativo.



Repito: nuestra proposición nada tiene que ver con la manera como cada universidad elegirá a los miembros del órgano colegiado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.-Señor Presidente, escuché con atención a la colega que me precedió, y debo decir que la indicación renovada implica el establecimiento de una autonomía tutelada.



¡Hay autonomía o no la hay!



Porque existen distintas formas de entender ese concepto.



Obviamente, el tipo de personas nombradas tiene que ver con la identificación que la institución desea lograr en muchos aspectos.



Yo no veo por qué generar una tutela por la vía de condicionar lo que es propio de la libertad universitaria, que no es un concepto de ahora: tiene su raíz en el concepto de universidad.



No se trata de algo que surgió de repente. La autonomía universitaria -dicho sea de paso, ella ha sido objeto de divisiones, de discusiones o de conflictos (probablemente ha estado en el alma de los más grandes que ha habido en Chile)- tiene que ver precisamente con la forma de entender el concepto de libertad. Y si se entiende condicionado a la lógica de un porcentaje de hombres y mujeres para la integración de un órgano colegiado, por ejemplo, ello significa involucrarse en algo que va mucho más allá de lo que envuelve el concepto de autonomía universitaria.



¿Por qué de repente, por ejemplo, no puede haber una visión que valore más a la mujer y le dé un porcentaje mayor en la integración del órgano colegiado? ¡Eso es propio de lo que cada institución vaya determinando!



A mi entender, esto de condicionar, de tratar de tutelar, de generar una norma que restrinja la autonomía apunta en el sentido contrario a la esencia de ese concepto, que en forma centenaria (insisto: no es algo de ahora) ha estado en el eje de todas las discusiones vinculadas a la universidad.



Por eso, me parece que se trata de un mal diseño -además, se repite en otras partes de este proyecto-, el cual no tiene que ver con la idea original del legislador. Es una de esas cosas que se van incorporando en el curso de la tramitación. Por cierto, no afecta al sentido último del proyecto, pero establece una forma restringida de entender la autonomía universitaria, lo que -es mi juicio al menos- implica transitar por el camino incorrecto. 



Por tanto, concuerdo con los dos Senadores que intervinieron al comenzar el debate de la indicación renovada, quienes marcaron que la proposición formulada contraría la verdadera autonomía universitaria.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación?



Acordado.



En votación la indicación renovada.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, llama la atención que de nuevo se recurra al argumento de la autonomía universitaria para objetar una norma que en nada afecta al proyecto educativo, a los objetivos, a la definición de cada casa de estudios superiores. 



Además, aquello no es nuevo en esta iniciativa. De hecho, quedó contemplado, por ejemplo, a propósito del comité de expertos para la fijación de aranceles sin que nadie argumentara que podría afectar la autonomía universitaria.



Mediante la indicación renovada simplemente estamos diciendo que un género no podrá superar en 60 por ciento al otro. Y creo que eso enriquece la mirada.



Probablemente lo que el Presidente electo, Sebastián Piñera, hizo esta mañana cuando anunció que su Gabinete iba a tener 7 mujeres en un total de 23 ministros va un poco en esa dirección. Realizó un gran esfuerzo.



Por eso, me sorprende que parlamentarios de las bancas del frente no apoyen esta indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, debo recordar que hace pocos días este mismo Senado despachó el proyecto de ley sobre universidades estatales. Allí también se creó un consejo superior, pero no se estableció cuota alguna. Ello, precisamente porque hay que dejar a las universidades que, conforme a su autonomía, resuelvan sobre el particular en sus estatutos.



Opino que en este caso, cuando estamos hablando de la Ley General de Educación Superior, debemos actuar de la misma forma.



Por eso, el artículo 66 está bien concebido: deben ser los estatutos los que regulen este tipo de materias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve.



Señor Presidente, me llama la atención la intervención del Senador Quintana, quien considera que, a propósito del punto específico de la determinación de cuota, no es propio hablar de autonomía, pues esta no se limita por tal hecho.



Sobre el particular, es importante saber en qué consiste la autonomía de una institución.



Cabe recordar que la palabra “autonomía” viene de “autonormarse”. Es decir, hay un tipo de instituciones que tienen competencia para definir sus normas al objeto de alcanzar sus fines.



Eso es lo propio de la autonomía.



Por eso, ella siempre se ha reclamado en el ámbito universitario, para asegurar que las presiones (políticas, económicas, religiosas; las que sean) no interfieran en las decisiones que toma el respectivo plantel para avanzar en sus fines propios: docencia, investigación, en fin.



En tal sentido, cuando uno empieza a poner restricciones por la vía de decir cómo se ha de estructurar el órgano superior, de alguna manera está decidiendo en vez de la institución, fijando criterios que esta debe acoger obligatoriamente.



Es muy distinto decir, por ejemplo, “Las instituciones deberán definir cómo van a asumir una integración de mayor paridad”, porque ese es un criterio que se recomienda y que cada uno asumirá según su parecer. Pero fijar una cuota ya entra en el ámbito propio de la autonomía.



Yo no tengo la indicación aquí -lamentablemente, no se entregó- para poder comentarla con mayor propiedad. Sin embargo, tras el debate que he oído, me parece que hay que tener mucho cuidado con la intromisión en materias propias del concepto esencial de la autonomía, que es la facultad de autonormarse, de regularse a sí mismo para cumplir los fines propios de la institución.



Con la indicación renovada, la ley en proyecto está yendo más allá de lo que le corresponde y tomando decisiones propias de la institución, la cual determina en sus estatutos de qué modo quiere estructurar su consejo superior.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo creo que esta discusión podría ser larga y, al mismo tiempo, entretenida.



Desde el Comité PPD escuché intervenciones que hablaban del origen de la autonomía.



El origen de la autonomía universitaria data de los años 1000, 1100, 1200, cuando las universidades no dependían del Estado. Al contrario, querían independizarse del soberano, tener capacidad para opinar y decidir con tranquilidad y libremente.



Por eso se crea el concepto de “autonomía”: para protegerse del soberano.



Lo que ha evolucionado en el tiempo es que la autonomía es precisamente la forma de autogobernarse, pero dentro de ciertos parámetros. 



Sin ir más lejos, en Estados Unidos, por ejemplo -lo hemos dicho varias veces-, una universidad que exigiera a su rector seguir su orientación religiosa podría existir. Y de hecho así ocurre. En ese país se posibilita que algunas universidades exijan ser católico para ocupar el cargo de rector. Lo que no está permitido es recibir recursos públicos, pues de lo contrario se rompe el principio de igualdad ante la contratación: el equal opportunity employer. 


Lo que quiero decir es que, cuando se regulan desde el Estado las normas de una sociedad, resulta posible establecer criterios que orienten la toma de decisiones internas.



Entonces, a quienes ven esta indicación renovada como un atentado contra la autonomía universitaria les digo que simplemente se trata de una forma de señalar que las sociedades progresan y que una forma de hacerlo es la consagración de marcos normativos mínimos.



Si una universidad estableciera como principio escrito que los extranjeros o las personas de color no podrán ser profesores titulares, o que quienes pertenezcan a determinada confesión religiosa no serán aceptados como académicos...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor LAGOS.- Lo que estamos haciendo acá es bien sencillo, señor Presidente. No sé por qué genera tanta dificultad. Yo pensé que esta parte del proyecto iba a ser de fácil despacho.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada (14 votos en contra, 9 a favor y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, Hernán Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Girardi, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Quinteros y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Guillier.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento.

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de ley que establece incentivos al retiro para los funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, y les otorga el derecho a percibir la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, en la forma que indica (boletín N° 11.585-05) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Dentro del punto 2, en el artículo 81 se aprobaron varios numerales.



Respecto de dicho artículo, la Senadora señora Goic y otros señores Senadores renovaron una indicación para agregar un número 6), nuevo, que dice lo siguiente:



“De manera transversal a todas las dimensiones, la institución debe establecer mecanismos que garanticen el respeto a la dignidad y los derechos fundamentales de las personas que componen la comunidad educativa. Son contrarias a ello las conductas de acoso sexual y laboral, así como la discriminación arbitraria. La institución debe contar con políticas y mecanismos claramente definidos que prevengan, sancionen y reparen el acoso sexual, laboral y la discriminación arbitraria.”.

El señor ALLAMAND.- ¿Qué página?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Página 153 del comparado.

El señor ALLAMAND.- Para poder seguir la discusión, solicito que la Secretaría explique exactamente en qué artículo incide la indicación renovada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación recae en el artículo 81, que comienza en la página 146 del boletín comparado y tiene varios numerales. Ya se aprobaron los números contenidos en el documento que se entregó a la Mesa: 7, 8, 12, 13, 15, 17, 19 y 20. La indicación renovada agrega al artículo 81 un número 6), nuevo, que de aprobarse obligará a modificar los numerales siguientes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la indicación renovada.



Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, esta indicación busca establecer, respecto del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad (este ya tiene incorporados criterios y dimensiones de evaluación, con aspectos tales como docencia y resultados del proceso de formación orientados a la calidad; políticas de desarrollo y objetivos estratégicos institucionales; sistema interno de aseguramiento de la calidad que abarque la totalidad de las funciones que desarrolla la institución; políticas y mecanismos de vinculación con su entorno local; investigación, creación e innovación mediante el desarrollo de actividades de generación de conocimiento), también la dimensión, que hemos planteado de manera transversal, vinculada con la forma como las instituciones de educación superior garantizan el respeto a la dignidad y los derechos fundamentales de las personas y de la comunidad educativa, especialmente en materias que tienen que ver con acoso sexual, acoso laboral y discriminación arbitraria.



Tenemos ejemplos recientes, como el de la Universidad de Valparaíso, que ha establecido un reglamento que permita alertar de situaciones de acoso sexual y ver de qué manera se tramitan, cómo se procede frente a ellas, en fin.



Se trata, además, de una institución que da muestras de la forma en que se enfrentan situaciones que se daban desde hacía años, sobre todo en el caso de acoso sexual de docentes hacia las alumnas.



Entonces, nos parece que esa dimensión también debe estar incorporada y que lo adecuado es que las  universidades establezcan mecanismos para abordar estos casos, detectarlos y prevenirlos, en función de respetarse la integridad de todas las personas y con un foco especial: el acoso a las alumnas. Ese es el objetivo que se persigue.



Es una indicación muy similar a otra que iba en la misma línea, presentada durante la discusión en la Comisión por el Honorable señor Montes, que tenía que ver con tomar medidas o ser activos frente a una situación que hoy día ha quedado lamentablemente en evidencia, ante la cual queremos proteger no solo a las alumnas, sino también a la institución de educación superior.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Seré muy breve, señor Presidente.



Para nosotros, este no era un tema. A la audiencia de la Comisión de Educación, al igual que a la de Hacienda, llegaron los distintos gremios de todas las universidades, donde el problema del acoso laboral y del acoso sexual presenta un desarrollo mucho mayor que el que pensábamos. De ahí surgió, por distintos lados, la indicación.



Apoyo lo que la Honorable señora Goic propone incorporar, porque es preciso dar señales mucho más contundentes al respecto. Así lo han pedido los trabajadores -las mujeres, especialmente-, porque se da una realidad que está desbordando lo que imaginamos desde fuera.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tengo la impresión de que la indicación apunta a incluir la norma en un sitio mal ubicado. Esta parte del proyecto hace referencia al Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, y al parecer se quiere incorporarla, concretamente, entre las tareas que le corresponden al Comité de Coordinación, que estará integrado por el Subsecretario de Educación Superior, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, el Superintendente de Educación Superior y el Presidente del Consejo Nacional de Educación. Es una entidad que, como bien lo dice su nombre, velará por la coordinación en los procesos de acreditación. Ello no tiene que ver con el contenido del texto que nos ocupa.



Creo que nadie está en desacuerdo con lo que se plantea, pero cabe hacer presente que no guarda ninguna relación, en cuanto al lugar donde se quiere poner -salvo que me equivoque-, con el Sistema Nacional de Acreditación.



He dicho.

El señor WALKER (don Ignacio).- La referencia está mal hecha.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en la misma línea que el Senador señor García, a mí me da la sensación de que se pretende situar la disposición en una forma equivocada. Por eso, quería comprender con qué dice relación.



Entiendo que discutimos el punto en otra parte al abordarlo durante la tramitación del proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Es preciso determinar bien dónde irá el texto. Se agrega un número 6, nuevo -ya se contempla ese número-, y se alude al artículo 81, que dice relación con otro cuerpo legal.
El señor COLOMA.- ¡Es preciso rechazarlo!
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido a la Sala dejar pendiente el pronunciamiento y revisar al final.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, se ha renovado una indicación mal formulada. No podemos votarla, simplemente.



Y si eso se hace, tendremos que rechazarla.

El señor COLOMA.- Es una renovación.
La señora VON BAER.- Ello no se realizó -repito- correctamente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Goic, una de los autores.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solo deseo dar una explicación.



La indicación tiende a establecer un punto adicional a las cinco dimensiones que es preciso considerar para la acreditación, las cuales tienen que ver con docencia y resultados del proceso, políticas de desarrollo y objetivos estratégicos, en fin. Son las enumeradas previamente. Lo planteamos de manera transversal por referirse a ellas. A eso obedece la ubicación. Las medidas se pueden tomar respecto de cualquiera.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a dejarla pendiente, de todas maneras, porque la Secretaría me dice que tiene que verificar en el informe. Tal como se encuentra el texto, surge una imposibilidad, porque no guarda correspondencia con lo demás. Vamos a ver la disposición rechazada, por qué se está renovando y dónde.



Mientras tanto, continuaremos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De acuerdo con el documento entregado a la Mesa, corresponde poner en votación los artículos propuestos por las Comisiones de Educación y de Hacienda respecto de los cuales no se han renovado indicaciones ni se ha solicitado votación separada.



Son los siguientes: 6, en todas sus letras, salvo la b); 53; 54; 55; 81, números 9), 11), 16) y 18); 120, números 1), 2), 3), 4), salvo las letras a) y d), 5), 6), 7), 8), 10), 11), 12), 13), 15), 16), 17) y 18), y vigésimo noveno transitorio.



Estas normas son de quorum simple.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra.



Se ofrece la palabra.

La señora VON BAER.- ¿Es el paquete 3?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En efecto.


En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 24 votos a favor y un pareo, se aprueban las disposiciones individualizadas.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Guillier.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El número 4 del documento entregado a la Mesa dice relación con la votación separada pedida para el artículo 20, número 14, letra b), norma orgánica constitucional.



La disposición expresa:



“b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto”.”.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Puede intervenir la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, el texto se refiere a que el Ministerio, al nombrar un administrador de cierre en una institución de educación superior, tiene que contar con el visto bueno del Consejo Nacional de Educación. Ello es especialmente importante, porque, de esa manera, se resguarda el contrapeso en una resolución tan significativa.



De hecho, al ocuparse en el proyecto de ley sobre el administrador provisional, el Tribunal Constitucional ponderó, para poder aprobar un administrador de cierre nominado por la Secretaría de Estado, la existencia de dicho mecanismo.



El Ejecutivo elimina este último en la decisión, que ahora ya no tomará la Cartera, sino la Superintendencia de Educación Superior. Cuando lo discutimos en el órgano técnico, nos dijo que, desde su punto vista, ya no se necesita, porque ella es una institución ya no política, sino técnica e independiente.



El contrapeso no tiene que ver con que la nominación del Ministerio diga relación con un ente político. Se trata de una determinación tan trascendental y es tan importante resguardar el debido proceso, que resulta relevante contar con un organismo que ejerza ese papel y, por lo tanto, pueda asegurar este último.



Tanto es así que la Superintendencia podría tomar decisiones que llevaran a la reestructuración de una entidad de educación superior o a su cierre, y que, a raíz de ello, se tuviese que nominar un administrador. En ese sentido, sería una suerte de juez y de parte, porque su resolución se traduciría en que fuera preciso efectuar tal designación y la adoptaría sin un contrapeso.



El punto fue especialmente relevante para que el Tribunal concluyera que el debido proceso en el nombramiento de administradores de cierre se hallaba garantizado, por lo que esta era constitucional.



Nosotros creemos que, con el cambio en la norma, la Superintendencia podría adoptar decisiones que llevaran al cierre de una institución y efectuar la designación ella misma. En tal sentido, el debido proceso no se encontraría resguardado para nada.



Por eso, consideramos un error la exclusión del Consejo Nacional de Educación y que pueden surgir problemas en el Tribunal Constitucional, pues la institución decidiría sola, sin el contrapeso que en este momento ejerce el primero.



De ahí que votaremos en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, creo que el asunto es muy importante: involucra lo que hacen el Ministerio y la Superintendencia y dónde participa o no el Consejo.



A nosotros nos parece que, al existir la Superintendencia, procede que nombre al administrador provisional. Es parte de su tarea.



Cuando no se había establecido, evidentemente se buscaba un equilibrio entre un órgano político, como la Cartera, y el Consejo Nacional de Educación.



En la situación que nos ocupa interviene la Superintendencia, pero es preciso comprender que la Secretaría de Estado se encarga siempre de la revocación del reconocimiento oficial, así como otorga el reconocimiento inicial. No sé si me doy a entender. Por lo tanto, eso no está en juego. 



Repito que el nombramiento de la persona que tendrá que velar por el proceso es propio de un órgano como la Superintendencia.



Eso es todo lo que estamos discutiendo.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, comparto la proposición.



Discutimos el asunto en las Comisiones, y había un acuerdo más general, según entiendo.



No corresponde que el Consejo tome una decisión de carácter administrativo como la de dar el paso para el nombramiento de un administrador provisional. Ello quedó así en la ley actual porque no había otro organismo. Al ser creada la Superintendencia, es lógico que sea la que tiene que regular el sistema y llevarlo adelante. Es su tarea.



En cuanto al debido proceso, este forma parte del procedimiento de revocación, que incluye un conjunto de instancias en que la universidad, efectivamente, tiene la posibilidad de defenderse, de cuestionar.



A mí me parece muy complicado dotar al Consejo Nacional de Educación de funciones que no le competen. Ello se hizo antes porque no había alternativa. Es una entidad que tiene que tomar decisiones sobre ciertos contenidos, como los currículums.



En lo personal, estimo que ese órgano cuenta con más funciones que las debidas, pues el Congreso ha renunciado a tener una opinión sobre ciertas materias sustantivas en la educación y se ha quedado solo en los temas administrativos, financieros o institucionales.



En particular respecto de lo que se trata, juzgo que no procede que el Consejo intervenga en la etapa de nombramiento de los administradores para entrar en un proceso de ordenamiento, dado que una institución podría perder su condición de autorizada, la que se revocaría.



Por eso, soy partidario de votar a favor de la proposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, como dijo el colega que me antecedió en el uso de la palabra, este tema es muy importante. Y cada uno debe tratar de explicar su posición.



Aquí hay decisiones intrusivas -así se llaman; no es que sean buenas o malas- que afectan a determinadas instituciones. Y el modelo de una resolución de esa naturaleza siempre debe distinguir al que es parte del que es juez. Ese es un principio muy razonable.



Este Parlamento ha ido lenta pero sostenidamente generando mecanismos en ese sentido: por ejemplo, creó los tribunales tributarios para que el Servicio de Impuestos Internos no sea juez y parte. Sus propias autoridades aquí socializaron lo peligroso que era tal situación en la lógica de buscar justicia, de dar a cada cual lo suyo.



Los tribunales ambientales también siguen ese criterio: los que fiscalizan no pueden ser los mismos que dan la orden de sancionar o toman las decisiones.



Ese es un principio cada vez más extendido dentro de la Administración Pública y de lo que uno supone que debe ser el objetivo de una sociedad más institucional.



Ahí radica el tema de fondo.



Hoy día, cuando una universidad está en una situación de esa naturaleza y el Ministerio requiere nombrar un interventor, se debe hacer la consulta previa al Consejo Nacional de Educación. Y ello está bien, porque el Ministerio asume un rol fiscalizador para tales efectos y, si va a adoptar una medida mayor, debe preguntarle a alguna institución. 



Eso fue aprobado en este Senado. Es parte de la legislación que creó el concepto de los administradores en este ámbito, iniciativa que en su momento -si ustedes recuerdan- fue objeto de una profunda discusión.



Entonces, más allá de lo que se pueda plantear, yo no veo la razón para cambiar ese criterio. Y se establece que sea la Superintendencia, que es el organismo que fiscaliza, la que tome la máxima decisión, que, en este caso, puede llegar incluso al cierre de la institución.



¿Es razonable eso? ¿Es sano, desde un punto de vista institucional, disponer que un organismo sea juez y parte?



Mi impresión es que nosotros debemos avanzar en el sentido contrario, distinguiendo lo que es una fiscalización de lo que es una sanción. 



Por eso la Senadora Von Baer decía que la decisión del Ministerio debe ser con consulta previa al Consejo Nacional de Educación. No estamos inventando un órgano; no estamos tratando de exportar o importar una institución. Solo buscamos que el sistema que fue diseñado justamente para asegurar los contrapesos en las decisiones más complejas sea correcto y nos deje a todos tranquilos. 



Considerando que el próximo Gobierno obviamente va a jugar un rol y que la Superintendencia tiene un sistema de elecciones que va rotando, lo lógico es que exista contrapeso en cada institución para que las medidas adoptadas no dependan de un gobierno A, B o C, o de un superintendente A, B o C. Conviene que se mantenga la obligación de pedir al Consejo Nacional de Educación su opinión respecto de estas decisiones “drásticas” o “intrusivas”, según como se las llame.  



Entiendo el principio que sustenta la modificación; pero al final no resulta bien lo que se está planteando.



Reflexionemos sobre el modelo que deberíamos buscar. Concedamos que es el siguiente: que no existan instituciones que sean juez y parte. 



¡Eso es lo que deberíamos buscar!



No se está pidiendo que el Ministerio recurra a un órgano que no sabe nada de educación, como sería solicitar una acción a la justicia. ¡No se está pidiendo nada que escape del campo! Se está instalando el rol del Consejo Nacional de Educación como contraparte para tomar decisiones severas.



Por eso, señor Presidente, hago una especial reflexión respecto del modelo social que toda institución requiere, y no solo en materia educacional. Esto debería replicarse en todos los ámbitos si realmente queremos generar una sociedad más justa, que es lo que todos intentamos lograr. Por lo menos, así lo hemos planteado.



En consecuencia, no me parece correcta la modificación propuesta.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización a la Sala para abrir la votación.



Acordado.



En votación el artículo 120, numeral 14), letra b).



--(Durante la votación).   
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, cuando aprobamos la ley Nº 20.800, que crea el Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, siempre dijimos que lo más importante eran los estudiantes: asegurar su continuidad de estudios y ver cómo se reubican.  



¡Lo central son los estudiantes!



La norma que ahora estamos discutiendo se refiere a un proceso que está bastante avanzado, pues supone que la universidad cuestionada ya presentó una serie de problemas administrativos, financieros, académicos y es candidata al cierre. 



¡De eso estamos hablando! 



No se trata de que el Consejo Nacional de Educación no se pronuncie. Este ya lo hizo en la fase en que debía hacerlo: la correspondiente a la revocación del reconocimiento oficial. 



¡Entonces intervino; ahí fue escuchado!



El CNED es el organismo encargado de los planes y programas, de la aprobación de los aspectos curriculares. Ese es su rol. De consiguiente, incorporarlo en esta instancia podría incluso retrasar el proceso.



Y yo no hablaría de contrapeso, porque dicho organismo no está llamado a cumplir ese papel. De hecho, habría que discutir incluso cómo se genera su composición.



En definitiva, señor Presidente, aquí estamos hablando de una universidad que está en una fase terminal, de cierre, con una investigación avanzada de parte del administrador provisional. Y lo que hemos hecho en esta iniciativa es traspasar las facultades que otorga la ley Nº 20.800 a la Superintendencia de Educación Superior, que es un órgano altamente especializado.



Esta discusión me hace recordar la que sostuvimos hace un par de años, a propósito de la situación de la JUNJI, que hacía de todo: construir jardines infantiles, establecer normativas, fiscalizar. ¡Todo! Y, bueno, por eso creamos la Subsecretaría de Educación Parvularia, para ir ordenando un poco las funciones de cada una.



Hoy día contamos con un ente altamente especializado, que es la Superintendencia, órgano al que le corresponde pronunciarse en este momento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solo haré un par de breves comentarios respecto a la conversación que estamos sosteniendo.



En quienes son partidarios de la modificación no se entiende bien el cambio de criterio, porque, cuando se convino que la facultad de nombrar al administrador de cierre la tenía el Ministerio, se estableció que era conveniente requerir esta suerte de consulta o ratificación al Consejo Nacional de Educación. Es decir, el organismo rector máximo de la educación, el Ministerio, tenía la necesidad de solicitar el visto bueno o la aquiescencia del CNED a efecto de lograr mayor consistencia en la decisión que se adoptase.



La facultad no cambia, solo que ahora se le otorga a la Superintendencia de Educación Superior. En tal caso, ¿por qué razón ahora no va a ser necesario lo establecido cuando la atribución recaía en la Cartera de Educación?



La facultad es la misma: nombrar un administrador de cierre.



Cuando esta la tenía el Ministerio, nadie discutía que debía ser con acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación. Ahora que la facultad es de la Superintendencia, se quiere evitar esa consulta.



¿Qué razones hay para ello?



¿Cuál es el fundamento? ¿Cuál es la justificación?



¡Absolutamente ninguna!



En consecuencia, señor Presidente, lo conveniente y razonable es mantener la necesidad de requerir el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación.



¿En qué molesta esa consulta?



¿Cuál es el perjuicio? 



¿Cuál es la equivocación que podría tener lugar?



¡Absolutamente ninguna!



En consecuencia, hay que rechazar la modificación en análisis.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo entiendo que la facultad para revocar el reconocimiento oficial de una universidad y para nombra un administrador de cierre sigue siendo del Ministerio de Educación.



El texto del inciso primero del artículo 20 aprobado en general por el Senado dice: “la Superintendencia enviará los antecedentes al Ministerio de Educación” -¡al Ministerio de Educación!, lo resalto- “para que, de estimarlo procedente,” -¿quién? ¡El Ministerio, pues!- “dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior”.



Luego, el segundo inciso de la normativa vigente señala: “Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación” -¡el Ministerio de Educación!- “deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.”. 



La última parte es la que se quiere eliminar.



Sigue siendo la Cartera de Educación la que revoca el reconocimiento oficial y la que nombra el administrador de cierre.



Por lo tanto, hay que mantener la norma. El Ministerio debe cumplir esa atribución, previo pronunciamiento del CNED.



Eso es lo lógico y lo coherente.



Voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no logro comprender la actitud de los colegas de las bancas de enfrente, a menos que imagine que los animan otros propósitos. Como no quiero creer eso, trataré de entender su lógica.



Aquí estamos hablando de una etapa posterior a la del administrador provisional, tras la cual ya se han agotado todas las posibilidades y, producto de esa situación, la Superintendencia envía los antecedentes al Ministerio de Educación para que este, de estimarlo procedente, inicie el proceso de revocación del reconocimiento oficial.



Es decir, la Superintendencia ya se ha pronunciado.



La norma que estamos modificando es anterior a la existencia de la Superintendencia. El proyecto ahora le entrega a esta una facultad para pronunciarse en esta materia.



Por eso es responsabilidad del Ministerio de Educación dar el próximo paso. 



Sería bueno preguntarse cuál es el rol del Consejo Nacional de Educación. ¿Es necesario? ¿Por cuánto tiempo? 



A mi juicio, teniendo a la vista todas sus atribuciones, no corresponde que dicho organismo esté pronunciándose sobre un acto administrativo propio de la autoridad pertinente, que en este caso es el Ministerio de Educación. Este es el encargado de nombrar un administrador de cierre, luego de que la Superintendencia de Educación Superior se ha pronunciado sobre el particular, ha entregado la información y se han cumplido todos los plazos.



Debe existir una instancia que resuelva, pero en ello no es necesario que esté involucrado el CNED, que, por regla general, se dedica a otras áreas (currículum, planes de estudios) y tiene otra lógica.



Por ende, votamos a favor de la proposición de eliminar la expresión señalada. Nos parece que está obsoleta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Advierto a la Sala que estamos votando una norma que requiere quorum orgánico constitucional, por lo que no rigen los pareos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la letra b) del numeral 14) del artículo 120, recaída en el inciso segundo del artículo 20 de la ley Nº 20.800, por no reunir el quorum constitucional exigido (20 votos a favor y 8 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Pérez Varela y Prokurica.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para aprobar la norma recién votada, se necesitaban 21 votos favorables.



Continuamos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se ha pedido votación separada de un conjunto de disposiciones.



La idea es votarlas en tres paquetes, como se indica en la página 3 del documento que se hizo llegar a la Mesa.



En primer lugar, veremos las normas del Paquete Nº 1, que son las siguientes:



Artículos 6, letra b); 39, letra a); 49; 85; 87, letra a); 88 a 95; 96, excepto la frase “Con todo, en igualdad de puntajes se deberá preferir a las postulantes mujeres”; 97 a 100, y los artículos sexto, séptimo, décimo segundo, décimo tercero, trigésimo séptimo y trigésimo noveno transitorios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, este paquete de normas contiene cuatro materias.



La primera dice relación con los criterios que se deben cumplir para entrar al Consejo de Rectores.



La nueva norma establece que, para incorporarse a ese organismo, las instituciones deben cumplir ciertos requisitos. El punto radica en que una de esas condiciones es contar con una acreditación de al menos cinco años.



El primer problema que surge es que actualmente hay universidades estatales en el CRUCh que no tienen cinco años de acreditación. O sea, hay rectores en el Consejo cuyos planteles no cumplen el referido requisito, pese a exigirlo para los nuevos miembros.



La otra situación que sucede -y también resulta bastante extraña- es que instituciones que forman parte del Consejo de Rectores y cuentan con cinco años de acreditación siguen perteneciendo al organismo, aunque en el futuro caiga su período de acreditación.



Entonces, cabe preguntarse: ¿qué es finalmente el CRUCh?



Nosotros creemos que dicho Consejo debiera estar integrado por las universidades de mayor prestigio y excelencia en el país. Por tanto, no nos parece correcto que en ese grupo haya rectores de planteles que no cumplen con la acreditación mínima de cinco años. Y, de hecho, es así hoy día: hay universidades estatales en dicho organismo que no cumplen tal exigencia. 



En el futuro puede ocurrir lo mismo con una universidad privada: entrar al CRUCh luego de lograr los cinco años de acreditación y después perder el requisito. ¡Seguirá formando parte del Consejo, aunque ya no cuente con acreditación!



Creemos que ese criterio se establece simplemente para proteger a las universidades estatales.



Un segundo punto se refiere a las infracciones que puede perseguir la Superintendencia, lo cual se establece en el artículo 49 (página 101 del boletín comparado). 



El inciso tercero señala: “La Superintendencia no podrá perseguir las infracciones cometidas transcurridos cuatro años desde que hubiere terminado de cometerse el hecho. Este plazo se suspende cuando se inicia el procedimiento sancionatorio, con la notificación del infractor y se interrumpe cada vez que se cometa una nueva infracción.”.



¿Qué significa eso? Que el proceso sancionatorio, en estricto rigor, no termina nunca, porque si la institución comete otra infracción, vuelve a correr el mismo plazo.



En tal caso, señor Presidente, la infracción no va a prescribir nunca.



En ese sentido, creemos que esta no es una regulación correcta.



Tercero, una parte de los artículos de este primer paquete se refiere a los aranceles regulados.



Para que exista la gratuidad, los aranceles deben ser fijos. Y nosotros tenemos dudas -personalmente, tengo algunas muy fuertes- en cuanto a que los expertos del grupo destinado a determinar los aranceles no se equivoquen.



Eso puede llevar a nuestro sistema de educación superior a una situación de gran precariedad, como lo dijo también el Senador Montes durante la discusión del proyecto en la Comisión.



Con todas las limitaciones que estamos estableciendo en materia de financiamiento, estamos llevando a nuestras instituciones de educación superior a una situación de gran precariedad, ya sea porque no habrán suficientes recursos para desarrollar investigación o porque el Estado no está poniendo fuertes e importantes fondos para financiarla.



Yo les pido de verdad que revisen lo que pasa a nivel internacional en cuanto a la inversión que se hace en investigación, porque en nuestro país les estamos cerrando las llaves a las universidades. ¡Todas las llaves! Puede que en la fijación de aranceles se cometa algún error y dejemos a nuestro sistema de educación superior desfinanciado.



¿Me concede un minuto adicional, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede terminar, Su Señoría.

La señora VON BAER.- El cuarto punto se refiere a la fijación de las plantas por decreto con fuerza de ley y no por una ley discutida en el Congreso.



Nosotros, señor Presidente, creemos que ello significa entregar al Ejecutivo atribuciones que debería ejercer el Parlamento. Este tiene que revisar las plantas. Lo hemos hecho en otros ministerios, donde, por último, hemos analizado la cubicación de las plantas. Y en esta ocasión no vimos nada. Nunca se discutió de plantas de ninguna de las instituciones que se están creando: ni de la Superintendencia ni de la Subsecretaría. Y a nosotros nos parece que eso significa pasar por encima de las atribuciones que tiene el Congreso.



He dicho.

El señor CHAHUÁN.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor COLOMA.- ¡Que hable la señora Ministra!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.
La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, solo haré algunas aclaraciones con respecto a lo que ha expresado la Senadora señora Von Baer.



En primer lugar, en relación con el tema del CRUCh. 



Este organismo fue creado por ley hace ya muchísimos años, cuando se estableció un número de instituciones tradicionales del país, independientemente de su acreditación. Correspondió a un momento especial, en que se dijo “Estas son las instituciones tradicionales de Chile”. Y luego comenzaron a crearse las universidades privadas.


Evidentemente, los requisitos que se exigen para ser parte de un conjunto de instituciones, que tienen un prestigio especial en el país, etcétera, no los tuvieron originalmente las que ya pertenecen al Consejo, por las cuales, sin embargo, existe un reconocimiento social, global, por el aporte que han hecho a lo largo de toda su historia. Por lo tanto, no hay una discriminación.



Hace un tiempo, cuando se instauró la gratuidad, efectivamente se planteó por qué había instituciones con tres años de acreditación. En esa oportunidad se entregaron recursos para apoyarlas. Hoy día, las tres están acreditadas por cuatro años y más. 



En la actualidad, dos estatales están bajo el número de años que se exige, pero ello guarda relación con el tema de la acreditación de la investigación, que fue uno de los puntos que acordamos en la Comisión (donde estaba la señora Senadora), en términos de decir: “Deja de ser obligatoria y queda solamente para las instituciones de excelencia”.



Por lo tanto, una exigencia mayor no debería constituir un problema especial para aquellos establecimientos que quieran ingresar al CRUCh y ser reconocidos por el país como parte de este Consejo.



Es segundo término, quiero hacer presente que sí existen plazos, los que rigen para todo el sector: dos años para la caducidad de los procedimientos sancionatorios, y cuatro para la prescripción. Ello se encuentra establecido en normas de carácter general. Por ende, también se cumple con las disposiciones de la Superintendencia.



En cuanto al tema del arancel regulado, el cual, sin duda, podría ser mejor explicado por el señor Ministro de Hacienda, se señala que quienes los fijen podrían equivocarse. Evidentemente, todos los seres humanos y todas las instituciones pueden equivocarse en un momento determinado. Pero estamos hablando de siete expertos que tendrán, como tarea, realizar un estudio que no quede sujeto solo a la situación de una entidad, sino que permita abrir el proceso y así dar garantías a todas las instituciones en esta materia.



Efectivamente, hoy existe la necesidad de tener aranceles regulados al entregarse recursos públicos a las universidades, para que estos mayores fondos no suban los aranceles a un grupo de estudiantes, sino que realmente se traspasen en términos de bajar esta cantidad de recursos. Chile -todos lo sabemos- es uno de los países donde las familias ponen más dinero para que sus hijos estudien en las universidades, y no queremos que toda la institución se financie con aranceles absolutamente liberados. Por eso lo estamos dejando solo para el décimo decil.



Finalmente, con respecto al tema de las plantas, señalamos el número de funcionarios y fuimos más explícitos ayer en la Comisión de Hacienda, pero, por supuesto, hay documentos que están a disposición de la señora Senadora y de quien quiera saber cuál es la planta de la Superintendencia. En el caso de la Subsecretaría, se parte de lo que hoy es la División de Educación Superior del Ministerio y se ajusta en una cantidad de funcionarios muy mínima.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo de a lo menos tres aspectos del paquete uno, como se ha llamado a esta petición de votación separada.



Lo primero tiene que ver con un criterio general. Resulta deseable que los requisitos de ingreso a determinada institución se apliquen tanto a los que van a ingresar como a los que ya pertenecen a ella, si es que estos últimos pierden las condiciones de elegibilidad.



Es, repito, un concepto general.  Aquí no estamos discutiendo algo al voleo; estamos viendo el tema del CRUCh. Y entendemos que está bien que este organismo, como sinónimo de excelencia, pueda establecer determinados requisitos para quienes quieran acceder a dicha categoría. Pero admitamos una cosa: si pide ciertos requisitos, es razonable que a los que ya están se les aplique un criterio similar a los que ingresan. 



Sin embargo, aquí se está diferenciando. Y creo que todas las diferenciaciones, para este efecto, son bastante arbitrarias. Porque está bien que se pueda pedir, en este caso, cinco años de acreditación, pero, si una entidad que ya está no los tiene o llega a perder esta condición, admitamos que resulta discutible que ella, como tal, está cumpliendo su objetivo al exigirles a otras lo que por sí misma no puede cumplir.



Me acuerdo que este era un tema que se discutía mucho a propósito de convenios internacionales y de acuerdos de otra naturaleza: la existencia de un concepto de igualdad, que es esencial y que, en mi opinión, aquí se está vulnerando. Yo no digo que esa sea la idea matriz de esta parte de la iniciativa -por eso nos estamos absteniendo-, pero admitamos que no resulta sano que haya criterios diferentes para el ingreso y para la permanencia entre instituciones que, teóricamente, buscan un estándar distinto del resto. No me parece que ello sea bueno.



Segundo, se habla del tema de los aranceles regulados.



¿Dónde está, a mi juicio, el asunto de fondo? Yo no soy partidario del criterio de fijación de precios. Lo considero un concepto anticuado dentro de la economía. Se ha demostrado hasta el cansancio. Y no se trata de si sean buenas o malas las personas que efectúen la fijación. Es, vuelvo a decirlo, una cuestión de fondo. 



Las cosas que influyen para fijar un precio, en este caso el arancel, obviamente tienen relación directa con el futuro de determinada institución. Y las personas, a veces por presiones, a veces por visiones diferenciadas, pueden entender que el costo de cierto arancel debe ser equis. Pero es posible que una universidad tenga, como se señalaba, programas de investigación, de extensión o científicos, como lo vimos largamente en el Congreso del Futuro, una de las grandes instancias que hay en Chile y que poco se valora en este Senado, a pesar de los esfuerzos que se realizan en ese ámbito. En efecto, allí se comprueba que mucha de la investigación existente se lleva a cabo a través de las universidades, y, obviamente, uno de los elementos que la permiten efectuar tiene que ver con los aranceles.



Entonces, si uno fija un arancel, de alguna manera está afectando la autonomía de una institución para cumplir con su vocación. Fijar precios no es un buen consejero en ningún lugar. Es algo que hemos aprendido, una y otra vez, incluso en forma muy dolorosa, porque trae aparejados ciertos efectos. No es una cosa neutral, ni tiene que ver, como se decía, con que las personas que hagan la fijación sean muy calificadas o calificadísimas. Al final, siempre habrá un criterio individual que pugnará con lo que puede desear una institución universitaria, con la cual, indudablemente, es posible discrepar.



Por último, ya casi como la campanada de la agonía, se aplica un criterio permanente, que no es responsabilidad de este proyecto -lo quiero dejar en claro-, de entregar toda la fijación de plantas al criterio presidencial, por bueno (o no tan bueno) que este pueda ser. Tal vez haya una mejora -no lo sé-, pero no me parece una sana visión traspasar roles que le corresponden al Parlamento.



Lo que más me inquieta, en todo caso, de este paquete de normas, que contiene ideas muy diferentes, es la diferencia de requisitos para acceder y permanecer en una misma institución, así como el concepto de fijación de precios, que a mi juicio constituye un error en esta y en cualquier otra materia.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solo para retomar el tema del CRUCh.



Me parece que uno de los avances que arroja este proyecto para la educación superior es, precisamente, la apertura de ese organismo a la entrada de nuevas instituciones. No hay duda de que mantener el hermetismo del Consejo de Rectores como hasta ahora era algo que simplemente no guardaba relación ni con los tiempos actuales ni con la diversificación y la amplitud que exhibe nuestro sistema de educación superior.



Estimo que el planteamiento formulado desde la Oposición es al menos susceptible de ser analizado con detención. Cabe formularse aquí la siguiente pregunta: ¿es razonable establecer requisitos de ingreso que, al mismo tiempo, no se apliquen para la permanencia o la existencia previa de los actuales miembros del organismo? ¡Cómo va a ser razonable aplicar un conjunto de exigencias para quienes deseen incorporarse a una institución y que algunos de sus antiguos integrantes simplemente no cumplen! Más aún: ¡cómo no va a ser razonable que la misma institución establezca un mecanismo para que, si después del ingreso se pierden las condiciones que permitieron dicho ingreso, exista una sanción o una consecuencia!



Con esta posibilidad de ampliar el CRUCh estamos generando una situación doblemente incorrecta: primero, que una institución exija condiciones que no aplica a sus actuales miembros, y segundo, que si quienes han ingresado a ella dejan de cumplir los requisitos de incorporación no se produzca efecto alguno.



En consecuencia, este es un asunto que deberá revisarse más adelante. Y por eso nosotros vamos a votar en la forma que se ha señalado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, se nos está pidiendo votar a favor o en contra de un paquete de normas que es bien variado. Y yo creo que hay que aprobar este conjunto de medidas que vienen en el proyecto.



En esto no hay que equivocarse: hay que aprobar.



Algunas disposiciones se refieren a cambiar la conformación histórica del CRUCh mediante la posibilidad de ingreso de universidades que cumplan condiciones bastante exigentes.



¿Es bueno o no que exista un grupo de universidades con mayor trayectoria, con mejores condiciones, donde estén todas las estatales más algunas privadas? 



Claramente, es muy importante.



En este proyecto el CRUCh se desvaloriza en algunos puntos debido a ciertas decisiones adoptadas a propósito de las Becas Bicentenario, que eran exclusivas para las instituciones del Consejo y que Senadores de enfrente hicieron que quedaran en igualdad de condiciones. El G9 todavía no se da cuenta de lo que ocurrió, pero sí lo hará a partir del próximo año. Son medidas que en el punto siguiente voy a decir cuánto le cuestan al Estado, aunque es mucho.



Es necesario mantener el CRUCh y nos vamos a jugar por que así sea, a partir de lo que ha sido históricamente, aun cuando se incorporen otras instituciones, etcétera. Si algunas pierden la acreditación estatal, tienen que superarse. Esa es nuestra obligación.



Respecto de ciertas universidades privadas, hemos aprobado recursos, no solo en el último tiempo, como dijo la señora Ministra; muchas veces se han entregado para que instituciones no acreditadas se acrediten. ¿Por qué? Porque queremos que lo hagan, que todas sean de calidad; no que sean malas.



A varias universidades hay que exigirles mucho más, incluyendo a algunas estatales. Ya mejoraron, pero tienen que mejorar más. Y todo el plan de recuperación apunta a eso.



Hay otras medidas.



Por ejemplo, resulta incomprensible que en la página de la Superintendencia no estén las disposiciones que ella dicta, tal como lo contempla el artículo 39, letra a), que quieren eliminar. Es inentendible, pues es necesario que tales normas estén ahí.



En cuanto a los aranceles, ¿las universidades pueden cobrar lo que ellas quieran, que es lo que ha ocurrido en el último tiempo, en que los precios han ido subiendo y subiendo, hasta llevarnos a ser el país con los aranceles más caros?



Si hay gratuidad, es imposible que haya libertad de aranceles. Tiene que haber una cierta forma de regularlos. Se ha planteado un procedimiento de regulación, con dos vertientes: una, constituida por una ecuación que ve los distintos factores que entran, y la otra, referida a la información histórica.  Eso permite mantenerlos con una base de realidad.



Para lo anterior se propone crear comisiones de expertos, que también se está pidiendo rechazar, aunque esté compuesta por especialistas muy calificados que tendrán que recibir información, ir probando y darse un tiempo, no breve, para ir generando un sistema que determine los aranceles.



Si no aprobamos eso, ¿libertad de precios y que cada uno haga lo que quiera, a pesar de que se trata de un bien monopólico? Son pocas las universidades y muchos los interesados. ¿Y podrán cobrar lo que quieran?



La verdad es que eso no resulta razonable y, además, es totalmente incompatible con la gratuidad, porque la impediría.



El otro tema que se objeta son las plantas. Se faculta al Presidente de la República para fijarlas y para un conjunto de otras cosas, pero bajo ciertas condiciones.



Yo comparto con la Derecha de que no es bueno que ello quede tan genérico en la ley. Aquí está así y lo mismo ha ocurrido en los últimos cuerpos legales que hemos despachado. Por eso, a partir del próximo Gobierno nosotros vamos a ser particularmente rigurosos en cuanto a que las plantas vengan en la ley, siguiendo la reflexión del Senador Coloma. En algunos casos será más posible; en otros, dependerá de los tiempos y las condiciones que haya.



El tema de las plantas se votó todas las veces que salió -porque también apareció en otras partes- y, en definitiva, se aprobó entregar estas facultades, así como plantear las condiciones. Prácticamente toda la Comisión, salvo la UDI, estuvo de acuerdo en ambos procesos.



Pienso que hay que votar a favor el paquete uno, ya que es necesario contar con este conjunto de medidas que le dan consistencia a la iniciativa. Votar en contra significaría vaciarla de un corazón fundamental en lo que se refiere a la forma de determinar el arancel regulado, tanto en su forma permanente como temporal, porque aquí también se está pretendiendo echar abajo las normas transitorias relativas a la fijación de aranceles.



Me parece muy inconsistente votar que no, y por eso pienso que hay que aprobar este paquete.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me quiero referir, con mucho respeto, al tema de la fijación de aranceles, pues creo que aquí estamos haciendo política pública y debemos hacer una buena política pública.



Lo ideal, sin duda alguna -y en tal sentido comparto los dichos del Senador Coloma-, es que, si existe un mercado competitivo, sea el propio mercado el que fije los precios. Eso está archidemostrado.



Sin embargo, como expresaba el Senador Montes, claramente, y en todas las partes del mundo así ha sido reconocido -se lo digo al Senador Coloma, por su intermedio, señor Presidente-, la educación superior no es un mercado competitivo, con múltiples oferentes y múltiples demandantes. Aquí hay poder de mercado y, por tanto, es menester que la política pública vaya en auxilio del consumidor -en este caso el estudiante- a efectos de que el oferente no extraiga el llamado “excedente”.



Aun así -para las bancadas de la Nueva Mayoría-, hemos dejado en completa libertad para fijar aranceles a las universidades que no reciben gratuidad.

El señor ALLAMAND.- ¡Era que no…!

La señora VON BAER.- ¡Eso parecería inconstitucional…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Evitemos los diálogos.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Creo estar hablando con harto respeto, señora Senadora.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el señor Ministro.

El señor LAGOS.- ¡Tranquilo, Ministro! ¡Lo que pasa es que hablan por la herida…!

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Entonces, señor Presidente, en teoría -y estoy seguro de que estarán de acuerdo los economistas del otro sector-, si existe insuficiente competencia, es menester proteger al demandante del oferente, lo cual está aceptado en todas partes del mundo.



Pero, como no hemos querido ser muy intrusivos, en el caso de las universidades que no reciben financiamiento público -esta es una información que es importante que tengan presente los Senadores del sector que en marzo asumirá el Gobierno-, hemos permitido que haya libertad de aranceles, sabiendo, eso sí, que es posible que se extraiga parte del excedente del demandante sobre la base del poder de mercado que el oferente tiene sobre el demandante.



Ahora, cuando las universidades reciben recursos públicos, aquello es doblemente problemático porque, si el Estado subsidia al estudiante, ya sea a través de la gratuidad o en la forma de becas o créditos, en un mercado no competitivo se puede terminar subsidiando al oferente y no al demandante. O sea, los fondos públicos terminan yendo a la universidad y no al estudiante.



Por eso, es menester que se ponga cierto marco a la fijación de aranceles para la protección del estudiante, a fin de que no sean las familias las que financien algo distinto de la docencia.



Entonces, se trata de un precio justo.



No obstante, debo señalar que en este “prueba y error” -porque nadie sabe exactamente qué es un arancel justo- se han ido efectuando modificaciones. Y esto es importante que lo escuchen.



Odontología, que es lejos la carrera con las mayores brechas producto de los aranceles topados en 40 por ciento para el séptimo decil y en 60 por ciento para el octavo y el noveno deciles, tenía un arancel regulado muy bajo, porque había sido promediado con otras carreras de la salud más baratas. Pero su arancel se reajustó ahora, el año 2018.



Por tanto, parte importante del déficit, particularmente de las Universidades Diego Portales, Finis Terrae y Católica, va a ser mitigado con el reajuste que se aplicó al arancel de la carrera de Odontología.



Ese proceso deberá seguir realizándose -lo digo para las futuras autoridades-, a fin de continuar aislando más correctamente cada carrera con su costo.



Porque, en definitiva, hoy día este es un elemento más bien inercial de la historia. Pero la existencia de cierta banda de regulación -como ocurre en todos los países del mundo-, que no tiene por qué ser un punto fijo de los aranceles cuando hay recursos fiscales envueltos, constituye una buena política pública: significa garantizar que los recursos públicos vayan al estudiante y no al oferente.



Por tanto, estimo que lo ejecutado por el Gobierno en esta materia no tiene ningún afán controlador, sino que un objetivo de protección, como es nuestro deber.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero hacer una pequeña reflexión.



Una de las razones por las que se discute lo relativo a la fijación de aranceles es que resulta evidente que si el Estado no le entrega recursos a una institución esta no tiene cómo fijar aranceles. Lo digo porque en un minuto se planteó que era una dádiva y una actitud generosa del legislador no fijar aranceles a instituciones que no reciben un peso y que no están adscritas a la gratuidad.



El tema de fondo tiene que ver con la existencia de un desfinanciamiento de las instituciones de educación superior adscritas a la gratuidad. Entonces, mi percepción es que lamentablemente una política pública, que puede estar muy bien inspirada, está afectando la calidad de la educación.



Yo conversé con académicos de la Universidad Diego Portales, quienes me contaron lo que está pasando. Es difícil que una institución se niegue a ingresar a un sistema donde sus estudiantes reciben aporte estatal. Ello, incluso comunicacionalmente, es relevante.



Son pocas las universidades que pueden darse el lujo de decir: “No voy a entrar a la gratuidad”. Pero una vez que ingresan a ella reciben recursos insuficientes para garantizar un proyecto educativo de calidad, considerando la tremenda complejidad de una institución que, además, quiera hacer bien la pega.



Desde ese punto de vista, uno ve que, lamentablemente, se están cercenando recursos para la investigación, para la vinculación con el medio.



Entonces, ahí radica el problema de fondo. ¿Por qué una universidad tendría que subir el arancel de los estudiantes que no están suscritos a la gratuidad? ¿Solo para rentar más? ¡No!



Es perfectamente posible verlo bajo la lógica de que esa institución está desfinanciada. Y lo está porque lo que recibe por jóvenes beneficiarios de la gratuidad no es suficiente para garantizar una educación y un proyecto educativo de calidad.



Ese es el gran problema.



De ahí que muchas universidades planteen hoy día: “Si no me dejan subir el arancel de los deciles que no están siendo beneficiados por la gratuidad, la verdad es que me encuentro en una especie de zapato chino, ya que necesito superar los déficits producto de una política improvisada”. De hecho, hoy día estamos legislando de manera muy rápida respecto a una política que se ha implementado a través de la Ley de Presupuestos.



Muchos dirán que probablemente esta política tiene, más que nada, un componente ideológico. Pero si por último hay un componente ideológico detrás y las ideas son válidas, entonces tratemos de implementarlas de manera tal de no afectar la calidad de instituciones que han mejorado la cobertura universitaria, que en Chile era bajísima.



Aquello se olvida cuando uno discute estos temas. El populismo y la demagogia campean. Todos critican el CAE; pero, en su minuto, el CAE permitió que numerosos jóvenes que jamás habrían tenido la oportunidad de ir a la universidad pudieran hacerlo. Cabe recordar que en 1990 nadie del quintil más pobre estudiaba en la educación superior. Sin embargo, actualmente, uno de cada cuatro jóvenes pertenecientes a ese quintil lo hace. Además, la cobertura universitaria subió de 250 mil estudiantes, en 1990, a un millón 250 mil.



Entonces, a mi juicio, las cosas se deben mirar desde esa perspectiva, y hacernos cargos de cuál es la cultura vigente en el ámbito de la educación superior, la cual se ha ido construyendo, para bien o para mal, con el esfuerzo de distintos sectores.



Señor Presidente, quería aportar esta pequeña reflexión al debate. Porque si uno lo aprecia desde afuera, dice: “Hay que fijar los aranceles para proteger a los estudiantes”. Y, por otro lado, agrega: “También debemos garantizar la gratuidad o el financiamiento de la educación de los jóvenes sin sacrificar la calidad”. Porque esta última es, finalmente, lo más importante en una institución de educación superior.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Solo deseo intervenir por un minuto para contestarle al Ministro Eyzaguirre -por su intermedio, señor Presidente-, con la misma seriedad con que él intervino, porque la verdad es que él hizo un planteamiento serio.



Puede que a él le moleste el concepto de “fijación de precios”, pero no sé cómo describirlo de manera distinta.



Eso sí, me interesa esclarecer lo siguiente.



Cuando el señor Ministro habla de “excedentes”, da la impresión de que las universidades lucraran o se apropiaran de eso. Sin embargo, se trata de instituciones sin fines de lucro; o sea, el excedente se llama “investigación”.



Entonces, digamos las cosas en su contexto exacto. Aquí no están los buenos contra los malos, ni se trata de que alguien se apropie de los excedentes, sino de cómo las instituciones investigan en un país como el nuestro, muy carente de investigación.



Repito, por segunda vez, si hay un dato que el Ministro de Hacienda conoce mejor que yo es que lo que se invierte en ciencia,  tecnología e investigación es muy precario -digámoslo bien-, y no solo en este Gobierno, sino también en los anteriores.



Entonces, no me parece justo que se argumente como si se tratara de los estudiantes versus un pseudo lucro universitario. ¡No! Hay que ver cómo se genera investigación en un país que la necesita. Ese es el tema de fondo. Porque no necesariamente tendrán los mismos criterios quienes fijen el precio de un arancel: puede ser que lo hagan en función del costo de determinada carrera, pero es posible que no consideren adecuadamente la investigación.



Ese fue el sentido. Por eso advertí que, como es un asunto discutible, nos íbamos a abstener. De modo que las cosas hay que decirlas como son: no puedo usar un sinónimo distinto para la fijación de precios.



Se podrá decir que es un mercado imperfecto. Es un mercado amplio. Lo que pasa es que está en juego un tema complejo para el Estado: la falta de investigación. Y, desde mi punto de vista, de alguna manera ello debe ser considerado en el cálculo de un arancel.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el paquete N° 1 de las normas ya individualizadas (18 votos a favor, 9 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín, Prokurica, Rossi y Patricio Walker.



No votó, por estar pareado, el señor García.
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solicito que pida la anuencia de la Sala para que se fije un plazo de treinta minutos para presentar indicaciones al proyecto que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas. El Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización está de acuerdo en ello.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se autorizará a la Comisión de Hacienda para analizar en general y en particular el proyecto sobre incentivo al retiro de los funcionarios del Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional.



--Así se acuerda.

)----------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, el paquete número 2 de normas que se votarán en conjunto contiene las siguientes disposiciones:



Artículo 20, letras a) y k), en la parte que dice “controladores”, letra i), inciso final, y letra p); artículo 26, letra f); artículos 63, 64 y 71, letra b); artículo 96, en la frase que dice: “Con todo, en igualdad de puntajes se deberá preferir a las postulantes mujeres”; artículo 120, numeral 4), letras a) y d), numeral 7), letra d), numeral 8), numeral 9), numeral 14), letra b); artículo 122, y los artículos transitorios décimo octavo, trigésimo, trigésimo cuarto, desde el literal b) hasta el inciso final, y trigésimo quinto.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el grupo de normas señaladas por el señor Secretario.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tal como en los paquetes anteriores, en este se regulan varias cosas distintas. Lo más relevante tal vez es que se entregan a la Superintendencia facultades normativas generales, en circunstancias de que no debiera hacerse, porque ese órgano no es un tribunal. Y eso lo dijo el Tribunal Constitucional en su fallo respecto al SERNAC.



De hecho, en el artículo 20, letra p), se señala que la Superintendencia va a poder “Aplicar e interpretar administrativamente los preceptos”. 



Usualmente, lo que hace una Superintendencia es aplicar una norma, no aplicar e interpretar. En consecuencia, aquí se le está dando a la Superintendencia una facultad que no debiera tener un órgano administrativo.



Por eso, nosotros creemos que esta disposición, tal como ocurre con la letra i) del artículo 26, que también le da a la Superintendencia la posibilidad de interpretar administrativamente -y no solamente aplicar- leyes, reglamentos y normas, puede tener serios problemas de constitucionalidad.



Por otra parte, vimos en las normas anteriores la regulación de los aranceles. Pero esta última no solamente se establece para los alumnos que están en gratuidad, que es lo que hemos tenido hasta ahora, sino que también se regulan los aranceles de los estudiantes que no se encuentran en gratuidad en instituciones que ingresan a gratuidad. 



Eso es particularmente delicado, porque a una institución que entra en gratuidad hoy día no se le fija ninguna norma respecto a los estudiantes que no están en gratuidad. Sin embargo, el proyecto pone ciertos rangos según los cuales se puede fijar el precio de los aranceles de los estudiantes que no están en gratuidad. 



Dada esa regulación, varias de las instituciones que hoy día están en gratuidad han manifestado su preocupación por un posible desfinanciamiento.



Yo quiero hacer aquí un punto. El Ministro decía que el problema era que los estudiantes estaban financiando las universidades que eran caras. La pregunta es por qué algunas universidades son caras. ¿Son instituciones que tienen apoyo del Estado con entrega de fondos basales? ¿Son instituciones que hacen investigación e investigación de calidad?



Porque, señor Presidente, puede suceder que, por querer bajar -y me parece muy bien- los aranceles de los estudiantes, finalmente se termine afectando la investigación que se realiza en nuestro país.



Si ese no es el propósito buscado, lo que debiera haber hecho el Ejecutivo es subir fuertemente, con la misma mano con la que se fijan y regulan los aranceles de los estudiantes que no están en gratuidad, los fondos para investigación.



Eso no sucedió. Solamente se hizo una parte. Y lo que ha ocurrido en otros países en que se opta por este tipo de regulaciones es que sus instituciones de educación superior se han quedado atrás respecto de otros países que adoptan diferente tipo de políticas. Y yo creo que nosotros no podemos darnos el lujo de seguir quedándonos atrás en investigación.



Porque, tal como lo decía, hay instituciones que están anunciando que no van a poder permanecer en la gratuidad si esta regulación de los aranceles de los estudiantes que están fuera de la gratuidad se mantiene en el proyecto. Es probable que el Gobierno esté posibilitando con estas normas un inicio de fuga de la gratuidad de algunas instituciones que han entrado en ella.



Quiero decirlo con claridad, y espero que los Senadores de las bancas del frente lo escuchen bien: cuando el próximo año instituciones que hoy día están en gratuidad digan que no van a permanecer en gratuidad…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene un minuto más, para poder concluir su intervención, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



Cuando el próximo año instituciones que hoy día están en gratuidad señalen que no van a permanecer en gratuidad, no digan que es por una falla del Gobierno que viene. Es una falla de este Gobierno. Porque hoy día las instituciones ya están anunciando por la prensa que tienen problemas específicamente con esta regulación.



Nosotros lo dijimos en la Comisión: no regulen los aranceles de los estudiantes que no están en gratuidad, porque es eso lo que a muchas universidades les permite mantener la calidad de la institución y la investigación.



Yo creo que este puede ser el primer gran problema que enfrente la aplicación de la gratuidad para muchas instituciones de nuestro país. Por eso, nosotros vamos a votar en contra de estas regulaciones.



Termino, señor Presidente, solo enunciando que aquí también están los gatillos para la gratuidad, pero a ellos ya no me alcanzo a referir.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora DELPIANO (Ministra de Educación).- Señor Presidente, en este paquete de normas hay aspectos absolutamente fundamentales para el proyecto. Ellos tienen que ver, claramente, con el diagnóstico general de la situación de desregulación de las universidades en nuestro país y con la necesidad de evitar la teoría del péndulo -o sea, pasar desde la desregulación a la sobrerregulación-, a fin de contar con una legislación bastante más equilibrada, que hemos debatido ampliamente. Este no es un tema que se esté discutiendo a la rápida, ahora último. Llevamos más de tres años entre preparar el proyecto, discutirlo, adecuarlo, etcétera, lo que al menos debe quedar en la historia de la ley.



Me interesa señalar que en estas normas se prohíbe el controlador con fines de lucro. Existe la posibilidad de que un plantel tenga dentro del grupo de los organizadores alguna institución con fines de lucro, pero la idea es que no tenga un controlador con tales fines, porque eso efectivamente estaría en contra del espíritu de la ley, y no me refiero solo a la iniciativa que estamos discutiendo ahora, sino incluso a la original, a la que dio lugar a que las universidades fueran instituciones sin fines de lucro.



En segundo término, señor Presidente, en cuanto al tema de las facultades de la Superintendencia para dictar normas e interpretarlas, quiero decir que el SERNAC es un servicio, no una Superintendencia. Su función, evidentemente, es distinta, otra. Y realmente podemos arrepentirnos después por no dotarla de facultades que tienen todas las Superintendencias que existen en el país: dictar normas generales para todas las personas que están reguladas y, también, interpretar otras normativas. Eso es propio de la Superintendencia; es una característica de ella.



Tratándose del SERNAC, quedaban atrás de él también los tribunales de justicia. En este caso, si la Superintendencia no tuviese estas atribuciones, nos quedaríamos con una situación vacía en que no se podrían dictar normas claras para el conjunto del sistema.



Nos parece que eso sería un error.


En cuanto a las diferencias de aranceles, debo decir que hay al menos tres universidades categorizadas con nota siete, que es la máxima, y tienen diferencias enormes de aranceles entre unas y otras. Por lo tanto, la calidad y el arancel no van de la mano. Y las tres tienen capacidad de investigación, etcétera.



Esa es una primera situación.



Y la segunda es que, para compensar a las instituciones que entraron en gratuidad y que no recibían fondos basales de investigación, se creó un fondo de investigación que este año asciende a más de 7 mil millones, justamente para disminuir esta brecha y compensar la tarea investigativa.

El señor LETELIER.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor COLOMA.- ¡No, no!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, por su intermedio, me quiero dirigir con el mayor respeto a la Senadora Von Baer.



En su argumento, ella me ha dado la razón, porque ha dicho -lo estuve conversando con el Senador Coloma; no quiero hacer de esto una discusión ideológica, sino una buena discusión de política pública- que las universidades carentes de fondos para la investigación se han visto obligadas a subir los aranceles y eso demuestra claramente que el oferente tiene poder de mercado, ya que puede cobrar al estudiante lo que requiere para investigación.



Entonces, lo apropiado desde el punto de vista de la asignación de recursos, tal como ustedes lo han argumentado persuasivamente en el caso de las pensiones, es que el Estado con rentas generales financie la investigación y el estudiante pague por lo que efectivamente cuesta la docencia. De lo contrario, usted está haciendo subsidio cruzado en los hombros de las familias.



Ustedes van a gobernar, Senadora Von Baer -por su intermedio, señor Presidente-, y se lo estoy diciendo con el mayor respeto. Existen el fondo de apoyo a la investigación, como lo acaba de mencionar la Ministra, para el conjunto de las universidades, que subió a 7 mil millones; el Convenio Marco para las universidades del Estado, y el Convenio de Desempeño para las universidades del G9. Además, en el Presupuesto año a año ustedes pueden ir calibrando la cantidad de recursos basales a la oferta -se lo estoy diciendo realmente con mucho respeto- para evitar que se estrangule a la universidad. Yo estoy de acuerdo con usted.



Sin embargo, lo que no se puede hacer es que, por no estrangular a la universidad, se estrangule al estudiante.



Tiene toda la racionalidad del mundo dar una banda para los aranceles. No obstante -en eso estoy de acuerdo con usted-, hay que apoyar, por el lado del subsidio a la oferta, el evitar que se estrangule a la universidad. Pero lo correcto no es simplemente dejar aranceles libres; eso no es lo correcto. Todas las universidades que están en gratuidad, ya sea que cuenten con el fondo de apoyo a la investigación, el Convenio Marco, el Convenio de Desempeño, poseen fondos basales que se podrán calibrar año a año.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero referirme a otro de los aspectos incluidos en este paquete número 2, quizás uno de los más polémicos, que es el relativo a los famosos gatillos a partir de los cuales deben desencadenarse los fenómenos de aumento de la gratuidad.



Lo primero que habría que señalar, para quienes siguen esta transmisión, es que ya tenemos aprobada la disposición conforme a la cual la gratuidad al 60 por ciento se transforma en ley de la república. Por lo tanto, aquí la discusión no se relaciona con dicho porcentaje. El 60 por ciento ha sido ratificado y la votación ya ha tenido lugar.



El punto importante es ver cómo se avanza hacia delante. Y quizás lo primero que habría que recordar es cuál fue la promesa inicial que en esta materia formuló el actual Gobierno. Este planteó que la gratuidad universal se conseguiría en un horizonte de tiempo conforme al cual en el año 2017 avanzaría hasta el 70 por ciento y en el año 2020 alcanzaría el 100 por ciento.



Sin embargo, la gratuidad que estamos aprobando en este proyecto dista mucho de ser una gratuidad universal. Es, en el mejor de los casos, una gratuidad en la medida de lo posible, como ha señalado otro colega. ¿Por qué en la medida de lo posible? Porque simplemente se establecen escenarios futuros para avanzar desde el actual 60 por ciento al 70, al 80, al 90 y eventualmente al 100 por ciento.



Es curioso, señor Presidente, que en esta materia existan hoy día opiniones tan diferentes respecto de cuándo se van a materializar las hipótesis a partir de las cuales se gatillen estos mecanismos para poder avanzar en los distintos gradientes de esta gratuidad.



Algunos sostienen que para avanzar del 60 al 70 por ciento nuestro país requerirá diez años; otros, que para llegar hasta el 80 por ciento se precisarán veinte años; otros, que para alcanzar el 90 por ciento pueden ser necesarios cuarenta y eventualmente cincuenta años. Es decir, estamos frente a una hipótesis imposible de materializar hoy día.



Lo que tenemos es una hipótesis, simplemente una proyección que supuestamente indica en qué momento nuestro país va a tener determinados ingresos fiscales, que corresponden a un porcentaje del PIB, a partir de lo cual debieran gatillarse los avances en la gratuidad.



Frente a eso hay dos mecanismos.



El que propone el Gobierno es que esto se genere en forma automática. Producido el efecto de que los ingresos fiscales sean un porcentaje del PIB tendencial, entonces, automáticamente se genera ese gatillo.



Otros sostenemos que producido ese evento lo que debiera existir es un proyecto de ley para que el Congreso que en ese minuto esté en funciones sea el que determine cuál es el avance específico en materia de gratuidad, teniendo en cuenta que los países no solo deben avanzar en gratuidad, sino en un conjunto de otros requerimientos sociales de distinto tipo.



La pregunta, entonces, es la siguiente: ¿cuál es el Congreso constitucional y políticamente autorizado para disponer de gastos que se pueden producir en varias décadas más, el actual o aquel Parlamento que se encuentre en funciones cuando se produzcan tales gatillos?



Es evidente, desde el punto de vista constitucional, que lo que el constituyente ha querido hacer es que sea el Congreso que esté en funciones aquel que, en definitiva, determine la prioridad del gasto.



Más aún, ¡cómo va a ser razonable que este Parlamento pueda determinar para un gobierno que puede tener lugar en cuarenta años más a qué debe destinar los recursos cuando se produzcan las hipótesis que hemos señalado!



En consecuencia, señor Presidente, nosotros vamos a insistir en que la forma correcta de avanzar en gratuidad es que cuando se generen los gatillos, más que un mecanismo automático, sea necesaria la presentación de un proyecto de ley para que el Congreso en funciones determine el gasto que corresponda en esa oportunidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en primer lugar, es bien rara la manera de votar que adoptamos, porque al final hay paquetes bien heterogéneos sobre los que debemos pronunciarnos en su conjunto. Bueno, Barrera no es Ministro ni tampoco Subsecretario, ¡pero él tiene la capacidad de ordenarnos...!



No voy a referirme a los controladores, pues ya lo mencionó la señora Ministra. Aquí está claro lo que implica tener controladores y el efecto que puede generar en el conjunto de la sociedad. Son organizaciones sin fines de lucro que cuando una empresa quiere aportar, una vez que lo hace se dirige, se gestiona y se proyecta con sus propias condiciones e institucionalidad.



Se ha planteado otra materia, respecto de la cual considero que hay que tener mucho cuidado si se votara en contra. Me parece que la contabilidad de todas las universidades debe ser pública; cualquiera puede conocerla. Y hemos señalado con mucha fuerza que el sistema contable de todas las universidades tiene que ser el IFRS de la Contraloría. Así, serían comparables unas con otras y se podría visualizar cuál es la real situación del conjunto de los movimientos de determinada institución.



Respecto a la rendición se dio todo un debate, porque existe cierta ambigüedad en el proyecto de ley, pues el texto propone que se rinde cuentas a la Superintendencia. Pero si el día de mañana la Contraloría considera que la rendición del aporte institucional presenta inconsistencias y hay que revisarla, va a decirle a la institución: “Quiero que me explique estos datos”.



La otra posibilidad es que la Contraloría solo pueda operar a través de la Superintendencia, que es lo que ocurre hoy día. Porque, según lo acordado en la Ley de Presupuestos, el órgano contralor está controlando más al Ministerio que a las propias instituciones. Y esto quedó así. Insistimos mucho junto con otros parlamentarios, pero no logramos convencer al Gobierno de que el sistema de contabilidad, de rendición, de control tenía que ser en profundidad y público.



Estas son instituciones que cumplen funciones públicas, reciben recursos públicos, se les permite tener un título como instituciones de la sociedad. Bueno, lo mínimo es que haya transparencia en todos estos aspectos. Eso quedó a mitad de camino, y esperamos que la interpretación sea en los términos que se plantea.



En relación con esto, existe una discusión fuerte con la Contraloría -¡fuerte!-, pues esta considera que no puede investigar los gastos si de 10 mil solo ve 3 mil, porque claramente se le desdibuja la posibilidad de saber qué se hace con los recursos.



Otro punto en debate es que se cuestiona la facultad de la Superintendencia y lo que se busca es reducirla prácticamente a nada. Es la misma lógica del Tribunal Constitucional con el SERNAC. Algunos personeros de Oposición me han dicho que lo que pretende la Derecha es llegar a tribunales contencioso-administrativos. O sea, que las superintendencias no existan y que haya una instancia en la cual se presenten los casos y desde ahí se empiece a actuar. ¿Qué significa esto? Que entre que surge el problema y este se enfrenta se va a dar un período mucho más largo; va a ser mucho más difícil; la ciudadanía quedará desprotegida en muchos sentidos. Y eso no nos parece bien en lo absoluto.



Quiero referirme a la acreditación voluntaria. Para evitar confusiones, la ley en proyecto dispone que la acreditación es obligatoria para las instituciones y para determinadas carreras. Para el resto, en la medida que el sistema madure va a ir ofreciendo posibilidades para acreditarse voluntariamente en otras áreas. Pero la acreditación estará a cargo de un organismo público. La acreditación privada se termina; no existirá más. Ahora habrá una acreditación pública, a cargo de una agencia pública. Y habrá carreras que obligatoriamente tendrán que acreditarse, mientras las otras lo harán cuando el sistema ofrezca alguna alternativa.



Finalmente, el tema de los gatillos habría que explicarlo un poquito más. En este sentido, al escuchar lo que manifestó un Senador que habló antes, constato que no quiere oír los argumentos que se dan, porque la situación no es como él la señala.



Lo que se plantea aquí es que para el séptimo decil, una vez que los ingresos públicos lleguen a determinado nivel, se produce el gasto. Aquí no se está acordando ningún gasto. Lo que se hace es que este se va a generar solo cuando los ingresos públicos lleguen a cierto nivel.



Podríamos haber dicho otra cosa. A estas alturas, dadas las proyecciones económicas, creo que lo lógico hubiera sido señalar que nos íbamos a hacer cargo del séptimo decil en dos o tres años más. Porque el séptimo decil debería tener la posibilidad de acceder a la gratuidad en educación.



A mi juicio, eso hay que pelearlo en el movimiento social; en el debate parlamentario, en otras instancias, a fin de avanzar más rápido. Porque estamos hablando de sectores medios. Alguien que está en el séptimo decil, que tiene dos niños, en verdad no puede sostenerse.



Quiero aclarar una cosa: aquí no se está predefiniendo el gasto por sí solo, sino que se está definiendo que a partir de ciertos ingresos hay cierto gasto.



Cuando establecimos la carrera docente, definimos gastos para muchos gobiernos de aquí hacia delante, no para cuatro, cinco o seis, sino para muchos. Cuando fijamos la pensión básica asistencial, también definimos gastos para muchos gobiernos. Al sexto decil lo definimos como gasto. Pero en este caso no es gasto, pues cuando se dé la condición de ingreso determinada ahí recién se establece el gasto. No se podría haber sido más riguroso, más serio, más responsable con las cuentas públicas.



Insisto: si algo tenemos que pelear es que el séptimo decil entre cuanto antes a la gratuidad, porque la economía chilena, por el escenario internacional -no por el manejo de ahora, porque todavía no llega el nuevo Gobierno-, por el comercio mundial, por el cobre, presenta una situación que le permitiría incorporar el séptimo decil a la gratuidad de la educación, cosa que no pudo hacer la actual Administración.



Finalmente, las normas que plantea la Ministra respecto de la Superintendencia se encuentran en el marco de la ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor LETELIER.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor QUINTEROS.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me quiero referir precisamente a los gatillos para ir cubriendo a mayores grupos y a más familias con el sistema de gratuidad en educación. Entiendo que ya se votó, de manera unánime, la gratuidad hasta el sexto decil.



Lo que ocurre es que, de acuerdo con la norma que se nos propone, para gatillar la gratuidad al séptimo decil, la carga fiscal -entendida como la recaudación tributaria más otros ingresos fiscales- tendría que ser un 23,5 por ciento del producto interno bruto tendencial. Para pasar al octavo decil, debería ser de 24,5 por ciento. Para llegar al noveno decil, 26,5 por ciento. Y para que sea universal, la carga fiscal tendrá que alcanzar un 29,5 por ciento del producto interno bruto tendencial.



El Ministro de Hacienda, aquí presente, don Nicolás Eyzaguirre, en la Comisión de Hacienda fue sumamente claro ayer cuando sostuvo: “Miren, alcanzar mayores niveles de carga fiscal no va a ser posible si no hay un alza de tributos”. Y agregó que él, aunque no debe tomar la decisión, sugeriría no subir el impuesto a las empresas, por los efectos que podría generar en el empleo, pero sí a las personas.



En primer lugar, quiero recordar que en la reforma tributaria que nos propuso la Presidenta Bachelet al asumir su segundo Gobierno en 2014, la carga tributaria de las personas, la tasa máxima, bajó de 40 a 35 por ciento. Y se disminuyó porque se consideraba que era una carga muy alta y, además, porque permitía el diseño de distintas formas de elusión.



Señor Presidente, hoy día en países con un nivel medio de desarrollo, como es el caso de Chile, la carga fiscal no es una materia en la que seamos enteramente libres para resolver, porque hay que mirar lo que ocurre con nuestros competidores a fin de no ahuyentar la inversión.



A mi juicio, si en algo hay consenso actualmente en materia económica es que Chile necesita mucho más inversión para que nuestra economía recupere altas tasas de crecimiento y la capacidad de crear más empleo con mejores remuneraciones.



¿Qué es lo que más me preocupa de esta norma? Una presión por aumentar los impuestos; una presión para que tengamos nuevas reformas tributarias, porque en la medida en que se alcancen estos niveles de producto interno bruto tendencial se gatilla una mayor gratuidad. Pero eso puede significar dispararnos en los pies, señor Presidente. Eso puede implicar que por tener cargas tributarias más altas terminemos obteniendo menor recaudación, porque finalmente las recaudaciones se afectan, y ya lo vimos con la reforma tributaria que aprobamos. Y digo que “aprobamos” porque todos nosotros, todos quienes estamos en esta Sala, aprobamos esa reforma tributaria en 2014.



Entonces, hemos visto que muchas veces se produce el efecto contrario: en lugar de tener más recaudación, se contrae la economía y obtenemos menos recaudación.



Aquí hay un peligro latente. Así de claro, señor Presidente: hay un peligro latente. No me parece prudente que despachemos un proyecto de ley que finalmente significa presionar para que suban los impuestos.



De otro lado, señor Presidente, creo que tal como aquí se dijo, nosotros también tenemos otras demandas sociales urgentes.



Cito como ejemplo el tema de las pensiones, particularmente de las pensiones más bajas.



Si el día de mañana decidiéramos aumentar algún impuesto para tener una recaudación permanente a fin de implementar una mejora permanente de pensiones, ¿podríamos hacerlo o ese aumento va a significar que incrementamos la carga fiscal y automáticamente tenemos que gatillar un mayor gasto por gratuidad?



Estas normas son peligrosas, señor Presidente. ¡Son peligrosas!



Aquí lo prudente, lo que correspondería hacer es que en la medida en que nuestro país fuera teniendo mayores ingresos, con leyes que fueran despachando los distintos Congresos, pudiéramos ir aumentando la gratuidad.

El señor QUINTEROS.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor COLOMA.- No, todavía no, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, si en algo coincido con el Senador Montes es en que esta forma de empaquetar los temas hace muy difícil un debate. Para una próxima ocasión me gustaría ver cada cosa en su mérito. Ahora voy a concentrarme, brevemente, en tres.



Primero, aunque no sea grato, el tema de los aranceles influye mucho, probablemente no en las universidades estatales, pero sí en el resto de los planteles.



Me llegó una carta -imagino que varios la habrán recibido- del G9, donde me señalan: “lamentamos enterarnos por la prensa que el Gobierno ha aprobado duplicar los recursos destinados al Plan de Fortalecimiento para las Universidades Estatales. Lo anterior sin considerar ningún mecanismo de apoyo para nuestras universidades, evidenciando un sesgo, falta de reconocimiento y una clara discriminación a un grupo de universidades que forman parte del CRUCh que históricamente han recibido apoyo y financiamiento de parte del Estado para impulsar su desarrollo”, y agregan varias cosas más.



La carta está firmada por los rectores de la Universidad Federico Santa María, de la Universidad Austral de Chile, de la Universidad Católica del Norte, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, de la Universidad de Concepción, de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, de la Universidad Católica del Maule, de la Universidad Católica de Temuco y de la Universidad Católica de la Santísima Concepción.



Esta es la complejidad que reviste el tema de los aranceles. Uno no habla por generar problemas, sino porque observa que hay una desigualdad en cuanto a los recursos que se entregan a las universidades; que existe una diferenciación, a mi juicio, no razonable entre las universidades estatales y las universidades del G9 u otro tipo de instituciones. Y esto es lo que genera el debate respecto de la cuestión arancelaria.



Si hubiera habido -y el Ministro lo dijo- un apoyo estatal diferente en materia de investigación o de fortalecimiento, por ejemplo, probablemente esta discusión sería de otra naturaleza. Pero esta es la discusión que tenemos y de ella debemos hacernos cargo.



En segundo lugar está el asunto de los gatillos.



Yo tengo una profunda duda, más bien desde la perspectiva democrática, en cuanto a qué significa que los ingresos de futuros gobiernos queden cooptados por decisiones que toma el actual Parlamento. Y lo digo no solo en función de la próxima Administración, porque -alguien lo ha expresado- tal vez los indicadores no lo van a señalar dentro de un plazo corto.



No creo que sea un buen sistema -yo por lo menos no lo apruebo- el de condicionar ingresos futuros; en este caso, de las universidades.



¿Qué ocurrirá si el próximo Gobierno -yo, por ejemplo, impulso un mejoramiento importante en materia de pensiones- dice que, en función de determinadas condiciones, la Administración que lo suceda deberá usar sus ingresos exclusivamente para solventar determinados beneficios?



La democracia tiene que ver con la alternancia en el poder, con la capacidad de tomar decisiones. Pero si ahogamos a los gobiernos venideros diciéndoles, no cómo gastar lo que tienen, sino de qué manera gastar lo que pueden llegar a tener, me parece que eso pugna con el sentido democrático profundo de darle a una institución los mecanismos suficientes para salir adelante.



Por último, señor Presidente, dentro del escasísimo tiempo de que dispongo, debo subrayar que, en materia de superintendencia -lo dije a propósito de otras instituciones-, nunca me ha parecido razonable que un organismo norme, fiscalice, interprete y sancione. Lo considero excesivo. Eso vuelve a traer al tapete la vieja cuestión de ser al mismo tiempo juez y parte.



Por cierto, la Superintendencia de Educación debe existir. Pero facultarla para normar, fiscalizar, interpretar y sancionar implica darle un poder enorme dentro del funcionamiento de la institucionalidad, cualquiera que sea.



La lógica de las superintendencias es que tengan un rol en el desarrollo de las instituciones. Pero no pueden ser todos los roles. Ahí es cuando uno pregunta si no hay una forma más compensada en términos de no tener el poder absoluto.



Esa es una de las interrogantes que quedan con pocas respuestas. Porque puede existir un modelo que no le entregue a la Superintendencia todas las facultades. Por algo -insisto- se han creado instituciones sancionatorias distintas de las que fiscalizan, de las que interpretan y, sobre todo, de las que norman.



Sé que estas materias abordan muchos tópicos, señor Presidente. Pero creo que aquí está el quid de esta discusión. 



Por las razones que he dado, opino que este conjunto de normas debe votarse en contra, pues no colabora al diseño de una ley mejor. Más bien crea instituciones de mayor complejidad y genera la captura de los ingresos futuros de los gobiernos. Y ello no tiene que ver -insisto- con la próxima Administración, sino con la lógica de comprometer tales ingresos, lo que, a mi entender, no apunta en un sentido correcto.



Además, tales disposiciones reflejan una diferencia en la significación de cuestiones como la arancelaria, que tiene que ver con la forma como se distribuyen actualmente los fondos generales para la educación.



Razón tenía el Senador Rossi cuando hablaba de la importancia futura de la educación parvularia.



Entonces, si de alguna manera vamos generando este tipo de acciones, cada día tendremos menos manejo para utilizar los recursos en cosas que uno legítimamente pueda estimar necesarias.



Por eso, señor Presidente, frente a este conjunto de normas, voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor MONTES.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡No!

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, yo también creo que este bloque es demasiado heterogéneo y perfectamente podría haber sido objeto de dos debates.



En él hay varios temas. Uno de ellos son las facultades de la Superintendencia de Educación, sobre lo cual se ha debatido bastante en la Sala.



Yo simplemente quisiera recordar que en la Comisión para el Mercado Financiero, órgano de creación muy reciente que remplazó a la Superintendencia de Valores y ya está en operación, tenemos todo lo que aquí se le ha criticado a la Superintendencia de Educación, y mucho más, pues se trata de un ente con facultades sancionatorias. Por lo tanto, existe la posibilidad de dictar normas; hay facultad administrativa de interpretación, e incluso, atribuciones muy intrusivas para los efectos de detectar las transgresiones a la normativa pertinente. Se trata de un órgano de data muy reciente, cuyo establecimiento este Senado aprobó.



En segundo término, me parece fundamental lo señalado en la Sala por el colega Montes en cuanto a la contabilidad pública. Lo decía también el Contralor en algunas de las sesiones en las que nos acompañó.



Cumpliendo toda la normativa legal -no estoy haciendo juicio alguno-, la Universidad de Chile se lleva por concepto de gratuidad 32 mil millones de pesos; la Universidad Autónoma, que le sigue, 29 mil millones.



Entonces, ¡cómo no procurar que esos recursos vayan íntegramente a los fines que la ley en proyecto está estableciendo!



Por consiguiente, si bien la contabilidad pública se halla en el ámbito de la fiscalización ejercida por la Superintendencia, la Contraloría va a tener mucho que decir sobre el particular.



Esperamos que las normas que aprobemos no den lugar a dos interpretaciones.



En tercer lugar está el tema de los aranceles, sobre el cual acá se ha discutido mucho.



Yo simplemente quiero señalar cuáles son los planteles y las carreras que más incrementan sus aranceles para las matrículas de 2018: Universidad del Desarrollo Región Metropolitana, Medicina y Odontología; Universidad Andrés Bello Región Metropolitana, Medicina y Odontología; Universidad del Desarrollo Región del Biobío, Odontología; Universidad San Sebastián Región Metropolitana, Medicina; Universidad Mayor Región Metropolitana, Medicina y Odontología; Universidad Mayor Región de La Araucanía, Medicina y Odontología.



Algunas de esas universidades privadas son de bastante prestigio. No sé si hay necesariamente coincidencia con las mejor rankeadas en nuestro país (entiendo que no).



Me llamó la atención que un Senador recién abogue por el G9 como ya lo hicimos todos. En efecto, en la Comisión acordamos por consenso que sus basales de desempeño se establecieran por ley y no  mediante glosa. Pero la verdad es que, cuando se incrementaron sustantivamente las Becas Bicentenario, a quienes hoy día defienden al G9 no los escuché decir ninguna palabra en defensa de los recursos estatales y de las universidades del G9, que han generado bienes públicos y están en diversas regiones de nuestro país.



Por supuesto, aquí se suman otras universidades, como la UDP y la Finis Terrae, que tienen arancel.



Ese es el problema. Y lo digo a propósito de la discusión que planteaba la Senadora Von Baer respecto de las universidades que, por supuesto cumpliendo los requisitos, van a acceder a la gratuidad institucional, pues algunos estudiantes no tendrán el beneficio. 



Entonces, acá el punto se encuentra -y esto tiene mucho que ver con la discusión sobre los gatillos- en los alumnos del séptimo decil, quienes -es bueno decirlo para información de las personas que están siguiendo este debate- pertenecen a familias cuyo ingreso per cápita mensual es del orden de los 255 mil pesos.



Obviamente, cada decil está muy pegado al que le antecede o al que le sucede. Pero particularmente los deciles más próximos en términos de ingreso per cápita son el sexto y el séptimo: conforme a la ley, 200 mil pesos per cápita el sexto y 255 mil el séptimo.



Entonces, surgen las siguientes preguntas: ¿Estamos hablando de familias adineradas? ¿Estamos hablando de los grandes intereses económicos de nuestro país?



No: ¡recién aquí estamos hablando de clase media!



Por lo tanto, finalmente universidades como la Finis Terrae y la UDP, en carreras que no figuran entre las mejor rankeadas a nivel nacional, van a incrementar los costos y harán que paguen el mayor valor sus estudiantes por concepto de investigación.



Solo quiero llamar la atención sobre el punto, señor Presidente.



Por último, en el minuto adicional que Su Señoría gentilmente me otorgará, quiero referirme al tema de los gatillos, sobre el cual hay algo que no se ha dicho.



Existe una preocupación razonable -y uno puede entender a la Derecha- en cuanto a que se requeriría una ley especial para dar el salto hacia el séptimo decil.



Es probable que nos encontremos con que automáticamente, fruto del crecimiento, de la vilipendiada reforma tributaria, dentro de dos o tres años nos encontremos con la posibilidad de acceder casi de manera automática al séptimo decil.




Yo creo que, más que una inquietud de algunos sectores por cómo se beneficia a los estratos medios o incluso medios pobres, para el próximo Gobierno debiese ser motivo de alegría hallarse sin haberlo querido con una situación de ese tipo. Ojalá sea así. 



El Senador Montes ha planteado que probablemente va a existir una mayor presión social para acceder a aquello. Es factible.



Pero, señor Presidente -y con esto termino-, ¿dónde está el punto? En que solo el 9 por ciento de los recursos que vamos a tener como consecuencia de una mayor recaudación tributaria irá a los gastos de educación superior, a financiar el incremento de deciles.



Es decir, el Gobierno que asumirá en marzo próximo dispondrá de 90 por ciento, si se encuentra con la gratuidad en el séptimo decil en el transcurso de su mandato, para destinarlo a otras necesidades igualmente prioritarias, como señaló recién un Senador de las bancas del frente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación al objeto de que Sus Señorías funden el voto?

El señor WALKER (don Ignacio).- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bien. Se abre...

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Dije que no, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Queda una sola intervención: la del Senador señor Ignacio Walker. 

El señor GIRARDI.- La escucharemos igual. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, escucharemos a Su Señoría y después abriremos la votación.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, quiero expresar las razones por las cuales no puedo votar a favor de las normas sobre financiamiento institucional para la gratuidad.



Se nos hace pronunciarnos en un paquete, pero el aspecto medular, como ha quedado claro durante el debate, es el relativo al financiamiento institucional de la gratuidad. ¿Por qué? Porque, aparentemente -repito: aparentemente-, los artículos 82 y 83 permanentes de este proyecto de ley generan la gratuidad universal. Sin embargo, como sabemos, eso es solo en apariencia. De hecho, esta iniciativa no garantiza la gratuidad universal. Y opino que es así.



Yo nunca he creído en la gratuidad universal en educación superior; y lo he dicho a lo largo de tres años.



Primero, porque es imposible financiarla. Son 4 mil millones de dólares; el informe financiero habla de 3 mil 500 millones, pero son 4 mil millones (de hecho, lo que invierte el sector privado en educación superior asciende a 4 mil 500 millones; digamos 4 mil millones). ¡La mitad de toda la reforma tributaria en régimen dedicada solo a gratuidad en educación superior! Olvidémonos de educación parvularia, de educación técnico-profesional.



Segundo, porque es regresiva.



¡Cómo le explicamos a nuestro país que 99 por ciento de la población financia la educación superior del 1 por ciento más rico, que detenta 30 por ciento del ingreso nacional!



¿Cómo le explicamos eso? Porque se trata de cien por ciento: eso significa la gratuidad universal.



Es, entonces, regresiva.



Y tercero, porque yo tengo un acuerdo político desde el año 2011, cuando era Presidente de la Democracia Cristiana, con los cinco presidentes de los partidos que hoy son parte de la Nueva Mayoría: gratuidad hasta el 70 por ciento de menores ingresos.



Entonces, se crea mediante los artículos 82 y 83 la apariencia -repito: la apariencia- de una gratuidad universal que no es tal. ¿Por qué no es tal? Porque lo permanente de este proyecto, por años, por décadas, es el artículo trigésimo cuarto transitorio.



Estamos de acuerdo unánimemente con la gratuidad para el 60 por ciento de menores ingresos. Ahí no hay matices. Eso está aprobado.



Yo avanzaría al séptimo decil.



Una familia de cuatro personas con un ingreso de entre 750 mil pesos y un millón no es rica. 



Un profesor con 10 años de ejercicio docente que gana un millón de pesos no puede educar a dos hijos en el nivel universitario.



Sin embargo, de ahí para delante el proyecto en debate, como está construido, es engañoso, pues crea la apariencia de la gratuidad universal -ella no existe en esta iniciativa- y la realidad de la gratuidad en la medida de lo posible después del séptimo decil, dejando amarrado hacia el futuro en forma permanente, a través de los gatillos, el acceso automático desde el referido decil para arriba.



No. Todos lo sabemos: 23,5 por ciento de la carga tributaria, por lo que en el proyecto se llama “ingresos fiscales estructurales”, para el séptimo decil.



Creo que está bien. Como ley, yo llegaría hasta ahí. Después el legislador avanzará, de acuerdo a las políticas públicas y a la voluntad popular.



De ahí para delante, 24,5 por ciento, 26,5 por ciento, 29,5 por ciento; o sea, Dinamarca, Suecia, Noruega. Y todos sabemos que faltan 30, 40 a 50 años para llegar a eso.



Señor Presidente, a mí no me parece que sea una buena política pública crear la apariencia, la sensación, la imagen de que se está avanzando en gratuidad universal cuando eso no es cierto. Porque este proyecto -y hay que decírselo a nuestro país- no garantiza gratuidad universal: ni ahora, ni en 5, ni en 20 ni en 30 años. Está garantizando gratuidad en la medida de lo posible, pero mediante gatillos que establecen automatismos que me parecen una mala política pública.



Por eso, me voy a abstener.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, yo comparto las palabras del Senador Ignacio Walker en cuanto a que este proyecto es engañoso.



Es verdad. Porque se dice que se va a alcanzar la gratuidad universal, pero no se sabe cuándo, aunque ella sí se establece.



Yo tampoco comparto la gratuidad universal.



Para mí al menos, es distinto lo planteado recién por el Senador Quintana en el sentido de financiar la gratuidad hasta el 70 por ciento. Podemos discutirlo como país si se da la situación económica y dependiendo de las otras preocupaciones nacionales en su minuto. Pero pagarles con recursos de todos los ciudadanos la universidad a las familias más ricas no me parece bien.



En un país como el nuestro, ese no es el camino adecuado. Tenemos muchas necesidades aún.



Lo que a mí no me gusta de los gatillos propuestos es que obligan al Gobierno, independiente de lo que esté sucediendo en el territorio nacional, a gastarse la plata en la gratuidad. 



Creo que hay que considerar aquello cuando hablamos del 70 por ciento más vulnerable. ¿Pero tratándose del 80, del 90, del 100 por ciento...?



Pensemos en los montos de las pensiones actuales e imaginemos que Chile crece, se decide hacer otra reforma tributaria y se acuerda gastar los recursos en el mejoramiento de aquellas, pero sucede que tenemos aprobados desde enero de 2018 gatillos que obligan a priorizar la gratuidad para 80 o 90 por ciento de la educación superior.



En mi concepto, el punto respectivo debe discutirse en su mérito. Porque, por ejemplo, nuestro país puede estar en una situación de catástrofe, pero los gatillos obligan automáticamente a destinar la plata al pago de la universidad de los hijos de las familias más ricas.



En seguida, señor Presidente, por su intermedio quiero decirle respetuosamente al señor Ministro de Hacienda -quizás no lo vio- que nosotros nos abstuvimos en el tema de los aranceles, pues al respecto tenemos una duda.



Entendemos que la gratuidad no se puede establecer si no hay para ella regulación de aranceles. Y también entendemos el argumento técnico.



¿Pero sabe qué sucede, señor Presidente? Nosotros consideramos que la regulación es supercompleja y puede provocar graves problemas. 



Este proyecto de ley es tan ambicioso y regula tantos ámbitos al mismo tiempo que es imposible no equivocarse en alguno. 



A mi entender, en esta iniciativa hemos legislado de manera extraordinariamente rápida, sin escuchar bien a todos los actores. No se nos permitió hacerlo, pues en el Senado no tuvimos suficiente tiempo.



De verdad, espero que no hayamos incurrido en demasiados errores. Pero, sí, estimo altamente probable que sean muchos.



Lo manifesté al principio de la tramitación: no puedo hacerme responsable, como Senadora de la República, de la manera en que se ha tramitado el proyecto de ley. Ello le corresponde en forma absoluta al Gobierno de la Presidenta Bachelet y a los parlamentarios de la Nueva Mayoría. Nosotros no quisimos que se procediera como se ha hecho.



Y abrigamos bastantes dudas. Me surgen numerosas interrogantes respecto de cómo quedó el sistema de acreditación. ¡De verdad no sé si está bien!



En cuanto al valor del arancel de los alumnos sin gratuidad, ¡ojo, señor Presidente! En la Comisión de Hacienda nos dimos cuenta ayer -no lo advertimos antes-…



Solicito un minuto más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Gracias.



La regulación es automática. Y el señor Ministro dice: “No importa, porque ustedes podrán solucionar la situación con otros fondos de que disponen”. ¡Pero si rige en 2018 para muchas instituciones! ¿Cómo ello se va a arreglar si el Gobierno no lo hizo? ¡Insisto en que la aplicación es automática! Eso es lo que motiva nuestra alerta. Se lo digo con mucho respeto -por su intermedio, señor Presidente- al titular de Hacienda.



Varias entidades pueden enfrentar dificultades de financiamiento en el año en curso. ¡Porque ya no están los recursos!



Repito que hay problemas por haber tramitado rápido una materia muy amplia. Entonces, de verdad no somos responsables de los tropiezos que experimente la ley en proyecto.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, después de escuchar al Senador señor Ignacio Walker dan ganas de que se reabra el debate y de que nos demos tiempo para intervenir, porque hace un conjunto de afirmaciones tremendamente discutibles y hay distintos puntos de vista al respecto. Las plantea como la única visión posible. Desgraciadamente, en la Sala no hemos tenido la oportunidad de ocuparnos en ello, aunque sí en la Comisión.



Su Señoría se desmarca de la iniciativa juzgando que se pueden perjudicar otros objetivos sociales; que se deja condicionado al siguiente Gobierno.



Hemos argumentado de distinta manera en el sentido de que el fundamento es otro. Y no se saca nada con explicarlo si no se escucha. Porque el Gobierno lo ha hecho.



Hemos expresado que los “gatillos” no son otra cosa, frente a situaciones de ingreso determinadas, que elevar la gratuidad en los aranceles.



No voy a decir más. No quiero entrar en una controversia mayor con el señor Senador. Pero esta es la situación que genera confusión en el país.



La Honorable señora Von Baer sostiene que no hubo tiempo para debatir. ¡La Comisión de Educación celebró veinte audiencias! El problema es que su forma de trabajar incluye muchas para la discusión general y, después, poquitas sesiones para la discusión particular. No es lo que hacen otros órganos técnicos: se discute en general, se aprueba la idea de legislar, y luego se va al fondo y se buscan alternativas para la votación particular. Eso ya ocurrió con la educación pública escolar y nuevamente sucede ahora.



¡Se afirma que se perjudicará completamente a la educación parvularia! ¡Interpelo a la señora Ministra para que precise cuánto estamos gastando hoy día en ese ámbito, en relación con la educación superior! ¡No se toma en cuenta todo lo que han ido aumentando los recursos! ¡No se ha asumido que estamos alcanzando niveles internacionales en las características de las nuevas salas cuna, los tamaños, las salas de expansión! Entonces, a partir de ello, se descalifica el conjunto del enfoque y de la acción.



Nosotros pensamos que una sociedad más igualitaria requiere más oportunidades de educación para distintos sectores. Y a estas alturas, después de escuchar distintos argumentos de la Oposición, pero también del Senador señor Ignacio Walker, me arrepiento de haber aceptado la teoría del gatillo. ¡Deberíamos habernos jugado desde el comienzo porque el séptimo decil entrara al sistema en dos o tres años más y porque eso quedara en la ley, y porque el próximo Gobierno tuviera que ver con el octavo y el noveno!



¡Hay mala voluntad para entender lo que se dice y por qué se dice!



Se afirma que se van a comprometer en el futuro los recursos públicos. ¡Todos los proyectos lo hacen! ¡Es lo propio de las legislaciones! Y los Gobiernos serios lo hacen dentro del espacio de gasto de que disponen. El actual ha sido muy riguroso al considerar aquel que le corresponde. Al decirse ciertas cosas a la Dirección de Presupuestos, la respuesta es: “Se acabó el espacio”, “Se redujo el espacio”. O sea, hay una lógica más responsable de la que se supone. Y la próxima Administración podrá constatarlo cuando se instale.



A mi juicio, deberíamos haber dedicado mucho más tiempo a debatir qué universidad necesitan Chile y el mundo, qué viene en el conocimiento, cuáles son los grandes desafíos por delante. No hubo espacio para ello. ¡Nos ahogamos en la cuestión institucional y del financiamiento, y no contamos con el oxígeno y la visión para mirar en conjunto lo que requiere el país!


¡Lo mismo nos pasó con la educación escolar, donde toda la discusión, al final, decía relación con un comité intermedio! Y estuvimos en eso cuatro o cinco meses, en vez de ocuparnos en la índole de esa etapa.



El Congreso debe sacar lecciones de todo ello. Espero que para el futuro podamos enriquecer nuestro debate y discutir acerca de más valores, más sentidos, más objetivos. Y tratemos de concordar los procedimientos y los aspectos técnicos, porque muchas veces no son lo central, sobre todo en el tiempo actual.



Me parece que es preciso votar a favor todo el paquete. Rechazarlo es desnaturalizar el proyecto. Significa eso y nada más que eso.



Si hubiera unanimidad, ¡retiremos los gatillos! y pongamos, en cambio, que los siete primeros deciles estarán cubiertos en un máximo de dos o tres años más. ¡Propongo a la Mesa someterlo a la consideración de la Sala! Si hubiera consenso, podríamos hacerlo. Sería más claro para el país, para los sectores medios. El Gobierno puso otra metodología, que a mucha gente le cuesta entender.



Es preciso votar a favor todo lo que aquí se ha planteado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, el Senador señor Montes tiene razón: el asunto fue discutido en la Comisión de Educación.



Celebramos ocho sesiones. Asistieron 38 personas: rectores de universidades estatales, privadas, del CRUCh, no del CRUCh, expertos. De ellas, 35 o 36 se mostraron manifiestamente en contra del proyecto. Estuve en todas las reuniones, porque las presidí. Los invitados eran de la más variada índole política. Se manifestaron cualitativamente contrarios y críticos.



Se presentaron ¡695 indicaciones!, 83 de ellas del Gobierno. ¡Bien!



Estas últimas ayudaron a algo que varios habíamos advertido. Lo señalé la semana pasada en una entrevista con el titular “No podemos pasar de la desregulación a la sobrerregulación”. ¡Bien!



Mejoraron las normas sobre la Superintendencia y la Subsecretaría.



Dejamos sin efecto el acceso común obligatorio, que votamos en contra. Porque, evidentemente, más que poner una camisa de fuerza a las instituciones de educación superior, queremos fortalecerlas, y que este último sector florezca en todos los niveles: estatales, no estatales, CRUCh, no CRUCh; en todos los deciles, etcétera.



Cuando se formulan 695 indicaciones en una iniciativa cuya discusión lleva un año y medio y que ha permanecido cinco meses en el Senado, ¡algo anda mal!



¿Estamos apurados? Lo estamos. ¡Y eso es una mala política! Pero, haciendo un esfuerzo, de buena fe, hemos acogido una parte muy importante de las indicaciones y mejorado el texto. Mas el financiamiento institucional de la gratuidad es engañoso, porque se borra con el codo lo que se escribe con la mano.



Y recojo al tiro el guante de mi Honorable colega. Deberíamos haber llegado hasta el séptimo decil de aquí a un par de años. Si hay unanimidad, podemos definirlo inmediatamente. No tengo ningún problema.



Quiero valorar lo que se ha hecho. Por ejemplo, en el proyecto de las universidades estatales dimos rango legal al acuerdo marco para las del CUECh. ¡Bien!



También le estamos dando aquí la misma condición al G9, con el basal por desempeño. ¡Bien! Porque no se puede discriminar. Son instituciones del CRUCh con historia. 



Pero quiero decirlo también: la mayoría de la matrícula en la educación superior no se halla en el CRUCh. Y tenemos pocas noticias para ellos, salvo ciertas condiciones, como becas y créditos, y una norma sobre el financiamiento de la investigación, que está bien.



Mas valoro lo de dar rango legal en el proyecto mencionado al acuerdo marco para las universidades del CUECh. ¡Bien! Ello, para no estar año a año considerando el punto en el Presupuesto.



¿Basal por desempeño? ¿G9? Rango legal. ¡Bien!



Aporte fiscal directo. Valoro que, al final, el Gobierno lo contemplara para todas las instituciones del Consejo de Rectores y no solo para las estatales, como había pasado en algún momento en el Presupuesto. Eso constituye un avance.



Después están los llamados “CAP”. Se aumenta a 1,4 cuando se trata del séptimo decil o a 1,6 en los casos del octavo y del noveno deciles, esto es, un 40 o un 60 por ciento por ciento sobre el arancel, respectivamente. ¡Bien!



Perdón por insistir, pero vayamos al artículo trigésimo cuarto transitorio. Digamos al país que para alcanzar al octavo decil es preciso llegar al 24,5 por ciento de la carga tributaria -hoy estamos en el 21,6-; que el noveno requiere un 26,5 por ciento del PIB, y que el último exige que los ingresos fiscales estructurales representen el 29,5 por ciento. Es decir, gratuidad universal no hay.



Estoy de acuerdo con eso, pero no con la forma en que estamos adelantando. Porque es engañoso decir al país en los artículos permanentes: “Hay gratuidad universal”, para después manifestar en los artículos transitorios: “Hay gratuidad en la medida de lo posible”, que es la realidad. 



En tal sentido, me parece que esta es una mala política pública, y, por eso, no puedo votar a favor.



Me abstengo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que el colega Montes ha puesto una nota de racionalidad en un debate extremadamente “tecnicista” respecto de una iniciativa muy importante para el futuro del país.



La cuestión no se resolverá con el tecnicismo, como lo ha expuesto el Senador señor Ignacio Walker, si pasamos del 24,5 por ciento de los ingresos fiscales al 29,5.



Llamamos la atención, durante todo el debate, acerca de que el número de egresados en Psicología, en Periodismo y en un conjunto de carreras extralimita absolutamente las demandas y necesidades del país, en particular en el caso de los abogados.



En la discusión no ha habido un minuto para definir qué universidad necesita el país y qué espera Chile de la formación de sus jóvenes en estas instituciones. A muchos los estamos condenando a la cesantía. Sus padres han gastado una millonada y se han endeudado con la ilusión de que sus hijos obtendrán un trabajo bien remunerado, pero el mercado laboral es cruel y hay miles de postulantes detrás de un solo empleo.



Por eso, cuando escucho a la Oposición, a la Derecha, aseverar que las regulaciones son muchas, quiero recordarle a la Senadora señora Von Baer -por su intermedio, señor Presidente- que cuando ellas no existían se cometieron atropellos, excesos y colusiones. O sea, la peor lacra del país se expresó en el abuso; en un sistema que no permitía lucrar, pero en el que ello constantemente se hacía con el silencio ¡cómplice! de muchos. Hubo bastantes que se hicieron ricos y millonarios -las autoridades electas- usufructuando de las universidades, donde dicha ganancia era un ilícito.



Lo expuse cuando era Presidente de la Comisión de Educación del Senado: “El que comete un delito es un delincuente”. Y ahí se perpetraron delitos, porque se violó la ley. En la educación superior no se podía lucrar y muchos lo hicieron y quieren seguir.



Por eso es que la Superintendencia resulta necesaria para que haya regulaciones. Porque si algo no ha funcionado en el modelo es la libre competencia para los libremercadistas. El mercado no se autorregula. Y es cruel, por cierto. Si el Estado no interviene para tal efecto, los abusadores ganan la batalla. Lo que hemos intentado desde esa instancia es regular el mercado para cumplir objetivos: la felicidad, el bienestar común, el buen vivir, y no el lucro y el enriquecimiento de unos pocos.



Entonces, es algo que comprendo. Cuando Andrés Chadwick, por quien tengo la mayor estimación, era integrante de esta Corporación, discutíamos en el sentido de que no había que acreditar a las universidades. El Senador que habla era Presidente de la Comisión de Educación. Tampoco era preciso hacerlo con relación a las carreras. O sea, se trataba de la libertad absoluta.



A la Derecha no le gustan las regulaciones, sino el mercado. Pero ha quedado demostrado que este es incapaz de autorregularse.



Por eso es que, en materia del debate acerca de los aranceles, planteamos una fórmula: quienes tengan ingresos y conciencia no accederán a la gratuidad y podrán pagar la educación de sus hijos.



Siento que, cuando debatimos si regular o no el séptimo decil, así como el sexto, tenemos que pensar en la clase media. A una familia de dos profesionales no le alcanza el ingreso para cubrir a tres hijos estudiando en la universidad. ¡No le alcanza! Porque las remuneraciones de esas personas no van al alza, sino a la disminución.



Por eso, es preciso regular los aranceles si queremos una mayor igualdad. En ese aspecto, las universidades privadas se han extralimitado y castigado a la clase media, cuyos hijos no han podido ingresar a las estatales o públicas y han tenido que acudir a ellas, que cobran millonadas.



Por último, los gatillos. Aspiro a que si Chile crece haya una mejor distribución del ingreso. Y la manera más conveniente de lograrlo, la más democrática, es a través de la educación. Si el país gana más, espero que eso se traduzca en un mayor bienestar y una mejor vida para los chilenos. Si hay más crecimiento económico, mayores rentas fiscales, en materia de “gatillos”, habrá acceso a la redistribución y la clase media podrá decir: “Mi hijo estudia gratuitamente, aun cuando yo podría pagar la carrera; pero dispongo también de una facilidad en el acceso”. 



Hemos pasado demasiado tiempo pensando solo en los pobres. También se requiere una preocupación por la clase media ilustrada, que recibe bajos ingresos.



Voy a pronunciarme a favor.



Soy contrario a las votaciones en paquete, pero el acuerdo de Comités la estableció así, y es lo que hay. En ellas no es posible distinguir lo que se puede rechazar de lo que se apoya. Como estoy de acuerdo, en este caso, con la mayoría de las proposiciones, aunque no con todas, votaré por la aprobación.



Ojalá el tema no sea motivo de una confrontación ideológica, sino de un encuentro político, porque lo único que quiere la sociedad chilena es una distribución adecuada del ingreso, para lo cual el mejor camino es la educación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor ALLAMAND.- ¡Que sea corto, por favor…!

El señor LAGOS.- Seré breve, porque dispongo solo de cinco minutos. Ya he perdido cinco segundos por Su Señoría.



Pensé que no íbamos a sostener hoy la presente discusión, pues entiendo que tanto en la Cámara de Diputados como en la Comisión de Educación del Senado ella fue larga entre todos los parlamentarios involucrados directamente en las conversaciones. Porque acá hubo, al final del día, un principio de acuerdo, aunque sin manos alzadas, por supuesto.



La Presidenta Bachelet propuso en su campaña la gratuidad universal, concepto difícil de entender para algunos, en tanto que otros encontrábamos que tal vez podía faltar un aspecto de oportunidad.



¿En qué minuto llegó? Ciertamente, el Senador que habla no aprobará un proyecto de ley -y lo dijo en su momento- en virtud del cual le pagarán la universidad de su hijo en las condiciones del Chile actual, cuando existen campamentos, gente que no dispone de alcantarillado, pensiones bajas. Hay una serie de demandas. 



Otra cosa es comprenderla como un derecho. Y eso sí se halla establecido y existe en otros países, que han resuelto la falta de alcantarillado, la existencia de campamentos y las bajas pensiones, entre otros asuntos.



En el texto se conjugan los artículos permanentes y la disposición transitoria con relación al famoso “gatillo”, para comunicar los dos conceptos. Ese fue el entendimiento en ambos lados de la Sala.



Por eso es que puedo entender la existencia de discrepancias en aspectos concretos...



¿Puedo pedir, por favor, que bajen la voz las personas que conversan al fondo de la Sala?



Gracias.



Lamento que algunos declaren ahora hallarse sorprendidos, por estimarse que se engaña al expresar una cosa el texto permanente y otra el transitorio. No. Aquí no se engaña. Se dice exactamente eso. Como noción, como valor, se establece la gratuidad universal y se regula la forma en que se extenderá. Y se determinan mecanismos. Se contemplan los CAP para esos efectos.



Podemos discutir si es lo mejor, pero no se embaucó a nadie, porque ello se establece como concepto y se instituye un mecanismo de transición para ese camino.



Lo que sí engaña y hace mal a la política es cuando alguien, como Presidente de partido, firma gustoso un programa de Gobierno que establece la gratuidad universal y, tan pronto se gana, hay un desmarque. Porque hubo un entendimiento, del cual la discusión legislativa es un fruto. Y que alguien me corrija si no es así.



Por eso, se llegó a un acuerdo, entre otras cosas, con fuerzas que piensan distinto y con las que podemos discutir.



Mi Honorable colega Montes tiene razón. En una de esas, hicimos un “mal negocio”, porque quedó pendiente el setenta por ciento en función de la fórmula. Y mejor así: damos la batalla directa por esa parte, todos nos movilizamos y presionamos a la Hacienda Pública.



¿En qué hubiéramos terminado? En ese mismo porcentaje, tal vez. ¡Vaya a saber uno!



Pero, en definitiva, encuentro que es una buena solución, pues no hay populismo: no se va a financiar si no están los recursos.



Me queda un minuto.



No imagino que alguien en su sano juicio hoy en Chile esté disponible para financiar la educación superior del hijo o la hija de un Senador en ejercicio, porque existen otras necesidades.



Eso se refleja en las disposiciones transitorias de este proyecto de ley. ¡Porque somos responsables!



Alguien podría argumentar -¡ojo!- que estamos en condiciones de llegar al séptimo decil gracias al alza del precio del cobre, entendiendo que eso costaría unos 350 millones de dólares. ¡Se podría hacer!



Lo planteamos durante la discusión en la Comisión de Hacienda: ¿alguien tiene dudas de que va a aumentar la carga tributaria en Chile?



Se dicen muchas cosas respecto del Gobierno del Presidente Piñera en materia tributaria, pero va a aumentar la recaudación, porque a medida que un país crece, la sociedad se pone más sofisticada; mejoran las condiciones de vida, y surgen demandas distintas.



La clase media en Chile ¿qué nos va a pedir? Educación (sobre todo, superior), salud y pensiones. Son las principales demandas desde el punto de vista del gasto.



Con la carga tributaria actual, no lo podemos hacer. Todos los países que han recorrido ese camino contaban con una carga impositiva mucho más fuerte y con derechos más amplios.



Entonces, es mejor apoyar con ganas, con gusto. 



Si uno firmó un programa de Gobierno, debe asumirlo y no decir que no lo leyó. Puede señalarse durante la votación: “Me habría gustado algo mejor”, pero no que no se está haciendo lo que se comprometió.



Se planteó la gratuidad universal como concepto: está en el articulado permanente y se establece un mecanismo de transición o de gradualidad para avanzar en esa materia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quisiera referirme a una afirmación que hizo el Senador Ignacio Walker.



Efectivamente fueron más de 35 los invitados a la Comisión. Sin embargo, a diferencia de lo que ha ocurrido en otras iniciativas que el Congreso ha aprobado, por distintas razones -tal vez carecemos de investigadores avanzados, aplicados en estas materias, como hubo por montones a raíz del debate de los proyectos sobre nueva educación pública, carrera docente, entre otros-, en esta ocasión optamos, fundamentalmente, por escuchar a rectores.



Seamos claros: los rectores tienen intereses corporativos legítimos -no tiene nada de malo-, de instituciones que aspiran a que su actividad (negocios, en unos casos; grandes proyectos educativos, en otros) sigan su curso en virtud del statu quo, consecuencia de la manera en que el Senado ha abordado estos temas.



Por ello, no me sorprende que 35 o 37 personas hayan hablado en contra de la iniciativa, pues quieren que nada varíe.



Hoy se propone un cambio, después de 37 años, al sistema de la contrarreforma. ¡Porque eso fue lo que ocurrió el 81! ¡Una contrarreforma!



Algunos incluso creen que podría haber otra más ahora, pero lo veo difícil, aunque, a juzgar por algunos titulares en educación, ¡quién sabe cómo se van a desarrollar las materias que estamos legislando!



Pero lo cierto es que había una completa desregulación.



El segundo aspecto que quiero abordar, señor Presidente, es el relativo al acceso común. 



En mi opinión, es obligatorio, aunque algunos no lo ven así. ¿Por qué pienso que es obligatorio? Porque a las instituciones adscritas a la gratuidad finalmente se les va a aplicar el referido sistema de acceso.



Claro, en el Senado se nos cayó la palabra “común”. Hubiese sido mucho más interesante tener un marco que regulara a tales universidades, así como se les establecen otros requisitos para acceder a la gratuidad.



Para todos los efectos, van a estar obligadas a cumplir el sistema de acceso, que es más transparente y cuenta con dos subsistemas. 



Uno de ellos es el técnico profesional, respecto del cual durante muchas décadas no hemos hecho nada.



Quiero destacar el rol de la Ministra de Educación y de la Subsecretaria Valentina Quiroga en la manera de abordar los asuntos en esta área. Habrá que establecer una estrategia nacional, que deberá ser revisada cada cinco años, pero con la especificidad de cada sector. Porque no es lo mismo acceder a un instituto técnico profesional o a un CFT que ingresar a una universidad.



Habrá una plataforma de información común y mayor equidad. La Subsecretaría y los órganos pertinentes deberán definir cuáles serán los mecanismos más idóneos.




¿La PSU?



Acaba de terminar el proceso de admisión y, una vez más, la realidad arroja lo que porfiadamente nos muestra siempre: dicha prueba es simplemente un reproductor de inequidad, porque les va mejor a aquellos estudiantes que cuentan con un mayor capital cultural. Debemos hacernos cargo de eso. De alguna manera, ahí quedamos al debe.



Por supuesto, la diversidad de instrumentos en ese ámbito -no solo la PSU- también es parte de este sistema común, que será obligatorio para las instituciones que decidan acogerse a la gratuidad.



El Ministro Eyzaguirre planteó con mucha claridad en la última sesión de la Comisión de Educación, cuando aprobamos este proyecto, que la gratuidad propuesta por la Presidenta Bachelet (consagrada como derecho universal en esta iniciativa, de manera gradual y responsable, con un itinerario para seguir accediendo a ella hasta llegar al cien por ciento) no requerirá otra ley. Bastará que el día de mañana el país tenga una mayor recaudación para poder financiar la gratuidad de todos los estudiantes que van a la educación superior.



La frase que majaderamente se repite: “El Estado le va a pagar la educación a los más ricos” ¡es falsa! Desde el séptimo decil en adelante, se va a precisar de una reforma tributaria, de gobiernos que estén dispuestos a jugársela, en el entendido de que una mínima parte de esos recursos iría a la gratuidad. En tal caso, los gobiernos tendrán recursos para otras cosas.



Finalmente, no puedo dejar de decir algo respecto de la condición mixta del sistema. Todos hablamos de ello, pero sucede que las instituciones de educación superior del Estado representan un 16 por ciento de toda la matrícula.



Ahí uno se pregunta: “Bueno, ¿dónde está el derecho a elegir, del cual muchas veces se hacen gárgaras?”.



Señor Presidente, considerando que el 45 por ciento de los estudiantes pone en primera preferencia a las universidades del Estado; que la OCDE tiene una matrícula pública estatal del 69 por ciento y Estados Unidos, del 73 por ciento, cabe concluir que estamos al debe.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el paquete N° 2 de las normas ya individualizadas (13 votos a favor, 5 en contra, 3 abstenciones y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma y García-Huidobro.


Se abstuvieron los señores Rossi, Ignacio Walker y Patricio Walker.


No votaron, por estar pareados, los señores García y Pérez Varela.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, respecto al artículo 29 (páginas 75 y 76 del comparado), la Comisión de Hacienda aprobó, por mayoría, suprimir el inciso segundo.



En el documento que se entregó a la Mesa se plantea votar el texto del artículo 29 despachado por la Comisión de Educación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo?



--Se aprueba el artículo 29 propuesto por la Comisión de Educación.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Solo queda pendiente una indicación renovada de la Senadora señora Goic.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, en la página 12 del comparado, la letra i) establece lo siguiente: “Respeto y promoción de los derechos humanos. El respeto y promoción por los derechos humanos deberá regir siempre la actuación del Sistema y de las instituciones de educación superior en relación a todos los miembros de su comunidad, tanto en sus propuestas formativas, de desarrollo organizacional, como también en las relaciones de trabajo y aprendizaje.”.



La idea es incorporar al final de dicha letra lo que habíamos planteado hace un momento: “El acoso sexual y laboral, así como la discriminación arbitraria atentan contra los derechos humanos y la dignidad de las personas.”.


Es el contenido de la indicación que había quedado pendiente, que sugiero incluir entre los principios consagrados en la norma ya leída.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Requiero la unanimidad de la Sala para poder considerar y votar esta indicación.

La señora VON BAER.- Sí, señor Presidente.

El señor PÉREZ VARELA.- Conforme.

La señora MUÑOZ.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



¿La damos por aprobada?

El señor MONTES.- Pido la palabra. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor MONTES.- Señor Presidente, estoy de acuerdo, pero antes quiero dar un dato.



¿Qué pasó con los recursos para la educación parvularia? Desde el 2010 hemos multiplicado 3,3 veces el presupuesto: pasamos de 422 mil millones a 1,4 billones.



En educación superior, pasamos de 709 mil millones a 1,6 billones. 



O sea, el presupuesto para la educación preescolar -se lo digo al Senador Ignacio Walker- es casi el 17 por ciento del total; el de educación superior, un 17 por ciento también. O sea, hay cierta consistencia en lo que se ha hecho.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Su intervención no tenía que ver con la indicación…!

El señor MONTES.- ¡No! ¡No tenía que ver…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, ¿se daría por aprobada la indicación?



--Se aprueba la indicación presentada por la Senadora señora Goic en los términos señalados, quedando aprobado el proyecto en particular y despachado en este trámite.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, el Gobierno de la Presidenta Bachelet está culminando su gestión con la tranquilidad de haber dado respuesta a las prioridades que definió la ciudadanía hace cuatro años, especialmente una educación pública gratuita, inclusiva y de calidad.



Cumplió con el aspecto central de las reformas que se propuso en materia tributaria, laboral y educacional.



En este último plano, relevó la educación preescolar; aseguró la inclusión y gratuidad escolar; sentó las bases de una nueva educación pública; revalorizó el rol de los docentes; creó nuevas universidades y centros de formación técnica públicos en todas las regiones, y finalmente, reformó el sistema de educación superior, incluyendo el fortalecimiento de las universidades estatales.



Se trata de una obra maciza, sin precedentes en la historia de Chile.



Seguramente, será necesario incorporar correcciones, adecuaciones y mejoras a algunos aspectos de las leyes aprobadas; también resolver omisiones que se arrastran hasta ahora, como el Estatuto de los Asistentes de la Educación, compromiso que permanece vigente.



Con todo, el alcance y la profundidad de las reformas efectuadas marcarán el camino del desarrollo de nuestro país por varias generaciones.



Es cierto que la ciudadanía acaba de elegir una administración de distinto signo. Pero los cambios impulsados no terminan en un gobierno. Nunca fue ese el propósito. Se trata de una empresa de largo aliento, un objetivo estratégico como país, como el Metro de la Capital, que fue planificado hace más de cincuenta años y que sucesivos gobiernos se encargaron  de concretar, línea tras línea. Con algunas variantes, ese plan maestro diseñado hace décadas se mantiene hasta hoy.



De la misma manera, la reforma educacional está destinada a transformarse en la base de un modelo de desarrollo para el país, que nunca podremos dar por acabada y a la cual cada gobierno deberá hacer su contribución.



Se han abierto puertas y se han construido puentes para incorporar a millones de niños y jóvenes a una educación inclusiva y de calidad que les permita hacer un aporte real al desarrollo del país.



Se podrán realizar cambios, modificar uno u otro aspecto, pero ningún gobierno podrá cerrar las puertas que se han abierto ni destruir los puentes que se han levantado.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muchas gracias, señor Senador.



Terminado el Orden del Día.



Por haberse cumplido su objetivo, se levantará la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



Al señor Contralor General de la República, a fin de que tenga a bien instruir AUDITORÍA A RECURSOS RECIBIDOS Y UTILIZADOS POR GOBIERNO REGIONAL DE MAGALLANES Y DE LA ANTÁRTICA CHILENA DURANTE LOS AÑOS 2014-2017.



Al señor Intendente de Magallanes y de la Antártica Chilena, solicitándole información referida a CUMPLIMIENTO DE COMPROMISOS GUBERNAMENTALES CON AGRUPACIÓN DE BENEFICIARIOS DE PROGRAMA DE REPARACIÓN INTEGRAL DE SALUD Y DERECHOS HUMANOS.


Y al señor Alcalde de Puerto Natales, pidiéndole antecedentes sobre ESTADO DE TRAMITACIÓN PARA HABILITACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE CEMENTERIO EN LOCALIDAD DE DOROTEA.

Del señor CHAHUÁN:


Al señor Director de Presupuestos, consultándole por CONCRECIÓN DE ANUNCIO SOBRE ASIGNACIÓN DE RECURSOS A GOBIERNOS REGIONALES PARA APORTES DE CARÁCTER TECNOLÓGICO A UNIDADES DE POLICÍA DE INVESTIGACIONES.



Del señor DE URRESTI:



A los señores Fiscal Nacional, Superintendente del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental, Director Nacional del Trabajo y Director Nacional de la Dirección General de Aguas, planteándoles diversas consultas relativas a EXPLORACIÓN MINERA DEL “PROYECTO CALIENTE”, ANTE ACCIDENTE OCURRIDO EL SÁBADO 6 DE ENERO PASADO.


A los señores Ministro de Relaciones Exteriores y Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, solicitándoles ANTECEDENTES Y COPIA DE DOCUMENTO “REVISIÓN DE POLÍTICAS DE TRANSFORMACIÓN PRODUCTIVA DE CHILE”.


Al señor Ministro del Medio Ambiente, requiriéndole opinión en cuanto a INICIO CON SOLO RESOLUCIÓN DE SERNAGEOMIN DE FAENAS DE EXPLORACIÓN MINERA EN PREDIO ALEDAÑO AL DE PARQUE ANDINO JUNCAL, INICIATIVA PRIVADA DE CONSERVACIÓN Y TURISMO EN COMUNA DE LOS ANDES.



Al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, pidiéndole antecedentes relativos a ACUERDO CORFO-SOQUIMICH EN MATERIA DE CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO Y PROYECTOS SOBRE EXPLOTACIÓN DE LITIO EN SALAR DE ATACAMA.



Al señor Superintendente del Medio Ambiente, para requerirle información acerca de CARGOS CONTRA COMPAÑÍA DE ACERO DEL PACÍFICO POR DESCARGA DE PELLETS AL MAR SIN AUTORIZACIÓN.



Al señor Superintendente del Medio Ambiente y a la señora Secretaria Regional Ministerial del Medio Ambiente de Los Ríos, para que se informe respecto de VERTEDERO ILEGAL EN HUMEDAL COTAPOS, SECTOR DE ISLA TEJA, COMUNA DE VALDIVIA.


A la señora Directora Nacional de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, a fin de que proporcione ANTECEDENTES ACERCA DE LIBRO “AGRICULTURA CHILENA. REFLEXIONES Y DESAFÍOS AL 2030”.


Al señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, para requerirle diversos antecedentes sobre PROYECTO DE EXPLORACIÓN MINERA “CALIENTE”, EN SECTOR JUNCAL, REGIÓN DE VALPARAÍSO.


Y al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, consultándole por INFRAESTRUCTURA Y RED FERROVIARIA UTILIZADA POR EMPRESA FEPASA EN TRAMO SAN FELIPE-LOS ANDES.


Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole información sobre factibilidad de OBRAS DE MEJORAMIENTO PARA CAMINO TRAIGUÉN-CAPITÁN PASTENE, EN COMUNA DE LUMACO.


Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole solicitar a las compañías Claro, Movistar y Entel MEJORA DE SERVICIO TELEFÓNICO EN COMUNA DE PITRUFQUÉN, AFECTADA POR PROBLEMAS DE COBERTURA.



Y al Servicio de Salud Araucanía Sur, con el fin de que informe RESPALDO PRESUPUESTARIO DE CONCURSO PÚBLICO PARA PROVEER 47 CARGOS DE MÉDICOS ESPECIALISTAS.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:52.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE EDUCACIÓN SUPERIOR

(10.783-04)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa, Jorge Pizarro Soto y Rabindranath Quinteros Lara.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación: la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano; la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras; los Asesores, señorita Javiera Morales; Marcela Valenzuela; Andrea Encalada y María de Los Ángeles Fernández; Mónica Vásquez; y señores Gustavo Paulsen; Luis Felipe Jiménez y Roberto Flores .

Del Ministerio de Hacienda: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; los Asesores, señores Hugo Arias y Rodrigo González. 


De la Comisión Nacional de Acreditación, CNA: el Presidente, señor Alfonso Muga y el Jefe de Promoción de la Calidad, señor Alonso Núñez. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:el Ministro, señor Gabriel De la Fuente y los Asesores, señores Pablo Jorquera; Fernando Carrasco y Alejandro Fuentes. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Mauricio Holz. 

De la oficina de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer: el Asesor, señor Jorge Barrera.

De la oficina del Honorable Senador señor Carlos Montes: el Asesor, señor Luis Díaz. 

Del Comité Partido Demócrata Cristiano: los Asesores Legislativos, señora Constanza González y señor Pedro Montt. 

De la oficina del H.S.Allamand: el Asesor, señor Raúl Figueroa. 

De Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Felipe Rössler. 

Del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, CUECH: la Asesora, señorita Stephanie Donoso. 

De la Universidad de Los Andes: la estudiante, señorita Bernardita Valdés.

De la Consultora Imaginacción: la Asesora, señorita Carolina Salas. 


Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: el Asesor, señor Juan Briones.

De la Contraloría General de la República: los Asesores, señorita Pamela Bugueño y señor Nelson Salazar
- - -

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, en este segundo trámite reglamentario, además, por la Comisión de Hacienda, según lo dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

Asimismo, se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités del Senado, adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Hacemos presente que la Comisión de Educación y Cultura compartió el criterio sustentado por la Honorable Cámara de Diputados en cuanto a la calificación de normas. En efecto, y de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 y 118 de la Constitución Política de la República, estimó que los artículos 8, letra e); 20, letra b), inciso primero, e inciso final; 34; 51, inciso primero; 81, números 1), 2), 4), 6), 8), 9), 25), 39) y 40); 119, números 1), 2), 3), 4), 5) y 6) y 120 número 14) permanentes y la disposición segunda transitoria1 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 

Asimismo, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 y 8° de la Constitución Política de la República, otorgó igual carácter normativo a las normas que fueron incorporadas durante la discusión particular, consideradas en los párrafos segundo de las letra i) y j) del artículo 20, y en el artículo 101, respectivamente, del texto aprobado por la Comisión, requiriendo por lo tanto, también, el quórum de aprobación indicado precedentemente.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:





1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 9, 10, 18, 24, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 38, 47, 48, 50, 52, 56, 59, 60,76, 77, números 5), 6),10), 14), 26), 34) 35), 36), 37), 39), 44) y 46) del artículo 81, 97, 98, 99, 100, 105, 110, 112, 113, 114, 116, 117, 122 y 124 permanentes, artículos primero, segundo, quinto, décimo, décimo primero, décimo segundo, décimo tercero, décimo cuarto, vigésimo, vigésimo tercero, vigésimo sexto, trigésimo primero, trigésimo sexto, trigésimo octavo, cuadragésimo primero, cuadragésimo cuarto y cuadragésimo sexto.





2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 7, 8, 9, 19, 24, 25, 29 ter, 35, 47, 75 a), 82 bis) 84, 111, 116, 118, 118 bis (letra k), 125, 126, 127, 128, 129, 130, 131 bis, 134 bis, 137 bis, 140 bis, 143 bis, 145 bis, 146, 147, 149, 155, 157, 158, 162, 163, 164, 165, 166 bis, 169, 171, 172, 173, 174, 176, 177, 178, 179 bis, 182 bis, 185, 186, 187, 195, 196, 197, 200, 202, 204, 205, 210, 211, 212, 214, 217, 222, 226, 227, 232, 248, 253, 256, 257, 258, 261, 262, 264, 265, 266, 268, 269, 270, 271, 273, 274, 275, 276, 278, 279, 280, 282, 286, 297, 310, 313, 315, 317, 320 bis, 325, 328, 333, 329, 340, 347, 350, 351, 352, 361, 362, 365, 367, 368, 369, 370, 371, 374, 376, 377, 378 bis, 384, 387, 389, 390, 400, 404, 404 bis, 405, 406, 407, 412, 413, 414, 419, 424, 431 ter, 433 bis, 438 bis, 440, 446, 447, 452 bis, 453, 456, 458, 460, 462, 468, 469, 482, 484 bis, 491 ter, 492 ter, 499, 500, 501, 503 bis, 504, 505, 506,507, 508,510 bis, 518, 519, 529, 521, 522 bis, 524, 525, 533, 536, 543, 549 bis,555 bis), 558, 559 bis, 565 bis, 565 ter,565 quáter, 568, 571, 575, 578, 579, 580, 581, 582, 583, 584, 586 bis, 588, 590 bis, 590 ter, 598 a), 599, 600, 601, 602, 603, 605 y 610





3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 3, 4, 4 ter, 14, 15, 16, 19, 20, 23, 28, 29, 32, 35 bis, 36, 41, 41 bis, 48, 49, 50, 53,53 bis, 75, 78, 79, 86, 95, 97, 101, 117, 122, 123, 124, 130, 131, 135, 138, 153, 161, 166, 170, 175, 184, 188, 199 bis, 213, 233, 239, 249, 284, 285, 288, 289, 290, 314, 321, 341, 348, 353, 354, 356, 357, 358, 359, 365 bis, 373 ,378, 381, 382, 393,  399, 409, 415, 416, 418, 431 bis, 432, 448, 474, 511, 524, 560 bis y 577. 





4.-
Indicaciones rechazadas: las números 1, 1 bis, 2, 4 quáter, 6, 10 bis, 12, 18, 19 bis, 22 bis, 26, 29 bis, 30, 31, 31 bis, 33, 33 bis, 34, 41 ter, 42, 75 bis, 80, 96, 108 bis, 110, 113, 114, 118 bis (letra l), 119 bis, 121, 132, 143, 144, 156, 167, 168, 189, 190, 192, 198, 199, 203, 205 ter, 206, 207, 208, 209, 215, 216, 218, 219, 220, 221,228, 229, 230, 234, 240, 242, 247, 252, 254, 255, 259, 263, 281, 292, 293, 296, 298, 299, 301, 302, 304, 306, 308, 311, 314 bis, 314 ter, 360, 385, 401, 402, 410 ter, 410 quáter, 421, 423, 431, 433, 434, 435, 436, 437, 439, 441, 442, 443, 44, 445, 445 bis, 450, 463, 470 bis, 471, 495 ter, 514 bis, 515, 518 bis, 521 bis, 526, 527, 528, 529, 530, 531, 532, 535, 537, 538, 541, 542, 544, 545, 546, 547, 548, 551, 562, 563, 564, 567, 570 y 587. 





5.-
Indicaciones retiradas: las números 5, 10, 11, 13, 17, 21, 22, 27, 32, 36 bis, 37, 38, 39, 40, 43, 44, 45, 51, 52, 53, 54, 56 bis, 57, 57 bis, 60, 60 bis, 61 bis, 65, 66, 67 bis, 69, 70, 70 bis, 71, 72, 73, 74, 76, 77, 81, 82, 83, 99, 100, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 112, 115, 136, 139, 141, 147 bis, 148, 150, 151, 152, 154, 159, 165 bis, 180, 181, 191, 193, 194, 197 bis, 201, 205 bis, 209 bis, 223, 224, 225, 231, 231 bis, 235, 235 bis, 236, 237, 238, 241, 243, 244, 245, 246, 250, 251, 260, 267, 272, 277, 283, 287, 291, 294, 295, 300, 303, 305, 307, 309, 312, 316, 318, 319, 320, 322, 323, 330, 331,349, 355, 363, 364, 366, 372, 375, 377 bis, 379, 380, 383, 386, 388, 391, 392, 394, 395, 396, 397, 398, 403, 408, 409 bis, 410, 410 bis, 411, 417, 420, 422, 425, 426, 427, 428, 429, 430, 439 bis, 448 bis, 451, 452, 454, 455, 457, 459, 461, 464, 465, 466, 467, 470, 471 bis, 472, 473, 473 bis, 473 ter, 475, 476, 477, 477 bis, 481 ter, 483, 484, 485, 486, 486 bis, 492, 495 bis, 496, 497, 498, 501 bis, 503, 509, 510, 511 bis, 512, 513, 514, 515, 517, 517 bis, 522, 523, 534, 539, 540, 549, 553, 555, 556, 557, 559, 560, 561, 565, 566, 569, 572, 573, 574, 576, 585, 590, 597, 598 bis, 598 ter, 604, 611, 612, 613, 614, 615, 615 bis y 615 ter.





6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: las números 46, 55, 56, 58, 59, 61, 62, 62 bis, 63, 64, 68, 74 bis, 80 bis, 81 bis, 85, 87, 88, 89, 90, 91, 92, 93, 94, 94 bis, 98, 119, 120, 132 bis, 133, 134, 137, 140, 142, 145, 153, 160, 179, 182,183, 319 bis, 324, 326, 327, 328 bis, 332, 332 bis, 332 ter, 334, 335, 336, 337, 338, 339, 342, 343, 344, 345, 346, 438, 471 ter, 478, 479, 480, 481, 481 bis, 486 ter, 487, 487 bis, 488, 489, 490, 490 bis, 490 ter, 491, 492 bis, 493, 494, 495, 502, 516, 516 bis, 550, 552, 554, 586, 589, 591, 592, 593, 594, 595, 596, 598, 606, 607, 608 y 609. 

- - -

Hacemos presente que el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso que cualquiera de los miembros de la Comisión pudiera solicitar la reapertura del debate y que la aprobación de ésta no requiriera la unanimidad de los Senadores presentes. Puso de relieve que la medida anterior daría flexibilidad a la tramitación del proyecto, lo que redundaría en una mejor iniciativa de ley.

- Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de esta instancia legislativa, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -


Previo al inicio de la discusión en particular de esta iniciativa de ley, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió que las indicaciones formuladas al proyecto sean debatidas y votadas de acuerdo con el siguiente orden de temas:


Uno) Principios.


Dos) Subsecretaría de Educación Superior y sistema de acceso. 


Tres) Superintendencia de Educación Superior. 


Cuatro) Calidad y Sistema de Acreditación, ubicando este tema como primera parte del proyecto de ley.


Cinco) Financiamiento institucional (gratuidad).


Seis) Artículos transitorios. 


Precisó que, de esta forma, se podrá avanzar en bloques temáticos de acuerdo con el orden del proyecto y considerando las indicaciones del Ejecutivo que fueron anunciadas al finalizar el debate en general de este proyecto en su primer informe, tomando en cuenta el breve tiempo con el que cuenta la Comisión para despachar el proyecto (tres semanas). 


El Honorable Senador señor Montes concordó con la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puesto que es una de las formas más viables para dedicarse a las más de 700 indicaciones formuladas al proyecto. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente su discrepancia en la forma de tramitar esta iniciativa en relación con los tiempos que se dedicó para su discusión en general, en su concepto, excesivos, y el lapso con que se cuenta, ahora, para la discusión en particular, muy reducido. Ello, puntualizó, coloca a la Comisión en una situación compleja dado el tiempo del cual dispone antes del receso legislativo, considerando, además, que esta ella está discutiendo en paralelo (unida con la Comisión de Hacienda) el proyecto de ley sobre universidades estatales. 


En el mismo sentido anterior, el Honorable Senador señor Quintana expresó que esta Comisión dedicó un extenso espacio de tiempo para la discusión en general de este proyecto, durante el cual fueron escuchados más de cuarenta invitados. Afirmó que ésta no es una buena forma de enfrentar la discusión de proyecto de ley de esta envergadura, debiéndose en cambio haberse ocupado un menor tiempo para el análisis en general, y luego escuchar a los invitados, haberse votado de manera inmediata. Un proceder de esa especie, agregó, habría significado no estar sometidos a la presión por los tiempos a la cual se ha hecho alusión. 


Solicitó que para el futuro, se estudie la forma en la cual se tramitan los proyectos de ley, especialmente considerando el tiempo que se le asigna a la discusión en general. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand solicitó dejar constancia en cuanto a que la forma de tramitación de este proyecto de ley, en su segundo informe, rompe todas las reglas de la lógica en lo que se refiere a la discusión de las más de 700 indicaciones que se han formulado. Hizo presente, en este sentido, que recién el día de hoy (4 de enero de 2018) tuvo acceso al texto comparado, lo que hace imposible pronunciarse de manera seria sobre cada una de las peticiones del Ejecutivo y de los Senadores. 


Señaló que es esta no es una manera responsable de tratar los temas en el Senado, considerando que sólo cuentan con tres semanas antes del receso legislativo. 


Del mismo modo, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe de lo siguiente:


Uno) Que no comparte la forma en la cual se tramitará este proyecto de ley, toda vez que en tres semanas se hace casi imposible tratar las más de 700 indicaciones que se formularon al texto aprobado en general.


Dos) Que durante la discusión en general, si bien concurrió con su voto favorable, fueron numerosos los argumentos en contra del proyecto y que deben ser mejorados durante este trámite, por lo que ni el tiempo ni la forma permitirán una tramitación responsable. 


Tres) Que no se hace responsable, en tanto Senadora, del resultado que produzca la aprobación de un texto de esta envergadura en el tiempo y en las condiciones que se hará. Indicó que será el Ejecutivo y los senadores de Gobierno quienes deberán entregar explicaciones a la ciudadanía por la aplicación del texto que en definitiva se apruebe, si esto acaso ocurre, puesto que además debe conocerlo la Comisión de Hacienda, luego la Sala del Senado y la Honorable Cámara en tercer trámite constitucional, sin descartar una eventual Comisión Mixta. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación del articulado del texto aprobado en general y de las indicaciones formuladas, que se transcriben, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Educación y Cultura.

ARTÍCULO 1

Inciso primero


El texto aprobado en general prescribe que la educación superior es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés general de la sociedad y se ejerce conforme a las normas, condiciones y requisitos que se establecen en la ley y sus normas complementarias, a las garantías constitucionales y a los tratados internacionales ratificados por Chile, en el marco de un Estado democrático de derecho.


Sobre esta norma se formularon las indicaciones N°s 1, 1 bis, 2, 3, 4, 4 bis, 4 ter y 4 quáter.


La indicación N° 1), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la frase “cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos” por la siguiente: “que está al alcance de todas las personas que habitan Chile, sin ningún tipo de discriminación por razones de etnia, edad, género, pertenencia a pueblo originario, lugar de nacimiento”.


La indicación N° 1 bis), del Honorable Senador señor Quintana, intercala entre la primera coma (,) y la expresión “cuya” la siguiente frase: “de carácter gratuito para aquéllos estudiantes que cumplan con los requisitos contenidos en la presente ley”.


La indicación N°2), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, suprime la expresión “de acuerdo a sus capacidades y méritos,”.


Por su parte, la indicación N° 3), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza el texto “las normas, condiciones y requisitos que se establecen en la ley y sus normas complementarias, a las garantías constitucionales y a los tratados internacionales ratificados por Chile, en el marco de un Estado democrático de derecho.” por la frase “la Constitución y las leyes.”.


La indicación N° 4), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la frase “que se establecen en la” la expresión “Constitución, la”.


La indicación N° 4 bis), del Honorable Senador señor Quintana, incorpora a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente frase: 


“Para ello, el Estado propenderá a garantizar gratuidad universal en los distintos subsistemas de Educación Superior.”.


La indicación N° 4 ter), de la Honorable Senadora señora Goic, intercala a continuación de la frase “requisitos que se establecen en la”, la expresión “Constitución, en la”.


La indicación N° 4 quáter), también de la Honorable Senadora señora Goic, suprime la expresión “a las garantías constitucionales”. 


-Puestas en votación las indicaciones N°s 1), 1 bis), 2) y 4 bis), fueron rechazadas por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Por la afirmativa votó el Honorable Senador señor Quintana. 


Cabe hacer presente que, sin perjuicio del rechazo de las indicaciones anteriores, la unanimidad de la Comisión, senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, Ignacio, acordó incorporar en este inciso segundo, a continuación de la palabra “méritos, la expresión “sin discriminaciones arbitrarias”.


-Respecto la indicación N° 3), que apunta al mismo sentido de las de los N°s) 4), 4 ter) y 4 quáter), fue aprobada con la sola modificación de incorporar, a continuación de la expresión “la Constitución y las leyes” la frase “y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”. Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Con la misma votación se aprobaron, subsumidas en esta nueva redacción, las indicaciones números 4) y 4 ter). 

Inciso segundo


Dispone que la educación superior cumple un rol social que tiene como finalidad la generación y desarrollo del conocimiento, sus aplicaciones, el cultivo de las ciencias, la tecnología, las artes y las9 humanidades; así como también la vinculación con la comunidad a través de la difusión, valorización y transmisión del conocimiento, además del fomento de la cultura en sus diversas manifestaciones, con el objeto de aportar al desarrollo sustentable, al progreso social, cultural, científico, tecnológico de las regiones, del país y de la comunidad internacional.


La indicación N° 5), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la expresión “que tiene como finalidad” por la preposición “en”.


La indicación N° 6), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana,  agrega después de la voz “cultural” la expresión “e intercultural”.


-La indicación N° 5) fue retirada por su autor. 


-La indicación N° 6) fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Por la afirmativa votó el Honorable Senador señor Quintana. 

Inciso cuarto


Establece que la educación superior debe orientarse y tener como base la transformación del pensamiento, que permita la renovación de los actuales paradigmas, considerando el fenómeno de la globalización y la creciente interdependencia de los ámbitos económicos, sociales ambientales, así como la gestión de un devenir común y el desarrollo de una identidad local y planetaria, de la conciencia y la responsabilidad compartida. A su vez, debe tener siempre como finalidad el desarrollo humano, de las sociedades y el respeto por otras formas de organización social, modos de vida y cultura, los demás seres vivos y el medio ambiente en que estos viven y se desarrollan.


Las indicaciones números 7), de Su Excelencia la Presidenta de la República, 8), del Honorable Senador señor Allamand, y 9) de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo suprimen.


La indicación número 10), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “desarrollo humano, de las sociedades” lo siguiente: “la integración social, el respeto y fomento de la diversidad cultural, de la paz y la equidad en las sociedades”


La indicación N° 10 bis), del Honorable Senador señor Montes, incorpora la siguiente oración: 


“La educación superior deberá ser no sexista, y deberá tener como objetivo terminar con las desigualdades de género existentes en la sociedad.”.


- Las indicaciones números 7), 8) y 9) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


- La indicación N° 10 fue retirada por su autor. 


- La indicación 10 bis) fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

- - -


La indicación N° 11), el Honorable Senador señor Montes, consulta a continuación del artículo 1 otro nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo …- La educación superior es un derecho social, por lo que todas las personas tienen derecho a acceder a ella, independiente de su condición social. Esto, sin perjuicio de sus opciones específicas en términos de vocaciones, capacidades y destrezas en un régimen de igualdad de oportunidades. Respecto del Sistema de Educación Superior referido en el artículo primero de esta ley, este se deberá orientar a las necesidades del país y su gente y no obedecer a criterios de mercado.”.


- La indicación N° 11 fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 2

Inciso primero


El Sistema de Educación Superior (en adelante en este título, indistintamente, “el Sistema”) se inspira, además de los principios establecidos en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, (en adelante en esta ley “decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”) en los siguientes principios:


La indicación N° 12), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 2°. El Sistema de Educación Superior (en adelante en este título, indistintamente, “el Sistema”) se inspira, en los principios establecidos en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, (en adelante en esta ley “decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”), con especial énfasis en la calidad educativa, la equidad, la autonomía, la diversidad de proyectos educativos institucionales, la responsabilidad, la integración e inclusión, la participación, y la transparencia.”.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer explicó que el sentido de la propuesta radica en reenviar todos los principios que consagra este precepto  a los que ya están reconocidos en la ley N° 20.730, haciendo eco de una serie de reparos que formularon los rectores a este respecto durante la discusión en general de esta iniciativa, particularmente en lo que se refiere al respeto de la autonomía universitaria. En su opinión, crear o reconocer nuevos principios en cada ley referida al sistema educacional chileno es un retroceso en la valoración de los mismos en cuanto criterio de interpretación general, generando problemas, además, en cuanto a la constitucionalidad de los mismos.


Asimismo, hizo presente que no todos los principios que se están discutiendo ahora estaban en el proyecto original del Ejecutivo. 


Por su parte, la señora Ministra de Educación, recordó que este fue un tema largamente discutido en la Honorable Cámara de Diputados, acordando que los principios que rigen a la educación superior no son los mismos que rigen otras materias de orden educacional, como es el caso, por ejemplo, de la Ley General de Educación, por lo que insistió en la necesidad de mantener la conceptualización de los principios de la educación superior en este cuerpo normativo. 


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Quintana observó que todos los subsistemas tienen sus propios principios, por lo que no denota reparos a la creación de nuevos principios para la educación superior. 


- Puesta en votación, la indicación N° 12) fue rechazada por mayoría de votos. Por el rechazo se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio; por la afirmativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer ratificó lo expuesto precedentemente en el sentido que los principios contenidos en el texto aprobado por la Cámara de Diputados son de alta complejidad, lo que generará dificultades al momento de su interpretación. Añadió que la definición de cada uno de ellos en esta iniciativa implica una restricción interpretativa, afectando la autonomía universitaria. 

Encabezamiento


La indicación N° 13), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la expresión “se inspira” por “se construye sobre los derechos garantizados en la Constitución, en especial el derecho a la educación y la libertad de enseñanza y se inspira”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Letra a)


Conceptualiza el principio de Autonomía, disponiendo que el Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales, dentro del marco establecido por la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, provenientes de controladores o entes externos a la misma, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.


La autonomía comprende la dimensión académica, económica y administrativa, de conformidad a la ley y, en especial, las normas del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


Sobre este literal recayeron las indicaciones N°s 14) y 15). 


La indicación N° 14), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye por la que sigue:


“a) Autonomía. El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como el derecho para determinar sus fines y proyectos institucionales las formas para cumplirlos, dentro del marco establecido por la Constitución y en conformidad a lo dispuesto en la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, en el marco de cada proyecto educativo, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.”.


Por su parte, la indicación N° 15), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), la reemplaza por la siguiente:


“a) Autonomía: El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales en la dimensión de gobierno, académica, económica y administrativa, dentro del marco establecido por la Constitución y la ley. Su ejercicio debe orientarse a la consecución del bien común y al desarrollo del país y sus regiones.”.


El Honorable senador señor Allamand explicó que el sentido de su propuesta radica en definir claramente que las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, en el marco de cada proyecto educativo. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que su indicación tiene su causa en los argumentos presentados por los profesores de Derecho Constitucional, en el sentido de que si bien la autonomía tiene reconocimiento legal, no cuenta con uno de carácter expreso en la Constitución. 


El Honorable Senador señor Montes afirmó que ambas indicaciones, si bien tienen un sentido similar, no implican un reconocimiento constitucional expreso, sino que sólo constituye una referencia. En ese sentido, enfatizó que de acuerdo con lo expuesto por varios profesores de derecho constitucional durante la discusión en general de esta iniciativa, la autonomía universitaria no tiene un reconocimiento constitucional expreso, por lo que la conceptualización de este principio en esta proyecto sólo le otorga rango legal a dicho principio.


-La indicación N° 15 resultó aprobada con la sola enmienda de suprimir la expresión “de gobierno” que sigue a la palabra “dimensión”. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Asimismo, y con la misma votación resultó aprobada la indicación N° 14), del Honorable Senador señor Allamand, en cuanto a agregar en este literal lo siguiente: “Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, en el marco de cada proyecto educativo, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones”.

Letra b)


Al definir el principio de Calidad, señala que el Sistema debe orientarse a la búsqueda de la excelencia, al asegurar la calidad de los procesos y resultados en el cumplimiento de sus funciones, además de fomentar el desarrollo de trayectorias formativas a lo largo de la vida de las personas.


En la búsqueda de la excelencia, la educación superior debe estar motivada en alcanzar una mejor construcción y transmisión del conocimiento en conjunto con los estudiantes y la promoción de su creatividad, de una actitud crítica, orientada a la superación de los límites del conocimiento, a la constante innovación para alcanzar el bienestar, y al respeto por el medio ambiente.


La indicación N°16) del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), la reemplaza por la que sigue:


“b) Calidad: Las instituciones de educación superior y el sistema de la que forman parte deben lograr los propósitos educativos, de desarrollo de la innovación y creación del conocimiento e investigación que declaran y desarrollar su acción asegurando el cumplimiento de unos estándares y criterios de calidad establecidos por el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


En la búsqueda de la calidad las instituciones de educación superior deberán tener en el centro a los estudiantes y sus aprendizajes, así como la creación del conocimiento y la innovación.”


Sobre la propuesta del Honorable Senador señor Walker, la Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su desacuerdo con el criterio de investigación para evaluar la calidad, ya que no todas las universidades se dedican a la investigación. 


Respecto a los estándares, opinó que generará una complicación mayor por cuanto implica igualar el sistema de educación superior. Añadió que la palabra estándares se refiere a estandarizar, es decir, que todo sea igual. De esta forma, la calidad viene definida por criterios.



El Honorable Senador señor Montes compartió la segunda reflexión de la Senadora Von Baer respecto a los estándares. Estimó que la incorporación de estándares en investigación y en formación profesional es forzar las cosas. En muchos casos no existirán estándares definidos para determinadas cuestiones, agregó.


Enfatizó que los criterios de calidad y estándares, son parte de la economía y de la producción industrial y normalmente es efectivo que en la producción industrial “estándar” significa homogeneizar.


Estos criterios se han ido incorporando en la discusión sobre educación, pensando en pisos mínimos. Un ejemplo es el Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE), que claramente es una cuestión estandarizada.


Sin embargo, en la universidad no siempre es pertinente la utilización de estándares, como ocurre en las carreras de artes o de informática, donde se fomenta la creación.


Con el objeto de aportar a la discusión, propuso incorporar, luego de la palabra estándares, la frase “cuando corresponda”, toda vez que en su opinión, el estándar no siempre es lo que define las cosas. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, argumentó que el concepto de calidad comprende, por un lado, lo que  se denomina en general estándares, y por otro, la misión propia del proyecto educativo. 


La Ministra de Educación, puntualizó que en el proyecto se define estándar como el grado o medida que expresa un nivel de logro progresivo de cumplimiento de un criterio, medido de manera objetiva, los que deberán ser de carácter cualitativo y cuantitativo.


Aclaró que el estándar no se aplica a cada estudiante, sino que es la universidad quien debe cumplir ciertos estándares o criterios y en virtud de ellos, la sitúa en un nivel avanzado o superior, siendo clave para la Comisión de Calidad, de lo contrario, careceríamos de un criterio para determinar qué universidades están mejor situadas.


Recalcó que estándar no significa uniformidad para todas las instituciones, sin embargo, hay rangos y criterios que permiten identificar a una universidad que cuanta con determinados años de acreditación y detrás de eso hay ciertos estándares que se están aplicando.


El Honorable Senador señor Quintana, recordó que en la discusión de este proyecto de ley se incorporó el concepto de “mérito”, es decir, un estándar que mide a los estudiantes y que se refleja en la nota.  Estimó que es de toda lógica que también se utilicen formas para medir a las instituciones. 


Finalmente, la Comisión acordó dar la siguiente redacción a este principio:


b) Calidad. Las instituciones de educación superior y el Sistema de que forman parte debe orientarse a la búsqueda de la excelencia; a lograr los propósitos declarados por las instituciones en materia educativa, del conocimiento, investigación e innovación; y a asegurar la calidad de los procesos y resultados en el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de los criterios y estándares de calidad, cuando corresponda, establecidos por el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


- Con la modificación anotada, esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Párrafo segundo


En la indicación N° 17), el Honorable Senador señor Allamand sugiere suprimirlo.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -


La indicación N° 18), del Honorable Senador señor Bianchi, consulta el siguiente párrafo, nuevo:


“Los instrumentos que midan la calidad de las instituciones de educación superior deberán siempre contener parámetros que reflejen, no solo el nivel cognitivo alcanzado por sus estudiantes, ni tampoco sólo su avance institucional, sino que, esta medición debe ser de carácter cualitativo y debe poner de manifiesto los diversos matices del proceso de aprendizaje.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Montes. 

- - -

Letra c)


Al conceptualizar el principio de Cooperación y colaboración, señala que el Sistema fomentará la efectiva cooperación y colaboración, entre los subsistemas y las instituciones de educación superior que los componen, como factor importante para la búsqueda de la calidad y la equidad, así como también para promover la transmisión y construcción permanente del conocimiento y de las buenas prácticas académicas e institucionales. De igual manera, la actuación conjunta de ellas, estará orientada a la consecución de sus objetivos, en el marco de los fines de la educación superior, de su naturaleza transformadora y de sus principios, siendo un aporte a la paz, al respeto mutuo y a la convivencia democrática.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones Números 19) y 19 bis). 


La indicación Número 19), del Honorable Senador señor Allamand, elimina la frase “, de su naturaleza transformadora y de sus principios, siendo un aporte a la paz, al respeto mutuo y a la convivencia democrática”.


La indicación Número 19 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega a continuación de la frase “buenas prácticas académicas e institucionales.” la frase: “Son contrarias a las buenas prácticas académicas e institucionales las conductas de acoso sexual y laboral, así como la discriminación arbitraria.”


-Puestas en votación, la indicación N° 19) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Con la misma votación se rechazó la indicación N° 19 bis).

Letra d)


Al definir la Diversidad de proyectos educativos institucionales, el literal señala que el Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad.


La indicación N° 20), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agrega después de la expresión “y a la sociedad” la siguiente frase: “, siempre en el marco del respeto a los valores democráticos, la no discriminación y la interculturalidad”.


La señora Ministra de Educación, señaló que la “interculturalidad” es un asunto que se trata más adelante en este proyecto, por lo que sugirió debatirlo en su oportunidad. 


La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que agregar una serie de adjetivos o ideas en cada uno de los principios representa, en su opinión, un peligro en materia de interpretación de los mismos. Apuntó que en este tipo de asuntos conviene ir en una dirección minimalista, con el objeto de que las instituciones gocen de más libertad y que sean luego la jurisprudencia la que vayan determinado el sentido y alcance de cada una de las normas. 


En el mismo sentido, consultó respecto de cuál debería ser el órgano que resolviera la situación derivada del incumplimiento por parte de un establecimiento de educación superior de estos principios, es decir, si sería competencia de los tribunales de Justicia o la Superintendencia.


El Honorable Senador señor Quintana expresó que existen temas de fondo, como es que al que alude la indicación, que deben quedar establecidos en el marco regulatorio de la Educación Superior, puesto que, de otra forma, pueden ser interpretados de manera arbitraria en perjuicio de los estudiantes.


Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, afirmó que los principios que recoge este proyecto son de aplicación general al Sistema y no a instituciones específicas, sirviendo como ideas orientadoras para el funcionamiento del mismo.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió aprobar la indicación con una nueva redacción: para agregar después de la expresión “y a la sociedad” la siguiente frase: “incluyendo el respeto a los valores democráticos, la no discriminación arbitraria y la interculturalidad.


-Puesta en votación la indicación N° 20), resultó aprobada, con modificaciones, por mayoría de votos: por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer y se abstuvo el Honorable Senador señor Allamand. 

Letra e)


Dispone en cuanto a la Inclusión que el Sistema promoverá la inclusión de los estudiantes en las instituciones de educación superior, velando por la eliminación y prohibición de todas las formas de discriminación arbitraria, de conformidad a los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, en especial, la discriminación en contra de la mujer.

Párrafo primero


Se formularon las indicaciones Números 21, 22 y 22 bis.


La indicación Número 21), del Honorable Senador señor Allamand, para agregar después de la expresión “de conformidad a” la locución “la Constitución, las leyes vigentes y”.


La indicación Número 22), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar después de la expresión “en contra de la mujer” lo siguiente: “, y de los Pueblos Indígenas que habitan en el Territorio de Chile”.

La indicación Número 22 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, para agregar a continuación de la frase “El sistema promoverá la inclusión de los estudiantes”  la frase “así como de los académicos y académicas”.


- Las dos primeras de estas propuestas fueron retiradas por sus autores, Honorables Senadores señores Allamand y Quintana, respectivamente, en tanto que la segunda fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Párrafo segundo


Señala que del mismo modo, al Sistema le corresponderá resguardar y promover el respeto y coexistencia, a nivel institucional e interinstitucional, de personas con diversidad de talentos, ideas, formas de vida, afiliación política, religión, culturas, orígenes socioeconómicos, orientación sexual e identidad de género, en situación de discapacidad y de pertenencia a pueblos indígenas, entre los distintos integrantes de los estamentos de las instituciones.


La indicación número 23), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega la siguiente oración final: “En este sentido, el Sistema promoverá la realización de ajustes razonables para permitir la inclusión de las personas con discapacidad.”.


La Jefa de la División de Educación Superior, explicó que el sentido de la indicación es incorporar el reconocimiento de una obligación específica, como es la promoción de ajustes razonables para la inclusión de personas con discapacidad. 


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que la admisión es un proceso objetivo que siempre debe obedecer a criterios imparciales, razón por la cual manifestó sus reparos a que se multipliquen los reclamos por diversas razones que escapen de los criterios aludidos y añadió que la propia Constitución Política de la República, a contrario sensu, permite la discriminación, prohibiendo sólo aquella que tiene el carácter de “arbitraria”. 


La señora Ministra de Educación, sugirió que una fórmula para solucionar el tema en debate, es suprimir el párrafo segundo y aprobar la indicación número 23), en el sentido que al Sistema le corresponderá promover el respeto y la realización de ajustes razonables para permitir la inclusión de las personas con discapacidad.


El Honorable Senador señor Montes fue de opinión que las leyes deben tener énfasis, como es el que sugiere el párrafo segundo de la letra e). 


-Puesta en votación la indicación número 23), resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 


- Con la misma votación se suprimió el párrafo segundo de la letra e).

Párrafo tercero


Establece que, igualmente, asegurará la accesibilidad a las instituciones de educación superior mediante ajustes razonables en los procedimientos de admisión y todos los demás aspectos cubiertos por la educación superior.


Sobre esta norma del texto aprobado en general, se formularon las indicaciones números 24), 25) y 26).


Las indicaciones números 24), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y 25), del Honorable Senador señor Allamand, lo suprimen.


La indicación Número 26), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “educación superior” la siguiente frase “, estableciendo cuotas mínimas de participación de mujeres y de personas de los Pueblos Indígenas que habitan en el Territorio de Chile”.


-Las indicaciones números 24) y 25) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


- Con el mismo quórum se rechazó la indicación número 26).

Letra f)


f) Libertad académica. La educación superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libre expresión de opiniones, ideas, e información; así como también en la libertad de cátedra, estudio, creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley.


Sobre este literal recayeron las indicaciones N°s 27), 28), 29) y 29) bis.


La indicación número 27), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la expresión “por la ley” por “por la Constitución y la ley”.


La indicación número 28), también del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la palabra “ley” la frase “, y respetando el proyecto institucional y su misión”.


La indicación número 29), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después del vocablo “ley” la expresión “y de cada proyecto educativo”.



La indicación número 29 bis), del Honorable Senador señor Montes, añade después de la palabra “Libertad” la expresión “y diversidad” y agregar la siguiente oración final: “Se deberá garantizar la diversidad de cátedra, entendiéndose ésta como la existencia y respeto de la pluralidad de posturas respecto a las temáticas en el cuerpo docente de una institución. Asimismo, no podrá existir discriminación respecto a las diversas formas académicas de expresión de los estudiantes”.



Respecto de esta indicación, el Honorable Senador señor Montes, explicó que su sentido es incentivar la diversidad, particularmente en lo que se refiere a la libertad de cátedra y a que los alumnos puedan aprender, o al menos conocer, las diversas posturas que existen frente a problemas sociales conflictivos, que generalmente están interpretados por escuelas de pensamiento. 



La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que es perfectamente posible que existan universidades que tengan una visión determinada frente a los problemas sociales (como es el caso de la Universidad ARCIS), de manera tal que, en su opinión, no es necesario que la ley regule un tema como este, puesto que, de otra forma, podrían limitarse los proyectos institucionales. 



El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó no ser partidario de las “universidades nicho”, en razón de que por la propia idea de Universidad deben estar representadas todas las corrientes de pensamiento y no sólo una. 


-La indicación número 27) fue retirada por su autor. 


-La indicación número 28) fue aprobada con modificaciones, en el sentido de reemplazar la frase “dentro del marco establecido por la ley” por “respetando el proyecto institucional y su misión.”. En consideración a que la indicación número 29) se refiere al mismo asunto, se dio por aprobada con modificaciones en la nueva redacción trascrita. El acuerdo precedente contó con el voto unánime de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


La indicación número 29 bis) fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señora Allamand y Walker. Por la afirmativa los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, fundamentó su voto en contra en razón de que el Principio de Diversidad ya está reconocido en la letra d) (“diversidad de proyecto educativos”), lo que permite que exista pluralidad de posiciones doctrinarias en las universidades con la consiguiente libertad de cátedra. 


Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 29 ter), para agregar, en su letra f), el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Aquellas instituciones de educación superior que sean propietarias de medios de comunicación deberán promover el respeto de la libre expresión de opiniones, ideas e información.”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Letra g)


Conceptualiza el principio de Participación, señalando que las instituciones de educación superior promoverán y respetarán la participación de todos los estamentos en su quehacer institucional, con el propósito de fomentar la convivencia democrática al interior de aquéllas y el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable y solidaria.


La indicación número 30), del Honorable Senador señor Allamand, la reemplaza por la siguiente:


“g) Participación. Las instituciones de educación superior respetarán la participación de todos los estamentos en su quehacer institucional en el ámbito de sus funciones.”.


La indicación número 31), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la expresión “quehacer institucional” por “Gobierno y quehacer institucional”.


La indicación número 31 bis), de la Honorable Senadora Goic, agrega a continuación del punto a parte, la frase:


“Al respecto las instituciones deberán realizar acciones concretas que permitan el acceso a cargos directivos y de representación a las académicas, así como a otros académicos pertenecientes a grupos tradicionalmente excluidos como indígenas, minorías sexuales y personas en situación de discapacidad. Para ello las instituciones privadas o el Estado respecto de sus Universidades, deberán  adecuar las normas que regulan las elecciones de autoridades unipersonales, en particular las condiciones de acceso a los cargos y las ponderaciones diferenciadas de votos.”. 


-Las indicaciones números 30), 31) y 31 bis) fueron rechazadas por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


La Honorable Senadora señora Von Baer, de conformidad con el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, sugirió reemplazar en la letra g) del texto aprobado en general el vocablo “los” por “sus”, propuesta que resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker. 

Letra h)


Define el principio de la Pertinencia, disponiendo que el Sistema promoverá que las instituciones de educación superior en su quehacer, y de conformidad con sus fines, contribuyan permanentemente al desarrollo del país, sus regiones y comunidades. Para ello, el Sistema, en particular a través del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, fomentará la vinculación de sus integrantes con las necesidades de la sociedad, a fin de establecer y fortalecer dicha relación.


La indicación número 32), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), suprime la locución “y fortalecer”.


Por su parte, la indicación número 33), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la locución “dicha relación” el siguiente texto: “, en compromiso con el desarrollo equitativo de las diferentes disciplinas y áreas del conocimiento humano y en reconocimiento de la Diversidad Cultural y de la pluralidad étnico nacional del territorio en que se encuentran emplazadas, en particular con los pueblos indígenas que habitan en el territorio de Chile”.


-La indicación número 32) fue aprobada, con modificaciones, de manera de dar la siguiente redacción a este literal: 


“h) Pertinencia. El Sistema promoverá que las instituciones de educación superior en su quehacer, y de conformidad con sus fines, contribuyan permanentemente al desarrollo del país, sus regiones y comunidades. Para ello, el Sistema, en particular a través del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, fomentará la vinculación de sus integrantes con las necesidades de la sociedad.”


- La indicación número 33) fue rechazada por cuatro votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, y uno a favor del Honorable Senador señor Quintana. 

Letra i)


Define el respeto y promoción de los derechos humanos, señalando que dicho principio deberá regir siempre la actuación del Sistema y de las instituciones de educación superior en relación a todos los miembros de su comunidad, tanto en sus propuestas formativas, de desarrollo organizacional, como también en las relaciones de trabajo y aprendizaje.


La indicación número 33 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega a continuación del punto a parte la siguiente frase: “El acoso sexual y laboral, así como la discriminación arbitraria atentan contra los derechos humanos y la dignidad de las personas.”


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Se pronunció a favor el Honorable Senador señor Quintana.

Letra j)

Párrafo primero


j) Transparencia. El Sistema y las instituciones de educación superior proporcionarán información veraz, pertinente, suficiente, oportuna y accesible a la sociedad y al Estado.


Sobre esta norma aprobada en general, recayeron las indicaciones números 34), 35), 35 bis) y 36):

La primera de ellas, del Honorable Senador señor Allamand, para agregar después de la palabra “Estado” la expresión “de conformidad a la ley”.


La segunda, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituir el punto aparte por un punto seguido, para que el inciso segundo quede incorporado al inciso primero.


En tanto, la tercera De la Honorable Senadora Señora Goic, para agregar, los siguientes literales nuevos:


“…) Compromiso cívico: Las instituciones de educación superior formarán personas con vocación de servicio a la sociedad comprometidas con contribuir, mediante su ejercicio profesional, a la conservación y desarrollo del ejercicio del derecho a la educación superior.”.


“…) Provisión mixta: La educación superior se sustenta en un Sistema de provisión mixta, donde podrán participar instituciones de educación superior públicas y privadas, desde las caraterísticas que son propias, disponiendo de espacios para construir y gestionar proyectos basados en los principios de autonomía, diversidad de proyectos educativos y libertad académica, entre otros.”.  

La transparencia es, a su vez, la base para la rendición de cuentas académica, administrativa y financiera de las instituciones de educación superior, a través de los mecanismos y obligaciones de entrega de información que establezca la ley, en particular aquellos establecidos en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

- - -


Por último, la cuarta proposición, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para consultar un inciso final del siguiente tenor:


“Asimismo, el Sistema velará por la integración regional e internacional de redes de conocimientos e intercambio académico, en el marco de la cooperación y colaboración, respetando los convenios bilaterales y multilaterales vigentes con centros de educación superior de otros países.”.

- - -


Puestas en votación las indicaciones, su resultado fue el siguiente:


-La indicación número 34) fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que es importante delimitar la solicitud de información de acuerdo con lo que establece la ley, puesto que, de otra forma, se pueden producir abusos en las peticiones. 

-La indicación número 35) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


La indicación número 35 bis) fue aprobada en el siguiente sentido: incorporar una nueva letra m) del siguiente tenor:


“m) Compromiso cívico: las instituciones de educación superior propenderán a formar personas con vocación de servicio a la sociedad comprometidas con su desarrollo.”.


El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


En cuanto a la indicación número 36), la unanimidad de la Comisión estuvo de acuerdo en trasladar su contenido como párrafo segundo de la letra c) de este artículo, con la siguiente redacción: 


“Asimismo, el Sistema velará por la integración regional e internacional de redes de conocimientos e intercambio académico, en el marco de la cooperación y colaboración.”.


El texto precedente resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Letra l)


l) Acceso al conocimiento. El conocimiento humano es un elemento fundamental para el desarrollo de la sociedad y de cada uno de sus integrantes. El Sistema promoverá, en el marco de la legislación vigente, mecanismos para el acceso abierto al conocimiento desarrollado dentro del sistema de educación superior, particularmente respecto de aquél financiado con recursos públicos.


Si bien este literal no fue objeto de indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer dejó constancia en cuanto a la trascendencia que tiene analizar este tema, toda vez que, en su opinión, es importante conocer la opinión de CONICYT, particularmente en lo que se refiere a la protección de la información de las investigaciones que se desarrollan con fondos públicos. 

ARTÍCULO 3


El precepto contempla  la conceptualización de los tres tipos de Instituciones de Educación Superior que tiene el sistema educacional chileno, a saber, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de cada uno de los incisos de este artículo.
Inciso primero


Dispone que las universidades son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las ciencias, las humanidades, las artes y las tecnologías, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar graduados y profesionales. Corresponde a las universidades contribuir al desarrollo de la cultura y la satisfacción de los intereses y necesidades del país y sus regiones. Éstas cumplen con su misión a través de la realización de docencia, investigación, creación artística, innovación y vinculación con el medio. La formación de graduados y profesionales se caracteriza por una orientación hacia la búsqueda de la verdad y hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento fundamental de las disciplinas.


Sobre esta norma se formularon las indicaciones números 36 bis), 37) y 38).


La indicación número 36 bis), del Honorable Senador señor Quintana, intercala, entre los vocablos “artes” y “las tecnologías”, las siguientes locuciones “los deportes y”.


La indicación número 37), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la frase “y la satisfacción de los intereses y necesidades del país y sus regiones” por “, del país y sus alumnos”.


Respecto de este inciso, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que el concepto de universidad involucra no sólo la formación de profesionales, sino que también la de técnicos, por lo que, en su opinión, la definición del texto aprobado en general es restrictiva. Sugirió que se agregue una frase que exprese que la universidad tiene como misión “la formación de graduados, profesionales y técnicos, en su caso.”.


Agregó que todos los subsistemas que integran el Sistema de Educación Superior no son compartimientos estancos, razón por la cual la definición debe incluir a los técnicos. 


La señorita jefa de la División de Educación superior expresó que la materia a la cual se refiere la Honorable Senadora señora Von Baer ya está regulada, por lo que la sugerencia que hace podría generar dificultades interpretativas en el mundo técnico profesional.

- - -


Por su parte, la indicación número 38), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), consulta a continuación del inciso primero el siguiente:


“Para efectos de que el sistema de educación superior contribuya al desarrollo equilibrado del país y de sus regiones, la política pública considerará como universidades regionales a aquellas cuyas casas centrales se emplacen en regiones distintas a la Región Metropolitana, su formación de pregrado se imparta en al menos un 70% en la región de origen y en cuyos planes de desarrollo institucional se cuenten uno o más objetivos de desarrollo estratégico para la región respectiva. Para lograr estos propósitos, la política pública implementará los instrumentos que permitan corregir las desventajas con que concurren estas instituciones ante las diversas fuentes de financiamiento públicos.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que es importante generar señales que visibilicen y reconozcan la importancia de las universidades regionales.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand dijo estar de acuerdo con la idea de la indicación, pero que, en su opinión, se pueden genera nuevas categorías de universidades, lo que provocaría, a su turno, la aplicación de diferentes políticas públicas dependiendo de la universidad de que se trate. 

- - -


-Las indicaciones números 36 bis), 37) y 38) fueron retiradas por sus autores.


-Puesto en votación separada el inciso primero, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Inciso segundo


Los institutos profesionales son instituciones de educación superior cuya misión es la formación de profesionales capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores productivos y sociales del país, como también crear, preservar y transmitir conocimiento. Cumplen su misión a través de la realización de la docencia, innovación y vinculación con el medio, con un alto grado de pertinencia al territorio donde se emplazan. Asimismo, les corresponde articularse especialmente con la formación técnica de nivel superior y vincularse con el mundo del trabajo para contribuir al desarrollo de la cultura y a la satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones. Dicha formación se caracteriza por la obtención de los conocimientos y competencias requeridas para participar y desarrollarse en el mundo del trabajo con autonomía, en el ejercicio de una profesión o actividad y con capacidad de innovar.


La indicación número 39), del Honorable Senador señor Allamand, lo reemplaza por el que sigue:


“Los institutos profesionales son instituciones de educación superior cuya misión es la formación de profesionales y técnicos capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores productivos y sociales del país. Asimismo, les corresponde articularse especialmente con la formación técnica de nivel superior y vincularse con el mundo del trabajo para contribuir a la satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones. Dicha formación se caracteriza por el desarrollo de los conocimientos y competencias requeridas para participar en el mundo del trabajo con autonomía.”.


La indicación número 40), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “contribuir al desarrollo” la expresión “artístico, cultural y”.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 


-Puesto en votación separada el inciso segundo, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Incisos tercero, cuarto y quinto

Inciso tercero


Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos. Les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstas cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio. Esta formación es de ciclo corto.

Inciso cuarto


La formación de profesionales y técnicos se caracterizará por una orientación hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento y técnicas particulares de cada disciplina.

Inciso quinto


Los institutos profesionales y centros de formación técnica deberán promover la articulación con todos los niveles y tipos de formación técnico profesional, en conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la presente ley, y vincularse con el mundo del trabajo.


Las indicaciones números 41), 41 bis), 41 ter y 42 recayeron sobre los incisos tercero, cuarto y quinto. 


La indicación número 41), del Honorable Senador señor Allamand, los reemplaza por el siguiente:


“Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es formar técnicos de nivel superior conforme a las necesidades del sector productivo, a las oportunidades de desarrollo de las diversas regiones del país y promover la articulación con todos los niveles, modalidades y tipos de formación técnico profesional, en conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la presente ley.”.


La indicación número 41 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega a continuación de la frase “y vinculación con el medio”, la frase “con un alto grado de pertinencia al territorio donde se emplazan”.


Respecto de estas indicaciones (N°s 41) y 41 bis)), la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que es importante que esta materia quede reconocida en la ley, particularmente en lo que dice relación de la educación técnico profesional con el sector productivo. 


La Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, afirmó que está de acuerdo con el sentido de la indicación al inciso tercero, pero en una nueva redacción que señale que los centros de formación técnica  son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos, conforme a las necesidades del sector productivo. Les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstas cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio, con pertinencia al territorio donde se emplazan.


La indicación número 41 ter), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega a continuación de la frase "y vincularse con el mundo del trabajo.”, la frase “, especialmente en el territorio donde se emplazan”. Pasando el punto aparte a ser reemplazado por una coma.

- - -


La indicación número 42), del Honorable Senador señor Bianchi, agrega el siguiente inciso final:


“Así mismo, estos institutos deberán promover el intercambio y movilidad estudiantil, de acuerdo con el interés que manifiesten sus alumnos, con las universidades adscritas al sistema de educación pública.”.

- - -


-Las indicaciones números 41) y 41 bis) fueron aprobadas en una nueva redacción del siguiente tenor: 


Reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos, capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores sociales y productivos del país. Asimismo, les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstas cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio, con pertinencia al territorio donde se emplazan. Esta formación es de ciclo corto.”.


El acuerdo precedentemente descrito fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


- Por su parte, las indicaciones números 41 ter) y 42) fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


- Puestos en votación separada los incisos tercero, cuarto y quinto, resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

ARTÍCULO 4°

Inciso primero


El Sistema de Educación Superior está integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materias de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y busca cumplir con las normas y principios establecidos en la ley.

Inciso segundo


El Sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. El subsistema universitario lo integran las universidades estatales creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores, y las universidades privadas reconocidas por el Estado. El subsistema técnico profesional lo integran los centros de formación técnica estatales, y los institutos profesionales y centros de formación técnica privados reconocidos por el Estado. Asimismo, forman parte del Sistema las instituciones de educación superior referidas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Sobre esta norma recayeron las indicaciones números 43), 44), 45) y 46).


La indicación número 43), del Honorable Senador señor Allamand, elimina la frase “, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores,”.


La indicación número 44), del Honorable Senador señor Montes, reemplaza la locución “lo integran los centros de formación técnica estatales” por “lo integran las universidades que imparten carreras o programas de formación técnica, los centros de formación técnica estatales”.


La indicación número 45), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la frase “los centros de formación técnica estatales,”, la siguiente: “las universidades que imparten carreras o programas de formación técnica”.


A propósito de esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que el proyecto considera, básicamente, dos subsistemas: el profesional y el técnico profesional. A este respecto, consultó en qué situación quedan las Escuelas Matrices. 


La señorita Subsecretaria explicó que no están consideradas en este proyecto de ley, pues tienen regulación propia. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes expresó que en algún momento habrá que integrar en un solo sistema a las universidades con la educación técnico profesional, puesto que ya hay universidades que lo hacen. 


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Quintana afirmó que es importante visibilizar la educación técnico profesional, para lo cual se requiere de una regulación particular en la materia. 


-Las indicaciones números 43), 44) y 45) fueron retiradas por sus autores. 

- - -


La indicación número 46), del Honorable Senador señor Montes, consulta a continuación del inciso segundo el siguiente:


“No obstante lo señalado precedentemente, con el objeto de que el sistema de educación superior contribuya al desarrollo armónico del país y de sus regiones, se considerará como subsistema de universidades regionales a aquellas instituciones cuyas casas centrales se emplacen en regiones distintas a la Región Metropolitana, su formación de pregrado se imparta en al menos un 70% en la región de origen y en cuyos planes de desarrollo institucional se cuenten uno o más objetivos de desarrollo estratégico para la región respectiva. Las políticas públicas, particularmente en materia de financiamiento, deberán incorporar instrumentos que permitan fortalecer y potenciar estas instituciones, tales como un Fondo para la Mantención Estudiantil y Atracción de Talentos a Regiones y el Aporte Basal Regional. Los montos específicos de éstos serán establecidos en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año.”.


-La indicación número 46) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este inciso segundo. 


-Puesto en votación, resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.


Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer  expresó que hay que tener presente que se está legislado para el futuro, razón por la cual debe existir una mirada más integral que considere a todos los ámbitos (o subsistemas) de la Educación Superior.


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes concordó con el planteamiento de la Honorable Senadora señora Von Baer, en el sentido de que hay que ampliar la visión hacia otros campos que hoy son parte de la realidad educacional, como es el caso, por ejemplo, de la robótica. Por ello, estimó que esta debe ser una definición transitoria que debe revisarse a futuro. 
- - -

Inciso tercero


El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, será el órgano rector del Sistema. En tal calidad, le corresponderá proponer las políticas para la educación superior y será responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen.



Sobre esta norma del texto aprobado en general, recayeron las indicaciones de los números 47), 48), 49) y 50).


La indicación número 47), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema.”.


La indicación número 48), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), lo sustituye por el que sigue:


“El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, deberá proponer las políticas para la educación superior y será responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen.”.


La indicación número 49), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo reemplaza por el siguiente:


“Al Ministerio de Educación, le corresponderá proponer las políticas para la educación superior y será responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen.”.

La indicación número 50), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza el texto “será el órgano rector del Sistema. En tal calidad, le corresponderá” por “propondrá”.


-La indicación número 47) fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Quintana. 


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Quintana dijo que la nueva institucionalidad que se está creando debe contar con la facultad de proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema, puesto que, de otra forma, sigue siendo un sistema desregulado. 


-Las Indicaciones números 48), 49) y 50) fueron aprobadas con modificaciones en la siguiente nueva redacción:


“Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema.”.


-El texto trascrito resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Inciso cuarto


Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, la Superintendencia de Educación Superior, la Comisión Nacional de Acreditación y el Consejo Nacional de Educación.


Sobre esta norma del texto aprobado en general, recayeron las indicaciones de los números 51) y 52).


La indicación número 51), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo reemplazar por el siguiente:


“Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación Superior, la Comisión Nacional de Acreditación y el Consejo Nacional de Educación.”.


La indicación número 52), del Honorable Senador señor Allamand, agrega la siguiente oración final: “El Ministerio de Educación será el órgano rector del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 

ARTÍCULO 5


Regula al Consejo de Rectores de Universidades chilenas, señalando que dicho órgano es una persona jurídica de derecho público a la que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior.


Las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:


a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su establecimiento, de quince años, tiempo durante el cual se deben haber desarrollado de manera consistente las características que exhiben las Instituciones del Consejo.


b) Pertenecer al Sistema Único de Admisión o al equivalente que, al tiempo de la solicitud, exista al interior del Consejo.


c) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.


d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cinco años en las áreas obligatorias de acreditación, incluida la  investigación.


e) Mantener sus programas de magister y doctorado acreditados, nacionales o internacionales.


f) Demostrar trabajo académico sustantivo en red con otras universidades nacionales o extranjeras.


g) Poseer una forma de gobierno que contemple la participación deliberativa de estudiantes y académicos.


h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.


i) No tener personas jurídicas con fines de lucro entre sus sostenedores.


j) Adscribir al régimen de gratuidad de la educación superior en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.


El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Este precepto fue objeto de diversas indicaciones. Para efectos de su análisis, y de una mejor comprensión de este tema, la Comisión consideró, primeramente, las números 53), 53 bis y 75), ambas de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que separa el contenido de este precepto, en dos disposiciones, en los términos que se señalan a continuación:


La indicación número 53), reemplaza el artículo por el siguiente:


“Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público en conformidad con la ley N° 15.561, al que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior.


El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la ley.”.


La indicación número 53 bis) lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público en conformidad con la ley N° 15.561, al que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas.”


Por su parte, la indicación número 75), consulta a continuación del artículo 5° el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del estatuto orgánico del Consejo de Rectores, las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar la incorporación de sus Rectores a dicho Consejo, siempre que la institución respectiva cumpla con los siguientes requisitos al momento de la solicitud:


a) Ser una universidad autónoma por un plazo superior a diez años.


b) Contar al menos con acreditación institucional avanzada cuya vigencia mínima sea por un plazo de cinco años, incluida la dimensión de acreditación referida en el artículo 17 inciso cuarto de la ley N° 20.129.


c) Estar adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad, regulado en el título V de esta ley, al menos en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.


d) Haber exigido en los últimos tres años un puntaje promedio mínimo de postulación, en los instrumentos de acceso, igual o superior al que exigen las instituciones que pertenecen al Consejo.


e) Impartir programas de magíster y doctorado acreditados.


f) Demostrar trabajo académico en red con universidades nacionales o extranjeras en docencia e investigación.


g) Contar con una forma de gobierno que contemple la participación de estudiantes y académicos.


h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y permanencia en la universidad.


Las instituciones que den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior podrán solicitar la incorporación de sus Rectores al Consejo, acompañando los antecedentes que permitan verificar el cumplimiento de cada literal. La incorporación se realizará mediante decreto supremo del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo de Rectores en el que se pronuncie sobre el cumplimiento de los requisitos que establece el presente artículo.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la norma aprobada en general representa una disminución de las facultades del CRUCH respecto de lo que actualmente existe, por lo que solicitó al Ejecutivo revise la redacción de esta norma con el objeto de no restringir ni la composición ni el funcionamiento de este organismo. En este sentido, sugirió que se relacione con el Ministerio de Educación y no con la Subsecretaría. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, concordó con el Honorable Senador señor Allamand en el sentido de que el CRUCH se relaciones con el Ministerio de Educación por medio de la Subsecretaría de Educación Superior. Sugirió una redacción del siguiente tenor: “Se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer estuvo de acuerdo con que se relacione con el Ministerio de Educación. Expresó que, en general, este tipo de instituciones se relacionan con el Presidente de la República a través de un Ministerio, que es la fórmula utilizada en todos los cuerpos legales que se refieren a este mecanismo. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que el nuevo CRUCH, que tendrá un carácter más amplio y con nuevas atribuciones, debe contar con instituciones que deben tener, entre otras aptitudes, el foco en la investigación. Lo anterior no obsta a que existan universidades que tengan por objeto la docencia como objeto exclusivo.


La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que una buena manera para expandir la norma sería introducir una nueva redacción que diga: “Una de las formas en que el Estado contribuirá”. Puesto que de otra forma, en su opinión, se entenderá como un incentivo a la exclusión para formar parte del CRUCH. 


La señorita Subsecretaria dijo el objetivo de la norma aprobada en general no es de carácter excluyente, puesto que de acuerdo con lo establecido en la Ley de Presupuestos se exige una preocupación por parte del Estado del financiamiento de actividades que el Estado debe promover, como es el caso de la investigación.


A propósito de la discusión respecto de cómo se relacionará el CRUCH con el Gobierno, sugirió eliminar la frase “Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior”, puesto que eso ya está regulado en la ley que creó el Consejo de Rectores. 


El Honorable Senador señor Montes dijo que existe un órgano de larga data como es el CRUCH, el cual se está adecuando a las nuevas exigencias de la sociedad por medio de su ampliación y la relación directa con el Presidente de la República. En su opinión, el inciso segundo del nuevo artículo 5° sugerido por el Ejecutivo en esta indicación implica una responsabilidad del Estado de asegurar excelencia en la formación en Educación Superior. 


-Puesto en votación este inciso, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 



-La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe de que debiere incluirse la expresión “derecho a solicitar”, en el sentido de que cada institución pueda optar libremente. 


-Puesta en votación estas indicaciones, 53) y 53 bis) resultó aprobada, con modificaciones, con la siguiente redacción: 


“Artículo 5°.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público, de conformidad con la ley N° 15.561, al que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas.”.


- Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-El inciso segundo se aprobó por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

- - -


En lo que dice relación con la indicación número 75), 

la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que, en su opinión, la norma sugerida constriñe la posibilidad de que nuevos organismos puedan postular al ingreso al CRUCH. 


La señorita Subsecretaria declaró que por el sólo hecho de cumplir con los requisitos, la institución está obligada a fundar sus actos y aceptarlos como tal, que es una norma habitual del Derecho Público, las mismas que rigen al CRUCH.


Sin perjuicio de lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada, letra por letra, de la propuesta del Ejecutivo.


Puestas en votación las letras del nuevo artículo 6°, el resultado fue el siguiente:

Letra a)


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra b)


Sobre este tema, el Honorable Senador señor Allamand, consultó qué sucede (de aprobarse la norma) con las instituciones que actualmente forman parte del CRUCH y que no cumplen con esta exigencia. 


Enseguida, afirmó que la norma propuesta en la indicación puede generar una situación compleja respecto de las nuevas universidades, en razón de que no puede fijarse un requisito de admisión que posteriormente no puede sustentarse. 


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que la disposición que contiene la indicación implica un incentivo a cuidar las Universidades que integran este grupo. En razón de lo anterior, se supone que dichos planteles cumplen con ciertos estándares mínimos para contar con dicha preocupación. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó si acaso las Universidades estatales, por derecho propio, pertenecen al CRUCH. 


La señorita Subsecretaria de Educación señaló que lo que pretende el Ejecutivo es generar un mecanismo para sumar instituciones a ese organismo. Lo anterior se hizo en atención a las observaciones de que los rectores de distintas universidades formularon en la discusión del primer informe.


-Puesta en votación separada esta letra, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


Al fundamentar su voto, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que  la exigencia que impone esta letra exige contar con una condición que algunas Universidades que hoy pertenecen al CRUCH no tienen, lo que, en su opinión, altera la igualdad ante la ley. 


El Honorable Senador señor Allamand dijo que esta es una exigencia que es desproporcionado en relación con los objetivos de la institución. Exigir, según dijo, que para integrar el CRUCH sea obligatorio estar en gratuidad rompe las prescripciones que sobre la igualdad ante la ley impone la Constitución. 


-En razón de lo anterior, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand hicieron expresa reserva de constitucionalidad sobre esta norma en razón de lo dispuesto en el artículo 19 N° 2 de la Constitución Política de la República por tratarse de un caso, en su juicio, de discriminación arbitraria. 

Letra c)


La Honorable Senadora señora Von Baer consultó al Ejecutivo por la razón de la propuesta en cuanto al sistema de financiamiento y su relación con la membresía en el CRUCH, cuestiones que, en su opinión, obedecen a ideas completamente diferentes. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand sugirió al Ejecutivo suprimir el requisito de estar adscrita al financiamiento institucional. En su opinión, existen planteles de prestigio que pueden representar un aporte y, por otro lado, resolvieron no estar en el régimen de gratuidad.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó si acaso todas las Universidades que hoy pertenecen al CRUCH están adscritas a la gratuidad.


-Puesta en votación, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


-Al igual que en el literal anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo expresa reserva de constitucionalidad sobre esta norma en razón de lo dispuesto en el artículo 19 N° 2 de la Constitución Política de la República.

Letra d)


La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó si acaso las instituciones que hoy forman parte del CRUCH cumplen con el requisito de los puntajes mínimos que se sugieren en la indicación del Ejecutivo. 


-Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra e)


La Honorable Senadora señora Von Baer precisó que el sentido de la norma es que las Universidades tengan programas de Magíster y Doctorado acreditados, y no que todos lo estén.  



-Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra f)


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra g)


La Honorable Senadora señora Von Baer consultó por el sentido de la expresión “forma de gobierno”, particularmente en el sentido de si acaso eso hoy se cumple por las instituciones que hoy forman parte del CRUCH.


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra h)


La Honorable Senadora señora Von Baer requirió al Ejecutivo información respecto al sentido de la expresión “juicio de pares”.


La señorita Subsecretaria dijo que la norma propuesta busca recoger una práctica de las instituciones para que la evaluación sea más colegiada y no sólo jerárquica. Ello, según dijo, ya está regulado en el proceso académico.


-Puesta en votación, fue aprobada, con la sola enmienda de suprimir la frase “juicio de pares”. por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


En conclusión, la indicación número 75) resultó aprobada con modificaciones, con la votación señalada precedentemente.

- - -


Los contenidos y acuerdos de las demás indicaciones que se presentaron sobre esta materia, se reseñan a continuación:


La indicación número 54), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 5.- Los rectores de las universidades reconocidas por el Estado tendrán derecho a integrar el Consejo de Rectores, siempre que las instituciones que representan acrediten el cumplimiento de las siguientes condiciones:


a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su reconocimiento, de diez años.


b) Pertenecer al Sistema Único de Admisión o al equivalente que, al tiempo de la solicitud, exista al interior del Consejo.


c) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.


d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional avanzada.


e) Impartir programas de magister y doctorado acreditados.


f) Demostrar trabajo académico en red con universidades nacionales o extranjeras en docencia e investigación.


g) Poseer una forma de gobierno que contemple la participación deliberativa de estudiantes y académicos.


h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.


i) No tener personas jurídicas con fines de lucro entre sus sostenedores.


j) Adscribir al régimen de gratuidad de la educación superior en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.


Para ejercer el derecho establecido en el inciso primero las universidades reconocidas por el Estado deberán elevar una solicitud al Presidente del Consejo de Rectores, acompañando todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso anterior. El Consejo pondrá en tabla la solicitud para su siguiente o subsiguiente sesión ordinaria, en la que deberá pronunciarse fundadamente sobre ella por la mayoría de sus miembros presentes. El Consejo podrá  pedir, por una vez, que la universidad requirente complete los antecedentes, fijándole un plazo prudencial para ello, el que no podrá ser inferior a 30 días.


El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 


La indicación número 55), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo reemplazar por el siguiente:


“Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público a la que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a la ley. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación.


Las universidades reconocidas por el Estado deberán ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores cuando cumpliendo los requisitos que establece este artículo, así lo soliciten voluntariamente. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:


a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su establecimiento, de quince años.


b) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.


c) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cuatro años en las áreas obligatorias de acreditación, incluida la investigación.


d) Mantener sus programas de magister y doctorado acreditados, nacionales o internacionales.


e) Demostrar trabajo académico sustantivo en red con otras universidades nacionales o extranjeras.


f) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.


El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

Inciso primero


El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público a la que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior.


La indicación número 56), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la expresión “a la que le corresponde” por “que podrá”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 


La indicación número 56 bis), del Honorable Senador señor Montes, agrega la siguiente oración final:


“Será obligación del Consejo elaborar un Plan de Desarrollo Institucional que se hagan cargo de las necesidades sociales a nivel regional y nacional.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso segundo

Encabezamiento


La indicación número  57), del Honorable Senador señor Montes, lo reemplaza por el siguiente:


“Las universidades reconocidas por el Estado podrán incorporarse al Consejo de Rectores, acreditando a través de una presentación dirigida a éste, el cumplimiento de las siguientes condiciones:”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.



La indicación número 57 bis), del Honorable Senador señor Montes, para reemplazarlo por el siguiente:


“Las universidades reconocidas por el Estado pertenecerán de pleno derecho al Consejo de Rectores. La solicitud para ingresar se presentará frente a la Subsecretaría, quien revisa los requerimientos y dictará la resolución conforme el cumplimiento de las siguientes condiciones:”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 


Las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:

Letra a)


a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su establecimiento, de quince años, tiempo durante el cual se deben haber desarrollado de manera consistente las características que exhiben las Instituciones del Consejo.


Sobre esta norma del texto aprobado en general, recayeron las indicaciones números  58), 59), 60) y 60 bis).


La indicación número  58), del Honorable Senador señor Allamand, la reemplaza por la que sigue:


“a) Haber obtenido la autonomía.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


La indicación número 59), del Honorable Senador señor Montes, la reemplaza la palabra “establecimiento” por “reconocimiento”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República  


La indicación número 60), del Honorable Senador señor Montes, suprime el siguiente texto: “, tiempo durante el cual se deben haber desarrollado de manera consistente las características que exhiben las instituciones del Consejo”.



La indicación número 60 bis), del Honorable Senador señor Montes, añade la siguiente frase final:



“Este requisito será solo para las instituciones privadas”.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 

Letra b)


b) Pertenecer al Sistema Único de Admisión o al equivalente que, al tiempo de la solicitud, exista al interior del Consejo.


La indicación número 61), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprime.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


La indicación número 61 bis), del Honorable Senador señor Montes, la elimina.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Letra c)


c) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.

Letra d)


d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cinco años en las áreas obligatorias de acreditación, incluida la  investigación.


La indicación número 62), del Honorable Senador señor Allamand, la reemplaza por la siguiente:


“d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cuatro años en las áreas obligatorias de acreditación.”.


La indicación número 62 bis), del Honorable Senador señor Quintana, agrega a continuación de la expresión “investigación” las siguientes palabras “y vinculación con el medio.”.


-Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.
Letra e)


e) Mantener sus programas de magister y doctorado acreditados, nacionales o internacionales.


La indicación número  63), del Honorable Senador señor Allamand, la suprime.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra f)


f) Demostrar trabajo académico sustantivo en red con otras universidades nacionales o extranjeras.


La indicación número 64), del Honorable Senador señor Allamand, la elimina.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra g)


g) Poseer una forma de gobierno que contemple la participación deliberativa de estudiantes y académicos.


Sobre esta norma del texto aprobado en general, recayeron las indicaciones de los números 65), 66), 67) y 67 bis).


Las indicaciones números 65), del Honorable Senador señor Allamand, y 66) de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprimen.


La indicación número 67), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la palabra “estudiantes” la expresión “, funcionarios”.


La indicación número 67 bis), del Honorable Senador señor Montes, agrega la expresión “y vinculante” después de la palabra “deliberativa” y la expresión “y funcionarios no académicos”, al final de la letra.


- Todas estas fueron retiradas por sus autores. 

Letra h)


h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.


La indicación número 68), del Honorable Senador señor Allamand, la reemplaza por la siguiente:


“…) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos, la admisión y evaluación de la universidad.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra i)


i) No tener personas jurídicas con fines de lucro entre sus sostenedores.


Sobre este literal recayeron las indicaciones números 69), 70) y 70 bis).


Las números 69), del Honorable Senador señor Allamand, y 70) de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprime.


- Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 


La indicación número 70 bis), del Honorable Senador señor Montes, para añadir después de la palabra “sostenedores”, la expresión “controladores y miembros asociados. “.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Letra j)


j) Adscribir al régimen de gratuidad de la educación superior en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.


Las indicaciones números 71), del Honorable Senador señor Allamand, y 72) de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprimen.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 

- - -


La indicación número 73), del Honorable Senador señor Montes, consulta a continuación del inciso segundo los siguientes:


“Para integrarse al Consejo, las universidades reconocidas deberán realizar una presentación, escrita dirigida a su Presidente, acompañando todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso anterior. El Consejo pondrá en tabla la comunicación a más tardar en la segunda sesión ordinaria o extraordinaria que realice con posterioridad a ella.


En dicha oportunidad, el Consejo podrá acordar solicitar a la institución que requiera el ingreso, por una vez, antecedentes complementarios, fijándole un plazo de treinta días para adjuntarlos. Una vez aportados dichos informes o sin ellos, en caso de no haberse requerido o presentado oportunamente, en su primera sesión siguiente, el Consejo deberá pronunciarse fundadamente sobre el ingreso, por la mayoría de sus miembros.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -

Inciso tercero


El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.


La indicación número 74), del Honorable Senador señor Allamand, lo suprime.


La indicación número 74 bis), del Honorable Senador señor Quintana, agrega, a continuación del punto final las siguientes expresiones “, los que propenderán a ser distribuidos de forma equitativa y solidaria entre las regiones tomando en consideración aspectos territoriales como volumen de estudiantes”.


- La indicación número 74) fue retirada por su autor, en tanto que la número 74 bis), fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Párrafo 2° De la Subsecretaría de Educación Superior

ARTÍCULO 6°

Inciso primero


Crea la Subsecretaría de Educación Superior (en adelante la “Subsecretaría”) que estará a cargo del Subsecretario de Educación Superior (en adelante el “Subsecretario”), quien tendrá el carácter de colaborador o colaboradora directa del Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas y programas para la educación superior, especialmente en materias destinadas a su desarrollo, promoción, internacionalización y mejoramiento continuo, tanto en el subsistema universitario como en el técnico profesional.


La indicación número 75 bis), del Honorable Senador señor Quintana, intercala entre las expresiones “Ministro de Educación” y “la elaboración” la siguiente oración: “en su rol de rector del sistema de Educación superior participará”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 7°

Inciso primero


Serán funciones y atribuciones de la Subsecretaría:

Letra a)

a) Proponer al Ministro de Educación las políticas en materias de educación superior, tanto para el subsistema universitario como técnico profesional. En este último caso, para la elaboración de dichas políticas deberá considerar la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15.

Letra b)

b) Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que la norma (en el sentido de las letras a) y b)) atenta en contra de la autonomía de la cual deben gozar las instituciones, puesto que en ambos caso se habla del “Sistema” en razón de que los “Subsistemas” están formados por cada una de las instituciones en particular. En ese sentido, continuó, no puede imponerse a establecimientos autónomos desde el Estado una estrategia de desarrollo. 


En su opinión, la letra b)  es inconstitucional. 


La señorita Subsecretaria dijo que en ningún caso se trata de imponer estrategias a las instituciones, sino que, por el contrario, la idea es forzar a que el Gobierno de turno tenga una estrategia nacional para el sector técnico profesional, asunto que fue largamente discutido en la Honorable Cámara de Diputados.

Párrafo primero


Esta Estrategia tendrá por objeto promover el desarrollo del Sistema para el adecuado cumplimiento de los fines y principios de la educación superior. Para ello contemplará un diagnóstico sobre el estado actual y los desafíos de futuro del Sistema en función del desarrollo cultural, social y económico del país y sus regiones; así como objetivos y propuestas para el desarrollo del mismo, tanto a nivel nacional como regional.

Párrafo segundo


El texto aprobado en general prescribe que la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior deberá considerar prioritariamente la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15 de la presente ley, y deberá coordinarse con las prioridades estratégicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo del país.


Sobre esta norma, recayeron las indicaciones Números  76), 77) y 78).


La indicación Número 76), del Honorable Senador señor Allamand, suprime la frase “para el adecuado cumplimiento de los fines y principios de la educación superior”.


La indicación Número 77), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la expresión “desafíos de futuro del Sistema” por “desafíos de futuro de la educación superior”.


La indicación Número 78), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la voz “regional” lo siguiente: “, los cuales se definirán considerando la participación de las instituciones de educación superior”.


-Las indicaciones Números 76) y 77) fueron retiradas por sus autores. 


-La indicación Números 78) fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


-En votación separada, la letra b) resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

Letra c)

c) Proponer al Ministro de Educación políticas que promuevan el acceso e inclusión, permanencia y titulación o graduación oportuna de estudiantes de la educación superior.


La indicación Número 75 a) de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, propone reemplazarla  por la siguiente: 

“c) Cumplir con los requisitos de las letras b) y d) del artículo 83, exigidos para adscribir al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en el título V de esta ley; y acogerse al sistema de acceso común que utilicen las instituciones que formen parte del Consejo.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.


La indicación Número 79), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “educación superior” la frase “, teniendo en consideración el principio de autonomía señalado en esta misma ley”.


La indicación Número 80), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora después de la expresión “educación superior” la frase “, acorde a las necesidades de los territorios, las particularidades socioeconómicas de sus estudiantes y en base a políticas de inclusión de sexo/género y de la población indígena que habita en el Territorio de Chile”.


-La indicación Número 79) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 



Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Quintana expresó que es importante dejar constancia que la autonomía sí está reconocida en este cuerpo normativo. 


-La indicación Número 80) fue rechazada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Letra d)

d) Proponer la asignación de recursos públicos que disponga la ley, así como la gestión de sus instrumentos.


La indicación Número 80 bis), del Honorable Senador señor Quintana, agrega en su literal d) a continuación de la locución “instrumentos” la siguiente frase: “considerando para ello su distribución de forma equitativa y solidaria entre las regiones de nuestro país.” 

-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

Letra e)

e) Administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra f) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


La indicación Número 81), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la elimina.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Letra f)

f) Administrar el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior establecido en la ley N° 20.129.

Letra g)

g) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo, con y entre las instituciones de educación superior, y promover la vinculación de éstas con el nivel de educación media.


La indicación Número 81 bis), del Honorable Senador señor Quintana, agrega a continuación de las expresiones “educación media” la siguiente frase: “poniendo especial énfasis en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra h)

h) Solicitar al Consejo de Rectores y a las instituciones de educación superior, antecedentes e informaciones sobre la situación general de la enseñanza superior del país.

Letra i)

i) Participar de la institucionalidad encargada de diseñar, coordinar, evaluar y ejecutar las políticas, planes y programas en materia de ciencia, tecnología e innovación; y dentro de ese marco, en instancias de coordinación enfocadas, entre otras materias, en aquellas relacionadas con educación superior.

Letra j)

j) Proponer al Ministro de Educación el Marco Nacional de Cualificaciones, que deberá considerar tanto el subsistema universitario como el técnico profesional, de conformidad a la ley.


Las indicaciones Números 82), del Honorable Senador señor Allamand, y 83) de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprimen.


-Las indicaciones Números 82) y 83) fueron retiradas 


Luego, la indicación número 82) bis, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, propone igualmente eliminar este numeral, la que fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

- - -


La indicación Número 84), de Su Excelencia la Presidenta de la República, consulta a continuación de la letra j) la siguiente letra nueva:


“…) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo entre las instituciones de educación superior con los gobiernos regionales.”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -

Letra k)

k) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Párrafo 3° Del Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior


La indicación Número 85), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza su epígrafe por el siguiente:


“Párrafo 3° Del Sistema Común de Información para el Acceso a las Instituciones de Educación Superior”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República 

ARTÍCULO 10


Crea un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso”) cuya administración corresponde a la Subsecretaría, el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o grados académicos, excluyendo postgrados o postítulos. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes, pudiendo establecer procesos e instrumentos que podrán ser diferenciados para cada subsistema, según el tipo de institución o carrera, sea ésta del subsistema universitario o técnico profesional, zona geográfica o pertenencia a un grupo prioritario, tales como pueblos originarios.


Los instrumentos señalados en el inciso anterior serán de aplicación general y en su elaboración y diseño se deberá considerar el principio de inclusión. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.


El Sistema de Acceso podrá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.


Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior, no podrán afectar en su esencia a los definidos en el Sistema de Acceso, ni impedir su efectivo ejercicio y aplicación.


El Sistema de Acceso será obligatorio para todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban recursos públicos y/o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. Asimismo, las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema de Acceso, en cuyo caso deberán solicitarlo a la Subsecretaría.


Sobre esta norma recayeron las indicaciones números 86) a 92).


La indicación Número  86, de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 11.- Créase un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante “Sistema de Acceso”), el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación y admisión de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o licenciaturas. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes.


El Sistema de Acceso será obligatorio para todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban recursos públicos y/o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. Las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema, en cuyo caso deberán solicitarlo a la Subsecretaría. Con todo, la determinación de los requisitos y criterios de admisión a cada carrera y programa de estudios para la selección de los postulantes, siempre será efectuada por la institución de educación superior respectiva, de conformidad a la normativa vigente.


El Sistema de Acceso, cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, operará a través de una plataforma electrónica única, que dispondrá de información actualizada relacionada con: el acceso a las instituciones de educación superior; la oferta académica y vacantes; los procesos de admisión; los mecanismos y factores de selección, si corresponde; los programas especiales de acceso referidos en el artículo 13; y los plazos de postulación, entre otros aspectos relevantes.”.



La Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, contextualizando las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, señaló que es importante distinguir tres decisiones relevantes para un sistema de admisión. La primera de ellas tiene que ver con los instrumentos y criterios que se utilizan, que constituyen el conjunto de instrumentos de los sistemas de admisión, esto es una decisión de políticas. La segunda determinación importante es referente a las instituciones que tienen derecho a usar ese instrumento o batería de políticas. En tercer lugar, es relevante determinar cómo se administra el sistema, lo que corresponde a la institucionalidad responsable de administrarlo.


Hoy quienes determinan la respuesta a estas tres preguntas es el Consejo de Rectores de Universidades de Chile (CRUCH).


Respecto a estas tres materias, explicó que el proyecto de ley propone lo siguiente: 


- En relación a la definición de los instrumentos, el Ejecutivo propone que sea un cuerpo colegiado similar a lo que hoy existe, donde se crean comités ad hoc para el subsistema universitario y para el sector técnico profesional, considerando importante distinguir las particularidades y especificidades de cada uno. El sector universitario en general, tiene características de sistema selectivo, no así el sector técnico profesional. 


En ese contexto, se distinguen dos comités y hay un cuerpo formado principalmente por rectores donde participa el Ministerio de Educación a través de la Subsecretaría, quien colegiadamente determina las decisiones políticas respecto al conjunto de instrumentos y procedimientos que se pueden usar en cada uno de los subsistemas.


- Sobre la decisión de cuáles son las instituciones que pueden adscribir al sistema, la propuesta del Ejecutivo es que no quede radicado en ninguna institucionalidad, sino que sea la propia ley la que establezca que toda institución tiene derecho a adscribir al sistema. Será voluntario, salvo para las instituciones que reciben fondos públicos, siendo un requisito estar adscritos.


- Por último, la administración del sistema, que implica el mandato de ejecutar los instrumentos que se desarrollen.


La señora Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señaló que el Ejecutivo está planteando generar un sistema público, que no dependa de la voluntad de las instituciones que pertenecen a él, sino que funcione con las instituciones. 


Las indicaciones que se presentan recogen parte de las preocupaciones que tenían las universidades en término de capacidades de decisión final del ingreso a una determinada institución. En ese sentido, los comités técnicos mencionados por la Subsecretaria, son los Comités de Acceso que toman las decisiones de los instrumentos y de los procedimientos que forman parte de este sistema. Estas entidades técnicas determinarán el tipo de instrumento para la postulación de estudiantes a las instituciones de educación superior, que no solo es la prueba de selección universitaria, sino que también el ranking de notas o las notas de enseñanza media (NEM). Hizo hincapié que estos instrumentos son ponderados de distintas formas por las instituciones.


Lo que hace el sistema es algo similar a lo que sucede actualmente, pero con una participación pública. Adicionalmente, el proyecto precisa el rol de administración, que está referido básicamente a la plataforma electrónica y al funcionamiento de los Comités.


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló la importancia de mantener la independencia entre el sistema de admisión y el gobierno de turno. Consideró que con la redacción propuesta, no se resguarda la independencia.


En segundo lugar, se refirió a la obligatoriedad de las instituciones que reciben fondos públicos, de estar adscritos al Sistema de Acceso. Concluyó que se presenta un problema que choca con la autonomía de las instituciones al estandarizar el acceso a las instituciones, a través de la Prueba de Selección Universitaria (PSU).


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, comentó que lo que se busca establecer con claridad que la determinación de los requisitos y criterios de admisión de cada carrera y programa de estudio para la selección de los postulantes, será siempre efectuada por las instituciones de educación superior.


Respecto al segundo inciso propuso eliminar la referencia a la obligatoriedad.


Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior, explicó que eliminar la obligatoriedad, implica eliminar la existencia de un sistema único, por tanto, se entrega la posibilidad que existan múltiples sistemas y no se tendrá claro cuál de ellos se debe utilizar para definir financiamiento por ejemplo. A su vez, habrá menos transparencia de lo que hoy existe, que sin estar regulado, existe un sistema al que adscribe un grupo de 39 instituciones.


Enfatizó que el problema adicional que se genera, tiene que ver con políticas públicas asociadas a temas de admisión, que se relacionan con el financiamiento vinculado a ciertos puntajes como las becas o la gratuidad, que está asociada a una condición de selectividad de parte de la institución. Con la modificación propuesta, no tendría ningún parámetro que usar.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso votar separado el inciso primero, y dentro de este, votar por separado la palabra “Común”, con el objeto de eliminarla. En el segundo inciso, sugirió votar por separado la frase “el Sistema de Acceso será obligatorio”, hasta la palabra “con todo” inclusive. En el inciso tercero, insinuó modificar el orden de la redacción, de la siguiente forma: “El Sistema de Acceso, operará a través de una plataforma electrónica única, cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, (…)”. Lo anterior, indicó, con el objeto de que quede claro que la Subsecretaría no administra todo el Sistema de Acceso, sino que administra la plataforma electrónica única. 


En el seno de la Comisión se debatió respecto de la admisibilidad de la solicitud de la votación separada, en especial por el resultado que podría generarse al suprimir el vocablo “común”.


La Subsecretaria de Educación, estimó que la separación de la votación que se ha solicitado, afecta la administración financiera, porque se planteó como un requisito de recursos públicos. La separación votada tiene implicancia respecto al manejo y a los requisitos para acceder a recursos públicos, por tanto, estima que la propuesta debería declararse inadmisible.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, complementó lo expuesto por la Subsecretaria e insistió que establecer un sistema que tiene implicancias en la asignación de recursos, es de atribución exclusiva de la Presidenta de la República. 

 La Honorable Senadora señora Von Baer, planteó su desacuerdo con la propuesta de inadmisibilidad, toda vez que solo se cambió el nombre del sistema común, se eliminó una palabra. En segundo lugar, se está proponiendo que no sea obligatorio adscribir al sistema de acceso y nada tiene que ver con administración. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, declaró admisible la votación  de la propuesta, porque se está discutiendo una indicación del Ejecutivo. Reglamentariamente, se solicitó votación separada de dos características, la primera, que exista un sistema de acceso, pero no común ni único; en segundo lugar, se vota por la obligatoriedad o voluntariedad del sistema.


El Honorable Senador señor Montes, planteó que la propuesta del Ejecutivo es clara, se trata de un sistema común y obligatorio, pero con la votación realizada se ha transformado en otra propuesta y constituye una indicación distinta.


- Puesta en votación la admisibilidad de la indicación, esta resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Quintana, fundó su voto en contra de la eliminación y sostuvo que con la modificación se alteran las reglas generales del sistema de admisión, generándose situaciones tan absurdas como instituciones privadas accediendo a la gratuidad, con un Sistema de Acceso que puede incluso ser la orden de llegada. 


A su turno, el Honorable Senador señor Montes, fundó su voto en contra de la eliminación de la palabra “común” y señaló que debe existir un conjunto de factores que indiquen que las personas que cumplen ciertos requisitos pueden ingresar a una institución de educación. Se busca que las personas con ciertos talentos y méritos entren al sistema. Concluyó que debe existir un sistema común a partir del cual cada universidad y carrera, construye los factores específicos, como el porcentaje de ponderación, de acuerdo a los datos establecidos en los requisitos básicos.  En su opinión, se cambia la naturaleza de la indicación presentada por el Ejecutivo al modificarla sustantivamente, por lo cual, es inadmisible.


De acuerdo con el debate precedentemente descrito, esta indicación fue aprobada en una nueva redacción del siguiente tenor:


“Artículo 11.- Créase un Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso) el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o grados académicos, excluyendo postgrados o postítulos. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes.


La determinación de los requisitos y criterios de admisión a cada carrera y programa de estudios para la selección de los postulantes, siempre será efectuada por la institución de educación superior respectiva, de conformidad a la normativa vigente.


El Sistema de Acceso operará a través de una plataforma electrónica única, cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, que dispondrá de información actualizada relacionada con: el acceso a las instituciones de educación superior; la oferta académica y vacantes; los procesos de admisión; los mecanismos y factores de selección, si corresponde; los programas especiales de acceso referidos en el artículo 13; y los plazos de postulación, entre otros aspectos relevantes.”.


Posteriormente, el Ejecutivo dio lectura a la redacción de esta disposición, con algunos cambios de redacción, que resulta de la indicación Número 86), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, y que fue votada inciso por inciso, de manera separada, produciéndose la misma votación respecto de cada uno de ellos, que fue aprobar la norma mayoría de votos. Por la afirmativa, se pronunciaron los Honorables Senadores señores Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Allamand. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 


La indicación número 87), del Honorable Senador señor Allamand, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 10.- Créase un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso”) cuya administración corresponde conjuntamente a la subsecretaría y a un Comité de Acceso, el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos profesionales. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes.


Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, informados al Comité de Acceso el que podrá formular observaciones y recomendaciones de carácter técnico.


El Sistema de Acceso podrá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser informados al Comité de Acceso el que podrá formular observaciones y recomendaciones de carácter técnico.


Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior, no podrán afectar en su esencia a los definidos en el Sistema de Acceso, ni impedir su efectivo ejercicio y aplicación 


El Sistema de Acceso será obligatorio para todas las universidades que adscriban a la política de gratuidad. Asimismo, las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema de Acceso, en cuyo caso deberán informarlo a subsecretaría.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


Por su parte, la indicación número 88), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 10.- Créase un Sistema Común de Información para el Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Información”) cuya administración corresponde a la Subsecretaría, el que tiene por objetivo dar a conocer de manera pública los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o grados académicos, excluyendo postgrados o postítulos. Este Sistema de Información será objetivo y transparente.


Los comités técnicos de información para el acceso, pondrán a disposición de las instituciones de educación superior procesos e instrumentos de aplicación general, los cuales deberán considerar entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes, pudiendo establecer procesos e instrumentos que podrán ser diferenciados para cada subsistema, según el tipo de institución o carrera, sea ésta del subsistema universitario o técnico profesional, zona geográfica o pertenencia a un grupo prioritario.


Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios procesos e instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, públicos, transparentes, equitativos y no discriminar arbitrariamente a los estudiantes o postulantes. Las instituciones de educación superior que deseen utilizar sus propios procesos e instrumentos de admisión, deberán dar cuenta de los mismos con a lo menos 6 meses de anticipación a la Subsecretaría, a fin de que esta proceda a publicar dichos procesos e instrumentos con la debida antelación en la plataforma del Sistema de Información.


Las instituciones de educación que no cumplan con dar cuenta a la Subsecretaría en el plazo indicado en el inciso anterior, deberán aplicar los procesos e instrumentos puestos a disposición por los comités técnicos de acuerdo a lo prescrito en el inciso segundo.


El Sistema de Información será obligatorio para todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban recursos públicos y/o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. Asimismo, las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema de Información, en cuyo caso deberán manifestar su voluntad a la Subsecretaría.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso primero

Créase un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso”) cuya administración corresponde a la Subsecretaría, el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o grados académicos, excluyendo postgrados o postítulos. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes, pudiendo establecer procesos e instrumentos que podrán ser diferenciados para cada subsistema, según el tipo de institución o carrera, sea ésta del subsistema universitario o técnico profesional, zona geográfica o pertenencia a un grupo prioritario, tales como pueblos originarios.


La indicación Número 89), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), elimina la frase “cuya administración corresponde a la Subsecretaría”.


La indicación Número 90), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “previas de los estudiantes” lo siguiente: “y la diversidad cultural del territorio nacional”.


-Ambas indicaciones fue declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso segundo

Los instrumentos señalados en el inciso anterior serán de aplicación general y en su elaboración y diseño se deberá considerar el principio de inclusión. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.


La indicación Número 91), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye la frase “previa consulta al comité de acceso respectivo”, por la siguiente: “previo informe favorable del comité de acceso respectivo”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso tercero

El Sistema de Acceso podrá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.


La indicación Número 92), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la frase “previa consulta al comité de acceso respectivo”, por la siguiente: “previo informe favorable del comité de acceso respectivo”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso cuarto

Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior, no podrán afectar en su esencia a los definidos en el Sistema de Acceso, ni impedir su efectivo ejercicio y aplicación.

Inciso quinto

El Sistema de Acceso será obligatorio para todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban recursos públicos y/o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. Asimismo, las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema de Acceso, en cuyo caso deberán solicitarlo a la Subsecretaría.

ARTÍCULO 11


La indicación Número 93), del Honorable Senador señor Allamand, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 11.- Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso, cuyo objeto será definir los instrumentos del Sistema de Acceso.


El comité de acceso deberá ser representativo de todas las instituciones que componen el Sistema Común de Acceso y estará integrado por:


a) Tres rectores de universidades estatales, o quienes éstos designen, uno de ellos deberá provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.


b) Tres rectores de universidades privadas, o quienes éstos designen, que participen de este Sistema de Acceso.


c) El Subsecretario de Educación Superior o a quien éste designe.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso primero

Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyo objeto será definir los instrumentos del Sistema de Acceso. Asimismo, para la definición de los procedimientos del Sistema, la Subsecretaría consultará al respectivo comité.


Sobre esta norma del texto aprobado en general, recayeron las indicaciones de los número 94), 94 bis), 95), 96), 97) y 98).


La número 94) Del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 11.- Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico y normativo de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyo objeto será definir los instrumentos y los procedimientos del Sistema de Acceso y cumplir las otras funciones que la ley le señale.”.


La número 94 bis) del Honorable Senador señor Montes, para reemplazarlo por el siguiente:


“Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyos objetos serán: definir los instrumentos del Sistema de Acceso y revisar cada cinco años el Sistema Común de Acceso, con el objetivo de asegurar que esté cumpliendo con el principio de equidad y de inclusión de los sectores más desfavorecidos de la sociedad. Asimismo, para la definición de los procedimientos del Sistema, la Subsecretaría consultará al respectivo comité.”.


La número 95) De Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “los instrumentos” por “los procesos e instrumentos”.


La número 96) De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “Sistema de Acceso” por “Sistema de Información”.


La número 97) De Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la oración final “Asimismo, para la definición de los procedimientos del Sistema, la Subsecretaría consultará al respectivo comité.”.

- - -


La número 98) Del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para introducir después del inciso primero el siguiente, nuevo:


“La Subsecretaría coordinará y ejecutará las actividades necesarias para el funcionamiento de los comités, financiará sus gastos de administración y les brindará asistencia administrativa.”.


-La indicación Número 95) resultó aprobada, con enmiendas, por mayoría de votos: por la afirmativa lo hicieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio; en contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

-Las indicaciones Números 94), 94 bis) y 98) fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- La indicación número 96) fue rechazada por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Inciso segundo

El comité de acceso del subsistema universitario estará integrado por:

Letra a)

a) Cinco rectores miembros del Consejo de Rectores indicado en el artículo 5, o quienes éstos designen, tres de los cuales deberán provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana. En todo caso, tres de éstos deberán ser de universidades estatales.


La indicación Número 99), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana sustituye el vocablo “tres” por “dos” las dos veces que aparece.


-Esta indicación fue retirada por sus autores. 

Letra b)


La indicación Número 100), de la Honorable Senadora señora Von Baer, sustituye por la que sigue:


“b) Cinco rectores de universidades privadas, o quienes éstos designen, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5.”.


b) Un rector de universidades privadas, o quién éste designe, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5, de aquéllas adscritas al financiamiento establecido en el título V de esta ley.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Letra c)

c) El Subsecretario de Educación Superior o a quien éste designe.

Inciso tercero

Por su parte, el comité de acceso del subsistema técnico profesional estará compuesto por:

Letra a)

a) Tres rectores de los centros de formación técnica estatales, o quienes éstos designen, al menos dos de los cuales deberán provenir de instituciones cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.

Letra b)

b) Tres rectores de los institutos profesionales y centros de formación técnica privados que adscriban al financiamiento establecido en el título V de esta ley, o quienes éstos designen. Al menos uno de ellos deberá provenir de una institución cuyo domicilio se encuentre en una región distinta de la Metropolitana.

Letra c)

c) El Subsecretario de Educación Superior o quien éste designe.

ARTÍCULO 12


La indicación Número 101) de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo …- El Sistema deberá contemplar procesos e instrumentos de acceso de aplicación general, que considerarán las particularidades de cada subsistema. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar instrumentos específicos, complementarios a los anteriores, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por el comité de acceso respectivo.


El Sistema de Acceso deberá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por el comité de acceso respectivo.


Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior no podrán afectar en su esencia los principios que rigen el Sistema de Acceso, ni impedir la ejecución de los instrumentos de aplicación general.


La Subsecretaría podrá encomendar la ejecución de las acciones necesarias para la elaboración, aplicación y evaluación de instrumentos a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior.”.


- Esta indicación fue aprobada con enmiendas por tres fotos a favor  de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio, y dos en contra de los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.


La indicación Número 102), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 12: Corresponderá a la Subsecretaría, mediante los actos administrativos que correspondan, establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso, aprobados previamente por los comités señalados en el artículo anterior.


Asimismo, la Subsecretaría, previo acuerdo de los referidos comités, podrá encomendar la ejecución de las acciones necesarias para cumplir las funciones indicadas en el inciso anterior a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior.”.


La indicación Número 103), del Honorable Senador señor Allamand, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 12.- Corresponderá al Comité establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso. Asimismo, el Comité podrá encomendar la ejecución de las acciones necesarias para cumplir las funciones indicadas en el inciso anterior a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior y solicitar su colaboración.”.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 

Inciso primero

Corresponderá a la Subsecretaría establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso; estos últimos serán previamente definidos a través de un informe favorable del comité respectivo, en conformidad a lo establecido en el artículo precedente.


La indicación Número 104), de la Honorable Senadora señora Von Baer, sustituye la palabra “establecer” por “publicar”.


La indicación Número 105), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “Sistema de Acceso” por “Sistema de Información”.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 

Inciso segundo

Asimismo, la Subsecretaría podrá encomendar la ejecución de las acciones necesarias para cumplir las funciones indicadas en el inciso anterior a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior, así como también consultar a los comités y solicitar su colaboración.

ARTÍCULO 13
Inciso primero

El Sistema de Acceso deberá resguardar especialmente los principios de transparencia, objetividad y accesibilidad universal, éste último de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo, el Sistema de Acceso deberá ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada.


La indicación Número 106), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “Sistema de Acceso” por “Sistema de Información”, las dos veces que aparece.



-Esta indicación fuer retirada por su autora. 

Inciso segundo

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias señaladas en el presente párrafo. El Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.


La indicación Número 107), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio),  intercala luego de las palabras “Ministerio de Educación”, en las dos ocasiones en que aparecen, la frase “previa consulta al comité de acceso respectivo,”.


La indicación Número 108), de la Honorable Senadora señora Von Baer, suprime la oración “El Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.”.


-Ambas propuestas fueron retiradas por sus autores.

TÍTULO II

DE LA FORMACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL EN EDUCACIÓN SUPERIOR

ARTÍCULO 14
Inciso primero

Se entenderá por formación técnico profesional todo proceso de enseñanza de carácter formal y no formal, que contemple el estudio de las tecnologías y las ciencias relacionadas, el desarrollo de aptitudes, competencias, habilidades y conocimientos relacionados con ocupaciones en diversos sectores económicos. Deberá promover el aprendizaje permanente de las personas y su integración en la sociedad.

La indicación Número 108 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega en el inciso primero a continuación de la frase “en la sociedad.” lo siguiente “,y territorio”, pasando el punto aparte a ser reemplazado por una coma.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 
Inciso segundo

En el ámbito de la enseñanza formal, la formación técnico profesional considera los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional, así como la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional. En el ámbito de la enseñanza no formal considera todo tipo de formación orientada al mundo del trabajo. Asimismo, contempla todos aquellos mecanismos que faciliten la articulación entre ambos tipos de enseñanza, permitiendo la conformación de trayectorias educativas y laborales.

ARTÍCULO 15
Inciso primero

El Ministerio de Educación establecerá la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional (en adelante “la Estrategia”) que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia, debiendo ser revisada y actualizada cada cinco años.

Inciso segundo

La Estrategia fortalecerá tanto la articulación entre el sistema educativo como su vinculación con la educación universitaria, y las necesidades nacionales y regionales, facilitando la formación para el servicio del país y la construcción de trayectorias formativas y laborales coherentes y pertinentes a las necesidades de las personas, del sector público, de los sectores productivos y de la sociedad en general. Asimismo, deberá establecer objetivos de desarrollo prioritarios para la formación técnica y profesional y proponer un plan para su implementación que considere plazos para su ejecución.


Al inciso primero del artículo 15 se formularon las indicaciones números 109, 110, 111 y 112.

La indicación Número 109), de la Honorable Senadora señora Von Baer, suprime la frase “como su vinculación con la educación universitaria,”.

La indicación Número 110), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “pertinentes a” lo siguiente “la diversidad étnico-cultural de los territorios,”.

La indicación Número 111), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega luego de la expresión “sector público” la siguiente “y privado”.

La indicación Número 112, del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “considere plazos” la siguiente: “y recursos”.


-Puestas en votación, la indicación Número 111) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.


-La indicación Número 110 fue por rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.


-Las indicaciones Números 109) y 112) fueron retiradas por sus autores. 

Inciso tercero.


Su contenido mínimo será:

Letra a)

a) El análisis de las tendencias del desarrollo productivo, social y cultural de cada una de las regiones del país.


La indicación Número 113), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después del vocablo “tendencias” la expresión “y potencialidades”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Letra b)

b) Análisis de la oferta formativa y la demanda de técnicos y profesionales por parte del sector productivo, la administración pública, instituciones vinculadas al desarrollo social, cultural y demás sectores del quehacer regional y nacional.

Letra c)

c) Definición de áreas de desarrollo estratégico para la formación técnica y profesional.


La indicación Número 114), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la palabra “profesional” lo siguiente: “, la que deberá sustentarse en estudios prospectivos y en las estrategias de desarrollo y políticas regionales y nacionales de mediano y largo plazo”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Letra d)

d) Recomendaciones a las instituciones educativas y a los sectores productivos en torno a la articulación de la oferta formativa, con énfasis en aquellos planes y programas que requieran ser priorizados.

Letra e)

e) Recomendaciones a la Subsecretaría y a los comités señalados en el artículo 11, sobre el diseño de los procesos e instrumentos propios del Sistema de Acceso, en relación al subsistema técnico profesional.

-La indicación Número 115), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “Sistema de Acceso” por “Sistema de Información”.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Letra f)

f) Propuestas sobre mecanismos de coordinación intersectorial entre el Ministerio de Educación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en temas relacionados con la formación técnica y profesional, y también proponer iniciativas de coordinación en la dimensión territorial con los gobiernos regionales, municipios y otros actores locales.


La indicación Número 116), del Honorable Senador señor Allamand, agrega a continuación de la palabra “municipios” la frase “, el sector productivo”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Letra g)

g) Una estrategia de inserción laboral y fomento de la empleabilidad dirigida a los estudiantes y los trabajadores para potenciar el desarrollo de sus trayectorias educativo-laborales.

Letra h)

h) El establecimiento de líneas prioritarias de investigación, desarrollo e innovación.

Letra i)

i) Una estrategia de vinculación entre la formación técnico profesional y la educación universitaria.

La indicación Número 117), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la reemplaza por la siguiente:
“i) Una estrategia de vinculación entre los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional, así como con la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional.”.

Se debatió respecto de la admisibilidad de esta indicación, por cuanto forma parte de la Estrategia Nacional Técnico Profesional, que es definida y establecida por el Ministerio de Educación. En consecuencia, al alterar la forma en que dicha Cartera fija esta estrategia se podría estar incidiendo en las atribuciones propias de este Ministerio.

A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer señaló que de acoger esta postura los Parlamentarios no podrían modificar las normas en materia de educación. Enseguida, planteó modificar esta indicación en el sentido de agregar al texto propuesto a la educación universitaria, para reforzar la vinculación entre todas las instancias educativas.

El Honorable Senador señor Montes se manifestó de acuerdo con esta indicación, ya que todos los estudios e informes relevan la importancia de vincular este tipo de educación con el conjunto del sistema educacional.


-La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, acordó aprobar, con modificaciones, la indicación en debate en la siguiente nueva redacción:


“i) Una estrategia de vinculación entre los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional y la universitaria, así como con la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional.”.

Letra j)

j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para promover el desarrollo sustentable del país y/o las regiones, según corresponda.

La indicación Número 118), del Honorable Senador señor Allamand, la sustituye por la siguiente:

“j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para la formación sus alumnos y la promoción del desarrollo sustentable del país y/o las regiones, según corresponda.”.

La indicación Número 118 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega los siguientes literales k) y l), nuevos:
“k) Propuestas sobre formación continua desde la educación secundaria, que incluyan salidas intermedias y conexiones que faciliten a las personas su trayectoria educativa y laboral.”.
“l) Propuestas para incluir Postgrados Tecnológicos que permitan la especialización del sector técnico en nuestro país.”.


-Puesta en votación, la indicación Número 118) resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


-Por su parte, la indicación Número 118 bis) resultó aprobada con modificaciones, en el sentido de mantener la letra k) y rechazar la letra l). El acuerdo precedente fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes Y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 16
Inciso primero

Para la elaboración de la Estrategia, el Presidente de la República establecerá mediante decreto supremo un Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, integrado por los Ministros de Estado con competencia en la materia, representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores con mayor representatividad del país, representantes de instituciones educativas y expertos de reconocida trayectoria y experiencia en materia de formación técnico profesional, considerando la representación regional en la designación de sus miembros. Este Consejo será presidido por el Ministro de Educación, quien coordinará la implementación de la Estrategia.


La indicación Número 119), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la voz “considerando” la expresión “la diversidad étnico-cultural de los territorios,”.

La indicación Número 119 bis, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega entre las frases “representantes de instituciones educativas” y “expertos de reconocida trayectoria y experiencia en materia de formación técnico profesional” la frase “representantes de asociaciones de académicos y de académicas.”; e intercala entre las frases “representación regional” y “en la designación de sus miembros” la frase “y de paridad de género”.


- La indicación Número 119) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias del Ejecutivo; en tanto que la Número 119 bis) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° De la Superintendencia de Educación Superior

- - -


Al iniciar el debate sobre este Título, el Honorable Senador señor Allamand consideró que la regulación de este órgano constituye uno de los aspectos centrales de este proyecto de ley y como tal, junto con la Honorable Senadora señora Von Baer, han presentado una serie de indicaciones que van en la línea de destrabar la discusión de esta iniciativa. 
En primer lugar, y recogiendo los planteamientos del Abogado y Académico, señor Patricio Zapata, comentó que percibe que hay un conjunto de facultades y atribuciones que denotan una enorme desconfianza respecto del sistema de educación superior, por lo que llamó a Sus Señorías a tener presente esta idea al momento de aprobar estas disposiciones. 

En segundo lugar, observó que gran parte de las atribuciones de la Superintendencia de Educación Superior se extienden a los “terceros”, lo que en su opinión es excesivo. Por ello, planteó restringir sus efectos a los terceros que han participado en operaciones con las instituciones que se están fiscalizando. La idea, acotó, es que sólo se fiscalice a los ellos en el evento de que hayan contratado con una institución de educación superior.

En tercer lugar, resaltó que se deben dar ciertas garantías a las instituciones de educación superior respecto del conjunto de sus atribuciones.

Indicó que de acogerse estos tres aspectos estaría en condiciones de avanzar en forma más rápida en el estudio de las indicaciones y en alcanzar un acuerdo.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que de la lectura del primer artículo respecto de la regulación de dicho órgano, no logra entender cuál es el objeto de esta entidad. En particular, qué es lo que fiscalizará, puesto que la norma dice “en el ámbito de su competencia”, sin aclarar el sentido de esta frase, y sin precisar si fiscalizará las materias académicas, financieras u otras. 

Por lo anterior, consideró que gran parte de los conflictos se podrían solucionar si se especifica con mayor detalle cuál sería su objeto de fiscalización. 

En seguida, la señora Ministra de Educación comentó que a través de las indicaciones que presentó el Ejecutivo se busca eliminar todos los aspectos reglamentarios y, posiblemente, inconstitucionales que podría contener este artículo, y aclaró a Sus Señorías que no se trata de la Agencia de Acreditación, por lo que no debería entrometerse en temas relativos a la calidad de la educación impartida, ni tampoco en los aspectos académicos de las universidades, pero sí estaría habilitada para recibir los reclamos de los alumnos y de los profesores.

La idea, acotó, es que exista una estructura que vigile que se cumplan las normas y la oferta educativa, y que además reciba los reclamos que se pudieren generar en esta prestación de servicios.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió que este es uno de los temas medulares de este proyecto de ley y señaló que para abordar esta materia deben fijar un foco básico respecto del ejercicio de las funciones de fiscalizar y de supervigilar, que le competen a la Superintendencia de Educación Superior. 

En relación con el artículo 19, comentó que se enumeran veintitrés funciones de la Superintendencia de Educación Superior, lo que consideró algo excesivo. No obstante, se mostró conforme con las indicaciones que presentó el Ejecutivo a su respecto. En particular, con la indicación Número 131), que reemplaza el literal c) por otro que impide que la Superintendencia de Educación Superior esté facultada para supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior. 

En términos generales, opinó que las indicaciones del Gobierno amplían las garantías de las instituciones de educación superior ante las acciones de fiscalización de la Superintendencia, ya que se establece que no podrá afectar el normal funcionamiento de las actividades que desarrolla la institución fiscalizada. 

Con todo, consideró que se debe evitar una sobrecarga de funciones para no correr el peligro de pasar desde la no regulación a la sobrerregulación.

La señora Ministra de Educación hizo presente a Sus Señorías que esta propuesta está en línea con las atribuciones otorgadas a las superintendencias ya existentes, como la de Medio Ambiente, y que el proyecto de ley que presentó ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, contaba con diecinueve funciones, por lo que estimó que no están tan alejados de lo que propuso el Gobierno anterior.

La Honorable Senadora señora Von Baer, con respecto al artículo 18, manifestó que le preocupan los efectos de la frase que dice “supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales”, puesto que las normas son infinitas y porque esta Superintendencia no fiscalizará a una industria, sino a una universidad que tiene características particulares porque educa personas y como tal debe tener espacios de autonomía y de libertad verdaderos, para permitir el funcionamiento del sistema democrático interno. Por ello, indicó que debe establecerse como límite a la facultad de fiscalizar a la autonomía de las instituciones de educación superior. 

En esta misma línea, recordó que los rectores de todas las universidades, públicas y privadas, estimaron que este proyecto de ley entregaba facultades excesivas a la Superintendencia, por lo que instó al Gobierno a definir un límite de la función de fiscalización.

El Honorable Senador señor Montes resaltó que la idea de esta iniciativa es regular el sistema de educación superior y que, en ningún, caso se busca estatizarlo o sobre regularlo. Con todo, consideró fundamental incluir en esta ley los aspectos sustantivos del sistema de educación superior, como la calidad y la transparencia. En atención a lo anterior, manifestó su preocupación por la propuesta de eliminar la función de supervigilar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, porque le interesa que la Superintendencia garantice que la universidad no irá a la quiebra.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso en el inciso primero del artículo 18 agregar antes de la frase “en el ámbito de su competencia”, lo siguiente “en ambos casos” para acotar la aplicación de esta norma. 

La Honorable Senadora señora Von Baer opinó que el artículo 18 debiera restringir la labor de la Superintendencia de Educación Superior a las instituciones de educación superior y no extenderla a toda la educación superior. Asimismo, consideró que se debiera limitar su competencia al cumplimiento de la ley y no las instrucciones y normas que la propia Superintendencia dicte. 

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en el mismo artículo 18, apoyó la propuesta de eliminar su frase final “y supervisar su viabilidad financiera” y, por ende, anunció su voto a favor de las indicaciones números 122) y 131) del Ejecutivo.

Los Honorable Senadores señores Montes y Quintana se mostraron contrarios a eliminar esta frase final.

El Ejecutivo explicó que el proyecto original consideraba la atribución de la Superintendencia de Educación Superior de supervisar la viabilidad financiera de una institución de educación superior, mediante el análisis de una serie de indicadores de riesgos, pero que con las indicaciones presentadas se busca que la Superintendencia se limite a revisar los estados financieros que presenten las instituciones, los que deberán contener un análisis de riego realizado por auditoras externas. 

Además, informó que la ley N° 20.800 le otorga al Ministerio de Educación una serie de facultades cuando detecta que una institución de educación superior no puede cumplir con sus compromisos financieros. De esta forma, acotó, la Superintendencia no realizará los análisis financieros, pero sí tendrá la facultad para examinarlos y en caso de detectar irregularidades podrá ejercer todas las atribuciones que la citada ley le concede a la autoridad.

- - -

ARTÍCULO 18

El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior, así como las instrucciones y normas que ésta dicte en el ámbito de su competencia. Le corresponderá también fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, y supervisar su viabilidad financiera.


La indicación Número 120), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la expresión “en el ámbito de su competencia” una frase del siguiente tenor: “, respetando las funciones y atribuciones de la Comisión Nacional de Acreditación y del Consejo Nacional de Educación”.

La indicación Número 121), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega después de la locución “le son propios” la expresión “a dichas instituciones”.

La indicación Número 122), de Su Excelencia la Presidenta de la República; la indicación Número 123), del Honorable Senador señor Allamand, y la indicación Número 124), de la Honorable Senadora señora Von Baer, suprimen la frase “, y supervisar su viabilidad financiera”.


-La indicación Número 120) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


-La indicación Número 121) fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


-Las indicaciones Números 122), 123) y 124) fueron aprobadas, con enmiendas, por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 19
Inciso primero

Serán funciones y atribuciones de la Superintendencia:

Letra a)

Fiscalizar que las instituciones de educación superior, sus organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales y quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, según corresponda, cumplan con las normas aplicables vigentes.

La indicación Número 125), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega después de la palabra “Fiscalizar” la fase “, en el ámbito de su competencia,”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Letra b)

Fiscalizar el mantenimiento de las condiciones materiales y cumplimiento de los requisitos o condiciones que dieron lugar al reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, sin perjuicio de las atribuciones en materia académica que sean propias de otros organismos del Sistema. Asimismo, que cuenten con las condiciones necesarias en caso de ampliación de matrícula.

La indicación Número 126), de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la frase “de las condiciones materiales y cumplimiento”.


La indicación Número 127), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y la indicación Número 128), del Honorable Senador señor Allamand, eliminan la oración “Asimismo, que cuenten con las condiciones necesarias en caso de ampliación de matrícula.”.


-Las indicaciones Números 126), 127) y 128) fueron aprobadas por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra c)

Supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior.

La indicación Número 129), del Honorable Senador señor Allamand, y la indicación Número 130), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprimen.


-Las indicaciones Números 129) y 130) fueron aprobadas por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

La indicación Número 131), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la reemplaza por la siguiente:

“c) Conocer los estados financieros de las instituciones de educación superior y determinar los principios conforme a los cuales las instituciones deberán llevar su contabilidad, sin perjuicio de otra normativa vigente en esta materia. Asimismo, podrá hacer recomendaciones a las instituciones fiscalizadas.”.


Con posterioridad, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó una nueva indicación, signada con el número 131) bis, con el objeto de reemplazar esta letra por la siguiente:


“c) Conocer los estados financieros de las instituciones de educación superior y hacer recomendaciones a las instituciones fiscalizadas.”.

- Esta indicación y la número 131), fueron aprobadas por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Letra d)

Fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.

La indicación Número 132), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega después de la locución “le son propios” la expresión “a dichas instituciones”.

-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

Letra e)

Ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.800.

Letra f)

Fiscalizar que las instituciones de educación superior respeten los términos, condiciones y modalidades conforme a los servicios convenidos y demás compromisos académicos asumidos con los estudiantes.

La indicación Número 132 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, agrega a continuación de la palabra “estudiantes” la frase “, académicos y académicas.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra g)

Ordenar y realizar auditorías en materias de su competencia.

La indicación Número 133), del Honorable Senador señor Allamand, agregar la siguiente oración final: “Para estos efectos la Superintendencia deberá notificar con tres días de anticipación a la institución de educación superior y fundamentar la medida.”.

-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Allamand expresó que lo que persigue la indicación es que se realicen auditorías en materias de su competencia, acotadas y con fundamento. Por ello, se solicita que se notifique a la persona que está siendo objeto de la auditoría sepa de las razones de la misma.

La señora Ministra de Educación explicó que las auditorías deben tener siempre una razón fundada, lo que, en su opinión, es suficiente para la exigencia que plantea el Honorable Senador señor Allamand. 

Letra h)


Ingresar a los establecimientos o dependencias académicas y administrativas de las instituciones de educación superior y de sus organizadores que tengan relación con la administración de la institución respectiva, cuando corresponda, con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior fiscalizada.

La indicación Número 134), del Honorable Senador señor Allamand, la reemplaza por la siguiente:

“h) Ingresar a los establecimientos o dependencias administrativas de las instituciones de educación superior, en los casos previstos en el artículo 3 de la ley N° 20.800, con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades de la institución de educación superior fiscalizada.


En caso que un funcionario de la Superintendencia ejerza la atribución señalada en este literal, deberá dar aviso con al menos 24 horas de anticipación a la institución fiscalizada, mediante correo electrónico u otro medio a fin, con el propósito de no impedir el normal desarrollo de sus actividades.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que la referencia al artículo 3° de la ley N° 20.800 (Administrador Provisional) se refiere a que se trate sobre asuntos que revistan cierta gravedad, como es el caso de incumplimiento de compromisos financieros o con los estudiantes, entre otros. De esta forma, la indicación pretende centrarlo no sólo en lo académico, que existan razones y excluir a los organizadores. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso intercalara la frase “ingresar, previo aviso, a los establecimientos”.


El Honorable Senador señor Quintana afirmó que una fiscalización de la Superintendencia siempre generará alguna alteración en el funcionamiento del establecimiento, por lo que, en su opinión, el texto aprobado en general va en la línea que pretende el proyecto.  Lo único que no debe sufrir interrupciones es el ámbito académico y docente. 


La señora Ministra de Educación sugirió que el encabezado de esta letra quede de la siguiente manera: “Ingresar, con previo aviso, a los establecimientos o dependencias administrativas.”


Este literal fue objeto de una  nueva indicación del Ejecutivo, signada con el número 134) bis que señala lo siguiente:

h) Ingresar, con previo aviso, a los establecimientos o dependencias administrativas de las instituciones de educación superior y de sus organizadores que tengan relación con la administración de la institución respectiva, cuando corresponda, con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior fiscalizada. 


-La nueva redacción propuesta por el Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.

Letra i)


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este literal. 
Párrafo primero.


Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones.

La indicación Número 135), del Honorable Senador señor Allamand, lo sustituye por el que sigue:


“i) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones a que se refiere el artículo 71, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización de las personas o instituciones fiscalizadas.”.


La señora Ministra de Educación hizo presente que las facultades de investigación con las que cuenta el Ministerio de Educación en la actualidad son escasas, razón por la cual la norma del texto aprobado en general amplía la labor de esta cartera para revisar una serie de asuntos que hoy no puede hacer. 


Alejandra Contreras, Jefa de la División de Educación Superior, señaló, que examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones, es lo que permite constatar la existencia de convenios con partes relacionadas que han infringido las normas de la ley. Por ello, es importante acceder a esa información con los debidos resguardos que la ley considera para los terceros.


La señora Ministra de Educación recordó que en el proyecto de la Administración anterior, sobre este punto se preceptuaba que “se podrá ingresar a las dependencias administrativas de Educación Superior con el objeto de realizar las funciones que les sean propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de la actividad docente.” Agrega que “podrán acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización y examinar con los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o instituciones fiscalizadas sin impedir el normal desarrollo de las actividades.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que lo que importa, de acuerdo con las indicaciones presentadas a este literal, es suprimir la frase “tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones con que finaliza el párrafo primero de la letra i).”.


Estuvo de acuerdo con que la Superintendencia pueda fiscalizar a los relacionados respecto al vínculo que exista con el establecimiento, pero no a todos los libros, antecedentes o documentos del tercero. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió  que la nueva letra i) debiera quedar redactada de la siguiente manera:


“i) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones, respecto de éstas.”.

- Con el objeto de enmendar este literal, la indicación contó con la aprobación unánime de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe de que el sentido de la letra i) tal cual como quedó con la nueva redacción, es lo que se busca, esto es, que las facultades intrusivas sólo puedan ser respecto a las operaciones que se realizan con la institución.

Párrafo segundo.


Aquellos terceros señalados en el párrafo anterior a los que la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, podrán solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento.

La indicación Número 136), del Honorable Senador señor Allamand, lo suprime.

La indicación Número 137), del Honorable Senador señor Allamand, lo reemplaza por el siguiente:


“Cuando la Superintendencia requiera de aquellos terceros señalados en el párrafo anterior, antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5°, número 5, de la ley Nº 21.000.”.


-La indicación Número 136) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, con enmiendas; mientras que la indicación Número 137) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


Este párrafo fue objeto de una nueva indicación del Ejecutivo, signada con el número 137) bis) que señala lo siguiente:


“Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.”.

-Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Párrafo tercero.


La Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en las instituciones de educación superior.

Letra j)

Párrafo primero.


Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas, de los terceros con ellas relacionadas y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere esta letra, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.

La indicación Número 138), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la palabra “relacionadas” la siguiente frase: “y con las que mantenga contratos vigentes”.

-Esta indicación resultó aprobada, con modificaciones en una nueva redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

La nueva redacción es la siguiente:


“j) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas, de los terceros con ellas relacionadas y con las que haya celebrado contratos o realizado operaciones, y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere esta letra, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.”.

La indicación Número 139), del Honorable Senador señor Allamand, agrega la siguiente oración final: “Respecto de los terceros relacionados, sólo podrá solicitar información referida a las transacciones que hayan realizado con la institución de educación superior fiscalizada.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Párrafo segundo.


Aquellos terceros señalados en el párrafo anterior a los que la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, podrán solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento.

La indicación Número 140, del Honorable Senador señor Allamand, lo sustituye por el siguiente:

“Los requerimientos de información sobre operaciones bancarias sometidas a secreto o reserva que formule el Superintendente, en virtud de lo establecido en este literal, deberán, además, ser autorizados previamente por un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5°, número 5, de la ley Nº 21.000.”.

El Honorable Senador señor Allamand señaló que esta indicación tiene el mismo sentido de otras que se han aprobado respecto a la limitación de las facultades de la Superintendencia en cuanto a su operatividad en cuanto a las facultades intrusivas. 

La señora Ministra se comprometió a formular una indicación que recoja el principio contenido en la propuesta.

-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Al igual que en el literal anterior, este párrafo fue objeto de una nueva indicación del Ejecutivo, signada con el número 140) bis) que señala lo siguiente:


“Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.”.

-Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

La indicación Número 141, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la frase “respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento”, por la expresión “que autorice levantar dicho secreto”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Letra k)

Párrafo primero.


Citar a declarar, dentro del ámbito de sus competencias, a los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o de quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas, y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza, como asimismo testigos, respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones.

La indicación número 142, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la expresión “citar a declarar,” lo siguiente: “en caso que existan presunciones fundadas de la existencia de un hecho constitutivo de faltas graves y gravísimas,”.

La indicación Número 143, del Honorable Senador señor Allamand, elimina las siguientes frases: “, y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza, como asimismo testigos, respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones”.

-La indicación Número 142) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

-La indicación Número 143) fue rechazada por mayoría de votos. Por el rechazo se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron afirmativamente los Honorables Senadores señora Von Baer y Señor Allamand.


-Sin perjuicio de la inadmisibilidad de la indicación número 142) y del rechazo de la número 143), el Ejecutivo se comprometió a presentar una indicación que recoja el sentido de ambas propuestas, lo que se concretó en la indicación número 143) bis, que es del siguiente tenor: 

k) Citar a declarar, en caso que existan antecedentes de la existencia de hechos u omisiones constitutivos de infracciones graves o gravísimas, dentro del ámbito de sus competencias; a los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas; y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza; como asimismo testigos; respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el debido cumplimiento de la normativa vigente.”.

- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Párrafo segundo.


La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación de lo contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

Letra l)

Atender las consultas que se le formularen en materias de su competencia, recibir y resolver reclamos, y actuar, cuando corresponda, como mediador de ellos.

Letra m)

Investigar y resolver las denuncias que se presenten en materias de su competencia.

Letra n)

Formular cargos, sustanciar su tramitación, adoptar medidas provisionales y resolver los procesos que se sigan respecto de cualquier infracción de que conozca en materias de su competencia.

Letra o)

Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la ley.

Letra p)


La Honorable Senadora señora Von Baer, solicitó votación separada de este literal. 

Aplicar e interpretar administrativamente las normas cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser actualizadas, sistematizadas y mantenidas en registros de libre acceso electrónico de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas.

La indicación Número 144), del Honorable Senador señor Allamand, elimina la frase “e interpretar administrativamente”.

La indicación Número 145, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega el siguiente párrafo, nuevo:

“Existirá un periodo de consulta pública en el que representantes de las instituciones de educación superior podrán hacer comentarios a las normas referidas en el inciso anterior. Dicho periodo será de 30 días hábiles previos a la dictación de dichas normas.”.

La señora Ministra de Educación señaló que todas las Superintendencias tienen facultades para interpretar administrativamente las normas que le corresponden vigilar, por lo que instó a Sus Señorías a rechazar esta indicación.

El Honorable Senador señor Allamand advirtió que esta indicación está en sintonía con lo que señaló el señor Contralor General de la República, porque esa facultad es propia de la Controlaría General de la República. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que prefiere el texto de la indicación N° 145, porque en ella se le permite a la Superintendencia interpretar, pero que además se faculta a las instituciones de educación superior a realizar comentarios y observaciones a las normas que interprete o que emanen de la Superintendencia.

La señora Ministra de Educación planteó hacer una referencia expresa al artículo 73 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que faculta a las Superintendencias a abrir un período de consulta respecto de las instrucciones que imparte.

El Honorable Senador señor Allamand insistió que para él la facultad de interpretación administrativa corresponde al Controlar General de la República y no a la Superintendencia de Educación Superior, lo que no obsta a que dicte instrucciones.

El Honorable Senador señor Quintana reconoció que la Contraloría General de la República es la que interpreta las normas administrativas a través de sus dictámenes, y señaló que cualquier interpretación que realice la Superintendencia de Educación Superior que sea contraria a los dictámenes de la Contraloría será ilegal, pero que ello no puede impedir a la Superintendencia de Educación Superior a interpretar sus propias instrucciones.

El Honorable Senador señor Allamand aclaró que no se opone a que interprete sus propias normas, pero sí a que tenga la facultad de interpretar normas que emanan de otros órganos, cuyo cumplimiento le corresponde supervigilar. De mantenerse este texto, apuntó, se le estaría dando una facultad expresa para interpretar la ley, lo que en su opinión no le corresponde.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó utilizar la expresión “preceptos” en vez de “normas” y resaltó que sólo podrá interpretar aquellos preceptos cuyo cumplimiento le corresponde vigilar y no todo el ordenamiento jurídico.

La señora Ministra de Educación advirtió a Sus Señorías que el inciso segundo del artículo en estudio establece que las funciones de la Superintendencia se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República y en coordinación con ésta.

El Honorable Senador señor Allamand comentó que este inciso también fue observado por el Contralor General de la República, en particular, la frase “en coordinación con ésta”, porque pareciera que ambas instituciones son colocadas en el mismo nivel.

-La indicación Número 144) se rechazó por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

-La indicación Número 145 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

Puesto en votación separada, el literal p) resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.  


-La Honorable Senadora señora Von Baer hizo una reserva de constitucionalidad respecto del texto aprobado para la letra p) del artículo 19, por cuanto, en su opinión, atenta contra la autonomía universitaria consagrada en el artículo 19 número 11° de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio de lo anterior, con posterioridad el Ejecutivo presentó la indicación 145 bis) Para agregar, en su letra p), el siguiente párrafo segundo, nuevo: 


“La Superintendencia deberá abrir un período de información pública para la dictación de instrucciones de general aplicación, de conformidad a lo establecido en el artículo 39 de la ley Nº 19.880. Sin embargo, tratándose de casos de urgencia o cuando la información pública haga ineficaz la dictación de la instrucción, podrá omitir dicho trámite especificando las circunstancias que la justifican.”.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Letra q)

Remitir a la Comisión Nacional de Acreditación los antecedentes que, en ejercicio de sus funciones y atribuciones, tuviere conocimiento y en los cuales aparecieren indicios de incumplimientos en materias de su competencia.

Letra r)

Remitir al Ministerio Público los antecedentes de que tuviere conocimiento en el ejercicio de sus funciones y en los cuales aparecieren indicios de haberse cometido algún hecho constitutivo de delito, especialmente en los casos señalados en los artículos 65 y 78.

La indicación Número 146), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la suprime.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra s)

Administrar la información que recopile en el ejercicio de sus competencias y proporcionar la información correspondiente al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, en coordinación con la Subsecretaría.

Letra t)

Elaborar índices, estadísticas y estudios con la información entregada por las instituciones fiscalizadas, y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

La indicación Número 147), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la palabra “competencia” la siguiente frase: “, que estarán siempre disponibles de manera destacada en su página electrónica, desde el momento de su publicación”.

La indicación Número 147) bis, del Honorable Senador señor Montes, añade la siguiente letra nueva:
“…) La Superintendencia deberá establecer un mecanismo que procure recibir de forma expedita las denuncias que establezcan los estudiantes a sus instituciones de educación superior cuando vulneren los artículos de esta ley.”. 


-La indicación Número 147) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-La indicación Número 147 bis) fue retirada por su autor. 

Letra u)

Convenir con otros organismos de la Administración del Estado, o con entidades privadas, la realización de acciones específicas, la prestación de servicios, y la transferencia electrónica de información para facilitar el cumplimiento de sus funciones.

Letra v)

Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

Letra w)

Párrafo primero.


Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Párrafo segundo.


Las funciones anteriores se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República y en coordinación con ésta.


Sobre este párrafo recayeron las indicaciones números 148), 149) y 150).

La indicación Número 148), del Honorable Senador señor Montes, lo reemplaza por el siguiente:

“Las funciones anteriores se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República para coordinar, orientar y verificar el cumplimiento de dichas facultades en los ámbitos de su competencia.”.

La indicación Número 149), de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, elimina la locución “y en coordinación con ésta”.

La indicación Número 150), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), incorpora un inciso final del siguiente tenor:

“No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, respecto de las instituciones de educación superior estatales, en el ejercicio de sus funciones la Superintendencia deberá abstenerse de intervenir en asuntos de competencia de la Contraloría General de la República, según lo establecido en los artículos 98 y siguientes de la Constitución Política del Estado y en la Ley Orgánica de dicha entidad contralora.”.

-La indicación Número 149) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-Las indicaciones Números 148) y 150) fueron retiradas por sus autores. 


-El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia en este informe que las funciones que desempeñe la Superintendencia deberán, siempre, realizarse de manera coordinada de acuerdo con las facultades con que cada organismo de la Administración Pública cuenta en las materias en que le toque concurrir. 

ARTÍCULO 20
Inciso primero

En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio, o previa denuncia o reclamo. La Superintendencia instruirá el respectivo procedimiento en caso de advertir la existencia de una o más contravenciones a las normas que le corresponde fiscalizar.

La indicación Número 151), del Honorable Senador señor Allamand, suprime la expresión “de oficio, o”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 21
Inciso primero

Para los efectos de esta ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos constatados en dicha acta constituirán presunción legal de veracidad.

La indicación Número 152), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la oración “Los hechos constatados en dicha acta constituirán presunción legal de veracidad.” por “Los hechos constatados por los funcionarios y sobre los cuales deban informar podrán constituir presunción legal de veracidad para todos los efectos de la prueba judicial.”.

La indicación Número 153), del Honorable Senador señor Allamand, introduce el siguiente inciso, nuevo:

“En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas y realizar las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.”.

-La indicación Número 152) fue retirada por su autor.


-La indicación Número 153) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 22
Inciso primero

Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la respectiva institución. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los funcionarios fiscalizadores.

Inciso segundo

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán informar al sujeto o institución fiscalizada la materia específica objeto de la fiscalización y de las normas pertinentes, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El sujeto o institución fiscalizada podrá, en el mismo acto, hacer constar en el acta aquellos errores de hecho o transgresiones de derecho que, a su juicio, se hayan producido durante la fiscalización.

La indicación Número 154), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la expresión “de la Superintendencia”, la locución “, como primera actuación,”.


La indicación Número 155), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega después de la frase “producido durante la fiscalización” la siguiente: “teniendo el funcionario la obligación de consignarlo en el acta respectiva”.


-La indicación Número 154) fue retirada por su autor.


-La indicación Número 155) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Inciso tercero

Los sujetos o instituciones fiscalizadas podrán denunciar conductas ilegales de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar dicha circunstancia a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

Inciso cuarto

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor de las instituciones fiscalizadas.

La indicación Número 156), del Honorable Senador señor Allamand, incorpora después del artículo 22 el siguiente, nuevo:

“Artículo ...- La infracción a cualquiera de los deberes establecidos en esta ley para los funcionarios de la Superintendencia, será sancionada con las medidas disciplinarias del artículo 116 de la ley Nº 18.834, literales b), c) y d).”.


-Esta indicación se rechazó por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

Párrafo 2° De la organización de la Superintendencia

ARTÍCULO 24
Inciso primero

Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente:

La indicación Número 157), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “veinticuatro” por “doce” todas las veces que aparece.

-Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Letra a)

a) Los miembros, asociados, propietarios, socios o fundadores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

La indicación Número 158), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “miembros,” por “miembros de la asamblea o”.


-Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra b)

b) Los integrantes del órgano de administración superior de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

Letra c)

c) Los rectores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

Letra d)

d) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

Letra e)

e) Quienes ejerzan labores docentes en alguna de las instituciones de educación superior sujetas a su fiscalización.

Inciso segundo

Asimismo, son incompatibles las actividades de las exautoridades o exfuncionarios de la Superintendencia en la misma forma, plazo y condiciones que sean aplicables a las instituciones fiscalizadoras, en conformidad a la ley.

La indicación Número 159), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, consulta un inciso final del siguiente tenor:

“Una vez cesados en sus funciones, quienes desempeñen el cargo de Superintendente, quedarán inhabilitados por un plazo de seis meses para ser miembros, asociados, propietarios, socios, integrantes de los órganos de administración, rectores o docentes de planta de una institución de educación superior.”.


-Esta indicación fue retirada por uno de sus autores, Honorable Senador señor Quintana.

ARTÍCULO 25°
Inciso primero

Enumera las atribuciones del Superintendente. Dentro de ellas considera, en su literal c) la de ejecutar los actos y celebrar los convenios que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

Esta letra fue objeto de la indicación Número 160), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la frase “Ejecutar los actos” por “Salvo la tercerización de la función fiscalizadora, podrá ejecutar los actos”. 


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Párrafo 3° De la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar

La indicación Número 161), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye su epígrafe por el que sigue:

“Párrafo 3° De las obligaciones de informar”.

La indicación Número 162), del Honorable Senador señor Allamand, para reemplaza su epígrafe por el siguiente:

“Párrafo 3° De la obligación de informar de las instituciones de educación 

superior”.


Ambas indicaciones, Números 161) y 162) fueron aprobadas, la primera con modificaciones, y la segunda sin enmiendas, con la siguiente redacción:

“Párrafo 3° De la obligación de informar de las instituciones de educación superior” 


-El acuerdo precedente se adoptó con el acuerdo unánime de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker. 

ARTÍCULO 35
Inciso primero
La indicación Número 163), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la indicación Número 164), del Honorable Senador señor Allamand, y la indicación Número 165), de la Honorable Senadora señora Von Baer, proponen suprimirlo.

El Honorable Senador señor Montes señaló que el artículo 35 permitirá a la Superintendencia de Educación Superior supervigilar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, y recordó que han tenido pésimas experiencias con algunas universidades que estado al borde de la quiebra, por lo que estimó que este aspecto es fundamental que se incluya en esta ley.

La Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, explicó que con esta indicación sólo se elimina la facultad de la Superintendencia para determinar la viabilidad financiera de una universidad, lo que  fue reemplazado por la obligación de las instituciones de educación superior de presentar sus estados financieros, que deberán incluir un análisis de riesgo elaborado por una auditora externa, lo que está recogido en la indicación N° 166.


-Las indicaciones Números 163), 164) y 165) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-El Honorable Senador señor Montes pidió dejar constancia de que con la propuesta del Ejecutivo se está renunciando a la facultad de la Superintendencia de analizar la consistencia financiera de las instituciones de educación superior, lo que para él es una atribución fundamental de la de dicho organismo.


La Superintendencia deberá supervigilar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, y que los recursos y condiciones financieras de éstas les permitan el cumplimiento de sus fines.

Inciso segundo

Para el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, la Superintendencia podrá determinar, mediante norma de carácter general, condiciones e indicadores de riesgo, como referencia para las instituciones en dicha materia. En el ejercicio de esta función, la Superintendencia podrá hacer recomendaciones a las instituciones en materias relacionadas con este artículo, sin perjuicio de las atribuciones de la ley N° 20.800.

Inciso tercero

Se considerará que existe viabilidad financiera, cuando los resultados y proyecciones económicas, así como las fuentes de financiamiento de la institución de educación superior, son suficientes y realistas, y no ponen en riesgo el proyecto educativo ni desatienden los fines propios de la misma, sin perjuicio de las demás normas legales, reglamentarias y normas de carácter general que se dicten al efecto.

La indicación Número 165 bis), del Honorable Senador señor Quintana, suprime la expresión “y realista”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso cuarto

Para efectos de supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, la Superintendencia deberá considerar las características específicas de cada proyecto, los planes de inversión y cualquier otro elemento que justifique el riesgo asociado a sus decisiones estratégicas.

ARTÍCULO 36
Inciso primero

Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, de acuerdo a las normas de carácter general que al efecto podrá dictar la Superintendencia, y deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa de la ley N° 18.045.

La indicación Número 166), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo sustituye por el que sigue:

“Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa conforme a los principios que para estos efectos fije la Superintendencia mediante normas de carácter general. Asimismo, deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa reguladas en la ley N° 18.045, el que deberá contener un análisis de riesgos en relación a la viabilidad financiera de la institución de educación superior.”.

La indicación Número 167), de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, reemplaza la expresión “podrá dictar la Superintendencia” por “dictará la Contraloría General de la República”.

La indicación Número 168), de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, incorpora el siguiente inciso nuevo:

“Con todo, la Contraloría General de la República deberá velar por la homogenización de los métodos contables considerando la naturaleza jurídica de las instituciones sometidas a ella.”.





Con la finalidad de concordar una redacción respecto de esta materia, el Ejecutivo presentó la indicación número 166 bis), que propone  reemplazarlo por el siguiente:


Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa. Para estos efectos, la Superintendencia definirá, previa consulta a la Contraloría General de la República, las normas contables que deberán utilizar dentro de aquellas comúnmente aceptadas en el país. Asimismo, las instituciones deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa reguladas en la ley N° 18.045, el que deberá contener un análisis de riesgos en relación a la viabilidad financiera de la institución de educación superior.”.





- De esta manera, fueron aprobadas las indicaciones números 166) bis, sin enmiendas, y 166), con modificaciones, por la unanimidad de los Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana, la primera de ellas, en tanto que la segunda, concurrió a la referida unanimidad el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: En tanto que, con la misma votación, quedaron rechazadas las indicación números 167) y 168)


En relación con esta regulación, el Honorable Senador señor Montes dejó constancia en el sentido que esta disposición busca que las Instituciones de Educación Superior  posean información homogénea y ellas incorporen en su funcionamiento las normas generales que ha impartido la Contraloría General de la República sobre la materia.

ARTÍCULO 37
Inciso primero

Las instituciones de educación superior deberán enviar a la Superintendencia:

Letra a)

a) Los estados financieros consolidados, debidamente auditados, que contemplen, de manera desagregada, los ingresos y gastos de la institución, así como activos y pasivos.

La indicación Número 169), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “auditados” la frase “de acuerdo al artículo anterior”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra b)

b) Una lista actualizada con la individualización completa de sus socios, asociados o miembros, y de quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, cualquiera sea su denominación. Asimismo, las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en la última lista enviada.

La indicación Número 170), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la palabra “asociados” la expresión “grupos empresariales nacionales o extranjeros”.

La indicación Número 171), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “miembros” la expresión “de la asamblea”.


-La indicación Número 170) fue aprobada, con la sola enmienda de intercalar la frase “miembros de la asamblea, nacionales o extranjeros”. El acuerdo fue adoptado  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación Número 171) resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra c)

c) Información sobre los actos, convenciones y operaciones celebradas con personas relacionadas de acuerdo a lo establecido en los artículos 71 al 80 de la presente ley.

Letra d)

d) Información respecto de las donaciones recibidas asociadas a exenciones tributarias.

Letra e)

e) Una lista actualizada de las entidades en cuya propiedad la institución de educación superior tenga participación, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución de educación superior pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración.

Letra f)

f) Información sobre todo hecho esencial que afecte significativamente su situación financiera y patrimonial.

La indicación Número 172), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega la siguiente oración final: “Deben considerarse esenciales aquellos eventos que sean capaces de afectar en forma significativa, entre otros aspectos, a la situación financiera o los activos y obligaciones de la institución de educación superior.”.

-Esta indicación resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Letra g)

g) Información entregada en cumplimiento de las obligaciones que contemplan los artículos 4, 6 y 7 del decreto N° 180, de 1987, del Ministerio de Hacienda, que fija norma para la presentación de presupuestos, balance de ejecución presupuestaria e informes de gestión de las instituciones de educación superior que indica, por las instituciones de educación que correspondan.

La indicación Número 173), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la suprime.


-La indicación N° 173) resultó aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Letra h)

h) Información entregada por las instituciones de educación superior estatales, en cumplimiento del artículo 50 de la ley N° 18.591.

La indicación Número 174), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la suprime.

- Esta proposición fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Inciso segundo

La Superintendencia determinará la forma, contenido y periodicidad de la información requerida en el inciso precedente. Con todo, la información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.

La indicación Número 175), de la Honorable Senadora señora Von Baer, suprime la oración inicial “La Superintendencia determinará la forma, contenido y periodicidad de la información requerida en el inciso precedente.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, con la sola enmienda de reemplazar la frase inicial por la siguiente: “La información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.”.
ARTÍCULO 39

Dispone que sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 20.285, la Superintendencia mantendrá a disposición del público a través de su sitio electrónico, distinta información. En su literal d), considera el Registro Público de Sanciones.

La indicación Número 176), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la palabra “Sanciones” la frase “de los últimos cinco años”.

Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

En ese mismo sentido, el la letra f) contempla todo antecedente que refiera a la sanción propiamente tal, como el expediente, descargos, informes o pruebas, decisión final, entre otros. Para su cumplimiento, deberán observarse especialmente los artículos 5, 10, 11 y 21 de la ley N° 20.285.


A este respecto, la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, estuvo de acuerdo en referir esta información también al plazo de 5 años, adecuación que se hizo en la disposición.

Párrafo 4° De la atención de reclamos y denuncias

ARTÍCULO 40
Inciso primero

La Superintendencia recibirá los reclamos y denuncias que se le formulen y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.

ARTÍCULO 41
Inciso primero

El reclamo es la petición formal realizada a la Superintendencia por una persona o grupo de personas interesadas, para que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento.

La indicación Número 177), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la palabra “entidades” por “instituciones de educación superior”.

La indicación Número 178), del Honorable Senador señor Allamand, agrega la siguiente oración final: “Para los efectos de este párrafo, se entenderá por personas interesadas aquellas a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.880.”.

-Ambas indicaciones resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Inciso segundo

Recibido el reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar una mediación o un procedimiento sancionatorio o su rechazo fundado, según corresponda. Con todo, dicho plazo no podrá exceder de quince días hábiles.

La indicación Número 179), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la expresión “podrá abrir” por “deberá abrir”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


-Sin perjuicio de lo anterior, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 179 bis), en el mismo sentido que la 179), la que fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.
ARTÍCULO 42
Inciso primero

Admitido un reclamo a tramitación, el funcionario competente ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al reclamado.

La indicación N° 180), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la frase “funcionario competente” por “Superintendente”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso segundo

El funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto. Dicho proceso deberá constar en un acta, firmada por los comparecientes, en la cual deben constar las medidas propuestas y el hecho de haberse alcanzado o no acuerdo sobre la materia.

Inciso tercero

Si no se llegare a acuerdo, y en caso que corresponda de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente, el reclamante podrá seguir su pretensión como denuncia. Asimismo, si la Superintendencia considera que los hechos objeto del reclamo afectan a otras personas además del reclamante, y que pudiesen configurar alguna de las infracciones de las señaladas en esta ley, podrá iniciar de oficio un proceso, de conformidad a los artículos siguientes.

La indicación Número 181), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la expresión “Asimismo,” por “No obstante,”.

La indicación Número 182), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la expresión “podrá iniciar” por “iniciará”.

-La indicación Número 181) fue retirada por su autor. 

-La indicación Número 182)  fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias que inciden en la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


- Al igual como en el caso del artículo anterior, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 182 bis), en el mismo sentido que la 182), la que fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.
Inciso cuarto

La Superintendencia, con motivo de una mediación, reclamo o denuncia, podrá oficiar a cualquiera de los entes que forman parte del Sistema para informar, solicitar antecedentes o pedir que se incorporen a dichos procedimientos, con el fin de propender a la coordinación para el esclarecimiento y solución de la eventual controversia.

ARTÍCULO 43
Inciso primero

La denuncia es el acto escrito por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan, en conformidad a lo señalado en esta ley.

Inciso segundo

Las denuncias deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa de el o los denunciantes, quienes deberán suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.

Inciso tercero

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad, significa una eventual infracción a la ley y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al denunciante.

La indicación Número 183), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sustituye la expresión “podrá disponer” por “dispondrá”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso cuarto

La Superintendencia podrá ordenar directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento cuando se trate de denuncias realizadas por el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación.

Inciso quinto

Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, las denuncias de infracciones podrán ser realizadas bajo reserva de identidad, si el denunciante así lo solicitare. En este caso, el acto de instrucción que dé comienzo al procedimiento deberá dar cuenta de que éste se ha iniciado en virtud de denuncia reservada.

La indicación Número 184), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después del vocablo “solicitare” la frase “y existiere causa justificada para ello, debidamente calificada por la Superintendencia”.

El Honorable Senador señor Allamand explicó esta indicación tiene por objeto evitar un sinnúmero de denuncias anónimas sin fundamento, por ello se propone que estas denuncias deban expresar causa justificada y que la Superintendencia de Educación Superior sea la que califique estas causas.

El Honorable Senador señor Navarro previno a Sus Señorías que esta indicación podría desincentivar la presentación de denuncias.

El Ejecutivo planteó reemplazar los vocablos “causa justificada” por “razones fundadas” y eliminarla parte final que dice “debidamente calificada por la Superintendencia”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aprobó la propuesta, porque bastará que el denunciante dé razones fundadas de su denuncia. 

El Honorable Senador señor Allamand señaló que en caso de estar ante una denuncia que no incluye las razones fundadas de su presentación se está ante una denuncia pública que deja de ser anónima.

La indicación Número 185), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega la siguiente oración final: “La investigación se mantendrá en reserva hasta la formulación de cargos.”.

-La indicación Número 184) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-La indicación Número 185) fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 44
Inciso primero

Formulados los cargos a una institución de educación superior, o una vez sancionada o absuelta, no podrá tomar ningún tipo de represalia en contra del denunciante, cualquiera sea la forma en la que éste se relacione con la institución, cuestión para la cual la Superintendencia arbitrará todas las medidas que sean necesarias de acuerdo a las facultades que le confiere la ley.

Inciso segundo

Se considerarán represalias, especialmente, el despido, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.

La indicación Número 186), del Honorable Senador señor Allamand, lo reemplaza por el siguiente:

Se considerarán represalias, especialmente, el despido injustificado, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula por causales que no estén contempladas en el reglamento de la institución, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.”.

-Esta indicación fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso tercero

Para el caso de instituciones de educación superior estatales, sus funcionarios, incluidos quienes presten servicios mediante un contrato a honorarios o del Código del Trabajo, que formulen denuncias previstas en este artículo, gozarán de los derechos previstos en el artículo 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, en lo que sea aplicable.

Párrafo 5° Del procedimiento sancionatorio

ARTÍCULO 45
Inciso primero

El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por denuncia, regulada en los artículos anteriores, o de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción sobre materias de su competencia.

La indicación Número 187), del Honorable Senador señor Allamand, incorpora el siguiente inciso nuevo:

“Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, en los mismos términos del artículo 25 de la ley Nº 19.880.”.

-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 46
Inciso primero

La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de veinte días, prorrogables por diez días más en caso de infracciones graves o gravísimas, para formular los descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.

Inciso segundo

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.

La indicación Número 188), del Honorable Senador señor Allamand, incorpora el siguiente inciso final, nuevo:

“Ninguna persona podrá ser sancionada por acciones, omisiones o infracciones legales que no hubiesen sido imputadas en la formulación de cargos.”.

-Esta indicación fue aprobada con modificaciones, de manera de referir la prohibición sólo a acciones u omisiones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 49
Inciso primero

Transcurridos dos años de inactividad dentro del procedimiento sancionatorio por parte de la Superintendencia, se producirá la caducidad del procedimiento, debiendo dictarse una resolución que la declare y ordene su archivo.

La indicación Número 189), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la expresión “dos años” por “seis meses”.

-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Inciso segundo

La caducidad no implicará la prescripción de la infracción ni de la facultad de la Superintendencia para iniciar un nuevo procedimiento sancionatorio por los mismos hechos. En este último caso podrá agregar al nuevo expediente todos los antecedentes, informes y actuaciones útiles efectuadas en el procedimiento caducado, debiendo en cualquier caso realizar todas las etapas del procedimiento nuevamente.

La indicación Número 190), del Honorable Senador señor Allamand, lo suprime.

-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Inciso tercero

La Superintendencia no podrá perseguir las infracciones cometidas transcurridos cuatro años desde que hubiere terminado de cometerse el hecho. Este plazo se suspende cuando se inicia el procedimiento sancionatorio, con la notificación del infractor y se interrumpe cada vez que se cometa una nueva infracción. En caso de declararse la caducidad del procedimiento, se entenderá que no se interrumpió ni suspendió el plazo de prescripción.

La indicación Número 191), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye la frase “perseguir las infracciones cometidas” por “dar inicio a un procedimiento sancionatorios”.

La indicación Número 192), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después del vocablo “infracción” la expresión “del mismo tipo”.


-La indicación Número 191) fue retirada por su autor. 

-La indicación Número 192) fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

ARTÍCULO 51
Inciso primero

Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación de la resolución impugnada.

La indicación Número 193), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la expresión “de la resolución impugnada” la frase “, o de la reposición en su caso”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso cuarto

Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.

La indicación Número 194), del Honorable Senador señor Allamand, elimina la oración inicial que señala “Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en relación.”.

-Esta indicación fue retirada por su autor.
Párrafo 6° Infracciones y sanciones

ARTÍCULO 53
Inciso primero

Enumera las infracciones gravísimas. En su letra d) considera cualquier acción u omisión dolosa destinada a obtener acreditación o años de acreditación mayores a los que correspondan en conformidad a la ley N° 20.129.

La indicación Número 195), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “años” por “niveles”.

-Esta indicación resultó aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer. 


En su letra h), considera efectuar publicidad que exceda la información objetiva y verificable acerca de la institución y sus carreras o programas. El gasto total anual por este concepto no podrá ser superior a la suma equivalente al 1% del total de lo que reciban por concepto de aranceles, comprendido el financiamiento para la gratuidad. Para efectos de la fiscalización, tanto los ingresos por aranceles como el gasto en publicidad deberán estar desagregados por partidas o cuentas en los balances consolidados que se remitan a la Superintendencia.

La indicación Número 196), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y la indicación N° 197), del Honorable Senador señor Allamand, la eliminan.

El Honorable Senador señor Quintana solicitó al  Ejecutivo una explicación respecto de la norma aprobada en general.

La señora Ministra de Educación reconoció que existen varias universidades que se venden por más de lo que son y que bombardean con publicidad a los estudiantes. Resaltó que como Ejecutivo deben impedir la publicidad engañosa, pero llegar a determinar si gastó el 1% o 3% de sus ingresos en publicidad es una función que escapa de la competencia de la Superintendencia de Educación Superior.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, advirtió que en la letra j) de este mismo artículo se considera la infracción de la publicidad falsa o engañosa y que en el artículo 54 se define lo que se entiende por publicidad engañosa, por lo que consideró que este tema ya está resuelto.

El Honorable Senador señor Montes puso de relieve que en este tema existen varias distorsiones, porque las instituciones de menor nivel calidad son las que normalmente se dedican a invertir en publicidad y que a partir de ello se van generando un mercado de alumnos. Por eso, se mostró partidario de regular este tipo de publicidad y advirtió a Sus Señorías que no sólo está hablando de publicidad engañosa. 

El Honorable Senador señor Quintana anunció su voto en contra.

La indicación Número 197 bis), del Honorable Senador señor Quintana, reemplaza la expresión “suma equivalente al 1% del total de lo que reciban por concepto de aranceles, comprendido el financiamiento para la gratuidad.”, por la siguiente: “establecida por la Subsecretaría de Educación, mediante Decreto expedido por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.”

-Las indicaciones Números 196) y 197) fueron aprobadas por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 


En la letra j), considera efectuar publicidad falsa o engañosa, en los términos que se indican en el artículo 54.

La indicación Número 198), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, introduce a continuación de la letra j) una letra nueva del tenor que se señala:

“…) Incurrir en cualquier acto de discriminación arbitraria.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. 

Letra k)

k) Incurrir en toda otra infracción que sea calificada como gravísima por la ley.

La indicación Número 199), del Honorable Senador señor Bianchi, introduce el siguiente literal:

“…) Informar erróneamente respecto del número de estudiantes por carrera o programa, el número de académicos o cualquier información, si de ello resultare un incremento del financiamiento o aportes que la institución recibiría del Estado, de manera directa o indirecta.”.

La indicación Número 199 bis), del Honorable Senador señor Montes, agrega las siguientes letras nuevas:

“…) Será una infracción gravísima cuando una Institución de Educación Superior vulnere los principios de libertad y diversidad de cátedra por medio de la expulsión, desvinculación, censura o amedrentamiento académico.

…) Cuando se falsifique la autoevaluación institucional aportando datos que falten a la realidad para obtener un mejor resultado en lo que respecta la acreditación.”.

El Honorable Senador señor Montes refirió que esta indicación recoge la propuesta de la Confederación de Estudiantes de Chile y señaló que le parece gravísimo que un profesor que incorpora nuevos contenidos a su cátedra sea sancionado o censurado por la universidad. Asimismo, estimó gravísimo que se falsifiquen los datos sobre la autoevaluación institucional.

La señora Ministra de Educación previno que la segunda letra propuesta por esta indicación ya está incorporada en la letra d) del artículo 53 del texto aprobado en general, que se refiere a cualquier acción u omisión dolosa destinada a obtener la acreditación.

En cuanto a la primera letra propuesta, señaló que los principios de libertad y de diversidad de carrera son inherentes a la autonomía universitaria, ya que una universidad por definición puede tener una línea, pero que ello no la habilita para censurar a un profesor. En su opinión, este caso merece una sanción gravísima.

La Honorable Senadora señora Von Baer recordó a Sus Señorías que ya discutieron el tema de la diversidad de cátedra, a propósito de la letra f) del artículo 2°, en que se aprobó el principio de libertad académica en el entendido de que se debe respetar el proyecto institucional y la misión de toda institución de educación superior.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que el principio de libertad académica incluye la libertad académica y de cátedra, y precisó que en la indicación 199 bis deben determinar si la restricción a la libertad de cátedra sancionada con la expulsión, desvinculación, censura o amedrentamiento debe ser considerada como una infracción gravísima.

El Honorable Senador señor Navarro opinó que esta indicación no se vincula con el proyecto educativo y la misión institucional de una universidad. Al efecto, explicó que regula el caso en que se atenta contra el pluralismo y el acceso a la información de los estudiantes.

La Honorable Senadora señora Von Baer sugirió agregar a continuación de la palabra “vulnere” lo siguiente “la libertad académica y la libertad de cátedra”, para concordar este literal con la letra f) del artículo 2° aprobado por la Comisión.

El Honorable Senador señor Allamand estimó que son temas distintos el determinar si se debe entender como una infracción el atentar contra la libertad de cátedra y el incorporar formas en que se entiende que se atenta contra este principio. Además, previno que las conductas mencionadas no son asimilables, porque pertenecen a distintos niveles. Al efecto, consideró que amedrentar a un académico atenta contra la libertad de cátedra, pero no el desvincularlo porque no se sabe la razón por la cual fue despedido. Por ello, sugirió en esta letra contemplar, en términos más genéricos, la infracción gravísima de atentar contra la libertad de cátedra.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso discutir y votar por separada las dos letras propuestas.

El Honorable Senador señor Montes dijo que retira la segunda, porque compartió que ya está contenida en la letra d) del artículo 53.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para la primera letra planteó el siguiente texto “Será una infracción gravísima cuando una institución de educación superior vulnere el principio de libertad académica de la letra f) del artículo 2° por medio de la censura o amedrentamiento académico”.

La señora Ministra de Educación prefirió que diga que será una infracción gravísima cuando una institución de educación superior vulnere el principio de libertad académica de la letra f) del artículo 2°, sin especificar el tipo de conductas discriminatorias que se pueden ejercer respecto del académico.

El Honorable Senador señor Montes señaló que se inclina más por mencionar los principios de libertad académica y de libertad de cátedra de la letra f) del artículo 2°, y coincidió en eliminar las conductas para no entrar a la casuística que podría restringir la aplicación de la norma.

Se hizo presente que no corresponde incorporar la frase inicial “será infracción gravísima”, porque el artículo 53 parte con la frase “Son infracciones gravísimas:”


-La indicación Número 199) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


La indicación Número 199 bis) fue aprobada en una nueva redacción del siguiente tenor:


“k) Vulnerar los principios de libertad académica y libertad de cátedra a que se refiere la letra f) del artículo 2, por medio de la expulsión, desvinculación, censura o amedrentamiento académico.”.


-El acuerdo precedente contó con el acuerdo unánime de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 54°
Inciso primero

Se entenderá por publicidad engañosa cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de:

Letra a)

a) El valor correspondiente a matrícula, aranceles, becas y en general a cualquier desembolso o prestación pecuniaria exigida por una institución a sus estudiantes.

Letra b)

b) Los años de acreditación, que de conformidad a la ley haya obtenido la respectiva institución de educación superior y de la acreditación de sus carreras y programas de estudio, según corresponda.

La indicación Número 200), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “años” por “niveles”.

La indicación Número 201), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega la siguiente oración final: “Las instituciones o carreras que no cuenten con acreditación deberán advertir esta situación de modo destacado, ya sea de manera visible y/o audible.”.

El Honorable Senador señor Navarro indicó que uno de los factores claves de la competencia entre las universidades es la acreditación y que por ello se plantea que se entienda como publicidad engañosa aquella que no transparenta que la institución de educación superior no esté acreditada. Además, apuntó, en la mayoría de los casos la decisión de los estudiantes para escoger la universidad a la cual ingresarán pasa por la acreditación. 

El Honorable Senador señor Quintana complementó que al aprobar una acreditación obligatoria no existirán planteles no acreditados, pero que sí tendrán distintos niveles de acreditación y resaltó que aquello es fundamental que se transparente.

El señor Ministro de Hacienda indicó que le parece positivo que las universidades informen sobre su nivel de acreditación, y comentó que dado que la acreditación de las carreras no será obligatoria, no le caben dudas que esto será utilizado como instrumento de marketing, por lo que apoyó la propuesta de establecer la obligación de transparentar también la acreditación de las carreras.

La señora Ministra de Educación señaló que la ley N° 20.189 en su artículo 48 dice que las universidades deberán incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso acreditación institucional y el resultado del mismo. En el caso de la promoción de las carreras y programas de estudios, se deberá señalar el estado de la acreditación institucional y si se le otorgó o no la acreditación a la carrera publicitada.

Por eso, manifestó su apoyo a esta indicación, siempre que se haga una referencia a la norma antes citada.

La Honorable Senador señora Von Baer dijo que una cosa es decir que eso no se debe hacer y otra que se está ante una publicidad engañosa que induce a error o engaño.

El Honorable Senador señor Navarro consideró que dado que no se aprobará la acreditación obligatoria de las carreras es que se hace necesario regular e informar sobre las condiciones de cada carrera, como una fórmula para que los estudiantes puedan discriminar en el acceso.

La Honorable Senadora señora Von Baer no apoyó la propuesta de incluir este punto como la publicidad engañosa y consultó al Ejecutivo si la Superintendencia de Educación Superior podrá sancionar el incumplimiento de los contenidos de la ley de calidad.

La señora Ministra de Educación señaló que la letra b) del artículo 54 establece que se entiende por publicidad engañosa el mensaje que induce a error o engaño sobre los niveles de acreditación que haya obtenido la institución y sobre la acreditación de sus carreras y programas de estudio.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, anunció que votará en contra, porque esta iniciación está contenida en la letra b) del artículo 54. 

-Puesta en votación, la indicación Número 200), fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señor Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer. 

La indicación Número 201) fue retirada por el Honorable Senador señor Quintana.

Letra f)

f) Cualquier materia relacionada a la actividad de la institución de educación superior que conduzca a información equivocada respecto a la investigación, prestigio, posición internacional u otras, que no tenga sustento real.

Letra g)

g) La información respecto a la investigación, prestigio y posición internacional, que no tenga sustento real.

Letras f) y g)


La indicación Número 202), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlas por la siguiente:


“f) La calidad o cantidad de la investigación que realiza la institución, así como su prestigio o posición internacional.”.


-Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 55
Inciso primero

Son infracciones graves:

Letra a)

a) No remitir la información requerida por el Ministerio de Educación, la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación, en ejercicio de sus facultades legales, o hacerlo de forma tardía, incompleta o inexacta, de manera injustificada.

La indicación Número 203), del Honorable Senador señor Bianchi, la suprime.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra b)

b) Informar erróneamente respecto del número de estudiantes por carrera o programa, el número de académicos o cualquier información, si de ello resultare un incremento del financiamiento o aportes que la institución recibiría del Estado, de manera directa o indirecta.

Letra c)

c) Negarse a efectuar o entorpecer la auditoría externa de sus estados financieros de conformidad a la ley.

Letra d)

d) Modificar unilateralmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución de educación superior hubiere convenido con el estudiante la prestación de los servicios educativos.

La indicación Número 204), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la palabra “unilateralmente” por “arbitrariamente”.

La indicación Número 205), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la frase “prestación de los servicios educativos” la locución “o en forma tal que implique una prolongación de éstos”.

-La indicación Número 204) fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Votó en contra el Honorable Senador señor Quintana.  


-La indicación Número 205) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra e)

e) Condicionar la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones a exigencias pecuniarias, distintas al pago de aranceles previamente establecidos por la institución de educación superior en su reglamentación e informados a los estudiantes al momento de suscribir el contrato respectivo.

Letra f)

f) Incurrir en cualquier otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.

Letra g)

Párrafo primero.


g) Reiterar el incumplimiento de infracciones calificadas como leves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses incurren en dos o más infracciones leves.

Párrafo segundo.


En caso de infracciones que tengan el carácter de graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

ARTÍCULO 57
Inciso primero

Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas que procedan, dispone que el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 58:

Letra a)

a) Amonestación por escrito.

La indicación Número 205 bis), del Honorable Senador señor Montes, la elimina.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Letra b)

b) Multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones leves.

Letra c)

c) Multa a beneficio fiscal de hasta mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones graves.

Letra d)

d) Multa de hasta diez mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones gravísimas.

Letra e)

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar el cargo de rector o ser integrante del órgano de administración superior en cualquiera de dichas instituciones. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de cinco años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.

La indicación Número 205 ter), del Honorable Senador señor Montes, la reemplaza por la siguiente:

“e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar cualquier cargo, académico o administrativo, en cualquier institución de Educación Superior. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de diez años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.”.


Para la determinación del monto específico de la multa se deberán considerar los criterios establecidos en el artículo 58 de la presente ley.


La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución, a fin de que aquélla pueda removerlos de sus cargos en caso que corresponda de acuerdo a sus estatutos y la ley, sin perjuicio de ejercer las acciones judiciales que crea pertinentes. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.


En todo caso las multas siempre serán pagadas con el patrimonio propio de la persona o de la institución infractora. En ningún caso podrá utilizarse para ello los recursos públicos que se hubieren percibido.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

- - -

La indicación Número 206), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propone introducir un literal, nuevo, al artículo 57 del proyecto de ley, que establece las sanciones que puede aplicar el Superintendente de Educación Superior, de modo de agregar, dentro de éstas, la revocación del reconocimiento oficial de la Institución.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -

La indicación Número 207), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, añade, dentro de las sanciones que puede aplicar el Superintendente de Educación Superior, la prohibición temporal de admisión de estudiantes nuevos.



-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -

La indicación Número 208), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora, en las sanciones que puede aplicar el Superintendente de Educación Superior, la prohibición temporal de recibir fondos públicos.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -

La indicación Número 209), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora, dentro de las sanciones que puede aplicar el Superintendente de Educación Superior, la prohibición temporal de realizar promociones o publicitar la institución.

La indicación Número 209 bis), del Honorable Senador señor Montes,  añade, a las sanciones que puede aplicar el Superintendente de Educación Superior, la prohibición para ocupar cualquier cargo administrativo o académico durante 5 años, en cualquier Institución de Educación Superior.


-La indicación Número 209) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio; en tanto que la indicación Número 209) bis fue retirada por su autor.  

- - -

Inciso tercero

La indicación Número 210), de Su Excelencia la Presidenta de la República, establece, en el inciso tercero del artículo 57 del proyecto de ley, que la Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales, en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas y que resulten responsables de las infracciones cometidas.

La indicación Número 211), de Su Excelencia la Presidenta de la República, modifica el inciso tercero del artículo 57 del proyecto de ley, con la finalidad de establecer que la Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución, eliminando la finalidad de dicha comunicación para que aquélla pueda removerlos de sus cargos en caso que corresponda de acuerdo a sus estatutos y la ley, sin perjuicio de ejercer las acciones judiciales que crea pertinentes.


-Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Inciso cuarto

La indicación Número 212), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone eliminar el inciso cuarto del artículo 57 del texto aprobado en general.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -

La indicación Número 213), del Honorable Senador señor Allamand, apunta a incorporar un inciso final, nuevo, al artículo 57 del proyecto de ley:


“Con todo, no podrá la Superintendencia aplicar cualquiera de las multas señaladas en el inciso primero, cuando la institución de educación superior o quienes ejerzan funciones directivas hubiesen actuado de buena fe a una determinada interpretación de la ley, sustentada por la Superintendencia en circulares, dictámenes, informes u otros documentos oficiales.”.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que esta es una norma que, en su sentido, está contenida en otros cuerpos legales, esto es, que cuando existe buena fe del fiscalizado, esta debe ser considerada. 


La Ministra de Educación sugirió suprimir la palabra “dictámenes” y sustituir el vocablo “ley” por “preceptos”. 

Esta indicación fue aprobada en una nueva redacción del siguiente tenor:


“Con todo, la Superintendencia no podrá aplicar cualquiera de las multas señaladas en el inciso primero, cuando la institución de educación superior o quienes ejerzan funciones directivas en ella, hubiesen actuado de buena fe en una determinada interpretación de las normas de carácter general vigentes sustentada por dicho organismo.”.


-El acuerdo precedente fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. 
- - -

ARTÍCULO 58
Inciso primero

Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción; el beneficio económico obtenido con motivo de ésta; la intencionalidad y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma; la conducta anterior del infractor; el cumplimiento con los planes de recuperación, en su caso; la concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes; y el tamaño de la institución, teniendo en especial consideración el número de estudiantes y docentes con que ésta cuenta, el número de carreras y programas de estudio que imparte, el grado de desarrollo en las áreas de gestión institucional y docencia, y el número de sedes y extensión territorial de la misma, cuando corresponda.

Sobre dicho precepto, se formuló la indicación Número  214), del Honorable Senador señor Allamand,  que propone eliminar, en el artículo 58 del proyecto de ley, a propósito de los factores que debe considerar la Superintendencia de Educación Superior para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, el tamaño de la institución, teniendo en especial consideración el número de estudiantes y docentes con que ésta cuenta, el número de carreras y programas de estudio que imparte, el grado de desarrollo en las áreas de gestión institucional y docencia, y el número de sedes y extensión territorial de la misma, cuando corresponda.

La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, expuso que, según el parecer del Ejecutivo, que el tamaño de la entidad infractora resulta un elemento relevante para el ejercicio de las facultades sancionatorias de la administración.

En efecto, a modo de ejemplo afirmó que, en el ámbito de la institucionalidad medioambiental, la Superintendencia de Medio Ambiente debe ponderar el monto de la sanción en razón del tamaño de las empresas. En consecuencia, afirmó que dicho factor constituye un parámetro que debe ser considerado.

El Honorable Senador señor Allamand sostuvo que, en la aplicación de la disposición en estudio, debe atenderse a la gravedad de la conducta sancionada por sobre el tamaño de la entidad infractora.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en sentido contrario, afirmó que, para efectos del cálculo de la sanción, resulta relevante el tamaño de la entidad, sobre todo considerando en los efectos que una multa de gran entidad puede producir en una organización de menor tamaño, y viceversa.

La Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que la consideración del tamaño de la empresa deriva de la aplicación del principio de proporcionalidad en materia sancionatoria, de modo que se trata de un elemento que debe ser considerado sin necesidad de una mención en la legislación que se aplica.

Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, sin enmiendas. 


El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia en este informe de que las demás elementos que consigna el artículo 58 del proyecto de ley, deben ser ponderados para efectos de la aplicación de la norma en estudio.

ARTÍCULO 61


El artículo 61 del proyecto de ley establece las circunstancias atenuantes de responsabilidad.

Letra a)


La letra a) del artículo 61 consigna que, dentro de las circunstancias atenuantes de responsabilidad, se debe considerar el subsanar los reparos u observaciones representados por la Superintendencia dentro del plazo que ésta determine.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 215.


La indicación número 215), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agregar  que la circunstancia atenuante, consistente en subsanar los reparos u observaciones representados por la Superintendencia dentro del plazo que ésta determine, podrá aplicarse siempre que se determine que no hubo intención dolosa de por medio.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Letra b)


La letra b) de del artículo 61 establece, dentro de las circunstancias atenuantes de responsabilidad, no haber sido objeto de alguna de las sanciones previstas en las normas aplicables a la educación superior en los últimos seis años tratándose de una infracción gravísima; en los últimos cuatro años si esta fuere grave, y en los últimos dos años, en caso de una infracción leve.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación número  216, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propone eliminar la letra b) del artículo 61 del proyecto de ley,


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 62


El artículo 62 del proyecto de ley contiene las circunstancias agravantes de responsabilidad.

Inciso primero

Letra a)


La letra a) del artículo 62 contempla que constituye una las circunstancias agravantes de responsabilidad no presentarse a declarar, salvo caso fortuito o fuerza mayor, por parte de los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de la persona jurídica fiscalizada, cuando haya sido solicitada por la Superintendencia.


Sobre dicha disposición, se formuló la indicación Número 217), de Su Excelencia la Presidenta de la República, especifica que, para efectos de aplicar dicha circunstancia agravante, debe tratarse de  miembros la expresión de la asamblea.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Letra b)


La letra b) del artículo 62 establece que constituye una las circunstancias agravantes de responsabilidad el incumplimiento reiterado de las normas aplicables, o de las instrucciones o requerimientos de información formulados por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.


Sobre la referida norma, se formuló la indicación Número 218), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, consigna que para el incumplimiento reiterado de las normas aplicables, o de las instrucciones o requerimientos de información formulados por la Superintendencia, se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en más de una ocasión.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Párrafo 7°

Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro


Respecto del epígrafe del Párrafo 7° del texto aprobado en general se formuló la indicación número 219), del Honorable Senador señor De Urresti, que propone que las reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sean aplicables a aquellas sin fines de lucro creadas con posterioridad al 1 de enero de 1981.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 63


Dispone que las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro sólo podrán tener como controladores, miembros o asociados a personas naturales, personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o que deriven su personalidad jurídica de éstas, u otras entidades de derecho público reconocidas por ley. Dispone, además, que tales instituciones se regirán por las disposiciones que contiene la iniciativa y por las normas especiales aplicables a la educación superior y, de forma supletoria, por las disposiciones del título XXXIII del libro I del Código Civil.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo 63.


A su respecto, además, se formularon las indicaciones Números 220, 221, 222 y 223.


La indicación Número 220), del Honorable Senador señor De Urresti, propone agregar, después de la locución “sin fines de lucro” la expresión “creadas con posterioridad al 1 de enero de 1981”.


La indicación Número 221), del Honorable Senador señor Allamand, apunta a suprimir la expresión “controladores”.


La indicación Número 222), de Su Excelencia la Presidenta de la República,  propone eliminar la frase “, miembros o asociados”.


La indicación Número 223), del Honorable Senador señor Allamand, apunta a incorporar un inciso final, nuevo, de modo de establecer que sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo 63, las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro podrán tener como miembros o asociados a personas jurídicas con fines de lucro cuando tengan no la posición de controlador.


El Honorable Senador señor Allamand, al fundamentar su propuesta, sostuvo que la prohibición de ejercer funciones con fines de lucro alcanza a las instituciones de educación superior, pero dicha prohibición no debe ser aplicada respecto del controlador de ella, en razón de las siguientes consideraciones.


En efecto, aseveró que establecer una norma de dicho tenor afectaría el ejercicio del derecho de asociación y a la libertad de enseñanza, considerando que nuestro ordenamiento no contiene un tratamiento discriminatorio entre personas naturales o jurídicas. En consecuencia, arguyó, no resulta adecuado prohibir que una persona jurídica pueda conformar, a su vez, otra entidad sin fines de lucro.


Asimismo, afirmó que la norma aprobada en general contiene una prohibición “por sospecha”, al suponer que una entidad con fines de lucro comunica dicho carácter a las demás entidades que pudieran funcionar junto a ella, lo que, en su opinión, es incorrecto.


Finalmente, explicó que la norma contempla una especie de efecto retroactivo en su aplicación, toda vez que, actualmente, una serie de instituciones son controladoras de entidades sin fines de lucro, las que se verían afectadas por la propuesta en análisis.


La Honorable Senadora señora Von Baer coincidió con los eventuales efectos inconstitucionales de la propuesta en estudio, pues se generaría un tratamiento discriminatorio respecto de las instituciones que operan actualmente en el ámbito universitario.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó acerca de las razones que explican la inclusión de los controladores en la prohibición que contempla el artículo 63 del proyecto de ley. Luego, solicitó información acerca de las universidades que quedarían incluidas en la hipótesis que establece la norma en estudio.


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, expuso que la ley general de educación establece que una sociedad comercial no puede organizar una universidad; en razón de ello, afirmó, el texto aprobado en general reafirma dicho precepto, haciendo extensiva la prohibición que contiene hacia el controlador de ésta. 


En consecuencia, sostuvo que la propuesta distingue la figura del controlador, en los términos en que consigna el artículo 64 del proyecto de ley2, y otras entidades de menor tamaño que legítimamente forman parte de una institución educacional, lo que ha sido recogido en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público. En esa línea, arguyó que algunas universidades, como la Universidad Austral, cuentan con entidades con fines de lucro dentro de su organización, las que cuentan con una baja participación y no ejercen el rol de controlador.

Agregó, a modo de ejemplo, que, en el evento de aprobarse la propuesta, dicha disposición operaría sobre las universidades que pertenecen al grupo Laureate, esto es, las universidades Andrés Bello, de Las Américas, de Viña del Mar y Santo Tomás.


En el mismo sentido, la Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, añadió que la propuesta del Ejecutivo recoge una práctica que se ha ido asentando en la práctica, en cuya virtud las instituciones de mayor tamaño han ajustado sus estatutos internos con la finalidad de impedir que sus dueños o controladores persigan fines de lucro.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que, de conformidad con la propuesta, una entidad con fines de lucro puede intervenir en la gestión de una institución educacional, siempre que no ejerza el rol de controlador, en los términos que define la ley N° 18.045, sobre mercado de valores.


La Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que la norma se encuentra contenida en leyes de presupuestos para el sector público de forma voluntaria, a diferencia de la propuesta sometida al conocimiento de la Comisión. Asimismo, afirmó que la figura del controlador en el ámbito educacional presenta caracteres distintos de aquel contenido en la ley N° 18.045, sobre mercado de valores. Por otra parte, afirmó que en el texto propuesto por el Ejecutivo subyace una presunción respecto de la voluntad con que operan las entidades que intervienen en el ámbito universitario.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, expuso que la norma en estudio apunta a hacer efectiva la prohibición aplicable a las entidades con fines de lucro que pretenden operar en el ámbito universitario, tal como rige en la legislación actualmente vigente. 


En ese sentido, aseveró que la propuesta del Ejecutivo, contenida en el texto aprobado en general, permite evitar que, de modo artificioso, entidades con fines de lucro infrinjan dicha norma mediante el retiro de utilidades que realizan sus controladores.


Finalmente, afirmó que la definición aplicable recoge la definición de controlador, en los términos que consigna la ley N° 18.045, sobre mercado de valores.


El Honorable Senador señor Montes expuso que la propuesta legal debe evitar la intervención de entidades con fines de lucro que ejerzan el rol de controladores, sin que ello inhiba el aporte que realizan entidades del sector privado realizar en el sistema universitario.


En ese sentido, sostuvo que existen muchos casos en que se ha obtenido lucro en materia educacional mediante la prestación de servicios u otras prácticas tales como la recepción de donaciones, lo que constituye una práctica que debe ser erradicada.


El Honorable Senador señor Quintana afirmó que el rechazo del texto aprobado en general podría constituir un retroceso a la regulación vigente, al permitir que entidades que persiguen fines de lucro puedan participar en la administración de establecimientos de educación superior.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que, en abstracto, es posible que una entidad controladora realice actividades con fines de lucro como que, aun cuando nominalmente persiga dichos fines, en la práctica no los obtenga. En consecuencia, reiteró que, en su opinión, en el texto aprobado en general subyace una sospecha respecto del accionar de dichas instituciones, lo que, aseveró, generaría efectos inconstitucionales, al presumir cierta voluntad en el accionar de los órganos controladores.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, aseveró que la propuesta legislativa pretende operar ante la ocurrencia de hipótesis específicas que generan una infracción a la regulación en el ámbito educacional, tal como la regulación penal rige sin presumir que, de modo general, las personas actúan de modo doloso. En ese sentido, enfatizó que la iniciativa debe cautelar la aplicación de un principio actualmente vigente, consistente en evitar la actuación de entidades con fines de lucro en el ámbito de la educación universitaria, salvo que lo realicen por razones de beneficencia, en cuyo caso resulta razonable sostener que no ejercerán el rol de controladores.


- La indicación número 220) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


-Puesta en votación la indicación número 221), esta resultó rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Quintana explicó que el eje del proyecto debe estar puesto en el proceso educativo y formativo de los estudiantes, lo que puede resultar afectado a raíz de la participación, en el ámbito educacional, de entidades que persiguen maximizar y extraer utilidades. En consecuencia, aseveró que la iniciativa, lejos de apuntar al cierre de instituciones de educación superior, apunta a garantizar que el centro de dicho sistema esté puesto en el proceso formativo de los estudiantes, lo que se vería amenazado en un esquema en que pudieran participar controladores con intereses económicos. 


El Honorable Senador señor Montes afirmó que la regulación legal debe apuntar a evitar el lucro de entidades que operan en el ámbito universitario, lo que se vincula con el rol de sus controladores. Al efecto, arguyó que la iniciativa no debe prohibir el aporte de entidades privadas, tal como quedó de manifiesto durante la discusión de las normas constitucionales contenidas en la Constitución vigente, en que, en el seno del Consejo de Estado que discutió la propuesta de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (Comisión Ortúzar), el comisionado y ex Presidente de la República, señor Jorge Alessandri Rodríguez, señaló que la educación es una actividad en que subyace un bien de interés público, lo que implica su desvinculación de la lógica propia de los negocios y del mercado y la prohibición de la obtención de lucro, especialmente cuando hubiera fondos públicos involucrados.


En ese sentido, aseveró que, al prohibir la actuación de entidades controladoras con fines de lucro, se impide que la toma de decisiones se realice conforme a un criterio empresarial, relevando, de ese modo, la primacía de las finalidades propias que persiguen las instituciones de educación superior, sin que ello inhiba, del todo, la participación de entidades que no ejerzan el rol de control.


Al finalizar su exposición, abogó por promover reformas al decreto ley 600, sobre estatuto de la inversión extranjera, toda vez que, actualmente, se ha utilizado dicha regulación para eludir la aplicación de la normativa aplicable, específicamente, a las instituciones de educación superior.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, fundamentó su votación en las siguientes consideraciones.


En primer lugar, afirmó que, en general, parece correcto que una persona jurídica de derecho privado con fines de lucro pueda crear otra persona jurídica sin fines de lucro. Con todo, aseveró que resulta inconveniente que tales entidades puedan controlar la gestión y la administración de las personas jurídicas sin fines de lucro que se desempeñan en el ámbito educacional.


En efecto, sostuvo que la problemática que subyace a este debate dice relación con los efectos de la actuación del controlador que persigue fines de lucro y el ejercicio de la libertad de enseñanza, la libertad académica y la libertad de cátedra. Añadió que, en la práctica, ninguna institución con fines de lucro es completamente neutra en términos ideológicos, de modo que, si se permitiera que éstas controlen establecimientos de educación superior, se afectarían los bienes antes reseñados, los que constituyen los pilares centrales de la actividad universitaria, a diferencia de lo que ocurren en otros sistemas educativos, como el inglés o estadounidense, en que el propietario jamás incide, en modo alguno, en la vida académica o en la libertad de cátedra que existe en sus aulas.


En la misma línea, agregó que, reconociendo que el hecho que una entidad persiga fines de lucro es una finalidad totalmente legítima, y que pueda ejercer el rol de controlador en una serie de ámbitos de la economía, en los términos que consagra el artículo 97 de la ley N° 18.046, de mercado de valores3, resulta necesario evitar que, tal como en la mayoría de los países desarrollados, la propiedad de las instituciones de educación afecte el ejercicio de la libertad académica.


En consecuencia, expuso que el artículo 63 del proyecto, al prohibir que el controlador pueda perseguir con fines de lucro, y el artículo 64, que aplica al ámbito educacional la noción contenida en la ley N° 18.046, de mercado de valores, recoge las actividades propias que desarrollan las universidades, las que deben cumplirse sin que intervengan entidades con fines de lucro que puedan afectar la libertad académica. Asimismo, manifestó que el texto aprobado en general no impide que las entidades con fines de lucro puedan fundar instituciones de educación superior, pero, en ningún caso, podrán afectar el ejercicio de la libertad académica y de cátedra, lo que ocurriría en el caso de ejercer el rol de control de éstas. Del mismo modo, ello no implicará la disolución de aquellas que actualmente en dicha calidad, las que deberán modificar sus estatutos para cumplir con la legislación que contiene la iniciativa.


-La indicación número 222) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-Las indicación número 223), fue retirada por su autor.


-Puesto en votación el artículo 63, este resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

ARTÍCULO 64


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo.

Inciso primero


Establece que se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior, ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución.


Las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia quién es su controlador y, en caso que no tuviese, deberán señalar esta circunstancia expresamente.


Sobre dicho precepto se presentó la indicación N° 224.


La indicación Número 224), del Senador señor Allamand, sustituye el inciso primero del artículo 64, de modo de establecer que se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución,  ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 


-Puesto en votación separada, este artículo fue aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

ARTÍCULO 65

Inciso primero


Propone que las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos, y en la mejora de la calidad de la educación que brindan.


Sobre la referida disposición recaen las indicaciones números 225 y N° 226.


La indicación Número 225), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye el inciso primero, para establecer que las instituciones de educación superior del Estado y las organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos y en la mejora de la calidad de la educación que brindan. Para estos efectos, las instituciones de educación superior podrán realizar todo tipo de actos, contratos e inversiones para la conservación e incremento de su patrimonio y el cumplimiento de sus fines.


La indicación Número 226) de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega, después de la expresión “educación que brindan” la siguiente frase: “, sin perjuicio de los actos, contratos, inversiones u otras operaciones que realicen para la conservación e incremento de su patrimonio.


-La indicación Número 225)  fue retirada por su autor.


-La indicación Número 226) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Inciso tercero


Contempla que el que administrando a cualquier título los recursos o excedentes de la institución de educación superior los destine a una finalidad diferente a lo señalado en el inciso primero del artículo 65, estará obligado a reintegrarlos a la institución, debidamente reajustados conforme a la variación expresada por el Índice de Precios al Consumidor, en el período comprendido entre el mes anterior a aquel en que se llevó a cabo el desvío y el mes anterior en que se produjere la restitución. Comprobada la infracción, será sancionada por la Superintendencia, conforme a las normas del presente título, con una multa desde un 50% hasta un 200% de la suma desviada. Dichos montos en ningún caso podrán ser descontados o pagados con cargo a recursos de la institución.


Sobre dicha norma recaen las indicaciones números 227) y 228).


La indicación Número 227), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “desde un 50% hasta un 200%” por “de un 50%”.


La indicación Número 228), de la Honorable Senadora señora Allende, agrega la siguiente oración final: “Además, se le aplicará las penas de reclusión menor en su grado medio a máximo.


Asimismo, la Honorable Senadora señora Allende, mediante la indicación Número 229), propuso, a continuación del inciso tercero, el siguiente:


“En caso que el administrador acordare, instruyere, autorizare u ordenare celebrar o celebrare un contrato simulado o sin que se verifique una contraprestación, para destinar los excedentes o ganancias a un fin diferente, la pena señalada en el inciso tercero aumentará en un grado.


-La indicación número 227) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-Las indicaciones números 228) y 229)  fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
Inciso final


Contempla que, en el caso del inciso tercero de dicho artículo, la Superintendencia deberá denunciar ante el Ministerio Público los hechos de los que tome conocimiento para los fines correspondientes.


Sobre la referida disposición, recaen las indicaciones Números 230 y 231.


La indicación Número 230), de la Honorable Senadora señora Allende, reemplaza el inciso final por el siguiente:


“En estos casos, la Superintendencia deberá denunciar ante el Ministerio Público los hechos de los que tome conocimiento para los fines correspondientes, para determinar la responsabilidad penal correspondiente, siendo aplicable a la persona jurídica las normas establecidas en la ley 20.393.”.


La indicación Número 231), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio Público podrá iniciar las acciones legales que correspondan de manera autónoma, ante la presunción de delito.


Asimismo, la indicación Número 231 bis), del Honorable Senador señor Montes, intercala, a continuación del artículo 65, el siguiente artículo nuevo:


“Artículo…: Se presumirá contravención al artículo 65 cuando, de cualquier modo, se transen en la Bolsa de Valores acciones correspondientes a la institución superior o a su empresa controladora.”.


-Puestas en votación, la indicación número 230) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio; mientras que las de los números 231) y 231) bis fueron retiradas por sus autores.
ARTÍCULO 66

Inciso primero


Dispone que las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar con un órgano de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior u otro órgano colegiado, cualquiera sea su denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.


Respecto de dicha disposición, se presentaron las indicaciones números 232), 233), 234) y 235).


La indicación número 232), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye el texto “contar con un órgano de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior u otro órgano colegiado, cualquiera sea su denominación” por “contar, al menos, con un órgano colegiado de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior o cualquier otra denominación”.


La indicación número 233), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “con un órgano de administración” por “con, al menos, un órgano de administración”.


La indicación número 234), de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar la siguiente oración final: “Con todo, el total de hombres o mujeres en el órgano colegiado, no podrá ser mayor al sesenta por ciento del total respectivo.”


La indicación número 235), del Honorable Senador señor Montes, agrega la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de la existencia de un órgano colegiado distinto al referido precedentemente, que contemple participación de sus estamentos en funciones esenciales, incluido el gobierno institucional, cuya instancia velará porque la participación sea real y tenga un impacto significativo en la generación de las políticas de la institución, órgano que tendrá reconocimiento estatutario.”.


-La indicación Número 232) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-La indicación Número 233) fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-La indicación Número 234) fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.


-La indicación Número 235) fue retirada por su autor. 
Inciso segundo


Establece que los integrantes del órgano de administración superior podrán gozar de una dieta, y en tal caso, ésta deberá estar establecida en los estatutos.

- - -


Sobre dicha disposición se presentó la indicación número 235 bis, del Del Honorable Senador señor Montes, para añadir la siguiente frase final: “Se deberá garantizar la participación como miembros de los tres estamentos que componen la universidad en este órgano colegiado.”


- Esta indicación fue retirada por su autor.

- - -


Asimismo, las indicaciones Números 236, 237 y 238 añaden un inciso final al artículo 65.


La indicación Número 236), de la Honorable Senadora señora Allende,  incorpora un inciso final del siguiente tenor: “En las regiones de Arica-Parinacota, Tarapacá, Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los lagos se integrará al órgano colegiado un representante de los pueblos originarios, que se elegirá en la forma que dispongan sus estatutos.”.


Fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Votó a favor el Honorable Senador señor Quintana. 


La indicación Número 237), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora un inciso final del siguiente tenor: “Todo Órgano de Administración Superior deberá estar compuesto bajo criterios de paridad, donde ningún género podrá tener más de un 60 por ciento de representación y además deberá contar con representatividad de personas que pertenezcan a los pueblos Indígenas que habitan en el territorio de Chile, acorde con el territorio donde se emplaza, aunque en ningún caso podrá existir una representación indígena menor a un quinto de los integrantes del Órgano de Administración Superior.”.


La indicación Número 238), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora un inciso final del siguiente tenor: “En ningún caso estas dietas podrán ser pagadas con cargo a los recursos públicos recibidos.”.



- Estas dos últimas propuestas fueron retiradas por  el Honorable Senador señor Quintana.

ARTÍCULO 67


Dispone que es función esencial del órgano de administración superior el control superior de la administración financiera y patrimonial de la institución, así como de su gestión académica y desarrollo estratégico, en concordancia con su plan de desarrollo institucional, y prohíbe cualquier acto o contrato mediante el cual el órgano de administración superior delegue, total o parcialmente, y a cualquier título, sus funciones esenciales o se comprometa a ejercerlas bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades han sido indicadas de manera precisa.


Sobre este artículo, recayó la indicación Número 239), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir el artículo 67 por el siguiente texto: “Es función esencial del órgano de administración superior la dirección superior de la administración financiera y patrimonial de la institución, en concordancia con su plan de desarrollo institucional, sin perjuicio de otras funciones que se le asignen o la existencia de otros órganos, determinados por las instituciones en sus respectivos estatutos.


El órgano de administración superior no podrá delegar, total o parcialmente, a ningún título, su función esencial, ni comprometerse a ejercerla bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades hayan sido indicadas de manera precisa.”.


Respecto del inciso primero del artículo 67, recayeron las indicaciones Números 240, 241 y 242.


La indicación Número 240), del Honorable Senador señor De Urresti, para reemplazar la expresión “del órgano” por “del o los órganos”.


La indicación Número 241), del Honorable Senador señor Allamand, para eliminar la frase “, así como de su gestión académica y desarrollo estratégico, en concordancia con su plan de desarrollo institucional”.


La indicación Número 242), del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar a continuación de la expresión “desarrollo institucional” la locución “y sus estatutos”.


-La indicación Número 239) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó dejar constancia de la prohibición de delegar funciones no obsta a que exista una de carácter parcial del órgano de administración superior la dirección superior a uno de carácter inferior, con el objeto de llevar adelante sus funciones. 

-Las indicación número 240) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


- La indicación número 241) fue retirada por su autor,


-La indicación N° 242) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


Acerca del inciso segundo del artículo 67, se presentaron las indicaciones números 243, 244, 245 y 246.


La indicación Número 243), del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazar la frase “total o parcialmente, y a cualquier título,” por “totalmente”.


La indicación Número 244), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “funciones esenciales” por “función esencial”.


La indicación Número 245), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para sustituir la palabra “ejercerlas” por “ejercerla”.


La indicación Número 246), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar a continuación de la expresión “de manera precisa” la siguiente frase: “, por un período acotado de tiempo y que no signifique delegar la función fiscalizadora”.


-Las indicaciones Números 243), 244), 245) y 246) fueron retiradas por sus autores. 

ARTÍCULO 68

Inciso primero


El inciso primero del artículo 68 establece que los integrantes del órgano de administración superior deberán velar por el interés de la institución de educación superior y el cumplimento de los fines establecidos en sus estatutos, y no podrán ser removidos de su cargo sino por mayoría absoluta del órgano de administración superior en los casos señalados previamente en sus estatutos.


Sobre esta disposición, recayó la indicación Números 247 y 248.


La indicación número 247), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “del órgano” por “del o los órganos”, las dos veces que aparece.


La indicación Número 248), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la expresión “mayoría absoluta del órgano de administración superior” por “acuerdo de la Asamblea General”.


-La indicación Número 247) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-Por su parte, la indicación Número 248) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Inciso segundo


Establece que las funciones esenciales de los integrantes del órgano de administración superior no serán delegables y se ejercerán colectivamente, de conformidad a las formalidades que establezcan sus estatutos.


A su respecto, se formularon las indicaciones números 249, 250 y 251.


La indicación Número 249), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “funciones esenciales” por “función esencial”.


La indicación Número 250), de la Honorable Senadora señora Von Baer,  reemplaza la expresión “no serán delegables” por “no será delegable”.


La indicación Número 251), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la palabra “ejercerán” por “ejercerá”.


-La indicación Número 249) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-Las indicaciones Números 250) y 251) fueron retiradas por su autora. 

ARTÍCULO 69


Contempla que los integrantes del órgano de administración superior deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios, y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la institución, en su caso, por sus actuaciones dolosas o culpables. Toda estipulación o acuerdo que tienda a liberar o a limitar la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración superior es nula.


Sobre dicho precepto, se presentaron las indicaciones números 252) y 253).


La indicación número 252), del Honorable Senador señor De Urresti,  reemplaza la expresión “del órgano” por “del o los órganos”.


La indicación número 253), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la palabra “culpables” la siguiente frase “, a menos que constare expresamente su falta de participación o su oposición al o los hechos que han ocasionado los perjuicios”.


-La indicación Número 252) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio; con la misma votación, se aprobó la Número 253). 

ARTÍCULO 70

Inciso primero


Dispone que los integrantes del órgano de administración superior no podrán realizar o aprobar actos contrarios al interés de la institución de educación superior o que contravengan lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65, ni usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la entidad.


La indicación número 254), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “del órgano” por “del o los órganos”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

ARTÍCULO 71


Inciso primero

Letra a)


Establece el concepto de personas relacionadas a la institución de educación superior, incorporando a las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la institución.


Sobre dicha disposición se presentaron las indicaciones números 255 y  256.


La indicación Número 255), del Honorable Senador señor De Urresti, elimina la expresión “o miembros”.


La indicación Número 256), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “miembros” la expresión “de la asamblea”.


La indicación número 255) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio; y con la misma votación se aprobó la número 256).

Letra e)


La letra e) incorpora a los cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.


Las indicaciones números 257) y 258), de Su Excelencia la Presidenta de la República y del Honorable Senador señor Allamand, respectivamente, reemplazan la palabra “tercer” por “segundo”.


-Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra f)


Añade a las personas jurídicas en que las personas señaladas en las letras precedentes sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.


A su respecto, se formularon las indicaciones N° 259, 260 y 261.


La indicación Número 259), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la palabra “dueños” la expresión “de forma total o parcial”.


La indicación Número 260), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, suprime la expresión “, de un 5% o más de su capital”.


La indicación Número 261),  de Su Excelencia la Presidenta de la República y N° 262), del Honorable Senador señor Allamand, sustituyen el guarismo “5” por “10”.


-La indicación Número 259) fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votó en a favor el Honorable Senador señor Quintana y se abstuvo el Honorable Senador señor Montes. 


- La indicación número 260) fue retirada por el Honorable Senador señor Quintana.

-Las indicaciones números 261) y 262) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra g)


La letra g) incorpora a las personas naturales o jurídicas que sean miembros, asociados o fundadores, según corresponda, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a); sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.


Sobre dicha disposición recaen las indicaciones números 263, 264, 265, 266, 267 y 268.


La indicación Número 263), del Honorable Senador señor De Urresti, elimina la expresión “miembros,”.


La indicación Número 264), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “miembros, asociados o fundadores” por “fundadores, asociados o miembros de la asamblea”.


La indicación Número 265), de Su Excelencia la Presidenta de la República y Número 266), del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la palabra “tercer” por “segundo”.


La indicación Número 267), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la expresión “de un 5% o más de su capital” por “de forma total o parcial”.


La indicación Número 268), de Su Excelencia la Presidenta de la República y Número 269), del Honorable Senador señor Allamand, sustituyen el guarismo “5” por “10”.


-Las indicaciones números 264), 265), 266), 268) y 269) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación número  263) se rechazó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación número 267) fue retirada por sus autores. 

Letra h)


Incorpora a los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a), según sea el caso; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.


A su turno, dicho precepto fue objeto de las indicaciones números  270), 271), 272), 273) y 274).


La indicación Número 270), de Su Excelencia la Presidenta de la República y N° 271), del Honorable Senador señor Allamand, reemplazan la palabra “tercer” por “segundo”.


La indicación Número 272), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la expresión “de un 5% o más de su capital” por “de forma total o parcial”.


La indicación Número 273), de Su Excelencia la Presidenta de la República y Número 274), del Honorable Senador señor Allamand, sustituyen el guarismo “5” por “10”.


-Las indicaciones números 270), 271), 273) y 274) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación Número 272) fue retirada por su autor. 

Letra i)


La letra i) incorpora a las demás personas que desempeñen funciones directivas en la respectiva institución de educación superior, de acuerdo al artículo 72; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.


Dicho precepto fue objeto de las indicaciones números 275), 276), 277) y 278).


Las indicaciones Número 275), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y N° 276), del Honorable Senador señor Allamand, reemplazan la palabra “tercer” por “segundo”.


La indicación Número 277), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplazan la expresión “de un 5% o más de su capital” por “de forma total o parcial”.


La indicación Número 278), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y N°  279), del Honorable Senador señor Allamand, sustituyen el guarismo “5” por “10”.


-Las indicaciones números 275), 276), 278) y 279) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación Número 277) fue retirada por su autor. 

Letra k)


Incorpora a las personas jurídicas en que la institución de educación superior sea propietaria, socia, fundadora, asociada o miembro o que, conforme a los estatutos de éstas, pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración respectivo.


Dicho precepto fue objeto de la indicación Número  280), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después de la palabra “miembro” la expresión “de la asamblea”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Párrafo segundo


Prescribe que la Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, que es relacionada a una institución de educación superior toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación haga presumir que sus operaciones con la institución originan conflictos de interés.


Sobre dicha disposición se formuló la indicación Número 281), del Honorable Senador señor Allamand, para suprimirlo.


Al iniciarse el estudio de la indicación, el Honorable Senador señor Allamand explicó que la norma contenida en el texto aprobado en general contiene, en la práctica, una especie de ley penal en blanco, al permitir que un órgano administrativo pueda definir las hipótesis de conflicto de intereses que define la norma, con criterios excesivamente amplios.


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, explicó que la propuesta aprobada en general reproduce el artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores, en cuya virtud la Superintendencia de Valores y Seguros podrá establecer mediante norma de carácter general, que es relacionada a una sociedad toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación, haga presumir que por sí sola, o con otras con quienes tenga acuerdo de actuación conjunta, tiene poder de voto suficiente para influir en la gestión de la sociedad; sus negocios con la sociedad originan conflictos de interés; su gestión es influenciada por la sociedad, si se trata de una persona jurídica, o si por su cargo o posición está en situación de disponer de información de la sociedad y de sus negocios, que no haya sido divulgada públicamente al mercado, y que sea capaz de influir en la cotización de los valores de la sociedad.


El Honorable Senador señor Allamand sostuvo que existen diferencias entre ambas regulaciones, toda vez que, en el caso de la propuesta en estudio, la Superintendencia cuenta con la facultad de determinar un conflicto de intereses, a diferencia de la norma aplicable en materia de valores, en que se precisan, con suficiente especificidad, las causales que pueden generar un vínculo de control entre dos entidades.


El Honorable Senador señor Montes afirmó que, en lo sustancial, ambas disposiciones atribuyen a las respectivas Superintendencias la facultad de determinar eventuales conflictos de interés en razón de sus atribuciones normativas, y permiten que los afectados puedan reclamar ante las respectivas instancias, lo que resulta adecuado.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, dejó constancia respecto de que ambas normativas, aplicables al ámbito de valores y seguros y en materia educacional, son equivalentes.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 

ARTÍCULO 72


Dispone que para efectos de esta ley, se entenderá que ejercen funciones directivas de una institución de educación superior los integrantes de el o los órganos colegiados de administración superior, sea cual fuere su denominación, el rector, así como cualquier autoridad unipersonal de la institución, que tenga atribución de decisiones estratégicas y patrimoniales, así como los directores o decanos de sus sedes, facultades o campus, o los integrantes de órganos académicos superiores.


Acerca de dicho precepto, se formuló la indicación número 282), del Honorable Senador señor Allamand, que elimina la frase “, así como los directores o decanos de sus sedes, facultades o campus, o los integrantes de órganos académicos superiores”.


El Honorable Senador señor Allamand explicó que la indicación recoge lo expuesto por el profesor de derecho constitucional, señor Patricio Zapata, en lo que atañe a considerar que, en general, los decanos no ejercen funciones en materia patrimonial. En consecuencia, arguyó que la propuesta puede constituir una intromisión exagerada en la gestión de las instituciones universitarias.


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, manifestó su conformidad con la indicación en estudio.


El Honorable Senador señor Montes afirmó que, en algunas universidades, tales como la Universidad de Chile o de Santiago, los decanos cuentan con un amplio margen de acción en diversas materias, incluyendo aquellas de impacto patrimonial.


La Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que la diferencia descrita es de frecuente ocurrencia en universidades estatales, pero no en las privadas.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, expuso que la norma propuesta opera a modo ejemplar, al señalar que se trata de funcionarios que tengan atribución en decisiones estratégicas y patrimoniales.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, vinculó la propuesta con la norma contenida en el artículo 67 del proyecto, en lo que respecta a las funciones financieras y patrimoniales.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
ARTÍCULO 73


Establece que las instituciones de educación superior que estén organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro no podrán realizar actos, contratos, convenciones u operaciones con las personas indicadas en las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 71.


Con todo, exceptúa de la prohibición establecida en el inciso anterior aquellos actos, contratos, convenciones u operaciones cuando:


a) La contraparte sea una persona jurídica sin fines de lucro, de derecho público, creada por ley o cuya personalidad jurídica derive de corporaciones de derecho público.


b) Se trate de donaciones cuyo beneficiario sea una institución de educación superior sin fines de lucro o creada por ley o que derive su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público.


c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas o docentes, según corresponda, en la institución.


Finalmente, dispone que el incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.


La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, explicó que la lógica del proyecto, y de la disposición sometida al conocimiento de la Comisión, consiste en evitar el lucro en los establecimientos de educación superior. En razón de ello, expuso que, además de la organización jurídica de tales entidades, el proyecto regula, en sus artículos 73 a 80, la relación entre la institución educativa y sus partes relacionadas, prohibiendo determinados actos y contratos, con sus respectivas excepciones, o señalando los requisitos para determinadas actuaciones.


A su respecto, se formuló la indicación Número 283), del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 73.- Las instituciones de educación superior que estén organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro podrán realizar actos, contratos, convenciones u operaciones con las personas indicadas en el artículo 71.


Las operaciones señaladas en el inciso anterior deberán contribuir al interés de la institución de educación superior y al cumplimiento de sus fines; ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.


El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso primero


Respecto del inciso primero del artículo 73, se formuló la indicación Número 284), de Su Excelencia la Presidenta de la República, que reemplaza la expresión “u operaciones” por “o cualquier otra operación”.


-Esta indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Inciso segundo


En relación al encabezamiento del inciso segundo del artículo 73, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 285), para reemplazar la expresión “u operaciones” por “o cualquier otra operación”.


-Esta indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Letra a)


Acerca de la letra a), contenida en el inciso segundo del artículo 73, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación Número 286), para agregar después de las palabras “persona jurídica” la expresión “de derecho privado”.


A su turno, la indicación Número 287), del Honorable Senador señor Allamand, agrega, después de la palabra “lucro”, la conjunción “o”.


-La indicación Número 286) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

-La indicación Número 287) fue retirada por su autor. 

Letra c)


En relación a la letra c), se formularon las indicaciones Números 288) y 289).


La indicación número 288), de Su Excelencia la Presidenta de la República,  reemplaza la letra c) por la siguiente: “c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas, administrativas o docentes en la institución o de prestación de servicios educacionales.”.


La indicación número 289), del Honorable Senador señor Allamand, agrega, después de la palabra “labores”, la expresión “directivas, administrativas,”.

- - -


A su turno, la indicación Número 290), de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora, al artículo 73, el siguiente literal, nuevo:


“…) Sean esenciales para la consecución de los fines de la institución y sean aprobados de acuerdo con los mecanismos definidos en una política de solución de conflictos de intereses que resguarde debidamente el patrimonio institucional y la fe pública, la que deberá ser aprobada por la Superintendencia. Esta política deberá contemplar, al menos, mecanismos especiales para la aprobación y realización de estos actos, contratos, convenciones o cualquier otra operación, tales como la aprobación por directores independientes, licitaciones u otros procedimientos, sin perjuicio del cumplimiento de lo establecido en los artículos 74, 75, 76 y 77. El tipo de operaciones que la institución podrá acoger a esta excepción deberá ser aprobado por la Superintendencia por un plazo máximo de tres años.”.

- - -


Asimismo, la indicación Número 291), del Honorable Senador señor Allamand, incorpora un literal nuevo, del siguiente tenor: “La institución de educación superior cuente con una política general, previamente aprobada por la Superintendencia, que asegure que los eventuales conflictos de interés se resuelvan en beneficio de la institución y que sus actos se adecuan a dicha política.


La Superintendencia sólo podrá rechazar la política general mencionada en el inciso anterior por resolución fundada en razones objetivas y de general aplicación.”.


Por su parte, la indicación Número 292), del Honorable Senador señor De Urresti, introduce el siguiente literal, nuevo: “Se trate de contratos de prestación de servicios educacionales de pre y postgrados.”.


La indicación Número 293), del Honorable Senador señor De Urresti, introduce el siguiente literal, nuevo: “Se trate de contratos de investigación y desarrollo, de transferencia tecnológica u otro tipo de contratos contemplados en proyectos financiados por recursos públicos.”


-La indicación Número 288) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-Las indicaciones Números 289) y 290) fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-Las indicaciones Números 292) y 293) fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación Número 291) fue retirada por su autor. 


-El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia en este informe de que el contenido de la indicación Número 293), pese a su rechazo, está considerado en la nueva letra d) incorporada por el Ejecutivo, en que se refiere a los contratos de investigación y desarrollo, de transferencia tecnológica u otro tipo
ARTÍCULO 74


El artículo 74 aprobado en general establece que las operaciones señaladas en el inciso segundo del artículo anterior, o aquéllas que se realicen con personas relacionadas distintas a las señaladas en su inciso primero, deberán contribuir al interés de la institución de educación superior y al cumplimiento de sus fines; ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.


El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima. 


A su respecto, se formularon las indicaciones Números 294) y 295).


La indicación Número 294), del Honorable Senador señor Allamand, propone eliminar el artículo 74.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso primero


La indicación Número 295), los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sustituye el inciso primero el texto que señala: “ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.” por el siguiente: “y se efectuaran al costo, correspondiendo a la institución interesada en realizar el acto o contrato acreditar que se cumplen ambos requisitos.”


-Esta indicación fue retirada por el Honorable Senador señor  Quintana. 

ARTÍCULO 75


Dispone que las operaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los integrantes del órgano de administración superior de la institución de educación superior o su equivalente, debiendo excluirse de la votación aquéllos que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate, en su caso.


El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.


Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento, sea considerada individualmente o en conjunto con otras operaciones que tengan igual causa u objeto, y se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses.

Inciso primero


Respecto del inciso primero del artículo 75, se formuló la indicación Número 296), del Honorable Senador señor De Urresti, que reemplaza la expresión “o su equivalente” por “que corresponda de acuerdo a sus estatutos”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso tercero


Acerca del inciso tercero, se formuló la indicación Número 297), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación aquellas que se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses y tengan igual causa u objeto.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio.
ARTÍCULO 78


Dispone que el que, administrando a cualquier título recursos de una institución de educación superior se interesare, directa o indirectamente, en cualquier negociación, acto, contrato u operación que involucre a la institución, con infracción a lo previsto en los artículos 71 a 77, ambos inclusive de la presente ley, será sancionado con reclusión menor en su grado medio y con multa del tanto al duplo del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.


Asimismo, contempla que Las mismas penas se le impondrán si, en cualquiera de las situaciones señaladas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.


Lo mismo valdrá en caso que el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diez por ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma.


Respecto del artículo 78 aprobado en general, el jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Ignacio Castillo, explicó que la expresión “interesare” es de frecuente utilización en el ámbito académico y dogmático-penal, tal como ocurre en el artículo 240 del Código Penal, que regula la figura de la negociación incompatible.


Añadió que dicha figura se vinculaba, en un principio, con los funcionarios públicos, pero, luego, se extendió el verbo rector y dicho tipo penal hacia personas que no cumplen dicha calidad. Asimismo, aseveró que configura una ley penal en blanco de aquellas denominadas “propias”, las que son permitidas por nuestro ordenamiento, considerando, además, que el verbo rector cumple con los parámetros del principio de legalidad y tipicidad que caracterizan al ordenamiento jurídico penal.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó acerca de las sanciones que podrían aplicarse en caso de no aprobarse el referido artículo 78. Asimismo, abogó por incorporar disposiciones que permitan graduar las sanciones aplicables, conforme al principio de proporcionalidad, en razón de la gravedad de las conductas.


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, explicó que podrían aplicarse sanciones en el ámbito de la justicia civil y del procedimiento administrativo, a raíz de la actividad sancionatoria que ejercerá la Superintendencia de Educación Superior. Añadió que la introducción de un tipo penal, en los términos que consigan el proyecto, apunta a cumplir un rol disuasivo.


En la misma línea, el jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Ignacio Castillo, agregó que el tipo penal requiere dolo, que se compone de dos elementos objetivos: el incumplimiento de la regulación sobre entidades relacionadas, y un injusto adicional, consistente en tomar parte e interesarse dolosamente en una situación que puede resultar beneficiosa en términos pecuniarios.


El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer señor Jorge Barrera consultó respecto de la necesidad de sancionar el delito de negociación incompatible, en relación a la pena propuesta por el proyecto, particularmente en el caso de las universidades privadas


El jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Ignacio Castillo, expuso que el proyecto considera que, en términos de igualdad, resulta pertinente aplicar el estatuto aplicable a las universidades públicas y privadas, en razón de la relevancia de la labor educacional, en lo que respecta a las negociaciones incompatibles en que pudieren incurrir sus trabajadores o funcionarios.


Respecto de dicho precepto, se formuló la indicación Número 298), del Honorable Senador señor Allamand, para suprimirlo.


-Esta indicación se rechazó por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Allamand y Von Baer.

Inciso primero


Acerca del inciso primero del artículo 78 aprobado en general, se formularon las indicaciones números  299), 300), 301), 302) y 303).


La indicación Número 299), de la Honorable Senadora señora Allende, sustituye la frase “administrando a cualquier título recursos” por “teniendo a cualquier título facultades de dirección, administración o control”.


La indicación Número 300), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, reemplaza la expresión “se interesare” por “favorezca o tome interés”.


La indicación Número 301), de la Honorable Senadora señora Allende, agrega, después del vocablo “contrato”, la expresión “, gestión”.


La indicación Número 302), de la Honorable Senadora señora Allende, sustituye la frase “reclusión menor en su grado medio” por “la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo”.


La indicación Número 303), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sustituye la frase “reclusión menor en su grado medio” por “presidio menor en su grado máximo”.


-Las indicaciones Números 299), 301) y 302) fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-Las indicaciones números 300 y 303 fueron retiradas por sus autores. 


Por su parte, las indicaciones números  304) y N° 305) incorporar un inciso final, nuevo, al artículo 78.


La indicación número 304), de la Honorable Senadora señora Allende, añade un texto del siguiente tenor:


“En caso que el valor del interés del negocio superare las cuarenta unidades tributarias mensuales, la pena señalada en el inciso primero aumentará en un grado.”.


A su turno, la indicación Número 305), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, a introducir un inciso final del siguiente tenor:


“Y además, en los casos descritos en este Artículo, aplicarán penas accesorias de comiso de los instrumentos y efectos del delito y la inhabilitación especial y temporal por el tiempo que dure la pena para ejercer cargos u oficios públicos y desempeñarse en instituciones de educación.”.


-La indicación Número 304) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

-La indicación Número 305) fue retirada por sus autores. 

- - -


Finalmente, la indicación Número 306), de la Honorable Senadora señora Allende, propone agregar, a continuación del artículo 78, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- El particular que teniendo a cualquier título facultades de dirección, administración o control sobre una institución de educación superior, que solicitare o aceptare recibir de un particular un beneficio económico para sí o un tercero para ejercer o por haber ejercido sus funciones de modo parcial o arbitrario, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo y multa del tanto al cuádruple del provecho solicitado o aceptado.


El que ofreciere o consintiere en dar un beneficio económico al particular que se desempeña en la institución de educación superior señalada en el inciso precedente, en provecho de éste o de un tercero, para que ejerza o por haber ejercido sus funciones de modo parcial o arbitrario, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio.


A los condenados por este delito se les aplicará la prohibición establecida en el artículo 35 de la ley 18.046, sobre Sociedades Anónimas.”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

ARTÍCULO 79


El artículo 79, del texto aprobado en general, establece que la Superintendencia, cualquier asociado, miembro o fundador de la institución de educación superior, o quienes ejerzan funciones directivas y no hubieren concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este título podrán, a nombre de la institución de educación superior, perseguir judicialmente la responsabilidad civil de los directores que hubieren aprobado la operación.


A su respecto, se formuló la indicación Número 307), del Honorable Senador señor Allamand, para suprimir la expresión “La Superintendencia,”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 80


El artículo 80 aprobado en general prescribe que las normas establecidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones números  308, 309, 310 y 311.


La indicación Número 308), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza el artículo 80, por el siguiente:


“Artículo 80.- Las normas establecidas en este párrafo no serán aplicables a las instituciones de educación superior constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro con anterioridad al 01 de enero de 1981, a excepción de lo establecido en los artículos 71 a 79.


Las disposiciones contenidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.”.


Por su parte, la indicación Número 309), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propone anteponer como inciso primero el que sigue:


“Artículo 80.- Las disposiciones contenidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.”.


A su turno, la indicación Número 310), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar el siguiente inciso:


“Por su parte, las normas establecidas en los artículos 63 a 70 no les serán aplicables a  la Universidad Austral de Chile, a la Universidad de Concepción y a la Universidad Técnica Federico Santa María.”.


Finalmente, la indicación Número 311), del Honorable Senador señor De Urresti, agregar el siguiente inciso:


“Las normas establecidas en este párrafo no serán aplicables a las instituciones de educación superior constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro con anterioridad al 01 de enero de 1981, a excepción de lo establecido en los artículos 71 a 79.”.


-La indicación Número 308) se rechazó por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


-La indicación Número 309) fue retirada por sus autores. 


-La indicación Número 310) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


-La indicación Número 311) fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 


-El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia de que los criterios que se consideran en la indicación fueron debatidos durante la discusión en general, particularmente en lo que se refiere a la aplicación genérica de las reglas de contabilidad, tal como lo hizo presente la Contraloría General de la República.

TÍTULO IV

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR

Respecto de este Título, la señora Ministra de Educación, expuso los lineamientos centrales de las normas del proyecto que introducen un Título V, relativo al Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

Explicó que, en términos generales, la calidad de la educación universitaria constituye el eje del proyecto. En ese sentido, uno de los aspectos relevantes dice relación con exigir la acreditación de las instituciones que intervienen en el ámbito educativo, en razón de la fe pública y el interés público que subyace a dicha actividad.

Asimismo, añadió que, en lugar de crear una institucionalidad nueva, el proyecto modifica los organismos vigentes, en particular el Consejo Nacional de Acreditación, propendiendo a su fortalecimiento y mejorando la representatividad de sus integrantes. En la misma línea, afirmó que se propone la acreditación obligatoria de algunas carreras del área de la salud y la educación.

Del mismo modo, agregó que se contemplan normas específicas aplicables al ámbito universitario y técnico profesional, con miras a garantizar un procedimiento de acreditación institucional que vaya más allá de los aspectos administrativos, al incorporar estándares relativos a la calidad de la oferta educativa.

Seguidamente, la Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, dio cuenta del articulado que se somete a la consideración de la Comisión.

En primer lugar, describió que se modifica la constitución y el funcionamiento de los organismos de acreditación y aseguramiento de la calidad. En específico, explicó, se elimina la lógica de nombramiento de los doce miembros de la Comisión Nacional de Acreditación por parte de las propias instituciones evaluadas, siendo reemplazada por la designación por parte del Presidente de la República, de ambas Cámaras del Congreso Nacional, por el sistema de Alta Dirección Pública, en su caso, junto a otros organismos, incluyendo a representantes de los estudiantes.

Acerca de la forma de funcionamiento de la Comisión Nacional de Acreditación, operará mediante salas compuestas por representantes del ámbito universitario y técnico-profesional, y se modifican sus quórums de actuación.

Respecto del modelo de acreditación, expuso que se contempla un sistema obligatorio, con parámetros específicos y mecanismos de auto-evaluación y gestión educacional, vinculación con el medio e investigación universitaria, que cuenta con un carácter voluntario, salvo aquellas que opten por el máximo de acreditación.

En lo que atañe a los niveles de acreditación, añadió, se distinguen tres niveles, atendiendo al aseguramiento de calidad y los procesos de acompañamiento y el cierre de aquellas entidades que presentan fallas en su desarrollo. Al efecto, se contempla una acreditación básica por tres años, que se puede obtener por hasta dos veces, de modo que de no avanzar de nivel pierde su calificación, lo que no supone necesariamente su cierre; una acreditación avanzada, por cuatro o cinco años; y una obligatoria, para todas algunas carreras del área de la salud y todas las de pedagogía y los programas de Doctorado, sólo para efectos de acceder a recursos públicos, en el último caso.





Luego, Alfonso Muga, Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, expresó que es importante analizar el conjunto de modificaciones legales en trámite, con base en la experiencia reunida por los distintos actores institucionales más las referencias provenientes de las buenas prácticas alcanzadas sobre este asunto en modelos comparados. Dijo que resulta de la mayor importancia para que la trayectoria del aseguramiento de la calidad en Chile continúe en una tendencia ascendente, un mayor conocimiento de detalle sobre cómo funciona el aseguramiento de la calidad y sobre la forma de perfeccionarlo, lo que constituye una responsabilidad que la CNA percibe como obligación. Lo anterior afianza, según dijo, la aplicación de metodologías e instrumentos que propicien acciones de fomento de la gestión interna de la calidad en las instituciones de educación superior tras una mejora continua. También se afianza este Sistema, continuó, al deslindar aspectos de control en la futura Superintendencia de Educación Superior, cuya existencia es, a juicio de la Comisión Nacional de Acreditación, imperativa  y  con la que se espera efectuar un sólido trabajo de conjunto.


Además de las coincidencias globales que existen con el proyecto presentado por el Ejecutivo y que se aprobó en general por el Senado, existen, todavía, algunos aspectos que es necesario relevar, como son los siguientes: 


Uno) Vincular la acreditación al cumplimiento de estándares no resulta consistente con otros asuntos contemplados en la propuesta de indicaciones, como también con las adecuaciones, aprendizajes y trayectorias efectuadas por un alto número de IES hacia el AC, una realidad de que se ha estado construyendo por tantos años.  En un sistema heterogéneo y diverso como el chileno (instituciones, proyectos educativos, tamaños, contextos territoriales), cuesta encontrar ventajas y beneficios, que avalen, por si solas, la aplicación de estándares en la mejora de la calidad de las IES.  Con todo, habría que distinguir entre umbrales, por lo habitual mínimos y usualmente de determinación normativa, e indicadores promedios, ambos asociados a nociones de calidad.   Por lo mismo, de determinar unos u otros, hay que tener en consideración que se asocian a factores de calidad de la institución, es decir, a aquellos componentes de una institución o programa que se caracterizan porque se pueden modificar o transformar por decisión de las propias entidades y en una dirección que mejore la calidad. Cabe alertar sobre los riesgos que implica la imposición de estándares de calidad como condicionantes de la acción de las instituciones. Estándares iguales podrían conducir a uniformar estrategias y a reducir la diversidad y la autonomía institucional, en un sentido estrictamente horizontal (nivel universitario, nivel de institutos profesionales, nivel de centros de formación técnica), con el agregado de impulsar a las instituciones de dichos niveles a concentrar sus esfuerzos en el cumplimiento de exigencias que no necesariamente son armónicas con el desarrollo de sus misiones y propósitos declarados. Adicionalmente y en un sentido vertical, podría implicar imponer condiciones propias del subsistema universitario a instituciones del subsistema técnico profesional.  Por ejemplo, definir los ámbitos de funcionamiento de las instituciones sin considerar las diferencias sustantivas en el quehacer de uno y otro subsistema. 


Dos) La Comisión Nacional de Acreditación manifiesta, con la mayor responsabilidad, su opinión en favor de mantener la acreditación voluntaria de carreras que no sean pedagogías, medicina o cirujano dentista. Hay dos razones fundamentales que respaldan esta posición: una, la cobertura ya alcanzada en esta materia en los distintos niveles institucionales y una evidencia palpable de que es la mejor forma de llevar el AC a la base de cada IES. En segundo término y no menos importante, es que la acreditación de carreras resulta ser la credencial que posibilita la movilidad profesional en los acuerdos bilaterales ya suscritos con otros países y en los que están a la espera de suscribirse. La acreditación de carreras y de programas está dentro de las modalidades de AC que más impera en los distintos países. Para mantener en el seno del Estado esta importante decisión, la CNA postula que entidades especializadas privadas realicen la evaluación externa , pero que  la decisión sea indelegable y se adopte en una Sala de la Comisión (una fórmula que circunstancialmente se aplicó  en la fase de implementación de las nuevas responsabilidades que la Ley N° 20.903 – formación inicial de profesores y programas de prosecución de estudios para la obtención del título de profesor – radicó en exclusividad en la CNA).

Finalizadas las exposiciones, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó acerca de la existencia de modificaciones relativas a los estándares de acreditación.

La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, explicó que el texto aprobado en general se precisa las definiciones respecto de los criterios de acreditación, conforme a parámetros cualitativos de calidad reconocidos internacionalmente.

El Honorable Senador señor Quintana consultó acerca de la necesidad de incluir la carrera de odontología dentro de la obligatoriedad de acreditación y algunas del ámbito de la ingeniería.

El Senador señor Montes consultó respecto del procedimiento de evaluación ante las denuncias presentadas por los propios estudiantes o profesores de carreras que, aun encontrándose acreditadas, cuenta con bajos estándares de calidad.

La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, se refirió, en primer lugar, a la incorporación de nuevas carreras.

Al efecto, explicó que, aun cuando parece razonable establecer una acreditación para todas las carreras, se trata de una materia de alto costo, considerando, además, que el modelo de acreditación privada no ha dado los resultados esperados, lo que requeriría implementar un sistema público de acreditación de carreras.

En cuanto a los procedimientos de reclamo, sostuvo que se si se trata de infracciones relativas a incumplimientos contractuales, se debe acudir a la Superintendencia de Educación Superior, mientras que, en el caso de ofertas académicas de mala calidad, dicha materia debe ser considerada en la acreditación institucional que operará sobre el conjunto de la entidad.

Añadió que, además, la Comisión Nacional de Acreditación tendrá la posibilidad de incidir en la gestión interna una vez producida la acreditación, a diferencia de la regulación actualmente vigente.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, luego de compartir la necesidad de establecer la acreditación institucional obligatoria, abogó por analizar en detalle la acreditación voluntaria de carreras y los procedimientos de evaluación externa.

Asimismo, sostuvo que se debe otorgar un procedimiento interno de acreditación, con la finalidad de valorar a aquellas entidades que aplican requisitos más exigentes que aquellos establecidos en las normas legales que propone la iniciativa en estudio.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en la misma línea, abogó por abordar los parámetros de evaluación interna de las universidades.

ARTÍCULO 81

Modifícase la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, en el siguiente sentido:

Número 1)

1) Reemplázase el artículo 1 por el siguiente:


“Artículo 1.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (en adelante también “el Sistema”) que estará integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior.

Inciso primero.


La indicación Número 312), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “Subsecretaría de Educación Superior” por “Subsecretaría de Educación”.


La indicación Número 313), del honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega la siguiente oración final: “Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.”.


- La indicación Número 312) fue retirada por su autora. 


- En tanto que la indicación Número 313) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer, Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Inciso segundo.


Al Sistema, en su conjunto, corresponderá:


La indicación Número 314), del honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la expresión “Al Sistema,” por “A las instituciones estatales mencionadas expresamente en el inciso anterior,”.


-Esta indicación fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Letra a)


a) El desarrollo de políticas que promuevan la calidad, pertinencia, articulación, inclusión y equidad en el desarrollo de las funciones de las instituciones de educación superior.


La indicación Número 314 bis), de la Honorable Senadora señora Goic, para agregar luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:


“Asimismo, impulsará medidas que estimulen la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes desde la educación media a la educación superior, con especial énfasis en la formación técnico-profesional, a través de la articulación de trayectorias formativas con los Servicios Locales de Educación y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.”.


La indicación Número 314 ter), de la Honorable Senadora señora Goic, para intercalar entre la frase “Reemplácese la letra “y” que se encuentra entre las frases “la Comisión Nacional de Acreditación” y “la Superintendencia de Educación Superior”  por una coma “,” y agréguese luego de la frase “la Superintendencia de Educación Superior” la frase “además de asociaciones nacionales que representen a las académicos y académicas”, e incorporar, luego del punto aparte, la siguiente oración: “Respecto de la inclusión y equidad, se entenderán especialmente aquellas políticas que prevengan, sancionen y reparen el acoso sexual, laboral y la discriminación.”.


-La indicación Número 314 bis) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.


-La indicación Número 314 ter) fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Montes. 

Letra b)


b) La identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del Sistema, y la información pública.

Letra c)


c) El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al Consejo Nacional de Educación, en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

Letra d)


d) La acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas de conformidad a lo establecido en el título II del capítulo II, y la acreditación de carreras o programas de pregrado y postgrado de conformidad a lo dispuesto en el título III y IV del capítulo II, y de carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales.


La indicación Número 315), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar la frase “, y de carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Letra e)


e) La fiscalización del cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las normas aplicables a dicho sector, en especial de la obligación de destinar sus recursos al cumplimiento de sus fines, así como la supervisión de su viabilidad administrativa y financiera, y del cumplimiento de los compromisos académicos con sus estudiantes.”.


La indicación Número 316), del Honorable Senador señor Allamand, para eliminar la frase “de la obligación de destinar sus recursos al cumplimiento de sus fines, así como la supervisión de su viabilidad administrativa y financiera, y”.


La indicación Número 317) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar las frases “al cumplimiento de sus fines, así como la supervisión de su viabilidad administrativa y financiera, y del cumplimiento de los compromisos académicos con sus estudiantes” por “a la consecución de los fines que les son propios; así como del cumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos y académicos”.


-La indicación Número 316) fue retirada por su autor.


-La indicación Número 317) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


-El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia de que el aseguramiento de la calidad no pasa únicamente por la acreditación, sino que es fundamental el desarrollo de una institucionalidad que permita comprobar que las instituciones realmente tienen el nivel requerido que se han comprometido a tener. Observó que, tal como quedó redactada la norma, podría no entenderse así. 

Número 2)

2) Elimínase el artículo 2.


La indicación Número 318), del Honorable Senador señor Allamand, para suprimirlo.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Número 3)

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:


“Artículo 3.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:


a) El Subsecretario de Educación Superior, quien lo presidirá.


b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación.


c) El Superintendente de Educación Superior.


d) El Presidente del Consejo Nacional de Educación.


Corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior brindar soporte técnico para el funcionamiento del Comité de Coordinación. Los miembros del Comité deberán designar a un secretario, quien llevará las actas y desempeñará las demás funciones que se le asignen.”.


La indicación Número 319), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “Subsecretaría de Educación Superior” por “Subsecretaría de Educación”, todas las veces que aparece.


La indicación Número 319 bis) De la Honorable Senadora señora Goic, para agregar una nueva letra e) con el siguiente texto:


e) “Un representante de una asociación de académicos y académicas que represente a miembros de instituciones públicas y privadas”.


-La indicación Número 319) fue retirada por su autora. 


-La indicación Número 319 bis) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Número 4)

4) Reemplázase el artículo 4 por el siguiente:


“Artículo 4.- Corresponderá al Comité de Coordinación:

Letra a)


a) Velar por la coordinación de los organismos que lo integran en lo relativo a su relación con las instituciones de educación superior.

Letra b)


b) Colaborar con la Comisión Nacional de Acreditación en el proceso de elaboración de los criterios y estándares de calidad, según ésta defina.


La indicación Número 320), del Honorable Senador señor Allamand, para suprimirla.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que esta indicación está relacionada con la Número 349), que se estudiará más adelante.

Explicó que la letra b) que se propone modificar regula la función que tiene la CNA de elaborar y establecer los criterios y estándares de calidad para la acreditación institucional. Consideró que al envolver al Comité Coordinador en esta atribución, se involucra también a la Subsecretaría de Educación. En su opinión, es más razonable que sea el Consejo Nacional de Educación el que participe en relación con esta prerrogativa de la CNA, toda vez que se trata de un asunto eminentemente técnico y no político.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer estimó importante que sea la Comisión, y no el Comité Coordinador ni la Subsecretaría, la que fije los criterios y estándares. Mostró además preocupación por el sentido y alcance que tendrán estos conceptos.

En la misma línea de lo sostenido por la Honorable Senadora señora Von Baer, el Honorable Senador señor Allamand postuló que la terminología empelada para definir “criterios” y “estándares” es sumamente compleja. Argumentó que ello refuerza la idea de radicar en la CNA la potestad de determinar estos factores, sin interferencias políticas.

Enseguida, el Honorable Senador señor Montes se mostró proclive a mantener, en esta parte, el texto aprobado en general. Indicó que en el caso de la Educación Escolar ha sido relevante la constante conversación entre la Superintendencia -entidad encargada de fiscalizar la calidad- y el Ministerio. Resaltó que no se pretende que el Comité defina los criterios y estándares, sino que contribuya durante su debate. Agregó que de esta manera se logra una mayor coherencia entre los distintos organismos.

El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Alfonso Muga, comentó que actualmente el Comité Coordinador efectivamente cumple una tarea de conversación. Sin embargo, no le ha correspondido pronunciarse acerca de las materias que regula esta norma.

Complementando lo anterior, relató que hoy en día aquellas se están configurando por medio de un trabajo independiente de la CNA. Cuando la Comisión elabora las pautas de acreditación institucional -que comprenden usualmente áreas, dimensiones dentro de cada área,  criterios correspondientes a esas dimensiones, y otros aspectos-, las somete a consulta pública. En esta participan personas naturales y agrupaciones de distinto tipo, y permite reunir antecedentes antes de la aprobación definitiva.

Recomendó una redacción más amplia, que no se refiera de manera tan específica a la elaboración de criterios y estándares.

La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, manifestó que el artículo 4° propuesto para le ley 20.129 reglamenta las múltiples facultades del Comité de Coordinación, una de las cuales es colaborar de manera no vinculante en la determinación de los criterios y estándares.

Subrayó que este Comité está integrado por la CNA y otros órganos de aseguramiento de la calidad. Su participación a propósito de la facultad en examen busca asegurar concordancia en el sistema y armonía en la interacción entre los distintos actores que lo integran. Calificó como razonable la conservación del texto aprobado en general.

A continuación, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, puso de relieve que esta función del Comité debe analizarse en relación con la letra b) del artículo 8° propuesto, que reglamenta la facultad de la Comisión para elaborar y establecer los criterios y estándares, “previo informe del Comité Coordinador”. Sobre la base de este precepto se puede aseverar que la colaboración a que se refiere el artículo 4 literal d) importa únicamente la elaboración de dicho informe. Una vez que los criterios y estándares han sido establecidos por la CNA, el Comité debe informar al respecto, y eventualmente formular observaciones o sugerencias, que podrán ser consideradas o no, puesto que no son vinculantes.

El Honorable Senador señor Allamand sentenció que resulta inadecuado fijar una facultad tan específica en torno a un tema  controvertido, como los criterios y estándares de calidad.

Adicionó que la consagración de esta prerrogativa supone una dificultad interpretativa: si se establece expresamente la atribución de colaborar en estas materias, entonces, se puede entender excluida para cualquier otra. Instó por redactar la disposición en términos más amplios, a fin de evitar el problema descrito.

Acerca de las tareas que desarrolla la institución que encabeza, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación expresó que le corresponde, por un lado, elaborar instrumentos aplicables a las instituciones para efectos de evaluación -ya sea institucional o de carreras-, y por otro, tomar decisiones sobre la acreditación. Añadió que actualmente el Comité Coordinador puede colaborar con la Comisión en aquellas cuestiones que tienen que ver con la elaboración de instrumentos de evaluación de la calidad. Puntualizó que, tal vez, podría circunscribirse a ese ámbito su participación, de manera de evitar que se entienda que la colaboración tiene que ver con aspectos operativos de la CNA.

El Honorable Senador señor Montes reiteró que es la CNA la que toma la decisión final sobre los criterios y estándares de calidad, y que el rol del Comité se reduce a manifestar su opinión al respecto. Recalcó nuevamente la importancia que revestirá para la Comisión conocer la experiencia de otros órganos, cuyas funciones se relacionan con las definiciones que aquella adopta.





Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 320) bis, que propone la siguiente redacción para este literal: 





“b) Interactuar con la Comisión Nacional de Acreditación en las materias propias de sus funciones, incluida la elaboración de los criterios y estándares de calidad.”. 





- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.


-En razón de lo anterior, la indicación número 320) fue retirada por su autor. 

Letra c)


c) Establecer y coordinar mecanismos para el intercambio de información entre los órganos que componen el Sistema y las instituciones de educación superior.

Letra d)


d) Establecer un Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior, el cual contemplará, a lo menos, los compromisos y objetivos del Sistema, las acciones necesarias para alcanzarlos, y la identificación de las áreas que requieran de especial coordinación.

Letra e)


e) Constatar, respecto de los comisionados de la Comisión Nacional de Acreditación, la verificación de las causales de cesación en el cargo establecidas en el artículo 12 quáter, así como si se encuentran afectos a una inhabilidad para desempeñar el cargo. En estos casos, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación participará sólo con derecho a voz.”.


La indicación Número 321), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:


“e) Velar por la coherencia entre los criterios y estándares definidos para los procesos de acreditación, con la normativa que rige el licenciamiento, así como toda otra del sector de educación superior.”.


La indicación Número 322) Del honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituirla por el que sigue:


“e) Velar por la coherencia entre los criterios y estándares definidos para los procesos de acreditación por la Comisión Nacional de Acreditación y la normativa que rige el licenciamiento.”.


-La indicación Número 321) fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


-La indicación Número 322) fue retirada por su autor. 

- - -


La indicación Número 323), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para incorporar a continuación de la letra e) la siguiente, nueva:


“…) Aprobar, sobre la base de una propuesta de la Comisión Nacional de Acreditación, los perfiles de los comisionados comprendidos en el artículo 7° de esta ley, para los procesos de selección encargados a la Alta Dirección Pública. Dichos comisionados podrán ser chilenos o extranjeros.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -

Número 5)

5) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase las dos veces que aparece la palabra “Coordinador” por las palabras “de Coordinación”.


b) Reemplázase la palabra “tres” por “seis”.

Número 6)

6) Reemplázase en el artículo 6 la palabra “verificar” por la frase “evaluar, acreditar”.

Número 7)


Reemplaza el artículo 7 que contempla la integración de la Comisión Nacional de Acreditación.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 324) a 346).

- - -

En relación con esta materia, la señora Ministra de Educación expuso que, en términos generales, la modalidad de integración de la Comisión Nacional de Acreditación pretende mantener una mirada amplia del sistema, e impedir un sesgo corporativista, que puede presentarse si los miembros son representantes directos de una determinada institución.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recomendó agregar dos integrantes elegidos por las instituciones de Educación Superior, uno universitario y otro de técnico profesional, para que haya alguna presencia de estos organismos.

Al respecto, la señora Ministra de Educación aseveró que la actual composición comprende a representantes de determinadas instituciones y eso es justamente lo que se está intentando cambiar con esta nueva fórmula de integración. Advirtió que el mundo universitario es tan profundamente heterogéneo, que cada vez que se elija a un miembro proveniente de alguna entidad, las demás van a presentar reparos. Recordó que los comisionados contenidos en la propuesta ya vienen del mundo académico. Lo positivo es que el mecanismo de designación impide que esté representando directamente a un organismo en particular.

Sobre este punto, el Honorable Senador señor Allamand adhirió a la propuesta del Ejecutivo, en atención a las tensiones que genera la representación directa de una determinada casa de estudios por parte de los comisionados.

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que, a partir de la lectura de las letras c) y d) del artículo 7°, queda en evidencia un error de redacción, toda vez que el texto dispone que CORFO y CONICYT elaborarán las ternas de candidatos y que el Consejo de Alta Dirección Pública designará a los comisionados. 

La Jefa de la División de Educación Superior explicó que efectivamente el precepto está invertido y que la indicación del Ejecutivo pretende solucionar este problema.

El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Alfonso Muga aclaró que la ley vigente no habla de representantes de determinadas instituciones. Reconoció que es difícil que quienes integran la Comisión se desliguen absolutamente de sus planteles de origen.

Juzgó que cumplir un período de seis años puede representar una dificultad para académicos que quieren seguir desarrollando su trayectoria durante o después de su paso por la CNA. Producto de ello podría disminuir la cantidad de interesados en ocupar algún puesto dentro del Consejo. Estimó que sería más adecuado un período de cuatro años, tal como el actual, permitiendo eventualmente renovar el nombramiento, conforme al mismo procedimiento de selección y nominación que está establecido en el proyecto.  

Agregó que la labor que va a desempeñar la CNA va a demandar de parte de sus miembros una mayor dedicación de tiempo y esfuerzo, lo que obstaculizará aun más sus posibilidades de mantenerse como investigadores activos. Presentó sus reparos acerca de la reglamentación propuesta, que limita el campo de actividades que pueden desarrollar los comisionados de manera complementaria, puesto que se refiere solamente a tareas docentes, en vez de recurrir a un concepto más amplio, como el de labores académicas.
Refiriéndose a eventuales actividades paralelas de los comisionados, la señora Ministra de Educación puso de relieve que, en atención a las nuevas funciones y responsabilidades de la Comisión, se incluyó un aumento sustantivo de la dieta de sus miembros, que corresponderá aproximadamente a $4.000.000 mensuales. La idea es que se trate de un trabajo de dedicación exclusiva, que no obstante, permitirá a los miembros continuar haciendo clases y mantener los vínculos académicos, debiendo inhabilitarse cuando esté involucrada la casa de estudios en que desarrolla esas tareas.

- - -


Como se consignó precedentemente, en primer término cabe consignar la indicación Número 324), del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:


a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;


b) Tres académicos universitarios de reconocido prestigio y amplia trayectoria en gestión institucional, docencia de pregrado o formación de postgrado. De éstos, al menos uno deberá haber estado vinculado a alguna universidad cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.


c) Tres docentes o profesionales de reconocido prestigio y amplia trayectoria en formación técnico profesional o en gestión institucional en centros de formación técnica o institutos profesionales. De ellos, al menos uno deberá haber estado vinculado a alguna institución de educación superior cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.


d) Dos expertos con amplia trayectoria en gestión financiera y organizacional


e) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes;


Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores, serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de dos terceras partes del Senado, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882.


Corresponderá al Presidente citar y presidir las sesiones de la Comisión, establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión, dirigir sus deliberaciones, dirimir sus empates, y participar en el Comité de Coordinación en conformidad con lo establecido en el artículo 3. Asimismo, le corresponderá la representación de la Comisión en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera.


El Presidente se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Comisión.


El comisionado señalado en la letra a) anterior durará cuatro años en su cargo, sin poder ser designado nuevamente.


Los comisionados señalados en las letras b), c), d) y e) anteriores durarán seis años en sus cargos, podrán ser designados nuevamente por una sola vez consecutiva por igual período, y se renovarán por parcialidades cada tres años. En caso que no se efectuare el nombramiento del nuevo comisionado antes de la expiración del plazo de duración en el cargo del comisionado saliente, éste podrá permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de su reemplazante, por un máximo de tres meses adicionales. Si el Senado no se hubiere pronunciado en los términos señalados una vez vencido dicho plazo, se nombrará al candidato propuesto por el Presidente de la República, sin más trámite.


La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d) y e) a un Vicepresidente, que subrogará al Presidente o Presidenta en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.


La Comisión requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente o Presidenta el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.


Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley Nº 18.834.


A los integrantes de la Comisión, salvo el caso del Presidente o Presidenta, no les serán aplicables las normas de la ley Nº 19.882, salvo en lo relativo a su nombramiento, de conformidad a lo señalado en el inciso primero.


Los comisionados deberán declarar intereses y patrimonio conforme a lo establecido en el capítulo 1º del título II de la ley Nº 20.880.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -



El texto aprobado en general prescribe lo siguiente:

Inciso primero


“Artículo 7.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

Letra a)


a) Cuatro académicos universitarios de reconocido prestigio y amplia trayectoria en gestión institucional, docencia de pregrado o formación de postgrado. De éstos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna universidad cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

Letra b)


b) Cuatro docentes o profesionales de reconocido prestigio y amplia trayectoria en formación técnico profesional o en gestión institucional en centros de formación técnica o institutos profesionales. De ellos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna institución de educación superior cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

Letra c)


c) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en el área de la innovación, seleccionado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Corporación de Fomento de la Producción.


La indicación Número 325), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la locución “el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Corporación de Fomento de la Producción” por “la Corporación de Fomento de la Producción, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882”.


La indicación Número  326), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar la siguiente oración final: “La trayectoria en materias de innovación de dicho docente o profesional deberá ser de alcance nacional, internacional, o de ambos.”.


-La indicación Número 325) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.  


-La indicación N° 326) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra d)


d) Un académico universitario de reconocido prestigio y amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica seleccionado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o su sucesor.


La indicación número 327), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituir la expresión “Un académico universitario” por “Dos académicos universitarios”.


La indicación Número 328), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o su sucesor.” por la siguiente: “la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, o su sucesor, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.”.


-La indicación Número  327) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


-La indicación Número 328) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.  

Letra e)


Dispone la integración de la Comisión Nacional de Acreditación con dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobada al menos la mitad de la carrera en la que estén inscritos y encontrarse dentro del 10% de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento y deberán ser representativos de cada subsistema, resguardando la participación de las Federaciones de Estudiantes, en su caso.


Sobre este literal recayeron las indicaciones números 328 bis), 329), 330) y 331).


La indicación Número 328 bis), del Honorable Senador señor Montes, para reemplazarla por la siguiente


“e) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas y adscritas a la gratuidad, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana. A su vez, al menos uno deberá pertenecer a una universidad estatal. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobada al menos la mitad de la carrera en la que estén y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento y deberán ser representativos de cada subsistema, resguardando la participación de las Federaciones de Estudiantes, en su caso.”.


Sobre esta propuesta, el señor Presidente de la instancia señaló que correspondía declararla inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, toda vez que introduce modificaciones en cuanto a la integración de un organismo público como es la Comisión Nacional de Acreditación.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Montes solicitó un nuevo examen de admisibilidad de la indicación N° 328 bis. Consideró que esta no adolece de vicios en ese sentido. Abogó por mantener al menos la referencia a la adscripción a la gratuidad. De lo contrario, los planteles no adscritos podrían ponerse de acuerdo y promover el nombramiento de uno de sus representantes.

El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación explicó que se trata de un mecanismo vigente, normado en el reglamento que fija procedimiento para la elección de los representantes de los estudiantes en la Comisión Nacional de Acreditación. Declaró que ha comenzado a funcionar lentamente con un mayor nivel de participación de las federaciones. En la práctica, ha ocurrido que un integrante es designado por la CONFECH y el otro por las universidades privadas. Recalcó que los estudiantes duran dos años en el cargo. Mostró preocupación por los estudiantes que provienen del mundo técnico profesional, puesto que algunos de ellos dejarán el cargo cuando ya estén titulados, en caso que sus carreras sean breves. Observó que la dieta propuesta podría ser muy elevada para un estudiante, por lo que recomendó revisar el monto para este caso.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), mantuvo su decisión de considerar inadmisible la indicación N° 328 bis, arguyendo que la creación de órganos públicos y su integración son materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Añadió que los requisitos exigibles para ingresar a ellos también se encuentran comprendidos dentro de ese ámbito.


En cambio, el Honorable Senador señor Montes estimó que la indicación de su autoría no modificaba la integración de la Comisión, y reiteró sus juicios diferentes respecto del examen de admisibilidad de la propuesta e instó al Gobierno para que apoye la idea, en caso que se mantenga la referida decisión.


La indicación Número 329), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después de la palabra “mitad” la expresión “del plan de estudios”.


La indicación Número 330), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para suprimir la frase “inscritos y encontrarse dentro del 10% de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación”.


-La indicación Número 331), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir el guarismo “10” por “30”.


-La indicación Número 329) fue aprobada por la unanimidad los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


-La indicación Número 328 bis) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.  


-Las indicaciones números 330) y 331) fueron retiradas por el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


La indicación Número 332), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para incorporar a continuación de la letra e) la siguiente, nueva:


“…) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en materias relacionadas con la formación vocacional y la innovación en este nivel formativo nominado por el Directorio de la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, ChileValora, a partir de una terna seleccionada por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882.”.


La indicación Número 332 bis), del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente letra nueva:


“…) Un académico del área artística con 5 años de experiencia en docencia y destacada trayectoria. Será designado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley 19.882. “.


La indicación Número 332 ter), de la Honorable Senadora señora Goic, para agregar una nueva letra f):


“f) Dos representantes de asociaciones de académicos y académicas que agrupen a instituciones públicas y privadas.”.


-Las indicaciones números 332), 332 bis) y 332 ter) fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

Inciso segundo

Las designaciones de las letras c) y d) serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes. El nombramiento de las personas seleccionadas se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.


La indicación Número 333), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarlo.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.  

Inciso tercero


Tres de los comisionados señalados en la letra a) y tres de los señalados en la letra b) anteriores, serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de tres quintos del Senado, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882. Los demás comisionados de las letras a y b) serán designados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882, uno de los cuales será designado por el Presidente de la República como el Presidente de la Comisión. Asimismo, uno de estos últimos comisionados deberá tener trayectoria en gestión financiera y organizacional.


La indicación Número 334), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituir las expresiones “Tres de los” y “tres de los” por “Dos de los” y “dos de los”, respectivamente.


La indicación Número 335), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar después de la voz “Senado” la expresión “en una sola votación”.


La indicación Número 336), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar después de la expresión “ley N° 19.882.” el siguiente texto: “Uno de los comisionados señalados en la letra a) y uno de los de la letra b), serán nominados a partir de sendas ternas seleccionadas para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882, por las universidades y por los institutos profesionales y centros de formación técnica, respectivamente. Las instituciones de educación superior participantes de este proceso, deberán contar, en ambos casos, al momento de la nominación con al menos 4 años de acreditación institucional o acreditación institucional de excelencia o avanzada, cuando corresponda.”.

La indicación Número 337), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazar la expresión “Los demás comisionados” por la siguiente: “Los dos restantes comisionados de las letras a y b)”.


-Las indicaciones números 334), 335), 336) y 337) fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso sexto

Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores durarán seis años en sus cargos, no podrán ser designados nuevamente para un período consecutivo, y se renovarán por parcialidades cada tres años. En caso que no se efectuare el nombramiento del nuevo comisionado antes de la expiración del plazo de duración en el cargo del comisionado saliente, éste podrá permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de su reemplazante, por un máximo de tres meses adicionales. Si su nombramiento requiere de acuerdo del Senado y éste no se hubiere pronunciado en los términos señalados una vez vencido dicho plazo, se nombrará al candidato propuesto por el Presidente de la República, sin más trámite.


La indicación Número  338), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituir la oración inicial que señala “Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores durarán seis años en sus cargos, no podrán ser designados nuevamente para un período consecutivo, y se renovarán por parcialidades cada tres años.” por el siguiente texto: “Los comisionados no estudiantiles durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser nominados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso séptimo

La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras a), b), c) y d) a un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.


La indicación Número 339), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarlo por el siguiente:


“El Pleno de la Comisión requerirá de la mayoría de sus integrantes en ejercicio para sesionar, y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. En caso de producirse empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia.  En materias de acreditación se requerirá la concurrencia de al menos cinco votos favorables, y las demás, por mayoría simple de los presentes.  Para el caso de las Salas, las decisiones referidas a acreditaciones de carreras y programas serán tomadas por la mayoría de los presentes y al menos con la concurrencia de cinco votos a favor; en el resto de materias, las decisiones deberán ser tomadas por la mayoría de los presentes en la Sala.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso octavo


La Comisión requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes.


La indicación Número 340), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“La Comisión Nacional de Acreditación podrá funcionar en pleno o en salas.  En tal caso, la primera  sala estará integrada por dos de los comisionados a que se refiere la letra a) y dos de la letra b), el comisionado de la letra c), y por uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La segunda sala se integrará por los restantes comisionados. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión será presidida por el Vicepresidente. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de acreditación institucional de las instituciones de educación superior y sobre las materias señaladas en las letras a) y b) del artículo 8. En contra de las decisiones que adopte cada una de las salas sólo se podrá interponer el recurso de reposición, sin perjuicio de la apelación regulada en la presente ley.”.


-Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.  

Inciso noveno

La Comisión Nacional de Acreditación podrá desarrollar su labor en dos salas. La sala universitaria estará integrada por los comisionados a que se refieren las letras a) y d), más uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La sala de formación técnica será integrada por los comisionados a que se refieren las letras b) y c), más el restante representante de los estudiantes. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión, será presidida por uno de los restantes comisionados designados por el Presidente de la República. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de las materias señaladas en las letras a), b) y d) del artículo 8.


La indicación Número 341), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“La Comisión, tanto para su funcionamiento en sala como en pleno, requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros. En caso de producirse un empate, corresponderá al Presidente o Vicepresidente, cuando corresponda, el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes. Con todo, los acuerdos relativos a los procesos de acreditación institucional deberán contar con los votos de al menos tres de los comisionados señalados en las letras b) o c) en el caso del subsistema técnico profesional, y al menos tres de los comisionados señalados en las letras a) o d) en el caso del subsistema universitario.”.


A propósito de esta indicación, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, comentó que el inciso propuesto introduce dos modificaciones de relevancia. En primer lugar, se aumenta el quorum para adoptar acuerdos, exigiendo el voto conforme de siete miembros. Relató que la razón detrás de este cambio es que la CNA adoptará decisiones de efectos mucho más profundos, dado el carácter obligatorio de la acreditación institucional. En segundo lugar,  se asegura que en el caso de acuerdos sobre la acreditación de una institución de los subsistemas universitario o técnico profesional, se cuente con el voto conforme de al menos tres de los miembros cercanos o relacionados con uno u otro sector.


Luego, la Honorable Senadora señora Von Baer analizó la forma en que los integrantes de cualquier cuerpo colegiado toman conocimiento de un asunto que deben resolver. Señaló que lo habitual es que el secretario, sobre la base de los informes elaborados, efectúe una relación. En esta etapa se puede incurrir en inexactitudes o errores. A fin de aumentar la transparencia en el funcionamiento de la CNA, recomendó incorporar el derecho de los representantes de la institución evaluada para presenciar la relación.


Consultado sobre el tema, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Raúl Muga, sostuvo que actualmente las sesiones se desarrollan solamente con la participación de los miembros de la Comisión y de quien asume el rol de relator, que puede ser el Presidente del Comité de Pares Evaluadores o un integrante de la Comisión disciplinaria, para el caso de los programas de Doctorado. De acuerdo a su experiencia, un cuerpo colegiado como este, en que debe primar un juicio de expertos, podría quedar condicionado por la presencia de alguna persona que sea parte de la institución respectiva. Subrayó que el funcionamiento de la Comisión ya es suficientemente transparente, puesto que sus actas son públicas, y las instituciones pueden presentar un recurso de reposición cuando se sienten afectadas por una resolución de la CNA. Aconsejó, para poder mantener la dinámica propia de un cuerpo colegiado de esta naturaleza, que se mantenga una estructura como la actualmente existente.

La Honorable Senadora señor Von Baer precisó que concuerda con la conveniencia de mantener la privacidad al momento de la deliberación de los miembros de la Comisión. Acotó que su preocupación se centra en el momento de la relación, que hace el secretario, porque en este momento a veces se pueden dejar fuera algo que está en el informe. 

En la misma línea opinó el Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia de que al dar a las instituciones una posibilidad de ser escuchadas, disminuyen las influencias de pasillo, ya que existirá un espacio institucional para que expresen las distintas visiones sobre un asunto.


La señora Ministra de Educación estimó razonable que se escuche a las instituciones involucradas. Sugirió establecer este derecho en términos generales en la ley y dejar para los cuerpos reglamentarios la determinación de la oportunidad, duración y otros detalles.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sugirió encomendar al Ejecutivo una propuesta de redacción, que establezca que el representante de la institución respectiva estará presente al momento de efectuarse la relación, que con posterioridad se le escuchará en una audiencia, y que finalmente se retirará, para que los miembros puedan deliberar de manera privada.


La indicación Número 342), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para eliminar el vocablo “dos”.


La indicación Número 343), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para suprimir el siguiente texto: “La sala universitaria estará integrada por al menos un comisionado a que se refieren las letras a) y d), más uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La sala de formación técnica será integrada por al menos un comisionado a que se refieren las letras b) y c), más el restante representante de los estudiantes.”.


La indicación Número 344), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazar la frase “las materias señaladas en las letras a), b) y d) del artículo 8.”, por la siguiente: “la aprobación de los criterios y estándares, la acreditación institucional, y otras materias de índole estratégica determinadas por acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio”.


La indicación Número 345), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar la siguiente oración final: “La Comisión, en base a un reglamento de funcionamiento, podrá establecer salas ad hoc para determinadas materias. Las Salas estarán integradas por siete miembros.”.

- - -


La indicación Número 346), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para contemplar un inciso final del siguiente tenor:


“En la Comisión Nacional de Acreditación ningún género podrá tener más de un 60 por ciento de representación y además deberá contar con representatividad de personas que pertenezcan a los pueblos Indígenas que habitan en el territorio de Chile, acorde con  el territorio donde se emplaza, aunque en ningún caso podrá existir una representación indígena menor a un quinto de los integrantes.”.

- - -


-La indicación Número 341) fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-Las indicaciones números 342), 343), 344), 345) y 346)  fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso décimo

Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

Inciso décimo primero

A los integrantes de la Comisión, salvo el caso del Presidente, no les serán aplicables las normas de la ley N° 19.882, salvo en lo relativo a su nombramiento, de conformidad a lo señalado en los incisos anteriores.

Inciso décimo segundo


Los comisionados deberán declarar intereses y patrimonio conforme a lo establecido en el capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880.”.

Número 8)

8) Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:


“Artículo 8.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

Letra a)


a) Administrar y resolver los procesos de acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas, y de las carreras y programas de estudio de pre y postgrado que éstas impartan, incluidos los programas on line tanto en su modalidad b-learning como e-learning, conducentes a un título o grado, según corresponda.


La indicación Número 347), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir el siguiente texto: “, incluidos los programas on line tanto en su modalidad b-learning como e-learning, conducentes a un título o grado, según corresponda”.


La indicación Número 348), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase “, incluidos los programas on line tanto en su modalidad b-learning como e-learning,”.


-La indicación Número 347) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación Número 348) resultó aprobada con modificaciones, con la misma votación de la anterior.

Letra b)


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este literal. 


b) Elaborar y establecer los criterios y estándares de calidad para la acreditación institucional, y de las carreras y programas de pregrado y postgrado, de acuerdo al tipo de institución, sea ésta del subsistema técnico profesional o universitario, previo informe del Comité Coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


La indicación Número 349), del Honorable Senador señor Allamand, para sustituir la expresión “Comité Coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior” por “Consejo Nacional de Educación”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Letra d)


d) Resolver la solicitud de apertura de nuevas sedes, carreras o programas de pregrado en nuevas áreas del conocimiento, por parte de las instituciones de educación superior autónomas, según corresponda, de conformidad con lo establecido en el artículo 25 ter.


La indicaciones Números 350), de Su Excelencia la Presidenta de la República, 351) del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) y 352) del Honorable Senador señor Allamand, para suprimirla.


-Estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Inciso segundo


La Comisión deberá someterse, cada cinco años y por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia, a una evaluación externa en materias relacionadas con el aseguramiento de la calidad de la educación superior, en particular, respecto al desarrollo de los procesos de acreditación que le correspondan de conformidad a esta ley.”.


La indicación Número 353), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“La Comisión deberá revisar y evaluar la calidad de sus mecanismos y procedimientos de acuerdo a criterios y estándares aceptados internacionalmente, y someterse, al menos cada cinco años, a una evaluación externa por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia.”.


La indicación Número 354), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarlo por el siguiente:


“La Comisión deberá desarrollar procesos de aseguramiento de la calidad de sus mecanismos y procedimientos de acuerdo a orientaciones, criterios y estándares aceptados internacionalmente, y acudir, al menos cada cinco años, a una evaluación externa por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia.  En este sentido, deberá poner especial énfasis en la diversidad institucional del sistema de educación superior chileno, en la definición y actualización de los criterios y estándares de calidad acorde a tal diversidad, y en los mecanismos, prácticas y resultados de evaluación interna y externa adecuados y pertinentes a los propósitos institucionales.”.


- Amas indicaciones fueron aprobadas, con enmiendas,  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Número 9)

9) Modifícase el artículo 9 en el siguiente sentido:


a) Incorpórase en la letra a), después de la coma, la frase “previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública de conformidad a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882”.


b) Elimínase su letra c), pasando su actual d) a ser c) y así sucesivamente.


c) Intercálanse las siguientes letras d), e), f), g) y h), pasando la letra e) a ser i) y así sucesivamente:


“d) Dictar normas de carácter general en materias de su competencia, en especial respecto de la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación, tanto institucional como de carreras y programas de estudio de pre y postgrado;


La indicación Número 355), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarla.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 


e) Disponer la incorporación de pares evaluadores al registro establecido en el artículo 19, designar a los que actuarán en un determinado proceso de acreditación y resolver las impugnaciones que presenten las instituciones de educación superior a la designación de los mismos, de conformidad con lo establecido en el referido artículo;


f) Solicitar informes a las instituciones de educación superior acerca del cumplimiento de los estándares de calidad;


La indicación Número 356), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“f) Solicitar información a las instituciones de educación superior respecto a los avances de los Planes de Mejora, pudiendo efectuar recomendaciones para propiciar su mejoramiento continuo.”.


La indicación Número 357), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarlo por el siguiente:


“f) Solicitar información a las instituciones de educación superior respecto a los avances de los Planes de Mejora, conforme a lo prescrito en la resolución de acreditación respectiva, pudiendo efectuar recomendaciones para propiciar su nivel de avance.”.


- Ambas proposiciones fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


g) Disponer la realización de visitas de seguimiento del cumplimiento de los estándares de calidad a las instituciones de educación superior;


La indicación Número 358), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“g) Solicitar información y disponer la realización de visitas de seguimiento para verificar y resguardar el cumplimiento de los estándares de calidad de las instituciones de educación superior si, a su juicio, las condiciones que justificaron la acreditación de un programa o institución se han visto alteradas. Los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación.”.


A propósito de esta indicación, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, informó que la letra g) propuesta por la indicación tendrá aplicación cuando haya antecedentes que permitan suponer que la institución de Educación Superior ha visto deteriorada su calidad. En ese contexto, la CNA podrá requerir información y disponer la realización de visitas al plantel. Indicó que la norma pretende regular el período entre acreditaciones.
Sobre el contenido de la disposición, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que, durante el período entre acreditaciones, la CNA no debe quedar atada de manos. Por eso se le da la facultad de solicitar información y disponer de visitas, para los efectos que allí se señalan.

El Honorable Senador señor Allamand criticó las prerrogativas que concede el precepto, toda vez que están destinadas a ser ejercidas una vez que el proceso de acreditación ya se cerró. Si existe alguna infracción grave de parte de la institución, le corresponde a la Superintendencia ejercer sus atribuciones. Consultó por la finalidad de esta potestad de la CNA, que parece someter a un seguimiento constante a las instituciones, pese a haber culminado el procedimiento de acreditación.

La Honorable Senadora señora Von Baer presentó sus reparos acerca de la excesiva amplitud del texto, que al no exigir nuevos antecedentes, abrirá las puertas a una revisión permanente de las casas de estudio por parte de la CNA. 

Luego, el Honorable Senador señor Montes recordó algunos casos emblemáticos como los de la Universidad Iberoamericana y la Universidad Gabriela Mistral. Se trataba de instituciones que ya contaban con acreditación, que luego dejaron de cumplir ciertos requisitos. Adicionó que la Superintendencia posee atribuciones para intervenir ante incumplimientos normativos. Cosa distinta es el deterioro de factores que se tuvieron en cuenta para aprobar la acreditación. Postuló que, en este último tipo de situaciones, es la Comisión la que debe actuar, ya que se trata del ente especializado en calidad. Reconoció que la normativa puede ser perfeccionada, con el objeto de evitar que se produzcan los efectos negativos expuestos por la Honorable Senadora señora Von Baer.

La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, aseveró que el objetivo de esta disposición no es mantener en constante vigilancia a las instituciones, sino que entregar una herramienta a la CNA que le permita, por ejemplo, verificar que las recomendaciones efectuadas durante el proceso de acreditación se cumplan, sin necesidad de esperar el término de período para realizar el examen. Es un mecanismo que contribuye a comprobar el nivel de calidad de las instituciones.

Consultada su opinión sobre la materia, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Alfonso Muga, comunicó que le parece conveniente contar con esta potestad que posibilita efectuar un seguimiento de los factores de calidad, cuando existe algún cambio sustantivo en las circunstancias de la institución. 

El Honorable Senador señor Allamand afirmó que el proceso de acreditación tiene un inicio y un término, y la Comisión tiene que ser suficientemente responsable para no estar reevaluando los juicios de acreditación favorable formulados. Agregó que los antecedentes recabados se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación, transformando de esta forma a todas las acreditaciones en provisorias. Remarcó que se produce un problema adicional: si los antecedentes se hacen valer en el próximo proceso de acreditación, podría ocurrir que la información recabada durante una etapa temprana del período vigente produzca sus efectos negativos varios años después. 

A continuación, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) resaltó que se trata de una facultad preventiva y excepcional. Se han visto casos dramáticos en que la CNA no ha podido actuar, al carecer de atribuciones para ello.


La indicación Número 359), el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituirlo por el siguiente:


“g) Disponer la realización de visitas de seguimiento para evaluar y resguardar el cumplimiento, dentro de los propósitos declarados por las instituciones de educación superior, de los criterios y estándares de calidad pertinentes, si, a juicio de la Comisión, las condiciones que justificaron la acreditación de un programa o institución se viesen alteradas sustantivamente. Los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación.”.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas con enmiendas por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


El Honorable Senador señor Allamand advirtió que la norma aprobada podría presentar problemas de constitucionalidad, en razón de que entra amplios márgenes de arbitrariedad en la facultad conferida.


h) Disponer el adelantamiento de la acreditación institucional en el caso del artículo 25 bis de esta ley;”.


La indicación Número 360), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituirlo por el que sigue:


“h) Disponer, excepcional y fundadamente, el adelantamiento del proceso de acreditación institucional, en conformidad con el artículo 25 bis de la presente ley.”.


Por su parte, la indicación Número 361), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), propone suprimirlo.


En relación con este literal, el Honorable Senador señor Allamand sostuvo que esta es una facultad que hoy no existe y que permite disminuir el período de acreditación originalmente concedido. Manifestó su preocupación por la situación en que quedarán los alumnos que ingresaron a un plantel, confiando en que el tiempo de acreditación estaba asegurado.

La señora Ministra de Educación  puso de relieve que la presente indicación solamente adecua la redacción para armonizarla con el ya aprobado artículo 25 bis, cuyo primer inciso prescribe que “la Comisión podrá, de manera excepcional y por resolución fundada, adelantar el proceso de acreditación institucional, antes del término del plazo por el cual fue concedida, en aquellos casos en que obtenga antecedentes que hagan suponer que una institución de educación superior ha dejado de  dar cumplimiento a los estándares de calidad que justificaron su acreditación institucional vigente”. 

Compartió lo dicho por el Honorable Senador señor Allamand, en cuanto a que no se puede generar incerteza para los estudiantes en relación con la duración de la acreditación. Argumentó que la redacción de la norma no permite un ejercicio arbitrario de esta potestad, sino que, por el contrario, establece varios requisitos que vuelven muy excepcional su aplicación. Añadió que la CNA debe contar con este mecanismo que le permita actuar en casos extremos, en que existen antecedentes graves que lo justifiquen, para evitar que se repitan situaciones como las que se han mencionado durante el debate. 

Luego, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) señaló que se acaban de aprobar las potestades de la CNA para solicitar información y realizar visitas a las instituciones en ciertas hipótesis. En atención a ello, y considerando que la Comisión no queda “de brazos cruzados” durante el período entre acreditaciones, sino que puede recabar antecedentes que podrán hacerse valer en el próximo proceso, planteó que la prerrogativa en estudio podría resultar excesiva.

La Jefa de la División de Educación Superior expresó que esta atribución, de carácter excepcionalísimo, permite hacer frente a circunstancias graves, que implican una inconsistencia en el sistema, como el caso de la Universidad Iberoamericana. La Comisión Nacional de Acreditación hoy no puede retirar la acreditación a este plantel, pese a que está en proceso de cierre. Alertó sobre los efectos prácticos que se producen: la casa de estudios, en tanto cuente con acreditación, seguirá recibiendo aportes públicos, puede matricular a alumnos con becas y créditos, etc. Hoy existe un vacío que permite situaciones como esta. Adicionó que, por este motivo, el Ejecutivo estima que la facultad es necesaria.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand, consideró que la facultad del artículo 25 bis importa un nuevo juicio de acreditación, que en su parecer no es adecuado, porque implica una constante revisión del cumplimiento de los estándares de calidad. Expuso que se debe hacer una diferenciación de causales, entre las que son evidentemente graves -como el caso de la Universidad Iberoamericana- y aquellas que implican un nuevo juicio de acreditación. En estas últimas hipótesis, no está de acuerdo con que se adjudique la potestad en examen.

El Honorable Senador señor Montes adhirió a lo indicado por los representantes del Ejecutivo, y estimó que esta atribución guarda armonía con aquella que permite solicitar información y realizar visitas.
El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación criticó la norma analizada, en términos similares al Honorable Senador señor Allamand, entendiendo que la facultad de adelantar el proceso implicaría vulnerar la certidumbre relativa a sus fechas de inicio y término. Añadió que la existencia de una Superintendencia contribuirá a la obtención de información útil, que habilitará a la CNA para dejar sin efecto la acreditación en hipótesis de gravedad, potestad con la cual sí está de acuerdo.

El Honorable Senador señor Quintana enfatizó en que el precepto analizado resulta más estricto que el aprobado por la Cámara de Diputados, en tanto exige excepcionalidad y fundamentación a la Comisión para ejercer su atribución. En su parecer, la disposición permite actuar de manera preventiva, evitando que la situación se siga agravando y perjudique aún más a los alumnos.

En relación con las críticas que se han formulado, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, comentó que introducir esta prerrogativa favorece a las instituciones. Si se adelanta la acreditación, se está dando la oportunidad a la institución para que, a través de su autoevaluación y de los informes, demuestre que la crisis o deterioro en la calidad es irreal o que se puede solucionar. Da una posibilidad antes de llegar a quitarle la acreditación. En cambio, si solo se consagra que la CNA unilateralmente podrá revertir la acreditación, el escenario es mucho más radical. En caso que se siga esa opción, juzgó que esa medida debería aplicarse únicamente ante infracciones graves constatadas por la superintendencia. 

El Honorable Senador señor Montes aseveró que el organismo especializado en materia de calidad es la CNA, de manera que esta entidad debería ser la única involucrada en el proceso de revocación de la acreditación, y no la Superintendencia, que se avoca al aspecto meramente normativo. Por lo tanto, la regulación planteada para la facultad de cancelar la acreditación le parece adecuada. También se manifestó favorable a aprobar la potestad de anticipar el proceso de acreditación, para no llegar a situaciones más extremas. En su opinión, se trata de una norma central que favorece la calidad de la educación. 

A continuación, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) profundizó en las distintas etapas que contempla el sistema. Primero, una institución obtiene el licenciamiento de parte del Consejo Nacional de Educación. Luego, el plantel se ve expuesto a la fiscalización de la Superintendencia, durante toda su existencia. La casa de estudios además se ve sometida al proceso que administra la CNA para obtener su acreditación. A fin de precaver eventuales problemas, la regulación contempla la facultad de la Comisión para solicitar información y efectuar visitas, y para hacer valer los antecedentes obtenidos en el próximo proceso de acreditación. Indicó que probablemente las instituciones acreditadas durante siete años por su excelencia no sufrirán deterioro en sus condiciones de calidad. Tratándose de los planteles acreditados durante tres años, si se produce un detrimento menor de la calidad, la espera hasta el término natural de la acreditación no será demasiado extensa; y si hay algún incumplimiento grave, hay todo un sistema de administración provisional y hasta de cierre. Observó que, si además de todas las herramientas descritas, se va a permitir adelantar el proceso, aunque sea en forma fundada y excepcional, se está precarizando el sistema de acreditación.


-La indicación Número 360)  fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.


-La indicación N° 361 fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes y Quintana.

Número 10)

10) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el encabezado por el siguiente:


“La Comisión nombrará, a partir de una terna que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882, a un Secretario Ejecutivo a quien le corresponderán las siguientes funciones:”.


b) Elimínase en su letra c) la locución “y”.


c) Reemplázase en su letra d) el punto final por una coma seguida de la locución “y”.


d) Incorpórase la siguiente letra e):


“e) Participar en las sesiones de la Comisión, con derecho a voz.”.

- - -


La indicación número 362) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar a continuación del número 10 los siguientes numerales nuevos:


“…) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 11, después del punto y aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“En el ejercicio de esta función, la Secretaría deberá implementar las acciones requeridas por la Comisión para la formulación y actualización de criterios y estándares de calidad, elaborar propuestas de instrumentos y materiales para el desarrollo de los procesos de autoevaluación y evaluación externa y capacitar a los pares evaluadores; entre otras labores.


…) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero el guarismo “3” por “4”.


b) Intercálase en su inciso primero, después de la palabra “institucional”, la frase “universitaria, uno para la acreditación institucional técnico profesional”.


c) Elimínase en su inciso primero, la segunda vez que aparece, la expresión “carreras y”.


d) Reemplázase en su inciso tercero, la palabra “quince” por “diez”.


e) Elimínase su inciso cuarto.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de esta indicación. 


-Puesta en votación la primera parte de la indicación, esto es,  incorporar en el inciso primero del artículo 11, después del punto y aparte que pasa a ser seguido, una nueva oración, resultó aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


-En lo que respecta a la segunda parte de la indicación (modificación del artículo 12), resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

- - -

Número 11)

11) Incorpórase el siguiente párrafo 2° bis:

“Párrafo 2° bis De las inhabilidades e incompatibilidades

Artículos 12 bis y 12 ter


Artículo 12 bis.- No podrán ser nombrados comisionados:


a) Quienes ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 de la Ley de Educación Superior.


b) Los miembros o asociados, socios o propietarios de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.


c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.


d) Quienes ejerzan el cargo de Ministro de Estado o Subsecretario; Senador o Diputado; ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; Intendente, Gobernador o Consejero Regional; Secretarios Regionales Ministeriales o Jefe del Departamento Provincial de Educación, Alcalde o Concejal; los que sean miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; los miembros de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y los miembros de los demás Tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, salvo que desempeñe funciones en instituciones de educación superior estatales, y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.


Asimismo, no podrán ser nombrados como comisionado quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en las letras e) y f) del artículo 12 quáter.


Las inhabilidades contempladas en este artículo serán también aplicables a quienes ejerzan funciones directivas en la Secretaría Ejecutiva, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.


Artículo 12 ter.- Los comisionados deberán informar inmediatamente al Presidente de la Comisión de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus acuerdos o decisiones, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


En particular, los comisionados deberán abstenerse de intervenir en aquellos asuntos que afecten a las instituciones de educación superior con que tengan una relación contractual.


Los comisionados que, debiendo abstenerse, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Presidente de la República y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.


Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de abstención deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de un año, contado desde que éste fue emitido.


La indicación Número 363), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para suprime los artículos 12 bis y 12 ter y para reponer los incisos séptimo a decimoquinto del artículo 7° de la ley N° 20.129.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Artículo 12 quáter

Inciso primero


Artículo 12 quáter.- Serán causales de cesación en el cargo de comisionado, las siguientes:

Letra a)


a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

Letra b)


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

Letra c)


c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño de su cargo.

Letra d)


d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

Letra e)


e) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva.

Letra f)


f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como comisionado. Para estos efectos, se considerará falta grave:

Ordinal i


i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

Ordinal ii


ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

Ordinal iii


iii. Dar por acreditados hechos a sabiendas de que son falsos u omitir información relevante para el proceso.


La indicación N° 364), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para eliminarlo.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso segundo


El comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo, o alguna causal de incompatibilidad con el mismo, deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia a la Comisión. En caso de constatarse por el Comité de Coordinación alguna de dichas causales, el comisionado cesará automáticamente en su cargo. De igual forma, cesará en su cargo el comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.


La indicación Número 365), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “el Comité de Administración” por “la Comisión”.


-Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Inciso tercero


El comisionado que incurra en alguna de las situaciones descritas en la letra f) de este artículo será destituido por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministerio de Educación, previo procedimiento administrativo, aplicándose supletoriamente las normas del Título V de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fijó el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Mientras se lleva a cabo este proceso, el comisionado quedará inhabilitado temporalmente para ejercer su cargo, perdiendo en tal caso su derecho a percibir la dieta establecida en la presente ley. El acto administrativo en virtud del cual se haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos. El comisionado que hubiere sido destituido de conformidad a lo dispuesto en este inciso no podrá ser designado nuevamente en el cargo.


La indicación Número 365 bis), del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente oración frase final:

“Ni tampoco podrá ocupar algún cargo académico o administrativo en ninguna Institución de Educación Superior.”.

La señora Ministra de Educación, sostuvo que la sanción establecida resultaría excesiva. Añadió que, en caso que el comisionado destituido se dedique a un área muy específica de estudios, se podría generar un conflicto para los planteles que requieran sus servicios académicos. Recomendó introducir un plazo para la prohibición, eliminando su carácter perpetuo. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Montes consideró que el comisionado que actúa ilícitamente, siendo destituido del cargo, debe salir del sistema de educación. Si se quiere elevar el estándar ético en nuestra sociedad, se deben adoptar medidas como esta, especialmente en el campo de la educación. Descartó que la sanción sea exagerada.

Enseguida, la señora Ministra de Educación expuso que el artículo 12 quáter considera las causales por las que un comisionado puede ser destituido, teniendo profundas diferencias unas con otras en cuanto a su naturaleza. En su parecer, únicamente el comisionado que haya incurrido en falta grave al cumplimiento de las obligaciones como comisionado o haya sido condenado en virtud de sentencia firme por delitos que merezcan pena aflictiva -causales reguladas por las letras f) y e), respectivamente-, debería ser verse afectado por una prohibición temporal para desarrollar las actividades mencionadas en la indicación. 


-Esta indicación fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Inciso cuarto


La destitución establecida en el inciso anterior procederá sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Inciso quinto


Si quedare vacante el cargo de comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 7. El comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que restare para completar el período del comisionado reemplazado. Si quedare menos de la mitad del período de duración del cargo, dicho comisionado podrá ser reelecto.

Inciso sexto


Una vez que los comisionados hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener participación en su propiedad, o ser miembros o asociados de éstas, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.


Artículo 12 quinquies

Inciso primero


Artículo 12 quinquies.- Los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva, los integrantes de los Comités Consultivos y el personal que preste servicios a la Comisión, deberán guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley.


La indicación Número 366), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12 quinquies.- El Ministerio de Educación y la Comisión Nacional de Acreditación tendrán la obligación de interponer la respectiva acción contra la persona, natural o jurídica, que infrinja las normas establecidas en la ley N° 20.880.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Inciso segundo


Asimismo, tendrán prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios, sean éstos remunerados o gratuitos, ya sea en forma directa o a través de terceros, salvo labores docentes en los términos del artículo 8 de la ley N° 19.863.


La indicación Número 367), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, después de la primera coma, la frase “los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva, y el personal que preste servicios a la Comisión,”.


La indicación Número 368) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “en los términos del artículo 8 de la ley Nº 19.863”, por “, académicas o administrativas, en cuyo caso deberá darse cumplimiento a lo establecido en el artículo 12 ter”.


-Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso tercero


Las infracciones a esta norma serán consideradas faltas graves para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y para perseguir la responsabilidad administrativa, que se exigirá sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.”.

Número 13)

13) Incorpórase un párrafo 1° al título II denominado “De la acreditación institucional”.


La indicación Número 369), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimirlo.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 14)

14) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 15.- La acreditación institucional será obligatoria para las instituciones de educación superior autónomas y consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de estándares de calidad, los que se referirán a recursos, procesos y resultados; así como también, el análisis de mecanismos internos para el aseguramiento de la calidad, considerando tanto su existencia como su aplicación sistemática y resultados, y su concordancia con la misión y propósito de las instituciones de educación superior.”.


Las indicaciones números 370), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y 371) del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar después de la frase “verificación del cumplimiento de” la expresión “criterios y”.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La acreditación institucional será integral y considerará la evaluación de la totalidad de las sedes de la institución de educación superior, y de aquellas carreras y programas de estudio de pre y postgrado que hayan sido seleccionados por la Comisión para dicho efecto.”.


La indicación Número 372), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituirlo por el siguiente:


“La acreditación institucional será integral y considerará la evaluación de la totalidad de las funciones, niveles formativos y sedes de la institución de educación superior.  Para tal propósito, evaluará el alcance y profundidad de los mecanismos de aseguramiento de la calidad en la institución respectiva, evidenciando su aplicación en dichos niveles formativos.”.


La indicación Número 373), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después del vocablo “sedes” la frase “y niveles de programas formativos”.


La indicación Número 374), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después del vocablo “postgrado” la siguiente frase: “, en sus diversas modalidades, tales como presencial, semipresencial o a distancia,”.


-La indicación números 372) fue retirada por su autor.


-La indicación números 373) fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


La indicación números 374) fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


c) Reemplázase en su inciso segundo, que pasó a ser tercero, la frase “La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo” por “En el desarrollo del proceso de acreditación institucional”.


d) Agrégase en su inciso final, después del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Asimismo, un reglamento de la Comisión establecerá el procedimiento de selección de carreras y programas de estudio de pre y postgrado que serán evaluados en la acreditación institucional. Este procedimiento deberá asegurar la evaluación de una muestra representativa e intencionada de las carreras y programas de estudios impartidos por la institución en la totalidad de sus sedes, la que deberá considerar carreras y programas de estudio de las distintas áreas del conocimiento en las que la institución desarrolla sus funciones, evaluando integralmente la diversidad de la institución. La institución evaluada podrá seleccionar una carrera o programa para su evaluación, la que podrá ser considerada como parte integral de la muestra por la Comisión.”.


La indicación número 375), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para suprimirla.


La indicación Número 376), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar la expresión “representativa e”.


La indicación Número 377), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después de la palabra “funciones” la expresión “y en sus diversas modalidades,”.


La indicación Número 377 bis), del Honorable Senador señor Montes, para eliminar en el inciso propuesto la oración final.

Respecto de esta norma, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, explicó que en el modelo de acreditación integral, se pretende evaluar a la institución en todas sus funciones, ámbitos, dimensiones, etc. La idea es que la acreditación abarque la materialización, la concreción de las funciones de la institución en algunas carreras. En ellas se ven reflejados los elementos de la autoevaluación y del aseguramiento de la calidad. 

Relató que este inciso establece que un reglamento de la Comisión determinará el procedimiento por el cual se establecerán las carreras y programas que servirán de muestra para que la Comisión de Pares Evaluadores concurra a la institución y la evalúe a fondo. Precisó que no se está regulando la acreditación de las carreras, sino de la institución: se analiza a las carreras como un reflejo de los procesos del plantel, por medio de los cuales define programas de estudios y planes de egreso, modifica sus carreras, entre otros. Agregó que se impone como requisito que la muestra sea representativa de las distintas áreas formativas que desarrolla la institución y de los niveles de estudios que imparte la institución. Esta última exigencia cobra relevancia en el caso de instituciones que tienen carreras universitarias y técnicas profesionales. 

El Honorable Senador señor Montes advirtió que sería conveniente esclarecer que se trata de un programa o carrera adicional a los regulados antes. Si no, podría interpretarse que serán evaluados solamente aquellos que señale la institución y eso permitiría manipular u orientar la evaluación de acuerdo a la voluntad de la institución. Resaltó la importancia de resguardar la objetividad y la independencia del sistema. Declaró que no se opondrá a este derecho para las instituciones, siempre que los programas y carreras designados se sumen a los que fija el procedimiento, es decir, que no sean los únicos evaluados.

La Jefa de la División de Educación Superior aclaró que ese es el sentido del precepto, es decir, que el plantel agregue un programa o carrera a los ya establecidos de acuerdo al procedimiento reglamentario.

En contra del carácter facultativo que posee esta parte del precepto se manifestó el Honorable Senador señor Allamand. Presentó sus reparos ante la posibilidad que tendrá la Comisión de ignorar la designación efectuada por la institución

El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación comunicó que la entidad que representa no está de acuerdo con esta forma de acreditación obligatoria. En primer lugar, puntualizó que las instituciones con acreditación avanzada o de excelencia tienen una gestión interna de calidad, que garantiza que los procedimientos sea llevados adelante sin ninguna dificultad.

En segundo término, expresó que existirán dificultades de implementación de una norma como esta, debido a la enorme cantidad de Pres Evaluadores que serán necesarios para efectuar las evaluaciones, especialmente en el caso de instituciones de gran tamaño, que cuentan con carias sedes.

Luego, indicó que al menos  un 40% de las carreras que se imparten en las universidades ya están sometidas a un régimen de acreditación voluntaria. En la práctica, cuando la CNA examina a  una institución, incorpora en una minuta todos los resultados de las carreras que están acreditadas, entonces, se va dando cuenta de qué manera las acreditaciones van dando un soporte a la cuestión institucional. Finalizó su intervención subrayando que, tras diez años de la puesta en marcha del sistema de acreditación, se puede concluir que hay instituciones que tienen una gestión interna de excelente calidad.


-Puestas en votación, las indicaciones Números 376) y 377) fueron aprobadas, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.  


-La indicación números 375) y 377 bis)  fue retirada por su autor.

Número 15)

15) Reemplázase la letra a) del artículo 16 por la siguiente:


“a) Autoevaluación institucional. Examen crítico y analítico que realizan las instituciones de educación superior, utilizando diferentes fuentes, tanto internas como externas, para identificar y determinar, de modo sistemático y objetivo, sus fortalezas y debilidades en las dimensiones sometidas al procedimiento de acreditación, en relación con los criterios y estándares de calidad y con los fines que se propone la institución.


Los resultados de este examen se contendrán en un informe, que deberá incluir la autoevaluación de la totalidad de las sedes de la institución.


El informe deberá contemplar un Plan de Mejora, en el que la institución de educación superior deberá identificar sus principales debilidades, las áreas en las que ha determinado necesario desarrollar acciones de mejoramiento y los mecanismos mediante los cuales les dará solución, además de los resultados esperados y los plazos en los que se espera alcanzarlos.”.


La indicación Número 378), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“..) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 16 por las siguientes: 


“a) Autoevaluación institucional: proceso participativo mediante el cual la institución de educación superior realiza un examen crítico, analítico y sistemático del cumplimiento de los criterios y estándares definidos por dimensión, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional. Este proceso deberá sustentarse en información válida, confiable y verificable.


La institución de educación superior deberá elaborar un informe de autoevaluación, que dé cuenta del proceso y sus resultados, incluyendo una evaluación del cumplimiento de sus propósitos declarados y de los criterios y estándares de calidad, respecto de todos los niveles, modalidades y sedes en que la institución desarrolle funciones académicas e institucionales. 


El informe de autoevaluación deberá contemplar un Plan de Mejora verificable, que deberá vincularse con los procesos de planificación estratégica institucional. Asimismo, deberá identificar las principales áreas en las que la institución ha determinado desarrollar acciones de mejoramiento, y los mecanismos y acciones específicas mediante los cuales la institución solucionará las debilidades detectadas durante la autoevaluación y los plazos en los que se espera alcanzarlos.


b) Evaluación externa: proceso tendiente a evaluar,  respecto de cada una de las dimensiones señaladas en el artículo 17 siguiente, el grado de cumplimiento de los criterios y estándares de evaluación, y verificar la validez del informe de autoevaluación desarrollado por la institución, identificando si la institución cuenta –y en qué grado- con las condiciones necesarias para garantizar un proceso de formación de calidad, un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados y el cumplimiento de los demás fines de la institución.”.


b) Intercálase, en su inciso segundo, antes de la palabra “autoevaluación”, la frase “el proceso de”.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer y se abstuvo el Honorable Senador señor Allamand. 


Respecto del literal a) aprobado en general, la indicación Número 379), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar después de la expresión “educación superior,” la siguiente: “de manera triestamental y”.


-Esta indicación fue retirada por sus autores.


Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República, formuló la indicación número 378 bis) para agregar, en su numeral 15), la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase al final del párrafo primero de su letra c), la siguiente oración: “Previo a esta decisión, la Comisión deberá escuchar al Presidente de la Comisión de Pares Evaluadores y a la institución evaluada.”.”.





Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Montes. 

Número 16)

16) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis:

Inciso primero


“Artículo 16 bis.- Desde el inicio del proceso de acreditación institucional se entenderá, para todos los efectos legales, que la acreditación institucional vigente se prorrogará hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso.


La indicación Número 380), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para eliminarlo.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Inciso segundo


En caso que una institución de educación superior no se someta al proceso de acreditación una vez vencida su acreditación vigente, se entenderá que a la institución no se le ha otorgado la acreditación institucional, debiendo aplicársele a este respecto lo establecido en el artículo 22 de esta ley.


La indicación Número 381), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“En el caso de que una institución de educación superior no presente a la Comisión su informe de autoevaluación una vez vencida su acreditación vigente se entenderá que la institución no se encuentra acreditada, debiendo procederse de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la presente ley.”.


-Esta indicación fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero


Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento, deberán someterse al proceso de acreditación una vez obtenida su autonomía. En este primer proceso de acreditación se deberán incluir aquellas carreras de acreditación obligatoria que esté impartiendo la respectiva institución, de conformidad a lo dispuesto en el título III del capítulo II.”.


La indicación Número 382), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento deberán presentar su informe de autoevaluación a la Comisión en el plazo de dos años desde obtenida su autonomía.”.


La indicación Número 383), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar después de la palabra “autonomía” la expresión “en el transcurso de 18 meses”.


-La indicación Número 382 fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


La indicación Número 383) fue retirada por su autor. 

Número 17)

17) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:

Inciso primero


“Artículo 17.- La acreditación institucional se realizará evaluando dimensiones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior, a partir de criterios y estándares de calidad definidos para dichas dimensiones.


La indicación Número 384), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la frase “a partir de criterios y estándares de calidad definidos para dichas dimensiones” por la siguiente: “sobre la base de criterios y estándares de calidad previamente definidos para dichas dimensiones, y teniendo en consideración la misión y el respectivo proyecto institucional”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Inciso segundo


La Comisión deberá elaborar criterios y estándares de calidad que sean específicos para instituciones de los subsistemas universitario y técnico profesional de nivel superior.


La indicación Número 385), del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente oración final: “Asimismo, deberán considerarse criterios y estándares diferenciados respecto de las instituciones de educación superior del Estado, con el objeto de evaluar su trabajo en red, su aporte al desarrollo y ejecución de políticas públicas, el perfil y la pertinencia de sus profesionales respecto de los requerimientos de la sociedad y, en general, el cumplimiento de su misión y función pública.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores Montes y Quintana. 

- - -


La indicación Número 386), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para incorporar a continuación del inciso segundo el siguiente, nuevo:


“La institución que no sea evaluada como suficiente en alguna de las áreas descritas en el inciso precedente, no podrá acceder a la acreditación.”.


-Esta indicación fue retirada por el Honorable Senador señor Quintana. 

Inciso tercero


Las instituciones de educación superior deberán acreditarse en las dimensiones de docencia y resultados del proceso de formación; gestión y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad; generación de conocimiento, creación y/o innovación; y vinculación con el medio.


La indicación Número 387), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después del vocablo “gestión” la palabra “estratégica”.


La indicación Número 388), del Honorable Senador señor Allamand, para agregar después de la expresión “de la calidad;”, lo siguiente: “y podrán acreditarse en las dimensiones de”.


La indicación Número 389), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la frase “generación de conocimiento, creación y/o innovación;”.


-Las indicaciones números 387) y 389) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-La indicación número 388) fue retirada por su autor.  

- - -


La indicación número 390) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para incorporar a continuación del inciso tercero el siguiente, nuevo:


“Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán acreditar la dimensión de investigación, creación y/o innovación.”.


-Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

- - -



La indicación número 391), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para incorporar a continuación del inciso tercero el siguiente, nuevo:


“Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán acreditar la dimensión de investigación e innovación, la cual puede referirse a las actividades de esta índole que se realizan para el mejoramiento del quehacer de la propia institución.”.


La indicación número 392), del Honorable Senador señor Allamand, para introducir después del inciso tercero el siguiente, nuevo:


“Las instituciones de educación superior que acrediten en todas las dimensiones serán consideradas como complejas para todos los efectos legales.”.


- Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores

- - -

Inciso cuarto


Un reglamento de la Comisión determinará el contenido de cada una de las dimensiones de evaluación.”.

Número 18)

18) Incorpórase el siguiente artículo 17 bis:


“Artículo 17 bis.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá por:


a) Dimensión de evaluación: ámbito en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.


b) Criterio: objetivo específico de una dimensión de evaluación que enuncia categorías o principios generales de calidad aplicables a todas las instituciones de educación superior. Estos criterios se deberán elaborar considerando el tipo de institución, ya sea para el subsistema universitario o técnico profesional.


c) Estándar: grado o medida de cumplimiento de un criterio, ya sea de carácter cuantitativo o cualitativo, que una institución de educación superior debe alcanzar, medidos de manera objetiva mediante indicadores que establecen evidencia de dicho cumplimiento.”.


La indicación número 393), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“…) Incorpórase el siguiente artículo 17 bis, nuevo:


“Artículo 17 bis.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá por:


a) Dimensión de evaluación: función o área en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.


b) Criterio: conjunto de elementos o cualidades específicas vinculados a una dimensión, que enuncian categorías o principios generales de calidad aplicables a las instituciones de educación superior. Estos deberán considerar las particularidades de cada subsistema, ya sea universitario o técnico profesional.


c) Estándar: grado o medida que expresa un nivel de logro progresivo de cumplimiento de un criterio, medido de manera objetiva, los que deberán ser de carácter cualitativo y cuantitativo.”.”.


- Esta indicación fue aprobada, con enmiendas,  por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Sobre este artículo 17 bis propuesto, recayeron, además, las siguientes indicaciones:

Letras a), b) y c)


La indicación número 394) del Honorable Senador señor Allamand, para sustituirlas por las que siguen:


“a) Dimensión de evaluación: aquellos ámbitos en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, sobre la base de las cuales se elaboran los criterios y estándares de calidad.


b) Criterio: aspectos específicos de una dimensión de evaluación que enuncian políticas o prácticas generalmente aceptadas de calidad aplicables a todas las instituciones de educación superior en el contexto de su misión. Estos criterios se deberán elaborar considerando el tipo de institución, ya sea para el subsistema universitario o técnico profesional.


c) Estándar: corresponde a una descripción del grado de cumplimiento de un criterio que una institución de educación superior alcanza, determinado en base a la evidencia obtenida de la evaluación de pares y la autoevaluación.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Letra a)


La indicación Número 395), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituirla por la que sigue:

“a) Dimensión: área, componente o función primordial del quehacer institucional, en las cuales son aplicables las metodologías y mecanismos, evaluativas.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Letra c)


La indicación Número 396), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarla por la siguiente:


“c) Estándar: grado o medida que expresa un nivel de logro progresivo de cumplimiento de un criterio, los que podrían ser de carácter cualitativo y cuantitativo.  Los niveles de logro mediante indicadores que constituyan mediciones objetivas, serán especificados conforme a la naturaleza diversa de las instituciones y a sus distintos niveles de desarrollo.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Número 19)

19) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

Inciso primero


“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se revisarán y establecerán por la Comisión cada cinco años, previo informe del Comité de Coordinación.


La indicación Número 397), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se evaluarán por la Comisión periódicamente o como máximo cada cinco años.”.


La indicación Número 398), del Honorable Senador señor Allamand, para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se establecerán por la Comisión, y podrán revisarse cada cinco años, previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación.”.


La indicación Número 399), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir la expresión “y establecerán”.


-La indicación Número 399) resultó aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


- Amas proposiciones fueron retiradas por sus autores.

Inciso segundo


La Comisión elaborará los criterios y estándares de calidad, los que deberán considerar las especificidades de los subsistemas técnico profesional y universitario y los niveles formativos que las instituciones de educación superior impartan. Para estos efectos, la Comisión deberá consultar la opinión técnica de las instituciones de educación superior, así como también la de comités consultivos compuestos por expertos chilenos o extranjeros y representantes del sector productivo.


La indicación Número 400), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después de la palabra “niveles” la expresión “de programas”.


La indicación Número 401), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar después de la expresión “sector productivo” lo siguiente: “, de organizaciones ciudadanas, de trabajadores y pueblos indígenas, acorde su emplazamiento territorial”.


La indicación Número 402), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar después de la expresión “sector productivo” lo siguiente: “, tendrá especial consideración de las directrices y recomendaciones de Organismos Internacionales de los cuales forma parte como UNESCO, CEPAL y otros de las Naciones Unidas, de la OCDE u otros, así como de los sistemas de acreditación internacional de cursos universitarios que Chile integra, tales como el sistema ARCU SUR de MERCOSUR”.


-La indicación Número 400) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


Las indicaciones números 401) y 402) fueron rechazadas por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Quintana. 

Inciso tercero


La Comisión deberá remitir los criterios y estándares al Comité de Coordinación antes de seis meses de la fecha en que deban entrar en vigencia, para que este último emita su informe.


La indicación número 403), del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazar la expresión “Comité de Coordinación” por “Consejo Nacional de Educación”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.
Inciso cuarto


Se establecerán criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional, de acreditación de las carreras y programas cuya acreditación sea obligatoria y de acreditación de programas de doctorados y especialidades médicas.


La indicación número 404) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después de la expresión “programas de”, la siguiente: “magister,”.


La indicación número 405), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar después de la palabra “doctorados” la expresión “, magister”.


La indicación número 406), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para agregar después de la locución “sea obligatoria” la expresión “o voluntaria”.


La indicación Número 407), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazar la expresión “especialidades médicas” por “médicas y odontológicas”.



Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 404 bis) para eliminar, en su numeral 19), que reemplaza el artículo 18, en su inciso cuarto la frase “cuya acreditación sea obligatoria”.


Las indicaciones números 404 405), 406) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Respecto de la indicación número 404) bis), concurrió a la referida unanimidad la Honorable Senadora señora Goic en vez del Senador señor Walker, don Ignacio. 


La indicación número 407) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Inciso quinto


Con todo, los criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos de cada una de las dimensiones de evaluación:


La indicación Número 408), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para suprimirlo.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -

Numerales 1 a 5


La indicación número 409) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlos por los siguientes:


“1.- Docencia y resultados del proceso de formación. Debe considerar las políticas y mecanismos institucionales orientados al desarrollo de una función formativa de calidad, los que se deberán recoger en la formulación del modelo educativo. En este marco, la institución deberá dar especial énfasis a los aspectos relacionados con el diseño y aprobación de los programas de estudios y su ajuste a los niveles establecidos en el Marco Nacional de Cualificaciones, si corresponde; los sistemas de admisión y apoyo a los estudiantes; la formulación de niveles de logro progresivo del proceso de formación y los mecanismos de evaluación de sus resultados y de actualización de los perfiles de egreso de los programas y carreras; la dedicación, calificación y actualización del cuerpo docente y académico y los métodos pedagógicos que aplique, y la disponibilidad, suficiencia y actualización de los medios necesarios para alcanzar dichos objetivos.


2.- Gestión estratégica y recursos institucionales. Debe contemplar políticas de desarrollo y objetivos estratégicos, y la existencia de una estructura organizacional e instancias de toma de decisiones adecuadas para el cumplimiento de los fines institucionales. La estructura organizacional debe contemplar mecanismos de coordinación y comunicación entre las distintas áreas institucionales y fomentar el desarrollo de una cultura participativa orientada al mejoramiento continuo. Los recursos disponibles, los procesos definidos y los resultados esperados, deben alinearse al logro de los fines institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de planificación, evaluación y seguimiento de las acciones a desarrollar.


3.- Aseguramiento interno de la calidad. El sistema interno de aseguramiento y gestión de la calidad institucional debe abarcar la totalidad de las funciones que la institución desarrolla, así como las sedes que la integran y deberá aplicarse sistemáticamente en todos los niveles y programas de la institución de educación superior. Los mecanismos aplicados deberán orientarse al mejoramiento continuo, resguardando el desarrollo integral y armónico del proyecto institucional.


4.- Vinculación con el medio. La institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo local, nacional e internacional, y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse mecanismos de evaluación de la pertinencia e impacto de las acciones ejecutadas, e indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.


5.- Investigación, creación y/o innovación.


a) Las universidades deberán definir una política de desarrollo de la investigación que exprese su compromiso con el desarrollo del conocimiento avanzado, la creación artística y la innovación, en las distintas áreas disciplinarias que componen el proyecto institucional, favoreciendo una eficaz vinculación de los resultados del área con la docencia de pre y posgrado. Este compromiso debe expresarse en actividades sistemáticas que impacten en las disciplinas o en la solución de problemáticas globales, regionales o locales.


La institución deberá contar con políticas y mecanismos de transferencia y difusión del conocimiento, tecnología e innovación, hacia la propia comunidad académica, el medio social y cultural relevante, y el sector productivo.


b) Los institutos profesionales y centros de formación técnica deberán definir una política institucional que fomente el desarrollo, generación, transferencia y difusión de conocimientos y tecnologías, cuyo objetivo es la resolución de problemas específicos y la innovación en el entorno significativo de la institución. Este compromiso debe expresarse en el desarrollo de proyectos de investigación aplicados, los que deberán estar dirigidos al logro de un objetivo práctico específico, y constituirse en un aporte, tanto al sector productivo como a la comunidad relevante.


Los procesos de innovación, transferencias y difusión deben contribuir al desarrollo de una formación activa que incentive a los estudiantes a solucionar problemas sociales y propios del sector de producción de bienes y servicios.”.


- La indicación fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -

Número  1


1.- La institución debe contar con un sistema interno de aseguramiento de la calidad que sea transversal a sus políticas y a las funciones que le son propias. Los mecanismos aplicados para estos efectos deben garantizar esta transversalidad, aplicada sistemáticamente en las instancias orgánicas correspondientes, y cuyos resultados impacten al desarrollo institucional.

Número 2


2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los fines institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones a desarrollar.

Número 3


3.- La gestión de la docencia debe considerar políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza y resultados del proceso de formación, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados.


La indicación Número 409 bis) del Honorable Senador señor Montes, para añadir la siguiente frase final:


“Se deberá garantizar la diversidad y libertad de cátedra.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

Número  4


4.- En la generación de conocimiento, creación y/o innovación, la institución debe contar con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y debe demostrar que el desarrollo de estas funciones aseguran resultados de calidad. Asimismo, se tendrá en consideración la existencia de mecanismos que permitan un libre acceso al público por medio de la apertura digital de los contenidos de sus cursos y publicaciones.

Número 5


5.- En relación a la vinculación con el medio, la institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.”.


La indicación Número  410), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar después de las palabras “y del país” lo siguiente: “, así como a las diferentes organizaciones de la sociedad civil no ligadas al sector productivo”.

La indicación número 410 bis), del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente oración final:


“La vinculación con el medio deberá considerar el desarrollo de Planes de Retribución Social del estudiante y del profesional egresado, considerándose el diseño de un sistema de prácticas y trabajos de duración fija enfocados en necesidades nacionales y regionales. “.


- Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores.

- - -



La indicación número 410) ter, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente número, nuevo, al inciso quinto:


“6.- Se deberán establecer políticas transversales al interior de las Instituciones de Educación Superior, para la impartición de una educación no sexista. Esto deberá involucrar la creación de Protocolos de Abusos y Violencia Sexual al interior de cada establecimiento, y el abordaje de temáticas de género en las mallas curriculares.”.


La indicación número 410 quáter, de la Honorable Senadora señora Goic, para incorporar un nuevo numeral del siguiente tenor:


“…- De manera transversal a todas las dimensiones, la institución debe establecer mecanismos que garanticen el respeto a la dignidad y los derechos fundamentales de las personas que componen la comunidad educativa. Son contrarias a ello las conductas de acoso sexual y laboral, así como la discriminación arbitraria. La institución debe contar con políticas y mecanismos claramente definidos que prevengan, sancionen y reparen el acoso sexual, laboral y la discriminación arbitraria.”.


-Las indicaciones números 410 ter) y 410 quáter) fueron rechazadas por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -


La indicación número 411), del Honorable Senador señor Montes, para consultar el siguiente inciso final:


“Los criterios y estándares de calidad serán exigibles un año después de su aprobación y publicación en el sitio web de la Comisión Nacional de Acreditación.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -

Número 20)

20) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:

Letra a)

a) Elimínase en su segundo inciso la frase “o jurídicas”.

Letra b)

b) Elimínase en su inciso tercero lo siguiente:


i. La frase “personas naturales”.


ii. La siguiente oración: “Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.”.

Letra c)

c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Asimismo, en la designación de la Comisión de los pares evaluadores que participarán en cada caso, se deberá cautelar que se respete un adecuado equilibrio de personas con experiencia en instituciones de educación superior regionales y de la Región Metropolitana de Santiago.”.

Letra d)

d) Reemplázase en su inciso quinto lo siguiente:

Ordinal i


i. La frase “, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores” por “a los pares evaluadores que actuarán”.

Ordinal ii

ii. La frase “tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable”, por la siguiente: “podrá impugnar fundadamente a uno o más de los pares evaluadores por una sola vez, ante la Comisión, cuando concurra alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso siguiente, u otras circunstancias que a juicio de la institución puedan afectar la imparcialidad o normal desarrollo del proceso evaluativo, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la resolución que designa a los pares evaluadores”.

Letra e)


e) Reemplázanse los incisos sexto, séptimo y octavo por los siguientes:


“No podrán ser seleccionados como pares evaluadores las personas que:


a) Hubieren cursado estudios de pre o postgrado en la institución a ser evaluada.


La indicación número 412, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminarlo.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


b) Tengan vigentes o hayan celebrado contratos, por sí o por terceros, con la institución a ser evaluada, dentro de los tres años anteriores al inicio de sus funciones, según corresponda.


La indicación Número 413), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la voz “tres” por “dos”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


c) Tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, de quienes ejerzan funciones directivas, cualquiera sea su denominación en la institución a ser evaluada.


d) Se hallen condenadas por crimen o simple delito.


Asimismo, los pares evaluadores no podrán mantener ningún tipo de relación contractual, tener participación en la propiedad, o ser miembros o asociados en una institución de educación superior, ni ejercer funciones directivas en éstas, hasta doce meses después de haber participado en la evaluación externa de la institución respectiva.”.


La indicación Número 414), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después de la palabra “miembros” la expresión “de la asamblea”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 21)

21) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero las palabras “criterios de evaluación” por la frase: “estándares de calidad”.


b) Reemplázase en su inciso segundo lo siguiente:


i. La primera vez que aparece la palabra “criterios” por la palabra “estándares”.


ii. La palabra “inferior” por la siguiente frase: “de cuatro, cinco o seis años”.


iii. Las palabras “criterios de evaluación” por las siguientes: “estándares de calidad”.


c) Reemplázase su inciso final por el siguiente: 


“La resolución final que otorgue la acreditación deberá incorporar un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.


La indicación Número 415), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“…) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que cumplan con los criterios y estándares de las dimensiones referidas en el inciso tercero del artículo 17. La acreditación institucional podrá ser de excelencia, avanzada o básica, en conformidad con los niveles de desarrollo progresivo que evidencien las instituciones.


En su pronunciamiento, la Comisión señalará el plazo en que la institución deberá someterse a un nuevo proceso de acreditación, el que podrá ser de 6 o 7 años en el caso de la acreditación de excelencia, de 4 o 5 años en la acreditación avanzada y de 3 años en la acreditación básica, sin perjuicio de lo establecido en el inciso siguiente. Con todo, sólo podrán someterse a un nuevo proceso de acreditación en un plazo de 7 años aquellas instituciones que cuenten con acreditación de la dimensión de investigación, creación y/o innovación.


Las instituciones reconocidas por el Estado acreditadas en el nivel básico sólo podrán impartir nuevas carreras o programas de estudio, abrir nuevas sedes, o aumentar el número de vacantes en alguna de las carreras o programas de estudio que impartan, previa autorización de la Comisión. Asimismo, la acreditación institucional básica sólo podrá otorgarse de forma consecutiva por una vez.


La resolución final del proceso de acreditación institucional deberá contener un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16 de la presente ley. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.


-Esta indicación fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 22)

22) Elimínase en el artículo 21 la frase “Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión.”.


La indicación Número 416), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar antes del punto final lo siguiente: “y pase a ser artículo 19 bis”.


El Ejecutivo explicó que la referida indicación debe entenderse formulada al artículo 21 del texto legal vigente, considerando dicho precepto como artículo 19 bis).


-Esta indicación fue aprobada con la enmienda apuntada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 23)

23) Agrégase el siguiente artículo 21 bis:


“Artículo 21 bis.- Al siguiente período de acreditación, las instituciones acreditadas por cuatro y cinco años, en el marco de la mejora continua, deberán ser capaces de obtener los estándares correspondientes al siguiente nivel de acreditación.”.


La indicación Número 417), del Honorable Senador señor Allamand, para eliminarlo.


La indicación Número 418), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por el que sigue:


“…) Reemplázase su artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- No se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que no cumplan con los criterios y estándares de calidad, según lo dispuesto en el artículo 20.


Tampoco se otorgará la acreditación institucional a aquellas instituciones de educación superior que, habiendo obtenido por una vez consecutiva la acreditación institucional básica, no obtuvieren en el siguiente proceso al menos la acreditación avanzada.


Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado no acreditadas quedarán sujetas a la supervisión del Consejo Nacional de Educación por un plazo máximo de tres años, contado desde el pronunciamiento de no acreditación por parte de la Comisión. Para estos efectos, el Consejo podrá ejercer las funciones del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación, en lo que sea aplicable, y solicitar a la respectiva institución de educación superior la información que estime pertinente.


Las instituciones de educación superior referidas en el inciso anterior no podrán impartir nuevas carreras o programas, ni abrir nuevas sedes, ni aumentar sus vacantes. Asimismo, no podrán matricular nuevos estudiantes, salvo que cuenten con autorización previa del Consejo Nacional de Educación.


En caso que la institución tenga carreras y programas de pre y posgrado acreditados, de conformidad con lo establecido en los títulos III y IV siguientes, aquéllos perderán su acreditación.


Si al término del plazo señalado en el inciso segundo la institución no acreditada no obtiene al menos la acreditación institucional básica, el Consejo deberá informar al Ministerio de Educación para que éste dé curso a la revocación del reconocimiento oficial y al nombramiento de un administrador de cierre. Lo mismo aplicará en caso que, durante el transcurso del referido plazo, el Consejo, en acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en sesión convocada a ese solo efecto, considere que la institución no cuenta con las condiciones mínimas necesarias para subsanar las observaciones que dan cuenta del incumplimiento de los criterios y estándares de calidad.


En los casos regulados en el presente artículo, la Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar al Ministerio de Educación de la no acreditación institucional dentro de los tres días hábiles siguientes a la dictación de la resolución respectiva.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las instituciones de educación superior señaladas en la letra d) y del artículo 52 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación.”.”.


-La indicación Número 417) fue retirada por su autor.


-La indicación Número 418) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Número 24)

24) Sustitúyese en el artículo 23 toda referencia al “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.


La indicación Número 419), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“…) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.


b) Intercálase, en su primer inciso, después de la palabra “hábiles”, la frase “, salvo que se trate de una institución que se encuentre en supervisión por el mismo”.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

Número 26)

26) Incorpórase el siguiente artículo 25 bis:


“Artículo 25 bis.- Con todo, la Comisión podrá, de manera excepcional y por resolución fundada, adelantar el proceso de acreditación institucional, antes del término del plazo por el cual fue concedida, en aquellos casos en que obtenga antecedentes que hagan presuponer que una institución de educación superior ha dejado de dar cumplimiento a los estándares de calidad que justificaron su acreditación institucional vigente.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Comisión deberá notificar a la institución afectada, la que tendrá un plazo de treinta días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acuerdo a los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento de cumplimiento de estándares, la Comisión podrá representar a la institución observaciones respecto de ellas, las que se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación.”.


La indicación Número 420), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para sustituir la frase “adelantar el proceso de” por “declarar nula y retirar la”.


La indicación Número 421), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para sustituir el vocablo “presuponer” por “suponer”.


La indicación Número 422) del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para reemplazar frase “ha dejado de dar cumplimiento a los estándares de calidad” por “hizo entrega de antecedentes falsos”.


Las indicaciones Números 420) y 422) fueron retiradas por sus autores. 


La indicación número 421) fue rechazada por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Sobre el inciso tercero del texto aprobado en general, recayó la indicación Número 423), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimirlo.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos: por rechazar la proposición se pronunciaron los Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Walker, don Ignacio, en tanto que por aprobarla lo hizo el Senador señor Montes.

Numeral 27)

El numeral 27), del artículo 81 aprobado en general, incorpora, al título II del capítulo II, el párrafo 2º, que consta de los artículos 25 ter, 25 quáter y 25 quinquies.

El artículo 25 ter establece que las instituciones de educación superior acreditadas podrán abrir nuevas sedes, o impartir nuevas carreras o programas de pregrado, debiendo cumplir con lo dispuesto en dicho artículo.

Asimismo, dispone que las instituciones de educación deberán informar previamente a la Comisión Nacional de Acreditación sobre la apertura de nuevas sedes o impartir nuevas carreras o programas de pregrado.

Por su parte, contempla que aquellas instituciones que cuenten con cuatro años de acreditación institucional deberán solicitar autorización a la Comisión para abrir nuevas sedes, o impartir nuevas carreras o programas de pregrado en áreas del conocimiento distintas a aquellas evaluadas en el último proceso de acreditación al que se sometió la institución de educación superior, de conformidad con el procedimiento regulado en el artículo siguiente.

En relación a dicha disposición, se formularon las indicaciones números 424), 425) y 426).

La indicación número 424), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar el artículo 25 ter, con la finalidad de establecer que, para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.

Añade que el Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:

a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.

b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.

c) Copia de los planes y programas de estudio.

d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.

e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de las y los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.

f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.

Añade que la Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución, y sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo, mientras que una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.

Del mismo modo, prescribe que el incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior, y un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.

-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Inciso tercero

Respecto del inciso tercero del artículo 25 ter, recayeron las indicaciones números 425) y 426).

La indicación número 425), del Honorable Senador señor Allamand, propone suprimir dicho inciso.

Por su parte, la indicación 426, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la palabra “Comisión” por “Subsecretaría de Educación Superior”.


-Ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores. 

El artículo 25 quáter, contempla que para los efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior, las instituciones de educación superior deberán presentar a la Comisión un proyecto que contenga, a lo menos, lo siguiente:

a) Justificación de la coherencia, necesidad y pertinencia de la nueva sede, carrera o programa.

b) Indicación de los objetivos de la nueva sede, carrera o programa.

c) Especificación de la infraestructura y de los recursos docentes, académicos, didácticos y financieros con que cuenta la nueva sede, carrera o programa.

d) Especificación de los resultados de aprendizaje previstos, para el caso de la nueva carrera o programa de estudio.

e) Especificación del sistema interno de gestión de la calidad, para el caso de una nueva sede.

f) Etapas y plazos de ejecución del proyecto.

Dispone, además, que la Comisión, previo informe de la Superintendencia de Educación Superior en lo que respecta a la viabilidad financiera del proyecto, deberá resolver la respectiva solicitud, con un plazo máximo de duración de este procedimiento de autorización que no podrá exceder de tres meses.

Finalmente, prescribe que mediante una resolución, la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo del proceso de autorización de apertura de sedes, carreras y programas.

Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones números 427), 428), 429) y 430).

La indicación número 427), del Honorable Senador señor Allamand, propone suprimirlo.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

Inciso primero

La indicación número 428), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), propone reemplazar la palabra “Comisión” por “Subsecretaría de Educación Superior”.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

Inciso segundo

La indicación número 429), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), apunta a reemplazar la palabra “Comisión” por “Subsecretaría de Educación Superior”.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

Inciso tercero

La indicación número 430), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplazar la palabra “Comisión” por “Subsecretaría de Educación Superior”.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

El artículo 25 quinquies, por su parte, dispone que, para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que previamente deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.

El Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:

a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.

b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.

c) Copia de los planes y programas de estudio.

d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.

e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.

f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.

Añade que la Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución, y sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo. Una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.

Agrega que el incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior, y un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.

Sobre el inciso segundo de dicha disposición, se formularon las indicaciones números 431) y 431) bis.

Letra e)

La indicación número 431),  de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega, en la letra e) del inciso segundo del artículo 25 quinquies, después de la expresión “de los estudiantes” la siguiente: “, así como la idéntica calidad de institución,”.

La indicación número 431) bis, del Honorable Senador señor Montes, agrega la siguiente letra g), nueva:

“g) El plan de cierre deberá contener la indemnización que se haya causado a estudiantes, académicos y trabajadores por el mismo. “

-La indicación N° 431) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.

-La indicación N° 431 bis) fue aprobada con modificaciones  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.





Asimismo, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 431 ter) nara intercalar, en su numeral 27), en el artículo 25 ter que contiene, la siguiente letra g), nueva:


“g) Señalar la manera en que se resguardarán los derechos laborales de los trabajadores de la institución  que sean desvinculados, cuando corresponda.”.





- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Numeral 28

Sustituye el epígrafe del título III, por el siguiente: 

“De la acreditación de carreras y programas conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano y demás profesiones de la salud que se indican, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos”.

A su respecto, se formularon las indicaciones números 432, 433, 434, 435, 436 y 437.

La indicación 432, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituir dicho epígrafe del título III por el siguiente “De la acreditación obligatoria de carreras y programas de pregrado”.”.

La indicación 433, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega, después de la voz “Párvulos”, el vocablo “Psicólogos”.

La indicación 434, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega, después de la voz “Párvulos”, el vocablo “Derecho”.

La indicación 435,  de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora, después de la voz “Párvulos”, la expresión “Ingeniería Estructural”.

La indicación 436, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, añade, después de la voz “Párvulos”, la expresión “Ingeniería Civil”.

La indicación 437, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega, después de la voz “Párvulos”, el vocablo “Periodismo”.


-La indicación N° 432) fue aprobada, con enmiendas, en los términos indicados en la indicación número 433 bis), que más adelante se consigna, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


- En tanto, las indicaciones N°s 433), 434), 435), 436) fueron rechazadas por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Número 29


Elimina en el título III la referencia al “Párrafo 1° Del Objeto de la acreditación”.


Como se señaló precedentemente, con posterioridad, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación 433 bis) para reemplazar los numerales 28) y 29), reseñados,  por los siguientes:


“28) Reemplázase el epígrafe del título III por el siguiente:


“De la acreditación de carreras y programas de pregrado”.


29) Reemplázase el epígrafe del párrafo 1° del título III por el siguiente: 


“De la acreditación obligatoria de carreras y programas de pregrado”.”.

- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y  Quintana. 

Numeral 30

Deroga el artículo 26 de la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.






La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este numeral. 

A su respecto, se formuló la indicación número 438), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye dicho numeral por el siguiente, reemplazando, asimismo, el artículo 26 de la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

Dicha propuesta consigna que la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado que no tengan la obligatoriedad de someterse a dicho proceso podrán, para efectos de la mejora continua, iniciar voluntariamente procesos de autoevaluación con fines de evaluación externa ante entidades especializadas, autorizadas y supervigiladas por la Comisión Nacional de Acreditación. En todo caso, la decisión de acreditación de estas carreras, sobre la base de la evaluación externa antes mencionada, será adoptada por la Comisión, la cual deberá basarse en los parámetros de evaluación consignados en el artículo 28 y en las pautas, criterios y estándares definidos conforme a sus facultades por esta misma entidad.

Contempla, además, que dichas entidades especializadas serán personas jurídicas sin fines de lucro, pudiendo ser de origen nacional o extranjero.

Enseguida, establece que será la propia Comisión quien asignará, según un procedimiento transparente y públicamente conocido, y a solicitud de la institución de educación superior respectiva, sus carreras y programas a dichas entidades para que realicen el proceso evaluativo correspondiente.

A continuación, propone que un reglamento de la Comisión Nacional de Acreditación, y previo conocimiento del Comité de Coordinación señalado en el artículo 3°, establecerá las disposiciones aplicables a la autorización, organización, supervisión y funcionamiento de dichas entidades.

Con todo, dispone finalmente que los pares que realicen la evaluación externa, serán seleccionados y reclutados a partir de concursos públicos por la Comisión Nacional de Acreditación, y quedarán consignados en un registro nacional público de pares evaluadores. Le corresponderá a la Comisión llevar a cabo al menos un concurso público anual.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


Sin perjuicio del pronunciamiento anterior, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 438 bis, del siguiente tenor:


38) Agrégase el siguiente párrafo 2°, nuevo, en el título III:

“Párrafo 2°

De la acreditación voluntaria de carreras y programas de pregrado


Artículo 30.- Para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, existirá un proceso de acreditación voluntaria de las carreras y programas de pregrado al que podrán acceder las instituciones que cuenten, al menos, con acreditación institucional de nivel avanzado y cuyas carreras de acreditación obligatoria se encuentren acreditadas. 


Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación, en función de aquellas prioridades que se deberán definir en el Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior establecido en la letra d) del artículo 4, establecerá periódicamente aquellas áreas o carreras respecto de las cuales las instituciones de educación superior podrán solicitar esta acreditación voluntaria. 


En estos procesos, la evaluación externa podrá ser efectuada por los pares evaluadores referidos en el artículo 19 precedente. 


También podrán ser efectuadas por entidades evaluadoras de reconocido prestigio, registradas ante la Comisión y autorizadas y supervisadas por esta. Dichas entidades podrán ser de origen nacional o extranjero y deberán estar constituidas como personas jurídicas sin fines de lucro.


La Comisión asignará, según un procedimiento transparente y públicamente conocido, a los pares o entidades evaluadoras que realizarán la respectiva evaluación externa resguardando especialmente que no existan conflictos de intereses.


Con todo, la decisión de acreditación de estas carreras será siempre adoptada por la Comisión, la cual deberá basarse en criterios y estándares específicos, que deberá dictar de conformidad a lo establecido en el artículo 18 anterior. Los aranceles que cobrará la Comisión por el desarrollo de estos procesos se regirán por el artículo 14 de esta ley.


Un reglamento de la Comisión Nacional de Acreditación, previa consulta al Comité de Coordinación señalado en el artículo 3°, regulará lo establecido en el presente artículo, especialmente lo referido a la autorización y supervisión de las entidades evaluadoras y los mecanismos de resolución de conflictos de intereses.”.”.

- Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana 

Numeral 31

El numeral 31 del artículo 81 del proyecto de ley reemplaza el artículo 27 de la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, para establecer que las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Cirujano Dentista, Enfermero, Matrón, Kinesiólogo, Terapeuta Ocupacional, Fonoaudiólogo, Nutricionista, Tecnólogo Médico, Químico Farmacéutico, Bioquímico, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.

Añade que la acreditación de estas carreras y programas consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de estándares de calidad, y tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte.

Enseguida, establece que dicha acreditación se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los estándares de calidad. Con todo, a la carrera o programa que no presente un cumplimiento aceptable de los estándares de calidad, no se le otorgará la acreditación.

Finalmente, dispone que un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de estas carreras y programas, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.

Respecto del numeral 31, se formuló la indicación número 439, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso primero

A su turno, en relación al inciso primero del artículo 27 propuesto, se presentaron las indicaciones números 439 bis, 440, 441, 442,443, 444, 445 y 445 bis.
La indicación número 439 bis, del Honorable Senador señor Montes, propone sustituirlo por el siguiente:

“Todas las carreras y programas de estudio en Educación Superior deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.”.

La indicación número  440, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone eliminar la frase “Enfermero, Matrón, Kinesiólogo, Terapeuta Ocupacional, Fonoaudiólogo, Nutricionista, Tecnólogo Médico, Químico Farmacéutico, Bioquímico,”.

La indicación número 441, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, apunta a agregar después de la expresión “Educador de Párvulos” lo siguiente: “Psicólogos”.

La indicación número 442, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propone incorporar, después de la expresión “Educador de Párvulos”, lo siguiente: “Abogados”.

La indicación número 443, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, apunta a agregar, después de la expresión “Educador de Párvulos” lo siguiente: “Ingenieros Estructurales”.

La indicación  número 444, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “Educador de Párvulos” lo siguiente: “Ingenieros Civiles”.

La indicación  número 445, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, añade, después de la expresión “Educador de Párvulos”, lo siguiente: “Periodistas”.

La indicación 445 bis, del Honorable Senador señor Quintana, suprime los vocablos “Enfermero, Matrón, Kinesiólogo, Terapeuta Ocupacional, Fonoaudiólogo, Nutricionista”.

- La indicación número 439 bis) fue retirada por su autor.


-La indicación N° 440) fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-Las indicaciones N°s 441), 442), 443), 444), 445) y 445 bis) fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso segundo

Respecto del inciso segundo del artículo 27 propuesto, se presentaron las indicaciones números 446) y 447).

La indicación 446) de Su Excelencia la Presidenta de la República, agregar después de la expresión “cumplimiento de” la siguiente: “criterios y”.

La indicación 447), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “imparte” la frase “y la normativa vigente que rige su ejercicio”.

Finalmente, se presentaron las indicaciones 448 y 448 bis.
La indicación número 448), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar los siguientes incisos nuevos:

“Sólo las universidades acreditadas podrán impartir las carreras y programas referidos en este artículo, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.

Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación, y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir las carreras referidas en este artículo hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía. Dentro del plazo de un año, contado desde la obtención de la plena autonomía, las instituciones de educación superior deberán iniciar el proceso de acreditación de sus respectivas carreras.

Las universidades acreditadas que creen nuevas carreras o programas referidas en el inciso primero de este artículo tendrán un plazo de tres años para obtener su acreditación, contados desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”.

Por su parte, la indicación número 448) bis, del Honorable Senador señor Montes, añade el siguiente inciso final:

“Las carreras tendrán un plazo de cinco años para su acreditación.”.


-Las indicaciones N°s 446) y 447) fueron aprobadas sin modificaciones por la la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


- La indicación número 448) fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


-La indicación número 448) bis fue retirada por su autor. 

Numeral 32

El numeral 32 del artículo 81 del proyecto de ley introduce diversas modificaciones al artículo 27 bis de la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

A su respecto, se formuló la indicación 449), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar los incisos primero, segundo y final e intercalar, en su inciso tercero, que pasa a ser primero, a continuación de la expresión “de carreras y programas”, la frase “de pedagogía”


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Letra a)

Al efecto, la letra a) del numeral 32 sustituye, en el inciso primero, la oración “carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Técnico Profesional, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos” por la siguiente frase “las carreras y programas referidas en el artículo anterior”.

Respecto de dicho precepto, se presentó la indicación 450), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirla.

Asimismo, se presentó la indicación 451, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), para incorporar un nuevo inciso segundo, del tenor que sigue:

“La acreditación de carreras y programas de pregrado se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los parámetros de evaluación.”.”.

-La indicación N° 450) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-La indicación N° 451) fue retirada por su autor. 

Numeral 37

El numeral 37 del artículo 81 aprobado en general modifica el artículo 29 de la ley N° 20.129.

Al efecto, la letra a) del numeral 37 reemplaza la oración “Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen” por la siguiente: “Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión toma”.

A su respecto, la indicación 452), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la frase “Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión toma” por “Si en el ejercicio de sus funciones, la entidad acreditadora toma”.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

Número 38)

Elimínanse los artículos 30, 31, 32 y 33.





La indicación número 452 bis), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, elimina la expresión “30,”.


- Puesta en votación la indicación, resultó aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana 

Numeral 40

El numeral 40 del artículo 81 aprobado en general introduce diversas modificaciones al artículo 40  de la ley N° 20.129.

Letra a)

La letra a) del numeral 40 propone eliminar, en el inciso primero del artículo 44  de la ley N° 20.129, las frases “postgrado correspondientes a magíster,”, “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”, y la palabra “autónomas”.

A su respecto, se formuló la indicación número 453), de S.E. la Presidenta de la República, que elimina de su primer inciso la frase “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”, e intercala, después de la palabra “imparta” la frase “, los criterios y estándares de calidad correspondientes, la normativa vigente aplicable al respectivo programa”.

Así también, la indicación número 454), de Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), propone suprimir la letra a) del numeral 40 aprobado en general.

- La indicación número 453) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Asimismo, la indicación 455, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agregar en el inciso segundo propuesto del artículo 44 de la ley N° 20.129, después de la palabra “obligatoria”, la expresión “en el caso de los doctorados”.

Las indicaciones N°s 454) y 455) fueron retiradas por sus autores. 

Numeral 41

Modifica el artículo 45 de la ley N° 20.129.

Al efecto, se formuló la indicación 456, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para derogar el referido artículo 45.


-La indicación N° 456) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Numeral 42

Modifica el artículo 46 de la ley N° 20.129, en el siguiente sentido:

Letra b)

Elimina el inciso segundo del artículo 46.

Al efecto, se formuló la indicación número 457), del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para establecer que la evaluación externa de programas de magíster y especialidades médicas y odontológicas será realizada por las entidades especializadas referidas en el artículo 26. En todo caso, si no existiesen entidades especializadas para un determinado programa de magíster y especialidades médicas u odontológicas, la Comisión podrá realizar dicho proceso evaluativo íntegramente.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Numeral 44

Modifica el artículo 48 de la ley N° 20.129.

Al efecto, elimina su letra b), pasando la actual c) a ser b), e incorpora el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso final: 

“En el caso de la información referida a las carreras o programas de estudio, deberá señalarse el estado de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior. Además, deberá informarse si se les ha otorgado la acreditación a la carrera o programa respectivo, y si se encontraren en proceso de acreditación, cuando corresponda.”.

A su respecto, se formuló la indicación número 458), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para introducir después de la letra a) la siguiente, nueva:

“…) Incorpórase al final de su letra c), que pasa a ser b), después del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: "Las instituciones de educación superior deberán hacer referencia sólo al nivel de acreditación obtenido. Asimismo, siempre deberán señalar si cuentan o no con acreditación en la dimensión de investigación, creación y/o innovación referida en el inciso cuarto del artículo 17.”.

Asimismo, la indicación número 459), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye en el inciso propuesto la frase “deberá señalarse el estado de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior.” por la siguiente: “de estar acreditadas, deberá señalarse el número de años de acreditación junto con el estado y nivel de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior.”.


La indicación N° 458) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio; en tanto que la N° 459) fue retirada por su autor. 

Numeral 46

Modifica el artículo 50 de la ley N° 20.129.

Al efecto, remplaza la palabra “División” por “Subsecretaría” y elimina la palabra “estadísticos”.

A su respecto, se formuló la indicación número 460), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar las siguientes letras:

“c) Elimínase la expresión “; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.”.

d) Agrégase después del punto final del inciso primero, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Asimismo, deberán informar la apertura de nuevas sedes, carreras y programas.”.

e) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser final:

“Corresponderá a la Subsecretaría validar y procesar la información proporcionada por las instituciones, cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.”.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

TÍTULO V

DEL FINANCIAMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA GRATUIDAD

Párrafo 1° 

Del financiamiento institucional para la gratuidad

Previo al tratamiento de las disposiciones contenidas en el Título V, relativo al financiamiento institucional para la gratuidad, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, y la Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, expusieron los lineamientos centrales de la normativa sometida a la consideración de la Comisión.

Al efecto, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, explicó que el proyecto contempla las normas relativas a la gratuidad, lo que configura, a su vez, uno de los mecanismos de financiamiento de las universidades e institutos profesionales. Asimismo, describió que la iniciativa no introduce reformas a las otras formas de financiamiento con que cuentan dichos establecimientos educacionales.

Enseguida, la Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, expuso el contenido del referido Título V del proyecto.

Detalló que dicha normativa se encuentra vinculada a la actividad de docencia, de modo que para acceder a dicho sistema las Instituciones de Educación Superior deberán satisfacer determinados requisitos y cumplir con las obligaciones que para ello el proyecto establece.

En efecto, se refirió, en primer lugar, a los requisitos para acceder al financiamiento institucional para la gratuidad.

Sobre el particular, explicó que el proyecto contempla que las instituciones estatales (Universidades y CFT) accederán a este financiamiento por el sólo ministerio de la ley, siempre y cuando cumplan con las demás obligaciones de las que trata el proyecto relacionadas con acceso a la gratuidad, consistentes en la acreditación en nivel avanzado (similar a 4 años); estar constituidas como personas jurídicas sin fines de lucro; adscribirse al Sistema Común de Acceso; y aplicar políticas de inclusión, tales como el programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo a la Educación Superior.
Asimismo, añadió, una institución que adscriba a este financiamiento deberá regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación; regirse por la regulación de vacantes; y otorgar estudios gratuitos de conformidad a la ley.

En la misma línea, detalló que el proyecto contempla un procedimiento de solicitud para acceder a este financiamiento y para su renuncia, el que siempre resguarda que los estudiantes con gratuidad la mantengan. 

Del mismo modo, añadió que la iniciativa permite que las instituciones de educación superior adscritas tendrán derecho a recibir un monto anual en dinero de carácter institucional, para que otorguen estudios gratuitos a sus estudiantes, el que deberá considerar la información del arancel regulado y el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años, lo que  permite aplicar fórmulas más complejas con mayores consideraciones, tales como aquellas de carácter regionales, de complejidad, retención, vulnerabilidad de sus estudiantes, entre otras.

Enseguida, se refirió a las disposiciones que contemplan los requisitos de los estudiantes para acceder a estudios gratuitos.

Sobre este punto, afirmó que las instituciones de educación superior estarán obligadas a otorgar estudios gratuitos a los y las estudiantes que cuenten con la condición socioeconómica que disponga la ley y que cumplan con los siguientes requisitos: ser chileno o chilena; extranjero o extranjera con permanencia definitiva; o extranjero o extranjera con residencia y en este último caso haber cursado la enseñanza media completa en Chile; no poseer un título técnico, profesional o licenciatura otorgado por una institución de educación superior estatal o reconocida oficialmente por el Estado, o un título o grado reconocido o revalidado en Chile – en este caso, aquellos estudiantes que cuenten con un título técnico y que prosigan estudios conducentes a título profesional o licenciatura, y aquellos estudiantes que posean una licenciatura y que cursen un módulo conducente a título pedagógico, también tendrán derecho a gratuidad-; y estar matriculados en instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad, así como también en carreras o programas de estudio presenciales, en dichas instituciones, cuyos valores sean regulados.  

Añadió que esta obligación implica que las instituciones deben eximir a las y los estudiantes que cumplan los requisitos para acceder a estudios gratuitos de los cobros por arancel regulado y derechos básicos de matrícula, cualquiera sea su denominación. Por su parte, podrán cobrar por concepto de titulación o graduación, pero dicho cobro estará regulado. 

Asimismo, afirmó que la obligación de brindar estudios gratuitos se extiende por la duración nominal de la carrera, lo que incorpora el plan de estudios y proceso de titulación, y es posible realizar un cambio de carrera manteniendo la gratuidad, pero se descontará el tiempo que el estudiante haya cursado estudios gratuitos en las carreras previas. Esta duración se extiende, añadió, para el caso de los programas de formación inicial (bachilleratos) y programas técnicos de nivel superior que se articulen con otra carrera de la un área afín, y, para estos casos, la duración se incorporará a la duración de la carrera, descontándose los semestres convalidados.4
En cualquier caso, afirmó que, una vez cumplida la extensión de los estudios gratuitos, la institución sólo podrá cobrar como máximo el 50% del arancel regulado y de los derechos básicos de matrícula durante el primer año adicional, mientras que, después del primer año adicional, podrá cobrar el total del arancel regulado y de los derechos básicos de matrícula.

A continuación, se refirió a la normativa relativa a los aranceles regulados.

Sobre el particular, para efectos del cálculo de los valores de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por titulación o graduación, (“valores regulados”), explicó que el proyecto contempla un procedimiento especial en el cual interactuarán la Subsecretaría de Educación Superior con una Comisión de Expertos. Asimismo, regula la integración de la Comisión, la que estará integrada por 7 miembros elegidos mediante el sistema de Alta Dirección Pública, correspondiendo al Consejo de Alta Dirección Pública del Servicio Civil su designación, lo que promueve su independencia y capacidad técnica. Además, dispone que los integrantes de la Comisión tendrán derecho a una dieta y, para evitar conflictos de intereses o capturas, establece ciertas incompatibilidades.

Añadió que el procedimiento para la determinación de los valores regulados consta de las siguientes etapas:

En primer lugar, la Subsecretaría propondrá a la Comisión de Expertos las bases técnicas que contendrán el mecanismo de elaboración de grupos de carreras, las hipótesis, criterios de cálculo, metodologías y procedimientos conforme a los cuales se determinarán los valores regulados. Asimismo, los aranceles regulados se definirán para grupos de carreras, las que agruparán a carreras o programas de estudio que presenten estructuras de costos similares entre sí. Sin perjuicio de lo anterior, añadió que para la determinación de los derechos básicos de matrícula se considerará el tipo de institución, es decir, si es una Universidad, IP o CFT, estableciéndose un solo valor por tipo de institución. Para la formación de los grupos de carrera, detalló que la Subsecretaría considerará, al menos: i) su estructura curricular; ii) si se trata de carreras técnicas o profesionales; iii) el tamaño de las IES; iv) su nivel y dimensiones de acreditación; y, v) la región en la que se imparten.

Asimismo, para la elaboración de esta propuesta, la Subsecretaría deberá realizar un proceso de consulta previa a las instituciones, las que podrán aportar antecedentes que sirvan de insumos a dicha propuesta.

Enseguida, una vez que la Subsecretaría le remita la propuesta de bases técnicas, la Comisión de Expertos tendrá tres meses para aprobarla o realizar observaciones, en cuyo caso la Subsecretaría tendrá un plazo de dos meses para enviar una nueva propuesta que considere las observaciones o, en caso contrario, dar respuesta fundada de por qué no se recogen éstas, de modo que aquellas tienen un carácter vinculante. Además, contempla que la Comisión deberá pronunciarse sobre la respuesta de la Subsecretaría, siendo su pronunciamiento vinculante, y por ende definiendo las bases técnicas para el cálculo de los valores regulados. 

En la siguiente etapa del procedimiento, agregó que la Subsecretaría deberá establecer las bases técnicas definitivas de conformidad al último pronunciamiento de la Comisión de Expertos mediante resoluciones exentas, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda. 

Añadió que, luego, la Subsecretaría, dentro del plazo de 9 meses desde el establecimiento de las bases técnicas, presentará a la Comisión de Expertos un informe que contendrá el cálculo de los valores regulados, así como también las correspondientes memorias de cálculo. 

A continuación, la Comisión, dentro de 60 días corridos desde la recepción del informe que trata el numeral anterior, lo aprobará o realizará observaciones, las que en este caso no serán vinculantes para la Subsecretaría. 

Finalmente, la Subsecretaría, dentro de 90 días corridos desde el pronunciamiento de la Comisión señalado en el numeral anterior, fijará mediante resolución exenta los valores regulados para el período respectivo. Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda. 

Asimismo, añadió que los valores regulados establecidos tendrán una vigencia de 5 años; no obstante, se actualizarán en octubre de cada año de conformidad a lo que señale la ley de presupuesto y los cambios que experimenten la acreditación institucional de las instituciones de educación superior. 

Agregó que el arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables para impartir una carrera de los grupos de carreras respectivos. Dicho arancel deberá considerar tanto los costos anuales directos e indirectos como el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.

El valor del arancel regulado y de los derechos básicos de matrícula que se establezcan, servirán para determinar el monto a transferir a las IES que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad, con el objeto de cumplir la obligación de otorgar estudios gratuitos. 

En materia de regulación de vacantes, explicó que el proyecto establece que la Subsecretaría determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año que reciban el financiamiento institucional para gratuidad. Para la determinación de dichas vacantes se deberá considerar, al menos, el nivel de acreditación institucional, el tipo de Institución de Educación Superior y la cobertura regional de educación superior.

Adicionalmente, describió que las indicaciones plantean que la Subsecretaria debe desarrollar un proceso de recopilación de antecedentes para respaldar la determinación de las vacantes, la que debe verificarse entre los integrantes del Sistema de Educación Superior, organismos públicos con competencia en las áreas de ciencia, tecnología e innovación o en las áreas de productividad y crecimiento económico de largo plazo, y organizaciones del sector productivo, entre otras. Asimismo, considerará, la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior y la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional.

Finalmente, explicó las normas que contemplan el régimen de transición respecto de la gratuidad, después de 2018, y la regulación de los cobros a estudiantes sin gratuidad.

Respecto de la gratuidad después de 2018, afirmó que la ampliación de la gratuidad a los restantes deciles se regirá por las siguientes normas:

A partir del año siguiente en que se verifique que los ingresos estructurales representan al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país durante 2 años seguidos, se incluirá a estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al 7º decil de ingreso y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el PDL.

Asimismo, a partir del año siguiente en que se verifique que los ingresos estructurales representan al menos un 24,5% del PIB Tendencial del país durante 2 años seguidos, se incluirá a estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al 8º decil de ingreso y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el PDL.

Del mismo modo, a partir del año siguiente en que se verifique que los ingresos estructurales representan al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país durante 2 años seguidos, se incluirá a estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al 9º decil de ingreso y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el PDL.

Finalmente, a partir del año siguiente en que se verifique que los ingresos estructurales representan al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país durante 2 años seguidos, se incluirá a estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al 10º decil de ingreso y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el PDL.

Añadió que este procedimiento asegura ir avanzando con certeza en gratuidad, y asegura que el Estado efectivamente cuente con ingresos permanentes -ingresos estructurales- para financiar sus gastos. En efecto, arguyó que dicho aumento puede ser producto del crecimiento económico, considerando que existe una relación positiva, aunque pequeña, entre mayor PIB y mayor recaudación, o mediante reformas tributarias que aumenten la carga impositiva permitiendo tener mayor recaudación, lo que configura el camino más factible. Añadió que el costo de aumentar cada decil es muy inferior al aumento de recaudación requerido para aumentar un decil, de modo que frente a un aumento en los ingresos del fisco no todo el aumento será utilizado en esta política, dejando holgura a los futuros gobiernos para sus propias políticas y asegurando que la decisión de avanzar en gratuidad es impostergable.

Seguidamente, se refirió a la regulación de los cobros a estudiantes sin gratuidad.

En este acápite, explicó que durante la transición, las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo el arancel regulado más un porcentaje de éste, así como también los valores regulados correspondientes a derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, a los estudiantes que, cumpliendo con los requisitos para acceder a gratuidad, no cuenten con la condición socioeconómica que disponga la ley. En específico, señaló que el porcentaje adicional que se podrá cobrar corresponderá hasta un 20% adicional al valor del arancel regulado, en el caso de que el estudiante provenga de hogares pertenecientes a los primeros 7 deciles de ingreso; o hasta un 60% adicional al valor del arancel regulado, en caso de que el estudiante provenga de hogares pertenecientes a los deciles 8º y 9º de ingreso. 

Con todo, sostuvo que las instituciones no podrán cobrar a los estudiantes que se encuentren en las situaciones anteriores un arancel que supere el arancel informado por la institución en la oferta académica 2017 para la carrera correspondiente, reajustado por IPC más 2%, y la misma regla se aplicará para aquellos estudiantes que cumplen con los requisitos para la gratuidad, pero que cuentan con un título o grado previo.

A continuación de la exposición de la señorita Alejandra Contreras, el Honorable Senador señor Montes consultó respecto de los parámetros que se considerarán para efectos de la fijación de aranceles, considerando que, a diferencia del sistema eléctrico, en que igualmente se realiza un procedimiento tarifario, en el ámbito educacional se trata de distintos establecimientos y de servicios que reciben los estudiantes. 

Dicha situación, añadió, da cuenta de la complejidad de los elementos que deberán considerarse para proceder a la fijación de los aranceles.

La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, explicó se trata de un procedimiento de fijación de aranceles que operará por grupos de carreras, tal como se realiza actualmente con los aranceles regulados. A diferencia del ámbito eléctrico, afirmó que el proyecto distingue las diferencias existentes entre los modelos institucionales y las distintas carreras, lo que ha sido recogido en las respectivas bases técnicas.

El Honorable Senador señor Quintana consultó respecto de la utilización de criterios de derecho comparado al fijar los aranceles.
La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, expuso que, aun cuando dichos parámetros  no han sido considerados en el proyecto, éste contiene un modelo flexible, de modo que, al formularse las bases técnicas, se incorpore una referencia a modelos comparados.
La Honorable Senadora señora Von Baer consultó acerca del procedimiento de impugnación aplicable en aquellos casos en que la Subsecretaría de Educación y el Ministerio de Hacienda definan las vacantes. Al efecto, sostuvo que no resulta adecuado que el proceso radique exclusivamente en la Subsecretaría.

La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, explicó que, en dicha hipótesis, se aplicarán las normas generales de impugnación contenidas en la ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.
El Honorable Senador señor Montes explicó que, tratándose de la fijación de aranceles, existen dos modelos generales: uno que considera el modelo ideal de funcionamiento de una institución educacional, y otro que atiende al promedio de costos y otras variables, que es precisamente el que ha sido recogido en la iniciativa en estudio, al establecer que las bases técnicas se ocuparán de determinar dichos parámetros. Al efecto, consultó respecto de la forma en que se considerará las remuneraciones que reciben los profesores, debiendo evitar que operen incentivos que apunten a la baja de las condiciones de infraestructura y de calidad del cuerpo docente.

Finalmente, sostuvo que en el país existen distintos modelos de funcionamiento de universidades, de modo tal que el proceso de bases técnicas y de fijación de aranceles resultará particularmente complejo.

El Honorable Senador señor Allamand abogó por establecer mecanismos institucionales que permitan la participación de las instituciones de educación superior, más allá de la posibilidad de utilizar los mecanismos de impugnación por la vía administrativa.

La Honorable Senadora señora Von Baer coincidió con dicha observación, y abogó por considerar las particularidades de las distintas carreras que se ofrecen.

El Honorable Senador señor Quintana consultó respecto de los mecanismos que incorporan la participación de los estudiantes en el proceso de fijación de aranceles.

Asimismo, consultó respecto de las implicancias constitucionales de la normativa relativa al financiamiento de la gratuidad, particularmente en relación control que deberá realizar el Tribunal Constitucional y la aplicación del derecho fundamental a la igualdad ante la ley.
La Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, señaló que la institución ha utilizado parámetros propuestos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, los que han sido ajustados a la realidad nacional.

Añadió, respecto las remuneraciones que reciben los profesores, que, junto con otros factores, será ponderado por la Subsecretaría respectiva, mediante la participación de la Comisión de Expertos compuesta por personal independiente, el que deberá suministrar el aporte técnico para la fijación de los aranceles.

La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, explicó que el artículo 88 del proyecto consigna los criterios para determinar los valores de los aranceles regulados, mientras que el artículo 92 define la forma en que las distintas instituciones operarán conjuntamente en la materia.

Respecto de la participación de las instituciones de educación superior en el proceso de fijación de aranceles, afirmó que el inciso primero del artículo 91 del proyecto establece que, para la elaboración de la propuesta, se deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en la iniciativa.

Acerca de la participación de las entidades durante el proceso de fijación de aranceles, la Jefa de la División de Educación Superior del MINEDUC (DIVESUP), señora Alejandra Contreras, expuso que operarán las reglas generales que permiten a las entidades reguladas presentar consultas, requerimientos o solicitudes ante las autoridades administrativas.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que, en conformidad al articulado propuesto, la Subsecretaría respectiva deberá determinar los aranceles, debiendo verificarse previamente el procedimiento que establece la ley, incluyendo la participación de la Comisión de Expertos, cuya propuesta no puede ser alterada, conforme al artículo 91 del proyecto.

Seguidamente, afirmó que la propuesta debe considerar que el artículo trigésimo tercero transitorio contempla el procedimiento para la aplicación temporal de la gratuidad, que regula los mecanismos de financiamiento, según el caso.

Consultó, a continuación, respecto de las medidas adoptadas para establecer el rango legal del financiamiento basal por desempeño de las universidades no estatales que forman parte del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

Asimismo, recogiendo las observaciones de algunos rectores universitarios, afirmó que el arancel regulado opera respecto de aquellas instituciones que se adscribirán a la gratuidad, pero entre el sexto y el noveno decil se ha hecho valer la posibilidad de mantener un arancel no voluntario, lo que podría generar el alza de los aranceles. En razón de ello, consultó acerca de la posibilidad de establecer dicho mecanismo para el referido sector de la población.
La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, expuso que, respecto del financiamiento basal por desempeño y los acuerdos marcos, existe un compromiso del Ejecutivo para apoyar el funcionamiento de las universidades no estatales que forman parte del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. En consecuencia, dio cuenta de la voluntad de incorporar dicho financiamiento en una norma legal de carácter permanente.

En relación a los deciles que no se encuentran adscritos a la gratuidad, agregó que se considerarán las observaciones que, sobre el particular, hará presente en su oportunidad el Ministerio de Hacienda.

Respecto a las implicancias constitucionales de la normativa relativa al financiamiento de la gratuidad, afirmó que el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas consiste en un organismo reconocido por la legislación vigente que ha recibido financiamiento público, el que, en lo sucesivo, será establecido en una ley permanente y no en la ley de presupuestos de cada año. Agregó que ello no configura un tratamiento discriminatorio, y recoge la práctica que se ha verificado en las últimas décadas en lo que se refiere a su financiamiento.

ARTÍCULO 82

Dispone que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que cumplan con los requisitos señalados en esta ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad de conformidad a las condiciones que establece este título.

Sobre dicho precepto se formuló la indicación número 461), del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar la expresión “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica” por “instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro”.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 83

Contempla los requisitos que deberán cumplir las instituciones de educación superior señaladas en el artículo anterior para optar al referido financiamiento, que son los siguientes:

a) Contar con cuatro o más años de acreditación institucional, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 20.129.

b) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o cuya personalidad derive de éstas u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

c) Estar adscritas, al menos un año antes de la solicitud respectiva, al Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior regulado en la presente ley. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá criterios de selectividad para las universidades que reciban este financiamiento, basados en desempeños mínimos que deberán tener los estudiantes matriculados en primer año en dichas instituciones en los instrumentos del Sistema de Acceso.

d) Aplicar políticas, previamente autorizadas por la Subsecretaría de Educación Superior, al menos un año antes de la solicitud respectiva, que permitan el acceso equitativo de estudiantes; y contar con programas de apoyo a estudiantes vulnerables que promuevan su retención, fomentando que al menos el 20% de la matrícula total de la institución corresponda a estudiantes de hogares pertenecientes a los cuatro primeros deciles de menores ingresos del país.

e) Cumplir estrictamente las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulen diversos aspectos de la vida nacional en todos sus ámbitos, especialmente en educación y salud.

Sin perjuicio de los requisitos establecidos anteriormente, si una institución se encuentra en el caso regulado en el artículo 112, no podrá acceder al financiamiento regulado en el presente título, durante el plazo que dicho artículo dispone.

Las instituciones de educación superior estatales que cumplan los requisitos anteriores accederán a este financiamiento por el solo ministerio de la ley, debiendo dar cumplimiento a las obligaciones señaladas en el presente título, no siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 84 y 86.

A su respecto, se formularon las indicaciones números 462, 463, 464, 465, 466, 467, 468, 469, 470, 471, 471 bis, 472 y 473.

Inciso primero

Letra a)

La indicación número 462), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “cuatro o más años de acreditación institucional” por “acreditación institucional avanzada o de excelencia”.

-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Letra b)

La indicación número 463), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone eliminarla.

-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra c)

La indicación número 464), del Honorable Senador señor Allamand, suprime la frase “, al menos un año antes de la solicitud respectiva,”.

Por su parte, la indicación número 465), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la expresión “Sistema Común de Acceso” por “Sistema Común de Información”.

Finalmente, la indicación número 466), de la Honorable Senadora señora Von Baer, elimina la oración “Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá criterios de selectividad para las universidades que reciban este financiamiento, basados en desempeños mínimos que deberán tener los estudiantes matriculados en primer año en dichas instituciones en los instrumentos del Sistema de Acceso.”.

-Las tres indicaciones fueron retiradas por sus autores. 





Sin perjuicio de lo anterior, cabe consignar que de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad de los miembros de la Comisión acordó eliminar la palabra “Común” en conformidad a los acuerdos adoptados por la instancia en relación con el artículo 10, que pasó a ser 11.

Letra d)

La letra d) del inciso primero recibió la indicación número 467), del Honorable Senador señor Allamand, para eliminarla.


-Esta indicación resultó aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Letra e)

La letra e) del inciso primero fue objeto de la indicación números 468), de Su Excelencia la Presidenta de la República, y 469), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarla.

A su turno, la indicación número 470), del Honorable Senador señor Allamand, propone reemplazarla por la siguiente:

“e) Cumplir estrictamente la Constitución y las leyes.”.

Por su parte, la indicación número 470) bis, de la Honorable Senadora señora Goic, propone agregar luego del primer punto aparte, que pasa a ser seguido  la oración: 

“Para acceder o mantener el financiamiento, las instituciones deberán contar con políticas y mecanismos claramente definidos que prevengan, sancionen y reparen el acoso sexual, laboral y la discriminación arbitraria.”

La indicación número 471), del Honorable Senador señor Bianchi, propone introducir el siguiente literal:

“…) Contar con programas que incentiven el intercambio de conocimientos y la continuidad de estudios entre los distintos actores de la educación superior. Fomentando el perfeccionamiento de alumnos de institutos y centros de formación técnica en planteles universitarios.”.

Asimismo, la indicación número 471) bis, del Honorable Senador señor Montes, propone agregar las siguientes letras f), g) y h), nuevas:

“f) Estas Instituciones deberán observar con especial rigurosidad la realización de docencia, investigación, creación artística, innovación y vinculación con el medio.

g) El organismo de dirección, junta directiva, consejo superior u otro órgano colegiado, deberá contar con la representación de al menos un 20% de cada uno de los estamentos que conformen la Institución Superior.

h) Las Instituciones de Educación Superior no podrán mantener en condición de contrata, subcontrato, honorarios u otra figura contractual que precarice a los trabajadores que desempeñan funciones permanentes y necesarias el establecimiento. Esto, con el fin de garantizar mínimos laborales al interior de las instituciones que permitan la participación dentro de la institución.”.

Finalmente, la indicación número 471 ter, de la Honorable Senadora señora Goic, intercala el siguiente literal, nuevo:

"e) Contemplar en cada una de las carreras o programas de estudio de pregrado, etapas formativas destinadas a la aplicación de conocimientos adquiridos durante los estudios que sean pertinentes a las necesidades de las personas en situación de vulnerabilidad social, del sector público y de la sociedad en general.". 

-Las indicaciones números 468 y 469) fueron aprobadas por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- Las indicaciones 470) y 471) bis por su parte, fueron retiradas.

-La indicación 470 bis fue rechazada por mayoría de votos: votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer  y señores Allamand y Walker, don Ignacio, en tanto que lo hicieron por su aprobación los Honorables Senadores señores  Montes y Quintana. 


-La indicación N° 471) fue rechazada por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Finalmente, la indicación número 471) ter fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Inciso tercero

La indicación número 472), del Honorable Senador señor Allamand, propone suprimirlo.

Asimismo, la indicación número 473), del Honorable Senador señor Montes, propone sustituirlo por el que sigue:

“No obstante a lo señalado en el presente artículo, todas las instituciones de educación superior estatales accederán a este financiamiento por el solo ministerio de la ley.”.

- Ambas indicaciones fueron retiradas por su autores. 

Respecto de la indicación número 473), el Honorable Senador señor Quintana solicitó dejar constancia en este informe de que pese a su retiro, las instituciones de educación superior del Estado siempre tendrán la posibilidad de acceder a este beneficio. 

ARTÍCULO 84

El artículo 84 aprobado en general dispone las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado, que deseen acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán solicitarlo a la Subsecretaría hasta el 30 de abril de cada año.

Asimismo, prescribe que la Subsecretaría tendrá un plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la solicitud, para verificar el cumplimiento de los requisitos.

Acogida la solicitud, contempla que el financiamiento se otorgará a contar del año siguiente y se entenderá que la institución lo mantiene mientras cumpla con lo dispuesto en el presente título y no manifieste su voluntad en contrario de conformidad al artículo 86.

Inciso primero

Respecto del inciso primero del artículo 84 aprobado en general, se formuló la indicación número 473 bis, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazarlo por el siguiente:
“Artículo 84.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado, que deseen acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán solicitarlo a la Subsecretaría hasta el 30 de abril de cada año. Las instituciones de educación deberán presentar un Plan de Desarrollo institucional que considere los gastos asociados a expansión de matrícula, infraestructura, modernización de la administración, utilizando como base los presupuestos presentados los últimos tres años. Este presupuesto será revisado y aprobado por una comisión integrada por tres expertos en educación de destacada trayectoria académica, designados por el Consejo de Alta Dirección Pública en terna propuesta por la Subsecretaría de Educación Superior, y dos miembros designados por el Consejo de Alta Dirección Pública en terna propuesta por el Ministerio de Hacienda. Esta comisión utilizará las bases técnicas y las propuestas presentadas en el artículo 91 de la presente ley.”.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 85

Prescribe que la Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad. Dicho monto considerará la información del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula establecidos de conformidad a este título. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.

Finalmente, dispone que para establecer el volumen de estudiantes en el caso de instituciones nuevas se considerarán, mientras no alcancen el mínimo de años señalado en el inciso anterior, los años para los cuales la institución disponga de información.

Respecto de dicho precepto, se formularon las indicaciones número 473 ter, 474 y 475.

Inciso primero

La indicación número 473) ter, del Honorable Senador señor Montes, reemplaza el inciso primero del artículo 85, estableciendo que la Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento basal a cada institución para la gratuidad. Dicho monto considerará los costos asociados a necesidades como la docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.

Por su parte, la indicación número 474), de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora un inciso final, del siguiente tenor:
“Las instituciones de educación superior sólo deberán rendir el aporte institucional para la gratuidad a la Superintendencia, y de conformidad a las normas de carácter general que esta dicte.”.

Asimismo, la indicación número 475), del Honorable Senador señor Montes, propone incorporar el siguiente inciso final:

“Sin perjuicio de la forma de cálculo descrita en los incisos precedentes, los recursos a que se refiere este párrafo constituirán un aporte institucional que no se afectará durante el año respectivo por causas sobrevinientes.”.

-La indicaciones números 473) ter y 475) fueron  retiradas. 

- La indicación número 474) fue aprobada con enmiendas de redacción por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó a favor el Honorable Senador señor Montes. 

ARTÍCULO 86

El artículo 86 aprobado en general establece que la institución reconocida oficialmente por el Estado que opte por dejar de recibir el financiamiento de que trata este título deberá comunicarlo a la Subsecretaría antes del 30 de abril de cada año, lo que se materializará el año siguiente a dicha comunicación.

Con todo, la institución deberá asegurar que los estudiantes matriculados con anterioridad a dicha comunicación, mantengan la misma situación respecto de todos los cobros que les efectúe la institución o su exención, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

La institución de educación superior que comunique la decisión de dejar de percibir el financiamiento, podrá volver a solicitarlo sólo una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de la referida comunicación.

Respecto del inciso tercero de dicha disposición, se formuló la indicación número 476), del Honorable Senador señor Allamand, para suprimirlo.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 87

El artículo 87 aprobado en general establece que las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a) Regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, establecidas en el párrafo 2° y en conformidad al párrafo 5° del presente título.

b) Regirse por la regulación de vacantes establecida en el párrafo 4° del presente título.

c) Otorgar estudios gratuitos de conformidad al párrafo 5° de este título.

Respecto de dicha disposición, se formularon las indicaciones números 477, 477 bis, 478, 479, 480, 481 y 481 bis.

La indicación número 477, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza el artículo 87 aprobado en general por el siguiente:
“Artículo 87.- Las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos de cualquier naturaleza que tengan por objeto el financiamiento institucional para la gratuidad o el financiamiento estudiantil, incluidos aquellos instrumentos que cuenten con garantía del Estado, deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a) Regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, establecidas en el párrafo 2º y en conformidad al párrafo 5º del presente título.

b) Regirse por la regulación de vacantes establecida en el párrafo 4º del presente título.

c) Dar cumplimiento a las disposiciones de los Títulos III y IV de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

e) Contar con un Reglamento del personal académico, que contemple normas que cautelen el ingreso por concurso público, evaluaciones y jerarquización académica, bajo criterios transparentes, objetivos y de mérito.

f) Establecer en sus estatutos que su patrimonio se encuentra afecto al cumplimiento de fines  exclusivamente educacionales.

Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad tienen además la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad al párrafo 5º de este título.”.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

A su turno, la indicación número 477 bis, del Honorable Senador señor Montes, propone sustituir dicha disposición por el siguiente:
“Artículo 87.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad no podrán cobrar por concepto de titulación y derechos básicos de matrícula.”.
-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Por su parte, la indicación número 478, del Honorable Senador señor Bianchi, introduce el siguiente literal:

“…) Regirse por la ley N° 20.285 que regula el acceso a la información.”.

La indicación número 479, del Honorable Senador señor Montes, agrega el siguiente literal:

“…) Cumplir con las disposiciones de los Títulos III y IV de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.”.

La indicación número 480, del Honorable Senador señor Montes, incorpora el siguiente literal:

“…) Disponer de un reglamento que cautele el ingreso por concurso público del personal académico y las evaluaciones y jerarquización de éste, bajo criterios transparentes, objetivos y de mérito.”.

La indicación número 481, del Honorable Senador señor Montes, agrega el siguiente literal:

“…) Señalar en sus estatutos que su patrimonio se encuentra afecto al cumplimiento de fines exclusivamente educacionales.”.

La indicación número 481 bis, del Honorable Senador señor Quintana, agrega un nuevo, del siguiente tenor:
“…) Aquellas instituciones de educación superior que desarrollen servicios o posean medios de comunicación de radiodifusión, televisión,  u otros análogos, por sí o a través de terceros, deberán observar el principio de pluralismo en el sistema informativo, como asimismo, promover la inclusión,  la no discriminación arbitraria,  el respeto por los principios democráticos y la defensa de los derechos fundamentales.”

-Las indicaciones números 478), 479), 480), 481) y 481 bis) fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Párrafo 2° 

De los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación

ARTÍCULO 88

Establece que aquellas instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad se regirán por los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Asimismo, contempla que los valores de los aranceles regulados se determinarán en razón a “grupos de carreras” definidos por la Subsecretaría, los que corresponderán a conjuntos de carreras o programas de estudios que tengan estructuras de costo similares entre sí. Para ello, la Subsecretaría deberá considerar, al menos, los recursos que se requieran para impartirlas en razón de su estructura curricular, si se trata de carreras o programas de estudios profesionales o técnicos de nivel superior, los años de acreditación institucional con que cuentan las instituciones que las imparten, el tamaño de estas últimas y la región en que se imparten.

Los valores de los derechos básicos de matrícula corresponderán a un valor anual por estudiante, determinado según tipo de institución, es decir, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Por su parte, los valores de los cobros por concepto de titulación o graduación corresponderán a un valor único por estudiante para uno o más grupos de carrera.

Los valores que trata este artículo se establecerán, cada cinco años, mediante resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda y publicarse en abril del año anterior al que se aplicarán dichos valores.

Respecto de dicho precepto, se formularon las indicaciones números 481 ter, 482, 483, 484, 485 y 486.

La indicación número 481 ter, del Honorable Senador señor Montes, reemplaza el artículo 88 por el siguiente:
“Artículo 88.- Aquellas instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad se regirán por los valores asociados a los costos devenidos en el artículo 85.
Para calcular los costos de docencia, cantidad de académicos, cantidad de estudiantes que puedan recibir y parte de los costos operacionales, se calcularán en razón a “grupos de carreras” definidos por la Subsecretaría, los que corresponderán a conjuntos de carreras o programas de estudios que tengan estructuras de costo similares entre sí. Para ello, la Subsecretaría deberá considerar, al menos, los recursos que se requieran para impartirlas en razón de su estructura curricular, si se trata de carreras o programas de estudios profesionales o técnicos de nivel superior, los años de acreditación institucional con que cuentan las instituciones que las imparten, el tamaño de estas últimas y la región en que se imparten.
Los valores que trata este artículo se establecerán, cada cinco años, mediante resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda y publicarse en abril del año anterior al que se aplicarán dichos valores.”.

Inciso segundo

Respecto del inciso segundo, se formuló la indicación número 482, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “años” por “niveles, años y dimensiones”.

Asimismo, la indicación número 483, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la palabra “últimas” la siguiente frase: “, el porcentaje de sus estudiantes pertenecientes a los cinco primeros deciles de menores ingresos del país”.

Inciso cuarto

Acerca del inciso cuarto, se formuló la indicación número 484, del Honorable Senador señor Allamand, que reemplaza la palabra “cinco” por “tres”.

Por su parte, la indicación número 485, del Honorable Senador señor Allamand, agregar las siguientes oraciones finales: “Estos valores reajustarán de acuerdo a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o el organismo que lo reemplace, entre los meses de abril a marzo del año inmediatamente anterior. Si la variación del índice de precios al consumidor fuese negativa, los valores a que se refiere este artículo no se reajustarán.”.

Finalmente, la indicación número 486, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso:

“Asimismo, se ponderará el porcentaje de los matriculados pertenecientes a los cinco deciles de menores ingresos.”.

Al iniciarse el estudio de dichas indicaciones, el asesor del Honorable Senador señor Allamand, señor Raúl Figueroa, explicó que las indicaciones números 484 y 485 apuntan a revisar con mayor periodicidad el monto de los aranceles que se hubieren fijado, con el propósito de evitar situaciones de déficit presupuestario.

La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, sostuvo que el plazo de revisión de cinco años resulta adecuado para la estabilidad de los aranceles que se hubieren fijado, salvo que existieran antecedentes nuevos que permitieran anticipar el cómputo de dicho lapso

La Honorable Senadora Von Baer sostuvo que dicha norma debe ser incorporada al articulado permanente del proyecto.

El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, hizo presente sus observaciones respecto de las indicaciones en estudio y el modelo de financiamiento que contempla el proyecto. Dicho modelo, explicó, configura un sistema articulado y coherente, de modo que las distintas piezas que lo componen se engarzan unas con otras, atendiendo al esquema de financiamiento y a los tipos de instituciones de educación que lo componen.

Al efecto, explicó que, bajo la normativa que rige actualmente, una institución que no cuenta con financiamiento basal, y que no se encuentra adscrita a la gratuidad, requiere financiar sus actividades de docencia únicamente con los recursos que provienen de los estudiantes, incluyendo aquella parte correspondiente a becas y créditos.

Con todo, afirmó que, en esos casos, las labores de investigación carecen de financiamiento, de modo que, considerando la creciente demanda de ingreso a la educación superior y el carácter inelástico de ella, en la práctica opera un subsidio cruzado desde las familias hacia las universidades, para efectos de financiar el desempeño de actividades de investigación universitaria.

En razón de ello, aseveró que el modelo de financiamiento propuesto por el proyecto contiene un arancel regulado que no constituye una suma antojadiza, toda vez que atiende a la inelasticidad de la demanda y la potencial capacidad de las instituciones para transferir a las familias el costo de desarrollar actividades distintas a la docencia, tal como ocurre en el ámbito de la tarificación eléctrica o de telecomunicaciones.

Habida cuenta de ello, arguyó que las labores de investigación serán financiadas conforme a un criterio abierto, de modo que si una universidad se encuentra adscrita a la gratuidad operará un arancel que deberá considerar las particularidades de la respectiva institución de educación superior, tal como ocurrirá con aquellas que realizan labores de investigación de mayor complejidad, cuyo monto será más elevado.

Por su parte, respecto del cobro de aranceles a los estudiantes que no se encuentra adscritos a la gratuidad, explicó, a  modo de ejemplo, que se debe evitar que la aplicación de subsidios incremente los ingresos que recibe una institución, al trasladar al usuario el monto correspondiente al respectivo subsidio.

En efecto, aseveró que existe abundante evidencia científica respecto de aquellos casos en que los Estados apoyan fuertemente a los estudiantes y las instituciones educacionales traspasan dicho monto a los aranceles.

En consecuencia, enfatizó que, al aumentar la cobertura de la gratuidad, es menester limitar la capacidad de las universidades para aumentar los aranceles de aquellos estudiantes que no se encuentran adscritos a la gratuidad, en los términos que contiene la iniciativa.

En el caso de aquellas universidades que no recibirán fondos del Estado, por no ser gratuitas, agregó que podrán fijar sus aranceles libremente, toda vez que no se produciría el efecto de subsidio cruzado descrito precedentemente.

Finalmente, respecto de tipo de investigación que recibirá el subsidio, considerando que no toda investigación es utilizada en labores de docencia, añadió que el modelo propuesto apunta a financiar las actividades realizadas por las universidades del Estado, las que tienen el deber de investigar, autónomamente, en materias de políticas públicas destinadas a favorecer el bien común, en cuyo caso operará el Aporte Fiscal Directo, los convenios marco y los programas transitorios de fortalecimiento.

En el caso de las universidades públicas no estatales, explicó que igualmente tendrán acceso al Aporte Fiscal Directo y a otros sistemas de financiamiento, incluyendo eventualmente el Convenio de Desempeño, mientras que, en el caso de las universidades privadas que pueden fijar libremente sus aranceles, no resulta adecuado que puedan optar a dichos Convenios de Desempeño.

El Honorable Senador señor Montes reiteró sus observaciones respecto de la complejidad de los elementos que deberán considerarse para la fijación de los aranceles.

El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que la fijación de aranceles considerará la tradición existente respecto de los aranceles de referencia que operan actualmente. Añadió que dicho indicador ha sido aplicado sin el correspondiente estudio acerca de su eficiencia económica, a diferencia del esquema propuesto por el proyecto, que, utilizando el arancel de referencia como base, señala una serie de parámetros que deberán ser considerados. Finalmente, afirmó que el plazo de cinco años generaría cierta estabilidad en la aplicación de la norma y la desvincularía de los ciclos políticos, lo que resulta pertinente.

-La indicación número 482)  resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

-Las indicaciones números 481 ter), 483), 484), 485) y 486) fueron retiradas por sus autores.  


Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 485 bis) para agregar, en su inciso cuarto, después del punto final que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: 


“Con todo, excepcionalmente y por razones fundadas, la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente, podrá solicitar a la Subsecretaría, a más tardar en octubre del año respectivo, que adelante el procedimiento de determinación de valores regulados de los que trata este artículo para uno o más grupos de carreras. La Subsecretaría podrá acoger la solicitud de la Comisión, caso en el cual enviará la propuesta del inciso primero del artículo 91 en el mes de abril siguiente; o rechazarla; en ambos casos de manera fundada.”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana. 

ARTÍCULO 89

Establece que el arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables, de acuerdo a lo previsto en las bases técnicas señaladas en el artículo 90, para impartir una carrera o programa de estudios de los grupos de carreras respectivos.

Contempla, además, que dicho arancel deberá considerar tanto los costos anuales directos e indirectos como el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.

Acerca de este artículo, se formularon las indicaciones números 486 bis, 486 ter, 487, 487 bis, 488, 489 y 490.

Inciso primero

Respecto del inciso primero, se formuló la indicación número 486 bis, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 89.- La gratuidad deberá considerar los costos relacionados con la infraestructura entendiendo su mantención y modernización en base al plan de desarrollo presentado por las Instituciones de Educación superior, tal como pueden ser laboratorios, áreas de deportes, salas de clases, talleres artísticos.”.





- Esta indicación fue retirada por su autor.

Asimismo, la indicación número 486 ter, de la Honorable Senadora señora Goic, propone reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 89.- El arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables en consideración a la región y/o provincia en que las carreras o programas de estudios de los grupos de carreras respectivos se impartan, de acuerdo a lo previsto en las bases técnicas señaladas en el artículo 90.”.
Asimismo, la indicación número 487, del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la expresión “recursos materiales y humanos” por “recursos materiales, académicos y administrativos”; y la indicación 487 bis, del Honorable Senador señor Quintana,  modifica las locuciones “y razonables” por las siguientes “para brindar una educación de calidad,”. 


-Las indicaciones números 486 ter), 487) y 487 bis) fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso segundo

La indicación número 488, del Honorable Senador señor Allamand, sustituye el inciso segundo del artículo 89 por el siguiente:

“Dicho arancel deberá considerar los costos anuales directos e indirectos, dentro de los cuales se incorporarán los recursos que la institución de educación superior destina desde una carrera o programa a otras carreras o programas. Además, deberá considerar el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.”.

Finalmente, las indicaciones 489 y 490 introducen inciso finales al artículo 89.

La indicación número 489, del Honorable Senador señor Allamand, añade el siguiente inciso final:

“Para elaborar las bases técnicas a que se refiere el artículo siguiente, la Subsecretaría deberá consultar a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad sobre los costos mencionados en los incisos anteriores.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que la referencia al arancel regulado demuestra, en su opinión, que es un tema de alta complejidad en un sistema de economía social de mercado, en el que precio queda al libre intercambio entre la oferta y la demanda, razón por la cual hay que distinguir entre la “regulación” del precio y la “fijación” del mismo por parte del Estado, especialmente considerando que las Universidades no son empresas en el sentido financiero del término. 

El Honorable Senador señor Allamand afirmó que diversas propuestas sobre este tema pretenden fijar el precio desde un ente estatal. Frente a ello, sostuvo que las establecimientos deben contar con la facultad de exigir sus derechos o formular sus descargos de manera institucional.


En el mismo sentido, la Honorable Senadora señora Von Baer afirmó que las Universidades ser consideradas de manera institucional durante todo el procedimiento de fijación arancelaria.

El Honorable Senador señor Quintana hizo presente que lo que hace el proyecto es crear una institucionalidad que fije los aranceles que no considere a los incumbentes, puesto que, de otra forma, se alteraría el precio desde la oferta.  

Por su parte, la indicación número 490, del Honorable Senador señor Montes, introduce los siguientes incisos finales:

“No se computarán en estos costos la propaganda y publicidad que desarrollen las instituciones de educación superior adscritas a este tipo de financiamiento. No se considerarán en esta exclusión los destinadas a informar y difundir a la comunidad los resultados de las funciones de docencia, investigación y vinculación con el medio ni la información de actividades de acceso público.

Con el objeto de verificar lo dispuesto en este inciso las instituciones aportarán en forma detallada el costo de las acciones emprendidas con estos fines.”.


- Las indicaciones números 488), 489) y 490) fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 90

Establece que la Subsecretaría establecerá, mediante resolución exenta, visada por el Ministro de Hacienda, las bases técnicas para la realización del cálculo de los valores regulados de arancel, cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras y de los derechos básicos de matrícula. Estas bases contendrán el mecanismo de elaboración de los grupos de carreras, las hipótesis, criterios de cálculo, metodologías y procedimientos conforme a los cuales se determinarán los valores que trata este artículo.

La indicación número 490 bis, del Honorable Senador señor Montes, reemplaza la primera oración por la siguiente:
“Artículo 90.- La Subsecretaría establecerá, mediante resolución exenta, visada por el Ministro de Hacienda, las bases técnicas para la realización del cálculo de los costos relacionados con la gratuidad, cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras y de los derechos básicos de matrícula.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 91

Establece que para la elaboración de las bases técnicas que trata el artículo anterior, la Subsecretaría deberá presentar una primera propuesta a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente (en adelante “la Comisión”), dentro de los tres años siguientes a la publicación de la resolución exenta que determinó, para el último quinquenio vigente, los valores del arancel regulado, los derechos básicos de matrícula y cobros por titulación o graduación para el grupo o los grupos de carreras respectivos. Para la elaboración de la propuesta deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título.

Dispone que la propuesta presentada a la Comisión deberá adjuntar los antecedentes relacionados con el proceso de consulta señalado en el inciso anterior.

Asimismo, prescribe que la Comisión deberá pronunciarse respecto de las bases técnicas dentro de tres meses desde la recepción de la propuesta. En el caso que la Comisión realice observaciones a la propuesta, éstas serán enviadas a la Subsecretaría, la que tendrá un plazo de dos meses para remitir una nueva propuesta que considere las modificaciones necesarias o dé respuesta fundada del rechazo de las observaciones.

La Comisión deberá pronunciarse además respecto de esta nueva propuesta dentro del plazo de un mes contado desde su recepción. Este pronunciamiento será vinculante y podrá modificar de manera fundada la proposición de bases técnicas de la Subsecretaría, la que deberá dictar la resolución exenta de conformidad al último pronunciamiento de la Comisión.

Luego, contempla que la resolución exenta que establezca las bases técnicas de que trata este artículo deberá entrar en vigencia dentro del plazo de ocho meses contado desde la presentación de la propuesta a la que alude el inciso primero.

Finalmente, en caso que la Subsecretaría no presente las bases técnicas o que no se cumpla el plazo señalado en el inciso anterior, se aplicarán aquellas que se encuentren vigentes, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa según corresponda.

A su respecto, se formularon las indicaciones 491 bis), 491) y 492).

La indicación número 490 ter, del Honorable Senador señor Montes, sustituye el artículo 91 por el siguiente:

“Artículo 91.- Para la elaboración de las bases técnicas que trata el artículo anterior, la Subsecretaría deberá presentar una primera propuesta a la Comisión de Expertos para la cuantificación de los costos asociados a necesidades como la docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución. Para la elaboración de la propuesta deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título.”


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso primero

Respecto del inciso primero del artículo propuesto, recayó la indicación número 491, del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazar la palabra “quinquenio” por “trienio”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 491 bis) para agregar, en su inciso primero, antes del punto y aparte, la frase “y a las federaciones de estudiantes respectivas”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Inciso tercero

La indicación número 492, del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “de la propuesta.” la siguiente oración: “En los casos en que las instituciones de educación superior tengan reparos con el monto del arancel que proponga la Comisión podrá solicitar que lo reconsidere y fundamente.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 92

Establece que dentro del plazo de ocho meses contado desde la dictación de la resolución exenta que establece las bases técnicas, la Subsecretaría deberá presentar a la Comisión un informe que contenga el cálculo de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación, de conformidad a dichas bases técnicas, así como también las memorias de cálculo que correspondan.

La Comisión, dentro del plazo de dos meses contado desde la recepción de dicho informe, se pronunciará al respecto, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.

Dichas resoluciones exentas deberán dictarse en el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 88.

Respecto de dicho precepto, se formularon las indicaciones números 492 bis, 493, 494 y 495.

La indicación número 492 bis, del Honorable Senador señor Montes, sustituye el artículo 92 por el siguiente:
“Artículo 92.- Dentro del plazo de ocho meses contado desde la dictación de la resolución exenta que establece las bases técnicas, la Subsecretaría deberá presentar a la Comisión un informe que contenga el cálculo de los valores asociados a docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución,  de conformidad a dichas bases técnicas, así como también las memorias de cálculo que correspondan.”.

- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


Luego, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 492 ter) para modificar este precepto de la siguiente manera:


a) Modifícase su inciso primero de la siguiente manera: 


i) Reemplázase la expresión “ocho” por “siete”.


ii) Agrégase, después de su punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la oración “Asimismo, las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título podrán enviar a la Comisión sus apreciaciones al referido informe dentro del plazo de un mes contado desde su dictación.”.


b) Reemplazase su inciso segundo por el siguiente:


“La Comisión se pronunciará sobre el informe dentro del plazo de dos meses contado desde su recepción, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas, y debiendo tener a la vista las apreciaciones de las instituciones. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Inciso segundo

Respecto del inciso segundo, se formuló la indicación 493, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye la oración que señala “Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.”, por la siguiente: “En el caso que la Comisión realice observaciones a la propuesta, la Subsecretaría tendrá un plazo de dos meses para remitir una nueva propuesta que considere las modificaciones necesarias o dé respuesta fundada del rechazo de las observaciones.”.

Asimismo, la indicación número 494, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), propone agregar, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso, nuevo:

“La Comisión deberá pronunciarse respecto de esta nueva propuesta dentro del plazo de dos meses contado desde su recepción. Este pronunciamiento será vinculante y podrá modificar de manera fundada el cálculo de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación.”.


- Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso tercero

La indicación número 495, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza el inciso tercero del artículo 92 por el siguiente:

“La Subsecretaría deberá dictar la resolución exenta respectiva, de conformidad al pronunciamiento de la Comisión, en el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 88.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 93

Establece que las resoluciones exentas señaladas en el artículo anterior deberán establecer, al menos, lo siguiente:

a) La definición de él o los grupos de carreras que se hubieren determinado, debiendo explicitar las carreras o programas de estudios que se incluyan en cada grupo.

b) Los valores de los aranceles regulados y cobros por concepto de titulación o graduación expresados en pesos por estudiante para cada grupo de carreras señalados en la letra a).

c) Los valores de derechos básicos de matrícula, expresados en pesos por estudiante, de conformidad a la resolución vigente correspondiente a cada tipo de institución de educación superior, sin perjuicio de los reajustes que establece esta ley.

Sobre este artículo, recayeron las indicaciones 495 bis y 495 ter.

La indicación número 495 bis, del Honorable Senador señor Montes, elimina dicho artículo.
Por su parte, la indicación número 495 ter, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega, en el literal a) del artículo 93, luego del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la frase “según la región y/o provincia en que se impartan.”.

-La indicación número 495 bis fue retirada por su autor.

-La indicación número 495 ter) fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
ARTÍCULO 94

Establece que la Subsecretaría actualizará en octubre de cada año, mediante resolución exenta, los valores establecidos en las resoluciones vigentes de que trata el artículo anterior, de conformidad al reajuste que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año respectivo. Este reajuste aplicará para los aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de todos los estudiantes matriculados en la institución respectiva.

Asimismo, en dicha resolución, prescribe que se deberá incorporar una nómina de las instituciones de educación superior que acceden al financiamiento institucional para la gratuidad, indicando los años de acreditación institucional vigente para dicho año, debiendo considerar para ello los años de acreditación institucional del mes inmediatamente anterior a la fecha de dictación de la resolución.

En caso de que la acreditación institucional cambie durante la vigencia de la resolución regulada en este artículo, contempla que se deberán considerar los nuevos años de acreditación en la resolución para el año siguiente.
A su respecto, se formularon las indicaciones 495 ter, 496, 497, 498, 499, 500 y 501.

La indicación 495 ter, del Honorable Senador señor Montes, sustituye el artículo 94 por el siguiente:
“Artículo 94.- La Subsecretaría actualizará en octubre de cada año, mediante resolución exenta, los valores establecidos en las resoluciones vigentes de que tratan los artículos anteriores, de conformidad al reajuste que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año respectivo. “.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso primero

Respecto del inciso primero del artículo 94 se formuló la indicación número 496, del Honorable Senador señor Montes, para sustituir la palabra “octubre” por “noviembre”.

La indicación número 497, del Honorable Senador señor Montes, suprime la frase “que señale la Ley de Presupuestos”.

La indicación número 498, del Honorable Senador señor Montes, reemplaza el vocablo “respectivo” por “siguiente”.

-Las indicaciones números 496), 497) y 498) fueron retiradas por sus autores. 

Inciso segundo

La indicación número 499, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “años” por la frase “niveles, años y dimensiones”.

La indicación número 500, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la frase “los años de acreditación institucional” por la palabra “, aquéllos”.


-Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso tercero

La indicación número 501, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “años” por la frase “niveles, años y dimensiones”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Párrafo 3°

De la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles

A continuación, el proyecto contiene una serie de disposiciones aplicables a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles

ARTÍCULO 95

El artículo 95 aprobado en general crea una Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, de carácter permanente. Corresponderá a la Comisión:

a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores de aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, presentadas por la Subsecretaría.

b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores de los aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación propuestos por la Subsecretaría.

c) Emitir informes sobre otros requerimientos de opinión o asesoría técnica solicitados por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría.

d) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión podrá solicitar información a la Subsecretaría.

Letra a)

Respecto de la letra a) del artículo 95, se formuló la indicación número 501 bis, para reemplazarla por la siguiente:

a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores asociados a docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución, presentadas por la Subsecretaría.”.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Letra b)

Acerca de la letra b), la indicación del Honorable Senador señor Montes la sustituye siguiente:


“b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores asociados a docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución, propuestos por la Subsecretaría.”.

ARTÍCULO 96

Dispone que la Comisión estará integrada por siete profesionales nacionales o extranjeros, de amplia trayectoria profesional o académica, que acrediten al menos diez años de experiencia laboral o profesional, y dominio y experiencia laboral mínima de cinco años en materias económicas o jurídicas de regulación económica de servicios públicos, o en gestión de educación superior en el subsistema universitario o técnico profesional.

La integración de la Comisión deberá reunir experiencias profesionales o laborales, tanto del subsistema universitario como técnico profesional, así como experiencias regionales, distintas a la Región Metropolitana, y promover la paridad de género.

Los integrantes de la Comisión serán seleccionados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, dicho Consejo deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de incompatibilidades e inhabilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de noventa días. Para ello, la Subsecretaría propondrá al Consejo de Alta Dirección Pública perfiles profesionales, y de competencias y aptitudes.

El nombramiento de los seleccionados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.

Los integrantes de la Comisión permanecerán en sus cargos seis años. Podrán ser designados para un nuevo período, debiendo para ello presentarse al concurso público correspondiente.

La renovación de los integrantes de la Comisión se efectuará por parcialidades, las que como máximo podrán considerar dos miembros. Las designaciones serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.

Respecto del artículo 96, recayeron las indicaciones números 502 y 503.

Inciso primero

La indicación número 502, del Honorable Senador señor Bianchi, agregar la siguiente oración final: “Con todo, tres miembros de la comisión deben haber formado parte, por a lo menos tres años continuos, de universidades o centros de formación técnico profesional, cuya casa central esté ubicada en regiones.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Inciso segundo

La indicación número 503, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sustituye la frase “promover la paridad de género” por “asegurar la paridad, donde ningún género podrá tener más de un 60 por ciento de representación y además deberá contar con representatividad de personas que pertenezcan a los pueblos Indígenas considerando que en ningún caso podrá existir una representación indígena menor a un quinto de los integrantes”.





- Esta indicación fue retirada por su autor.

Inciso tercero


Dispone que los integrantes de la Comisión serán seleccionados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, dicho Consejo deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de incompatibilidades e inhabilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de noventa días. Para ello, la Subsecretaría propondrá al Consejo de Alta Dirección Pública perfiles profesionales, y de competencias y aptitudes.





En relación con esta norma, con posterioridad, Su Excelencia la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 503 bis) para intercalar,  después del primer punto y seguido, la siguiente frase: “Con todo, en igualdad de puntajes se deberá preferir a las postulantes mujeres.”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Finalmente, en lo que respecta al párrafo relativo a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, S.E. la Presidenta de la República formuló la indicación número 504, para introducir después del artículo 100 el siguiente artículo:

“Los integrantes de la Comisión no tendrán carácter de personal de la Administración del Estado. Sin perjuicio de lo anterior, les serán aplicables las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad contenidas en el título III del decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; deberán declarar intereses y patrimonio de acuerdo al capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880; y les serán aplicables las normas previstas en el título V del libro II del Código Penal sobre delitos de los empleados públicos, considerándoseles, por consiguiente, comprendidos en el artículo 260 del referido Código.”


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Párrafo 4°

Regulación de las vacantes de las instituciones de educación superior

ARTÍCULO 101

Dispone que la Subsecretaría, mediante resolución, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda y que deberá dictarse a más tardar el 30 de abril del año anterior al que se aplique la regulación, determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, para aquellas carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables:

a) Los años de acreditación institucional.

b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.

c) La cobertura regional de la educación superior.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá considerar antecedentes tales como la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, regulada en el artículo 15, así como otras estrategias y políticas relevantes para los subsistemas universitario y técnico profesional.

Respecto del artículo 101, se presentaron las indicaciones números 505, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 511 bis y 512.

Inciso primero

La indicación número 505, De Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la frase “y que deberá dictarse a más tardar el 30 de abril del año anterior al que se aplique la regulación”.

La indicación número 506, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye el guarismo “103” por “104”.

Asimismo, la indicación número 507, de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega, después del inciso primero el siguiente:

“La resolución deberá dictarse a más tardar el 30 de abril y regirá por el plazo de tres años, contado desde el año siguiente a su dictación.”.


Las indicaciones números 505), 506) y 507) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Inciso segundo

Letra a)

La indicación número 508, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “años” por “niveles y años”.

Por su parte, la indicación número 509, del Honorable Senador señor Montes, agrega el siguiente literal:

“…) Los Planes Estratégicos y posibilidades de desarrollo de las instituciones.”.

Asimismo, la indicación número 510, del Honorable Senador señor Montes, introduce el siguiente literal:

“…) Las necesidades de la población en los territorios en que se impartan las carreras.”.


-La indicación número 508) fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
-Las indicaciones números 509) y 510) fueron retiradas por sus autores. 

- - -





Luego, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 510 bis), para intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser cuarto:





“Con todo, a solicitud de la respectiva institución de educación superior, podrá autorizarse un incremento de vacantes superior al de la resolución referida en el inciso primero, si tiene como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. La autorización en estos casos se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.”.





Para determinar de mejor manera el alcance de esta disposición, se acordó enmendar su redacción de manera de puntualizar que esta situación debería ser algo absolutamente excepcional, determinado por el Ministerio de Educación de manera fundada cuando se dieran los supuestos que considera la disposición. En cuanto a su ubicación en el precepto, que se considerara como inciso final.





Sin perjuicio de los anterior, los Honorables Senadores señores  Montes y Quintana expresaron su discrepancia con esta nueva regulación, toda vez que la señal que debiera darse en esta iniciativa debería ser el adoptar políticas que permitieran reforzar a las Instituciones de Educación Superior  de carácter estatal en su matrícula.





- Fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor, de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señor Allamand y el voto en contra de los Honorables Senadores señores  Montes y Quintana. 

Inciso tercero

Respecto del inciso tercero, se formuló la indicación 511, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza el inciso tercero por el siguiente:

“Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá recabar antecedentes entre los integrantes del Sistema de Educación Superior; organismos públicos con competencia en las áreas de ciencia, tecnología e innovación o en las áreas de productividad y crecimiento económico de largo plazo; y organizaciones del sector productivo, entre otras. Asimismo, considerará, la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior y la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, reguladas en los artículos 7 y 15 de esta ley, entre otros antecedentes.”.

La indicación 511 bis, del Honorable Senador señor Quintana, intercalar, entre las expresiones “tales como” y “la estrategia”, la siguiente frase “Estrategia Nacional de Educación Superior, establecida en el artículo 7º.”.


-La indicación número 511) fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  


-La indicación número 511 bis) fue retirada por sus autores. 

Finalmente, la indicación 512, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agregar el siguiente inciso final:

“La resolución que emita la Subsecretaría, en todo caso deberá contar con un informe favorable del Comité de Coordinación del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. Las instituciones de educación superior que se estimen agraviadas por el contenido de la referida resolución, podrán recurrir ante el Ministro (a) de Educación.”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.

Párrafo 5° 

Del deber de otorgar estudios gratuitos y cobros regulados

ARTÍCULO 102

El artículo 102 aprobado en general dispone que las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional de que trata este título deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que, de acuerdo a la condición socioeconómica que la ley disponga, cumplan los siguientes requisitos:

a) Ser chileno, extranjero con permanencia definitiva, o extranjero con residencia, y respecto a éste último caso, que haya cursado la enseñanza media completa en Chile.

b) No poseer un título técnico de nivel superior, ni un título profesional o una licenciatura; ni un título o grado académico reconocido o revalidado en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108 de esta ley.

Se entenderá que cumplen este requisito los estudiantes que hayan obtenido una licenciatura en carreras o programas de estudio conducentes a un título profesional, mientras no obtengan este último.

c) Estar matriculado en alguna de las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.


Respecto del encabezamiento del proyecto, se presentó la indicación número 513, del Honorable Senador señor Montes, agrega después de la expresión “de educación superior” la siguiente frase: “organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro”.

Asimismo, la indicación número 514, del Honorable Senador señor Montes,  agrega el siguiente inciso:

“Lo anterior se aplicará igualmente a las instituciones de educación superior estatales, por el solo ministerio de la ley.”.
-Las indicaciones números 513) y 514) fueron retiradas por sus autores. 

ARTÍCULO 103

El artículo 103 aprobado en general establece que para efectos de esta ley, se entenderá que la institución de educación superior cumple con otorgar estudios gratuitos si exime a los estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo anterior de cualquier pago asociado a arancel y a derechos básicos de matrícula, cualquiera sea su denominación, respecto de aquellas carreras y programas de estudio presenciales conducentes a los títulos y grados señalados en las letras a), b) y c) del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación. En caso que dichas carreras o programas de estudio sean impartidas en modalidad semipresencial, su financiamiento deberá ser autorizado por resolución de la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a criterios objetivos establecidos en el reglamento respectivo.

En lo relativo a los cobros por concepto de titulación o graduación, dispone que las instituciones de educación superior sólo podrán cobrar como máximo aquel valor definido de conformidad al párrafo 2º de este título.

Respecto de dicha disposición se formuló la indicación número 514 bis, de la Honorable Senadora señora Goic, para modificar el inciso primero del artículo 103, al intercalar, entre las palabras “presenciales” y “conducentes”, la expresión “o semipresenciales”, y eliminar la frase “En caso que dichas carreras o programas de estudio sean impartidas en modalidad semipresencial, su financiamiento deberá ser autorizado por resolución de la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a criterios objetivos establecidos en el reglamento respectivo.”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

ARTÍCULO 104

El artículo 104 aprobado en general establece que la obligación de otorgar estudios gratuitos de que trata este párrafo será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no exceda la duración nominal de éstas.

Agrega que la duración nominal de la carrera o programa de estudio corresponderá al tiempo de duración del plan de estudios y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes. Dicha duración nominal será informada por las instituciones de educación superior de conformidad a las normas vigentes.

Finalmente, para el caso de los programas de formación inicial general, tales como bachilleratos u otros equivalentes de conformidad a las normas vigentes, dispone que su duración nominal se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante.
Sobre dicho precepto, se presentaron las indicaciones números 515, 516 y 516 bis.

La indicación número 515, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega, después de la expresión “de éstas”, la locución “más dos semestres adicionales”.

La indicación número 516, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “de éstas” el siguiente texto: “, sin embargo, los estudiantes que sean padres de familia o que por motivos médicos o motivos laborales, debidamente acreditados y aprobados por su institución, no puedan cumplir toda la carga académica correspondiente al plan de estudios en el plazo antes señalado, tendrán un ajuste de la duración nominal acorde a sus necesidades”.

La indicación número 516 bis, del Honorable Senador señor Montes, agrega la siguiente frase final: “aumentado en dos semestres académicos. “.




-La indicación número 515 fue retirada por su autor.


- Las indicaciones números 516 y 516 bis fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 106

El artículo 106 aprobado en general establece que en caso de estudiantes que realicen cambios de carreras o programas de estudio dentro de una institución de educación superior o entre instituciones que acceden al financiamiento institucional, éstas mantendrán su obligación de otorgar estudios gratuitos a aquellos que cumplan lo dispuesto en el artículo 102 sólo respecto del cambio de la primera carrera o programa de estudios a otra.

Para la determinación de la duración de dicha obligación, dispone que se considerará la duración nominal de la carrera o programa de estudio en curso, descontándosele el total del tiempo que el estudiante haya cursado de forma gratuita en la anterior carrera o programa de estudio.

Respecto del inciso segundo de dicho precepto, recayó la indicación número 517, del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), que agrega después de la expresión “curso,” la locución “más dos semestres adicionales”.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 

ARTÍCULO 107

El artículo 107 aprobado en general dispone que en caso que la permanencia de un estudiante que cumple con los requisitos para acceder a estudios gratuitos en una institución de educación superior que recibe el financiamiento institucional exceda el plazo de la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, la institución podrá cobrar a dicho estudiante de conformidad a lo dispuesto a continuación:

a) En caso que el tiempo de permanencia exceda hasta un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta sólo podrá cobrar al estudiante hasta el 50% del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional a dicho plazo.

b) Si el tiempo de permanencia excede más de un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta podrá cobrar al estudiante hasta el total del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional al señalado en la letra a).

Finalmente, establece que la determinación del porcentaje de cobro lo realizará la institución de educación superior en la cual el estudiante se encuentre matriculado, de conformidad a los límites máximos señalados en el inciso anterior.

Dicho precepto fue objeto de la indicación número 517 bis, del Honorable Senador señor Quintana, que incorpora un inciso tercero nuevo, del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de los señalado en los literales a) y b) del inciso precedente, un estudiante de educación superior que exceda el plazo nominal hasta un año sobre plazo de la obligación de la institución mediante solicitud formal podrá solicitar una prórroga en cuanto a beneficios de gratuidad, adjuntando para ello sus antecedentes académicos y antecedentes socioeconómicos que lo justifiquen y una carta de recomendación de un docente connotado de su casa de estudios. Dicha solicitud podrá ser aceptada o rechazada por la institución respectiva”.





- Esta indicación fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 108

El artículo 108 aprobado en general establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 102, las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad deberán otorgar estudios gratuitos a aquellos estudiantes que cumplan con lo dispuesto en las letras a) y c) de dicho artículo, y que posean un título técnico de nivel superior otorgado por instituciones de educación superior, para cursar una segunda carrera o programa de estudios cuya finalidad sea la obtención de un título profesional o grado académico de licenciado impartido por una institución que reciba dicho financiamiento.

Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos, establece que se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 106.

Asimismo, dichas instituciones deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 102 y que posean el grado de licenciado o licenciada otorgado por instituciones de educación superior, para cursar un módulo de licenciatura conducente a título pedagógico otorgado por una institución que reciba el financiamiento institucional cuya duración no exceda de cuatro semestres. Para este caso, no le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo.

El referido precepto fue objeto de la sindicaciones números 518, 519, 520 y 521.

Inciso primero

La indicación número 518, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye el guarismo “102” por “103”.

La indicación número 518 bis, de la Honorable Senadora señora Goic, modifica el inciso primero del artículo 108, al reemplazar la expresión “o” que precede a la palabra “programa”, por la expresión “, un”; e intercalar, entre las palabras “licenciado” e “impartido”, la frase “,o un programa de estudios de profundización en una o más disciplinas tecnológicas o técnicas,”.


-La indicación número  518) resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  Con la misma votación, se rechazó la número 518 bis).

Inciso segundo

La indicación número 519, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza el inciso segundo por el siguiente:

“Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 107, a menos que el respectivo programa técnico de nivel superior se articule con otra carrera o programa de estudios de un área del conocimiento afín. En este caso, la duración nominal del programa se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante, descontados los semestres, o su equivalente, convalidados en la nueva carrera. Con todo, en este caso, como también en el señalado en el inciso final del artículo 105, se considerará que existe articulación si en la nueva carrera se convalidan al menos dos de los semestres cursados previamente, o su equivalente, según lo disponga el reglamento.”.

- La proposición resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
Inciso tercero

La indicación número 520, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye el guarismo “102” por “103”.

La indicación número 521, de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega, después de la locución “inciso segundo” la frase “del artículo 107”.

-Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
ARTÍCULO 109

El artículo 109 dispone que las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, podrán cobrar como máximo a aquellos estudiantes que cumplan solo lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 102, y a aquellos estudiantes que cumpliendo con los requisitos del referido artículo realicen más de un cambio de carrera en conformidad a lo dispuesto en el artículo 106, el arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación fijados para la carrera o programa de estudio respectivo de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2º de este título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108.

Agrega que los nuevos valores establecidos en las resoluciones exentas señaladas en el artículo 92, serán aplicables a los nuevos estudiantes matriculados el año en que se inicia la vigencia de la resolución respectiva.

Finalmente, respecto de aquellos estudiantes que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos matriculados en carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales que, en este último caso, no hayan sido autorizadas por la Subsecretaría, no aplicará el límite dispuesto en el inciso anterior.

Respecto de dicho precepto, se formuló la indicación número 521 bis, de la Honorable Senadora señora Goic, para suprimir el inciso tercero del artículo 109.

-La indicación N° 521 bis) resultó rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
Párrafo 6°

Infracciones y sanciones a este título

ARTÍCULO 111

Al efecto, el artículo 111 dispone que, sin perjuicio de las demás infracciones que la ley establezca, el incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras c) y d) del artículo 83 se considerarán infracciones graves.

En caso que una institución de educación superior pierda su acreditación, se requerirá únicamente la notificación de esta circunstancia que realice la Comisión Nacional de Acreditación a la Subsecretaría para que ésta determine la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

Por su parte, en caso que la institución de educación superior incumpla el requisito establecido en la letra b) del artículo 83, la Subsecretaría determinará la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 87 de la presente ley se considerarán infracciones gravísimas. En caso que la institución incumpla lo dispuesto en la letra b) de dicho artículo se descontará de los recursos que se le transfieran por los nuevos estudiantes matriculados, una proporción equivalente al porcentaje del total de estudiantes nuevos matriculados por sobre el límite correspondiente. En este caso la institución igualmente deberá otorgar estudios gratuitos a todos aquellos estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo 102, y que mantengan las condiciones señaladas en el párrafo 5° del presente título.

Con todo, la Superintendencia podrá, atendida la gravedad y las consecuencias del hecho o la existencia de infracciones reiteradas a esta regulación, resolver la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior que ejecute dicha medida, a partir del año siguiente a la fecha de la resolución final del procedimiento sancionatorio. Se entenderá, para estos efectos, que son infracciones reiteradas cuando se hayan cometido dos o más de ellas en los últimos tres años.

La Superintendencia podrá establecer devoluciones de dinero a favor de los estudiantes, así como también otras medidas correctivas. El cumplimiento de estas medidas se considerará como una circunstancia atenuante de conformidad a lo dispuesto en el artículo 61.

En caso que se disponga la pérdida del financiamiento público regulado en este título de conformidad a este artículo, la institución sancionada sólo podrá solicitar nuevamente el acceso a dicho financiamiento diez años después de la resolución final del procedimiento sancionatorio de la Superintendencia. Con todo, este plazo no regirá cuando la pérdida del financiamiento se deba a la no obtención de la acreditación.

Dicho precepto fue objeto de la indicación número 522, del Honorable Senador señor Montes, para agregar, en el inciso segundo del artículo 111, la siguiente oración final: “Con todo, las instituciones de educación superior estatales que incurran en un incumplimiento de los requisitos de acreditación, podrán seguir recibiendo dicho financiamiento siempre que se acojan al programa de tutoría establecido en la ley sobre universidades estatales.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que en el artículo 111 aprobado en general podría haber una incongruencia con las ideas matrices de este proyecto de ley, puesto que en todo su texto se dice que quien investiga y determina que una institución de educación superior está infringiendo la ley es la Superintendencia de Educación Superior, pero que del tenor de la citada disposición pareciera entenderse que se entrega esta facultad a la Subsecretaría de Educación Superior. 

En su opinión, la Superintendencia de Educación Superior siempre debe ser el órgano que resuelve y sanciona, como se plantea en el artículo 112 al decir que la Superintendencia de Educación Superior resolverá sobre la pérdida del financiamiento de una institución de educación superior y que la Subsecretaría de Educación Superior debe limitarse a ejecutar dicha medida. 

La señora Ministra de Educación informó que efectivamente la Superintendencia de Educación Superior es la entidad que llevará los procedimientos sancionatorios y, por tanto, es la que determina que se ha cometido una infracción que amerita la pérdida de la gratuidad u otra sanción, pero que en lo particular quien ejecuta o decreta la medida es la Subsecretaría de Educación Superior.

La Honorable Senadora señora Von Baer planteó para evitar confusiones eliminar la palabra “determine” del artículo 111 del proyecto.

El Ejecutivo apuntó que en el inciso tercero del artículo 111 aprobado en general se utiliza el vocablo “determinará”, porque se refiere al caso en que una institución de educación superior deja de cumplir con el requisito de estar constituida como una persona jurídica sin fines de lucro, por lo que perderá la gratuidad. Dio cuenta que en este caso quien tendrá el conocimiento de los hechos es el propio Ministerio de Educación, porque él es el que recibe los documentos en que constan los cambios de estatutarios, y dejó en claro que esta hipótesis es distinta a la pérdida de la gratuidad por haber cometido infracciones gravísimas a la ley.

-Esta indicación fue retirada por su autor. 


Con posterioridad, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 522 bis) para agregar, al final de su inciso segundo, después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 


“En el caso de las universidades estatales se estará a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley Sobre Universidades del Estado.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana, con una enmienda formal, para hacer la referencia al artículo 34 de la Ley de universidades del Estado, en vez del 32.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES 

ARTÍCULO 115


Establece que la Subsecretaría de Educación Superior será la sucesora legal de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 6) del artículo quinto transitorio de esta ley.


En consecuencia, toda referencia que las leyes, reglamentos y demás normas hagan a la División de Educación Superior y al Jefe de División de dicha repartición, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Superior y al Subsecretario de Educación Superior, respectivamente, desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 523.


La indicación número 523), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone eliminarlo. 


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

ARTÍCULO 118


Introduce diversas modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, con el objeto de considerar a la escuela de Gendarmería dentro de las Instituciones de Educación Superior reguladas por esta iniciativa. 

Número 4)


Agregase en el artículo 82, a continuación de la frase “de Carabineros” la expresión “, Gendarmería”.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones números 524 y 525.


La indicación N° 524), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazarlo por el siguiente:


“4) Reemplázase, en el título III, el epígrafe del párrafo 5° por el siguiente:

 “Párrafo 5°

Del Reconocimiento Oficial de los títulos que otorgan los establecimientos de educación superior dependientes de Ministerios”.”.


La señora Ministra de Educación señaló que esta indicación permitirá incluir a las Escuelas de Gendarmería de Chile dentro de las instituciones que el Estado reconoce oficialmente como entidades de educación superior, lo que las iguala con las Escuelas de Carabineros de Chile y con las de Policía de Investigaciones con las exigencias que se requieren para ello.

Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer pidió aclarar si la indicación N° 524) reemplaza o agrega un nuevo texto. Al respecto, señaló que entiende de su tenor que incorpora un nuevo epígrafe.


-Esta indicación fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

Número 5)



Agrega en el artículo 84, a continuación de la frase “Escuela de Suboficiales de Carabineros” la expresión “, así como la Escuela de Gendarmería de Chile”. 


La indicación número 525), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituirlo por el siguiente:


 “5) Intercálase, a continuación del artículo 84, el siguiente artículo 84 bis, nuevo:


“Art. 84 bis.- La Escuela de Gendarmería de Chile desarrolla actividades docentes, de investigación y extensión de nivel superior, cuyo objetivo fundamental es formar profesionales y técnicos con los conocimientos necesarios para el cumplimiento de las funciones institucionales que les encomienda la ley.


En ese sentido, podrá otorgar títulos profesionales y técnicos de nivel superior propios de su quehacer, de acuerdo con la naturaleza de la enseñanza impartida y en el ámbito de su competencia.


Los títulos técnicos de nivel superior y profesionales referidos en el inciso anterior, serán equivalentes a los de similar carácter conferidos por los demás establecimientos de educación superior y reconocidos como tales para todos los efectos legales.”.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  

ARTÍCULO 119


Introduce las siguientes modificaciones en la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales:

1) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio,” por “La Superintendencia de Educación Superior (en adelante “la Superintendencia”), de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“La Superintendencia podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma.”.


c) Reemplázase en los incisos tercero, cuarto y quinto, la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


2) Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “preliminar, el Ministerio de Educación” por “, la Superintendencia”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Proponer al Ministerio de Educación que dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, en caso de que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquella. De decretarse la revocación, el Ministerio procederá al nombramiento de un administrador de cierre.”.


c) Reemplázase en el inciso final la referencia a “N° 19.880” por “de Educación Superior”.


3) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse todas las referencias a “el Ministerio de Educación”, a “al Ministerio de Educación” y a “el Ministerio” por la frase “la Superintendencia” o “a la Superintendencia”, según corresponda.


b) Incorpórase en el inciso segundo después de “plan” la frase “previo informe favorable del Ministerio de Educación,”, precedida por una coma.


c) Elimínase en el inciso tercero la palabra “ministerial”.


d) Reemplázase en el inciso cuarto la palabra “decretará” por el vocablo “resolverá”.


4) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación” por “la Superintendencia”.


b) Incorpórase en el inciso primero, en la letra d), después de “la ley N° 20.720” la frase “en cuyo caso la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar dicha circunstancia a la Superintendencia de Educación Superior”, precedida de una coma.


c) Incorpórase en el inciso primero las siguientes letras f) y g) nuevas:


“f) En caso que una institución de educación superior autónoma no se acredite de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.129.


g) Si una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumple con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda.”.


d) Elimínanse sus incisos tercero, cuarto, quinto y sexto.


5) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 8 la frase “entenderán que son entes relacionados,” por “entenderá por personas relacionadas” y la referencia a “el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores” por “el artículo 71 de la Ley de Educación Superior”.


6) Reemplázase en el artículo 9:


a) En el inciso segundo la referencia “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia” y la palabra “Éste” por “Ésta”.


b) En el inciso tercero la referencia “el Ministerio” por “la Superintendencia”.


7) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior. Asimismo, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento deberá realizar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la institución. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.”.


b) En el inciso segundo reemplázase la palabra “treinta” por “sesenta”.


c) En el inciso segundo reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia, con informe favorable del Ministerio de Educación”.

d) En el inciso tercero reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.


e) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”.


f) En el inciso quinto:


i. Reemplázase la referencia “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


ii. Reemplázase la frase “División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por “misma”.


8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:


a) En el inciso cuarto, reemplázase “al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.


b) En el inciso quinto, reemplázase “al Consejo” por “a la Superintendencia”.


c) En el inciso sexto, reemplázase “El Consejo” por “La Superintendencia”.


9) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero reemplázase las frases “un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período” por “por un plazo de hasta dos años, prorrogable hasta por un año más” y “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio” por “la Superintendencia”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los demás a ordenarse sucesivamente:


“Con todo, en caso que, de conformidad a la letra f) del artículo 6 de esta ley, se nombre un administrador provisional por la no acreditación según la ley N° 20.129, éste durará tres años en su cargo, prorrogables hasta por un año más.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto la expresión “El Ministro de Educación,” por “La Superintendencia”, y elimínese la frase “previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto,”.


10) Reemplázase en el artículo 13 en su inciso segundo, letra g) la palabra “tres” por la expresión “cuatro”.


11) Reemplázase en el artículo 16 la frase “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia, para que ésta proceda de conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.


12) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente:


“El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del Administrador Provisional y deberá ser aprobado por la Superintendencia. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12, la designación del Administrador Provisional será alzada por la Superintendencia, una vez aprobado el referido informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el Administrador Provisional.”.


13) Reemplázase en el artículo 19 la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


14) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en el inciso primero la oración “el Ministerio de Educación dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “la Superintendencia enviará los antecedentes al Ministerio de Educación para que, de estimarlo procedente, dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior”.


b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto”.


c) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”, la palabra “éste” por “ésta” y la oración “El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “La Superintendencia, si lo estima pertinente y mediante resolución fundada, podrá proceder en conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.


d) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Para efectos de lo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar a la Superintendencia de Educación Superior la circunstancia de haberse dictado una resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley N° 20.720.”.


15) Reemplázase en el artículo 21 la frase “y al Superintendente” por “, a la Superintendencia de Educación Superior y a la Superintendencia”.


16) Sustitúyese en el artículo 24, inciso quinto, la palabra “tres” por “cuatro”.


17) Reemplázase en el artículo 25 la palabra “División” por “Subsecretaría” y elimínese la frase “provisional o”.


18) Incorpórase el siguiente artículo cuarto transitorio:


“Artículo cuarto.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 13 letra g) y 24 de la presente ley, también podrán suscribirse convenios con instituciones de educación superior que cuenten con al menos cuatro años de acreditación conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129 y sus modificaciones.”.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones números 526), 527), 528), 529), 530), 531), 532), 533), 534), 535), 536), 537), 538), 539), 540), 541), 542), 543), 544), 545), 546), 547), 548) y 549). 

- - -

Previo a la votación de las indicaciones número 526) a 531), que recaen en los números 1) a 4) de este artículo, precedentemente transcritos, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que estas indicaciones deberían ser declaradas inadmisibles, por cuanto modifican las atribuciones que este proyecto de ley traspasa desde el Ministerio de Educación a la Superintendencia de Educación Superior, sin considerar en su ejercicio al Consejo Nacional de Educación, como si lo contempla la normativa vigente.

En cambio, las indicaciones a que se ha hecho mención, si bien consideran el traspaso dichas atribuciones a la referida Superintendencia, conservan que su ejercicio se haga previa consulta del referido Consejo.

El Honorable Senador señor Allamand ratificó que las indicaciones de su autoría tienen por objeto acotar el traspaso de las facultades que antes tenía el Ministerio de Educación a la Superintendencia de Educación Superior, sin afectar las atribuciones que hoy día le competen al Consejo Nacional de Educación, a fin de que actúe como contrapeso frente a las actuaciones de la Superintendencia de Educación Superior.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, refirió que las atribuciones que se pretenden mantener en el Consejo Nacional de Educación responden a otro contexto, puesto que cuando se aprobaron se buscaba que el Consejo actuara como contrapeso frente a las decisiones que adoptara el Ministerio de Educación, en particular cuando designa a un administración provisional. 

Con este proyecto de ley, detalló todas estas funciones son traspasadas a la Superintendencia de Educación Superior, que es un ente técnico, a diferencia del Ministerio de Educación, que tiene más bien un carácter político. De esta manera, la Superintendencia de Educación Superior tendrá la función de supervigilar a las instituciones de educación superior, definir cuándo se debe iniciar alguna investigación y determinar la designación de un administración provisional. 

Por estas razones, consideró que no es necesario tener como contrapeso al Consejo Nacional de Educación, dado que este proyecto de ley encomienda estas funciones a ente técnico que tiene todas las atribuciones y el conocimiento para desarrollar esta labor, a diferencia de lo que ocurre con el Ministerio de Educación.

Adicionalmente, estimó que mantener al Consejo Nacional de Educación con esta labor podría generar una mayor burocracia, hacer más lento los procesos y no dar un mayor resguardo a los intereses de las instituciones de educación superior frente al Superintendencia de Educación Superior.

La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que el Tribunal Constitucional cuando se pronunció respecto del proyecto de ley sobre el administrador provisional resolvió favorablemente esta figura porque se contemplaba al Consejo Nacional de Educación como un contrapeso frente a las actuaciones del Ministerio de Educación. Por ello, se preguntó por qué quitarle esta función que es tan relevante para que el sistema funcione adecuadamente.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia indicó que este proyecto de ley traslada todas las funciones que hoy tiene el Ministerio de Educación a la Superintendencia de Educación Superior y que además elimina la participación que tiene el Consejo de Educación Superior en esta materia, porque en el nuevo modelo de administración provisional el rol protagónico lo tiene la Superintendencia de Educación Superior, y no el Ministerio de Educación. 

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su desacuerdo con el modelo planteado por el Ejecutivo, porque no comparte que la única razón de la participación del Consejo Nacional de Educación en esta materia se debe al carácter político del Ministerio de Educación, porque su intervención también permite asegurar el debido proceso y equilibrar los poderes de la institucionalidad.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia puso de relieve que este proyecto de ley para asegurar el debido proceso y para evitar las arbitrariedades estableció un procedimiento adecuado para la designación del administrador provisional, en que todas las resoluciones son reclamables.

El Honorable Senador señor Quintana consignó que cuando se legisló sobre el administrador provisional se planteó que se requería de un órgano técnico altamente especializado que se hiciera cargo de la materia, como es la Superintendencia de Educación Superior. Por ello, prefirió dejar a esta figura lo más libre, sin ataduras y sin intervención del Ministerio de Educación y del Consejo Nacional de Educación. Luego, hizo presente a Sus Señorías que estas indicaciones son inadmisibles, por cuanto modifican o alterna las funciones que esta ley establece para la Superintendencia de Educación Superior.

El Honorable Senador señor Allamand cuestionó el criterio del Honorable Senador señor Quintana en cuanto a la inadmisibilidad de las iniciaciones en estudio, puesto que únicamente se propone mantener las atribuciones que hoy existen en el Ministerio de Educación y en el Consejo Nacional de Educación.


Finalmente, y una vez concluido este debate, el señor Presidente resolvió someter a votación las referidas proposiciones senatoriales.

- - -

Número 1) del artículo 119 
Letra a)


La indicación número 526), del Honorable Senador señor Allamand, propone sustituirla por la que sigue: 


“a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación” por “La Superintendencia de Educación”.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra b)


La indicación número  527), del Honorable Senador señor Allamand, la reemplaza por la siguiente:


“b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “El Ministerio de Educación” por “La Superintendencia”.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 2) del artículo 119 

Letra a)

La indicación número  528), del Honorable Senador señor Allamand, la sustituye por la que sigue:


“a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación” por “, la Superintendencia”.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra b)

Al literal c) propuesto


La indicación número 529), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone reemplazar la frase “el Ministerio procederá al nombramiento de un administrador de cierre” por “La Superintendencia procederá al nombramiento de un administrador de cierre de acuerdo a las normas del párrafo 3° de esta ley”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.
Número 4) del artículo 119 

Letra a)


La indicación número 530), del Honorable Senador señor Allamand, y 531) de la Honorable Senadora señora Von Baer, la sustituye  por la que sigue:


“a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.”.


-Estas indicaciones fueron rechazadas por mayoría de votos. Se pronunciaron por la negativa los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


Finalizadas las indicaciones de los número 526) a 531), la Honorable Senadora señora Von Baer fundamentó su voto a favor porque cree que eliminar las atribuciones del Consejo Nacional de Educación en este tema podría generar problemas de constitucionalidad en el nombramiento del administrador provisional.

En cambio, El Honorable Senador señor Montes fundamentó su voto en contra, porque considera que el Consejo Nacional de Educación en toda la organización del sistema educacional está sobredimensionado e instó a los presentes a discutir su rol en el nuevo modelo de educación superior. Además, indicó que existiendo una Superintendencia de Educación Superior no tiene sentido mantener su facultad para evaluar los nombramientos.

Letra c)


La indicación número  532), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprime.


La indicación número 533), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazarla por la siguiente:


“c) Incorpórase en el inciso primero la siguiente letra f) nueva:


“f) Cuando una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumpla con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 65 de la Ley de Educación Superior.”.”.


La indicación número  534), del Honorable Senador señor Allamand, la sustituye por la que sigue:


“c) Incorpórase en el inciso primero la siguiente letra f) nueva:


“f) En caso que una institución de educación superior autónoma no se acredite de conformidad a lo establecido en la ley Nº 20.129.”.”.


Respecto de estas indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer comentó que la letra c) aprobada en general agrega dos literales en el artículo 6° de la ley 20.800, que incorpora dos nuevas causales para la designación de un administrador provisional.

El Ejecutivo explicó que en el sistema de acreditación que planteaba el proyecto de ley originalmente se consideraba la causal de designación de un administrador provisional en el caso en que una institución de educación superior autónoma no lograra la acreditación. Con la indicación N° 533), acotó, se propone eliminar esta causal y que asimismo se plantea mejorar la causal que se refiere al caso en que una institución constituida como una persona jurídica sin fines de lucro no cumpla con su obligación de destinar sus recursos o de reinvertir sus ganancia o excedentes en la calidad de la educación impartida o en la consecución de sus fines.

La Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que la causal de la letra f) propuesta por la indicación N° 533) es una sanción adicional a las que se habían discutido cuando trataron el tema del lucro en las instituciones de educación superior.

El Honorable Senador señor Allamand consideró que esta materia ya fue legislada a propósito de la Superintendencia de Educación y que se aprobaron sanciones específicas para el caso del lucro. Por ello, apoyó la indicación N° 532 de suprimir todo la letra c) aprobada en general.

El Honorable Senador señor Montes dijo que con la indicación N° 533) busca evitar que las universidades que tienen excedentes o ganancias y que no los destina a los fines que le son propios, en su condición de personas jurídicas sin fines de lucro, además de ser sancionadas se les designe un administrador provisional mientras no se resuelva su problema.

La Jefa de la División de Educación Superior advirtió que esto ya fue aprobado a propósito del artículo 65 de este proyecto de ley, que establece la obligación de las instituciones de educación superior sin fines de lucro de destinar sus recursos y de reinvertir sus excedentes a la consecución de sus fines o a la mejora de la calidad de la educación impartida. En particular, señaló que el inciso segundo de la norma en comento consagra la posibilidad de designarle un administrador provisional además de aplicarle las sanciones que le correspondan por la infracción cometida. De esta manera, resaltó que la indicación N° 533) viene a complementar la disposición antes citada.

La Honorable Senadora Von Baer consultó cuál es la diferencia entre la redacción de la letra f) propuesta por la indicación N° 533) y la letra g) aprobada en general.

El Ejecutivo explicó que la letra f) propuesta por la indicación recoge las modificaciones que se aprobaron para el artículo 65.


-Puestas en votación, la indicación número  532) fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


-La indicación número 533) fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


-La indicación número  534) fue reitrada por su autor. 

Letra d)


La indicación número 535), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprime.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 7) del artículo 119 

Letra c)


La indicación número 536), de la Honorable Senadora señora Von Baer, elimina la frase “, con informe favorable del Ministerio de Educación”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Letra d)


La indicación número 537) del Honorable Senador señor Allamand, la sustituye por la que sigue:


“d) En el inciso tercero reemplázase la referencia “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 8) del artículo 119 


La indicación número  538), del Honorable Senador señor Allamand, propone suprimirlo.


La indicación número  539), de la Honorable Senadora señora Von Baer, consulta la siguiente letra, nueva:


“d) Agrégase el siguiente inciso final nuevo al artículo 11 de la ley 20.800:


“Con todo, la institución podrá interponer recurso de apelación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en caso de que la Superintendencia de lugar a la reestructuración solicitada por el administrador provisional, esto, dentro de los 5 días siguientes a la notificación de dicha decisión por parte de la Superintendencia. La Corte de Apelaciones podrá ordenar la suspensión del procedimiento de reestructuración mientras dure la tramitación de la apelación señalada en este inciso.”.”.


-La indicación número 538) fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


La indicación número 539) fue reitrada por su autora. 

Número 9) del artículo 119 

Letra a)


La indicación número 540), de la Honorable Senadora señora Von Baer, la suprime.


La indicación número 541), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone reemplazarla por la siguiente:


“a) En el inciso primero reemplázase las frases “un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período” por “por un plazo de hasta dos años, prorrogable hasta por un año más” y “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.”.


La indicación número  542), del Honorable Senador señor Allamand, agrega a continuación de la palabra “Superintendencia la siguiente frase: “, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio”.


-Las indicaciones números 540) y 541) fueron retiradas por su autora. 


-La indicación número 542)  fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Letra b)


La indicación número 543), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la suprime.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Letra c)


La indicación número 544), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone reemplazarla por la siguiente:


“c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto la expresión “El Ministro de Educación,” por “La Superintendencia”.”.


La indicación número  545), del Honorable Senador señor Allamand, suprime la frase “, y elimínese la frase, “previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto,”.”.


-Ambas indicaciones fueron rechazadas por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 12) del artículo 119 


La indicación número 546), del Honorable Senador señor Allamand, la sustituye por el que sigue:


“12) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 18 la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia de Educación”.”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 14) del artículo 119 

Letra b)


La indicación número 547), del Honorable Senador señor Allamand, la suprime.

La indicación número 548) De la Honorable Senadora señora Von Baer, propone reemplazarla por la siguiente:


“b) En el inciso segundo, sustitúyase la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.”.


-Ambas indicaciones fueron rechazadas por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Número 17) del artículo 119


La indicación número 549), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo sustituye por el que sigue:


“17) Derógase el artículo 25 de la ley N° 20.800.”.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Artículo 120


Derogael artículo 3, que establece un aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades.


Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 549 bis), que propone reemplazar este artículo por el por el siguiente:


“Artículo 120.- Las universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Basal por Desempeño”.  


Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. Las reglas de distribución de los recursos serán definidas mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, basándose en criterios objetivos y considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981” establecido en la ley N° 20.882.


Las Universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, sólo deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

ARTÍCULO 121


Deroga la ley N° 20.027, que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior, a partir del 1 de enero de 2019. Dicha derogación entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, el cual será administrado por el Estado y será propuesto por la Presidenta de la República a través de un proyecto de ley que presentará durante el año 2017.

Sobre dicha disposición, se formularon las indicaciones números 550, 551, 552, 553, 554, 555, 556 y 557.


La indicación número 550), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), consulta a continuación del artículo 121 el siguiente, nuevo:


“Artículo 121 bis.- En su calidad de instituciones de educación superior que realizan un reconocido aporte público en el ámbito de la docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión y vinculación con el medio, las actuales universidades no estatales del Consejo de Rectores incluidas en el artículo primero del Decreto con Fuerza de Ley N° 4 de 1981 del Ministerio de Educación, tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Basal por Desempeño”.


Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Aporte Basal por Desempeño” establecido en la ley N° 20.882.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


La indicación número 551) de la Honorable Senadora señora Allende, introduce después del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- Introdúzcase la siguiente modificación en la ley N° 20.393, que “Establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica”:


a) En el artículo 1°, agréguese antes del punto y coma que sucede a la palabra “Penal” la frase: “, los artículos 65, 78 y 79 de la Ley de Educación Superior;”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.


La indicación número  552) del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- En el ejercicio de lo dispuesto en los artículos 28 y 85 de su Ley Orgánica, la Contraloría General de la República dispondrá de atribuciones contables y de fiscalización respecto de todas las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos, tales como subvenciones o aportes para realizar, mejorar o potenciar sus labores docentes, de investigación o vinculación con el medio y las asignaciones, becas, créditos y otros mecanismos de financiamiento destinados a los estudiantes y, en general, cualquiera otro tipo de fondos provenientes del Estado.”.


En el seno de la Comisión se debatió sobre la admisibilidad de esta indicación, por cuanto concede nuevas funciones al Contralor General de la República en materia de fiscalización y de atribuciones contables respecto de las instituciones de educación superior que reciban fondos públicos.

A continuación, el Honorable Senador señor Montes comentó que este mismo tema se discutió con ocasión de la Ley de Presupuestos y que por un voto favor se logró que la Controlaría General de la República pueda fiscalizar a las universidades privadas que reciben fondos públicos. Dio cuenta que esta facultad también está reconocida respecto de otras entidades privadas que reciben fondos públicos, como las corporaciones de educación. Por lo anterior, pidió al Ejecutivo que patrocine esta indicación.

El Honorable Senador señor Quintana señaló que si bien también considera inadmisible esta indicación, recordó que este punto fue uno de los aspectos que les hizo ver el Contralor General de la República, ya que hoy no existen normas que le permitan fiscalizar a las instituciones de educación superior privadas, por lo que se sumó a la petición del Honorable Senador señor Montes a fin de que el Ejecutivo se haga cargo de este tema.

La señora Ministra de Educación indicó que esta atribución ya está contemplada en el artículo 85 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República en que se mencionan todas las funciones que le competen en esta materia, por lo que le parece innecesario agregarla en esta ley. Además, dio cuenta que la Superintendencia de Educación Superior tendrá facultades de fiscalización y que se mantienen las actuales atribuciones financieras y contables de la Controlaría General de la República.

El Honorable Senador señor Montes manifestó una opinión contraria a la señora Ministra y agregó que en la Ley de Inclusión después de un largo debate se logró incorporar esta función respecto de todos los colegios públicos y particulares subvencionados. Al efecto, comentó que se estableció un modelo en que la forma de la contabilidad, es decir, el balance y la ordenación de las cuentas básicas, son definidos y orientados por la Controlaría General de la República.

Por lo anterior, no entiende la negación del Ejecutivo para extender esta función al ámbito universitario, en que cada vez aumenta más el financiamiento público debido a la gratuidad.

En su opinión, es fundamental estandarizar la forma en que se ordenan los gastos, de forma de tener un sistema de control más general, y en que la Superintendencia de Educación Superior se coordine con la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor Quintana puso de relieve que el señor Contralor General de la República le dijo que hoy no existe una fórmula para fiscalizar los recursos que reciben las instituciones de educación superior por concepto de gratuidad.

La señora Ministra de Educación resaltó que entienden que este aspecto está cautelado con la creación de la Superintendencia de Educación Superior, que tendrá funciones claras en materia de fiscalización, y reiteró que la Contraloría General de la República ya cuenta con esta atribución.

Por otro lado, observó que de aprobarse esta indicación se podría demorar y entorpecer el normal funcionamiento de las instituciones de educación superior, por la excesiva carga de trabajo que tiene la Contraloría General de la República actualmente.

El Honorable Senador señor Montes señaló que durante bastante tiempo la Contraloría General de la República argumentó que no podía fiscalizar los fondos que el Estado entregaba a entidades privadas, porque los recursos son bienes fungibles y como tal no se podía distinguir si se trataba de dineros públicos o privados. Por eso, reparó, no fiscalizó a las corporaciones de educación, a pesar de tener la facultad.

Por otro lado, subrayó que este punto no se vincula con el proceso de toma de razón, porque simplemente se refiere a la forma en que se debe ordenar la contabilidad y destacó que entiende que esto ya opera desde el 1 de enero de este año en todos los colegios de Chile, sean públicos o particulares subvencionados. Resaltó la idea de tener un sólo sistema contable y que la Superintendencia se coordine con la Contraloría para implementarlo.

El Ejecutivo hizo presente que en materia de contabilidad quedó pendiente la votación del artículo 36, que se refiere a este tema y para no generar problemas de coordinación con la Contraloría, planteó una nueva indicación en que la Superintendencia de Educación Superior podrá exigir una contabilidad especial, a modo de uniformar toda la información en un sólo sistema de contabilidad.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


La indicación número 553) del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 3º del Decreto con Fuerza de Ley N°2 del Ministerio de Educación de 1985, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Orgánico del Consejo de Rectores:


“Lo integrarán, además, los rectores de las universidades creadas por ley y los rectores de aquellas instituciones cuyo ingreso sea acordado por el mismo Consejo, a través del procedimiento respectivo, por haber acreditado el cumplimiento de las condiciones exigidas.”.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor.


La indicación número  554), del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- Modifíquese el inciso tercero del Artículo 32 de la Ley N° 19.712, Ley del Deporte, de la siguiente forma:


a) Remplácese, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


b) Sustitúyase en su letra j), el punto aparte final por la expresión “, y”.


c) Agréguese la siguiente literal k):


“k) Se considerarán, además, organizaciones deportivas a las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado, que desarrollen actividades de dicho carácter y se inscriban como tales en el registro de organizaciones deportivas establecido en la presente ley. No les será exigible a estas instituciones la adecuación de los estatutos a que se refiere el artículo 39, siéndoles aplicables, en su lugar, las disposiciones legales y reglamentarias especiales que las rigen. Podrán integrar ligas, asociaciones, federaciones y las demás entidades definidas en el presente artículo, en los mismos términos que los clubes deportivos.”.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por estar fuera de las ideas matrices de esta iniciativa de ley. 


La indicación número 555), del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- El Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, en el mes de septiembre de cada año, un informe que detalle el gasto tributario que hubieren significado durante el año anterior las exenciones, franquicias y todo otro tipo de beneficio impositivo, de cualquier naturaleza, de que gocen las instituciones de educación superior, desagregado para cada una de ellas por ítem de gasto.”.


Sobre esta indicación, el Honorable Senador señor Montes comentó que establece el deber del Ministerio de Hacienda de informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos en el mes de septiembre de cada el gasto tributario que significan las exenciones y franquicias tributarias que tienen las instituciones de educación superior. Advirtió a Sus Señorías que esto ya fue aprobado para el caso de las universidades estatales.

La Honorable Senador señora Von Baer pidió un pronunciamiento del Ejecutivo respecto de la admisibilidad de esta indicación, por cuanto genera una nueva obligación para un órgano público. 

El Honorable Senador señor Montes señaló que las universidades privadas que reciben recursos públicos tienen un conjunto de exenciones, por ejemplo en materia de donaciones, y en el pago del impuesto territorial y del impuesto a la renta. Por eso, acotó, esta indicación propone que se expliciten estos beneficios y que se informen a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional. 

En el caso de las universidades estatales, se estableció que ellas son las que tendrán la obligación de proporcionar esta información, en cambio, en esta disposición se le pide al Ministerio de Hacienda que lo desagregue de la cuenta que da todos los años. Asimismo, dio cuenta que en el Informe de Finanzas Públicas se les informa sobre todas las exenciones agregadas y aquí sólo está pidiendo que esos antecedentes sean entregados en forma desagregada para el caso de las instituciones de educación superior.

El Honorable Senador señor Allamand también estimó que se trata de una indicación inadmisible, porque se le da una nueva obligación al Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que no se trata de una nueva obligación, porque el Ministerio de Hacienda entrega esta información todos los años, sólo que aquí se pide que estos datos se presenten en forma desagregada para las instituciones de educación superior. 

El Honorable Senador señor Quintana comentó que en las discusiones de la Ley de Presupuestos nunca se ha considerado inadmisibles las glosas de peticiones de información.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que se entiende que es admisible cuando la información existe, pero cuando debe ser entregada de una forma distinta, normalmente se le consulta al Ejecutivo si es admisible o no el nuevo requerimiento. 

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia estimó que en los términos en que está redactada la indicación evidentemente es inadmisible, por cuanto entrega una nueva función al Ministerio de Hacienda. Indicó que si se desea aprobarla debe ser escrita de la misma forma que las glosas de información de la Ley de Presupuestos. Con todo, dijo que esta información existe y la maneja el Servicio de Impuestos Internos.

El Honorable Senador señor Quintana consideró admisible la presente indicación, pero dado que existe una diferencia de criterio con el Ejecutivo se mostró abierto a votar su admisibilidad.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia se comprometió a presentar una indicación similar para ser analizada y votada en la Comisión de Hacienda.

El Honorable Senador señor Montes advirtió que la indicación debería ser presentada por el Ejecutivo junto con todas las indicaciones que formulará el Ejecutivo a este proyecto de ley antes de su despacho.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

- - -


En relación con la indicación anterior, y dado el debate que ella originó, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 555 bis), que propone intercalar el siguiente artículo 122, nuevo, pasando el actual a ser 123:


“Artículo 122.- El Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, en el mes de septiembre de cada año, un informe que detalle el gasto tributario que hubieren significado durante el año anterior las exenciones, franquicias y todo otro tipo de beneficio impositivo, de cualquier naturaleza, de que gocen las instituciones de educación superior.


Para tal efecto, las instituciones deberán preparar un reporte anual, desagregado por ítem de gasto, con indicación de las operaciones y sus características, el cual será remitido al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución dictada al efecto.”.


- El inciso primero fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes, y Quintana. 


- El inciso segundo, en tanto fue aprobado tres votos a favor, de los Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana y dos en contra de los Senadores señora Von Baer y Allamand. 

- - -


La indicación número 556), del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- Sin perjuicio de lo dispuesto en el Párrafo 7° del Título III de esta ley [Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro], las Universidades organizadas como personas jurídicas de derecho privado deberán contar con un Reglamento de Carrera Académica que regule la carrera de los integrantes del Escalafón Académico en lo concerniente, a lo menos, a las categorías que la constituyen, a la relaciones entre dicha categorías, a los requisitos de adscripción y permanencia en cada una de ellas, de promoción de una a otra y de término de la carrera académica. Con todo, y en lo que respecta al término de la carrera académica, éste solo podrá acontecer cuando ocurran alguna de las siguientes circunstancias: a) cuando el académico, de común acuerdo con la Universidad, abandone el escalafón académico; b) cuando se configure una causal de término de la relación laboral según la legislación legal vigente, previa decisión fundada del respectivo órgano colegiado superior de la Universidad; y/o c) cuando el profesor de la categoría inicial no logre ser promovido a la categoría siguiente dentro de un plazo determinado por el propio Reglamento.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 


La indicación número  557) del Honorable Senador señor Montes, incorpora a continuación del artículo 121 el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ...- Sin perjuicio de lo dispuesto en el Párrafo 7° del Título III de esta ley [Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro] y en particular lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes de ésta ley, [órgano de administración superior de instituciones de educación superior privadas] el gobierno de las Universidades del Estado será ejercicio por el Rector y por los órganos superiores reconocidos por sus respectivos Estatutos vigentes.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 


-El Honorable Senador señor Montes solicitó dejar constancia, al igual como lo señaló precedentemente en este informe, que no obstante el retiro de esta indicación, es importante consignar que la gobernanza de las universidades del Estado siempre debe estar regida por sus propios estatutos, los que deben considerar al Rector y a los órganos superiores. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1° De la transitoriedad de las normas relativas al Título I


La indicación número 558) de Su Excelencia la Presidenta de la República, que incorpora a continuación del artículo segundo transitorio el siguiente:


“Artículo tercero.- Para los efectos de lo establecido en el artículo 6 de esta ley, se entenderá que las universidades que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación, de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra c) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cinco o más años y tienen acreditada el área de investigación de conformidad con la ley N° 20.129.”.


- Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Artículo tercero


El artículo tercero transitorio del proyecto de ley establece que el Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley será obligatorio para las instituciones establecidas en el inciso quinto del artículo 10 de esta ley a partir del año 2020, iniciando su funcionamiento para los procesos de admisión del año 2021.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 559.


La indicación número 559), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la locución “Sistema Común de Acceso” por “Sistema Común de Información”.


- Esta indicación fue retirada por su autora. 


Posteriormente, Su Excelencia la señora Presidenta de la República, formuló la indicación número 559 bis) para reemplazar este precepto por el siguiente:


“Artículo tercero.- El Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley entrará en funcionamiento a partir del año 2020 para los procesos de admisión del año 2021.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Artículo cuarto


El artículo cuarto transitorio del proyecto de ley establece que para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá que el Marco Nacional de Cualificaciones (en adelante también “Marco”), es un instrumento para organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Su objetivo es contribuir a la generación de un sistema coordinado e integrado de cualificaciones, que considera tanto la educación formal como no formal, ayudando a articular las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa, de acuerdo a las necesidades del país. Asimismo, este instrumento busca fomentar la calidad y pertinencia de la oferta de educación y formación, así como promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas, orientándolas en la conformación de sus trayectorias formativo-laborales.


Corresponderá al Ministro de Educación establecer, por decreto supremo dictado bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, un primer Marco Nacional de Cualificaciones, dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley.


Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a lo establecido en el artículo 7 letra j) de la presente ley y dentro del plazo de tres años contado desde su publicación, deberá proponer al Ministro de Educación el procedimiento para revisar y actualizar el Marco, así como la institucionalidad encargada de administrarlo. Con todo, el Marco deberá ser revisado y actualizado, al menos, cada cinco años, considerando la participación de los organismos y entidades públicas con competencia en la materia, especialmente del sector educativo, laboral y productivo, tales como el Consejo Asesor de Formación Técnico-Profesional, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la Corporación de Fomento de la Producción, y las instituciones que conforman el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad Escolar y el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales. Asimismo, deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector productivo, trabajadores y expertos.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 560 y 561.


- La indicación números 560) del Honorable Senador señor Allamand, y 561), de la Honorable Senadora señora Von Baer, proponen eliminarlo.


- Ambas indicaciones fueron retiradas por su autor.



En relación con esta materia, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 560 bis, para reemplazar este precepto por el siguiente: 


“Artículo cuarto.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley, el Ministerio de Educación implementará un piloto de Marco de Cualificaciones, de carácter referencial, asociado a la formación técnico profesional provista por los centros de formación técnica estatales creados por la ley número 20.910 y al que podrán adherir también las instituciones privadas. El diseño de dicho programa deberá considerar la participación de las instituciones de educación superior de dicho subsistema, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 


Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, deberá entregar al Ministro de Educación una propuesta de Marco de Cualificaciones que contenga: un diagnóstico sobre articulación entre los distintos niveles formativos del Sistema de Educación Superior en el subsistema técnico profesional, y entre la oferta formativa y el mundo del trabajo; una evaluación del programa piloto al que se refiere el inciso anterior; los objetivos y alcance que debiera tener un Marco Nacional de Cualificaciones en función de los requerimientos del país; las acciones administrativas o legales necesarias para su implementación; y un diseño de la institucionalidad encargada de su elaboración, revisión y actualización; y finalmente, las modificaciones legales necesarias para su implementación. 


En la elaboración de dicha propuesta se deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 


Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá que un Marco de Cualificaciones es un instrumento orientador y referencial que permite organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Dicho instrumento debe contribuir a promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas; a la articulación entre distintos niveles educativos, y entre la educación formal y no formal; y a la articulación de las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa.”.

- La indicación fue aprobada, con enmiendas de redacción, por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Artículo quinto


El artículo quinto transitorio del proyecto de ley faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta podrá incluir a los funcionarios de la División de Educación Superior, y adicionalmente, podrá incluir a los funcionarios de la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación.


2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la División de Educación Superior, y desde la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación, si procede, a la Subsecretaría de Educación Superior. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Superior. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fijen la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 562.


La indicación número 562), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone suprimirlo.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Artículo sexto


El artículo sexto transitorio del proyecto de ley establece que el ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 563.


La indicación número 563), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo suprime.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Artículo séptimo


El artículo séptimo transitorio del proyecto de ley establece que el Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 564.


La indicación número 564), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone suprimirlo.


La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que la norma aprobada en general no considera la participación del Congreso Nacional en materias tan relevantes como a la que se refiere, entregando su regulación a un decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda para fijar el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior. 


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, recordó que estas materias, así como la fijación de las plantas, se regulan de esta manera.

-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Artículo octavo


El artículo octavo transitorio del proyecto de ley establece que los procedimientos administrativos, de fiscalización y sancionatorios, iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, especialmente aquellos regidos por la ley N° 20.800, y que se sustancien ante la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, continuarán su tramitación ante la Subsecretaría de Educación Superior desde la fecha de entrada en vigencia de esta última, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 6) del artículo quinto transitorio de esta ley, y conforme a las normas vigentes a la época de su iniciación, hasta su total terminación.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 565.


La indicación número 565), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone suprimirlo.


-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Artículo décimo cuarto

Dispone que las modificaciones establecidas en el artículo 119 entrarán en vigencia desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior, de acuerdo a lo establecido en el número 6) del artículo décimo transitorio, a excepción de las indicadas en los números 5) y 7) letra a) del señalado artículo 119.


Por su parte, lo dispuesto en la nueva letra f) del artículo 6 de la ley N° 20.800, incorporada por el letra c) del número 4 del artículo 119, entrará vigencia el 1 de enero del año 2020.


La indicación número 565 bis), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República suprime su inciso segundo. 





- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y  Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Párrafo 3° De la transición de la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar


La indicación número 565 ter) de Su Excelencia la señora Presidenta de la República reemplaza su epígrafe por el siguiente:


“De la transición de las obligaciones de informar de las instituciones de educación superior”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y  Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Artículo décimo quinto


Consagra la obligación de llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados establecida en el artículo 36 a las instituciones de educación superior, será exigible en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, sin perjuicio de aquellas obligaciones en materias relacionadas que se establezcan en otras leyes.


La indicación número 565 quáter de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


Artículo décimo quinto.- Las obligaciones establecidas en el artículo 36 comenzarán a regir un año después a partir de la fecha en que la Superintendencia defina las respectivas normas contables.”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y  Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.
Artículo décimo sexto


El artículo décimo sexto transitorio del proyecto de ley establece que las obligaciones de informar que establece el artículo 37 a las instituciones de educación superior, serán exigibles en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, ejercer las facultades que dicha norma confiere a la Superintendencia de Educación Superior en tanto ésta no inicie sus funciones.


Sobre dicho precepto, se formuló la número  566.


La indicación número 566), de la Honorable Senadora señora Von Baer, elimina la frase “, a través de la Subsecretaría de Educación Superior,”.


-Esta indicación fue retirada por su autora.

Párrafo 4° De la transición a las nuevas regulaciones y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro

Artículo décimo séptimo


El artículo décimo séptimo transitorio del proyecto de ley establece que las instituciones de educación superior deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 63 y 64 de esta ley dentro del plazo de dos años contado desde su publicación.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones números  567, 568, 569 y 570.


La indicación número 567), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo décimo séptimo.- Las nuevas exigencias para la estructura de las personas jurídicas de los sostenedores de las instituciones de educación superior, sólo serán exigibles para las nuevas instituciones que se creen desde la publicación de la presente ley.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que esta indicación sigue los planteamientos de los profesores de Derecho Constitucional que recibieron en esta Comisión, quienes les advirtieron sobre un posible vicio de constitucionalidad de este proyecto de ley, si se obliga a las instituciones de educación superior a modificar la forma en que se organizan, puesto que ello implicaría que se les está aplicando la ley en forma retroactiva. Por ello, explicó que esta indicación restringe esta obligación sólo para las nuevas instituciones que se creen con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley.

La señora Ministra de Educación explicó que el proyecto considera un plazo transición de dos años para que todas las universidades puedan adecuar sus estatutos y organización a esta ley, lo que no implica que están dándole una aplicación retroactiva. Con todo, hizo notar que han sido bien flexibles con el tema del controlador, puesto que se ha autorizado que en los directorios existan personas con fines de lucro en la medida que no sean los controladores directos de la universidad. Por lo anterior, instó a Sus Señorías a rechazar esta indicación.

El Honorable Senador señor Montes consideró que en este tema deben tener especial cuidado con el Tribunal Constitucional, por lo que planteó incluir en el artículo décimo séptimo transitorio aprobado en general una frase que diga que para seguir recibiendo fondos públicos las instituciones deben adaptarse a las nuevas exigencias que establece esta ley, y pidió al Ejecutivo revisar este aspecto, porque es probable que la oposición haga reserva de constitucionalidad a su respecto.

La Jefa de la División de Educación Superior aclaró que las universidades son corporaciones y como tal no existe un derecho de propiedad por parte de los miembros del directorio respecto de la universidad. De esta manera, acotó, para el Ejecutivo no existe un problema de constitucionalidad, dado que no se tratan de sociedades, en que sí existe un derecho de dominio respecto de sus cuotas o participaciones. Además, resaltó que la corporación es una entidad distinta a la de sus miembros.

El Honorable Senador señor Allamand compartió el planteamiento de la Honorable Senadora señora Von Baer en el sentido de que existe un grave vicio de constitucionalidad en esta materia, por cuanto hay un conjunto de instituciones amparadas en la ley vigente que se han organizado de una determinada manera y que este proyecto de ley las obligará a modificar en un plazo determinado. Ello, sin duda, implica que se les está aplicando la ley en forma retroactiva y que se atenta contra su derecho de propiedad.

A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer votó a favor de la indicación y enfatizó que están ante uno de los mayores problemas de constitucionalidad de que adolece este proyecto de ley, que probablemente será resuelto por el Tribunal Constitucional.

Los Honorables Senadores señores Quintana y Montes luego de votar en contra advirtieron al Gobierno que para evitar problemas deben adoptar todas las medidas y ajustes que sean necesarios para evitar que se dé la posibilidad de cuestionar la constitucionalidad de esta iniciativa legal.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


La indicación número 568) de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “superior” la frase: “reconocidas oficialmente por el Estado al momento de la publicación de la presente ley” y reemplazar la frase “63 y 64” por “63, 64, 66, 67, 68, 69 y 70”.

El Honorable Senador señor Montes dio cuenta que esta indicación agrega nuevas exigencias a las instituciones de educación superior, puesto que no sólo se refiere al controlador como originalmente lo hacía el artículo décimo séptimo transitorio aprobado en general, por cuanto se incorporan nuevos artículos. En la misma línea que la indicación anterior, planteó al Ejecutivo adoptar las prevenciones que sean necesarias para que no se cuestione la constitucionalidad de esta norma.

Los Honorables Senadores señora Goic y señor Quintana pidieron al Gobierno mejorar la redacción de esta norma.

El Ejecutivo detalló que se mantienen las normas sobre los controladores y que se agregan los deberes de los directores de las instituciones de educación superior.

La Jefa de la División de Educación Superior complementó que también se establece que las instituciones de educación superior deberán modificar sus estatutos no sólo en materia de organizadores, sino también en la conformación del órgano superior de la administración, que es justamente lo que está regulado en los artículos 66, 67, 68, 69 y 70 que esta indicación propone agregar.

La Honorable Senadora señora Von Baer consideró que esta indicación podría ampliar los vicios de constitucionalidad de que adolece este proyecto de ley, por lo que manifestó su voto en contra.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y Allamand. 


La indicación número 569) de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sustituye la expresión “dos años” por “seis meses”.


-Esta indicación fue retirada por sus autores.


La indicación número 570.- del Honorable Senador señor Allamand, reemplaza la palabra “dos” por “cinco”.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Artículo décimo octavo


El artículo décimo octavo transitorio del proyecto de ley establece que para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80 de esta ley, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado, dentro del plazo de tres años contado desde su publicación.


Sobre esta norma, se formularon las indicaciones N° 571, 572, 573 y 574.


La indicación número 571), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo...- Las instituciones de educación superior tendrán un plazo de un año contado desde la publicación de esta ley para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80.”.

El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, comentó que leyó bastante literatura que se escribió durante el Gobierno anterior en que se analizó la gobernanza de las universidades privadas. En particular, citó al Abogado Carlos Peña quien dijo que en el directorio no podía haber personas con fines de lucro como controladores, porque si es así es altamente probable que realicen extracciones de valores para efectos del retiro de utilidades sobre la base de contratos con partes relacionas, como ha sucedido con las universidades del grupo Laureate en que ellos mismos han reconocido que ese es su modelo de negocio. 

Consideró interesante la propuesta del Honorable Senador señor Montes que obliga a las universidades a adecuarse a esta ley en la medida que reciban recursos públicos, pero advirtió que en ese caso el Ejecutivo incluiría todo tipo de recursos públicos, ya sean fondos basales, becas, créditos y otros. Resaltó que si hubiese consenso en torno a esa idea estarían en condiciones de avanzar.


El Honorable Senador señor Allamand consultó al Ejecutivo si los contratos vigentes se verían alterados por la nueva normativa. Hizo presente que forzar una modificación de dichos contratos atentaría garantías constitucionales que protegen los derechos adquiridos. 

Por su parte, la Jefa de la División de Educación Superior consignó que el artículo décimo octavo transitorio aprobado en general exigía que todo contrato celebrado con partes relacionadas se modificara en el plazo de tres años. Luego de analizarlo, se estimó que ello podría afectar derechos de terceros involucrados en esos contratos, por lo que la indicación N° 571) plantea eliminar el plazo de tres años y establecer un plazo de un año para que la institución ajuste su comportamiento a la nueva normativa y deje de celebrar contratos con partes relacionadas o solicite previamente las autorizaciones que correspondan dependiendo el tipo de contrato. Con todo, subrayó, los contratos vigentes no tendrán que ser modificados.

El Honorable Senadores señor Allamand anunció su voto a favor en la medida de que efectivamente se aplique todo lo señalado por la Jefa de la División de Educación Superior.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 


La indicación número 572), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, sustituye la expresión “tres años” por “un año”.


La indicación número  573), del Honorable Senador señor Allamand, sustituye el vocablo “tres” por “cinco”.

La indicación número  574), del Honorable Senador señor Allamand, agrega el siguiente inciso:


“Durante ese lapso de tiempo y para los efectos de adecuarse a las nuevas exigencias, no serán aplicables las disposiciones establecidas en los artículos 73 a 80 a las instituciones de educación superior que requieran celebrar contratos con alguna de las personas relacionadas a las que se refiere el artículo 71.”


-Las indicaciones números 572), 573) y 574) fueron retiradas por sus autores. 

Párrafo 5° De las transiciones de los procedimientos de acreditación

Artículo vigésimo


El artículo vigésimo transitorio del proyecto de ley establece que los numerales 14, 15, 16, 17, 20, 21 y 26 del artículo 81 de la presente ley, que modifica la ley N° 20.129 entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del 2020.


Por su parte, las disposiciones del artículo 81 de la presente ley que modifican el capítulo III de la ley N° 20.129 entrarán en vigencia una vez que inicie su funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior de conformidad con el artículo quinto transitorio.


Sobre esta norma, se formularon las indicaciones N° 575 y 576.


La indicación número 575), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “14, 15, 16, 17, 20, 21 y 26” por “15, 16, 17, 18, 21, 22, 24 y 27”.


- Esta indicación se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Quntana. 

Inciso segundo

La indicación número 576), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo suprime.

|
-Esta indicación fue retirada por su autora. 

Artículo vigésimo primero


El artículo vigésimo primero transitorio del proyecto de ley establece que la Comisión Nacional de Acreditación deberá elaborar una primera propuesta de los criterios y estándares de los que trata el nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 que se entregará al Comité Coordinador para su aprobación, dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que el Comité se haya constituido. En caso que el Comité no aprobare la propuesta en el plazo señalado, se entenderá aprobada la propuesta de la Comisión.


Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación deberá iniciar el proceso de consulta del que trata el inciso segundo del nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 dentro del plazo de ocho meses de publicada esta ley.


Con todo, dichos criterios y estándares de calidad deberán estar aprobados y publicados antes del 1 de enero del año 2020.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones N° 577 y 578.


La indicación número 577), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “su aprobación” por la siguiente “la elaboración del respectivo informe”.

La indicación número 578), de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la segunda oración, que sigue al punto seguido, que pasa a ser punto final.


-Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Artículo vigésimo tercero


El artículo vigésimo tercero transitorio del proyecto de ley establece la obligación de acreditar las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y a las otras profesiones de la salud, de conformidad con el numeral 31 del artículo 81 de esta ley, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.


Con todo, a aquellas carreras y programas que no se encontraren acreditados al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 27 quinquies de la ley N° 20.129 sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación de dichas carreras y programas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.


Aquellas carreras y programas de estudio a los que la Comisión Nacional de Acreditación o una agencia acreditadora les otorgó la acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán la vigencia de la misma por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación señalada en el inciso primero de este artículo

El inciso primero fue objeto de la indicación número 579), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “a las otras profesiones de la salud” por “cirujano dentista”.


-Esta indicación fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Artículo vigésimo cuarto


El artículo vigésimo cuarto transitorio del proyecto de ley establece que aquellas instituciones de educación superior no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar procesos de acreditación institucional ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. Por su parte, aquellas instituciones cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante los años 2018 y 2019 podrán iniciar sus procedimientos de acreditación de conformidad con la normativa vigente.


Asimismo, aquellas instituciones de educación superior que dicten carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar sus procesos de acreditación ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. 


El inciso segundo fue objeto de la la indicación número 580), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “cirujano” las palabras “y cirujano dentista”.


-Esta indicación fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Artículo vigésimo sexto


El artículo vigésimo sexto transitorio del proyecto de ley establece que aquellas instituciones de educación superior autónomas y las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano no acreditadas al 31 de diciembre del año 2019, se sujetarán a las reglas que indica para el inicio de sus procesos de acreditación obligatoria


La indicación número 581), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “no acreditadas al 31 de diciembre” por “y cirujano dentista no acreditadas o que no hubieren iniciado un proceso de acreditación con anterioridad al 31 de mayo”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Número 1)


Dispone que la Comisión Nacional de Acreditación establecerá, a más tardar el 1 de diciembre de 2019, mediante un sistema aleatorio, las fechas de inicio de los procesos de acreditación.


La indicación número 582), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “el 1 de diciembre” por “en el mes de junio”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Artículo vigésimo séptimo


El artículo vigésimo séptimo transitorio del proyecto de ley establece que las carreras y programas conducentes al título profesional de médico cirujano que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren en proceso de acreditación ante agencias de acreditación continuarán con dicho proceso hasta su finalización. Dichos procesos no podrán extenderse más allá del 31 de diciembre de 2019.


La indicación número 583), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la palabra “cirujano” las palabras “y cirujano dentista”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.  
Artículo vigésimo octavo


El artículo vigésimo octavo transitorio del proyecto de ley establece que los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados con posterioridad al 31 de diciembre de 2019 se regirán por las siguientes reglas:


1) En los procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de quince años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de generación de conocimiento, creación y/o innovación.


2) Adicionalmente, en aquellos procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, tampoco será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de vinculación con el medio.


Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.


Con todo, los aranceles regulados que sean fijados por la Comisión de Expertos de los que trata el título V de la presente ley se determinarán por grupos de carreras y considerarán los años de acreditación institucional; las dimensiones o áreas en las que se encuentre acreditada la respectiva institución; el tamaño de estas últimas; y, la región en que se imparten; hasta el vencimiento de todas las acreditaciones obtenidas por las instituciones de educación superior en conformidad a las reglas de los numerales 1) y 2) del presente artículo.



La indicación número 584), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo ...- En los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional la dimensión de vinculación con el medio.


Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el inciso tercero del nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.”.


-Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Quintana. Votó en contra el Honorable Senador señor Montes. 

Inciso primero
Encabezamiento

La indicación número  585), del Honorable Senador señor Montes, sustituye el guarismo “2019” por “2018”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Números 1) y 2)

La indicación N° 586), del Honorable Senador señor Montes, los reemplaza por los siguientes:


“1) En los procesos de acreditación institucional iniciados hasta el 31 de enero de 2021 será exigible, para otorgar la acreditación institucional y la acreditación condicional, acreditar las dimensiones de vinculación con el medio, de generación de conocimientos, creación e innovación.


2) En lo que respecta específicamente a aquellas Universidades que nunca hayan obtenido una acreditación en las áreas de generación de conocimiento, creación e innovación, para obtener la acreditación institucional condicional, dichas instituciones deberán contar con una planta de profesores de jornada completa conmensurable con su matrícula anual histórica –promedio de los últimos cuatro años- en una relación que, por cada mil matriculados, cuenten con a lo menos veintidós jornadas completas constituida por Doctores, de los cuales, a lo menos la mitad, deberán contar con menos de treinta y cinco años de edad.


3) En directa relación con el punto precedente, a contar del 01 de enero del año 2030, todas aquellas universidades que se hayan acogido a la referida regla, deberán demostrar una productividad medida por indicadores, tales como: número de publicaciones, libros, exposiciones organizados y otros equivalentes al promedio del tercil superior de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -


Posteriormente la indicación número 586 bis) de  Su Excelencia la señora Presidenta de la República, 586 bis) agrega el siguiente artículo vigésimo noveno transitorio, nuevo, y reordenándose los siguientes:


“Artículo vigésimo noveno.- El nuevo artículo 30 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 38) del artículo 81, entrará en vigencia a partir del 31 de diciembre de 2024.”.


- Fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores señora Goic y señores Montes y Quintana y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores  señora Von Baer y señor Allamand. 

Artículo vigésimo noveno


Dispone que se entenderá que la Universidad de Aysén y la Universidad de O’Higgins, creadas mediante la ley N° 20.842, así como también los centros de formación técnica estatales creados mediante la ley N° 20.910, cumplen con la obligación señalada en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.129, incorporada por el numeral 14 del artículo 81 de esta ley, mientras den cumplimiento a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.842, y el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.910. Vencidos tales plazos, dichas instituciones deberán acreditarse de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 587. 


La indicación número 587), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo suprime.


La Honorable Senadora señora Von Baer reparó el alcance de este disposición que establece que las Universidades de Aysén y de O´Higgins se entenderán acreditadas, aunque no hayan pasado por un proceso de acreditación. Dado que no comparte esta figura, señaló que presentó una indicación con el fin de eliminar esta disposición.

El Honorable Senador señor Montes comentó que han existido otros casos de acreditación especial, como ocurrió con los centros de formación técnica y los institutos profesionales que no son estatales, tanto es así que se creó un fondo especial para que pudieran acreditarse, lo que funcionó durante tres o cinco años. Por ello, se manifestó conforme con la norma, aunque hizo notar a Sus Señorías que faltan los recursos para facilitar su acreditación.


-Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

La Honorable Senadora señora Von Baer fundamentó su voto, porque estimó que el artículo en comento consagra una discriminación arbitraria en contra de las otras instituciones de educación superior que deben someterse al proceso de acreditación. Además, reparó que es un tema complejo dar la señal a los estudiantes de que existe una institución que se da por acreditada cuando en los hechos no lo está. Ello, podría prestarse para abusos y publicitar que están acreditadas.

Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Montes estimó que con esta norma no se les exime de cumplir su obligación de someterse a un proceso de acreditación y que en ningún caso el legislador las dará por acreditadas. Además, expresó que la propia disposición les fija un plazo para cumplir con este requisito.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic también votó en contra de esta indicación, y dijo que la idea de este artículo es dar un plazo especial para que las instituciones que se están creando puedan cumplir con los requisitos que les exige en un proceso de acreditación.

Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana fundamento su voto porque consideró que no se establece ninguna ventaja en favor de estas entidades, puesto que así se entiende de la parte final de esta disposición que dice que una vez vencidos los plazos deben acreditarse. Con todo, advirtió que se trata de universidades estatales creadas por ley.

Párrafo 6° De la designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación

Artículo trigésimo primero

Establece que la Comisión Nacional de Acreditación, dentro del plazo de tres años contado desde que se haya integrado de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio, desarrollará una propuesta para el establecimiento de un nuevo procedimiento de acreditación, la que deberá contemplar, al menos, el establecimiento y la definición de nuevos niveles de acreditación, que reemplazarán la acreditación por años.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 588. 


La indicación número 588), De Su Excelencia la Presidenta de la República, propone su eliminación.


La indicación número 589), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), incorpora después del artículo trigésimo primero el siguiente artículo transitorio:


“Artículo...- La Comisión Nacional de Acreditación deberá estar conformada e instalada al 31 de diciembre del año siguiente de la publicación de la presente ley. Los actuales comisionados, cuyas nominaciones se encuentren vigentes con fechas posteriores a la antes señalada, permanecerán en sus funciones hasta completar su periodo. Un reglamento de la Comisión Nacional de Acreditación normará el procedimiento de nominación de los nuevos comisionados y de ampliación, de ser el caso, de la vigencia de los actuales, a excepción de su Presidente, cuya designación expirará según el Decreto Supremo mediante el cual fue designado.”.


- La indicación número 588) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 


- La indicación número 589 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Párrafo 7° De las transiciones del financiamiento institucional para la gratuidad


Previo a la discusión de las indicaciones que recayeron sobre este párrafo, el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, al explicar las razones que han motivado al actual Gobierno a desarrollar una política de gratuidad en materia de educación superior, resaltó la complejidad que representa la materia en análisis, ya que otorgar un derecho social como el de la educación, con una eventual restricción de recursos públicos, pudiera comprometer el otorgamiento de otro de similar naturaleza. 


En ese sentido destacó que la experiencia histórica de otros países, hay abundante literatura, informa acerca del nivel de ingresos fiscales sobre el Producto Interno Bruto que requieren los Estados para conceder distintos derechos sociales. En atención a lo anterior, añadió, se propuso que la gratuidad llegue hasta el sexto decil, mientras que la carga fiscal -concepto que comprende tributos y otros ingresos del Estado-, se mantenga por debajo del 23,5%. Cuando llegue a esa cifra, el Estado está en condiciones de concederle gratuidad al séptimo decil, sin afectar otros derechos sociales. Si alcanza el 24,5%, luego un 28,5% y finalmente un 29, 5%, se podrá otorgar la gratuidad al octavo, noveno y décimo deciles, respectivamente. 

Aseguró que esta planificación responde a una visión de futuro, que promueve que el país avance en materia de derechos sociales. Agregó que estos son indispensables, toda vez que por la condición de economía pequeña, abierta y lejana del país, se necesita construir un capital humano de clase mundial, ya que en caso contrario, nunca se llegará al desarrollo. Por eso también se ha apoyado la idea de alcanzar al décimo decil con la gratuidad.

Advirtió que no solo es necesario que el país crezca. En efecto, puntualizó, si el país crece, pero la carga tributaria se mantiene como la actual, los recursos adicionales no alcanzarán para seguir avanzando en gratuidad, sin comprometer seriamente otros derechos sociales como la vivienda, salud, etc. Puso de relieve que no se puede llegar automáticamente a los niveles de carga fiscal señalados. La elasticidad de los ingresos fiscales en relación con el crecimiento es solo ligeramente superior a 1. Esto significa que el coeficiente entre ingresos fiscales y PIB no sube marcadamente por el solo hecho de que la economía crezca. 

Aseveró que, para ir subiendo la carga fiscal a 23,5% y las siguientes cifras antes mencionadas, se requiere que la sociedad haga una definición, a través de sus autoridades co-legisladoras, en el sentido de hacer modificaciones de impuestos a la renta, que son los más progresivos. Para llegar a los umbrales más altos, donde se incorpora el octavo, noveno y décimo deciles, no hay otra forma de llegar a los niveles de carga fiscal requeridos, si no es través de una mayor contribución de las rentas más altas. 

Sostuvo que, en consecuencia, la idea de que se estaría subsidiando a las personas de mayores ingresos, no tiene fundamento. Para llegar a esas cargas tributarias, los sectores más afortunados deben pagar mayores impuestos y proporcionalmente más que el valor de la universidad. Por todo lo anterior, consideró redundante establecer que deba presentarse un proyecto de ley, cuando se llega a esos hipótesis de gradualidad con condiciones. La ley ya es suficientemente específica sobre la materia.

Opinó que esta proyecto de ley diseña un camino de futuro, que la sociedad podrá seguir o no, dependiendo de las mayorías parlamentarias. Añadió que, en la actualidad, tomando en cuenta los efectos de la reforma tributaria, Chile todavía está por lo menos a un punto del “gatillo” para otorgar gratuidad al séptimo decil. 

Comentó que es bastante posible que el crecimiento se acelere en el corto plazo, pero ello no garantizará que suba mucho la carga fiscal, porque se elevarán tanto el numerador como el denominador, algo más el primero que el último. Podría ocurrir que se gatille el séptimo decil en los próximos años, pero para llegar al octavo, se requiere claramente de una reforma tributaria. Si el país no lo define, no se va a llegar al octavo decil. 

Por último, precisó que el proyecto toma recaudo frente a situaciones transitorias, por cuanto se exige que se marque ese umbral por dos años consecutivos. El umbral está medido por situaciones subyacentes, esto es, ingresos fiscales estructurales divididos por el PIB tendencial, para evitar lo que suele suceder: que en los ciclos económicos estos cocientes se pueden alterar. Concluyó señalando que se requiere que el país esté estructuralmente situado en un nivel de carga fiscal superior para avanzar en gratuidad.

Luego, la Señora Ministra de Educación estimó conveniente esclarecer qué implica cada uno de estos deciles, porque los diferenciales de ingreso familiar o el ingreso per cápita entre uno y otro no son tan grandes. En el séptimo decil, el promedio de ingresos es de $255.000 por cada uno de los integrantes de la familia; en el octavo es $333.000; en el noveno es $487.000; y en el décimo es $1.270.000 por persona. Detalló que en este último hay un universo muy diverso de ingresos, distanciándose mucho el mínimo del máximo. 

Relató que, si bien Chile era menos poblado en el pasado, hizo un esfuerzo enorme para que sus estudiantes universitarios se formaran gratuitamente, valorando socialmente un bien público que es la educación. Esto cambió durante el período de la dictadura, en que la educación ya no solo pasaba por el mérito, sino por la posibilidad que las familias tenía para pagar o endeudarse.

Subrayó que es interesante incorporar esta dimensión a la discusión. La educación es un bien individual, por cierto, para el que estudia, pero que el país tenga cierto nivel educativo tiene una valoración pública. Remarcó que, cuando se analizan los deciles, queda en evidencia que se está favoreciendo a los sectores medios del país y no a los de mejor situación económica. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand indicó que el Ministro de Hacienda expuso que, para que se presenten las situaciones de gradualidad con condiciones que permiten avanzar en gratuidad más allá del 60%, serán necesarias reformas tributarias. Si eso es así, el efecto que tiene el “gatillo” es pre condicionar que el producto de esa reforma tributaria vaya a gratuidad. Juzgó que se tratará de impuestos de afectación, que están prohibidos por la Constitución.

El señor Ministro de Hacienda reiteró que, para llegar al séptimo decil, probablemente no se requerirá de una reforma tributara. En cambio para lograr el 24,5 de carga fiscal o más, sí será necesario. Expresó que, si se estuviese planteando que el paso al octavo, noveno y décimo deciles deben ser financiados con este incremento de la carga fiscal, llevándose consigo los recursos que generaría esa reforma tributaria, se estaría afectando el impuesto. 

Adicionó que, con las cargas tributarias que se explicaron, se puede avanzar de manera pareja en un conjunto de otros objetivos, como la niñez, la vivienda, la salud, entre otros. Por lo tanto, no hay marcación de ninguna naturaleza. No se está diciendo qué parte de ese incremento de los ingresos debe ir al nuevo decil, sino que se manifiesta la intención de priorizar la educación, junto a otros intereses como los descritos, por lo que entiende que no habría afectación.
Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana declaró que, de acuerdo a la información que tiene disponible, aproximadamente un 10% de los mayores ingresos estatales iría al nuevo decil cada vez. O sea, el Gobierno contaría todavía con otro porcentaje muy alto para avanzar en otros derechos sociales.

El señor Ministro de Hacienda confirmó esa cifra, advirtiendo que el cálculo que hizo en ese momento era aproximado y no exacto, puesto que no contaba con los antecedentes y herramientas suficientes. 

El Honorable Senador señor Montes recalcó que este proyecto es diferente a la ley de carrera docente, que definió incremento global de USD $2.000.000.000, con una linealidad que es independiente de los ingresos del estado. En esta iniciativa no se está imponiendo al presupuesto público y al gasto fiscal una carga determinada sin considerar los ingresos fiscales. Aquí hay una condición para pasar de nivel. El diseño de esta planificación es inteligente. 
Respecto al paso al séptimo decil, planteó que, si bien espera que la reforma tributaria produzca un aumento de recaudación superior a un punto este año, aún queda una distancia importante. No obstante, argumentó que, en caso de abrirse el debate sobre esta materia en el país, podría lograrse dentro de un tiempo relativamente corto.

Añadió que, al producirse una hipótesis de gradualidad con condiciones, a partir de este mandato legal, se tendrá que incorporar a los próximos deciles a través de la ley de presupuestos. No hay una fórmula en que automáticamente, sobre la base del mandato legal, la gratuidad para un próximo decil pase a ser parte del gasto público. 

La Honorable Senadora señora Von Baer puntualizó que la indicación número 596) va en la misma línea de lo que se hizo en la ley de carrera docente. El artículo tercero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas, establece el deber del Presidente de la República de enviar un proyecto de ley cuando se concreten las condiciones que en el mismo cuerpo normativo se indican.

En concordancia con lo prevenido por el Honorable Senador señor Allamand, calificó como de afectación a los impuestos que eventualmente se establezcan en virtud de una reforma tributaria. Opinó que debería dejarse abierta la posibilidad para que en el futuro se discuta como país si los mayores ingresos fiscales deben invertirse en educación o si debe darse preferencia a otros ámbitos. Agregó que tampoco se puede pasar por alto la posibilidad de situaciones de crisis que hagan necesario hacer una revisión de las prioridades de gastos.

A continuación, el Honorable Senador señor Allamand sostuvo que, de acuerdo a las palabras del señor Ministro de Hacienda, si aumenta la carga fiscal, habrá holgura suficiente para financiar, no solo los avances en gratuidad, sino también otros aspectos. Declaró que lo relevante en esta materia es discutir quién tiene el derecho a determinar el destino de los fondos públicos. Se está realizando una proyección a 50 o más años, y quien debería poder establecer en qué se gastan los ingresos fiscales en esa época serían las autoridades en ejercicio.

Preguntó qué pasaría si un Gobierno empleara este mismo procedimiento para financiar otras materias, como un incremento previsional o un programa de vivienda. De esa manera se podría copar toda la holgura fiscal de futuros Gobiernos. Nunca se ha financiado un proyecto de esta manera, esta es una innovación.

Estimó que la discusión política y constitucional gira en torno a resolver si un Ejecutivo y un Congreso actuales pueden predeterminar el gasto de futuros Gobiernos, con incluso décadas de diferencia. Eso se está haciendo ahora. Si esto se repitiera y se financian todos los proyectos de esta manera, ocurrirá que los futuros Gobiernos en funciones no tendrán libertad presupuestaria, puesto que todo estará predestinado. La Constitución prohíbe una situación como esta.

El Honorable Senador señor Quintana hizo hincapié en que hoy se alcanza el 60% de gratuidad establecido en ley permanente y no en ley de presupuestos. Resaltó que, en cuanto al ingreso per cápita, los deciles sexto y séptimo están muy cercanos, y los siguientes se distancian más. Consideró que, una vez que se logre llegar al séptimo decil, recién quedará mejor cubierta la clase media. Por ello espera que el próximo Gobierno consiga esa meta, sin requerir de una ley tributaria.

Destacó que la gratuidad en educación consumirá una parte pequeña, un décimo del total de los nuevos recursos. Por lo tanto, el Gobierno que venga no va a tener ninguna dificultad para seguir abordando otros compromisos, ya sea relacionados con derechos sociales, o en materia de ciencia y tecnología u otros desafíos. 

El Honorable Senador señor Montes comentó que, en el campo de las finanzas públicas, todos los gastos permanentes importan ocupar parte del espacio de gasto que tiene el Estado. Por tal motivo, cuando se toma la decisión de gastar, se hace un cálculo relativo a la evolución de los ingresos proyectados. 

Continuó su intervención aseverando que la gran diferencia de este proyecto con la ley de carrera docente, es que aquí no se está determinando el gasto, sino que el ingreso. En la medida que el Estado aumente sus ingresos, por el crecimiento y por el porcentaje de impuestos, se hace posible avanzar en deciles. Puso de relieve que presenta mejores condiciones desde el punto de vista fiscal que lo mecanismo. Es una fórmula precavida. 

Añadió que llegar al séptimo decil será difícil, pero cree que políticamente va a haber una presión, por lo menos para lograr esa meta bajo ciertas condiciones, como la existencia de dos o más hijos u otras situaciones especiales. Fue de opinión de que el Gobierno está dando una señal: el objetivo es lograr gratuidad universal, pero se avanzará de manera seria,  con un ritmo que tenga que ver con los ingresos reales del país, que tenga el Estado y somos serios en eso. 

El señor Ministro de Hacienda insistió en que no se están marcando ingresos de ningún tipo. Se está expresando una voluntad política en cuanto a los ingresos que estarían disponibles con estos gatillos, que exceden de lejos lo que sería necesario gastar para la gratuidad. Muchas leyes vienen de Gobiernos anteriores comienzan a generar gastos cuando el Gobierno siguiente ya está en ejercicio. Sostuvo que, desde la perspectiva de lo que se está discutiendo, no hay realmente diferencia entre un año y un coeficiente de impuestos, sino que simplemente son dos números. Explicó que una de los mecanismos, a través de las cuales los países han salido de crisis de deuda -en Europa ha sido la experiencia-, es emitiendo  bonos contingentes. Por medio de estos los países comienzan a pagar intereses solo cuando se dan ciertos gatillos económicos, como ingresos fiscales dividido por el PIB. Por tanto, no hay aquí nada nuevo. Es meramente responsabilidad fiscal. 

Apuntó que algún señor Parlamentario puede estar en desacuerdo con el nivel de carga tributaria, porque puede querer otro tipo de sociedad, en cuyo caso se opondrá a las leyes de impuesto que permitan esa dicha carga. Pero lo que es claro, por la experiencia internacional, es que con ese tipo de cargas fiscales, en general los países han accedido a niveles crecientes de gratuidad en la educación.  

Finalmente, advirtió que el gran problema que tendrá Chile es que la robotización se impondrá en todos los campos productivos. Alguna vez fue la educación primaria lo que bastaba para que la gente pudiera encontrar trabajo y después la educación secundaria. Pero en el futuro la gente va a necesitar estudiar no solo hasta el nivel secundario, sino que al menos una carrea técnica si quiere realmente encontrar empleo. Alertó que en este tema, tenemos que “correr” como país.

Artículo trigésimo segundo


El artículo trigésimo segundo transitorio del proyecto de ley establece que las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, se entenderá que continuarán recibiendo dicho financiamiento.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.


Con todo, las instituciones señaladas en el inciso primero, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de la presente ley de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo noveno.


La indicación número  590), del Honorable Senador señor Allamand, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo trigésimo segundo.- Para mantener el financiamiento público regulado en el título V, las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 73 a 80 de la presente ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo décimo octavo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.”.


 -Esta indicación fue retirada por su autor.


Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló dos indicaciones a este precepto, del siguiente tenor:


La 590 bis), para modificar su inciso tercero de la siguiente manera: 


a) Elimínase la frase “de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo noveno”.


b) Agrégase, después de su punto final que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: 


“Los requisitos de las letras a) y b) serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán ajustar sus actos o contratos vigentes a lo establecido en los artículos 73 a 80 de la presente ley, en un plazo de tres años contado desde su publicación. Vencido dicho plazo, las instituciones de educación superior que no hayan dado cumplimiento a esta obligación no podrán acceder a recursos públicos que tengan por objeto el pago del arancel o derechos de matrícula de estudiantes, o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado.”.


La 590 ter) para agregar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.


Para efectos del cumplimiento de las letras c) y d) del artículo 83 se estará a lo dispuesto en el artículo trigésimo noveno transitorio.”. 


- Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 

Artículo trigésimo tercero


Establece que las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad cumplirán la obligación señalada en la letra c) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el siguiente cronograma y a lo dispuesto en dicho título.


a) Desde el año 2018 hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


b) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los siete primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


c) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 24,5% respecto del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los ocho primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


d) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los nueve primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


e) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5º del título V.


Desde el año 2020, el Ministerio de Hacienda verificará, a más tardar el 15 de julio de cada año, el cumplimiento de los requisitos antedichos referidos a los ingresos fiscales estructurales. Para ello utilizará las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, y las estadísticas de PIB tendencial reportadas en el acta del Comité Consultivo del PIB Tendencial más próximo a la fecha señalada, llevadas a moneda de cada año con el deflactor del PIB del año respectivo, reportado por el Banco Central de Chile.


Un reglamento del Ministerio de Hacienda, que deberá ser firmado por el Ministro de Educación, regulará las materias señaladas en el presente artículo.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones  números  591, 592, 593, 594, 595 y 596. 

Letra a)

La indicación Número 591), del Honorable Senador señor Allamand, suprime la frase “hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente,”.

-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra b)

La indicación Número 592), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “precedentes,” la frase “el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley en virtud del cual”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra c)

La indicación Número 593) del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “precedentes,” la frase “el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley en virtud del cual”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra d)

La indicación Número  594), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “precedentes,” la frase “el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley en virtud del cual”.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Letra e)

La indicación Número 595), del Honorable Senador señor Allamand, agrega después de la expresión “precedentes,” la frase “el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley en virtud del cual”. 


La indicación Número  596) de la Honorable Senadora señora Von Baer, incorpora como inciso tercero el siguiente:


“En cada año en que se cumplan los requisitos indicados en las letras b), c), d) y e) del inciso primero, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule el otorgamiento de estudios gratuitos para los respectivos deciles.”.


-Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del artículo trigésimo tercero transitorio.


-Puesto en votación, resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Senadora señoras Von Baer expresó que a través de esta norma se estará comprometiendo el gasto de los ingresos fiscales desde ahora hasta 50 o más años hacia adelante. Declaró que no es posible que las autoridades actuales prevean qué necesidades va a tener el país en esa época. Podría ocurrir, por ejemplo, que se requiera una reforma tributaria para hacer frente a una crisis económica, e igualmente habrá que destinar los fondos que indica el proyecto en gratuidad. Por los motivos desarrollados, sentenció que esta parte del proyecto tiene serios problemas de constitucionalidad relativos a la afectación de impuestos. Consideró que el Tribunal Constitucional va a tener que resolver esta materia. 





Continuando con su argumentación expresó que en la ley de carrera docente, cuando se produjo la situación que llevó al aumento del gasto, el Ejecutivo tuvo que enviar un proyecto de ley, y con eso se resolvió el problema de la constitucionalidad que presentaba. Lo mismo sucedió, agregó, con el término del copago, que tiene que ver con un aumento del aporte por gratuidad: este se produce en virtud de un proyecto de ley que elabora el Ejecutivo, sin operar de manera automática. En ambos casos la iniciativa la tiene el Presidente de la República y eso se está suprimiendo a futuro.

El Honorable Senador señor Montes, al fundamentar su decisión, señaló que el inciso cuarto del artículo 67 de la Constitución Política de la República prescribe  que “No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto”. Afirmó que justamente eso es lo que se está cumpliendo, porque solamente en la medida que se alcancen los ingresos establecidos, se podrá avanzar en los deciles, por medio de la ley de presupuestos. En su parecer, la norma es plenamente constitucional.

Valoró una vez más el buen diseño de la planificación financiera en el otorgamiento de gratuidad. Su voto favorable respalda  la voluntad política que se está expresando para avanzar con realismo hacia la gratuidad universal. 

La Honorable Senadora señora Goic, al fundamentar su voto, destacó que esta norma está estableciendo el marco que hace viable, desde el punto de vista del financiamiento, la gratuidad universal, señalando con claridad cuándo es posible y cuándo no es posible.

Respaldando su voto, el Honorable Senador señor Quintana consideró que esta norma es central para desterrar ideas relativas al financiamiento de la educación para los sectores más favorecidos del país con fondos provenientes de las personas con menores ingresos. Esta norma deja claro que para llegar con gratuidad a los sectores más ricos, se requiere de una reforma tributaria, de manera que quienes tienen más ingresos, paguen más impuestos. 

El mecanismo contemplado por el proyecto le parece razonable, puesto que asume compromisos responsables. El próximo Ejecutivo tendrá toda la holgura para abordar temas de carácter social. Resaltó que siempre las autoridades en ejercicio deben hacerse cargo de algunas decisiones de quienes les antecedieron en el cargo. A modo ejemplar, comentó que el Gobierno anterior apoyó el otorgamiento de becas a universidades privadas, y el actual tuvo que hacerse cargo de ello.

Concordó con el Honorable Senador señor Montes, en cuanto a que va a haber presión social y política por llegar prontamente al séptimo decil. En su opinión, es posible lograrlo durante el próximo Gobierno, puesto que la reforma tributaria vigente y el crecimiento económico del país lo permitirán.

Artículo trigésimo cuarto


El artículo trigésimo cuarto transitorio del proyecto de ley establece que las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo tercero anterior y a lo dispuesto en el título V de la presente ley.


Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y el arancel regulado más un porcentaje adicional de éstos, fijados para la carrera o programa de estudio respectivo, a:


1) Aquellos estudiantes que cumplen los requisitos para cursar estudios gratuitos, señalados en el párrafo 5° del título V, mientras no cuenten con la condición socioeconómica señalada en las letras del artículo anterior.


2) Aquellos estudiantes señalados en el inciso primero del artículo 109.

La determinación del porcentaje adicional se establecerá según la condición socioeconómica del estudiante de la forma que sigue:


a) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan a los primeros siete deciles de menores ingresos del país: hasta un 20%.


b) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan al octavo y noveno decil de menores ingresos del país: hasta un 60%.


Con todo, las instituciones que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, no podrán cobrar a los estudiantes señalados en las letras a) y b) anteriores, aranceles cuyo monto supere el arancel informado por la institución en la oferta académica del año 2017 para la respectiva carrera o programa de estudio, reajustado anualmente en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor del año anterior, más dos puntos porcentuales.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, para el caso de los estudiantes extranjeros que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos estudiantes que se encuentren matriculados en carreras o programas de estudio no comprendidos en el artículo 103 o aquellos estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al décimo decil, no se les aplicarán las limitaciones anteriores.


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones N° 597 y 598.


La indicación Número 597) del Honorable Senador señor Allamand, lo elimina.


La indicación Número 598) de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo trigésimo cuarto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo tercero anterior y a lo dispuesto en el Título V de la presente ley.


Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y un arancel que no supere el arancel real promedio de los últimos cinco años de la carrera respectiva más un porcentaje adicional equivalente al aumento anual del Índice de Precio al Consumidor. Este porcentaje podrá ser revisado por la Subsecretaría de Educación Superior quien podrán autorizar un aumento de éste si lo fuere necesario.”.


-La indicación Número 597) fue retirada por su autor.


A propósito de la indicación N° 598), el Presidente (accidental) de la Comisión, Honorable Senador señor Quintana, señaló que, en su opinión, la indicación debe ser declarada inadmisible por cuanto se refiere a materias propias de la administración financiera y presupuestaria del Estado, toda vez la norma en comento regula los mecanismos y condiciones para la transferencia de los fondos de carácter público, cuya regulación corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La Honorable Senadora señora Von Baer, en cambio, señaló que le merece dudas la referida declaración de inadmisibilidad, ya que la norma que propone reemplazar regula el monto del arancel que debe cobrarse a estudiantes que no se encuentran beneficiados con la gratuidad, recordando que aquella es para los estudiantes y no para las instituciones, por lo que solicitó someter a votación la admisibilidad de la misma. 


- Sometida a votación la admisibilidad de la indicación, resultó rechazada por mayoría de votos. Por la negativa, es decir por la inadmisibilidad de la proposición, se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Montes y Quintana y por su admisibilidad, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


-En consecuencia, esta indicación (la N° 598) fue declarada inadmisible por el señor Presidente (accidental) de la Comisión.

Con motivo de esta indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo que de acuerdo a lo que se ha debatido, la gratuidad es un tema complejo. Por esa razón, solicitó al Ejecutivo una nueva indicación para solucionar el problema del aumento del precio con motivo de ingresar a ese sistema; particularmente considerando que las Universidades han declarado que participar de la gratuidad implica una pérdida importante de recursos que se traduce en desfinanciamiento. 


Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló, posteriormente, la indicación número 598 a), para reemplazar, en la letra a) de su inciso tercero, el guarismo “20” por “40”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana. 


Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del artículo 34 transitorio. 


-Puesto en votación, resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Goic y señores Allamand, Montes y Quintana. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo trigésimo sexto


El artículo trigésimo sexto transitorio del proyecto de ley establece que la primera resolución exenta que establezca las primeras bases técnicas para el cálculo del arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras, deberá dictarse dentro del plazo de dos años contado desde la fecha de publicación de la ley. Para estos efectos, se aplicará el procedimiento regulado en los incisos siguientes.

La Subsecretaría deberá presentar a la Comisión de Expertos, establecida en el párrafo 3° del título V, una primera propuesta de bases técnicas a que se refiere este artículo, debiendo considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior, de conformidad a los incisos primero y segundo del artículo 91.


La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de tres meses, aprobando dicha propuesta o realizando observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, tomando en consideración dichas observaciones deberá dictar las resoluciones exentas que establezcan las primeras bases de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2° del título V de esta ley, la que deberá dictarse en el mes de diciembre del año correspondiente.


Para la determinación de los valores señalados en el inciso primero, se estará a lo dispuesto en el artículo 92 de la presente ley.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 598 bis, al inciso primero.

Inciso primero


La indicación número 598 bis), del Honorable Senador señor Montes, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo trigésimo sexto.- La primera resolución exenta que establezca las primeras bases técnicas para el cálculo de los costos asociados a necesidades como la docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución para uno o más grupos de carreras, deberá dictarse dentro del plazo de dos años contado desde la fecha de publicación de la ley. Para estos efectos, se aplicará el procedimiento regulado en los incisos siguientes.”.


-Esta indicación fue retirada por su autor. 

Artículo trigésimo séptimo


El artículo trigésimo séptimo transitorio del proyecto de ley establece que mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los valores regulados de arancel, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de un grupo de carreras o programas de estudio determinado, dictadas en conformidad a lo establecido en el título V de esta ley, el cálculo del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula para dicho grupo, se realizará de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.


La fórmula de cálculo de arancel regulado de los grupos de carreras o programas de estudio se establecerá mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, la que se determinará en base a los derechos básicos de matrícula promedios por el tipo de institución que corresponda, determinados conforme al inciso quinto del presente artículo, y al promedio ponderado de los aranceles de referencia del año 2017 de las carreras o programas de estudio de dicho grupo de las instituciones que durante dicho año se encontraban adscritas al financiamiento regulado en las asignaciones 24.03.198 y 24.03.199, asociadas al programa 09.01.30, Educación Superior, de la ley N° 20.981 y contaban con el mismo número de años de acreditación institucional al 31 de diciembre de 2016, considerando también las áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones a la misma fecha. 


El Ministerio de Educación deberá publicar en el Diario Oficial y en la página web del Ministerio, el valor del arancel regulado calculado según lo dispuesto en el inciso anterior, el que deberá ser actualizado anualmente de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para cada año, el arancel regulado de cada carrera o programa de estudio en cada institución será asignado según el grupo que le corresponda de acuerdo a la acreditación institucional y las áreas o dimensiones de acreditación al 31 de diciembre del año anterior.


El monto que corresponda transferir a las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad para aquellas carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 respecto de cuyos grupos de carreras o programas no se haya dictado una resolución exenta que establezca el cálculo de los valores señalados en el inciso primero, se determinará sumando los siguientes valores:


a) El resultado de multiplicar el valor del arancel regulado, calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes respecto de los cuales la institución tenga la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V y según el cronograma señalado en el artículo trigésimo tercero transitorio, al año académico correspondiente.


b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el valor del arancel real más derechos básicos de matrícula reajustados, según se establece en el párrafo siguiente, y el del arancel regulado calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes señalados en la letra anterior, al año académico correspondiente. Con todo, este valor no podrá superar el 20% del valor resultante de la letra anterior.


Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, en el caso de las universidades, se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2015, reajustados de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2014 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero. Por su parte, para el caso de los centros de formación técnica e institutos profesionales se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2016, reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2015 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero.


Si algún programa de estudios no tuviera información del arancel real o derechos básicos de matrícula según lo considerado en el inciso anterior, se utilizará el valor correspondiente al primer valor del arancel real y derecho básico de matrícula que registre el programa de estudio, el que será reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre enero del primer año de registro y noviembre del año anterior para el cual se calculan los valores. 


Sobre dicho precepto, se formularon las indicaciones números 598 ter, 599, 600, 601, 602, 603 y 604.


La indicación Número  598 ter), del Honorable Senador señor Montes, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los costos asociados a necesidades como la docencia, infraestructura, costos operacionales, extensión, vinculación con el medio, años de acreditación institucional, los planes de desarrollo, la cantidad de académicos y el número de estudiantes que pueda recibir cada institución.”


-Esta indicación fue retirada por su autor.
Inciso segundo

La indicación Número  599), de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la palabra “las” que antecede al vocablo “áreas”.


La indicación Número  600), de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la expresión “a la misma fecha”.


-Las indicaciones Números 599) y 600) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.  

Inciso tercero

La indicación número 601), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la frase “a la acreditación institucional y las áreas o dimensiones de acreditación” por “al nivel, años, y áreas o dimensiones en que esté acreditada”.


-La indicación número 601) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.  

- - - 

La indicación número  602), de Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala después del inciso cuarto el siguiente:


“Con todo, el monto que corresponda transferir no podrá superar la suma de los aranceles reales y derechos básicos de matrícula de los estudiantes beneficiados.”.


-La indicación Número  602) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.  

Inciso quinto


La indicación Número  603), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “inciso anterior” por “inciso cuarto”.


-La indicación Número  603) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.  

- - - 

La indicación N° 604), del Honorable Senador señor Montes, incorpora el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de la forma de cálculo descrita en los incisos precedentes, los recursos referidos constituirán un aporte institucional que no se afectará durante el año respectivo por causas sobrevinientes.”.

Explicando el contenido de la indicación, el Honorable Senador señor Montes informó sobre una polémica que existe entre el Ejecutivo y la Contraloría General de la República, que gira en torno al criterio de esta última, consistente en entender que, si un alumno se retira, fallece, etc. debería ponerse término a la gratuidad respecto de ese alumno. Observó que los aportes para la gratuidad no se confieren por alumno, sino que se entregan para la universidad. Para impedir una interpretación como la sostenida por el ente contralor, presentó la indicación en estudio.

La señora Ministra de Educación estimó que la indicación contribuye a resolver un tema que no puede admitir interpretaciones diferentes. Relató que al determinarse los recursos para los planteles educacionales, se toma en cuenta el número de alumnos. No obstante, una vez que los aportes se entregan, no se puede exigir su restitución cuando algún alumno se retira, porque los fondos son para la universidad y no para los alumnos considerados individualmente.

Honorable Senadora señora Von Baer recordó que había consultado sobre la situación de los alumnos que se retiran, y el Ejecutivo contestó que no era necesario introducir regulación adicional al respecto. Preguntó por qué se produjo un cambio en la respuesta. 

La Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras, aclaró que las normas permanentes en materia de gratuidad definen conceptualmente este aporte como uno de carácter institucional. No existe una norma como la que plantea la indicación, que explicite que no se devolverán los recursos, puesto que se entiende a partir de la definición del aporte como institucional.

Informó que en la actualidad la glosa presupuestaria no está redactada de la misma forma que el articulado permanente, siendo aquella un poco más ambigua en torno a la definición del aporte como institucional o per cápita. Esto se debe a que hoy el cálculo se efectúa por alumno, cosa que no se hace aquí en el articulado permanente. 

Detalló que hoy, si un alumno se matricula y se retira durante el primer semestre -dado que los decretos se emiten a mitad de año- no va estar incluido en el pago de la gratuidad. En cambio, si se retira durante el segundo semestre, sí estará incluido, ya que los recursos se habrán transferido. En relación con estos últimos la Contraloría está solicitando devoluciones. Recalcó que esto ha ocurrido con la aplicación de la gratuidad por medio de la glosa presupuestaria. Esto no debería ocurrir con la nueva legislación, toda vez que define como institucional el aporte a la gratuidad.

El Honorable Senador señor Montes retiró la indicación y solicitó al Ejecutivo que trabajar en una nueva redacción, que restrinja su alcance, puesto que podría prestarse para abusos. Consultó qué ocurriría si una universidad decide expulsar a un número importante de alumnos y sigue recibiendo los fondos. Expuso que hay casos de instituciones que han eliminado cursos completos, por no contar con un número suficiente de alumnos. Consideró que este tipo de situaciones extremas deberían producir efectos para el plantel.

A modo ilustrativo, el señor Ministro de Hacienda se refirió al caso de una universidad con 1000 alumnos, que va a tener gastos por las salas, por contratación de profesores, y otros equivalentes a esos 1000 alumnos. Si algunos se retiran durante el año, la casa de estudios no va a poder ajustar esos costos. 

Sobre los eventuales abusos que podrían producirse, opinó que es poco probable que suceda, puesto que las instituciones no podrían rebajar muchos los costos deshaciéndose de algunos alumnos. 


-Esta indicación fue retirada por su autor.  

Artículo trigésimo noveno 


El artículo trigésimo noveno transitorio del proyecto de ley establece que aquellas instituciones de educación superior que soliciten acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de conformidad a lo dispuesto en el presente artículo.


Los requisitos de las letras a) y b) del artículo 83 serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado para cumplir con lo establecido en los artículos 73 a 80 de la presente ley.


Por su parte, lo dispuesto en la letra c) del artículo 83 será exigible desde que el Sistema Común de Acceso sea obligatorio. Con todo, mientras no entre en vigencia el Sistema Común de Acceso será exigible a las instituciones que cuenten con un sistema de admisión transparente, objetivo y que no implique discriminaciones arbitrarias, para el caso de universidades este sistema debe estar basado en el mérito, mientras que para el caso de instituciones pertenecientes al subsistema técnico profesional, el sistema de admisión deberá favorecer a estudiantes egresados de los establecimientos de enseñanza media técnico - profesional y a trabajadores cuyas trayectorias educativas y laborales se vinculen con las carreras y programas a los que postulen. Dicho sistema deberá encontrarse publicado en su página web.


Además, para el caso de universidades, deberán cumplir con que al menos el 80% de los estudiantes matriculados para el año correspondiente, en primer año en licenciaturas no conducentes a título o carreras profesionales con licenciatura, cuenten con un puntaje ponderado promedio, igual o mayor a 450 puntos entre la Prueba de Selección Universitaria de Lenguaje y Comunicación, la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas, el puntaje de notas de enseñanza media y el puntaje de ranking de notas, los que se considerarán en idéntica proporción.


Respecto del requisito establecido en la letra d) del artículo 83, éste entrará en vigencia un año después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría.


Sobre dicho precepto, se formuló la indicación N° 605 al inciso segundo.

Inciso segundo


La indicación Número  605), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después de la locución “publicación de la presente ley.” la siguiente oración: “Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.  

Artículo cuadragésimo primero 


El artículo cuadragésimo primero transitorio del proyecto de ley establece que lo dispuesto en el párrafo 4° del título V entrará en vigencia el año siguiente a la entrada en vigencia del Sistema de Acceso regulado en el párrafo 3° del título I.


Mientras no entre en vigencia lo dispuesto en el inciso anterior, el número de estudiantes nuevos matriculados para cursar las carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 para el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas. Podrá autorizarse un incremento superior al 2,7% antes señalado en los programas de estudio con admisión regular de las instituciones que se encuentren adscritas al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en esta ley, si éste obedece a decisiones institucionales adoptadas antes del 31 de diciembre de 2015, o derivadas de requerimientos formulados por la Comisión Nacional de Acreditación como resultado del último proceso de acreditación institucional, o que sean producto de la participación de la institución en el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE), o aquellas convenidas, de manera excepcional, entre el Ministerio de Educación y las instituciones que adscriban al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, que tengan como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En este último caso, la referida autorización se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.


En caso que el incremento total de estudiantes nuevos matriculados supere el límite establecido o autorizado en el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 111 de la presente ley.


Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable en caso que una universidad adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, incumpla lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo trigésimo noveno transitorio.


Sobre el inciso segundo dicho precepto, se formularon las indicaciones N° 606, 607, 608 y 609.

Inciso segundo


La indicación Número  606), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la frase “no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas”, por la siguiente: “no podrá superar en un 4% de las y los estudiantes nuevos matriculados en primer año, en el año inmediatamente anterior en la institución”.


La indicación Número  607), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye el guarismo “2,7” por “4”.


La indicación Número  608), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega después de la expresión “(PACE)” la locución “o en programas propedéuticos”.


La indicación Número  609), del Honorable Senador señor Montes, agrega después de la expresión “(PACE),”, la frase “de la aplicación de programas propedéuticos”.


- Estas cuatro indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.
Párrafo 8° De las transiciones a otras disposiciones de esta ley

Artículo cuadragésimo segundo


El artículo cuadragésimo segundo transitorio del proyecto de ley establece que lo dispuesto en el artículo 116 comenzará a regir un año después de la entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior.

A continuación de este precepto, se formuló la indicación N° 610.


La indicación Número  610), de Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala a continuación del artículo cuadragésimo segundo el que sigue:


“Artículo ...- Los numerales 1, 2, 4 y 5 del artículo 119 entrarán en vigencia una vez que la Escuela de Gendarmería de Chile adecue sus requisitos de ingreso, planes y programas a las normativas de educación superior. Este requisito se verificará fundadamente a través de un decreto del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con la firma del Ministro o Ministra de Educación, previo informe favorable de la Subsecretaría de Educación Superior.


Con todo, los cursos de formación que se estuvieren impartiendo a la fecha de entrada en vigor del decreto referido en el inciso anterior no conducirán a la obtención de títulos técnicos de nivel superior o profesionales, según corresponda.”.


-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Montes y Quintana.

- - - 


A continuación de las disposiciones aprobadas en general por el Senado, se formularon las indicaciones Números 611, 612, 613, 614, 615, 615 bis y 615 ter.


La indicación Número 611), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora un nuevo artículo transitorio, del siguiente tenor:


“Artículo...- Desde la dictación de la presente ley y, hasta que no se verifique la acreditación de una universidad en la dimensión de generación de conocimiento, creación e innovación, deberán agregar a su denominación institucional la de: “Institución superior de docencia”, en tanto aquellas que a la misma época tengan vigente su acreditación en el área de investigación podrán agregar a su denominación institucional la de: “universidad de docencia e investigación.


En el evento que estas instituciones no lograren acreditarse en esta dimensión dentro de los plazos establecidos en esta ley, deberán adecuar sus estatutos a los de los Institutos Profesionales.”.


La indicación número 612), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora un nuevo artículo transitorio, del siguiente tenor:


“Artículo...- Las Universidades cuyas casas centrales se emplacen en regiones distintas a la metropolitana y cuya formación de pregrado se imparta en al menos un setenta por ciento en la región de origen, contarán con recursos provenientes del convenio marco de universidades o basal por desempeño, con el objeto de diseñar e implementar planes vinculados a la estrategia de desarrollo regional en concordancia con sus proyectos institucionales, entre otros.”.


La indicación N° 613), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, contempla un nuevo artículo transitorio, del siguiente tenor:


“Artículo...- La presente ley asegurará de manera permanente el aporte basal por desempeño a las universidades cuyas casas centrales se emplacen en regiones distintas a la metropolitana y cuya formación de pregrado se imparta en al menos un setenta por ciento en la región de origen, a fin de garantizar la realización de adecuados planes de desarrollo académico y proyectos de inversión de largo plazo.”.


La indicación Número 614), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, introduce el siguiente artículo transitorio:


“Artículo...- Dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley, se implementará un programa orientado a potenciar la matrícula en las universidades de las zonas extremas del país, que bonifique a los estudiantes que decidan estudiar en los planteles que no se ubican en la Región Metropolitana de Santiago. Esta bonificación tomará en cuenta factores tales como distancia con el centro del país, la situación socioeconómica del territorio donde se emplaza la universidad y la del estudiante, considerando al menos los niveles de pobreza, aislamiento, calidad de la educación de los establecimientos educacionales de procedencia y condiciones de vida extremas, entre otros.”.


La indicación Número 615), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, introduce el siguiente artículo transitorio:


“Artículo...- En el caso de modificación o derogación de la  Prueba de Selección Universitaria de Lenguaje y Comunicación, de la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas, del puntaje de notas de enseñanza media y/o del puntaje de ranking de notas, deberán siempre tenerse presentes los principios de equidad, no discriminación  e inclusión social.”.


La indicación Número 615 bis), del Honorable Senador señor Quintana, agrega el siguiente artículo transitorio, nuevo: 


“Dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigor de la presente ley, la Subsecretaría en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 11 y 13, deberá realizar una propuesta de instrumento de acceso universitario en reemplazo de la Prueba de Selección Universitaria.”


La indicación Número 615 ter), del Honorable Senador señor Montes, agrega los siguientes artículos transitorios, nuevos:


“Artículo …: Se establecerá una política pública que buscará la condonación del Crédito con Aval del Estado en favor de la totalidad de los estudiantes que lo hayan utilizado como mecanismo para financiar sus estudios de Educación Superior. Se establecerá como plazo para llevarlo a cabo los próximos 5 años dentro de la vigencia de esta Ley. 


Artículo …: Se procederá a eliminar el Crédito con Aval del Estado de forma inmediata y será reemplazado con un Crédito manejado por una Agencia Estatal y el cual no contará con intereses. El establecimiento de este crédito será vigente hasta alcanzar la cobertura universal de la gratuidad. 


Artículo …: Se establecerá un plazo de 5 años para eliminar la psu como prueba estandarizada para el sistema común de acceso a las instituciones de educación superior. El comité técnico de acceso, deberá proponer una nueva prueba estandarizada para este sistema, la cual deberá contemplar:


1.- Sistema único de acceso: El sistema que rige la selección deberá ser único y obligatorio dentro de las Instituciones de Educación Superior, estas son: universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Dicho sistema deberá garantizar un proceso objetivo basado en las capacidades académicas y no en los conocimientos de los y las estudiantes. En donde no se incluyan metodologías que permitan discriminación arbitraria de selección tales.


2.- Autonomía: El organismo encargado del sistema de acceso debe ser autónomo del CRUCH. Debe componerse de expertos en la temática de educación y mediciones masivas que no tengan relación contractual con las universidades pertenecientes al CRUCH. Este organismo deberá rendir cuentas al Ministerio de Educación y sus miembros deben ser asignados mediante el Consejo de Alta Dirección Pública. Dicho organismo tiene la responsabilidad de analizar cada 5 años los resultados del sistema de acceso con el objetivo de actualizar y mejorar los instrumentos de medición utilizados. 


3.- Diversidad en los instrumentos de medición: El instrumento de medición no debe solamente identificar habilidades científico-humanistas. Se debe garantizar que los instrumentos implementados permitan identificar y medir de manera complementaria las habilidades artísticas, de liderazgo, técnicas, entre otras. La prueba estandarizada no podrá superar en un 50% el porcentaje total de ponderación para el ingreso a una Institución de Educación Superior, el cual deberá ser complementado con medidas de acceso alternativas como el Ranking. 


4.- Inclusivo: El sistema de selección debe evitar de manera tajante el privilegio que puede existir de un grupo sobre otro, contemplando mecanismos que favorezcan la equidad en el acceso de estudiantes de en situación de discapacidad, de pueblos originarios, con distintas identidades de género, promoviendo el desarrollo de sus identidades. Sin perjuicio de lo anterior el sistema deberá evaluar los contenidos comunes de los establecimientos escolares científicos-humanistas y técnicos-profesionales. Se debe considerar una forma cuyo referente curricular abarcara los contenidos hasta 2° año de la Enseñanza Media.


5.- No debe ser criterio para asignar métodos de financiamiento: La asignación de financiamiento por parte de instituciones públicas y estatales no deben depender de los resultados que otorguen las pruebas estandarizadas del sistema de acceso.”.


- Las indicaciones números 611), 612), 613), 614), 615 bis y 615 ter) fueron retiradas por sus autores. 


-La indicación número 615) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad con el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

MODIFICACIONES

 
De conformidad a los acuerdos precedentemente adoptados, vuestra Comisión de Educación y Cultura  os propone aprobar el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1

Inciso primero


Ha intercalado, a continuación de la expresión “y méritos,”, la frase “sin discriminaciones arbitrarias”.


Ha sustituido el texto que sigue a la expresión “conforme a” por la siguiente frase: “a la Constitución, la ley y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”.
(Unanimidad 5X0. Indicaciones 3, 4 y 4 ter, con modificaciones).

Inciso cuarto


Lo ha suprimido.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 7, 8 y 9).
ARTÍCULO 2

Letra a)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“a) Autonomía. El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales en la dimensión académica, económica y administrativa, dentro del marco establecido por la Constitución y la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, en el marco de cada proyecto educativo, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 14 y 15, con enmiendas).

Letra b)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“b) Calidad. Las instituciones de educación superior y el Sistema de que forman parte deben orientarse a la búsqueda de la excelencia; a lograr los propósitos declarados por las instituciones en materia educativa, de generación del conocimiento, investigación e innovación; y a asegurar la calidad de los procesos y resultados en el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de los criterios y estándares de calidad, cuando corresponda, establecidos por el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


En la búsqueda de la calidad, las instituciones de educación superior deberán tener en el centro a los estudiantes y sus aprendizajes, así como la generación del conocimiento e innovación.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 16, con enmiendas).

Letra c)

Párrafo primero


Ha eliminado la frase “, de su naturaleza transformadora y de sus principios, siendo un aporte a la paz, al respeto mutuo y a la convivencia democrática”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 19, con enmiendas).


Ha incorporado el siguiente párrafo segundo:

 
“Asimismo, el Sistema velará por la integración regional e internacional de redes de conocimientos e intercambio académico, en el marco de la cooperación y colaboración.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 36, con enmiendas).
Letra d)


Ha intercalado, a continuación de la locución “y a la sociedad”, la siguiente frase: “incluyendo el respecto a los valores democráticos, la no discriminación arbitraria y la interculturalidad”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 20, con enmiendas).

Letra e)

 
La ha reemplazado por la siguiente:


“e) Inclusión. El Sistema promoverá la inclusión de los estudiantes en las instituciones de educación superior, velando por la eliminación y prohibición de todas las formas de discriminación arbitraria.


En este sentido, el Sistema promoverá la realización de ajustes razonables para permitir la inclusión de las personas con discapacidad.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 23, con enmiendas, 24 y 25).

Letra f)

Párrafo primero


Ha agregado, a continuación de la expresión “por la ley”, la siguiente frase: “, respetando el proyecto institucional y su misión”.

(Mayoría 3X2. Indicación número 28 e indicación número 29, con enmiendas).

ooooooo


Ha incorporado el siguiente párrafo segundo:

 
“Aquellas instituciones de educación superior que sean propietarias de medios de comunicación deberán promover el respeto de la libre expresión de opiniones, ideas e información.”.
(Unanimidad 4X0. Indicación número 29 ter).

Letra g)


Ha sustituido la locución “los estamentos” por la expresión “sus estamentos”.

(Unanimidad 5X0. Inciso final del Artículo 121 del Reglamento del Senado).
Letra h)


Ha suprimido la frase “, a fin de establecer y fortalecer dicha relación”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 32, con enmiendas).

Letra j)


Ha incorporado, en el párrafo primero, a continuación de la expresión “y al Estado” el siguiente texto que corresponde al párrafo segundo original: “La transparencia es, a su vez, la base para la rendición de cuentas académica, administrativa y financiera de las instituciones de educación superior, a través de los mecanismos y obligaciones de entrega de información que establezca la ley, en particular aquellos establecidos en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 35).
ooooooo


Ha incorporado, a continuación de la letra l), la siguiente nueva:

 
“m) Compromiso cívico. Las instituciones de educación superior propenderán a la formación de personas con vocación de servicio a la sociedad, comprometidas con su desarrollo.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 35 bis, con modificaciones).
ARTÍCULO 3

Inciso tercero


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos, capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores sociales y productivos del país. Asimismo, les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstos cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio, con pertinencia al territorio donde se emplazan, si corresponde. Esta formación es de ciclo corto.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 41 y 41 bis, con modificaciones).
Inciso quinto y final


Ha reemplazado la expresión “artículo 14” por “artículo 15”.


(Adecuación formal)

ARTÍCULO 4

Inciso tercero


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 47 e indicaciones números 48, 49 y 50, con enmiendas).
Inciso cuarto


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior. Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 5


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público en conformidad con la ley N° 15.561, al que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 53 bis).

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del artículo 5, el siguiente nuevo:

 
“Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del estatuto orgánico del Consejo de Rectores, las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar la incorporación de sus Rectores a dicho Consejo, siempre que la institución respectiva cumpla con los siguientes requisitos al momento de la solicitud:


a) Ser una universidad autónoma por un plazo superior a diez años.


b) Contar al menos con acreditación institucional avanzada cuya vigencia mínima sea por un plazo de cinco años, incluida la dimensión de acreditación referida en el artículo 17 inciso cuarto de la ley N° 20.129.


c) Cumplir con los requisitos de las letras b) y d) del artículo 83, exigidos para adscribir al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en el título V de esta ley; y acogerse al sistema de acceso común que utilicen las instituciones que formen parte del Consejo.

(Unanimidad 5X0. Indicación 75 bis).


d) Haber exigido en los últimos tres años un puntaje promedio mínimo de postulación, en los instrumentos de acceso, igual o superior al que exigen las instituciones que pertenecen al Consejo.


e) Impartir programas de magíster y doctorado acreditados.


f) Demostrar trabajo académico en red con universidades nacionales o extranjeras en docencia e investigación.


g) Contar con una forma de gobierno que contemple la participación de estudiantes y académicos.


h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos, la admisión, evaluación y permanencia en la universidad.


Las instituciones que den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior tendrán derecho a solicitar la incorporación de sus Rectores al Consejo, acompañando los antecedentes que permitan verificar el cumplimiento de cada literal. La incorporación se realizará mediante decreto supremo del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo de Rectores en el que se pronuncie sobre el cumplimiento de los requisitos que establece el presente artículo.”.

(Unanimidad 5X0, con excepción de la letra b) del inciso primero, que fue aprobada por 3 votos a favor de los Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio y 2 en contra, de la Senadora Von Baer y del Senador Allamand. Indicación 75, con enmiendas).

ARTÍCULO 6


Ha pasado a ser artículo 7, sin modificaciones.

ARTÍCULO 7


Ha pasado a ser artículo 8, con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Ha considerado como letra a) el texto de la letra b), reemplazado por el siguiente:

 
“a) Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior.”.

Letra b)


Ha considerado como letra b) el texto de la letra a), sin modificaciones, reemplazando la expresión “artículo 15” por “artículo 16”.

(Unanimidad 5X0. Votación separada e indicación número 78, con enmiendas).

Letra c)


Ha incorporado la siguiente frase final: “, teniendo en consideración el principio de autonomía señalado en la letra a) del artículo 2”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 79, con enmiendas).
Letra j)


La ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 82 bis).

ooooooo


Ha contemplado, a continuación de la letra i), la siguiente letra nueva:


“j) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo entre las instituciones de educación superior con los gobiernos regionales.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 84).
ARTÍCULO 8


Ha pasado a ser artículo 9, sin modificaciones.

ARTÍCULO 9


Ha pasado a ser artículo 10, sin enmiendas.

Párrafo 3°


Ha sustituido su denominación por la siguiente:

“Párrafo 3° Del Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior”

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 10


Ha pasado a ser artículo 11, sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 11.- Créase un Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso) el que establecerá procesos e instrumentos para la postulación y admisión de estudiantes a las instituciones de educación superior adscritos a éste, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos y profesionales o licenciaturas. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes.


La determinación de los requisitos y criterios de admisión a cada carrera y programa de estudios para la selección de los postulantes, siempre será efectuada por la institución de educación superior respectiva, de conformidad a la normativa vigente.


El Sistema de Acceso operará a través de una plataforma electrónica única, cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, que dispondrá de información actualizada relacionada con: el acceso a las instituciones de educación superior; la oferta académica y vacantes; los procesos de admisión; los mecanismos y factores de selección, si corresponde; los programas especiales de acceso referidos en el artículo 13; y los plazos de postulación, entre otros aspectos relevantes.


Para adscribir al Sistema, las instituciones deberán informar a la Subsecretaría.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Von Baer y Senador Allamand y 2 en contra, Senadores Montes y Quintana. Indicación número 86, con enmiendas).

ARTÍCULO 11


Ha pasado a ser artículo 12, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Ha intercalado, a continuación de la expresión “definir los”, la locución “procesos e”.


Ha eliminado la oración final “Asimismo, para la definición de los procedimientos del Sistema, la Subsecretaría consultará al respectivo comité”.

Inciso segundo

Letra a)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“a) Cinco rectores, o quienes éstos designen, representantes de instituciones miembros del Consejo de Rectores, indicado en el artículo 5, que adscriban a este Sistema de Acceso. Dentro de este grupo, tres rectores deberán representar a universidades estatales y tres rectores deberán provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.”.

Letra b)


La ha sustituido por la siguiente:

 
b) Dos rectores de universidades privadas, o quienes éstos designen, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5, de aquéllas adscritas al Sistema de Acceso.

Inciso tercero

Letra b)


Ha reemplazado la locución “adscriban al financiamiento establecido en el Título V de esta ley,” por “estén adscritos a este Sistema de Acceso,”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Von Baer y Senador Allamand y 2 en contra, Senadores Montes y Quintana. Indicaciones números 95 y 97, con enmiendas).

ARTÍCULO 12


Ha pasado a ser artículo 13, sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 13.- El Sistema deberá contemplar procesos e instrumentos de acceso de aplicación general para las instituciones adscritas, que considerarán las particularidades de cada subsistema. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar instrumentos específicos, complementarios a los anteriores, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por el comité de acceso respectivo.

 
 El Sistema de Acceso deberá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por el comité de acceso respectivo.


 Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior deberán respetar los principios que rigen el Sistema de Acceso y no podrán impedir la ejecución de los instrumentos de aplicación general. 

 
 Corresponderá a la Subsecretaría, mediante los actos administrativos que correspondan, establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso, aprobados previamente por los comités señalados en el artículo anterior.

 
 La Subsecretaría, previo acuerdo de los referidos comités, podrá encomendar, a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior, la ejecución de las acciones necesarias para la elaboración, aplicación y evaluación de los procesos e instrumentos del Sistema de Acceso.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadoras Goic y Von Baer y Senador Allamand y 2 en contra, Senadores Montes y Quintana. Indicación número 101, con enmiendas).

ARTÍCULO 13


Ha pasado a ser artículo 14, reemplazando el inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 14.- El Sistema de Acceso regulado en esta ley, así como los procesos e instrumentos de acceso que utilicen las instituciones de educación superior, deberán resguardar especialmente los principios de no discriminación arbitraria, transparencia, objetividad y accesibilidad universal, éste último de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo deberán ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada.”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 14


Ha pasado a ser artículo 15, sin modificaciones.

ARTÍCULO 15


Ha pasado a ser artículo 16, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo


Ha intercalado, a continuación de la expresión “del sector público”, la locución “y privado”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 111).

Inciso tercero

Letra e)


Ha reemplazado la expresión “artículo 11” por “artículo 12”.

(Adecuación formal)

Letra f)


Ha intercalado, a continuación de la palabra “municipios”, la locución “, el sector productivo”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 116).

Letra i)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“i) Una estrategia de vinculación entre los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional y la universitaria, así como con la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional.”.
(Unanimidad 4X0. Indicación número 117, con modificaciones).

Letra j)


La ha reemplazado por la siguiente:


“j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para la formación de sus alumnos y la promoción del desarrollo sustentable del país y las regiones, según corresponda.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 118).
ooooooo


Ha incorporado la siguiente letra k), nueva:


“k) Propuestas sobre formación continua desde la educación secundaria, que incluyan salidas intermedias y conexiones que faciliten a las personas su trayectoria educativa y laboral.”.
(Unanimidad 4X0. Indicación número 118 bis).
ARTÍCULO 16


Ha pasado a ser artículo 17, sin enmiendas.

ARTÍCULO 17


Ha pasado a ser artículo 18, sin enmiendas.

ARTÍCULO 18


Ha pasado a ser artículo 19, sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 19.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan a las instituciones de educación superior en el ámbito de su competencia. Le corresponderá también fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 122, 123 y 124, con modificaciones).

ARTÍCULO 19


Ha pasado a ser artículo 20, con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Ha intercalado, a continuación de la palabra “Fiscalizar”, la frase “, en el ámbito de su competencia,”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 125).


Ha agregado, después de la palabra “miembros”, la expresión “de la Asamblea”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“b) Fiscalizar el mantenimiento de los requisitos o condiciones que dieron lugar al reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, sin perjuicio de las atribuciones en materia académica que sean propias de otros organismos del Sistema.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 126, 127 y 128).
Letra c)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“c) Conocer los estados financieros de las instituciones de educación superior y hacer recomendaciones a las instituciones fiscalizadas.”. 
(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 129, 130 y 131 bis).

Letra h)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“h) Ingresar a los establecimientos o a las dependencias administrativas de las instituciones de educación superior con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes de la institución de educación superior fiscalizada.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 134 bis).

Letra i)


Ha incorporado, en el párrafo primero, a continuación de la expresión “realicen operaciones”, la locución “, respecto de éstas”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 135 y 136, con modificaciones).


Ha reemplazado el párrafo segundo por el siguiente:

 
“Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 137 bis).

Letra j)


Ha intercalado, en el párrafo primero, a continuación de la locución “con ellas relacionadas”, la frase “y con las que haya celebrado contratos o realizados operaciones,”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 138, con modificaciones).


Ha sustituido el párrafo segundo por el siguiente:

 
“Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 140 bis).

Letra k)


Ha reemplazado el párrafo primero por el siguiente:

 
“k) Citar a declarar, en caso que existan antecedentes de la existencia de hechos u omisiones constitutivos de infracciones graves o gravísimas, dentro del ámbito de sus competencias; a los organizadores, controladores, miembros de la Asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas; y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza; como asimismo testigos; respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el debido cumplimiento de la normativa vigente.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 143 bis).

Letra p)


Ha reemplazado, en el párrafo primero, la locución “las normas” por “los preceptos”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).


Ha agregado el siguiente párrafo segundo:

 
“La Superintendencia deberá abrir un período de información pública para la dictación de instrucciones de general aplicación, de conformidad a lo establecido en el artículo 39 de la ley Nº 19.880. Sin embargo, tratándose de casos de urgencia o cuando la información pública haga ineficaz la dictación de la instrucción, podrá omitir dicho trámite especificando las circunstancias que la justifican.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 145 bis).

Letra r)


La ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 146).

Letra s)


Ha pasado a ser letra r), sin enmiendas.

Letra t)


Ha pasado a ser letra s), agregando, a continuación de la expresión “su competencia”, la frase siguiente: “que estarán siempre disponibles de manera destacada en su página electrónica, desde el momento de su publicación”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 147).

Letras u), v) y w)


Han pasado a ser letras t, u y v, sin modificaciones.

Inciso final


Ha suprimido la locución “y en coordinación con ésta”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 149).

ARTÍCULOS 20 y 21


Han pasado a ser artículos 21 y 22, sin enmiendas.

ARTÍCULO 22


Ha pasado a ser artículo 23, agregando en el inciso segundo, luego de la expresión “durante la fiscalización”, la siguiente frase: “teniendo el funcionario la obligación de consignarlo en el acta respectiva.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 155).

Artículo 23


Ha pasado a ser artículo 24, sin enmiendas.

ARTÍCULO 24


Ha pasado a ser artículo 25, con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Ha sustituido la expresión “Los miembros,” por la siguiente frase “Los miembros de la asamblea o”.


Ha reemplazado la palabra “veinticuatro” por “doce”.

Letra b)


Ha sustituido la palabra “veinticuatro” por “doce”.

Letra c)


Ha reemplazado la palabra “veinticuatro” por “doce”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 157 y 158).

Artículos 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33 y 34


Han pasado a ser artículos 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34 y 35, respectivamente, sin enmiendas.

Párrafo 3° De la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar


Ha sustituido este epígrafe por el siguiente:

“Párrafo 3° De la obligación de informar de las instituciones de educación superior”

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 161 y 162).

ARTÍCULO 35


Lo ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones 163, 164 y 165).

ARTÍCULO 36


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa. Para estos efectos, la Superintendencia definirá, previa consulta a la Contraloría General de la República, las normas contables que deberán utilizar dentro de aquellas comúnmente aceptadas en el país. Asimismo, las instituciones deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa reguladas en la ley N° 18.045, el que deberá contener un análisis de riesgos en relación con la viabilidad financiera de la institución de educación superior.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 166 y 166 bis).

ARTÍCULO 37

Letra a)


Ha intercalado, a continuación de la palabra “auditados”, la frase “de acuerdo al artículo anterior”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 169).

Letra b)


Ha reemplazado la expresión “o miembros,” por la frase “miembros de la asamblea, nacionales o extranjeros,”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 170, con enmiendas y 171).

Letra f)


Ha agregado como oración final la siguiente: “Deben considerarse esenciales aquellos eventos que sean capaces de afectar en forma significativa, entre otros aspectos, a la situación financiera o los activos y obligaciones de la institución de educación superior.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 172).

Letras g) y h)


Las ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 173 y 174).

Inciso final


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“La información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación 175, con enmiendas).

ARTÍCULO 39

Letra d)


Ha agregado, a continuación de la palabra “Sanciones”, la frase “de los últimos cinco años”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 176).

Letra f)


Ha intercalado, a continuación de la locución “propiamente tal,”, la frase “de los últimos cinco años,”.

(Unanimidad 5X0. Inciso final del Artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 41

Inciso primero


Ha reemplazado la palabra “entidades” por la siguiente frase: “instituciones de educación superior”.


Ha agregado como oración final, la siguiente: “Para los efectos de este párrafo, se entenderá por personas interesadas aquellas a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.880.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 177 y 178).

Inciso segundo


Ha sustituido la expresión “podrá abrir” por “deberá abrir”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 179 bis).

ARTÍCULO 42


Ha reemplazado, en el inciso tercero, la expresión “podrá iniciar” por “iniciará”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número182 bis).

ARTÍCULO 43

Inciso quinto y final


Ha intercalado, a continuación de la expresión “así lo solicitare”, la frase “y existieren razones fundadas para ello”.


Ha agregado como frase final la siguiente: “La investigación se mantendrá en reserva hasta la formulación de cargos.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 184, con enmiendas e indicación número 185).

ARTÍCULO 44


Ha sustituido el inciso segundo por el siguiente:

 
“Se considerarán represalias, especialmente, el despido injustificado, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula por causales que no estén contempladas en el reglamento de la institución, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 186).

ARTÍCULO 45


Ha incorporado el siguiente inciso segundo:


“Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, en los mismos términos del artículo 25 de la ley N° 19.880.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 187).

ARTÍCULO 46


Ha incorporado el siguiente inciso tercero y final:

 
“Ninguna persona podrá ser sancionada por acciones u omisiones que no hubiesen sido imputadas en la formulación de cargos.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 188).

ARTÍCULO 53

Letra d)


Ha reemplazado la palabra “años” por “niveles”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio y 1 abstención de la Senadora Von Baer. Indicación número 195).

Letra h)


La ha suprimido.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Walker, don Ignacio y 2 en contra, Senadores Montes y Quintana. Indicaciones números 196 y 197).

Letra i)


Ha pasado a ser letra h), sin enmiendas.

Letra j)


Ha pasado a ser letra i), sin enmiendas.

ooooooo

 
Ha incorporado la siguiente letra nueva:


“j) Vulnerar los principios de libertad académica y libertad de cátedra a que se refiere la letra f) del artículo 2, por medio de la expulsión, desvinculación, censura o amedrentamiento académico.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 199 bis, con enmiendas).

ARTÍCULO 54

Letra b)


Ha reemplazado la palabra “años” por “niveles”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio y 1 abstención, Senadora Von Baer. Indicación número 200).

Letras f) y g)


Las reemplazó por la siguiente:


“f) La calidad o cantidad de la investigación que realiza la institución, así como su prestigio o posición internacional.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 202).

ARTÍCULO 55

Letra d)


Ha sustituido la palabra “unilateralmente” por “arbitrariamente”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadora Von Baer y Senadores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. Indicación número 204).


Ha agregado, a continuación de la locución “servicios educativos”, la frase “o en forma tal que implique una prolongación de éstos”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 205).

ARTÍCULO 57

Inciso tercero


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas y que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.”.

(Unanimidad 4X0. Indicaciones números 210 y 211).

Inciso cuarto y final


Lo ha suprimido.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 212.

ooooooo


Ha incorporado el siguiente inciso cuarto y final:

 
“Con todo, la Superintendencia no podrá aplicar cualquiera de las multas señaladas en el inciso primero, cuando la institución de educación superior o quienes ejerzan funciones directivas en ella, hubiesen actuado de buena fe conforme a una interpretación de las normas de carácter general vigentes sustentada por dicho organismo.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 213, con enmiendas).

ARTÍCULO 58


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 58.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción; el beneficio económico obtenido con motivo de ésta; la intencionalidad y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma; la conducta anterior del infractor; el cumplimiento de los planes de recuperación, en su caso y la concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes.”

(Unanimidad 4X0. Indicación número 214).

ARTÍCULO 62

Letra a)


Ha agregado, a continuación de la palabra “miembros”, la expresión “de la asamblea”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 217).

ARTÍCULO 63


Ha eliminado la locución “, miembros o asociados”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 222).

ARTÍCULO 65

Inciso primero


Ha agregado, a continuación de la expresión “educación que brindan”, la siguiente frase: “, sin perjuicio de los actos, contratos, inversiones u otras operaciones que realicen para la conservación e incremento de su patrimonio”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 226).

Inciso tercero


Ha reemplazado la frase “desde un 50% hasta un 200%” por “de un 50%”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 227).

Inciso cuarto y final


Lo ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Votación separada).

Artículo 66

Inciso primero


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 66.- Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar, al menos, con un órgano colegiado de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior o cualquier otra denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 232 e indicación número 233, con enmiendas).

ARTÍCULO 67


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 67.- Es función esencial del órgano de administración superior la dirección general de la administración financiera y patrimonial de la institución, en concordancia con su plan de desarrollo institucional, sin perjuicio de otras funciones que se le asignen o la existencia de otros órganos, determinados por las instituciones en sus respectivos estatutos.


El órgano de administración superior no podrá delegar, total o parcialmente, a ningún título, su función esencial, ni comprometerse a ejercerla bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades hayan sido indicadas de manera precisa.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 239, con enmiendas).

ARTÍCULO 68

Inciso primero


Ha sustituido la locución “mayoría absoluta del órgano de administración superior” por “acuerdo de la Asamblea General”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 248).

Inciso segundo


Ha reemplazado la frase “Las funciones esenciales” por “La función esencial”.


Ha sustituido la expresión “no serán delegables y se ejercerán” por “no será delegable y se ejercerá”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 249, con enmiendas).

ARTÍCULO 69


Ha intercalado, a continuación de la expresión “dolosas o culpables”, la siguiente frase: “, a menos que constare expresamente su falta de participación o su oposición al o los hechos que han ocasionado los perjuicios”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 253).
ARTÍCULO 71

Letra a)


Ha agregado, a continuación de la palabra “miembros”, la expresión “de la asamblea”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 256).

Letra e)


Ha reemplazado la palabra “tercer” por “segundo”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 257 y 258).

Letra f)


Ha sustituido el guarismo “5” por “10”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 261 y 262).

Letra g)


Ha reemplazado la frase “miembros, asociados o fundadores” por “fundadores, asociados o miembros de la asamblea”.


Ha sustituido la palabra “tercer” por “segundo”.


Ha reemplazado el guarismo “5” por “10”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 264, 265, 266, 268 y 269).

Letra h)

 
Ha sustituido la palabra “tercer” por “segundo”.


Ha reemplazado el guarismo “5” por “10”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 270, 271, 273 y 274).

Letra i)

 
Ha sustituido la palabra “tercer” por “segundo”.


Ha reemplazado el guarismo “5” por “10”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 275, 276, 278 y 279).

Letra k)


Ha agregado después de la palabra “miembro” la expresión “de la asamblea”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 280).

ARTÍCULO 72


Ha eliminado la frase “, así como los directores o decanos de sus sedes, facultades o campus, o los integrantes de órganos académicos superiores”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 282).

ARTÍCULO 73

Inciso primero


Ha reemplazado la expresión “u operaciones” por “o cualquiera otra operación”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 284, con enmiendas).

Inciso segundo

Encabezamiento


Ha sustituido la expresión “u operaciones” por “o cualquiera otra operación”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 285, con enmiendas).

Letra a)


Ha agregado después de la locución “persona jurídica”, la expresión “de derecho privado”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 286).

Letra c)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas, directivas, administrativas o docentes en la institución o de prestación de servicios educacionales.”.
(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 288 y 289).

ooooooo


Ha incorporado la siguiente letra nueva:

 
“d) Sean necesarias para la consecución de los fines de la institución y sean aprobados de acuerdo con lo establecido en los artículos 74, 75, 76 y 77, además de los mecanismos especiales definidos en una política de solución de conflictos de intereses que deberá sancionar la institución con el objetivo de resguardar debidamente el patrimonio institucional y la fe pública, la que deberá registrarse ante la Superintendencia. La Superintendencia velará por que estas operaciones cumplan debidamente con estas exigencias, sin perjuicio del ejercicio de sus facultades de fiscalización establecidas en el artículo 20. Con todo, en los casos en que exista un único oferente, la institución deberá justificar la operación ante dicho organismo y requerir su aprobación expresa.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 290, con enmiendas).

ARTÍCULO 75

Inciso tercero y final


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación aquellas que se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses y tengan igual causa u objeto.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 297).

ARTÍCULO 80


Ha incorporado el siguiente inciso segundo:

 
“Por su parte, las normas establecidas en los artículos 63 a 70 no les serán aplicables a  la Universidad Austral de Chile, a la Universidad de Concepción y a la Universidad Técnica Federico Santa María.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 310).

ARTÍCULO 81

Número 1)

Artículo 1

Inciso primero


Ha agregado la siguiente oración final: “Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 313).

Inciso segundo


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“A los organismos públicos mencionados en el inciso anterior, les corresponderá:”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 314, con enmiendas).

Letra d)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“d) La acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas de conformidad a lo establecido en el título II del capítulo II, y la acreditación de carreras o programas de pregrado y postgrado de conformidad a lo dispuesto en el título III y IV del capítulo II.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 315).
Letra e)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“e) La fiscalización del cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las normas aplicables a dicho sector, en especial a la consecución de los fines que les son propios; así como del cumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos y académicos.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 317).
Número 4)

Artículo 4

Letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“b) Interactuar con la Comisión Nacional de Acreditación en las materias propias de sus funciones, incluida la elaboración de los criterios y estándares de calidad.”. 

(Unanimidad 5X0. Indicación número 320 bis).

Letra e)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“e) Promover la coherencia entre los criterios y estándares definidos para los procesos de acreditación, con la normativa que rige el licenciamiento, así como toda otra del sector de educación superior.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 321, con enmiendas).

Número 7)

Artículo 7

Inciso primero

Letra c)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“c) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en el área de la innovación, seleccionado por la Corporación de Fomento de la Producción, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 325).

Letra d)


La ha sustituido por la siguiente:

 
“d) Un académico universitario de reconocido prestigio y amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica seleccionado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, o su sucesor, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 328).

Letra e)


Ha agregado después de la palabra “mitad”, la expresión “del plan de estudios”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 329).

Inciso segundo


Lo ha eliminado.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 333).

Incisos tercero, cuarto, quinto, quinto, sexto y séptimo


Han pasado a ser incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente, sin enmiendas.

Inciso octavo


Ha pasado a ser inciso séptimo reemplazado por el siguiente:

 
“La Comisión Nacional de Acreditación podrá funcionar en pleno o en salas. En tal caso, la primera  sala estará integrada por dos de los comisionados a que se refiere la letra a) y dos de la letra b), el comisionado de la letra c), y por uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La segunda sala se integrará por los restantes comisionados. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión será presidida por el Vicepresidente. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de acreditación institucional de las instituciones de educación superior y sobre las materias señaladas en las letras a) y b) del artículo 8. En contra de las decisiones que adopte cada una de las salas sólo se podrá interponer el recurso de reposición, sin perjuicio de la apelación regulada en la presente ley.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 340).

Inciso noveno


Ha pasado a ser inciso octavo, sustituido por el siguiente:

 
“La Comisión, tanto para su funcionamiento en sala como en pleno, requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. En caso de producirse un empate, corresponderá al Presidente o Vicepresidente, cuando corresponda, el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes. Con todo, los acuerdos relativos a los procesos de acreditación institucional deberán contar con los votos de al menos tres de los comisionados señalados en las letras b) o c) en el caso del subsistema técnico profesional, y al menos tres de los comisionados señalados en las letras a) o d) en el caso del subsistema universitario.”. 

(Unanimidad 4X0. Indicación número 341, con enmiendas).

Incisos décimo, undécimo y duodécimo


Han pasado a ser incisos noveno, décimo y undécimo, respectivamente, sin enmiendas.

Número 8)

Artículo 8

Inciso primero

Letra a)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“a) Administrar y resolver los procesos de acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas, y de las carreras y programas de estudio de pre y postgrado que éstas impartan.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones número 347 y 348).

Letra d)


La ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 350, 351 y 352).

Letras e) y f)


Han pasado a ser letras d) y e), sin enmiendas.

Inciso segundo y final


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“La Comisión deberá revisar y evaluar la calidad de sus mecanismos y procedimientos de acuerdo a orientaciones, criterios y estándares aceptados internacionalmente, y someterse, al menos cada cinco años, a una evaluación externa por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia. En este sentido, deberá poner especial énfasis en la diversidad institucional del sistema de educación superior chileno, en la definición y actualización de los criterios y estándares de calidad acorde a tal diversidad, y en los mecanismos, prácticas y resultados de evaluación interna y externa adecuados y pertinentes a los propósitos institucionales.”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 353 y 354, con enmiendas).

Número 9)

Artículo 9

Letra b)


Ha eliminado la frase “y así sucesivamente”.

(Adecuación formal)

Letra c)

Encabezamiento


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“c) Intercálanse las siguientes letras d), e), f) y g), pasando las letras e) a j) a ser letras h) a m):”.

(Adecuación formal)

Letra f) que se intercala


La ha reemplazado por la siguiente:


“f) Solicitar información a las instituciones de educación superior respecto a los avances de los Planes de Mejora, conforme a lo resuelto en la resolución de acreditación respectiva, pudiendo efectuar recomendaciones para propiciar su mejoramiento continuo;”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 356 y 357, con enmiendas).

Letra g) que se intercala


La ha sustituido por la siguiente:

 
“g) Solicitar información y disponer la realización de visitas de seguimiento a las instituciones de educación superior, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional, para verificar y resguardar el cumplimiento  de los criterios y estándares de calidad pertinentes si, a su juicio y en base a nuevos antecedentes, las condiciones que justificaron la acreditación de un programa o institución se han visto alteradas significativamente. Los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación;”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 358 y 359, con enmiendas).

Letra h) que se intercala


La ha suprimido.

(Mayoría 3 a favor de la eliminación, Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Walker, don Ignacio y 2 en contra, Senadores Montes y Quintana. Indicación número 361).

Letra d)


Ha reemplazado la expresión “que ha pasado a ser i)” por “que ha pasado a ser h)”

(Adecuación formal)

Número 10)

Artículo 10

Letra b)


Ha sustituido la frase “la locución “y”” por la siguiente: “la expresión “, y”.

(Adecuación formal)

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del número 10), los siguientes nuevos:

 
“11) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 11, la siguiente oración final: “En el ejercicio de esta función, la Secretaría deberá implementar las acciones requeridas por la Comisión para la formulación y actualización de criterios y estándares de calidad, elaborar propuestas de instrumentos y materiales para el desarrollo de los procesos de autoevaluación y evaluación externa y capacitar a los pares evaluadores, entre otras labores.”.


12) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero el guarismo “3” por “4”.


b) Intercálase en su inciso primero, después de la palabra “institucional”, la frase “universitaria, uno para la acreditación institucional técnico profesional”.


c) Elimínase en su inciso primero, la segunda vez que aparece, la expresión “carreras y”.


d) Reemplázase en su inciso tercero, la palabra “quince” por “diez”.


e) Elimínase su inciso cuarto.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 362).

Número 11)


Ha pasado a ser número 13), con las siguientes enmiendas:

Artículo 12 bis

Encabezado


Los ha sustituido por el siguiente:

 
“Artículo 12 bis.- No podrán ser comisionados:”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo 12 quáter

Inciso segundo


Ha reemplazado la expresión “el Comité de Coordinación” por “la Comisión”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 365).

Inciso tercero


Ha incorporado la siguiente oración final: “Tampoco podrá ocupar algún cargo directivo o administrativo en ninguna Institución de Educación Superior por el lapso de tres años, tratándose de la letra e) o del literal iii) de la letra f) de este artículo.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 365 bis, con enmiendas).

Artículo 12 quinquies

Inciso segundo


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“Asimismo, los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva y el personal que preste servicios a la Comisión tendrán prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios, sean éstos remunerados o gratuitos, ya sea en forma directa o a través de terceros, salvo labores docentes, académicas o administrativas, en cuyo caso deberá darse cumplimiento a lo establecido en el artículo 12 ter.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 367 y 368).

Número 12)


Ha pasado a ser número 14), sin modificaciones.

Número 13)


Lo ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 369).

Número 14)


Ha pasado a ser número 15), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Ha intercalado, en el inciso primero propuesto, a continuación de la frase “verificación del cumplimiento de”, la expresión “criterio y”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 370 y 371).

Letra b)


Ha intercalado, a continuación del vocablo “sedes”, la frase “, funciones y niveles de programas formativos” y después de la palabra “postgrado”, la locución “, en sus diversas modalidades, tales como presencial, semipresencial o a distancia,”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 373, con enmiendas e indicación número 374).

Letra d)


Ha suprimido la expresión “representativa e”.


Ha agregado, luego de la expresión “, funciones”, la locución “y en sus diversas modalidades,”.


Ha intercalado, a continuación de la palabra “seleccionar”, la voz “adicionalmente”, y a continuación de la expresión “evaluación, la que”, la palabra “deberá”.

(Unanimidad 4X0 y 5X0. Indicaciones números 376 y 377 y Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

NÚMERO 15)


Ha pasado a ser número 16), reemplazado por el siguiente:


“16) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse las letras a) y b) por las siguientes: 


“a) Autoevaluación institucional: proceso participativo mediante el cual la institución de educación superior realiza un examen crítico, analítico y sistemático del cumplimiento de los criterios y estándares definidos por dimensión, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional. Este proceso deberá sustentarse en información válida, confiable y verificable.


La institución de educación superior deberá elaborar un informe de autoevaluación, que dé cuenta del proceso y sus resultados, incluyendo una evaluación del cumplimiento de sus propósitos declarados y de los criterios y estándares de calidad, respecto de todos los niveles, modalidades y sedes en que la institución desarrolle funciones académicas e institucionales. 


El informe de autoevaluación deberá contemplar un Plan de Mejora verificable, que deberá vincularse con los procesos de planificación estratégica institucional. Asimismo, deberá identificar las principales áreas en las que la institución ha determinado desarrollar acciones de mejoramiento, y los mecanismos y acciones específicas mediante los cuales la institución solucionará las debilidades detectadas durante la autoevaluación y los plazos en los que se espera alcanzarlos.


b) Evaluación externa: proceso tendiente a evaluar,  respecto de cada una de las dimensiones señaladas en el artículo 17 siguiente, el grado de cumplimiento de los criterios y estándares de evaluación, y verificar la validez del informe de autoevaluación desarrollado por la institución, identificando si la institución cuenta –y en qué grado- con las condiciones necesarias para garantizar un proceso de formación de calidad, un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados y el cumplimiento de los demás fines de la institución.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, 1 en contra, Senadora Von Baer y 1 abstención, Senador Allamand. Indicación número 378).


b) Agrégase al párrafo primero de la letra c), la siguiente oración final: “Previo a esta decisión, la Comisión deberá escuchar al Presidente de la Comisión de Pares Evaluadores y a la institución evaluada.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, 1 en contra, Senadora Von Baer y 1 abstención, Senador Allamand. Indicación número 378).


c) Intercálase, en el inciso segundo, antes de la palabra “autoevaluación”, la frase “el proceso de”.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 378 bis).

Número 16)

Artículo 16 bis


Ha pasado a ser número 17), con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“En el caso de que una institución de educación superior no presente a la Comisión su informe de autoevaluación una vez vencida su acreditación vigente se entenderá que la institución no se encuentra acreditada, debiendo procederse de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la presente ley.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 381).

Inciso tercero y final


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento deberán presentar su informe de autoevaluación a la Comisión en el plazo de dos años desde obtenida su autonomía. La no presentación del informe en dicho plazo tendrá a la institución por no acreditada”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 382, con enmiendas).

Número 17)

Artículo 17


Ha pasado a ser número 18, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Ha reemplazado la frase “a partir de criterios y estándares de calidad definidos para dichas dimensiones” por la siguiente: “sobre la base de criterios y estándares de calidad previamente definidos para dichas dimensiones, y teniendo en consideración la misión y el respectivo proyecto institucional”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio y 1 en contra, Senadora Von Baer. Indicación número 384).

Inciso tercero


Ha sustituido las frases que suceden a la expresión “de formación;” por las siguientes: “gestión estratégica y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad y vinculación con el medio”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 387 y 389).

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del inciso tercero, el siguiente, nuevo:

 
“Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán acreditar la dimensión de investigación, creación e innovación.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 390).

Número 18)

Artículo 17 bis


Ha pasado a ser número 19, con las siguientes enmiendas:

Letras a), b) y c)


Las ha sustituido por las siguientes:

 
“a) Dimensión de evaluación: área en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.


b) Criterio: elementos o aspectos específicos vinculados a una dimensión que enuncian principios generales de calidad aplicables a las instituciones en función de su misión. La definición de estos criterios deberá considerar las particularidades del subsistema universitario y del técnico profesional.


c) Estándar: descriptor que expresa el nivel de desempeño o de logro progresivo de un criterio. Dicho nivel será determinado de manera objetiva para cada institución en base a evidencia obtenida en las distintas epatas del proceso de acreditación institucional.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 393, con enmiendas).

Número 19)

Artículo 18


Ha pasado a ser número 20), con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Ha suprimido la expresión “y establecerán”.


Ha reemplazado la locución “previo informe del” por “previa consulta al”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 399, con enmiendas).

Inciso segundo


Ha agregado, después de la palabra “niveles”, la expresión “de programas”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 400).

Inciso tercero


Ha eliminado la frase “para que este último emita su informe”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Inciso cuarto


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Se establecerán criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional, de acreditación de carreras y programas y de acreditación de programas de magister, doctorados y especialidades médicas y odontológicas.”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 404, 404 bis, 405 y 407, con enmiendas).

Inciso quinto

Numerales 1 a 5


Los ha sustituido por los siguientes:

 
“1.- Docencia y resultados del proceso de formación. Debe considerar las políticas y mecanismos institucionales orientados al desarrollo de una función formativa de calidad, los que se deberán recoger en la formulación del modelo educativo. 


2.- Gestión estratégica y recursos institucionales. Debe contemplar políticas de desarrollo y objetivos estratégicos, y la existencia de una estructura organizacional e instancias de toma de decisiones adecuadas para el cumplimiento de los fines institucionales. 


3.- Aseguramiento interno de la calidad. El sistema interno de aseguramiento y gestión de la calidad institucional debe abarcar la totalidad de las funciones que la institución desarrolla, así como las sedes que la integran y deberá aplicarse sistemáticamente en todos los niveles y programas de la institución de educación superior. Los mecanismos aplicados deberán orientarse al mejoramiento continuo, resguardando el desarrollo integral y armónico del proyecto institucional.


4.- Vinculación con el medio. La institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo local, nacional e internacional, y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse mecanismos de evaluación de la pertinencia e impacto de las acciones ejecutadas, e indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.


5.- Investigación, creación y/o innovación.


a) Las universidades deberán, de acuerdo con su proyecto institucional, desarrollar actividades de generación de conocimiento, tales como investigaciones en distintas disciplinas del saber, creación artística, transferencia y difusión del conocimiento y tecnología o innovación. Esto debe expresarse en políticas y actividades sistemáticas con impacto en el desarrollo disciplinario, en la docencia de pre y postgrado, en el sector productivo, en el medio cultural o en la sociedad.


b) Los institutos profesionales y centros de formación técnica, de acuerdo con su proyecto institucional, deberán desarrollar políticas y participar en actividades sistemáticas que contribuyan al desarrollo, transferencia y difusión de conocimiento y tecnologías, así como a la innovación, con el objetivo de aportar a solución de problemas productivos o desafíos sociales en su entorno relevante. Estas actividades deberán vincularse adecuadamente con la formación de estudiantes.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 409, con enmiendas).

Número 20)

Artículo 19


Ha pasado a ser número 21), con las siguientes enmiendas:

Letra e)

Literal a)


Lo ha eliminado. 

(Unanimidad 5X0. Indicación número 412).

Literal b)


Ha pasado a ser literal a), sustituyendo la voz “tres” por “dos”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 413).

Literal c)


Ha pasado a ser literal b), sin enmiendas.

Literal d)

 
Ha pasado a ser literal c), agregando, a continuación de la palabra “miembros”, la expresión “de la asamblea”.

Segundo inciso propuesto en la letra e)


Ha agregado después de la palabra “miembros”, la expresión “de la asamblea”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 414).

ooooooo


Ha incorporado el siguiente número 22 nuevo:


“22) Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 19 bis.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los pares evaluadores, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por pares evaluadores distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 19.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 416).

Número 21)

Artículo 20


Ha pasado a ser número 23), sustituido por el siguiente:

 
“23) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que cumplan con los criterios y estándares de las dimensiones referidas en el inciso tercero del artículo 17, teniendo en consideración su misión y proyecto institucional. La acreditación institucional podrá ser de excelencia, avanzada o básica, en conformidad con los niveles de desarrollo progresivo que evidencien las instituciones.


En su pronunciamiento, la Comisión señalará el plazo en que la institución deberá someterse a un nuevo proceso de acreditación, el que podrá ser de 6 o 7 años en el caso de la acreditación de excelencia, de 4 o 5 años en la acreditación avanzada y de 3 años en la acreditación básica, sin perjuicio de lo establecido en el inciso siguiente. Con todo, sólo podrán someterse a un nuevo proceso de acreditación en un plazo de 7 años aquellas instituciones que cuenten con acreditación de la dimensión de investigación, creación y/o innovación.


Las instituciones reconocidas por el Estado acreditadas en el nivel básico sólo podrán impartir nuevas carreras o programas de estudio, abrir nuevas sedes, o aumentar el número de vacantes en alguna de las carreras o programas de estudio que impartan, previa autorización de la Comisión. Asimismo, la acreditación institucional básica sólo podrá otorgarse de forma consecutiva por una vez.


La resolución final del proceso de acreditación institucional deberá contener un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16 de la presente ley. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 415, con enmiendas).

Número 22)

Artículo 21


Ha sido consignado a continuación del número 20), que ha pasado a ser número 21), referido al artículo 19 bis.

Número 23)

Artículo 21 bis


Ha pasado a ser número 24), sustituido por el siguiente:


24) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- No se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que no cumplan con los criterios y estándares de calidad, según lo dispuesto en el artículo 20.


Tampoco se otorgará la acreditación institucional a aquellas instituciones de educación superior que, habiendo obtenido por una vez consecutiva la acreditación institucional básica, no obtuvieren en el siguiente proceso al menos la acreditación avanzada.


Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado no acreditadas quedarán sujetas a la supervisión del Consejo Nacional de Educación por un plazo máximo de tres años, contado desde el pronunciamiento de no acreditación por parte de la Comisión. Para estos efectos, el Consejo podrá ejercer las funciones del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación, en lo que sea aplicable, y solicitar a la respectiva institución de educación superior la información que estime pertinente.


Las instituciones de educación superior referidas en el inciso anterior no podrán impartir nuevas carreras o programas, ni abrir nuevas sedes, ni aumentar sus vacantes. Asimismo, no podrán matricular nuevos estudiantes, salvo que cuenten con autorización previa del Consejo Nacional de Educación.


En caso que la institución tenga carreras y programas de pre y posgrado acreditados, de conformidad con lo establecido en los títulos III y IV siguientes, aquéllos perderán su acreditación.


Si al término del plazo señalado en el inciso segundo la institución no acreditada no obtiene al menos la acreditación institucional básica, el Consejo deberá informar al Ministerio de Educación para que éste dé curso a la revocación del reconocimiento oficial y al nombramiento de un administrador de cierre. Lo mismo aplicará en caso que, durante el transcurso del referido plazo, el Consejo, en acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en sesión convocada a ese solo efecto, considere que la institución no cuenta con las condiciones mínimas necesarias para subsanar las observaciones que dan cuenta del incumplimiento de los criterios y estándares de calidad.


En los casos regulados en el presente artículo, la Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar al Ministerio de Educación de la no acreditación institucional dentro de los tres días hábiles siguientes a la dictación de la resolución respectiva.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las instituciones de educación superior señaladas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación.”.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 418, con enmiendas).

Número 24)

Artículo 23


Ha pasado a ser número 25, reemplazado por el siguiente:


“25) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.


b) Intercálase, en el primer inciso, después de la palabra “hábiles”, la frase “, salvo que se trate de una institución que se encuentre en supervisión por el mismo”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 419).

Número 25)

Artículo 24


Ha pasado a ser número 26, sin enmiendas.

Número 26)

Artículo 25 bis


Lo ha eliminado.

(Mayoría 3 votos a favor de la eliminación, Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Walker, don Ignacio y 1 en contra del Senador Montes. Votación separada).

Número 27)

Artículos 25 ter, 25 quáter y 25 quinquies


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“27) Incorpórase el siguiente artículo 25 ter, nuevo:


“Artículo 25 ter.- Para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que previamente deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.


El Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:


a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.


b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.


c) Copia de los planes y programas de estudio.


d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.


e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.


f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.


g) Señalar la manera en que se resguardarán los derechos laborales de los trabajadores de la institución  que sean desvinculados, cuando corresponda.

h) El plan de cierre deberá contener la indemnización que se haya causado a estudiantes, académicos y trabajadores por el mismo.  


La Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución.


Sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo. Una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.


El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior.


Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.”.

(Unanimidad 3X0. Indicación número 424, indicación número 431 bis e indicación número 431 ter).

Número 28)


Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“28) Reemplázase el epígrafe del título III por el siguiente “De la acreditación de carreras y programas de pregrado”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 433 bis).

Número 29)


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“29) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 1° del título III por el siguiente:

“De la acreditación obligatoria de carreras y programas de pregrado”

(Unanimidad 5X0. Indicación número 433 bis).

Número 31)

Artículo 27

Inciso primero


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 27.- Las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Cirujano Dentista, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 440).

Inciso segundo


Ha intercalado, a continuación de la expresión “cumplimiento de”, la locución “criterios y”.


Ha agregado, después de la palabra “imparte”, la frase “y la normativa vigente que rige su ejercicio”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 446 y 447).

Inciso tercero


Ha intercalado, a continuación de la expresión “cumplimiento de los”, la locución “criterios y”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

ooooooo


Ha agregado, a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos nuevos:

 
“Sólo las universidades acreditadas podrán impartir las carreras y programas referidos en este artículo, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.


Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación, y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir las carreras referidas en este artículo hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía. Dentro del plazo de dos años, contado desde la obtención de la plena autonomía, las instituciones de educación superior deberán iniciar el proceso de acreditación de sus respectivas carreras. 


Las universidades acreditadas que creen nuevas carreras o programas referidas en el inciso primero de este artículo tendrán un plazo de tres años para obtener su acreditación, contados desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 448, con enmiendas).

Número 32)

Artículo 27 bis

 
Lo ha reemplazado por el siguiente:


“32) Modifícase el artículo 27 bis en el siguiente sentido:


a) Elimínanse sus incisos primero, segundo y final.


b) Intercálase en el encabezado del inciso tercero, que pasa a ser primero, a continuación de la expresión “de carreras y programas”, la frase “de pedagogía”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 449).

ooooooo


Ha intercalado, a continuación del número 37), el siguiente nuevo:

 
“38) Agrégase el siguiente párrafo 2°, nuevo, en el título III:

“Párrafo 2°

De la acreditación voluntaria de carreras y programas de pregrado

 
Artículo 30.- Para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, existirá un proceso de acreditación voluntaria de las carreras y programas de pregrado al que podrán acceder las instituciones que cuenten, al menos, con acreditación institucional de nivel avanzado y cuyas carreras de acreditación obligatoria se encuentren acreditadas. 

 
Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación, en función de aquellas prioridades que se deberán definir en el Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior establecido en la letra d) del artículo 4, establecerá periódicamente aquellas áreas o carreras respecto de las cuales las instituciones de educación superior podrán solicitar esta acreditación voluntaria. 

 
En estos procesos, la evaluación externa podrá ser efectuada por los pares evaluadores referidos en el artículo 19 precedente. 

 
También podrán ser efectuadas por entidades evaluadoras de reconocido prestigio, registradas ante la Comisión y autorizadas y supervisadas por esta. Dichas entidades podrán ser de origen nacional o extranjero y deberán estar constituidas como personas jurídicas sin fines de lucro.

 
La Comisión asignará, según un procedimiento transparente y públicamente conocido, a los pares o entidades evaluadoras que realizarán la respectiva evaluación externa resguardando especialmente que no existan conflictos de intereses.

 
Con todo, la decisión de acreditación de estas carreras será siempre adoptada por la Comisión, la cual deberá basarse en criterios y estándares específicos, que deberá dictar de conformidad a lo establecido en el artículo 18. Los aranceles que cobrará la Comisión por el desarrollo de estos procesos se regirán por el artículo 14.

 
Un reglamento de la Comisión Nacional de Acreditación, previa consulta al Comité de Coordinación señalado en el artículo 3°, regulará lo establecido en el presente artículo, especialmente lo referido a la autorización y supervisión de las entidades evaluadoras y los mecanismos de resolución de conflictos de intereses.”.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 438 bis).

Número 38)


Ha pasado a ser número 39), suprimiendo la expresión “30,”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 452 bis).

Número 39)


Ha pasado a ser número 40), sin enmiendas.

Número 40)


Ha pasado a ser número 41), sustituido por el siguiente:


“41) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:


a) Elimínase en el inciso primero la frase “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”.


b) Intercálase en el inciso primero, después de la palabra “imparta”, la frase “, los criterios y estándares de calidad correspondientes, la normativa vigente aplicable al respectivo programa”.


c) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Las universidades deberán someter sus programas de doctorado a los procesos de acreditación, siendo ello voluntario para los demás programas a que se refiere el inciso anterior. Se podrá exigir, como requisito para acceder a financiamiento público o para contar con la garantía del Estado, que el programa de postgrado respectivo se encuentre acreditado de conformidad a lo establecido en esta ley.”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 453).

Número 41)

Artículo 45


Ha pasado a ser número 42), reemplazado por el siguiente:


“42) Derógase el artículo 45.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 456).

Números 42) y 43)


Han pasado a ser números 43) y 44), respectivamente, sin enmiendas.

Número 44)

Artículo 48


Ha pasado a ser número 45), intercalando, a continuación de la letra a), la siguiente nueva:

 
“b) Incorpórase como oración final de la letra c), que pasa a ser b), la siguiente: "Las instituciones de educación superior deberán hacer referencia sólo al nivel de acreditación obtenido. Asimismo, siempre deberán señalar si cuentan o no con acreditación en la dimensión de investigación, creación y/o innovación referida en el inciso cuarto del artículo 17.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 458).

Letra b)


Ha pasado a ser letra c), sin enmiendas.

Número 45)


Ha pasado a ser número 46), sin enmiendas.

Número 46)

Artículo 50


Ha pasado a ser número 47), sustituido por el siguiente:


“a) En el inciso primero:


i. Reemplázase la palabra “División” por “Subsecretaría”.


ii. b) Elimínase la palabra “estadísticos”.


ii. Suprímese la expresión “; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.”.


iv. Agrégase la siguiente frase final: “Asimismo, deberán informar la apertura de nuevas sedes, carreras y programas.”.


b) Intercálase, a continuación del inciso primero, el siguiente nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero y final:

 
“Corresponderá a la Subsecretaría validar y procesar la información proporcionada por las instituciones, cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 460).

Números 47) y 48)


Han pasado a ser números 48) y 49), respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 83

Letra a)


Ha reemplazado la frase “cuatro o más años de acreditación institucional” por “acreditación institucional avanzada o de excelencia”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 462).

Letra c)


Ha eliminado la palabra “Común” que sigue a la palabra “Sistema”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Letra d)


Ha reemplazado la expresión “autorizadas por” por la locución “informadas a”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Letra e)


La ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 468 y 469).

Inciso segundo 


Ha reemplazado la expresión numérica “112” por “113”.

(Adecuación formal)

Artículo 85


Ha agregado el siguiente inciso final:

 
“Las instituciones de educación superior sólo efectuarán la rendición del aporte institucional para la gratuidad a la Superintendencia, de conformidad a las normas de carácter general que ésta dicte.”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadora Von Baer y Senadores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio y 1 voto en contra del Senador Montes. Indicación número 474, con enmiendas).

ARTÍCULO 88

Inciso primero


Ha reemplazado la expresión numérica “103” por “104”.

(Adecuación formal)

Inciso segundo


Ha reemplazado la palabra “años” por “niveles, años y dimensiones”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 482).

Inciso cuarto


Ha agregado la siguiente oración final: “Con todo, excepcionalmente y por razones fundadas, la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente, podrá solicitar a la Subsecretaría, a más tardar en octubre del año respectivo, que adelante el procedimiento de determinación de valores regulados de los que trata este artículo para uno o más grupos de carreras. La Subsecretaría podrá acoger la solicitud de la Comisión, caso en el cual enviará la propuesta del inciso primero del artículo 91 en el mes de abril del año siguiente; o rechazarla; en ambos casos de manera fundada.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 485 bis).

ARTÍCULO 91


Ha intercalado, en el inciso primero, a continuación de la locución “regulado en este título”, la frase “y a las federaciones de estudiantes respectivas”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 491 ter).

ARTÍCULO 92

Inciso primero

 
Ha reemplazado la expresión “ocho” por “siete”.

 
Ha agregado la siguiente oración final: “Asimismo, las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título podrán enviar a la Comisión sus apreciaciones al referido informe dentro del plazo de un mes contado desde su dictación.”.

Inciso segundo

 
Lo ha sustituido por el siguiente:

 
“La Comisión se pronunciará sobre el informe dentro del plazo de tres meses contado desde su recepción, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas, y debiendo tener a la vista las apreciaciones de las instituciones. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 492 ter).

ARTÍCULO 94

Inciso segundo


Ha reemplazado la palabra “años” por “niveles, años y dimensiones”.


Ha sustituido la frase “los años de acreditación institucional” por la expresión “, aquellos”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 499 y 500).

Inciso tercero


Ha reemplazado la palabra “años” por “niveles, años y dimensiones”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 501).

ARTÍCULO 96

Inciso tercero


Ha intercalado, a continuación del primer punto seguido, la siguiente frase: “Con todo, en igualdad de puntajes se deberá preferir a las postulantes mujeres”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadora Goic y Senadores Montes y Quintana y 2 en contra, Senadora Von Baer y Senador Allamand. Indicación número 503 bis).

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del artículo 100, el siguiente nuevo:

 
“Artículo 101.- Los integrantes de la Comisión no tendrán carácter de personal de la Administración del Estado. Sin perjuicio de lo anterior, les serán aplicables las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad contenidas en el título III del decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; deberán declarar intereses y patrimonio de acuerdo al capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880; y les serán aplicables las normas previstas en el título V del libro II del Código Penal sobre delitos de los empleados públicos, considerándoseles, por consiguiente, comprendidos en el artículo 260 del referido Código.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 504).

Artículo 101


Ha pasado a ser artículo 102, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Ha suprimido la frase “y que deberá dictarse a más tardar el 30 de abril del año anterior al que se aplique la regulación”.


Ha sustituido la expresión “artículo 103” por “artículo 104”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 505 y 506).

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del inciso primero, el siguiente nuevo:

 
“La resolución deberá dictarse a más tardar el 30 de abril y regirá por el plazo de tres años, contado desde el año siguiente a su dictación.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 507).

Inciso segundo


Ha pasado a ser inciso tercero, con la siguiente enmienda:

Letra a)


Ha reemplazado la palabra “años” por “niveles y años”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 508).

Inciso tercero


Ha pasado a ser inciso cuarto, sustituido por el siguiente:

 
“Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá recabar antecedentes entre los integrantes del Sistema de Educación Superior; organismos públicos con competencia en las áreas de ciencia, tecnología e innovación o en las áreas de productividad y crecimiento económico de largo plazo; y organizaciones del sector productivo, entre otras. Asimismo, considerará, entre otras, la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior y la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, reguladas en los artículos 8 y 16 de esta ley, entre otros antecedentes.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 511, con enmiendas).

ooooooo


Ha incorporado el siguiente inciso nuevo:

 
“Con todo, excepcionalmente y de manera fundada, mediante resolución del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, y a solicitud de la respectiva institución de educación superior, podrá autorizarse un incremento de vacantes superior al de la resolución referida en el inciso primero, si tiene como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones, y está contemplada, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.”.

(Mayoría 3 a favor, Senadoras Goic y Von Baer y Senador Allamand y 2 en contra, Senadores Montes y Quintana. Indicación número 510 bis).

ARTÍCULOS 102 


Ha pasado a ser artículo 103, sustituyendo el número “108” por “109”.

(Adecuación formal)

Artículos 103, 104, 


Han pasado a ser artículo 104 y 105, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 105


Ha pasado a ser artículo 106, reemplazando  el número “107” por “108”.

(Adecuación formal)

Artículos 106


Ha pasado a ser artículo 107, reemplazando  el número “102” por “103”.

(Adecuación formal)


Han pasado a ser artículo 107 y 108, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO 108


Ha pasado a ser artículo 109, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Ha sustituido la expresión “artículo 102” por “artículo 103”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 518).

Inciso segundo


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 107, a menos que el respectivo programa técnico de nivel superior se articule con otra carrera o programa de estudios de un área del conocimiento afín. En este caso, la duración nominal del programa se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante, descontados los semestres, o su equivalente, convalidados en la nueva carrera. Con todo, en este caso, como también en el señalado en el inciso final del artículo 105, se considerará que existe articulación si en la nueva carrera se convalidan al menos dos de los semestres cursados previamente, o su equivalente, según lo disponga el reglamento.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 519).

Inciso tercero


Ha sustituido la expresión “artículo 102” por “artículo 103”.


Ha agregado, a continuación de la locución “inciso segundo”, la frase “del artículo 107”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 520 y 521).

ARTÍCULO 109


Ha pasado a ser artículo 110, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Ha reemplazado las expresiones “artículo 102”, “artículo 106” y “artículo 108” por “artículo 103”, “artículo 107” y “artículo 109”, respectivamente.

(Adecuación formal)

Inciso tercero


Ha sustituido la expresión “artículo 102” por “artículo 103”.

(Adecuación formal)

ARTÍCULOS 110


Ha pasado a ser artículo 111, sin enmiendas.

ARTÍCULO 111


Ha pasado a ser artículo 112, agregando en el inciso segundo la siguiente oración final: “En el caso de las universidades estatales se estará a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Sobre Universidades del Estado.”, y reemplazando en su inciso cuarto el número “102” por “103”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 522 bis)

(Adecuación formal)

ARTÍCULOS 112, 113 y 114, 


Han pasado a ser artículos 113, 114 y 115, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 115


Ha pasado a ser artículo 116, reemplazando en su inciso primero la expresión numérica “quinto” por “sexto”

(Adecuación formal)

Artículos 117 y 118


Han pasado a ser artículos 117 y118,

ARTÍCULO 118


Ha pasado a ser artículo 119, con las siguientes modificaciones:

Número 4


Lo ha sustituido por el siguiente:


“4) Reemplázase, en el título III, el epígrafe del párrafo 5° por el siguiente:


“Párrafo 5°


Del Reconocimiento Oficial de los títulos que otorgan los establecimientos de educación superior dependientes de Ministerios”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 524).

Número 5


Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“5) Intercálase, a continuación del artículo 84, el siguiente artículo 84 bis, nuevo:


“Artículo 84 bis.- La Escuela de Gendarmería de Chile desarrolla actividades docentes, de investigación y extensión de nivel superior, cuyo objetivo fundamental es formar profesionales y técnicos con los conocimientos necesarios para el cumplimiento de las funciones institucionales que les encomienda la ley.


En ese sentido, podrá otorgar títulos profesionales y técnicos de nivel superior propios de su quehacer, de acuerdo con la naturaleza de la enseñanza impartida y en el ámbito de su competencia.


Los títulos técnicos de nivel superior y profesionales referidos en el inciso anterior, serán equivalentes a los de similar carácter conferidos por los demás establecimientos de educación superior y reconocidos como tales para todos los efectos legales.”.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 525).

ARTÍCULO 119


Ha pasado a ser artículo 120, con las siguientes enmiendas:

Número 4

Artículo 6

Letra c)


La ha reemplazado por la siguiente:

 
“c) Incorpórase en el inciso primero la siguiente letra f) nueva:


“f) Cuando una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumpla con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 65 de la Ley de Educación Superior.”.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadora Goic y Senadores Montes y Quintana y 2 en contra, Senadora Von Baer y Senador Allamand. Indicación número 533).

Número 7

Artículo 10

Letra c)


La ha sustituido por la siguiente:


“c) En el inciso segundo reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 536).

Número 9

Artículo 12

Letra b)


La ha suprimido.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 543).

Letra c)


Ha pasado a ser letra b), sin enmiendas.

ARTÍCULO 120 


Ha pasado a ser artículo 121, reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo 121.- Las universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Basal por Desempeño”. 

 
Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. Las reglas de distribución de los recursos serán definidas mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, basándose en criterios objetivos y considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981” establecido en la ley N° 20.882.

 
Las Universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, sólo deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 549 bis).

ARTÍCULO 121


Ha pasado a ser artículo 122, sin enmiendas.

ooooooo


Ha incorporado el siguiente artículo nuevo:

 
“Artículo 123.- El Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, en el mes de septiembre de cada año, un informe que detalle el gasto tributario que hubieren significado durante el año anterior las exenciones, franquicias y todo otro tipo de beneficio impositivo, de cualquier naturaleza, de que gocen las instituciones de educación superior.

 
Para tal efecto, las instituciones deberán preparar un reporte anual, desagregado por ítem de gasto, con indicación de las operaciones y sus características, el cual será remitido al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución dictada al efecto.”.

(Unanimidad 5X0, con excepción del inciso segundo que fue aprobado por 3 votos a favor, Senadora Goic y Senadores Montes y Quintana y 2 en contra, Senadora Von Baer y Senador Allamand. Indicación número 555 bis).

ARTÍCULO 122


Ha pasado a ser artículo 124, sin enmiendas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del artículo segundo transitorio, el siguiente nuevo:

 
“Artículo tercero.- Para los efectos de lo establecido en el artículo 6 de esta ley, se entenderá que las universidades que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación, de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra b) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cinco o más años y tienen acreditada el área de investigación de conformidad con la ley N° 20.129.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 558).

Artículo tercero


Ha pasado a ser artículo cuarto, reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo cuarto.- El Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley entrará en funcionamiento a partir del año 2020 para los procesos de admisión del año 2021.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 559 bis).

Artículo cuarto


Ha pasado a ser artículo quinto, sustituido por el siguiente:


“Artículo quinto.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley, el Ministerio de Educación implementará un piloto de Marco de Cualificaciones, de carácter referencial, asociado a la formación técnico profesional provista por los centros de formación técnica estatales creados por la ley N° 20.910 y al que podrán adherir también las instituciones privadas. El diseño de dicho programa deberá considerar la participación de las instituciones de educación superior de dicho subsistema, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 


Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, deberá entregar al Ministro de Educación una propuesta de Marco de Cualificaciones que contenga: un diagnóstico sobre articulación entre los distintos niveles formativos del Sistema de Educación Superior en el subsistema técnico profesional, y entre la oferta formativa y el mundo del trabajo; una evaluación del programa piloto al que se refiere el inciso anterior; los objetivos y alcance que debiera tener un Marco de Cualificaciones en función de los requerimientos del país; un diseño de la institucionalidad encargada de su elaboración, revisión y actualización, y, finalmente, las modificaciones legales necesarias para su implementación. 


En la elaboración de dicha propuesta se deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 


Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá que un Marco de Cualificaciones es un instrumento orientador y referencial que permite organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Dicho instrumento debe contribuir a promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas; a la articulación entre distintos niveles educativos, y entre la educación formal y no formal y a la articulación de las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa. 


De lo señalado en este artículo, se informará, anualmente, a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 560 bis, con enmiendas).

Artículo quinto.


Ha pasado a ser artículo sexto, reemplazando en su numeral 6) la expresión numérica “117” por “118”.

(Adecuación formal)

Artículos sexto y séptimo 

Han pasado a ser artículo séptimo y octavo, sin enmiendas.

Artículo octavo


Ha pasado a ser artículo noveno, sustituyendo la expresión numérica “quinto” por “sexto”.

(Adecuación formal)


Artículos noveno, décimo, décimo primero, décimo segundo y décimo tercero transitorios


Han pasado a ser artículos décimo, décimo primero, décimo segundo, décimo tercero y décimo cuarto, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo décimo cuarto


Ha pasado a ser artículo décimo quinto, suprimiendo el inciso segundo, y reemplazado la expresiones numéricas “119” por “120”, las dos veces que aparece y “décimo” por “undécimo”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 565 bis).

(Adecuación formal)

Párrafo 3°

Epígrafe


Lo ha sustituido por el siguiente:

“Párrafo 3° De la transición de las obligaciones de informar de las instituciones de educación superior”

(Unanimidad 5X0. Indicación número 565 ter).

Artículo décimo quinto


Ha pasado a ser artículo décimo sexto, reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo décimo sexto.- Las obligaciones establecidas en el artículo 36 comenzarán a regir un año después a partir de la fecha en que la Superintendencia defina las respectivas normas contables.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 565 quáter).

Artículo décimo sexto


Ha pasado a ser artículo décimo séptimo, sin enmiendas.

Artículo décimo séptimo


Ha pasado a ser artículo décimo octavo, agregando después de la palabra “superior”, la frase “, reconocidas oficialmente por el Estado al momento de la publicación de la presente ley,” y reemplazando la expresión “63 y 64” por “63, 64, 66, 67, 68, 69 y 70”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadora Goic y Senadores Montes y Quintana y 2 en contra, Senadora Von Baer y Senador Allamand. Indicación número 568).

Artículos décimo octavo 


Ha pasado a ser artículo décimo noveno, reemplazado por el siguiente:

 
 “Artículo décimo noveno.- Las instituciones de educación superior tendrán un plazo de un año contado desde la publicación de esta ley para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación número 571).

Artículos décimo noveno 

 
Ha pasado a ser artículo vigésimo, sin enmiendas.

Artículo vigésimo


Ha pasado a ser artículo vigésimo primero, reemplazando, en su inciso primero, la expresión “14, 15, 16, 17, 20, 21 y 26” por “15, 16, 17, 18, 21, 22, 24 y 27”; y en su inciso segundo, expresión numérica “quinto” por “sexto”.

(Unanimidad 4X0. Indicación número 575).

(Adecuación formal)

Artículo vigésimo primero


Ha pasado a ser artículo vigésimo segundo, sustituyendo el inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo vigésimo segundo.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá elaborar una primera propuesta de los criterios y estándares de los que trata el nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 que se entregará al Comité Coordinador dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que el Comité se haya constituido.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 577, con modificaciones e indicación número 578).

Artículo vigésimo segundo


Ha pasado a ser artículo vigésimo tercero, sustituyendo la expresión numérica “vigésimo sexto” por “vigésimo séptimo”.
(Adecuación formal)

Artículo vigésimo tercero


Ha pasado a ser artículo vigésimo cuarto, sustituyendo en el inciso primero la frase “a las otras profesiones de la salud,” por “cirujano dentista,” y, en su inciso segundo, la expresión numérica “vigésimo sexto” por “vigésimo séptimo”
(Unanimidad 5X0. Indicación número 579).

(Adecuación formal)

Artículo vigésimo cuarto


Ha pasado a ser artículo vigésimo quinto, agregando en el inciso segundo, después de la palabra “cirujano”, la locución “y cirujano dentista”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 580).

Artículo vigésimo quinto


Ha pasado a ser artículo vigésimo sexto, sin enmiendas.

Artículo vigésimo sexto


Ha pasado a ser artículo vigésimo séptimo, con las siguientes enmiendas:

Encabezado


Ha reemplazado la frase “no acreditadas al 31 de diciembre” por “y cirujano dentista no acreditadas o que no hubieren iniciado un proceso de acreditación con anterioridad al 31 de mayo”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 581).

Número 1)


Ha sustituido la expresión “1 de diciembre” por “en el mes de junio”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 582).

Artículo vigésimo séptimo


Ha pasado a ser artículo vigésimo octavo, agregando después de la palabra “cirujano”, la expresión “y cirujano dentista”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 583).

Artículo vigésimo octavo


Ha pasado a ser artículo vigésimo noveno, reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo vigésimo noveno.- En los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional la dimensión de vinculación con el medio.


Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el inciso tercero del nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.”.

(Mayoría 4 votos a favor, Senadoras Goic y Von Baer y Senadores Allamand y Quintana y 1 voto en contra, Senador Montes. Indicación número 584).

ooooooo


Ha incorporado el siguiente artículo transitorio nuevo:

 
“Artículo trigésimo.- El nuevo artículo 30 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 39) del artículo 81, entrará en vigencia a partir del 31 de diciembre de 2024.”.

(Mayoría 3 votos a favor, Senadora Goic y Senadores Montes y Quintana y 2 abstenciones, Senadora Von Baer y Senador Allamand. Indicación número 586 bis).

Artículo vigésimo noveno


Ha pasado a ser artículo trigésimo primero, sustituyendo la expresión numérica “catorce” por “quince”.
.

Artículo trigésimo


Ha pasado a ser artículo trigésimo segundo, sin enmiendas.

Artículo trigésimo primero


Lo ha eliminado.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 588).

Artículo trigésimo segundo


Ha pasado a ser artículo trigésimo tercero, reemplazando el inciso tercero por los siguientes:

 
“Con todo, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, las instituciones señaladas en el inciso primero, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83. Los requisitos de las letras a) y b) de dicho artículo serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. 


Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán ajustar sus actos o contratos vigentes a lo establecido en los artículos 73 a 80, en un plazo de tres años contado desde su publicación. 


Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.


Para efectos del cumplimiento de las letras c) y d) del artículo 83 se estará a lo dispuesto en el artículo cuadragésimo transitorio.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 590 bis e indicación número 590 ter, con enmiendas).

Artículo trigésimo tercero


Ha pasado a ser artículo trigésimo cuarto, sin enmiendas.

Artículo trigésimo cuarto


Ha pasado a ser artículo trigésimo quinto, con la siguiente enmienda:

Inciso tercero

Letra a)


Ha sustituido el guarismo “20%” por “40%”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 598 bis).

Artículo trigésimo quinto


Ha pasado a ser artículo trigésimo sexto, sin enmiendas.

Artículo trigésimo sexto


Ha pasado a ser artículo trigésimo séptimo, eliminando en el inciso segundo, la frase “a las instituciones de educación superior”.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
Artículo trigésimo séptimo


Ha pasado a ser artículo trigésimo octavo, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo


Ha sustituido la frase que sigue a la locución “31 de diciembre de 2016,” por la siguiente: “considerando también áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones”.

(Unanimidad 5X0. Indicaciones números 599 y 600).

Inciso tercero


Ha reemplazado la frase “a la acreditación institucional y las áreas o dimensiones de acreditación” por “al nivel, años, y áreas o dimensiones en que esté acreditada”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 601).

ooooooo


Ha intercalado, a continuación del inciso cuarto, el siguiente nuevo:

 
“Con todo, el monto que corresponda transferir no podrá superar la suma de los aranceles reales y derechos básicos de matrícula de los estudiantes beneficiados.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 602).

Inciso quinto


Ha pasado a ser inciso sexto, reemplazando la expresión “inciso anterior” por “inciso cuarto”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 603).

Artículo trigésimo octavo


Ha pasado a ser artículo trigésimo noveno, sin enmiendas.

Artículo trigésimo noveno

 
Ha pasado a ser artículo cuadragésimo, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo


Ha agregado, a continuación de la locución “publicación de la presente ley.”, la siguiente oración: “Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 605).

Inciso tercero


Ha sustituido la primera oración por la siguiente: “Por su parte, la exigencia de estar adscritas al Sistema de Acceso regulado en la letra c) del artículo 83, será exigible transcurridos dos años desde que aquél entre en funcionamiento”.


Ha reemplazado la expresión “Sistema Común de Acceso” por “dicho Sistema”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0) 

Artículo cuadragésimo


Ha pasado a ser artículo cuadragésimo primero, sin enmiendas.

(Unanimidad 5X0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).

Artículo cuadragésimo primero


Ha pasado a ser artículo cuadragésimo segundo, reemplazando en el inciso cuarto y final la expresión “trigésimo noveno” por “cuadragésimo”.

(Adecuación formal)

Artículo cuadragésimo segundo


Ha pasado a ser artículo cuadragésimo tercero, sin enmiendas.

ooooooo


Ha intercalado el siguiente artículo transitorio nuevo:

 
“Artículo cuadragésimo cuarto.- Los numerales 1, 2, 4 y 5 del artículo 119 entrarán en vigencia una vez que la Escuela de Gendarmería de Chile adecue sus requisitos de ingreso, planes y programas a las normativas de educación superior. Este requisito se verificará fundadamente a través de un decreto del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con la firma del Ministro o Ministra de Educación, previo informe favorable de la Subsecretaría de Educación Superior.


Con todo, los cursos de formación que se estuvieren impartiendo a la fecha de entrada en vigor del decreto referido en el inciso anterior no conducirán a la obtención de títulos técnicos de nivel superior o profesionales, según corresponda.”.

(Unanimidad 5X0. Indicación número 610).

Artículos cuadragésimo tercero y cuadragésimo cuarto


Han pasado a ser artículos cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto, sin enmiendas.

- - -

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES Y SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1.- La educación superior es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, sin discriminaciones arbitrarias, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés general de la sociedad y se ejerce conforme a la Constitución, la ley y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


La educación superior cumple un rol social que tiene como finalidad la generación y desarrollo del conocimiento, sus aplicaciones, el cultivo de las ciencias, la tecnología, las artes y las humanidades; así como también la vinculación con la comunidad a través de la difusión, valorización y transmisión del conocimiento, además del fomento de la cultura en sus diversas manifestaciones, con el objeto de aportar al desarrollo sustentable, al progreso social, cultural, científico, tecnológico de las regiones, del país y de la comunidad internacional.


Asimismo, la educación superior busca la formación integral y ética de las personas, orientada al desarrollo del pensamiento autónomo y crítico, que les incentive a participar y aportar activamente en los distintos ámbitos de la vida en sociedad, de acuerdo a sus diversos talentos, intereses y capacidades.


Artículo 2.- El Sistema de Educación Superior (en adelante en este título, indistintamente, “el Sistema”) se inspira, además de los principios establecidos en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, (en adelante en esta ley “decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”) en los siguientes principios:


a) Autonomía: El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales en la dimensión académica, económica y administrativa, dentro del marco establecido por la Constitución y la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, en el marco de cada proyecto educativo, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.





b) Calidad. Las instituciones de educación superior y el Sistema de que forman parte deben orientarse a la búsqueda de la excelencia; a lograr los propósitos declarados por las instituciones en materia educativa, de generación de conocimiento, investigación e innovación; y a asegurar la calidad de los procesos y resultados en el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de los criterios y estándares de calidad, cuando corresponda, establecidos por el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.





En la búsqueda de la calidad las instituciones de educación superior deberán tener en el centro a los estudiantes y sus aprendizajes, así como la generación de conocimiento e innovación.



c) Cooperación y colaboración. El Sistema fomentará la efectiva cooperación y colaboración, entre los subsistemas y las instituciones de educación superior que los componen, como factor importante para la búsqueda de la calidad y la equidad, así como también para promover la transmisión y construcción permanente del conocimiento y de las buenas prácticas académicas e institucionales. De igual manera, la actuación conjunta de ellas, estará orientada a la consecución de sus objetivos, en el marco de los fines de la educación superior.


Asimismo, el Sistema velará por la integración regional e internacional de redes de conocimientos e intercambio académico, en el marco de la cooperación y colaboración.


d) Diversidad de proyectos educativos institucionales. El Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad, incluyendo el respeto a los valores democráticos, la no discriminación arbitraria y la interculturalidad.

e) Inclusión. El Sistema promoverá la inclusión de los estudiantes en las instituciones de educación superior, velando por la eliminación y prohibición de todas las formas de discriminación arbitraria.

En este sentido, el Sistema promoverá la realización de ajustes razonables para permitir la inclusión de las personas con discapacidad.

f) Libertad académica. La educación superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libre expresión de opiniones, ideas, e información; así como también en la libertad de cátedra, estudio, creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley, respetando el proyecto institucional y su misión.


Aquellas instituciones de educación superior que sean propietarias de medios de comunicación deberán promover el respeto de la libre expresión de opiniones, ideas e información.

g) Participación. Las instituciones de educación superior promoverán y respetarán la participación de todos sus estamentos en su quehacer institucional, con el propósito de fomentar la convivencia democrática al interior de aquéllas y el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable y solidaria.


h) Pertinencia. El Sistema promoverá que las instituciones de educación superior en su quehacer, y de conformidad con sus fines, contribuyan permanentemente al desarrollo del país, sus regiones y comunidades. Para ello, el Sistema, en particular a través del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, fomentará la vinculación de sus integrantes con las necesidades de la sociedad.


i) Respeto y promoción de los derechos humanos. El respeto y promoción por los derechos humanos deberá regir siempre la actuación del Sistema y de las instituciones de educación superior en relación a todos los miembros de su comunidad, tanto en sus propuestas formativas, de desarrollo organizacional, como también en las relaciones de trabajo y aprendizaje.


j) Transparencia. El Sistema y las instituciones de educación superior proporcionarán información veraz, pertinente, suficiente, oportuna y accesible a la sociedad y al Estado. La transparencia es, a su vez, la base para la rendición de cuentas académica, administrativa y financiera de las instituciones de educación superior, a través de los mecanismos y obligaciones de entrega de información que establezca la ley, en particular aquellos establecidos en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


k) Trayectorias formativas y articulación. El Sistema promoverá la adecuada articulación de los estudios para el desarrollo armónico y eficiente del proceso formativo de las personas a lo largo de su vida, reconociendo los conocimientos adquiridos previamente.


l) Acceso al conocimiento. El conocimiento humano es un elemento fundamental para el desarrollo de la sociedad y de cada uno de sus integrantes. El Sistema promoverá, en el marco de la legislación vigente, mecanismos para el acceso abierto al conocimiento desarrollado dentro del sistema de educación superior, particularmente respecto de aquél financiado con recursos públicos. 


m) Compromiso cívico: Las instituciones de educación superior propenderán a la formación de personas con vocación de servicio a la sociedad, comprometidas con su desarrollo.

Artículo 3.- Las universidades son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las ciencias, las humanidades, las artes y las tecnologías, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar graduados y profesionales. Corresponde a las universidades contribuir al desarrollo de la cultura y la satisfacción de los intereses y necesidades del país y sus regiones. Éstas cumplen con su misión a través de la realización de docencia, investigación, creación artística, innovación y vinculación con el medio. La formación de graduados y profesionales se caracteriza por una orientación hacia la búsqueda de la verdad y hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento fundamental de las disciplinas.


Los institutos profesionales son instituciones de educación superior cuya misión es la formación de profesionales capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores productivos y sociales del país, como también crear, preservar y transmitir conocimiento. Cumplen su misión a través de la realización de la docencia, innovación y vinculación con el medio, con un alto grado de pertinencia al territorio donde se emplazan. Asimismo, les corresponde articularse especialmente con la formación técnica de nivel superior y vincularse con el mundo del trabajo para contribuir al desarrollo de la cultura y a la satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones. Dicha formación se caracteriza por la obtención de los conocimientos y competencias requeridas para participar y desarrollarse en el mundo del trabajo con autonomía, en el ejercicio de una profesión o actividad y con capacidad de innovar.


Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos, capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores sociales y productivos del país. Asimismo, les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstos cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio, con pertinencia al territorio donde se emplazan, si corresponde. Esta formación es de ciclo corto.


La formación de profesionales y técnicos se caracterizará por una orientación hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento y técnicas particulares de cada disciplina.


Los institutos profesionales y centros de formación técnica deberán promover la articulación con todos los niveles y tipos de formación técnico profesional, en conformidad a lo establecido en el artículo 15 de la presente ley, y vincularse con el mundo del trabajo.


Artículo 4.- El Sistema de Educación Superior está integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materias de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y busca cumplir con las normas y principios establecidos en la ley.


El Sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. El subsistema universitario lo integran las universidades estatales creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores, y las universidades privadas reconocidas por el Estado. El subsistema técnico profesional lo integran los centros de formación técnica estatales, y los institutos profesionales y centros de formación técnica privados reconocidos por el Estado. Asimismo, forman parte del Sistema las instituciones de educación superior referidas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema.

Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior. Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.



Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público, de conformidad con la ley N° 15.561, al que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. 


Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del estatuto orgánico del Consejo de Rectores, las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar la incorporación de sus Rectores a dicho Consejo, siempre que la institución respectiva cumpla con los siguientes requisitos al momento de la solicitud:


a) Ser una universidad autónoma por un plazo superior a diez años.


b) Contar al menos con acreditación institucional avanzada cuya vigencia mínima sea por un plazo de cinco años, incluida la dimensión de acreditación referida en el inciso tercero del artículo 17 de la ley N° 20.129.


c) Cumplir con los requisitos de las letras b) y d) del artículo 83, exigidos para adscribir al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en el título V de esta ley; y acogerse al sistema de acceso común que utilicen las instituciones que formen parte del Consejo.


d) Haber exigido en los últimos tres años un puntaje promedio mínimo de postulación, en los instrumentos de acceso, igual o superior al que exigen las instituciones que pertenecen al Consejo.


e) Impartir programas de magíster y doctorado acreditados.


f) Demostrar trabajo académico en red con universidades nacionales o extranjeras en docencia e investigación.


g) Contar con una forma de gobierno que contemple la participación de estudiantes y académicos.


h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos, la admisión, evaluación y permanencia en la universidad.


Las instituciones que den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior tendrán derecho a solicitar la incorporación de sus Rectores al Consejo, acompañando los antecedentes que permitan verificar el cumplimiento de cada literal. La incorporación se realizará mediante decreto supremo del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo de Rectores en el que se pronuncie sobre el cumplimiento de los requisitos que establece el presente artículo.
Párrafo 2° De la Subsecretaría de Educación Superior


Artículo 7.- Créase la Subsecretaría de Educación Superior (en adelante la “Subsecretaría”) que estará a cargo del Subsecretario de Educación Superior (en adelante el “Subsecretario”), quien tendrá el carácter de colaborador o colaboradora directa del Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas y programas para la educación superior, especialmente en materias destinadas a su desarrollo, promoción, internacionalización y mejoramiento continuo, tanto en el subsistema universitario como en el técnico profesional.


Artículo 8.- Serán funciones y atribuciones de la Subsecretaría:


a) Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior.


b) Proponer al Ministro de Educación las políticas en materias de educación superior, tanto para el subsistema universitario como técnico profesional. En este último caso, para la elaboración de dichas políticas deberá considerar la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 16.


c) Proponer al Ministro de Educación políticas que promuevan el acceso e inclusión, permanencia y titulación o graduación oportuna de estudiantes de la educación superior, teniendo en consideración el principio de autonomía señalado en la letra a) del artículo 2.

d) Proponer la asignación de recursos públicos que disponga la ley, así como la gestión de sus instrumentos.


e) Administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra f) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


f) Administrar el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior establecido en la ley N° 20.129.


g) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo, con y entre las instituciones de educación superior, y promover la vinculación de éstas con el nivel de educación media.


h) Solicitar al Consejo de Rectores y a las instituciones de educación superior, antecedentes e informaciones sobre la situación general de la enseñanza superior del país.


i) Participar de la institucionalidad encargada de diseñar, coordinar, evaluar y ejecutar las políticas, planes y programas en materia de ciencia, tecnología e innovación; y dentro de ese marco, en instancias de coordinación enfocadas, entre otras materias, en aquellas relacionadas con educación superior.



j) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo entre las instituciones de educación superior con los gobiernos regionales.

k) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.


Artículo 9.- Un reglamento del Ministerio de Educación establecerá la estructura interna de la Subsecretaría, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Con todo, la Subsecretaría contará, al menos, con una división de educación universitaria y una división de educación técnico profesional de nivel superior.


Artículo 10.- El personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal que señala y su legislación complementaria.

Párrafo 3° Del Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior


Artículo 11.- Créase un Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso) el que establecerá procesos e instrumentos para la postulación y admisión de estudiantes a las instituciones de educación superior adscritos a éste, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos y profesionales o licenciaturas. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes.


La determinación de los requisitos y criterios de admisión a cada carrera y programa de estudios para la selección de los postulantes, siempre será efectuada por la institución de educación superior respectiva, de conformidad a la normativa vigente.


El Sistema de Acceso operará a través de una plataforma electrónica única, cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, que dispondrá de información actualizada relacionada con: el acceso a las instituciones de educación superior; la oferta académica y vacantes; los procesos de admisión; los mecanismos y factores de selección, si corresponde; los programas especiales de acceso referidos en el artículo 13; y los plazos de postulación, entre otros aspectos relevantes.


Para adscribir al Sistema, las instituciones deberán informar a la Subsecretaría.


Artículo 12.- Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyo objeto será definir los procesos e instrumentos del Sistema de Acceso.


El comité de acceso del subsistema universitario estará integrado por:


a) Cinco rectores, o quienes éstos designen, representantes de instituciones miembros del Consejo de Rectores, indicado en el artículo 5, que adscriban a este sistema de acceso. Dentro de este grupo, tres rectores deberán representar a universidades estatales y tres rectores deberán provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana. 


b) Dos rectores de universidades privadas, o quienes éstos designen, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5, de aquéllas adscritas al Sistema de acceso.


c) El Subsecretario de Educación Superior o a quien éste designe.


Por su parte, el comité de acceso del subsistema técnico profesional estará compuesto por:


a) Tres rectores de los centros de formación técnica estatales, o quienes éstos designen, al menos dos de los cuales deberán provenir de instituciones cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.


b) Tres rectores de los institutos profesionales y centros de formación técnica privados que estén adscritos a este Sistema de acceso, o quienes éstos designen. Al menos uno de ellos deberá provenir de una institución cuyo domicilio se encuentre en una región distinta de la Metropolitana.


c) El Subsecretario de Educación Superior o quien éste designe. 


Artículo 13.- El Sistema deberá contemplar procesos e instrumentos de acceso de aplicación general para las instituciones adscritas, que considerarán las particularidades de cada subsistema. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar instrumentos específicos, complementarios a los anteriores, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por el comité de acceso respectivo.


El Sistema de Acceso deberá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por el comité de acceso respectivo.


Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior deberán respetar los principios que rigen el Sistema de Acceso y no podrán impedir la ejecución de los instrumentos de aplicación general. 


Corresponderá a la Subsecretaría, mediante los actos administrativos que correspondan, establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso, aprobados previamente por los comités señalados en el artículo anterior.


La Subsecretaría, previo acuerdo de los referidos comités, podrá encomendar, a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior, la ejecución de las acciones necesarias para la elaboración, aplicación y evaluación de los procesos e instrumentos del Sistema de Acceso.


Artículo 14.- El Sistema de Acceso regulado en esta ley, así como los procesos e instrumentos de acceso que utilicen las instituciones de educación superior, deberán resguardar especialmente los principios de no discriminación arbitraria, transparencia, objetividad y accesibilidad universal, éste último de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo deberán ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada.


Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias señaladas en el presente párrafo. El Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.

TÍTULO II

DE LA FORMACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL EN EDUCACIÓN SUPERIOR


Artículo 15.- Se entenderá por formación técnico profesional todo proceso de enseñanza de carácter formal y no formal, que contemple el estudio de las tecnologías y las ciencias relacionadas, el desarrollo de aptitudes, competencias, habilidades y conocimientos relacionados con ocupaciones en diversos sectores económicos. Deberá promover el aprendizaje permanente de las personas y su integración en la sociedad.


En el ámbito de la enseñanza formal, la formación técnico profesional considera los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional, así como la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional. En el ámbito de la enseñanza no formal considera todo tipo de formación orientada al mundo del trabajo. Asimismo, contempla todos aquellos mecanismos que faciliten la articulación entre ambos tipos de enseñanza, permitiendo la conformación de trayectorias educativas y laborales.


Artículo 16.- El Ministerio de Educación establecerá la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional (en adelante “la Estrategia”) que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia, debiendo ser revisada y actualizada cada cinco años.


La Estrategia fortalecerá tanto la articulación entre el sistema educativo como su vinculación con la educación universitaria, y las necesidades nacionales y regionales, facilitando la formación para el servicio del país y la construcción de trayectorias formativas y laborales coherentes y pertinentes a las necesidades de las personas, del sector público y privado, de los sectores productivos y de la sociedad en general. Asimismo, deberá establecer objetivos de desarrollo prioritarios para la formación técnica y profesional y proponer un plan para su implementación que considere plazos para su ejecución.

 
Su contenido mínimo será:


a) Análisis de las tendencias del desarrollo productivo, social y cultural de cada una de las regiones del país.


b) Análisis de la oferta formativa y la demanda de técnicos y profesionales por parte del sector productivo, la administración pública, instituciones vinculadas al desarrollo social, cultural y demás sectores del quehacer regional y nacional.


c) Definición de áreas de desarrollo estratégico para la formación técnica y profesional.


d) Recomendaciones a las instituciones educativas y a los sectores productivos en torno a la articulación de la oferta formativa, con énfasis en aquellos planes y programas que requieran ser priorizados.


e) Recomendaciones a la Subsecretaría y a los comités señalados en el artículo 12, sobre el diseño de los procesos e instrumentos propios del Sistema de Acceso, en relación al subsistema técnico profesional.


f) Propuestas sobre mecanismos de coordinación intersectorial entre el Ministerio de Educación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en temas relacionados con la formación técnica y profesional, y también proponer iniciativas de coordinación en la dimensión territorial con los gobiernos regionales, municipios, el sector productivo y otros actores locales.


g) Una estrategia de inserción laboral y fomento de la empleabilidad dirigida a los estudiantes y los trabajadores para potenciar el desarrollo de sus trayectorias educativo-laborales.


h) El establecimiento de líneas prioritarias de investigación, desarrollo e innovación.


i) Una estrategia de vinculación entre los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional y la universitaria, así como con la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional.



j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para la formación de sus alumnos y la promoción del desarrollo sustentable del país y las regiones, según corresponda.


k) Propuestas sobre formación continua desde la educación secundaria, que incluyan salidas intermedias y conexiones que faciliten a las personas su trayectoria educativa y laboral.

Artículo 17.- Para la elaboración de la Estrategia, el Presidente de la República establecerá mediante decreto supremo un Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, integrado por los Ministros de Estado con competencia en la materia, representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores con mayor representatividad del país, representantes de instituciones educativas y expertos de reconocida trayectoria y experiencia en materia de formación técnico profesional, considerando la representación regional en la designación de sus miembros. Este Consejo será presidido por el Ministro de Educación, quien coordinará la implementación de la Estrategia.

TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° De la Superintendencia de Educación Superior


Artículo 18.- Créase la Superintendencia de Educación Superior (en adelante e indistintamente “la Superintendencia”) como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.


La Superintendencia será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.


El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago.


Artículo 19.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan a las instituciones de educación superior en el ámbito de su competencia. Le corresponderá también fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.

Artículo 20.- Serán funciones y atribuciones de la Superintendencia:


a) Fiscalizar, en el ámbito de su competencia, que las instituciones de educación superior, sus organizadores, controladores, miembros de la asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales y quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, según corresponda, cumplan con las normas aplicables vigentes.


b) Fiscalizar el mantenimiento de los requisitos o condiciones que dieron lugar al reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, sin perjuicio de las atribuciones en materia académica que sean propias de otros organismos del Sistema.

c) Conocer los estados financieros de las instituciones de educación superior y hacer recomendaciones a las instituciones fiscalizadas. 


d) Fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.


e) Ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.800.


f) Fiscalizar que las instituciones de educación superior respeten los términos, condiciones y modalidades conforme a los servicios convenidos y demás compromisos académicos asumidos con los estudiantes.


g) Ordenar y realizar auditorías en materias de su competencia.


h) Ingresar a los establecimientos o a las dependencias administrativas de las instituciones de educación superior con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes de la institución de educación superior fiscalizada.

i) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones, respecto de éstas.

Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.


La Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en las instituciones de educación superior.


j) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas, de los terceros con ellas relacionadas con las que haya celebrado contratos o realizado operaciones, y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere esta letra, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.


Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.

k) Citar a declarar, en caso que existan antecedentes de la existencia de hechos u omisiones constitutivos de infracciones graves o gravísimas, dentro del ámbito de sus competencias, a los organizadores, controladores, miembros de la asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas; y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza; como asimismo testigos; respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el debido cumplimiento de la normativa vigente.


La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación de lo contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.


l) Atender las consultas que se le formularen en materias de su competencia, recibir y resolver reclamos, y actuar, cuando corresponda, como mediador de ellos.


m) Investigar y resolver las denuncias que se presenten en materias de su competencia.


n) Formular cargos, sustanciar su tramitación, adoptar medidas provisionales y resolver los procesos que se sigan respecto de cualquier infracción de que conozca en materias de su competencia.


o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la ley.


p) Aplicar e interpretar administrativamente los preceptos cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser actualizadas, sistematizadas y mantenidas en registros de libre acceso electrónico de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas.


La Superintendencia deberá abrir un período de información pública para la dictación de instrucciones de general aplicación, de conformidad a lo establecido en el artículo 39 de la ley Nº 19.880. Sin embargo, tratándose de casos de urgencia o cuando la información pública haga ineficaz la dictación de la instrucción, podrá omitir dicho trámite especificando las circunstancias que la justifican.

q) Remitir a la Comisión Nacional de Acreditación los antecedentes que, en ejercicio de sus funciones y atribuciones, tuviere conocimiento y en los cuales aparecieren indicios de incumplimientos en materias de su competencia.


r) Administrar la información que recopile en el ejercicio de sus competencias y proporcionar la información correspondiente al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, en coordinación con la Subsecretaría.



s) Elaborar índices, estadísticas y estudios con la información entregada por las instituciones fiscalizadas, y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia, que estarán siempre disponibles de manera destacada en su página electrónica, desde el momento de su publicación.


t) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado, o con entidades privadas, la realización de acciones específicas, la prestación de servicios, y la transferencia electrónica de información para facilitar el cumplimiento de sus funciones.


u) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.


v) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.


Las funciones anteriores se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.


Artículo 21.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio, o previa denuncia o reclamo. La Superintendencia instruirá el respectivo procedimiento en caso de advertir la existencia de una o más contravenciones a las normas que le corresponde fiscalizar.


Artículo 22.- Para los efectos de esta ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos constatados en dicha acta constituirán presunción legal de veracidad.


Artículo 23.- Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la respectiva institución. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los funcionarios fiscalizadores.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán informar al sujeto o institución fiscalizada la materia específica objeto de la fiscalización y de las normas pertinentes, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El sujeto o institución fiscalizada podrá, en el mismo acto, hacer constar en el acta aquellos errores de hecho o transgresiones de derecho que, a su juicio, se hayan producido durante la fiscalización, teniendo el funcionario la obligación de consignarlo en el acta respectiva.


Los sujetos o instituciones fiscalizadas podrán denunciar conductas ilegales de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar dicha circunstancia a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.


La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor de las instituciones fiscalizadas.

Párrafo 2° De la organización de la Superintendencia


Artículo 24.- El Superintendente de Educación Superior, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 25.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente:


a) Los miembros de la asamblea o asociados, propietarios, socios o fundadores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.


b) Los integrantes del órgano de administración superior de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.


c) Los rectores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.


d) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.


e) Quienes ejerzan labores docentes en alguna de las instituciones de educación superior sujetas a su fiscalización.


Asimismo, son incompatibles las actividades de las exautoridades o exfuncionarios de la Superintendencia en la misma forma, plazo y condiciones que sean aplicables a las instituciones fiscalizadoras, en conformidad a la ley.


Artículo 26.- Corresponderá al Superintendente:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer las atribuciones propias de Jefe Superior de Servicio.


b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.


d) Nombrar, remover y adoptar las demás decisiones que correspondan respecto del personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias correspondientes.


e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.


f) Impartir instrucciones y circulares de general aplicación para las instituciones de educación superior, en materias propias de su competencia.


g) Coordinar la labor fiscalizadora de la Superintendencia con las demás instituciones públicas con competencia en materia de educación superior, en particular, con los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


h) Nombrar, de conformidad con la ley N° 20.800, un administrador provisional, decretar su alzamiento, aprobar planes de recuperación y de administración provisional.


i) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y demás normas que rijan a las instituciones de educación superior.


j) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley.


k) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.


l) Rendir cuenta pública, al menos una vez al año, de su gestión y de la Superintendencia.


m) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, salvo las materias señaladas en las letras b), f), h), i), j) y k) de este artículo.


n) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.


Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos públicos los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento en ejercicio de sus funciones, a fin de que éstos ejerzan a su vez las facultades que les son propias.


Artículo 27.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.


Con todo, las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio, y la de aplicación de sanciones, estarán a cargo de unidades diferentes.


Artículo 28.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, por las normas del título I del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y sus modificaciones y las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 9 y 12 de la ley N° 20.212, en el artículo 5 de la ley N° 19.528, y en el artículo 17 de la ley N° 18.091, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.


Artículo 29.- El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones directivas o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.


El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.


El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 30.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, el personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las que tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, y deberá abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.


La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.


Artículo 31.- Las autoridades o funcionarios de la Superintendencia que correspondan a cargos de exclusiva confianza del Superintendente estarán sujetos a las mismas inhabilidades que pesen sobre éste, y cesarán también en el cargo por las mismas causas de inhabilidad sobreviniente.


Artículo 32.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar servicios a las entidades sujetas a su fiscalización, ya sea en forma directa o indirecta.


Cualquier contravención a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 33.- El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva, y no podrá ejercer labores docentes en conformidad al artículo 8 de la ley N° 19.863. Sin perjuicio de lo anterior, podrán ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


Artículo 34.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.


Artículo 35.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los recursos otorgados por leyes especiales.


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y los frutos, rentas e intereses de estos bienes.


d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.


e) Los aportes provenientes de la cooperación nacional e internacional que reciba a cualquier título.


La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3° De la obligación de informar de las instituciones de educación superior 


Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa. Para estos efectos, la Superintendencia definirá, previa consulta a la Contraloría General de la República, las normas contables que deberán utilizar dentro de aquellas comúnmente aceptadas en el país. Asimismo, las instituciones deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa reguladas en la ley N° 18.045, el que deberá contener un análisis de riesgos en relación con la viabilidad financiera de la institución de educación superior.”.


Artículo 37.- Las instituciones de educación superior deberán enviar a la Superintendencia:


a) Los estados financieros consolidados, debidamente auditados de acuerdo al artículo anterior, que contemplen, de manera desagregada, los ingresos y gastos de la institución, así como activos y pasivos.


b) Una lista actualizada con la individualización completa de sus socios, asociados, miembros de la asamblea, nacionales o extranjeros, y de quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, cualquiera sea su denominación. Asimismo, las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en la última lista enviada.


c) Información sobre los actos, convenciones y operaciones celebradas con personas relacionadas de acuerdo a lo establecido en los artículos 71 al 80 de la presente ley.


d) Información respecto de las donaciones recibidas asociadas a exenciones tributarias.


e) Una lista actualizada de las entidades en cuya propiedad la institución de educación superior tenga participación, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución de educación superior pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración.


f) Información sobre todo hecho esencial que afecte significativamente su situación financiera y patrimonial. Deben considerarse esenciales aquellos eventos que sean capaces de afectar en forma significativa, entre otros aspectos, a la situación financiera o los activos y obligaciones de la institución de educación superior.

La información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.


Artículo 38.- La Superintendencia deberá incorporar y mantener actualizada la información señalada en los artículos anteriores en el Sistema Nacional de Información de Educación Superior que desarrollará y mantendrá la Subsecretaría, coordinándose con esta última, de acuerdo a los convenios de colaboración que para estos efectos celebren ambos organismos, y los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, según corresponda.


Artículo 39.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 20.285, la Superintendencia mantendrá a disposición del público a través de su sitio electrónico, al menos, lo siguiente:


a) Las normas de carácter general e instrucciones dictadas por ésta.


b) Registro Público de los administradores provisionales y de cierre que se hayan designado.


c) Informes de los administradores provisionales, de conformidad con lo dispuesto el artículo 10 de la ley N° 20.800.


d) Registro Público de Sanciones de los últimos cinco años.

e) Registro Público de socios, miembros y de quienes ejerzan funciones directivas en las instituciones de educación superior.


f) Todo antecedente que refiera a la sanción propiamente tal, de los últimos cinco años, como el expediente, descargos, informes o pruebas, decisión final, entre otros. Para su cumplimiento, deberán observarse especialmente los artículos 5, 10, 11 y 21 de la ley N° 20.285.
Párrafo 4° De la atención de reclamos y denuncias


Artículo 40.- La Superintendencia recibirá los reclamos y denuncias que se le formulen y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.



Artículo 41.- El reclamo es la petición formal realizada a la Superintendencia por una persona o grupo de personas interesadas, para que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las instituciones de educación superior fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento. Para los efectos de este párrafo, se entenderá por personas interesadas aquellas a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.880.


Recibido el reclamo, la Superintendencia deberá abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar una mediación o un procedimiento sancionatorio o su rechazo fundado, según corresponda. Con todo, dicho plazo no podrá exceder de quince días hábiles. 


Artículo 42.- Admitido un reclamo a tramitación, el funcionario competente ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al reclamado.


El funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto. Dicho proceso deberá constar en un acta, firmada por los comparecientes, en la cual deben constar las medidas propuestas y el hecho de haberse alcanzado o no acuerdo sobre la materia.


Si no se llegare a acuerdo, y en caso que corresponda de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente, el reclamante podrá seguir su pretensión como denuncia. Asimismo, si la Superintendencia considera que los hechos objeto del reclamo afectan a otras personas además del reclamante, y que pudiesen configurar alguna de las infracciones de las señaladas en esta ley, iniciará de oficio un proceso, de conformidad a los artículos siguientes.


La Superintendencia, con motivo de una mediación, reclamo o denuncia, podrá oficiar a cualquiera de los entes que forman parte del Sistema para informar, solicitar antecedentes o pedir que se incorporen a dichos procedimientos, con el fin de propender a la coordinación para el esclarecimiento y solución de la eventual controversia.

Artículo 43.- La denuncia es el acto escrito por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan, en conformidad a lo señalado en esta ley.


Las denuncias deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa de el o los denunciantes, quienes deberán suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.


La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad, significa una eventual infracción a la ley y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al denunciante.


La Superintendencia podrá ordenar directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento cuando se trate de denuncias realizadas por el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación.



Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, las denuncias de infracciones podrán ser realizadas bajo reserva de identidad, si el denunciante así lo solicitare y existieren razones fundadas para ello. En este caso, el acto de instrucción que dé comienzo al procedimiento deberá dar cuenta de que éste se ha iniciado en virtud de denuncia reservada. La investigación se mantendrá en reserva hasta la formulación de cargos.


Artículo 44.- Formulados los cargos a una institución de educación superior, o una vez sancionada o absuelta, no podrá tomar ningún tipo de represalia en contra del denunciante, cualquiera sea la forma en la que éste se relacione con la institución, cuestión para la cual la Superintendencia arbitrará todas las medidas que sean necesarias de acuerdo a las facultades que le confiere la ley.


Se considerarán represalias, especialmente, el despido injustificado, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula por causales que no estén contempladas en el reglamento de la institución, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.
 
Para el caso de instituciones de educación superior estatales, sus funcionarios, incluidos quienes presten servicios mediante un contrato a honorarios o del Código del Trabajo, que formulen denuncias previstas en este artículo, gozarán de los derechos previstos en el artículo 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, en lo que sea aplicable.

Párrafo 5° Del procedimiento sancionatorio


Artículo 45.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por denuncia, regulada en los artículos anteriores, o de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción sobre materias de su competencia.


Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, en los mismos términos del artículo 25 de la ley Nº 19.880.”.

Artículo 46.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de veinte días, prorrogables por diez días más en caso de infracciones graves o gravísimas, para formular los descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.


Ninguna persona podrá ser sancionada por acciones u omisiones que no hubiesen sido imputadas en la formulación de cargos.


Artículo 47.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día hábil siguiente a la fecha de su recepción en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico para que se practiquen las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su envío.


La realización de la notificación señalada en el artículo precedente deberá hacerse constar en el expediente administrativo correspondiente.


Artículo 48.- El instructor podrá solicitar antecedentes adicionales dentro del plazo de quince días hábiles contado desde el vencimiento del plazo para presentar descargos. La parte de quien se hubiere requerido la presentación de antecedentes adicionales tendrá diez días hábiles para acompañarlos, bajo apercibimiento de tenerse por no acompañados si no se presentaren dentro de dicho plazo.


Presentados los descargos y antecedentes, o transcurridos los respectivos plazos sin que se hubieren presentado, el fiscal instructor, dentro del plazo de diez días hábiles, evacuará un informe y propondrá al Superintendente la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.


La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Artículo 49.- Transcurridos dos años de inactividad dentro del procedimiento sancionatorio por parte de la Superintendencia, se producirá la caducidad del procedimiento, debiendo dictarse una resolución que la declare y ordene su archivo.


La caducidad no implicará la prescripción de la infracción ni de la facultad de la Superintendencia para iniciar un nuevo procedimiento sancionatorio por los mismos hechos. En este último caso podrá agregar al nuevo expediente todos los antecedentes, informes y actuaciones útiles efectuadas en el procedimiento caducado, debiendo en cualquier caso realizar todas las etapas del procedimiento nuevamente.


La Superintendencia no podrá perseguir las infracciones cometidas transcurridos cuatro años desde que hubiere terminado de cometerse el hecho. Este plazo se suspende cuando se inicia el procedimiento sancionatorio, con la notificación del infractor y se interrumpe cada vez que se cometa una nueva infracción. En caso de declararse la caducidad del procedimiento, se entenderá que no se interrumpió ni suspendió el plazo de prescripción.


Las sanciones impuestas por acto administrativo firme no podrán ejecutarse una vez transcurridos más de tres años desde que éste quede firme. Este plazo se interrumpe cuando la Superintendencia inicie la ejecución.


Artículo 50.- Las resoluciones de la Superintendencia que determinen la imposición de sanciones serán susceptibles de recurso de reposición, el que podrá interponerse en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución.


Artículo 51.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación de la resolución impugnada.


El reclamante señalará en su escrito, con precisión, el acto u omisión objeto del reclamo de ilegalidad, la norma legal que se supone infringida, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto u omisión le perjudican.


La Corte dará traslado a la Superintendencia por el término de diez días. Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.


Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.


La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo de ilegalidad, ordenará, según sea procedente, la anulación total o parcial del acto impugnado; la dictación de la resolución que corresponda para subsanar la omisión o reemplazar la resolución anulada; y el envío de los antecedentes al Ministerio Público, cuando estimare que la infracción pudiere ser constitutiva de delito o en el caso que, como producto de la investigación, se concluya la existencia de hechos constitutivos de delito.

Párrafo 6° Infracciones y sanciones


Artículo 52.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones establecidas en esta ley.


Para los efectos del ejercicio de dicha potestad sancionadora las personas e instituciones fiscalizadas podrán incurrir en infracciones gravísimas, graves, y leves.


Artículo 53.- Son infracciones gravísimas:


a) Destinar los recursos de la institución de educación superior a fines distintos a los que le son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, en los términos establecidos en el artículo 65 de esta ley.

b) Realizar operaciones en contravención a lo señalado en el artículo 73.


c) Realizar operaciones con personas relacionadas sin dar cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 74 a 76 de la presente ley. 


d) Cualquier acción u omisión dolosa destinada a obtener acreditación o niveles de acreditación mayores a los que correspondan en conformidad a la ley N° 20.129.


e) No cumplir con las obligaciones señaladas en los artículos 36 y 37 o hacerlo de forma distinta a lo prescrito en dicho artículo o de manera tardía.


f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.


g) Entregar información falsa u ocultar cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción.


h) Incurrir reiteradamente en infracciones calificadas como graves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses se incurre en dos o más infracciones graves.


i) Efectuar publicidad falsa o engañosa, en los términos que se indican en el artículo 54.



j) Vulnerar los principios de libertad académica y libertad de cátedra a que se refiere la letra f) del artículo 2, por medio de la expulsión, desvinculación, censura o amedrentamiento académico.


k) Incurrir en toda otra infracción que sea calificada como gravísima por la ley.


Artículo 54.- Se entenderá por publicidad engañosa cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de:


a) El valor correspondiente a matrícula, aranceles, becas y en general a cualquier desembolso o prestación pecuniaria exigida por una institución a sus estudiantes.


b) Los niveles de acreditación, que de conformidad a la ley haya obtenido la respectiva institución de educación superior y de la acreditación de sus carreras y programas de estudio, según corresponda.


c) Las perspectivas generales de empleabilidad de los estudiantes de la respectiva institución o de cualquiera de sus carreras o programas, de conformidad a lo que establezca la Superintendencia mediante instrucciones de carácter general.


d) Los niveles formativos, las cualificaciones, las alternativas de continuidad de estudios o denominación de las carreras y programas de estudio de la oferta académica.


e) La infraestructura, el cuerpo docente, campos clínicos, equipamiento y espacios para pasantía o práctica profesional con que cuente la respectiva institución o cualquiera de sus sedes, carreras o programas.



f) La calidad o cantidad de la investigación que realiza la institución, así como su prestigio o posición internacional.”.


Artículo 55.- Son infracciones graves:


a) No remitir la información requerida por el Ministerio de Educación, la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación, en ejercicio de sus facultades legales, o hacerlo de forma tardía, incompleta o inexacta, de manera injustificada.


b) Informar erróneamente respecto del número de estudiantes por carrera o programa, el número de académicos o cualquier información, si de ello resultare un incremento del financiamiento o aportes que la institución recibiría del Estado, de manera directa o indirecta.


c) Negarse a efectuar o entorpecer la auditoría externa de sus estados financieros de conformidad a la ley.


d) Modificar arbitrariamente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución de educación superior hubiere convenido con el estudiante la prestación de los servicios educativos o en forma tal que implique una prolongación de éstos.


e) Condicionar la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones a exigencias pecuniarias, distintas al pago de aranceles previamente establecidos por la institución de educación superior en su reglamentación e informados a los estudiantes al momento de suscribir el contrato respectivo.


f) Incurrir en cualquier otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.


g) Reiterar el incumplimiento de infracciones calificadas como leves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses incurren en dos o más infracciones leves.


En caso de infracciones que tengan el carácter de graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.


Artículo 56.- Son infracciones leves aquellas en que se incurra contra las normas que regulan la educación superior y que no tengan señalada una sanción especial, sin perjuicio de las atribuciones expresas que sobre éstas tengan la Contraloría General de la República, el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Acreditación y otros organismos públicos.

En caso de infracciones que tengan el carácter de leve, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley. Con todo, las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el Superintendente.


Artículo 57.- Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas que procedan, el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 58:


a) Amonestación por escrito.


b) Multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones leves.


c) Multa a beneficio fiscal de hasta mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones graves.


d) Multa de hasta diez mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones gravísimas.


e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar el cargo de rector o ser integrante del órgano de administración superior en cualquiera de dichas instituciones. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de cinco años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.


Para la determinación del monto específico de la multa se deberán considerar los criterios establecidos en el artículo 58 de la presente ley.


La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas y que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.

Con todo, la Superintendencia no podrá aplicar cualquiera de las multas señaladas en el inciso primero, cuando la institución de educación superior o quienes ejerzan funciones directivas en ella, hubiesen actuado de buena fe conforme a una interpretación de las normas de carácter general vigentes sustentada por dicho organismo.

Artículo 58.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción; el beneficio económico obtenido con motivo de ésta; la intencionalidad y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma; la conducta anterior del infractor; el cumplimiento de los planes de recuperación, en su caso y la concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes.

Artículo 59.- Sin perjuicio de las sanciones señaladas en el artículo 57, y en caso que sea procedente de acuerdo a la ley N° 20.800, la Superintendencia podrá disponer el cumplimiento de un plan de recuperación o la designación de un administrador provisional.


Artículo 60.- La sanción de multa no impide la aplicación de las demás sanciones establecidas en el artículo 57. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo una vez que se hayan resuelto los recursos que correspondan de acuerdo a la ley o que se haya cumplido el plazo legal sin que éstos hayan sido presentados.


El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.


El pago de toda multa aplicada de conformidad a este título deberá ser acreditado ante la Superintendencia dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada. Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente, o que actúen en su nombre, serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.


El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.


Artículo 61.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:


a) Subsanar los reparos u observaciones representados por la Superintendencia dentro del plazo que ésta determine.


b) No haber sido objeto de alguna de las sanciones previstas en las normas aplicables a la educación superior en los últimos seis años tratándose de una infracción gravísima; en los últimos cuatro años si esta fuere grave, y en los últimos dos años, en caso de una infracción leve.


c) Colaboración sustancial en el proceso.

Artículo 62.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad:


a) No presentarse a declarar, salvo caso fortuito o fuerza mayor, por parte de los organizadores, controladores, miembros de la asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de la persona jurídica fiscalizada, cuando haya sido solicitada por la Superintendencia.


b) El incumplimiento reiterado de las normas aplicables, o de las instrucciones o requerimientos de información formulados por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.


c) Haber sido anteriormente objeto de la medida de designación de administrador provisional.


En caso de concurrir una o más circunstancias agravantes, la multa aplicable al infractor podrá ascender hasta el doble del monto máximo previsto en la ley para la infracción de que se trate.

Párrafo 7° Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro


Artículo 63.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro sólo podrán tener como controladores a personas naturales, personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o que deriven su personalidad jurídica de éstas, u otras entidades de derecho público reconocidas por ley. Tales instituciones se regirán por las normas de la presente ley y las normas especiales aplicables a la educación superior, y de forma supletoria, por las disposiciones del título XXXIII del libro I del Código Civil.


Artículo 64.- Se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior, ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución.


Las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia quién es su controlador y, en caso que no tuviese, deberán señalar esta circunstancia expresamente.


Artículo 65.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos, y en la mejora de la calidad de la educación que brindan, sin perjuicio de los actos, contratos, inversiones u otras operaciones que realicen para la conservación e incremento de su patrimonio.

Los actos, convenciones u operaciones realizadas en contravención a lo establecido en el inciso anterior constituirán infracciones gravísimas, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 6 de la ley N° 20.800, los artículos 70 a 80 de la presente ley y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.


El que administrando a cualquier título los recursos o excedentes de la institución de educación superior, los destine a una finalidad diferente a lo señalado en el inciso primero de este artículo, estará obligado a reintegrarlos a la institución, debidamente reajustados conforme a la variación expresada por el Índice de Precios al Consumidor, en el período comprendido entre el mes anterior a aquel en que se llevó a cabo el desvío y el mes anterior en que se produjere la restitución. Comprobada la infracción, ésta será sancionada por la Superintendencia, conforme a las normas del presente título, con una multa de un 50% de la suma desviada. Dichos montos en ningún caso podrán ser descontados o pagados con cargo a recursos de la institución.



Artículo 66.- Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar, al menos, con un órgano colegiado de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior o cualquier otra denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.


Los integrantes del órgano de administración superior podrán gozar de una dieta, y en tal caso, ésta deberá estar establecida en los estatutos.



Artículo 67.- Es función esencial del órgano de administración superior la dirección general de la administración financiera y patrimonial de la institución, en concordancia con su plan de desarrollo institucional, sin perjuicio de otras funciones que se le asignen o la existencia de otros órganos, determinados por las instituciones en sus respectivos estatutos.


El órgano de administración superior no podrá delegar, total o parcialmente, a ningún título, su función esencial, ni comprometerse a ejercerla bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades hayan sido indicadas de manera precisa.


Artículo 68.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán velar por el interés de la institución de educación superior y el cumplimento de los fines establecidos en sus estatutos, y no podrán ser removidos de su cargo sino por acuerdo de la Asamblea General en los casos señalados previamente en sus estatutos.


La función esencial de los integrantes del órgano de administración superior no será delegable y se ejercerá colectivamente, de conformidad a las formalidades que establezcan sus estatutos.


Artículo 69.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios, y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la institución, en su caso, por sus actuaciones dolosas o culpables, a menos que constare expresamente su falta de participación o su oposición al o los hechos que han ocasionado los perjuicios. Toda estipulación o acuerdo que tienda a liberar o a limitar la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración superior es nula.


Artículo 70.- Los integrantes del órgano de administración superior no podrán realizar o aprobar actos contrarios al interés de la institución de educación superior o que contravengan lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65, ni usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la entidad.


Los beneficios percibidos por quienes infrinjan lo dispuesto en este artículo pertenecerán a la institución de educación superior, la que además deberá ser indemnizada de cualquier perjuicio en conformidad a lo establecido en el artículo 79.


Artículo 71.- Para efectos de esta ley, se entenderá por personas relacionadas a la institución de educación superior:


a) Las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la asamblea de la institución.


b) Sus controladores, de conformidad al artículo 64.


c) Los integrantes del órgano de administración superior.


d) Sus rectores.


e) Los cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.


f) Las personas jurídicas en que las personas señaladas en las letras precedentes sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


g) Las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la asamblea, según corresponda, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a); sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


h) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a), según sea el caso; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


i) Las demás personas que desempeñen funciones directivas en la respectiva institución de educación superior, de acuerdo al artículo 72; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


j) Las personas jurídicas en que las personas naturales señaladas en las letras precedentes sean directores, gerentes, administradores, o ejecutivos principales de las mismas.


k) Las personas jurídicas en que la institución de educación superior sea propietaria, socia, fundadora, asociada o miembro de la asamblea o que, conforme a los estatutos de éstas, pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración respectivo.


La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, que es relacionada a una institución de educación superior toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación haga presumir que sus operaciones con la institución originan conflictos de interés.


Artículo 72.- Para efectos de esta ley, se entenderá que ejercen funciones directivas de una institución de educación superior los integrantes de el o los órganos colegiados de administración superior, sea cual fuere su denominación, el rector, así como cualquier autoridad unipersonal de la institución, que tenga atribución de decisiones estratégicas y patrimoniales.

Artículo 73.- Las instituciones de educación superior que estén organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro no podrán realizar actos, contratos, convenciones o cualquiera otra operación con las personas indicadas en las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 71.


Con todo, se exceptuarán de la prohibición establecida en el inciso anterior aquellos actos, contratos, convenciones o cualquiera otra operación cuando:


a) La contraparte sea una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, de derecho público, creada por ley o cuya personalidad jurídica derive de corporaciones de derecho público.


b) Se trate de donaciones cuyo beneficiario sea una institución de educación superior sin fines de lucro o creada por ley o que derive su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público.


c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas, directivas, administrativas o docentes en la institución o de prestación de servicios educacionales.

d) Sean necesarias para la consecución de los fines de la institución y sean aprobados de acuerdo con lo establecido en los artículos 74, 75, 76 y 77, además de los mecanismos especiales definidos en una política de solución de conflictos de intereses que deberá sancionar la institución con el objetivo de resguardar debidamente el patrimonio institucional y la fe pública, la que deberá registrarse ante la Superintendencia. La Superintendencia velará por que estas operaciones cumplan debidamente con estas exigencias, sin perjuicio del ejercicio de sus facultades de fiscalización establecidas en el artículo 20. Con todo, en los casos en que exista un único oferente, la institución deberá justificar la operación ante dicho organismo y requerir su aprobación expresa.

El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.


Artículo 74.- Las operaciones señaladas en el inciso segundo del artículo anterior, o aquéllas que se realicen con personas relacionadas distintas a las señaladas en su inciso primero, deberán contribuir al interés de la institución de educación superior y al cumplimiento de sus fines; ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.


El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.


Artículo 75.- Las operaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los integrantes del órgano de administración superior de la institución de educación superior o su equivalente, debiendo excluirse de la votación aquéllos que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate, en su caso.


El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.



Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación aquellas que se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses y tengan igual causa u objeto.


Artículo 76.- La reunión del órgano de administración superior que apruebe la operación de conformidad al artículo anterior deberá constar en un acta firmada por todos los integrantes presentes y deberá contener, a lo menos, lo siguiente:


a) La descripción del objeto, monto, plazo de duración y demás condiciones comerciales de la operación de que se trate.


b) La individualización de la contraparte en la operación y el tipo de relación existente con la misma.


c) La indicación de que la operación es necesaria y de cómo contribuye al interés de la institución de educación superior.


d) La individualización de los integrantes del órgano de administración superior que aprobaron la operación.


e) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración superior que se hayan abstenido por tener interés en la operación respectiva, con indicación de la relación que tuvieren con la contraparte en la operación.


f) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración que se hayan opuesto a la aprobación del acto u operaciones.

g) Las deliberaciones efectuadas para la aprobación de los términos y condiciones de la operación, con indicación precisa de los antecedentes concretos que se hayan tenido en consideración a efectos de determinar que la operación se ajusta a lo dispuesto en el artículo 74.


Artículo 77.- El cumplimiento de los procedimientos descritos en los artículos anteriores, en caso alguno eximirá a los integrantes del órgano de administración superior o su equivalente de la responsabilidad que corresponda, en caso que la operación respectiva no se ajuste a lo dispuesto en el artículo 74.


Artículo 78.- El que, administrando a cualquier título recursos de una institución de educación superior, se interesare, directa o indirectamente, en cualquier negociación, acto, contrato u operación que involucre a la institución, con infracción a lo previsto en los artículos 71 a 77, ambos inclusive de la presente ley, será sancionado con reclusión menor en su grado medio y con multa del tanto al duplo del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.


Las mismas penas se le impondrán si, en cualquiera de las situaciones señaladas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.


Lo mismo valdrá en caso que el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diez por ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma.


Artículo 79.- La Superintendencia, cualquier asociado, miembro o fundador de la institución de educación superior, o quienes ejerzan funciones directivas y no hubieren concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este título podrán, a nombre de la institución de educación superior, perseguir judicialmente la responsabilidad civil de los directores que hubieren aprobado la operación.


Artículo 80.- Las normas establecidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.


Por su parte, las normas establecidas en los artículos 63 a 70 no les serán aplicables a  la Universidad Austral de Chile, a la Universidad de Concepción y a la Universidad Técnica Federico Santa María.
TÍTULO IV

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR


Artículo 81.- Modifícase la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase el artículo 1 por el siguiente:


“Artículo 1.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (en adelante también “el Sistema”) que estará integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior. Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.”.

A los organismos públicos mencionados en el inciso anterior, les corresponderá:


a) El desarrollo de políticas que promuevan la calidad, pertinencia, articulación, inclusión y equidad en el desarrollo de las funciones de las instituciones de educación superior.


b) La identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del Sistema, y la información pública.


c) El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al Consejo Nacional de Educación, en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.


d) La acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas de conformidad a lo establecido en el título II del capítulo II, y la acreditación de carreras o programas de pregrado y postgrado de conformidad a lo dispuesto en el título III y IV del capítulo II.


e) La fiscalización del cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las normas aplicables a dicho sector, en especial a la consecución de los fines que les son propios; así como del cumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos y académicos.”.


2) Elimínase el artículo 2.


3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:


“Artículo 3.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:


a) El Subsecretario de Educación Superior, quien lo presidirá.


b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación.


c) El Superintendente de Educación Superior.


d) El Presidente del Consejo Nacional de Educación.


Corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior brindar soporte técnico para el funcionamiento del Comité de Coordinación. Los miembros del Comité deberán designar a un secretario, quien llevará las actas y desempeñará las demás funciones que se le asignen.”.


4) Reemplázase el artículo 4 por el siguiente:


“Artículo 4.- Corresponderá al Comité de Coordinación:


a) Velar por la coordinación de los organismos que lo integran en lo relativo a su relación con las instituciones de educación superior.


b) Interactuar con la Comisión Nacional de Acreditación en las materias propias de sus funciones, incluida la elaboración de los criterios y estándares de calidad.


c) Establecer y coordinar mecanismos para el intercambio de información entre los órganos que componen el Sistema y las instituciones de educación superior.


d) Establecer un Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior, el cual contemplará, a lo menos, los compromisos y objetivos del Sistema, las acciones necesarias para alcanzarlos, y la identificación de las áreas que requieran de especial coordinación.


e) Promover la coherencia entre los criterios y estándares definidos para los procesos de acreditación, con la normativa que rige el licenciamiento, así como toda otra del sector de educación superior.”.


5) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase las dos veces que aparece la palabra “Coordinador” por las palabras “de Coordinación”.

b) Reemplázase la palabra “tres” por “seis”.


6) Reemplázase en el artículo 6 la palabra “verificar” por la frase “evaluar, acreditar”.


7) Reemplázase el artículo 7 por el siguiente:


“Artículo 7.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:


a) Cuatro académicos universitarios de reconocido prestigio y amplia trayectoria en gestión institucional, docencia de pregrado o formación de postgrado. De éstos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna universidad cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.


b) Cuatro docentes o profesionales de reconocido prestigio y amplia trayectoria en formación técnico profesional o en gestión institucional en centros de formación técnica o institutos profesionales. De ellos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna institución de educación superior cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.


c) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en el área de la innovación, seleccionado por la Corporación de Fomento de la Producción, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.


d) Un académico universitario de reconocido prestigio y amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica seleccionado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, o su sucesor, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.

e) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobada al menos la mitad del plan de estudios la carrera en la que estén inscritos y encontrarse dentro del 10% de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento y deberán ser representativos de cada subsistema, resguardando la participación de las Federaciones de Estudiantes, en su caso.


Tres de los comisionados señalados en la letra a) y tres de los señalados en la letra b) anteriores, serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de tres quintos del Senado, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882. Los demás comisionados de las letras a y b) serán designados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882, uno de los cuales será designado por el Presidente de la República como el Presidente de la Comisión. Asimismo, uno de estos últimos comisionados deberá tener trayectoria en gestión financiera y organizacional.


Corresponderá al Presidente citar y presidir las sesiones de la Comisión, establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión, dirigir sus deliberaciones, dirimir sus empates, y participar en el Comité de Coordinación en conformidad con lo establecido en el artículo 3. Asimismo, le corresponderá la representación de la Comisión en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera.


El Presidente se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Comisión.


Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores durarán seis años en sus cargos, no podrán ser designados nuevamente para un período consecutivo, y se renovarán por parcialidades cada tres años. En caso que no se efectuare el nombramiento del nuevo comisionado antes de la expiración del plazo de duración en el cargo del comisionado saliente, éste podrá permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de su reemplazante, por un máximo de tres meses adicionales. Si su nombramiento requiere de acuerdo del Senado y éste no se hubiere pronunciado en los términos señalados una vez vencido dicho plazo, se nombrará al candidato propuesto por el Presidente de la República, sin más trámite.


La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras a), b), c) y d) a un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.


La Comisión Nacional de Acreditación podrá funcionar en pleno o en salas. En tal caso, la primera  sala estará integrada por dos de los comisionados a que se refiere la letra a) y dos de la letra b), el comisionado de la letra c), y por uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La segunda sala se integrará por los restantes comisionados. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión será presidida por el Vicepresidente. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de acreditación institucional de las instituciones de educación superior y sobre las materias señaladas en las letras a) y b) del artículo 8. En contra de las decisiones que adopte cada una de las salas sólo se podrá interponer el recurso de reposición, sin perjuicio de la apelación regulada en la presente ley.


La Comisión, tanto para su funcionamiento en sala como en pleno, requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. En caso de producirse un empate, corresponderá al Presidente o Vicepresidente, cuando corresponda, el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes. Con todo, los acuerdos relativos a los procesos de acreditación institucional deberán contar con los votos de al menos tres de los comisionados señalados en las letras b) o c) en el caso del subsistema técnico profesional, y al menos tres de los comisionados señalados en las letras a) o d) en el caso del subsistema universitario.

Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.


A los integrantes de la Comisión, salvo el caso del Presidente, no les serán aplicables las normas de la ley N° 19.882, salvo en lo relativo a su nombramiento, de conformidad a lo señalado en los incisos anteriores.


Los comisionados deberán declarar intereses y patrimonio conforme a lo establecido en el capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880.”.


8) Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:


“Artículo 8.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:


a) Administrar y resolver los procesos de acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas y de las carreras y programas de estudio de pre y postgrado que éstas impartan.


b) Elaborar y establecer los criterios y estándares de calidad para la acreditación institucional, y de las carreras y programas de pregrado y postgrado, de acuerdo al tipo de institución, sea ésta del subsistema técnico profesional o universitario, previa consulta al Comité Coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


c) Ejecutar y promover acciones para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, en particular, identificar, promover y difundir entre las instituciones de educación superior buenas prácticas en materia de aseguramiento de la calidad de la educación superior.


d) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo, y proporcionar al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior los antecedentes correspondientes.


e) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.


La Comisión deberá revisar y evaluar la calidad de sus mecanismos y procedimientos de acuerdo a orientaciones, criterios y estándares aceptados internacionalmente, y someterse, al menos cada cinco años, a una evaluación externa por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia. . En este sentido, deberá poner especial énfasis en la diversidad institucional del sistema de educación superior chileno, en la definición y actualización de los criterios y estándares de calidad acorde a tal diversidad, y en los mecanismos, prácticas y resultados de evaluación interna y externa adecuados y pertinentes a los propósitos institucionales.”.


9) Modifícase el artículo 9 en el siguiente sentido:


a) Incorpórase en la letra a), después de la coma, la frase “previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública de conformidad a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882”.


b) Elimínase su letra c), pasando su actual d) a ser c) y así sucesivamente.


c) Intercálanse las siguientes letras d), e), f) y g), pasando la letra e) a ser i) y así sucesivamente:


“d) Dictar normas de carácter general en materias de su competencia, en especial respecto de la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación, tanto institucional como de carreras y programas de estudio de pre y postgrado;


e) Disponer la incorporación de pares evaluadores al registro establecido en el artículo 19, designar a los que actuarán en un determinado proceso de acreditación y resolver las impugnaciones que presenten las instituciones de educación superior a la designación de los mismos, de conformidad con lo establecido en el referido artículo;


f) Solicitar información a las instituciones de educación superior respecto a los avances de los Planes de Mejora, conforme a lo resuelto en la resolución de acreditación respectiva, pudiendo efectuar recomendaciones para propiciar su mejoramiento continuo;


g) Solicitar información y disponer la realización de visitas de seguimiento a las instituciones de educación superior, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional, para verificar y resguardar el cumplimiento  de los criterios y estándares de calidad pertinentes si, a su juicio y en base a nuevos antecedentes, las condiciones que justificaron la acreditación de un programa o institución se han visto alteradas significativamente. Los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación;

d) Intercálase en la letra e), que ha pasado a ser i), después del punto y coma, que pasa a ser coma, lo siguiente: “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 de la Ley de Educación Superior”.


10) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el encabezado por el siguiente:


“La Comisión nombrará, a partir de una terna que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882, a un Secretario Ejecutivo a quien le corresponderán las siguientes funciones:”.


b) Elimínase en su letra c) la locución “y”.


c) Reemplázase en su letra d) el punto final por una coma seguida de la locución “y”.


d) Incorpórase la siguiente letra e):


“e) Participar en las sesiones de la Comisión, con derecho a voz.”.


11) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 11, después del punto y aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“En el ejercicio de esta función, la Secretaría deberá implementar las acciones requeridas por la Comisión para la formulación y actualización de criterios y estándares de calidad, elaborar propuestas de instrumentos y materiales para el desarrollo de los procesos de autoevaluación y evaluación externa y capacitar a los pares evaluadores; entre otras labores.


12) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero el guarismo “3” por “4”.


b) Intercálase en su inciso primero, después de la palabra “institucional”, la frase “universitaria, uno para la acreditación institucional técnico profesional”.


c) Elimínase en su inciso primero, la segunda vez que aparece, la expresión “carreras y”.


d) Reemplázase en su inciso tercero, la palabra “quince” por “diez”.


e) Elimínase su inciso cuarto.”.


13) Incorpórase el siguiente párrafo 2° bis:

“Párrafo 2° bis De las inhabilidades e incompatibilidades


Artículo 12 bis.- No podrán ser comisionados:


a) Quienes ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 de la Ley de Educación Superior.


b) Los miembros o asociados, socios o propietarios de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.


c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.


d) Quienes ejerzan el cargo de Ministro de Estado o Subsecretario; Senador o Diputado; ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; Intendente, Gobernador o Consejero Regional; Secretarios Regionales Ministeriales o Jefe del Departamento Provincial de Educación, Alcalde o Concejal; los que sean miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; los miembros de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y los miembros de los demás Tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, salvo que desempeñe funciones en instituciones de educación superior estatales, y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.


Asimismo, no podrán ser nombrados como comisionado quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en las letras e) y f) del artículo 12 quáter.


Las inhabilidades contempladas en este artículo serán también aplicables a quienes ejerzan funciones directivas en la Secretaría Ejecutiva, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.


Artículo 12 ter.- Los comisionados deberán informar inmediatamente al Presidente de la Comisión de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus acuerdos o decisiones, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


En particular, los comisionados deberán abstenerse de intervenir en aquellos asuntos que afecten a las instituciones de educación superior con que tengan una relación contractual.


Los comisionados que, debiendo abstenerse, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Presidente de la República y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.


Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de abstención deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de un año, contado desde que éste fue emitido.


Artículo 12 quáter.- Serán causales de cesación en el cargo de comisionado, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño de su cargo.


d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.


e) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva.


f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como comisionado. Para estos efectos, se considerará falta grave:


i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.


ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.


iii. Dar por acreditados hechos a sabiendas de que son falsos u omitir información relevante para el proceso.


El comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo, o alguna causal de incompatibilidad con el mismo, deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia a la Comisión. En caso de constatarse por la Comisión alguna de dichas causales, el comisionado cesará automáticamente en su cargo. De igual forma, cesará en su cargo el comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.


El comisionado que incurra en alguna de las situaciones descritas en la letra f) de este artículo será destituido por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministerio de Educación, previo procedimiento administrativo, aplicándose supletoriamente las normas del Título V de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fijó el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Mientras se lleva a cabo este proceso, el comisionado quedará inhabilitado temporalmente para ejercer su cargo, perdiendo en tal caso su derecho a percibir la dieta establecida en la presente ley. El acto administrativo en virtud del cual se haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos. El comisionado que hubiere sido destituido de conformidad a lo dispuesto en este inciso no podrá ser designado nuevamente en el cargo. Tampoco podrá ocupar algún cargo directivo o administrativo en ninguna Institución de Educación Superior por el lapso de tres años, tratándose de la letra e) o del literal iii) de la letra f) de este artículo.


La destitución establecida en el inciso anterior procederá sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.


Si quedare vacante el cargo de comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 7. El comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que restare para completar el período del comisionado reemplazado. Si quedare menos de la mitad del período de duración del cargo, dicho comisionado podrá ser reelecto.


Una vez que los comisionados hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener participación en su propiedad, o ser miembros o asociados de éstas, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.


Artículo 12 quinquies.- Los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva, los integrantes de los Comités Consultivos y el personal que preste servicios a la Comisión, deberán guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley.


Asimismo, los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva y el personal que preste servicios a la Comisión tendrán prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios, sean éstos remunerados o gratuitos, ya sea en forma directa o a través de terceros, salvo labores docentes,| académicas o administrativas, en cuyo caso deberá darse cumplimiento a lo establecido en el artículo 12 ter.


Las infracciones a esta norma serán consideradas faltas graves para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y para perseguir la responsabilidad administrativa, que se exigirá sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.”.


14) Elimínase el inciso segundo del artículo 14.



15) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 15.- La acreditación institucional será obligatoria para las instituciones de educación superior autónomas y consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de criterios y estándares de calidad, los que se referirán a recursos, procesos y resultados; así como también, el análisis de mecanismos internos para el aseguramiento de la calidad, considerando tanto su existencia como su aplicación sistemática y resultados, y su concordancia con la misión y propósito de las instituciones de educación superior.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La acreditación institucional será integral y considerará la evaluación de la totalidad de las sedes, funciones y niveles de programas formativos de la institución de educación superior, y de aquellas carreras y programas de estudio de pre y postgrado, en sus diversas modalidades, tales como presencial, semipresencial o a distancia, que hayan sido seleccionados por la Comisión para dicho efecto.”.


c) Reemplázase en su inciso segundo, que pasó a ser tercero, la frase “La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo” por “En el desarrollo del proceso de acreditación institucional”.


d) Agrégase en su inciso final, después del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Asimismo, un reglamento de la Comisión establecerá el procedimiento de selección de carreras y programas de estudio de pre y postgrado que serán evaluados en la acreditación institucional. Este procedimiento deberá asegurar la evaluación de una muestra intencionada de las carreras y programas de estudios impartidos por la institución en la totalidad de sus sedes, la que deberá considerar carreras y programas de estudio de las distintas áreas del conocimiento en las que la institución desarrolla sus funciones, y en sus diversas modalidades, evaluando integralmente la diversidad de la institución. La institución evaluada podrá seleccionar adicionalmente una carrera o programa para su evaluación, la que deberá ser considerada como parte integral de la muestra por la Comisión.”.



16) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 16 por las siguientes: 


“a) Autoevaluación institucional: proceso participativo mediante el cual la institución de educación superior realiza un examen crítico, analítico y sistemático del cumplimiento de los criterios y estándares definidos por dimensión, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional. Este proceso deberá sustentarse en información válida, confiable y verificable.


La institución de educación superior deberá elaborar un informe de autoevaluación, que dé cuenta del proceso y sus resultados, incluyendo una evaluación del cumplimiento de sus propósitos declarados y de los criterios y estándares de calidad, respecto de todos los niveles, modalidades y sedes en que la institución desarrolle funciones académicas e institucionales. 


El informe de autoevaluación deberá contemplar un Plan de Mejora verificable, que deberá vincularse con los procesos de planificación estratégica institucional. Asimismo, deberá identificar las principales áreas en las que la institución ha determinado desarrollar acciones de mejoramiento, y los mecanismos y acciones específicas mediante los cuales la institución solucionará las debilidades detectadas durante la autoevaluación y los plazos en los que se espera alcanzarlos.


b) Evaluación externa: proceso tendiente a evaluar,  respecto de cada una de las dimensiones señaladas en el artículo 17 siguiente, el grado de cumplimiento de los criterios y estándares de evaluación, y verificar la validez del informe de autoevaluación desarrollado por la institución, identificando si la institución cuenta –y en qué grado- con las condiciones necesarias para garantizar un proceso de formación de calidad, un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados y el cumplimiento de los demás fines de la institución.”.


b) Agrégase al final del párrafo primero de su letra c), la siguiente oración:


“Previo a esta decisión, la Comisión deberá escuchar al Presidente de la Comisión de Pares Evaluadores y a la institución evaluada.”.”.


c) Intercálase, en el inciso segundo, antes de la palabra “autoevaluación”, la frase “el proceso de”.”.


17) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis:


“Artículo 16 bis.- Desde el inicio del proceso de acreditación institucional se entenderá, para todos los efectos legales, que la acreditación institucional vigente se prorrogará hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso.


En el caso de que una institución de educación superior no presente a la Comisión su informe de autoevaluación una vez vencida su acreditación vigente se entenderá que la institución no se encuentra acreditada, debiendo procederse de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la presente ley.


Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento deberán presentar su informe de autoevaluación a la Comisión en el plazo de dos años desde obtenida su autonomía. La no presentación del informe en dicho plazo tendrá a la institución por no acreditada”.


18) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- La acreditación institucional se realizará evaluando dimensiones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior, sobre la base de criterios y estándares de calidad previamente definidos para dichas dimensiones, y teniendo en consideración la misión y el respectivo proyecto institucional.

La Comisión deberá elaborar criterios y estándares de calidad que sean específicos para instituciones de los subsistemas universitario y técnico profesional de nivel superior.


Las instituciones de educación superior deberán acreditarse en las dimensiones de docencia y resultados del proceso de formación; gestión estratégica y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad; y vinculación con el medio.


Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán acreditar la dimensión de investigación, creación e innovación.


Un reglamento de la Comisión determinará el contenido de cada una de las dimensiones de evaluación.”.


19) Incorpórase el siguiente artículo 17 bis:


“Artículo 17 bis.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá por:


a) Dimensión de evaluación: área en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.


b) Criterio: elementos o aspectos específicos vinculados a una dimensión que enuncian principios generales de calidad aplicables a las instituciones en función de su misión. La definición de estos criterios deberá considerar las particularidades del subsistema universitario y del técnico profesional.

c) Estándar: descriptor que expresa el nivel de desempeño o de logro progresivo de un criterio. Dicho nivel será determinado de manera objetiva para cada institución en base a evidencia obtenida en las distintas epatas del proceso de acreditación institucional”.


20) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se revisarán por la Comisión cada cinco años, previa consulta al Comité de Coordinación.


La Comisión elaborará los criterios y estándares de calidad, los que deberán considerar las especificidades de los subsistemas técnico profesional y universitario y los niveles de programas formativos que las instituciones de educación superior impartan. Para estos efectos, la Comisión deberá consultar la opinión técnica de las instituciones de educación superior, así como también la de comités consultivos compuestos por expertos chilenos o extranjeros y representantes del sector productivo.


La Comisión deberá remitir los criterios y estándares al Comité de Coordinación antes de seis meses de la fecha en que deban entrar en vigencia.


Se establecerán criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional, de acreditación de carreras y programas y de acreditación de programas de magister, doctorados y especialidades médicas y odontológicas.


Con todo, los criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos de cada una de las dimensiones de evaluación:


1.- Docencia y resultados del proceso de formación. Debe considerar las políticas y mecanismos institucionales orientados al desarrollo de una función formativa de calidad, los que se deberán recoger en la formulación del modelo educativo. 


2.- Gestión estratégica y recursos institucionales. Debe contemplar políticas de desarrollo y objetivos estratégicos, y la existencia de una estructura organizacional e instancias de toma de decisiones adecuadas para el cumplimiento de los fines institucionales. 


3.- Aseguramiento interno de la calidad. El sistema interno de aseguramiento y gestión de la calidad institucional debe abarcar la totalidad de las funciones que la institución desarrolla, así como las sedes que la integran y deberá aplicarse sistemáticamente en todos los niveles y programas de la institución de educación superior. Los mecanismos aplicados deberán orientarse al mejoramiento continuo, resguardando el desarrollo integral y armónico del proyecto institucional.


4.- Vinculación con el medio. La institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo local, nacional e internacional, y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse mecanismos de evaluación de la pertinencia e impacto de las acciones ejecutadas, e indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.


5.- Investigación, creación y/o innovación.


a) Las universidades deberán, de acuerdo con su proyecto institucional, desarrollar actividades de generación de conocimiento, tales como investigación en distintas disciplinas del saber, creación artística, transferencia y difusión del conocimiento y tecnología o innovación. Esto debe expresarse en políticas y actividades sistemáticas con impacto en el desarrollo disciplinario, en la docencia de pre y postgrado, en el sector productivo, en el medio cultural o en la sociedad.



b) Los institutos profesionales y centros de formación técnica, de acuerdo con su proyecto institucional, deberán desarrollar políticas y participar en actividades sistemáticas que contribuyan al desarrollo, transferencia y difusión de conocimiento y tecnologías, así como a la innovación, con el objetivo de aportar a solución de problemas productivos o desafíos sociales en su entorno relevante. Estas actividades deberán vincularse adecuadamente con la formación de estudiantes”.


21) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:


a) Elimínase en su segundo inciso la frase “o jurídicas”.



b) Elimínase en su inciso tercero lo siguiente:


i. La frase “personas naturales”.


ii. La siguiente oración: “Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.”.


c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Asimismo, en la designación de la Comisión de los pares evaluadores que participarán en cada caso, se deberá cautelar que se respete un adecuado equilibrio de personas con experiencia en instituciones de educación superior regionales y de la Región Metropolitana de Santiago.”.


d) Reemplázase en su inciso quinto lo siguiente:


i. La frase “, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores” por “a los pares evaluadores que actuarán”.


ii. La frase “tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable”, por la siguiente: “podrá impugnar fundadamente a uno o más de los pares evaluadores por una sola vez, ante la Comisión, cuando concurra alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso siguiente, u otras circunstancias que a juicio de la institución puedan afectar la imparcialidad o normal desarrollo del proceso evaluativo, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la resolución que designa a los pares evaluadores”.


e) Reemplázanse los incisos sexto, séptimo y octavo por los siguientes:


“No podrán ser seleccionados como pares evaluadores las personas que:


a) Tengan vigentes o hayan celebrado contratos, por sí o por terceros, con la institución a ser evaluada, dentro de los dos años anteriores al inicio de sus funciones, según corresponda.


b) Tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, de quienes ejerzan funciones directivas, cualquiera sea su denominación en la institución a ser evaluada.


c) Se hallen condenadas por crimen o simple delito.


Asimismo, los pares evaluadores no podrán mantener ningún tipo de relación contractual, tener participación en la propiedad, o ser miembros de la asamblea o asociados en una institución de educación superior, ni ejercer funciones directivas en éstas, hasta doce meses después de haber participado en la evaluación externa de la institución respectiva.”.


22) Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:


Artículo 19 bis.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los pares evaluadores, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por pares evaluadores distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 19.




23) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que cumplan con los criterios y estándares de las dimensiones referidas en el inciso tercero del artículo 17, teniendo en consideración su misión y proyecto institucional. La acreditación institucional podrá ser de excelencia, avanzada o básica, en conformidad con los niveles de desarrollo progresivo que evidencien las instituciones.


En su pronunciamiento, la Comisión señalará el plazo en que la institución deberá someterse a un nuevo proceso de acreditación, el que podrá ser de 6 o 7 años en el caso de la acreditación de excelencia, de 4 o 5 años en la acreditación avanzada y de 3 años en la acreditación básica, sin perjuicio de lo establecido en el inciso siguiente. Con todo, sólo podrán someterse a un nuevo proceso de acreditación en un plazo de 7 años aquellas instituciones que cuenten con acreditación de la dimensión de investigación, creación y/o innovación.


Las instituciones reconocidas por el Estado acreditadas en el nivel básico sólo podrán impartir nuevas carreras o programas de estudio, abrir nuevas sedes, o aumentar el número de vacantes en alguna de las carreras o programas de estudio que impartan, previa autorización de la Comisión. Asimismo, la acreditación institucional básica sólo podrá otorgarse de forma consecutiva por una vez.


La resolución final del proceso de acreditación institucional deberá contener un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16 de la presente ley. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.



24) Reemplázase su artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- No se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que no cumplan con los criterios y estándares de calidad, según lo dispuesto en el artículo 20.


Tampoco se otorgará la acreditación institucional a aquellas instituciones de educación superior que, habiendo obtenido por una vez consecutiva la acreditación institucional básica, no obtuvieren en el siguiente proceso al menos la acreditación avanzada.


Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado no acreditadas quedarán sujetas a la supervisión del Consejo Nacional de Educación por un plazo máximo de tres años, contado desde el pronunciamiento de no acreditación por parte de la Comisión. Para estos efectos, el Consejo podrá ejercer las funciones del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación, en lo que sea aplicable, y solicitar a la respectiva institución de educación superior la información que estime pertinente.


Las instituciones de educación superior referidas en el inciso anterior no podrán impartir nuevas carreras o programas, ni abrir nuevas sedes, ni aumentar sus vacantes. Asimismo, no podrán matricular nuevos estudiantes, salvo que cuenten con autorización previa del Consejo Nacional de Educación.


En caso que la institución tenga carreras y programas de pre y posgrado acreditados, de conformidad con lo establecido en los títulos III y IV siguientes, aquéllos perderán su acreditación.


Si al término del plazo señalado en el inciso segundo la institución no acreditada no obtiene al menos la acreditación institucional básica, el Consejo deberá informar al Ministerio de Educación para que éste dé curso a la revocación del reconocimiento oficial y al nombramiento de un administrador de cierre. Lo mismo aplicará en caso que, durante el transcurso del referido plazo, el Consejo, en acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en sesión convocada a ese solo efecto, considere que la institución no cuenta con las condiciones mínimas necesarias para subsanar las observaciones que dan cuenta del incumplimiento de los criterios y estándares de calidad.


En los casos regulados en el presente artículo, la Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar al Ministerio de Educación de la no acreditación institucional dentro de los tres días hábiles siguientes a la dictación de la resolución respectiva.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las instituciones de educación superior señaladas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación.”.”.


25) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.


b) Intercálase, en su primer inciso, después de la palabra “hábiles”, la frase “, salvo que se trate de una institución que se encuentre en supervisión por el mismo”.”.


26) Reemplázase en el artículo 24 la oración “Si como resultado del proceso de acreditación,” por la frase “Si en el ejercicio de sus funciones”, y la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.


27) Incorpórase el siguiente artículo 25 ter, nuevo:


Artículo 25 ter.- Para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que previamente deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.


El Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:


a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.


b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.


c) Copia de los planes y programas de estudio.


d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.


e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.


f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.


g) Señalar la manera en que se resguardarán los derechos laborales de los trabajadores de la institución  que sean desvinculados, cuando corresponda.


La Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución.


Sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo. Una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.


El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior.


Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.”.


28) Reemplázase el epígrafe del título III por el siguiente: 


“De la acreditación de carreras y programas de pregrado”.


29) Reemplázase el epígrafe del párrafo 1° del título III por el siguiente: 


“De la acreditación obligatoria de carreras y programas de pregrado”.



30) Elimínase el artículo 26. 


31) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- Las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Cirujano Dentista, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.

La acreditación de estas carreras y programas consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de criterios y estándares de calidad, y tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte, y la normativa que rige su ejercicio.

Esta acreditación se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los criterios y estándares de calidad. Con todo, a la carrera o programa que no presente un cumplimiento aceptable de los estándares de calidad, no se le otorgará la acreditación.


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de estas carreras y programas, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.”.


Sólo las universidades acreditadas podrán impartir las carreras y programas referidos en este artículo, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.


Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación, y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir las carreras referidas en este artículo hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía. Dentro del plazo de dos años, contado desde la obtención de la plena autonomía, las instituciones de educación superior deberán iniciar el proceso de acreditación de sus respectivas carreras. 


Las universidades acreditadas que creen nuevas carreras o programas referidas en el inciso primero de este artículo tendrán un plazo de tres años para obtener su acreditación, contados desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”.



32) Modifícase el artículo 27 bis en el siguiente sentido:


a) Elimínanse sus incisos primero, segundo y final.


b) Intercálase en su inciso tercero, que pasa a ser primero, a continuación de la expresión “de carreras y programas”, la frase “de pedagogía”.”.

(Indicación número 449), aprobada sin enmiendas por unanimidad 5x0)


33) Modifícase el artículo 27 ter en el siguiente sentido:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual inciso primero a ser segundo:


“Para efectos de otorgar la acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27, la Comisión Nacional de Acreditación deberá establecer criterios y estándares de calidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 18 de esta ley.”.


b) Reemplázase en el encabezado del inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, la palabra “orientaciones” por la frase “estándares de calidad”.


c) Reemplázase en el inciso final la frase: “de evaluación” por “y estándares de calidad”.


34) Reemplázase el artículo 27 quáter por el siguiente:


“Artículo 27 quáter.- La acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27 será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14.”.


35) Modifícase el artículo 27 quinquies en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero:


i. Reemplácese la frase: “En caso de que la carrera o programa no obtuviera o perdiese la acreditación a que se refiere este artículo” por la siguiente: “En caso que alguna carrera o programa referidos en el artículo 27 no obtuviera o perdiese la acreditación”.


ii. Incorpórase después de la palabra “supervisión” la segunda vez que aparece, la siguiente frase: “o, si sometiéndose, no obtiene un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.


b) Elimínase en su inciso final la frase: “o un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.


36) Intercálase en el artículo 27 sexies, en su inciso primero, después de la frase “prosecución de estudios” la siguiente alocución “de las carreras de pedagogía”.


37) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la oración “Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen” por la siguiente: “Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión toma”.


b) Reemplázase la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.


38) Agrégase el siguiente párrafo 2°, nuevo, en el título III: 

“Párrafo 2°

De la acreditación voluntaria de carreras y programas de pregrado


Artículo 30.- Para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, existirá un proceso de acreditación voluntaria de las carreras y programas de pregrado al que podrán acceder las instituciones que cuenten, al menos, con acreditación institucional de nivel avanzado y cuyas carreras de acreditación obligatoria se encuentren acreditadas. 


Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación, en función de aquellas prioridades que se deberán definir en el Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior establecido en la letra d) del artículo 4, establecerá periódicamente aquellas áreas o carreras respecto de las cuales las instituciones de educación superior podrán solicitar esta acreditación voluntaria. 


En estos procesos, la evaluación externa podrá ser efectuada por los pares evaluadores referidos en el artículo 19 precedente. 


También podrán ser efectuadas por entidades evaluadoras de reconocido prestigio, registradas ante la Comisión y autorizadas y supervisadas por esta. Dichas entidades podrán ser de origen nacional o extranjero y deberán estar constituidas como personas jurídicas sin fines de lucro.


La Comisión asignará, según un procedimiento transparente y públicamente conocido, a los pares o entidades evaluadoras que realizarán la respectiva evaluación externa resguardando especialmente que no existan conflictos de intereses. 


Con todo, la decisión de acreditación de estas carreras será siempre adoptada por la Comisión, la cual deberá basarse en criterios y estándares específicos, que deberá dictar de conformidad a lo establecido en el artículo 18. Los aranceles que cobrará la Comisión por el desarrollo de estos procesos se regirán por el artículo 14.


Un reglamento de la Comisión Nacional de Acreditación, previa consulta al Comité de Coordinación señalado en el artículo 3°, regulará lo establecido en el presente artículo, especialmente lo referido a la autorización y supervisión de las entidades evaluadoras y los mecanismos de resolución de conflictos de intereses.


39) Elimínanse los artículos 31, 32 y 33.


40) Elimínanse los párrafos 2° y 3° del Título III.



41) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:


a) Elimínase de su primer inciso la frase “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”.


b) Intercálase después de la palabra “imparta” la frase “, los criterios y estándares de calidad correspondientes, la normativa vigente aplicable al respectivo programa”.


c) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Las universidades deberán someter sus programas de doctorado a los procesos de acreditación, siendo ello voluntario para los demás programas a que se refiere el inciso anterior. Se podrá exigir, como requisito para acceder a financiamiento público o para contar con la garantía del Estado, que el programa de postgrado respectivo se encuentre acreditado de conformidad a lo establecido en esta ley.”.


42) Derógase el artículo 45.


43) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“La acreditación de programas de postgrado y especialidades en el área de la salud será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación.”.


b) Elimínase su inciso segundo.


c) Incorpórase los siguientes cambios en su inciso tercero, que pasó a ser segundo:


i. Reemplázase la oración “En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación” por la siguiente frase: “En el caso en que un programa de los referidos en el inciso anterior no cumpla íntegramente con los criterios y estándares de calidad”.


ii. Elimínase la frase “agencia o”.


d) Incorpórase en su inciso cuarto, que pasó a ser tercero, las siguientes modificaciones: 


i. Reemplázase la frase “de evaluación” por la oración “y estándares de calidad”.


ii. Reemplázase la palabra “Superior” por “Nacional”.


44) Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:


a) Elimínase en el inciso primero la frase: “; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado”.


b) Elimínase en el segundo inciso la frase: “las agencias acreditadoras y”.


c) Elimínase en el inciso final la frase “profesionales y técnicas”.


45) Modifícase el artículo 48 en el sentido que se indica a continuación:


a) Elimínase su letra b), pasando la actual c) a ser b).


b) Incorpórase al final de su letra c), que pasa a ser b), después del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: "Las instituciones de educación superior deberán hacer referencia sólo al nivel de acreditación obtenido. Asimismo, siempre deberán señalar si cuentan o no con acreditación en la dimensión de investigación, creación y/o innovación referida en el inciso cuarto del artículo 17.”.


c) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso final: “En el caso de la información referida a las carreras o programas de estudio, deberá señalarse el estado de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior. Además, deberá informarse si se les ha otorgado la acreditación a la carrera o programa respectivo, y si se encontraren en proceso de acreditación, cuando corresponda.”.


46) Reemplázase en el artículo 49 la frase “su División” por “la Subsecretaría”.


47) Modifícase el artículo 50 en el sentido que se indica a continuación:


a) En el inciso primero:


i. Reemplázase la palabra “División” por “Subsecretaría”.


ii. Elimínase la palabra “estadísticos”.


iii. Suprímese la expresión “; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.”.


iv. Agrégase la siguiente frase final: “Asimismo, deberán informar la apertura de nuevas sedes, carreras y programas.”.


b) Intercálase, a continuación del inciso primero, el siguiente nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero y final:



“Corresponderá a la Subsecretaría validar y procesar la información proporcionada por las instituciones, cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.”.


48) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:


“Artículo 51.- El Sistema de Información contendrá los datos que remita la Superintendencia de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación. Para estos efectos, la obligación de recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla e incorporarla al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior corresponderá a la Superintendencia de Educación Superior y a la Comisión Nacional de Acreditación, respectivamente.


La coordinación de los órganos en la incorporación de la información al Sistema Nacional de Información corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior.”.


49) Elimínanse los artículos 52, 53 y 54.

TÍTULO V

DEL FINANCIAMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA GRATUIDAD

Párrafo 1° Del financiamiento institucional para la gratuidad


Artículo 82.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que cumplan con los requisitos señalados en esta ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad de conformidad a las condiciones que establece este título.


Artículo 83.- Para optar a este financiamiento, las instituciones de educación superior señaladas en el artículo anterior deberán:


a) Contar acreditación institucional avanzada o de excelencia, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 20.129.


b) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o cuya personalidad derive de éstas u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.


c) Estar adscritas, al menos un año antes de la solicitud respectiva, al Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior regulado en la presente ley. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá criterios de selectividad para las universidades que reciban este financiamiento, basados en desempeños mínimos que deberán tener los estudiantes matriculados en primer año en dichas instituciones en los instrumentos del Sistema de Acceso.


d) Aplicar políticas, previamente informadas a la Subsecretaría de Educación Superior, al menos un año antes de la solicitud respectiva, que permitan el acceso equitativo de estudiantes; y contar con programas de apoyo a estudiantes vulnerables que promuevan su retención, fomentando que al menos el 20% de la matrícula total de la institución corresponda a estudiantes de hogares pertenecientes a los cuatro primeros deciles de menores ingresos del país.


Sin perjuicio de los requisitos establecidos anteriormente, si una institución se encuentra en el caso regulado en el artículo 113, no podrá acceder al financiamiento regulado en el presente título, durante el plazo que dicho artículo dispone.


Las instituciones de educación superior estatales que cumplan los requisitos anteriores accederán a este financiamiento por el solo ministerio de la ley, debiendo dar cumplimiento a las obligaciones señaladas en el presente título, no siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 84 y 86.


Artículo 84.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado, que deseen acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán solicitarlo a la Subsecretaría hasta el 30 de abril de cada año.


La Subsecretaría tendrá un plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la solicitud, para verificar el cumplimiento de los requisitos.


Acogida la solicitud, el financiamiento se otorgará a contar del año siguiente y se entenderá que la institución lo mantiene mientras cumpla con lo dispuesto en el presente título y no manifieste su voluntad en contrario de conformidad al artículo 86.


Artículo 85.- La Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad. Dicho monto considerará la información del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula establecidos de conformidad a este título. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.


Para establecer el volumen de estudiantes en el caso de instituciones nuevas se considerarán, mientras no alcancen el mínimo de años señalado en el inciso anterior, los años para los cuales la institución disponga de información.


Las instituciones de educación superior sólo efectuarán la rendición del aporte institucional para la gratuidad a la Superintendencia, y de conformidad a las normas de carácter general que esta dicte.


Artículo 86.- La institución reconocida oficialmente por el Estado que opte por dejar de recibir el financiamiento de que trata este título deberá comunicarlo a la Subsecretaría antes del 30 de abril de cada año, lo que se materializará el año siguiente a dicha comunicación.


Con todo, la institución deberá asegurar que los estudiantes matriculados con anterioridad a dicha comunicación, mantengan la misma situación respecto de todos los cobros que les efectúe la institución o su exención, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.


La institución de educación superior que comunique la decisión de dejar de percibir el financiamiento, podrá volver a solicitarlo sólo una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de la referida comunicación.


Artículo 87.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:


a) Regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, establecidas en el párrafo 2° y en conformidad al párrafo 5° del presente título.


b) Regirse por la regulación de vacantes establecida en el párrafo 4° del presente título.


c) Otorgar estudios gratuitos de conformidad al párrafo 5° de este título.

Párrafo 2° De los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación


Artículo 88.- Aquellas instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad se regirán por los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 104.


Los valores de los aranceles regulados se determinarán en razón a “grupos de carreras” definidos por la Subsecretaría, los que corresponderán a conjuntos de carreras o programas de estudios que tengan estructuras de costo similares entre sí. Para ello, la Subsecretaría deberá considerar, al menos, los recursos que se requieran para impartirlas en razón de su estructura curricular, si se trata de carreras o programas de estudios profesionales o técnicos de nivel superior, los niveles, años y dimensiones de acreditación institucional con que cuentan las instituciones que las imparten, el tamaño de estas últimas y la región en que se imparten.


Los valores de los derechos básicos de matrícula corresponderán a un valor anual por estudiante, determinado según tipo de institución, es decir, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Por su parte, los valores de los cobros por concepto de titulación o graduación corresponderán a un valor único por estudiante para uno o más grupos de carrera.





Los valores que trata este artículo se establecerán, cada cinco años, mediante resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda y publicarse en abril del año anterior al que se aplicarán dichos valores. Con todo, excepcionalmente y por razones fundadas, la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente, podrá solicitar a la Subsecretaría, a más tardar en octubre del año respectivo, que adelante el procedimiento de determinación de valores regulados de los que trata este artículo para uno o más grupos de carreras. La Subsecretaría podrá acoger la solicitud de la Comisión, caso en el cual enviará la propuesta del inciso primero del artículo 91 en el mes de abril del año siguiente; o rechazarla; en ambos casos de manera fundada.


Artículo 89.- El arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables, de acuerdo a lo previsto en las bases técnicas señaladas en el artículo 90, para impartir una carrera o programa de estudios de los grupos de carreras respectivos.


Dicho arancel deberá considerar tanto los costos anuales directos e indirectos como el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.


Artículo 90.- La Subsecretaría establecerá, mediante resolución exenta, visada por el Ministro de Hacienda, las bases técnicas para la realización del cálculo de los valores regulados de arancel, cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras y de los derechos básicos de matrícula. Estas bases contendrán el mecanismo de elaboración de los grupos de carreras, las hipótesis, criterios de cálculo, metodologías y procedimientos conforme a los cuales se determinarán los valores que trata este artículo.


Artículo 91.- Para la elaboración de las bases técnicas que trata el artículo anterior, la Subsecretaría deberá presentar una primera propuesta a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente (en adelante “la Comisión”), dentro de los tres años siguientes a la publicación de la resolución exenta que determinó, para el último quinquenio vigente, los valores del arancel regulado, los derechos básicos de matrícula y cobros por titulación o graduación para el grupo o los grupos de carreras respectivos. Para la elaboración de la propuesta deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título y a las federaciones de estudiantes respectivas.

La propuesta presentada a la Comisión deberá adjuntar los antecedentes relacionados con el proceso de consulta señalado en el inciso anterior.


La Comisión deberá pronunciarse respecto de las bases técnicas dentro de tres meses desde la recepción de la propuesta. En el caso que la Comisión realice observaciones a la propuesta, éstas serán enviadas a la Subsecretaría, la que tendrá un plazo de dos meses para remitir una nueva propuesta que considere las modificaciones necesarias o dé respuesta fundada del rechazo de las observaciones.


La Comisión deberá pronunciarse respecto de esta nueva propuesta dentro del plazo de un mes contado desde su recepción. Este pronunciamiento será vinculante y podrá modificar de manera fundada la proposición de bases técnicas de la Subsecretaría, la que deberá dictar la resolución exenta de conformidad al último pronunciamiento de la Comisión.


La resolución exenta que establezca las bases técnicas de que trata este artículo deberá entrar en vigencia dentro del plazo de ocho meses contado desde la presentación de la propuesta a la que alude el inciso primero.


En caso que la Subsecretaría no presente las bases técnicas o que no se cumpla el plazo señalado en el inciso anterior, se aplicarán aquellas que se encuentren vigentes, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa según corresponda.


Artículo 92.- Dentro del plazo de siete meses contado desde la dictación de la resolución exenta que establece las bases técnicas, la Subsecretaría deberá presentar a la Comisión un informe que contenga el cálculo de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación, de conformidad a dichas bases técnicas, así como también las memorias de cálculo que correspondan. Asimismo, las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título podrán enviar a la Comisión sus apreciaciones al referido informe dentro del plazo de un mes contado desde su dictación.

La Comisión se pronunciará sobre el informe dentro del plazo de tres meses contado desde su recepción, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas, y debiendo tener a la vista las apreciaciones de las instituciones. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.


Dichas resoluciones exentas deberán dictarse en el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 88.


Artículo 93.- Las resoluciones exentas señaladas en el artículo anterior deberán establecer, al menos, lo siguiente:


a) La definición de el o los grupos de carreras que se hubieren determinado, debiendo explicitar las carreras o programas de estudios que se incluyan en cada grupo.


b) Los valores de los aranceles regulados y cobros por concepto de titulación o graduación expresados en pesos por estudiante para cada grupo de carreras señalados en la letra a).


c) Los valores de derechos básicos de matrícula, expresados en pesos por estudiante, de conformidad a la resolución vigente correspondiente a cada tipo de institución de educación superior, sin perjuicio de los reajustes que establece esta ley.


Artículo 94.- La Subsecretaría actualizará en octubre de cada año, mediante resolución exenta, los valores establecidos en las resoluciones vigentes de que trata el artículo anterior, de conformidad al reajuste que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año respectivo. Este reajuste aplicará para los aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de todos los estudiantes matriculados en la institución respectiva.


Asimismo, en dicha resolución se deberá incorporar una nómina de las instituciones de educación superior que acceden al financiamiento institucional para la gratuidad, indicando los niveles, años y dimensiones de acreditación institucional vigente para dicho año, debiendo considerar para ello aquéllos del mes inmediatamente anterior a la fecha de dictación de la resolución.


En caso de que la acreditación institucional cambie durante la vigencia de la resolución regulada en este artículo, se deberán considerar los nuevos niveles, años y dimensiones de acreditación en la resolución para el año siguiente.
Párrafo 3° De la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles


Artículo 95.- Créase una Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, de carácter permanente. Corresponderá a la Comisión:


a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores de aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, presentadas por la Subsecretaría.


b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores de los aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación propuestos por la Subsecretaría.


c) Emitir informes sobre otros requerimientos de opinión o asesoría técnica solicitados por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría.


d) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión podrá solicitar información a la Subsecretaría.


Artículo 96.- La Comisión estará integrada por siete profesionales nacionales o extranjeros, de amplia trayectoria profesional o académica, que acrediten al menos diez años de experiencia laboral o profesional, y dominio y experiencia laboral mínima de cinco años en materias económicas o jurídicas de regulación económica de servicios públicos, o en gestión de educación superior en el subsistema universitario o técnico profesional.


La integración de la Comisión deberá reunir experiencias profesionales o laborales, tanto del subsistema universitario como técnico profesional, así como experiencias regionales, distintas a la Región Metropolitana, y promover la paridad de género.


Los integrantes de la Comisión serán seleccionados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. Con todo, en igualdad de puntajes se deberá preferir a las postulantes mujeres. En el marco del concurso, dicho Consejo deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de incompatibilidades e inhabilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de noventa días. Para ello, la Subsecretaría propondrá al Consejo de Alta Dirección Pública perfiles profesionales, y de competencias y aptitudes.


El nombramiento de los seleccionados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.


Los integrantes de la Comisión permanecerán en sus cargos seis años. Podrán ser designados para un nuevo período, debiendo para ello presentarse al concurso público correspondiente.


La renovación de los integrantes de la Comisión se efectuará por parcialidades, las que como máximo podrán considerar dos miembros. Las designaciones serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.


Artículo 97.- No podrán ser nombrados integrantes de la Comisión:


a) Las personas que ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad al artículo 72.


b) Los miembros, asociados o fundadores; o socios o propietarios, según corresponda, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de una institución de educación superior.


c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.


d) Los funcionarios públicos, con excepción de aquellos que posean dicha calidad en razón de ejercer labores académicas en las instituciones de educación superior estatales. Así también, quienes detenten convenios de honorarios en ministerios u otros servicios públicos.


Las personas que al momento de su nombramiento se encuentren en cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso anterior deberán renunciar a ellas para poder ser nombrados en el cargo.


Una vez que los consejeros hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener cualquier participación de aquellas señaladas en la letra b) del presente artículo, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.


Asimismo, no podrán ser nombrados integrantes de la Comisión quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 100 de esta ley.


Artículo 98.- El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría, financiará los gastos de administración y funcionamiento de la Comisión, así como también el monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la Subsecretaría deberá coordinar y ejecutar las actividades necesarias para la administración de gastos y el funcionamiento de la Comisión, brindándole asistencia administrativa.

Los honorarios mensuales de cada integrante corresponderán a diez unidades tributarias mensuales, por cada sesión, con un tope total mensual de cien unidades tributarias mensuales.


Artículo 99.- La Comisión elegirá de entre sus integrantes a quien la presidirá por los siguientes tres años o hasta que expire su cargo, lo que ocurra primero.


El quórum mínimo para sesionar será de cuatro integrantes y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría, decidiendo el voto del Presidente en caso de empate.


De los acuerdos de la Comisión se dejará constancia en los libros de actas respectivos y en las resoluciones que se emitan.


Artículo 100.- Serán causales de cesación en el cargo de integrante de la Comisión:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Ministro de Educación.


c) Incapacidad legal sobreviniente.


d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

e) Faltas graves al cumplimiento de las obligaciones en su calidad de integrante de la Comisión de Expertos. Se entenderán faltas graves:


i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.


ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.


Artículo 101.- Los integrantes de la Comisión no tendrán carácter de personal de la Administración del Estado. Sin perjuicio de lo anterior, les serán aplicables las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad contenidas en el título III del decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; deberán declarar intereses y patrimonio de acuerdo al capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880; y les serán aplicables las normas previstas en el título V del libro II del Código Penal sobre delitos de los empleados públicos, considerándoseles, por consiguiente, comprendidos en el artículo 260 del referido Código.”.

Párrafo 4° Regulación de las vacantes de las instituciones de educación superior


Artículo 102.- La Subsecretaría, mediante resolución, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, para aquellas carreras o programas de estudio señalados en el artículo 104.


La resolución deberá dictarse a más tardar el 30 de abril y regirá por el plazo de tres años, contado desde el año siguiente a su dictación.

Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables:


a) Los niveles y años de acreditación institucional.


b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.


c) La cobertura regional de la educación superior.


Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá recabar antecedentes entre los integrantes del Sistema de Educación Superior; organismos públicos con competencia en las áreas de ciencia, tecnología e innovación o en las áreas de productividad y crecimiento económico de largo plazo; y organizaciones del sector productivo, entre otras. Asimismo, considerará, entre otras, la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior y la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, reguladas en los artículos 8 y 16 de esta ley, entre otros antecedentes.


Con todo, excepcionalmente y de manera fundada, mediante resolución del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, y a solicitud de la respectiva institución de educación superior, podrá autorizarse un incremento de vacantes superior al de la resolución referida en el inciso primero, si tiene como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones,  y está contemplada, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.

Párrafo 5° Del deber de otorgar estudios gratuitos y cobros regulados


Artículo 103.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional de que trata este título deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que, de acuerdo a la condición socioeconómica que la ley disponga, cumplan los siguientes requisitos:


a) Ser chileno, extranjero con permanencia definitiva, o extranjero con residencia, y respecto a éste último caso, que haya cursado la enseñanza media completa en Chile.


b) No poseer un título técnico de nivel superior, ni un título profesional o una licenciatura; ni un título o grado académico reconocido o revalidado en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 109 de esta ley.


Se entenderá que cumplen este requisito los estudiantes que hayan obtenido una licenciatura en carreras o programas de estudio conducentes a un título profesional, mientras no obtengan este último.


c) Estar matriculado en alguna de las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 104.


Artículo 104.- Para efectos de esta ley, se entenderá que la institución de educación superior cumple con otorgar estudios gratuitos si exime a los estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo anterior de cualquier pago asociado a arancel y a derechos básicos de matrícula, cualquiera sea su denominación, respecto de aquellas carreras y programas de estudio presenciales conducentes a los títulos y grados señalados en las letras a), b) y c) del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación. En caso que dichas carreras o programas de estudio sean impartidas en modalidad semipresencial, su financiamiento deberá ser autorizado por resolución de la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a criterios objetivos establecidos en el reglamento respectivo.


En lo relativo a los cobros por concepto de titulación o graduación, las instituciones de educación superior sólo podrán cobrar como máximo aquel valor definido de conformidad al párrafo 2º de este título.


Artículo 105.- La obligación de otorgar estudios gratuitos de que trata este párrafo será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no exceda la duración nominal de éstas.


La duración nominal de la carrera o programa de estudio corresponderá al tiempo de duración del plan de estudios y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes. Dicha duración nominal será informada por las instituciones de educación superior de conformidad a las normas vigentes.


Para el caso de los programas de formación inicial general, tales como bachilleratos u otros equivalentes de conformidad a las normas vigentes, su duración nominal se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante.

Artículo 106.- Tanto para los efectos del cálculo de la permanencia de un estudiante del artículo anterior, como para aquella a la que se refiere el artículo 108, no se considerará el tiempo en el cual el estudiante suspenda justificadamente sus estudios, siempre que dicha suspensión sea aprobada por la institución respectiva y se haya notificado a la Subsecretaría según lo disponga el reglamento.


Artículo 107.- En caso de estudiantes que realicen cambios de carreras o programas de estudio dentro de una institución de educación superior o entre instituciones que acceden al financiamiento institucional, éstas mantendrán su obligación de otorgar estudios gratuitos a aquellos que cumplan lo dispuesto en el artículo 103 sólo respecto del cambio de la primera carrera o programa de estudios a otra.


Para la determinación de la duración de dicha obligación se considerará la duración nominal de la carrera o programa de estudio en curso, descontándosele el total del tiempo que el estudiante haya cursado de forma gratuita en la anterior carrera o programa de estudio.


Artículo 108.- En caso que la permanencia de un estudiante que cumple con los requisitos para acceder a estudios gratuitos en una institución de educación superior que recibe el financiamiento institucional exceda el plazo de la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, la institución podrá cobrar a dicho estudiante de conformidad a lo dispuesto a continuación:


a) En caso que el tiempo de permanencia exceda hasta un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta sólo podrá cobrar al estudiante hasta el 50% del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional a dicho plazo.


b) Si el tiempo de permanencia excede más de un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta podrá cobrar al estudiante hasta el total del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional al señalado en la letra a).


La determinación del porcentaje de cobro lo realizará la institución de educación superior en la cual el estudiante se encuentre matriculado, de conformidad a los límites máximos señalados en el inciso anterior.


Artículo 109.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103, las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad deberán otorgar estudios gratuitos a aquellos estudiantes que cumplan con lo dispuesto en las letras a) y c) de dicho artículo, y que posean un título técnico de nivel superior otorgado por instituciones de educación superior, para cursar una segunda carrera o programa de estudios cuya finalidad sea la obtención de un título profesional o grado académico de licenciado impartido por una institución que reciba dicho financiamiento.


Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 107, a menos que el respectivo programa técnico de nivel superior se articule con otra carrera o programa de estudios de un área del conocimiento afín. En este caso, la duración nominal del programa se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante, descontados los semestres, o su equivalente, convalidados en la nueva carrera. Con todo, en este caso, como también en el señalado en el inciso final del artículo 105, se considerará que existe articulación si en la nueva carrera se convalidan al menos dos de los semestres cursados previamente, o su equivalente, según lo disponga el reglamento.


Asimismo, dichas instituciones deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 103 y que posean el grado de licenciado o licenciada otorgado por instituciones de educación superior, para cursar un módulo de licenciatura conducente a título pedagógico otorgado por una institución que reciba el financiamiento institucional cuya duración no exceda de cuatro semestres. Para este caso, no le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 107.

Artículo 110.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, podrán cobrar como máximo a aquellos estudiantes que cumplan solo lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 103, y a aquellos estudiantes que cumpliendo con los requisitos del referido artículo realicen más de un cambio de carrera en conformidad a lo dispuesto en el artículo 107, el arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación fijados para la carrera o programa de estudio respectivo de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2º de este título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 109.


Los nuevos valores establecidos en las resoluciones exentas señaladas en el artículo 92, serán aplicables a los nuevos estudiantes matriculados el año en que se inicia la vigencia de la resolución respectiva.


Respecto de aquellos estudiantes que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 103 o aquellos matriculados en carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales que, en este último caso, no hayan sido autorizadas por la Subsecretaría, no aplicará el límite dispuesto en el inciso anterior.

Párrafo 6° Infracciones y sanciones a este título


Artículo 111.- La Superintendencia de Educación Superior fiscalizará el cumplimiento de las obligaciones y requisitos establecidos en el presente título, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Subsecretaría de Educación Superior.


Artículo 112.- Sin perjuicio de las demás infracciones que la ley establezca, el incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras c) y d) del artículo 83 se considerarán infracciones graves.


En caso que una institución de educación superior pierda su acreditación, se requerirá únicamente la notificación de esta circunstancia que realice la Comisión Nacional de Acreditación a la Subsecretaría para que ésta determine la pérdida del financiamiento público regulado en este título. En el caso de las universidades estatales se estará a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Sobre Universidades del Estado.

Por su parte, en caso que la institución de educación superior incumpla el requisito establecido en la letra b) del artículo 83, la Subsecretaría determinará la pérdida del financiamiento público regulado en este título.


El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 87 de la presente ley se considerarán infracciones gravísimas. En caso que la institución incumpla lo dispuesto en la letra b) de dicho artículo se descontará de los recursos que se le transfieran por los nuevos estudiantes matriculados, una proporción equivalente al porcentaje del total de estudiantes nuevos matriculados por sobre el límite correspondiente. En este caso la institución igualmente deberá otorgar estudios gratuitos a todos aquellos estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo 103, y que mantengan las condiciones señaladas en el párrafo 5° del presente título.


Con todo, la Superintendencia podrá, atendida la gravedad y las consecuencias del hecho o la existencia de infracciones reiteradas a esta regulación, resolver la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior que ejecute dicha medida, a partir del año siguiente a la fecha de la resolución final del procedimiento sancionatorio. Se entenderá, para estos efectos, que son infracciones reiteradas cuando se hayan cometido dos o más de ellas en los últimos tres años.


La Superintendencia podrá establecer devoluciones de dinero a favor de los estudiantes, así como también otras medidas correctivas. El cumplimiento de estas medidas se considerará como una circunstancia atenuante de conformidad a lo dispuesto en el artículo 61.


En caso que se disponga la pérdida del financiamiento público regulado en este título de conformidad a este artículo, la institución sancionada sólo podrá solicitar nuevamente el acceso a dicho financiamiento diez años después de la resolución final del procedimiento sancionatorio de la Superintendencia. Con todo, este plazo no regirá cuando la pérdida del financiamiento se deba a la no obtención de la acreditación.


Artículo 113.- Si una institución que recibe el financiamiento público regulado en el presente título es sancionada por infracciones graves o gravísimas cinco o más veces dentro de tres años, el Superintendente resolverá la pérdida de dicho financiamiento, solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior la ejecución de la medida.


En este caso, la institución sancionada sólo podrá solicitar el acceso al financiamiento público regulado en el presente título diez años después de la resolución final en que la Superintendencia resolvió la pérdida del financiamiento.


Artículo 114.- El Estado transferirá recursos públicos a las instituciones que dejen de recibir el financiamiento institucional para la gratuidad, respecto de aquellos estudiantes que con anterioridad a la comunicación regulada en el artículo 86 o a la determinación de la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título, cursaban sus estudios de forma gratuita, en la medida que éstos mantengan los requisitos y condiciones regulados en el presente título.


Las instituciones de educación superior que sean sancionadas de conformidad a lo dispuesto en el presente párrafo, deberán asegurar que aquellos estudiantes matriculados con anterioridad a la verificación de la infracción, mantengan la misma situación respecto de los cobros que efectúe la institución o su exención, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.


Artículo 115.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, regulará las materias y procedimientos necesarios para la aplicación del presente título.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 116.- La Subsecretaría de Educación Superior será la sucesora legal de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 6) del artículo sexto transitorio de esta ley.


En consecuencia, toda referencia que las leyes, reglamentos y demás normas hagan a la División de Educación Superior y al Jefe de División de dicha repartición, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Superior y al Subsecretario de Educación Superior, respectivamente, desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior.


Artículo 117.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.591, que establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y personal:


1) Reemplázase en el artículo 79, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.


2) Reemplázase en el artículo 80, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.


3) Reemplázase en el artículo 80 bis la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.


Artículo 118.- Modifícase la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1) Intercálase en la letra i) del artículo 2 bis, a continuación de la palabra “Educación” la frase “o la Superintendencia de Educación Superior”.


2) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Introdúzcase la siguiente letra d) nueva, pasando la actual letra d) a ser letra e):


“d) La Subsecretaría de Educación Superior.”.


b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“El Ministro de Educación será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Educación, y a falta de éste, sucesivamente por el Subsecretario de Educación Parvularia y por el Subsecretario de Educación Superior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.


3) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:


a) Intercálase, a continuación de la expresión “Tendrá a su cargo la coordinación”, la frase “de las Subsecretarías que componen el Ministerio,”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, contará con una unidad de formación técnico profesional, encargada de la coordinación de las iniciativas relacionadas con la modalidad formativa técnico profesional a nivel sectorial, entre la Subsecretaría de Educación y la Subsecretaría de Educación Superior del Ministerio de Educación, asegurando que las políticas de formación técnico profesional de cada subsecretaría se articulen en pos del desarrollo de trayectorias educativo- laborales. Además, le corresponderá apoyar técnicamente al Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, para la elaboración de la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional.”.


4) Derógase el artículo 8.


Artículo 119.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación:


1) Agrégase en la letra d) del artículo 52, a continuación de la frase “Suboficiales de Carabineros de Chile,” la frase “la Escuela de Gendarmería de Chile;”.


2) Agrégase, en el inciso final del artículo 53, a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “excepto la Escuela de Gendarmería de Chile, la que se relacionará con el Estado a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


3) Agrégase en el artículo 54 letra a) a continuación de la frase “de una duración mínima de mil seiscientas clases” la oración “o cuatro semestres”.



4) Reemplázase, en el título III, el epígrafe del párrafo 5° por el siguiente:


Párrafo 5°


“Del Reconocimiento Oficial de los títulos que otorgan los establecimientos de educación superior dependientes de Ministerios.”.


“5) Intercálase, a continuación del artículo 84, el siguiente artículo 84 bis, nuevo:


“Artículo 84 bis.- La Escuela de Gendarmería de Chile desarrolla actividades docentes, de investigación y extensión de nivel superior, cuyo objetivo fundamental es formar profesionales y técnicos con los conocimientos necesarios para el cumplimiento de las funciones institucionales que les encomienda la ley.


En ese sentido, podrá otorgar títulos profesionales y técnicos de nivel superior propios de su quehacer, de acuerdo con la naturaleza de la enseñanza impartida y en el ámbito de su competencia.


Los títulos técnicos de nivel superior y profesionales referidos en el inciso anterior, serán equivalentes a los de similar carácter conferidos por los demás establecimientos de educación superior y reconocidos como tales para todos los efectos legales.”.”.


6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 100 por los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“En caso contrario, el Consejo deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de dicha institución.


Con todo, el Consejo Nacional de Educación podrá ampliar el período de verificación hasta por tres años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos del Consejo, éste deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial.”.

7) Derógase el artículo 114.


Artículo 120.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales:


1) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio,” por “La Superintendencia de Educación Superior (en adelante “la Superintendencia”), de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“La Superintendencia podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma.”.


c) Reemplázase en los incisos tercero, cuarto y quinto, la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


2) Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “preliminar, el Ministerio de Educación” por “, la Superintendencia”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Proponer al Ministerio de Educación que dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, en caso de que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquella. De decretarse la revocación, el Ministerio procederá al nombramiento de un administrador de cierre.”.


c) Reemplázase en el inciso final la referencia a “N° 19.880” por “de Educación Superior”.


3) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse todas las referencias a “el Ministerio de Educación”, a “al Ministerio de Educación” y a “el Ministerio” por la frase “la Superintendencia” o “a la Superintendencia”, según corresponda.


b) Incorpórase en el inciso segundo después de “plan” la frase “previo informe favorable del Ministerio de Educación,”, precedida por una coma.


c) Elimínase en el inciso tercero la palabra “ministerial”.


d) Reemplázase en el inciso cuarto la palabra “decretará” por el vocablo “resolverá”.


4) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación” por “la Superintendencia”.


b) Incorpórase en el inciso primero, en la letra d), después de “la ley N° 20.720” la frase “en cuyo caso la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar dicha circunstancia a la Superintendencia de Educación Superior”, precedida de una coma.


c) Incorpórase en el inciso primero la siguiente letra f) nueva:


“f) Cuando una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumpla con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 65 de la Ley de Educación Superior.”.”.


d) Elimínanse sus incisos tercero, cuarto, quinto y sexto.


5) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 8 la frase “entenderán que son entes relacionados,” por “entenderá por personas relacionadas” y la referencia a “el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores” por “el artículo 71 de la Ley de Educación Superior”.


6) Reemplázase en el artículo 9:


a) En el inciso segundo la referencia “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia” y la palabra “Éste” por “Ésta”.


b) En el inciso tercero la referencia “el Ministerio” por “la Superintendencia”.


7) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior. Asimismo, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento deberá realizar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la institución. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.”.


b) En el inciso segundo reemplázase la palabra “treinta” por “sesenta”.


c) En el inciso segundo reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


d) En el inciso tercero reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.


e) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”.


f) En el inciso quinto:


i. Reemplázase la referencia “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


ii. Reemplázase la frase “División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por “misma”.


8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:


a) En el inciso cuarto, reemplázase “al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.


b) En el inciso quinto, reemplázase “al Consejo” por “a la Superintendencia”.


c) En el inciso sexto, reemplázase “El Consejo” por “La Superintendencia”.


9) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero reemplázase las frases “un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período” por “por un plazo de hasta dos años, prorrogable hasta por un año más” y “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio” por “la Superintendencia”.


b) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto la expresión “El Ministro de Educación,” por “La Superintendencia”, y elimínese la frase “previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto,”.


10) Reemplázase en el artículo 13 en su inciso segundo, letra g) la palabra “tres” por la expresión “cuatro”.


11) Reemplázase en el artículo 16 la frase “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia, para que ésta proceda de conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.


12) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente:


“El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del Administrador Provisional y deberá ser aprobado por la Superintendencia. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12, la designación del Administrador Provisional será alzada por la Superintendencia, una vez aprobado el referido informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el Administrador Provisional.”.


13) Reemplázase en el artículo 19 la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.


14) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en el inciso primero la oración “el Ministerio de Educación dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “la Superintendencia enviará los antecedentes al Ministerio de Educación para que, de estimarlo procedente, dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior”.


b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto”.


c) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”, la palabra “éste” por “ésta” y la oración “El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “La Superintendencia, si lo estima pertinente y mediante resolución fundada, podrá proceder en conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.


d) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Para efectos de lo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar a la Superintendencia de Educación Superior la circunstancia de haberse dictado una resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley N° 20.720.”.


15) Reemplázase en el artículo 21 la frase “y al Superintendente” por “, a la Superintendencia de Educación Superior y a la Superintendencia”.


16) Sustitúyese en el artículo 24, inciso quinto, la palabra “tres” por “cuatro”.


17) Reemplázase en el artículo 25 la palabra “División” por “Subsecretaría” y elimínese la frase “provisional o”.


18) Incorpórase el siguiente artículo cuarto transitorio:


“Artículo cuarto.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 13 letra g) y 24 de la presente ley, también podrán suscribirse convenios con instituciones de educación superior que cuenten con al menos cuatro años de acreditación conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129 y sus modificaciones.”.



Artículo 121.- Las universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Basal por Desempeño”. 


Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. Las reglas de distribución de los recursos serán definidas mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, basándose en criterios objetivos y considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981” establecido en la ley N° 20.882.


Las Universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo sólo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.

Artículo 122.- Derógase la ley N° 20.027, que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior, a partir del 1 de enero de 2019. Dicha derogación entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, el cual será administrado por el Estado y será propuesto por la Presidenta de la República a través de un proyecto de ley que presentará durante el año 2017.

Artículo 123.- El Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, en el mes de septiembre de cada año, un informe que detalle el gasto tributario que hubieren significado durante el año anterior las exenciones, franquicias y todo otro tipo de beneficio impositivo, de cualquier naturaleza, de que gocen las instituciones de educación superior.


Para tal efecto, las instituciones deberán preparar un reporte anual, desagregado por ítem de gasto, con indicación de las operaciones y sus características, el cual será remitido al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución dictada al efecto

Artículo 124.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones que se establezcan en las siguientes disposiciones transitorias.

Párrafo 1° De la transitoriedad de las normas relativas al Título I


Artículo segundo.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren bajo régimen de supervisión por parte del Ministerio de Educación, y aquellas que se encuentren bajo régimen de examinación por parte de otra institución de educación superior, tendrán el plazo de un año contado desde la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior para iniciar el proceso de licenciamiento administrado por el Consejo Nacional de Educación. En caso de no iniciar dicho proceso en el plazo indicado, el Ministerio de Educación iniciará el procedimiento de cancelación de la personalidad jurídica y revocación del reconocimiento oficial de conformidad a los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, según corresponda.


Para los efectos del presente artículo, se entenderá que la institución de educación superior ha iniciado el proceso de licenciamiento una vez que se cumplan las siguientes condiciones copulativas:


a) Que la institución presente los antecedentes y formularios solicitados por el Consejo Nacional de Educación para estos efectos.


b) Que presente el informe de análisis institucional para el proceso de autonomía ante dicho organismo.


c) Que pague los aranceles fijados por el Consejo por concepto de verificación de proyectos institucionales establecidos en la circular respectiva.


Artículo tercero.- Para los efectos de lo establecido en el artículo 6 de esta ley, se entenderá que las universidades que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación, de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra b) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cinco o más años y tienen acreditada el área de investigación de conformidad con la ley N° 20.129.”.


Artículo cuarto.- El Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley entrará en funcionamiento a partir del año 2020 para los procesos de admisión del año 2021.”..



Artículo quinto.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley, el Ministerio de Educación implementará un piloto de Marco de Cualificaciones, de carácter referencial, asociado a la formación técnico profesional provista por los centros de formación técnica estatales creados por la ley número 20.910 y al que podrán adherir también las instituciones privadas. El diseño de dicho programa deberá considerar la participación de las instituciones de educación superior de dicho subsistema, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 


Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, deberá entregar al Ministro de Educación una propuesta de Marco de Cualificaciones que contenga: un diagnóstico sobre articulación entre los distintos niveles formativos del Sistema de Educación Superior en el subsistema técnico profesional, y entre la oferta formativa y el mundo del trabajo; una evaluación del programa piloto al que se refiere el inciso anterior; los objetivos y alcance que debiera tener un Marco de Cualificaciones en función de los requerimientos del país; un diseño de la institucionalidad encargada de su elaboración, revisión y actualización, y, finalmente, las modificaciones legales necesarias para su implementación. 


En la elaboración de dicha propuesta se deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 


Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá que un Marco de Cualificaciones es un instrumento orientador y referencial que permite organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Dicho instrumento debe contribuir a promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas; a la articulación entre distintos niveles educativos, y entre la educación formal y no formal y a la articulación de las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa. 


De lo señalado en este artículo, se informará, anualmente, a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado.


Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta podrá incluir a los funcionarios de la División de Educación Superior, y adicionalmente, podrá incluir a los funcionarios de la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación.


2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la División de Educación Superior, y desde la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación, si procede, a la Subsecretaría de Educación Superior. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Superior. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fijen la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento de la planta de la Subsecretaría de Educación Superior. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en la ley N° 19.553, entre otras.


Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Asimismo, podrá determinar la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que se practique a dicha planta. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior y la fecha de supresión de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, la cual será la misma de entrada en vigencia del numeral 4) del artículo 118 de la presente ley.


Artículo séptimo.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo octavo.- El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo noveno.- Los procedimientos administrativos, de fiscalización y sancionatorios, iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, especialmente aquellos regidos por la ley N° 20.800, y que se sustancien ante la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, continuarán su tramitación ante la Subsecretaría de Educación Superior desde la fecha de entrada en vigencia de esta última, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 6) del artículo sexto transitorio de esta ley, y conforme a las normas vigentes a la época de su iniciación, hasta su total terminación.

Párrafo 2° De la entrada en vigencia de la Superintendencia de Educación Superior


Artículo décimo.- Desde de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Superintendente de Educación Superior, quien asumirá de inmediato, y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la ley N° 19.882 para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, tendrá derecho a una remuneración equivalente al grado 1 de la Escala de Fiscalizadores del decreto ley N° 3.551, de 1981, que será financiada con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación mientras no entre en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior. Al Superintendente le corresponderá realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de dicha Superintendencia.


Artículo décimo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta, cuando proceda, podrá incluir personal del Ministerio de Educación.


2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.


3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, podrá determinar el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882 y los niveles para la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá establecer las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en las leyes N° 19.528 y N° 18.091, entre otras.


Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Además, podrá fijar la fecha de los traspasos y encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior.


Artículo décimo segundo.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo décimo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación Superior, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo décimo cuarto.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación Superior. El Superintendente de Educación Superior requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.


Artículo décimo quinto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 120 entrarán en vigencia desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior, de acuerdo a lo establecido en el número 6) del artículo décimo primero transitorio, a excepción de las indicadas en los números 5) y 7) letra a) del señalado artículo 120.

Párrafo 3° De la transición de las obligaciones de informar de las instituciones de educación superior 


Artículo décimo sexto.- Las obligaciones establecidas en el artículo 36 comenzarán a regir un año después a partir de la fecha en que la Superintendencia defina las respectivas normas contables.

Artículo décimo séptimo.- Las obligaciones de informar que establece el artículo 37 a las instituciones de educación superior, serán exigibles en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, ejercer las facultades que dicha norma confiere a la Superintendencia de Educación Superior en tanto ésta no inicie sus funciones.

Párrafo 4° De la transición a las nuevas regulaciones y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro


Artículo décimo octavo.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado al momento de la publicación de la presente ley, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 63, 64, 66, 67, 68, 69, 70 dentro del plazo de dos años contado desde su publicación.


Artículo décimo noveno.- Las instituciones de educación superior tendrán un plazo de un año contado desde la publicación de esta ley para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80.
Párrafo 5° De las transiciones de los procedimientos de acreditación


Artículo vigésimo.- El Comité de Coordinación a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.129, deberá constituirse dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de inicio de actividades de la última de las instituciones que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


A más tardar dentro de seis meses de constituido el Comité, deberá establecerse el primer Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior del que trata la letra d) del artículo 4 de la ley N° 20.129.


Artículo vigésimo primero.- Los numerales 15, 16, 17, 18, 21, 22, 24 y 27 del artículo 81 de la presente ley, que modifica la ley N° 20.129 entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del 2020.


Por su parte, las disposiciones del artículo 81 de la presente ley que modifican el capítulo III de la ley N° 20.129 entrarán en vigencia una vez que inicie su funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior de conformidad con el artículo sexto transitorio.


Artículo vigésimo segundo.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá elaborar una primera propuesta de los criterios y estándares de los que trata el nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 que se entregará al Comité Coordinador para dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que el Comité se haya constituido. 


Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación deberá iniciar el proceso de consulta del que trata el inciso segundo del nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 dentro del plazo de ocho meses de publicada esta ley.


Con todo, dichos criterios y estándares de calidad deberán estar aprobados y publicados antes del 1 de enero del año 2020.


Artículo vigésimo tercero.- La obligación de las instituciones de educación superior autónomas de estar acreditadas institucionalmente, de conformidad con lo establecido en el nuevo artículo 15 de la ley N° 20.129, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.


Con todo, a aquellas instituciones de educación superior autónomas que no se encontraren acreditadas institucionalmente al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 22 de la ley N° 20.129, sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación institucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo séptimo transitorio.


Las acreditaciones institucionales otorgadas por la Comisión Nacional de Acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán su vigencia por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación establecida en el inciso primero de este artículo.


Artículo vigésimo cuarto.- La obligación de acreditar las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista, de conformidad con el numeral 31 del artículo 81 de esta ley, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.


Con todo, a aquellas carreras y programas que no se encontraren acreditados al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 27 quinquies de la ley N° 20.129 sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación de dichas carreras y programas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo séptimo transitorio.


Aquellas carreras y programas de estudio a los que la Comisión Nacional de Acreditación o una agencia acreditadora les otorgó la acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán la vigencia de la misma por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación señalada en el inciso primero de este artículo.


Artículo vigésimo quinto.- Aquellas instituciones de educación superior no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar procesos de acreditación institucional ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. Por su parte, aquellas instituciones cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante los años 2018 y 2019 podrán iniciar sus procedimientos de acreditación de conformidad con la normativa vigente.


Asimismo, aquellas instituciones de educación superior que dicten carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar sus procesos de acreditación ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. 


Artículo vigésimo sexto.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar antes del 15 de enero de 2020 a aquellas instituciones de educación superior autónomas, cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante dicho año, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación institucional.


Asimismo, la Comisión notificará a aquellas universidades que impartan carreras y programas de acreditación obligatoria, cuyas acreditaciones vencieren durante el 2020, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación.


Con todo, las acreditaciones institucionales y de carreras y programas de acreditación obligatoria que vencieren durante el año 2020 se entenderán, para todos los efectos legales, vigentes hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso de acreditación institucional conforme al presente artículo.


Artículo vigésimo séptimo.- Aquellas instituciones de educación superior autónomas y las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista no acreditadas o que no hubieren iniciado un proceso de acreditación con anterioridad al 31 de mayo del año 2019, se sujetarán a las siguientes reglas para el inicio de sus procesos de acreditación obligatoria:


1) La Comisión Nacional de Acreditación establecerá, a más tardar en el mes de junio de 2019, mediante un sistema aleatorio, las fechas de inicio de los procesos de acreditación.


2) La Comisión Nacional de Acreditación comenzará a tramitar dichos procesos de acreditación según el orden establecido de conformidad con el numeral anterior, a partir del 1 de enero del año 2020, los que no podrán extenderse más allá del año 2024.


Artículo vigésimo octavo.- Las carreras y programas conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren en proceso de acreditación ante agencias de acreditación continuarán con dicho proceso hasta su finalización. Dichos procesos no podrán extenderse más allá del 31 de diciembre de 2019.


Artículo vigésimo noveno En los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional la dimensión de vinculación con el medio.


Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el inciso tercero del nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.

Artículo trigésimo El nuevo artículo 30 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 38) del artículo 81, entrará en vigencia a partir del 31 de diciembre de 2024.”.


Artículo trigésimo primero.- Se entenderá que la Universidad de Aysén y la Universidad de O’Higgins, creadas mediante la ley N° 20.842, así como también los centros de formación técnica estatales creados mediante la ley N° 20.910, cumplen con la obligación señalada en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.129, incorporada por el numeral 15 del artículo 81 de esta ley, mientras den cumplimiento a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.842, y el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.910. Vencidos tales plazos, dichas instituciones deberán acreditarse de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.

Párrafo 6° De la designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación


Artículo trigésimo segundo.- La designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, de conformidad con lo establecido en la presente ley, deberá efectuarse dentro del plazo de nueve meses contado desde su publicación.


Con el objeto de permitir la renovación parcial de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, la mitad de los consejeros señalados en las letras a) y b), y el consejero de la letra c) del artículo 7 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 7 del artículo 81 de esta ley, serán nombrados por un período de tres años. En el acto de nombramiento deberá constar la circunstancia de ejercerse el cargo por este período especial.


Por su parte, los representantes estudiantiles que integran la Comisión a la fecha de la publicación de esta ley, se mantendrán en sus cargos hasta el vencimiento de su período, momento en el cual tendrán que ser reemplazados en conformidad a la normativa vigente.

Párrafo 7° De las transiciones del financiamiento institucional para la gratuidad


Artículo trigésimo tercero.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, se entenderá que continuarán recibiendo dicho financiamiento.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.


Con todo, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, las instituciones señaladas en el inciso primero, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83. Los requisitos de las letras a) y b) de dicho artículo serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. 


Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán ajustar sus actos o contratos vigentes a lo establecido en los artículos 73 a 80, en un plazo de tres años contado desde su publicación. 


Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.


Para efectos del cumplimiento de las letras c) y d) del artículo 83 se estará a lo dispuesto en el artículo cuadragésimo transitorio.


Artículo trigésimo cuarto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad cumplirán la obligación señalada en la letra c) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el siguiente cronograma y a lo dispuesto en dicho título.


a) Desde el año 2018 hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


b) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los siete primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


c) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 24,5% respecto del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los ocho primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


d) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los nueve primeros deciles de menores ingresos de la población del país.


e) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5º del título V.


Desde el año 2020, el Ministerio de Hacienda verificará, a más tardar el 15 de julio de cada año, el cumplimiento de los requisitos antedichos referidos a los ingresos fiscales estructurales. Para ello utilizará las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, y las estadísticas de PIB tendencial reportadas en el acta del Comité Consultivo del PIB Tendencial más próximo a la fecha señalada, llevadas a moneda de cada año con el deflactor del PIB del año respectivo, reportado por el Banco Central de Chile.


Un reglamento del Ministerio de Hacienda, que deberá ser firmado por el Ministro de Educación, regulará las materias señaladas en el presente artículo.


Artículo trigésimo quinto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo cuarto anterior y a lo dispuesto en el título V de la presente ley.


Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y el arancel regulado más un porcentaje adicional de éstos, fijados para la carrera o programa de estudio respectivo, a:


1) Aquellos estudiantes que cumplen los requisitos para cursar estudios gratuitos, señalados en el párrafo 5° del título V, mientras no cuenten con la condición socioeconómica señalada en las letras del artículo anterior.


2) Aquellos estudiantes señalados en el inciso primero del artículo 110.


La determinación del porcentaje adicional se establecerá según la condición socioeconómica del estudiante de la forma que sigue:


a) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan a los primeros siete deciles de menores ingresos del país: hasta un 40%.


b) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan al octavo y noveno decil de menores ingresos del país: hasta un 60%.

Con todo, las instituciones que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, no podrán cobrar a los estudiantes señalados en las letras a) y b) anteriores, aranceles cuyo monto supere el arancel informado por la institución en la oferta académica del año 2017 para la respectiva carrera o programa de estudio, reajustado anualmente en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor del año anterior, más dos puntos porcentuales.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, para el caso de los estudiantes extranjeros que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 103 o aquellos estudiantes que se encuentren matriculados en carreras o programas de estudio no comprendidos en el artículo 104 o aquellos estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al décimo decil, no se les aplicarán las limitaciones anteriores.


Artículo trigésimo sexto.- Para la determinación de los deciles señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar a los estudiantes, la presentación de antecedentes en el Formulario Único de Acreditación Socioeconómica (FUAS). El Ministerio de Educación podrá verificar y complementar la información proporcionada por los estudiantes para acceder a este beneficio, pudiendo solicitar antecedentes a diversas entidades públicas y privadas, considerando entre otros, el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.


Sin perjuicio de lo anterior, a partir del año 2020, se utilizará el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.


Artículo trigésimo séptimo.- La primera resolución exenta que establezca las primeras bases técnicas para el cálculo del arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras, deberá dictarse dentro del plazo de dos años contado desde la fecha de publicación de la ley. Para estos efectos, se aplicará el procedimiento regulado en los incisos siguientes.


La Subsecretaría deberá presentar a la Comisión de Expertos, establecida en el párrafo 3° del título V, una primera propuesta de bases técnicas a que se refiere este artículo, debiendo considerar previamente un proceso de consulta de conformidad a los incisos primero y segundo del artículo 91.


La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de tres meses, aprobando dicha propuesta o realizando observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, tomando en consideración dichas observaciones deberá dictar las resoluciones exentas que establezcan las primeras bases de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2° del título V de esta ley, la que deberá dictarse en el mes de diciembre del año correspondiente.


Para la determinación de los valores señalados en el inciso primero, se estará a lo dispuesto en el artículo 92 de la presente ley.


Artículo trigésimo octavo.- Mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los valores regulados de arancel, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de un grupo de carreras o programas de estudio determinado, dictadas en conformidad a lo establecido en el título V de esta ley, el cálculo del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula para dicho grupo, se realizará de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.


La fórmula de cálculo de arancel regulado de los grupos de carreras o programas de estudio se establecerá mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, la que se determinará en base a los derechos básicos de matrícula promedios por el tipo de institución que corresponda, determinados conforme al inciso quinto del presente artículo, y al promedio ponderado de los aranceles de referencia del año 2017 de las carreras o programas de estudio de dicho grupo de las instituciones que durante dicho año se encontraban adscritas al financiamiento regulado en las asignaciones 24.03.198 y 24.03.199, asociadas al programa 09.01.30, Educación Superior, de la ley N° 20.981 y contaban con el mismo número de años de acreditación institucional al 31 de diciembre de 2016, considerando también áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones. 

El Ministerio de Educación deberá publicar en el Diario Oficial y en la página web del Ministerio, el valor del arancel regulado calculado según lo dispuesto en el inciso anterior, el que deberá ser actualizado anualmente de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para cada año, el arancel regulado de cada carrera o programa de estudio en cada institución será asignado según el grupo que le corresponda de acuerdo al nivel, años, y áreas o dimensiones en que esté acreditada al 31 de diciembre del año anterior.


El monto que corresponda transferir a las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad para aquellas carreras o programas de estudios señalados en el artículo 104 respecto de cuyos grupos de carreras o programas no se haya dictado una resolución exenta que establezca el cálculo de los valores señalados en el inciso primero, se determinará sumando los siguientes valores:


a) El resultado de multiplicar el valor del arancel regulado, calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes respecto de los cuales la institución tenga la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V y según el cronograma señalado en el artículo trigésimo cuarto transitorio, al año académico correspondiente.


b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el valor del arancel real más derechos básicos de matrícula reajustados, según se establece en el párrafo siguiente, y el del arancel regulado calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes señalados en la letra anterior, al año académico correspondiente. Con todo, este valor no podrá superar el 20% del valor resultante de la letra anterior.


Con todo, el monto que corresponda transferir no podrá superar la suma de los aranceles reales y derechos básicos de matrícula de los estudiantes beneficiados.


Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso cuarto, en el caso de las universidades, se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2015, reajustados de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2014 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero. Por su parte, para el caso de los centros de formación técnica e institutos profesionales se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2016, reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2015 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero.


Si algún programa de estudios no tuviera información del arancel real o derechos básicos de matrícula según lo considerado en el inciso anterior, se utilizará el valor correspondiente al primer valor del arancel real y derecho básico de matrícula que registre el programa de estudio, el que será reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre enero del primer año de registro y noviembre del año anterior para el cual se calculan los valores. 


Artículo trigésimo noveno.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá procederse al nombramiento de los profesionales que integrarán la Comisión de Expertos y a la instalación del mismo, de acuerdo al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título V.


Para los efectos de la renovación parcial de la Comisión de Expertos, el período inicial de vigencia del nombramiento de los integrantes será:


a) De tres años para dos de sus integrantes.


b) De cuatro años para dos de sus integrantes.


c) De cinco años para dos de sus integrantes.


d) De seis años para uno de sus integrantes.


Lo anterior se aplicará de conformidad a la designación que efectúe el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, el cual oficiará al Ministro de Educación, para efectos de que curse la correspondiente resolución de nombramiento.


Artículo cuadragésimo.- Aquellas instituciones de educación superior que soliciten acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de conformidad a lo dispuesto en el presente artículo.


Los requisitos de las letras a) y b) del artículo 83 serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado para cumplir con lo establecido en los artículos 73 a 80 de la presente ley.


Por su parte, la exigencia de estar adscritas al Sistema de Acceso regulado en la letra c) del artículo 83, será exigible transcurridos dos años desde que aquél entre en funcionamiento. Con todo, mientras no entre en vigencia dicho Sistema, será exigible a las instituciones que cuenten con un sistema de admisión transparente, objetivo y que no implique discriminaciones arbitrarias. Para el caso de las universidades, este sistema debe estar basado en el mérito, mientras que para el caso de instituciones pertenecientes al subsistema técnico profesional, el sistema de admisión deberá favorecer a estudiantes egresados de los establecimientos de enseñanza media técnico - profesional y a trabajadores cuyas trayectorias educativas y laborales se vinculen con las carreras y programas a los que postulen. Dicho sistema deberá encontrarse publicado en su página web.


Además, para el caso de universidades, deberán cumplir con que al menos el 80% de los estudiantes matriculados para el año correspondiente, en primer año en licenciaturas no conducentes a título o carreras profesionales con licenciatura, cuenten con un puntaje ponderado promedio, igual o mayor a 450 puntos entre la Prueba de Selección Universitaria de Lenguaje y Comunicación, la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas, el puntaje de notas de enseñanza media y el puntaje de ranking de notas, los que se considerarán en idéntica proporción.


Respecto del requisito establecido en la letra d) del artículo 83, éste entrará en vigencia un año después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría.


Artículo cuadragésimo primero.- Para el ingreso de las instituciones al financiamiento institucional para la gratuidad para el año siguiente a la publicación de la presente ley, el plazo señalado en el inciso primero del artículo 84, se extenderá hasta el 15 de octubre del año de publicación.


Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el párrafo 4° del título V entrará en vigencia el año siguiente a la entrada en vigencia del Sistema de Acceso regulado en el párrafo 3° del título I.


Mientras no entre en vigencia lo dispuesto en el inciso anterior, el número de estudiantes nuevos matriculados para cursar las carreras o programas de estudios señalados en el artículo 104 para el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas. Podrá autorizarse un incremento superior al 2,7% antes señalado en los programas de estudio con admisión regular de las instituciones que se encuentren adscritas al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en esta ley, si éste obedece a decisiones institucionales adoptadas antes del 31 de diciembre de 2015, o derivadas de requerimientos formulados por la Comisión Nacional de Acreditación como resultado del último proceso de acreditación institucional, o que sean producto de la participación de la institución en el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE), o aquellas convenidas, de manera excepcional, entre el Ministerio de Educación y las instituciones que adscriban al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, que tengan como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En este último caso, la referida autorización se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.


En caso que el incremento total de estudiantes nuevos matriculados supere el límite establecido o autorizado en el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 112 de la presente ley.


Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable en caso que una universidad adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, incumpla lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo cuadragésimo transitorio.

Párrafo 8° De las transiciones a otras disposiciones de esta ley


Artículo cuadragésimo tercero.- Lo dispuesto en el artículo 117 comenzará a regir un año después de la entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Los numerales 1, 2, 4 y 5 del artículo 119 entrarán en vigencia una vez que la Escuela de Gendarmería de Chile adecue sus requisitos de ingreso, planes y programas a las normativas de educación superior. Este requisito se verificará fundadamente a través de un decreto del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con la firma del Ministro o Ministra de Educación, previo informe favorable de la Subsecretaría de Educación Superior.


Con todo, los cursos de formación que se estuvieren impartiendo a la fecha de entrada en vigor del decreto referido en el inciso anterior no conducirán a la obtención de títulos técnicos de nivel superior o profesionales, según corresponda.”.


Artículo cuadragésimo quinto.- En el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores entregará a las comisiones de Educación y de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe sobre el estado general de los instrumentos de financiamiento crediticio regulados por las leyes N° 20.027 y N° 19.287, y otros análogos, incluyendo en su informe, a lo menos, un balance general que dé cuenta del porcentaje de cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones contraídas; información respecto a los créditos que se encuentren en un proceso de cobranza judicial, precisando la etapa procesal correspondiente en que se encuentren; una caracterización socioeconómica de los deudores de acuerdo a instrumentos de medición generalmente aceptados para ello y un monto estimado de las obligaciones exigibles a esa fecha, distinguiendo aquellas cuyo acreedor es una entidad privada, de las que son estatales.


Artículo cuadragésimo sexto.- En el plazo de tres años contados desde la publicación de la presente ley, la Subsecretaría de Educación Superior presentará una propuesta de actualización de la estructura de títulos y grados del sistema de educación superior chilena contenida en el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.

- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 4, 8, 10, 11, 12, 15 y 17 de enero de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), (Carolina Goic Boroevic) señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2018.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión. 

____________________________

1 La numeración de los preceptos que se efectúa en este párrafo corresponde a la del texto aprobado en este segundo informe.

2 Artículo 64.- Se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior, ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución.

Las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia quién es su controlador y, en caso que no tuviese, deberán señalar esta circunstancia expresamente.

3 Artículo 97.- Es controlador de una sociedad toda persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, participa en su propiedad y tiene poder para realizar alguna de las siguientes actuaciones: a) Asegurar la mayoría de votos en las juntas de accionistas y elegir a la mayoría de los directores tratándose de sociedades anónimas, o asegurar la mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros y designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos, en otro tipo de sociedades, o b) Influir decisivamente en la administración de la sociedad. La norma agrega que cuando un grupo de personas tiene acuerdo de actuación conjunta para ejercer alguno de los poderes señalados en las letras anteriores, cada una de ellas se denominará miembro del controlador, y concluye precisando que en las sociedades en comandita por acciones se entenderá que es controlador el socio gestor. 

4 Indicación del ejecutivo
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE EDUCACIÓN SUPERIOR 
(10.783-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe.

- - -

A la sesión en que se estudió este asunto concurrieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Jefa de la División Educación Superior, señora Alejandra Contreras; los asesores, señoras Javiera Morales, María de los Ángeles Fernández y Marcela Valenzuela, y señores Luis Felipe Jiménez, Gustavo Paulsen y Roberto Flores, y la Economista, señora Andrea Encalada.

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre, y el asesor, señor Hugo Arias.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores legislativos, señores Pablo Jorquera, Vicente Aliaga y Alejandro Fuentes.

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Sector Educación, señora Tania Hernández.

De la Contraloría General de la República, el Abogado de la Unidad de Estudios Legislativos, señor Nelson Salazar.

De la Comisión Nacional de Acreditación (CNA Chile), el Jefe de Promoción de la Calidad, señor Alonso Núñez. 

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

Del Comité Unión Demócrata Independiente, el asesor, señor Jorge Barrera.

Del Comité Demócrata Cristiano, los asesores, señora Constanza González y señor Pedro Montt.

Del Comité Partido Por la Democracia, el Periodista, señor Gabriel Muñoz.

Del Comité Partido Socialista, el Abogado Coordinador, señor Héctor Valladares.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Felipe Rössler.

Del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, el Abogado, señor Luis Tapia.

Del Diario La Tercera, la Periodista, señora Sandra Quevedo.

Del Diario El Mercurio, el Periodista, señor Javier Herrera.

De Radio Bio Bio, el Periodista, señor Nibaldo Pérez.

De Radio ADN, el Periodista, señor Juan Guerra.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1; 4; 7; 10; 14, inciso final; 18; 24; 28; 29; 35; 39; 57; 60; 65, inciso final; 81, números 7), inciso noveno, y 48); 82; 85; 95; 98; 102; 112; 113; 114; 121; 122; 124, permanentes, y artículos sexto séptimo; octavo; décimo; decimoprimero; decimosegundo; decimotercero; decimocuarto; trigésimo tercero; trigésimo cuarto; trigésimo quinto; trigésimo octavo y cuadragésimo segundo, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, como reglamentariamente corresponde.

En relación a ellos, la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto de los artículos 29, 57 y 122,  lo que hizo en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado y como consecuencia del rechazo de un inciso al solicitarse una votación separada.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


La creación de un Sistema de Educación Superior, que estará integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materia de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y que cuenta con principios propios que lo orientan, complementarios a aquellos en que se inspira el sistema educacional chileno, enunciados en el artículo 3° de la Ley General de Educación. Dicho sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. 


En cuanto a su estructura, cabe destacar que el proyecto considera una nueva institucionalidad integrada por la Subsecretaría y la Superintendencia de Educación Superior y consagra diversas modificaciones al actual sistema nacional de Aseguramiento de la Calidad. 


Finalmente, cabe destacar que se consagra el financiamiento institucional para la gratuidad, disponiéndose al efecto que a él podrán acceder las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que cumplan con los requisitos señalados en esta ley.

- - -

DISCUSIÓN

Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, destacó que el propósito fundamental del proyecto de ley es dotar al sistema de educación superior de una institucionalidad acorde a la amplia matrícula estudiantil, que ha subido desde 200 mil, hace no muchos años atrás, hasta más de 1 millón 200 mil alumnos en la actualidad. 





Con miras a superar los problemas de heterogeneidad y calidad de la oferta académica, entonces, se crean una Subsecretaría y una Superintendencia de Educación Superior, y se perfecciona la gobernanza de la Comisión Nacional de Acreditación. En tal sentido, se contemplan determinados mecanismos que permitan el mejoramiento de la calidad de las instituciones.





Del mismo modo, se establece un sistema de acceso –obligatorio para las instituciones sujetas a gratuidad-, y se fijan estructuras institucionales para contar con un sistema de acceso diferenciado para educación técnico profesional. Esta última, además, se ve fortalecida, con el objeto de que deje de ser percibida solamente como la opción que tienen las familias más desmejoradas económicamente, y pase a ser una real alternativa para todos los estudiantes, en función de su vocación e interés.





Adicionalmente, se garantiza el cumplimiento de la prohibición del lucro en la educación, anteriormente consagrado en la ley general de educación superior.





Culminó señalando que el proyecto establece de qué manera se harán los avances en la política de gratuidad en la educación superior, cumplidas que sean ciertas condiciones de mayores ingresos por parte del Estado.

- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1

Es del siguiente tenor:

“Artículo 1.- La educación superior es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, sin discriminaciones arbitrarias, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés general de la sociedad y se ejerce conforme a la Constitución, la ley y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

La educación superior cumple un rol social que tiene como finalidad la generación y desarrollo del conocimiento, sus aplicaciones, el cultivo de las ciencias, la tecnología, las artes y las humanidades; así como también la vinculación con la comunidad a través de la difusión, valorización y transmisión del conocimiento, además del fomento de la cultura en sus diversas manifestaciones, con el objeto de aportar al desarrollo sustentable, al progreso social, cultural, científico, tecnológico de las regiones, del país y de la comunidad internacional.

Asimismo, la educación superior busca la formación integral y ética de las personas, orientada al desarrollo del pensamiento autónomo y crítico, que les incentive a participar y aportar activamente en los distintos ámbitos de la vida en sociedad, de acuerdo a sus diversos talentos, intereses y capacidades.”.

La señora Ministra de Educación destacó la importancia del artículo 1 del proyecto de ley, que caracteriza la educación como un derecho que cumple un rol social y tiene una finalidad en la generación y desarrollo del conocimiento, como latamente se desarrolla. Excede, por tanto, a la pura formación de los técnicos y profesionales que el país requiere.  

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 4

Su texto es el que sigue:

“Artículo 4.- El Sistema de Educación Superior está integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materias de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y busca cumplir con las normas y principios establecidos en la ley.

El Sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. El subsistema universitario lo integran las universidades estatales creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores, y las universidades privadas reconocidas por el Estado. El subsistema técnico profesional lo integran los centros de formación técnica estatales, y los institutos profesionales y centros de formación técnica privados reconocidos por el Estado. Asimismo, forman parte del Sistema las instituciones de educación superior referidas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema.
Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior. Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.”.
La señora Ministra de Educación indicó que esta disposición da cuenta de la provisión mixta del sistema de educación superior: universitaria y técnico profesional.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 7

Crea la Subsecretaría de Educación Superior (en adelante la “Subsecretaría”) que estará a cargo del Subsecretario de Educación Superior, quien tendrá el carácter de colaborador directo del Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas y programas para la educación superior, especialmente en materias destinadas a su desarrollo, promoción, internacionalización y mejoramiento continuo, tanto en el subsistema universitario como en el técnico profesional.

La señora Ministra de Educación hizo presente que durante la tramitación del proyecto de ley, se ha hecho cuestión sobre el hecho de que se entregue al Ejecutivo la atribución de determinar, vía decreto con fuerza de ley, la organización interna de la Subsecretaría. Ello, sin embargo, constituye una práctica habitual en los diversos proyectos de ley vinculados a nuevas institucionalidades que, al menos desde un tiempo a esta parte, han sido sometidos al conocimiento del Congreso Nacional.





El Honorable Senador señor García consultó si la estructura con que ahora contará el Ministerio (compuesta por las subsecretarías de Educación, Educación Parvularia y la nueva de Educación Superior), es considerada adecuada o, por el contrario, se estima que en el futuro irá a requerir alguna nueva subdivisión.





Asimismo, preguntó cuál es el número de establecimientos de educación técnico profesional secundaria, y qué matrícula tienen.

La señora Ministra de Educación recordó que en la actualidad existe una División de Educación Superior en el Ministerio, sobre cuya base entrará ahora en funcionamiento la Subsecretaría. Que requerirá, desde luego, de un período de ajuste, pero que viene a cerrar el ciclo educativo al interior de la Secretaría del Estado. Esto, toda vez que si bien la Subsecretaría de Educación es la encargada de aspectos más bien globales, tendrá sin duda un énfasis en educación básica y media.

Por otra parte, indicó que en la educación técnico profesional hay 270 mil estudiantes, en 950 establecimientos, que representan aproximadamente el 38% de la matrícula de educación secundaria.





El Honorable Senador señor Coloma  solicitó conocer cuánto personal que hoy se desempeña en el Ministerio de Educación, va a ser traspasado a la nueva Subsecretaría de Educación Superior.

Objetó, por otro lado, que una vez más se esté delegando en un decreto con fuerza de ley la fijación de la planta de personal de la nueva Subsecretaría. El hecho de que lo que fue excepcional se esté haciendo normal, consignó, no debiera obstar a que vuelva a hacerse lo que en estricto rigor corresponde, que es que la ley determine esa organización. En consecuencia, anunció su voto de abstención en los artículos sexto y séptimo transitorios.

La señora Ministra de Educación expresó que la División de Educación Superior cuenta, al día de hoy, con 191 personas, de las cuales 92 están en calidad de honorarios. Se prevé que la nueva Subsecretaría llegue a tener 154 funcionarios, y la Superintendencia de Educación Superior, 90.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 10

Establece que el personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal que señala y su legislación complementaria.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 14

Inciso final

Se refiere al Sistema de Acceso a las instituciones de educación superior, y en su inciso final dispone que un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias señaladas en el presente párrafo. Además, indica que el Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.

El Honorable Senador señor Montes anunció su voto de abstención, fundado en su desacuerdo con el sistema de acceso que se propone, no con el tenor del inciso final en particular. Originalmente, expuso, había sido concebido como un sistema común y obligatorio, pero en los términos en que se presenta puede dar lugar a interpretaciones equívocas.
Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, García, y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes.
Artículo 18

Su texto es el siguiente:

“Artículo 18.- Créase la Superintendencia de Educación Superior (en adelante e indistintamente “la Superintendencia”) como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago.”.

La señora Ministra de Educación hizo hincapié en la relevancia de la Superintendencia, encargada de fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior.

Cotidianamente, expresó, el Ministerio recibe e investiga denuncias sobre estos asuntos. El punto es que si lo que se quiere cautelar es la fe pública y la calidad educativa, se trata de una carga de trabajo que excede las posibilidades reales de la Secretaría de Estado.





El Honorable Senador señor Coloma dejó expresa constancia de que no corresponde a la Comisión de Hacienda pronunciarse acerca de las facultades de la nueva Superintendencia; sino, solamente, de su creación, normas de organización interna y presupuesto.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 24

Establece que el Superintendente de Educación Superior, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 28

Dispone que el personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, por las normas del título I del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y sus modificaciones y las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 9 y 12 de la ley N° 20.212, en el artículo 5 de la ley N° 19.528, y en el artículo 17 de la ley N° 18.091, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 29

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 29.- El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones directivas o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.

El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.”.

La señora Ministra de Educación  sostuvo que la facultad contenida en este artículo constituye un margen, acotado, para que personal a contrata pueda ejercer funciones directivas o de cargos de jefatura. Que resulta justificado, añadió, porque muchas veces las plantas se llenan sin que existan funcionarios capacitados para desempeñar ciertas tareas.

El Honorable Senador señor Pizarro solicitó conocer el número de direcciones y  jefaturas y la estructura de personal que la Superintendencia va a tener. Sólo en función de esa información, razonó, sería posible determinar si el 7% de tope que establece el inciso segundo, es o no apropiado.

La señora Ministra señaló que el detalle organizativo a que ha hecho referencia el Senador señor Pizarro no ha sido aún definido, si bien se prevé que sus 90 funcionarios se descompongan en  9 cargos directivos, 34 profesionales, 14 fiscalizadores, 10 técnicos, 20 administrativos y 3 auxiliares. En consecuencia, será la propia dinámica de  la institución la que permita determinar la manera en que se va a organizar, sin perjuicio de que la atribución en comento va a ser aplicable solo a los cargos directivos, y no incluye al personal administrativo o de apoyo. 

Por lo mismo, culminó, el 7% constituye un margen que se estima conveniente dejar a salvo, por si llegase a ser necesario hacer uso de él. 





El Honorable Senador señor Pizarro apuntó que si se trata de 9 directivos, el margen previsto parece carecer de sentido.

El Honorable Senador señor García llamó la atención sobre que se está legislando la creación de una nueva Superintendencia, respecto de la cual se entrega al Ejecutivo la atribución de determinar su primera planta. Así las cosas, lo esperable sería que dicha primera planta considerara las correspondientes jefaturas.

Puesto en votación, fue rechazado por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma, García, y Pizarro, y dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes.
Posteriormente, el Honorable Senador señor Pizarro solicitó reabrir el debate, de conformidad al artículo 125 del Reglamento del Senado, lo que fue acordado por la unanimidad de sus miembros.

El Honorable Senador señor Pizarro solicitó votación separada del inciso segundo.
En votación, fue rechazado dicho inciso por tres votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma, García, y Pizarro, y dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes.

Puesto en votación el resto del artículo 29, resultó aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Artículo 35

Su texto es el que sigue:

“Artículo 35.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y los frutos, rentas e intereses de estos bienes.

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.

e) Los aportes provenientes de la cooperación nacional e internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 39

Textualmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo 39.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 20.285, la Superintendencia mantendrá a disposición del público a través de su sitio electrónico, al menos, lo siguiente:

a) Las normas de carácter general e instrucciones dictadas por ésta.

b) Registro Público de los administradores provisionales y de cierre que se hayan designado.

c) Informes de los administradores provisionales, de conformidad con lo dispuesto el artículo 10 de la ley N° 20.800.

d) Registro Público de Sanciones de los últimos cinco años.

e) Registro Público de socios, miembros y de quienes ejerzan funciones directivas en las instituciones de educación superior.

f) Todo antecedente que refiera a la sanción propiamente tal, de los últimos cinco años, como el expediente, descargos, informes o pruebas, decisión final, entre otros. Para su cumplimiento, deberán observarse especialmente los artículos 5, 10, 11 y 21 de la ley N° 20.285.”.

El Honorable Senador señor Coloma expresó no ser partidario de que la Superintendencia de Educación Superior tenga la facultad de dictar normas de carácter general, lo que, por cierto, da cuenta de una discusión mucho más profunda. Su reparo, entonces, es a la facultad en sí misma, no a que, de existir, deba ser publicada en la página web.





Por lo expuesto, anunció su voto de abstención respecto del artículo 39. 





El Honorable Senador señor Montes señaló que la observación del Senador señor Coloma remite al debate que ha surgido a partir del reciente fallo del Tribunal Constitucional respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (STC Rol N° 4.012-17). Entre otros asuntos, se declaró allí inconstitucional la potestad normativa del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC).

Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma, García.
Artículo 57

Es del siguiente tenor:

“Artículo 57.- Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas que procedan, el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 58:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones leves.

c) Multa a beneficio fiscal de hasta mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones graves.

d) Multa de hasta diez mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones gravísimas.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar el cargo de rector o ser integrante del órgano de administración superior en cualquiera de dichas instituciones. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de cinco años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.

Para la determinación del monto específico de la multa se deberán considerar los criterios establecidos en el artículo 58 de la presente ley.

La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas y que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.

Con todo, la Superintendencia no podrá aplicar cualquiera de las multas señaladas en el inciso primero, cuando la institución de educación superior o quienes ejerzan funciones directivas en ella, hubiesen actuado de buena fe conforme a una interpretación de las normas de carácter general vigentes sustentada por dicho organismo.”.

El Honorable Senador señor Coloma planteó su desacuerdo con que se proponga, en el literal e) de este artículo, que la inhabilidad pueda ser no sólo temporal, sino, además, a perpetuidad. Lo cierto es que las sanciones en nuestro ordenamiento jurídico no pueden ser perpetuas; consagrarlas, entonces, implicaría vulnerar garantías de orden constitucional. 

La señora Ministra de Educación sostuvo que la inhabilidad perpetua adquiere sentido tratándose de faltas gravísimas, que requieren desde luego ser reprochadas con fuerza en el contexto del sistema de educación superior. Constituye, recordó, una facultad con la que ya cuenta la Superintendencia de Educación Escolar.





El Honorable Senador señor García reparó en que el mismo literal contempla que la inhabilitación temporal pueda extenderse hasta por cinco años. Parece exagerado, señaló, que de dicho plazo máximo se pase de manera inmediata a la posibilidad de inhabilitación perpetua.

Enseguida, la señora Ministra de Educación propuso efectuar dos enmiendas en el literal e): suprimir, en la primera oración, la referencia a perpetuidad, y reemplazar, en la segunda, el plazo señalado por otro de quince años.
Puesto en votación, fue aprobado, con enmiendas, de conformidad al precedente debate y según se consignará en el capítulo pertinente, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 60

Su texto es el que sigue:

“Artículo 60.- La sanción de multa no impide la aplicación de las demás sanciones establecidas en el artículo 57. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo una vez que se hayan resuelto los recursos que correspondan de acuerdo a la ley o que se haya cumplido el plazo legal sin que éstos hayan sido presentados.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este título deberá ser acreditado ante la Superintendencia dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada. Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente, o que actúen en su nombre, serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 65

Inciso final

Este artículo dispone que las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos, y en la mejora de la calidad de la educación que brindan, sin perjuicio de los actos, contratos, inversiones u otras operaciones que realicen para la conservación e incremento de su patrimonio. Los actos, convenciones u operaciones realizadas en contravención a lo establecido en el inciso anterior constituirán infracciones gravísimas.

El inciso final establece que aquel que administrando a cualquier título los recursos o excedentes de la institución de educación superior, los destine a una finalidad diferente a lo señalado en el inciso primero de este artículo, estará obligado a reintegrarlos a la institución, debidamente reajustados conforme a la variación expresada por el Índice de Precios al Consumidor, en el período comprendido entre el mes anterior a aquel en que se llevó a cabo el desvío y el mes anterior en que se produjere la restitución. Comprobada la infracción, ésta será sancionada por la Superintendencia, conforme a las normas del presente título, con una multa de un 50% de la suma desviada. Dichos montos en ningún caso podrán ser descontados o pagados con cargo a recursos de la institución.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 81

Modifica la ley N° 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, mediante 49 numerales.

Numeral 7)

Inciso noveno

El numeral reemplaza el artículo 7, trata de la integración de la Comisión Nacional de Acreditación, y su inciso noveno dispone que:

“Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.”.

La señora Ministra de Educación explicó que la mejora que experimente la dieta, se debe a la mayor carga de trabajo que corresponderá asumir a los integrantes de le Comisión Nacional de Acreditación.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.

En otro orden de ideas, el 
Honorable Senador señor García dio a conocer su desacuerdo con que el comité encargado de coordinar el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (que establece el numeral 3) del artículo 81), esté conformado, entre otros, por el Superintendente de Educación Superior. No es pertinente que lo integre quien más tarde deberá ejercer un rol sancionador, agregó.

La señora Ministra de Educación expresó que la incorporación del Superintendente en la instancia, guarda relación con que se estima conveniente que su mirada esté presente en los esfuerzos de coordinación. Máxime teniendo en cuenta que, justamente, es la Superintendencia de Educación la encargada de velar por el cumplimiento de los requisitos de acreditación.





El Honorable Senador señor Montes valoró la existencia de esta instancia de coordinación, que en el ámbito de la educación escolar ha resultado bastante útil.





El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, agregó que la tensión a que aludiera el Senador señor García, sólo se produciría si el Superintendente de Educación Superior formara parte de la institucionalidad encargada de acreditar a las instituciones de educación superior. No es el caso, precisó. Por lo mismo, sí resulta pertinente que, en tanto responsable de supervisar la marcha diaria de dichas instituciones, integre la instancia de coordinación para poder apreciar determinados riesgos de sustentabilidad.

Numeral 48)

Reemplaza el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Sistema de Información contendrá los datos que remita la Superintendencia de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación. Para estos efectos, la obligación de recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla e incorporarla al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior corresponderá a la Superintendencia de Educación Superior y a la Comisión Nacional de Acreditación, respectivamente.

La coordinación de los órganos en la incorporación de la información al Sistema Nacional de Información corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior.”.

La señora Ministra de Educación manifestó que la finalidad del Sistema es que las instituciones cuenten con un grado de información tal, que puedan adoptar decisiones sin tener que estar consultando a otras entidades. Por eso, destacó, habrá una plataforma única.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.
TÍTULO V
DEL FINANCIAMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA GRATUIDAD
Al comenzar con las normas correspondientes al presente Título, la Comisión definió efectuar una discusión que abarcara todo el financiamiento institucional para la gratuidad.

En primer término, la Ministra de Educación, señora Delpiano, explicó que el país viene realizando un esfuerzo importante en una política de gratuidad para el acceso a la universidad que ha tenido un alto impacto en sectores socioeconómicos medios y bajos. Directores y profesores de educación media han comentado que el impulso de esta iniciativa ha generado un cambio importante en los estudiantes de 1° medio en adelante, porque observan un sistema educativo que les proporciona mayores esperanzas de futuro. El proyecto de ley intenta establecer un mecanismo para avanzar en gratuidad universal hacia los siguientes deciles de ingresos, basado en una expectativa de mayores ingresos fiscales.

El Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre, complementó lo señalado, indicando que la iniciativa de ley propone un marco general de financiamiento para los estudiantes universitarios. En el mundo actual existen básicamente dos modelos: uno gratuito y otro de becas y créditos, este último, principalmente en países anglosajones. En Inglaterra, Nueva Zelandia y Australia ha habido una enorme presión social por acceder a mejores condiciones económicas para ingresar a la universidad, ya que en el siglo XXI el acceso a la educación terciaria se considera fundamental.

Señaló que el presente proyecto de ley establece las condiciones para que Chile alcance el objetivo, relacionadas con la carga fiscal y no exclusivamente con el ingreso per cápita país, ya que países como Estados Unidos o Australia tienen un ingreso per cápita alto pero no cuentan con gratuidad universal, en cambio, Alemania, Francia o Suiza, también tienen ingreso per cápita alto y sí otorgan gratuidad universal; la diferencia está en la carga fiscal, más alta en el segundo caso. El Ejecutivo plantea que siendo Chile un país alejado de la escena económica mundial y de un mercado pequeño, su posibilidad para alcanzar el desarrollo es combinar abundancia de recursos naturales con capital humano de clase mundial, tal como ocurre con Finlandia o Dinamarca.

La existencia de un marco general, precisó, permite al país decidir en un futuro si sigue por esa senda o no, porque a pesar de la elasticidad del Producto Interno Bruto en relación a los impuestos, gatillar la gratuidad para los nuevos deciles, como se ha denominado la extensión del beneficio a las cohortes restantes, requerirá necesariamente elevar la carga tributaria a objeto de seguir financiando más bienes públicos. Contrario a lo que se piensa, manifestó, no es posible alcanzar tales deciles sin que se incrementen las tasas de impuesto a la renta.

Si así se decidiera, continuó, se puede asumir el desafío de la gratuidad universitaria sin desatender otras necesidades, luego que las exigencias planteadas por este nuevo mecanismo de financiamiento permitirían cubrir esa necesidad con el 8% de los ingresos adicionales. La idea es seguir el ejemplo de países desarrollados, que han demostrado la capacidad de asumir el conjunto de bienes públicos de manera equilibrada.

Por otro lado, expresó que la universidad no solo genera conocimiento por docencia sino también por investigación científica, que es un aporte para estudiantes y comunidad en general. Por este motivo, el Estado históricamente ha entregado a las universidades tradicionales, a través del aporte fiscal directo (AFD), recursos para financiar la investigación. Las universidades que no reciben aportes basales, sufragan los costos de investigación por medio de una enorme sobrecarga en los aranceles de los estudiantes.

Detalló que en el modelo que se presenta, las universidades acogidas a la gratuidad, en su mayoría integrantes del Consejo de Rectores de Universidades de Chilenas (CRUCH), obtendrán fondos basales tanto por AFD como por convenio marco establecido en la Ley de Universidades Estatales, así como del plan de fortalecimiento. En cambio, otras universidades públicas no estatales (conocidas por el acrónimo G9) recibirán el fondo basal por desempeño junto al AFD, otorgando certidumbre al sistema y procurando evitar la recarga en los aranceles.

Asimismo, la iniciativa de ley considera un límite máximo de los aranceles efectivos para aquellos deciles que no acceden a la gratuidad universitaria. El objetivo es evitar que los nuevos ingresos por conceptos de becas y créditos terminen subsidiando a la universidad, por medio del correspondiente incremento de los aranceles, ya que a mayor beneficio mayor capacidad de pago ociosa del estudiante.

Por último, las universidades privadas que no se acojan al sistema de gratuidad universal serán libres para establecer el arancel que estimen más conveniente.

El Honorable Senador señor García manifestó comprender la voluntad de avanzar hacia una gratuidad más universal, en particular, para que familias vulnerables no deban endeudarse para que sus hijos estudien en la universidad. No obstante lo anterior, mostró preocupación por la afirmación del señor Ministro de Hacienda de la necesidad de incrementar la carga tributaria para financiar dicha gratuidad universitaria, pues el incremento de impuestos también tiene límites y Chile necesita igualmente asumir otras carencias sociales, como la asistencia al adulto mayor, la protección a la infancia o el financiamiento de los nuevos gobiernos regionales; desde el punto de vista fiscal es un camino riesgoso.

Por otra parte, se mostró contrario a las diferencias entre universidades estatales y universidades de la red G9. En Temuco, ejemplificó, tanto la Universidad de la Frontera (estatal) como la Universidad Católica de Temuco (G9) atienden a estudiantes vulnerables. Por ello no parece justo, apuntó, que la primera cuente con un plan de fortalecimiento y la segunda no. Mientras los aportes basales no son recursos nuevos, el señalado plan considera un monto superior a los $300.000 millones. Señaló compartir la preocupación especial por las universidades del Estado, pero no debiera ser en desmedro de las universidades del G9.

Por último, también expresó inquietud por el tema de fijación de aranceles. Sería ideal, estableció, crear un sistema de resguardo para evitar que se convierta en una fuente permanente de conflictos.

El Honorable Senador señor Pizarro respaldó el sistema de gratuidad que propone el proyecto de ley, junto con aquel que fortalece las instituciones del Estado. Sin embargo, aludió a la necesidad de recursos adicionales para las universidades del G9. Para la mayoría de los chilenos, argumentó, se tratan de universidades que han prestado un servicio público de educación de alto nivel, forman parte del patrimonio cultural nacional y gozan de una potente relación con la región donde se crearon. Como Senador Democratacristiano valoró la inclusión de los aportes basales en la presente ley, pero además de las universidades estatales se debe apoyar la labor de las universidades del G9. Tal vez se podría establecer un esquema similar al que otorgó el monto de $300.000 millones adicionales a las universidades del Estado, aunque sea en una cifra inferior.

La señora Ministra recordó que este es un tema que ha suscitado un amplio debate. El objetivo que subyace a la propuesta es revitalizar las universidades estatales, sin perjuicio de reconocer el valor de aquellas no estatales que integran el CRUCH, las que pueden perfectamente recibir nuevos recursos por medio de la Ley de Presupuestos del Sector Público de años venideros.

Las razones sobran declaró. Mientras en los últimos nueve años las instituciones estatales crecieron en un 8,8% su matrícula, las del CRUCH lo hicieron en un 31,1%. Además, las universidades del Estado cumplen otras misiones, como el caso de la Universidad de Atacama que abrió la carrera de Medicina para satisfacer la escasez que existe en el norte del país. Acotó que el fondo de fortalecimiento es transitorio y la política de reflejar el gasto en un tipo de institución en la otra ha impedido en el pasado fortalecer las estatales. Otro ejemplo, señaló, es el caso de las reglas de endeudamiento. La Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (G9) obtuvo un crédito para construir determinada infraestructura, no obstante, la Universidad de Valparaíso (estatal) no pudo hacerlo aun cuando contaba con las mismas necesidades.

El Honorable Senador señor Coloma reconoció el esfuerzo del Ejecutivo por explicar el nuevo sistema, no obstante, es difícil comprender por qué a un grupo de universidades se les destina $300.000 millones y a otro grupo cero; evidentemente es injusto y desigual.

Respecto al denominado sistema de gatillos, concordó con el Senador señor García, respecto a que automatizar una fórmula de incrementar la gratuidad en función de determinados parámetros de crecimiento, deja en segundo plano temas tan relevantes para el país como las pensiones. Además, en qué medida se cumpliría la obligación de que todos los proyectos de ley señalen específicamente la fuente de financiamiento, claramente sería un mal precedente que los gobiernos puedan fijar en forma permanente el gasto fiscal para el futuro.

En último término, consultó si al regular los aranceles respecto a los que no acceden a la gratuidad, afecta solo a los nuevos estudiantes que ingresan o también a los alumnos que ya cursan una carrera en la universidad.

El Honorable Senador Montes reflexionó sobre el sistema de financiamiento de las universidades, consultando por un país en el mundo en que sus universidades estatales reciban solo el 30% de los recursos públicos y las privadas el 70%. En qué país, acotó, el Estado apoya de distintas maneras a 12 universidades católicas. Como consecuencia de distintos hechos históricos, las universidades estatales quedaron reducidas al 14,8% de la matrícula. Esa es la situación inicial, y ahora por primera vez se habla de una línea de recuperación de ellas.

Algunos plantean su preocupación por destinar estos recursos a la gratuidad y no a otras prioridades públicas, sin embargo, nada se dijo por la venta de mil colegios por parte de las municipalidades, tampoco se señaló nada por los $70.000 millones anuales en becas bicentenario destinadas a las universidades privadas, sin compensación de las estatales ni del G9. Esta es una opción política: recuperar las instituciones estatales.

El Honorable Senador señor Lagos expresó que al aprobarse la Ley de Universidades Estatales, el argumento se basó en su fortalecimiento y en dotarlas de una singularidad. La disposición de diferenciarlas debe expresarse en algo, fiscalización o gobernanza. Sin desconocer el rol de las universidades del G9, tratar de igualar estatales con ellas solo es mantener el estatus quo. Seguramente en una próxima administración en la discusión del presupuesto aparecerán recursos adicionales para el G9, pero esta es una deuda atrasada con las estatales.

El gatillo es un buen diseño, pone algunas reglas. Aseguró que para hacerse cargo de la realidad, la carga fiscal aumentará en un país que crece como Chile, con las demandas que tiene, con la composición, la desigualdad, sin asfixiar la economía.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si el mecanismo denominado de gatillo será una forma correcta de legislar, ya que se basa en contingencias inciertas, como el crecimiento. Eso va nublando la importancia de los gobiernos, de que tengan sus propias prioridades. Se pueden fijar en una ley gastos futuros respecto de una institucionalidad que se desconoce.

El señor Ministro de Hacienda recordó que numerosas leyes han comprometido recursos futuros, como La Ley de Inclusión Escolar. En Europa se emiten bonos soberanos que son contingentes a cierto nivel de Producto General Bruto. El punto es avanzar como una obligación si se llega a ciertos gatillos, los que permitirán financiar esos deciles, sin dejar de prestar atención a otras necesidades.

Todas las universidades tienen vocación pública, incluso las privadas. Históricamente el Estado ha apoyado a las universidades del G9, por ejemplo, en AFD y convenio de desempeño obtienen más recursos que las estatales.

En cuanto al monto de $300.000 millones señalado, suena como una cifra gigantesca, pero es a 10 años. El aporte basal a las universidades estatales es actualmente de $215.000 millones, recién el 2020 subirá a $230.000 millones y después a $245.000 millones, es un incremento muy moderado. Si les destina fondos adicionales a la red del G9 qué dirán las demás privadas.

El Honorable Senador señor García consultó por la diferencia manifestada en el Informe Financiero 91, de 4 de julio de 2016, entre los años 2018 y 2019, en que casi se dobla la cantidad de recursos para la gratuidad.

Además, insistió en la idea de que en un mundo globalizado la carga tributaria no es solo un tema de decisión interna, en especial, para atracción de nuevas inversiones. Si se sube el impuesto específico al petróleo, preguntó, se puede destinar a pensiones.

El señor Ministro señaló que en un mundo globalizado subir los tributos no es una decisión del país. En los países OCDE la presión fiscal es muy superior a la de Chile; desde el punto de vista de la competitividad internacional hay margen. No sería partidario de subir el impuesto a las empresas, pero sí las personas de más altos ingresos podrían solventar una carga mayor. No hay afectación de impuesto, se generarían doce veces más de ingresos y a la gratuidad se destinaría solo un 8%.

La Jefa del Sector Educación de la Dirección de Presupuestos, señora Tania Hernández, explicó que el Informe Financiero 91 es con el que ingresó el proyecto de ley, luego hubo una indicación sustitutiva que fue acompañada del Informe Financiero 35, de 7 de abril de 2017, donde se explicaba la gradualidad de la implementación de la gratuidad. El salto en costo es porque van ingresando nuevas instituciones con todos sus alumnos.

El señor Ministro agregó que respecto a los montos máximos de aranceles, que cuando se ha ido avanzando a nuevos deciles, el Estado paga el arancel regulado a las universidades. La idea es limitar para que en el futuro no se disparen completamente los aranceles y evitar que conforme avanza la gratuidad, la universidad le transfiera al estudiante el mayor costo.

El Honorable Senador señor Montes aclaró que actualmente el 30% de los recursos son para universidades estatales. Históricamente era lo contrario, 70% a estatales. En países OCDE el promedio es entre 70% y 80% para estatales. El nivel de matrícula también es de ese orden, en Chile es del 14,5%.

Artículo 82

Dispone que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que cumplan con los requisitos señalados en esta ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad de conformidad a las condiciones que se establecen.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 85

Es del siguiente tenor:

“Artículo 85.- La Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad. Dicho monto considerará la información del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula establecidos de conformidad a este título. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.

Para establecer el volumen de estudiantes en el caso de instituciones nuevas se considerarán, mientras no alcancen el mínimo de años señalado en el inciso anterior, los años para los cuales la institución disponga de información.

Las instituciones de educación superior sólo efectuarán la rendición del aporte institucional para la gratuidad a la Superintendencia, de conformidad a las normas de carácter general que ésta dicte.”.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada de los dos primeros incisos del artículo.

En votación los referidos incisos, fueron aprobados por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
A continuación, el Honorable Senador señor Montes manifestó que el inciso final le genera un problema debido a que no se visualiza una correcta definición del sistema de control en su conjunto, por lo que se generan dudas acerca del rol del Ministerio, de la Superintendencia y de la Contraloría General de la República.

El Honorable Senador señor García señaló que la palabra “sólo” mueve a confusión.

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que se busca evitar que se repitan las rendiciones, independientemente del control que efectúe cada organismo que corresponda.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Alejandra Contreras, explicó que se trata de aclarar que la rendición se hace ante el nuevo organismo que tiene la competencia específica en la materia y ya no se hará más ante el Ministerio. Ello, es sin perjuicio de las tareas de control que a cada repartición pública puedan caber.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que debe quedar en la historia fidedigna de la ley el que se trata de que se rinda ante una sola entidad y que ello en nada reduce las potestades fiscalizadoras o de auditar de organismos como la Contraloría General de la República.

La señora Ministra expresó temer que si se elimina la palabra “sólo” se interprete que la rendición también debe efectuarse ante la Contraloría General de la República, y reiteró que lo único que se pretende es dejar claro que, lo que actualmente se hace ante el Ministerio, de ahora en más se hará ante la Superintendencia.

El Honorable Senador señor Montes reiteró que falta claridad acerca del rol de la Contraloría en esta materia, dado que si no cuenta con una rendición no puede saber si los recursos públicos se han utilizado efectivamente en las materias que manda la ley, puesto que existen otras fuentes de ingresos que se confunden en una sola unidad.

El Honorable Senador señor García compartió la explicación entregada por el Ejecutivo, por lo que señaló que apoyaría la redacción actual.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que se entiende que la palabra “sólo” limita el rol del órgano contralor general, por lo que prefiere que se suprima el vocablo.
El Honorable Senador señor Montes solicitó votación separada de la expresión “sólo” del inciso final del artículo.

En votación la referida expresión, fue aprobada por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, García y Lagos, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro.

Puesto en votación el resto del artículo 85, resultó aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Montes.
Artículo 95

Crea una Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, de carácter permanente. Corresponderá a la Comisión:

a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores de aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, presentadas por la Subsecretaría.

b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores de los aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación propuestos por la Subsecretaría.

c) Emitir informes sobre otros requerimientos de opinión o asesoría técnica solicitados por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría.

d) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión podrá solicitar información a la Subsecretaría.

La señora Ministra planteó que el objetivo de crear una Comisión de Expertos es evitar que se consideren como arbitrarios los valores que se fijen a los aranceles regulados.

El Honorable Senador señor García preguntó cómo se desarrolla el proceso que finaliza con la fijación del arancel regulado y quién lo fija en definitiva.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Contreras, explicó que se trata de un modelo que contempla dos etapas, la primera de la elaboración de las bases técnicas para determinar los valores de los aranceles regulados, en que se cuenta con una propuesta del Ministerio que es aprobada o modificada por la Comisión y, después, se hace el cálculo de los valores de los aranceles, los que también deben ser aprobados u observados por la misma Comisión.

El Honorable Senador señor Montes manifestó a los señores ministros que, con $397 millones al año, será muy difícil elaborar un nuevo sistema con 256 aranceles, con todos los elementos que se deben considerar para llegar a fijar los valores.
Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 98

Su texto es el que sigue:
“Artículo 98.- El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría, financiará los gastos de administración y funcionamiento de la Comisión, así como también el monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la Subsecretaría deberá coordinar y ejecutar las actividades necesarias para la administración de gastos y el funcionamiento de la Comisión, brindándole asistencia administrativa.

Los honorarios mensuales de cada integrante corresponderán a diez unidades tributarias mensuales, por cada sesión, con un tope total mensual de cien unidades tributarias mensuales.”.

Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 102

Es del siguiente tenor:
“Artículo 102.- La Subsecretaría, mediante resolución, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, para aquellas carreras o programas de estudio señalados en el artículo 104.

La resolución deberá dictarse a más tardar el 30 de abril y regirá por el plazo de tres años, contado desde el año siguiente a su dictación.
Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables:

a) Los niveles y años de acreditación institucional.

b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.

c) La cobertura regional de la educación superior.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá recabar antecedentes entre los integrantes del Sistema de Educación Superior; organismos públicos con competencia en las áreas de ciencia, tecnología e innovación o en las áreas de productividad y crecimiento económico de largo plazo; y organizaciones del sector productivo, entre otras. Asimismo, considerará, entre otras, la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior y la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, reguladas en los artículos 7 y 15 de esta ley, entre otros antecedentes.

Con todo, excepcionalmente y de manera fundada, mediante resolución del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, y a solicitud de la respectiva institución de educación superior, podrá autorizarse un incremento de vacantes superior al de la resolución referida en el inciso primero, si tiene como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones,  y está contemplada, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.”.

El Honorable Senador señor García señaló que aprobará la disposición, aunque se supone que si los estudiantes de primer año cumplen con los requisitos para recibir el financiamiento para la gratuidad, debe entregarse dicho valor por más que exista un número máximo de vacantes, por lo que pareciera que está de más el artículo.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 112

Textualmente, prescribe lo siguiente:
“Artículo 112.- Sin perjuicio de las demás infracciones que la ley establezca, el incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras c) y d) del artículo 83 se considerarán infracciones graves.

En caso que una institución de educación superior pierda su acreditación, se requerirá únicamente la notificación de esta circunstancia que realice la Comisión Nacional de Acreditación a la Subsecretaría para que ésta determine la pérdida del financiamiento público regulado en este título. En el caso de las universidades estatales se estará a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Sobre Universidades del Estado.
Por su parte, en caso que la institución de educación superior incumpla el requisito establecido en la letra b) del artículo 83, la Subsecretaría determinará la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 87 de la presente ley se considerarán infracciones gravísimas. En caso que la institución incumpla lo dispuesto en la letra b) de dicho artículo se descontará de los recursos que se le transfieran por los nuevos estudiantes matriculados, una proporción equivalente al porcentaje del total de estudiantes nuevos matriculados por sobre el límite correspondiente. En este caso la institución igualmente deberá otorgar estudios gratuitos a todos aquellos estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo 102, y que mantengan las condiciones señaladas en el párrafo 5° del presente título.

Con todo, la Superintendencia podrá, atendida la gravedad y las consecuencias del hecho o la existencia de infracciones reiteradas a esta regulación, resolver la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior que ejecute dicha medida, a partir del año siguiente a la fecha de la resolución final del procedimiento sancionatorio. Se entenderá, para estos efectos, que son infracciones reiteradas cuando se hayan cometido dos o más de ellas en los últimos tres años.

La Superintendencia podrá establecer devoluciones de dinero a favor de los estudiantes, así como también otras medidas correctivas. El cumplimiento de estas medidas se considerará como una circunstancia atenuante de conformidad a lo dispuesto en el artículo 61.

En caso que se disponga la pérdida del financiamiento público regulado en este título de conformidad a este artículo, la institución sancionada sólo podrá solicitar nuevamente el acceso a dicho financiamiento diez años después de la resolución final del procedimiento sancionatorio de la Superintendencia. Con todo, este plazo no regirá cuando la pérdida del financiamiento se deba a la no obtención de la acreditación.”.

La asesora del Ministerio de Educación, señora Javiera Morales, explicó que se trata de los casos en que se pierde el financiamiento para la gratuidad debido a que la institución deja de cumplir con los requisitos que contempla la ley.

El Honorable Senador señor Montes sugirió que se revise el lenguaje empleado porque se está pasando de un aporte por institución a un beneficio por estudiante, lo que provoca una tensión e inconsistencia con lo que disponen este tipo de normas.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 113

Textualmente, prescribe lo siguiente:
“Artículo 113.- Si una institución que recibe el financiamiento público regulado en el presente título es sancionada por infracciones graves o gravísimas cinco o más veces dentro de tres años, el Superintendente resolverá la pérdida de dicho financiamiento, solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior la ejecución de la medida.

En este caso, la institución sancionada sólo podrá solicitar el acceso al financiamiento público regulado en el presente título diez años después de la resolución final en que la Superintendencia resolvió la pérdida del financiamiento.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.

Artículo 114

Es del siguiente tenor:
“Artículo 114.- El Estado transferirá recursos públicos a las instituciones que dejen de recibir el financiamiento institucional para la gratuidad, respecto de aquellos estudiantes que con anterioridad a la comunicación regulada en el artículo 86 o a la determinación de la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título, cursaban sus estudios de forma gratuita, en la medida que éstos mantengan los requisitos y condiciones regulados en el presente título.

Las instituciones de educación superior que sean sancionadas de conformidad a lo dispuesto en el presente párrafo, deberán asegurar que aquellos estudiantes matriculados con anterioridad a la verificación de la infracción, mantengan la misma situación respecto de los cobros que efectúe la institución o su exención, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 121

Dispone lo siguiente:
“Artículo 121.- Las universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Basal por Desempeño”. 

Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. Las reglas de distribución de los recursos serán definidas mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, basándose en criterios objetivos y considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981” establecido en la ley N° 20.882.

Las Universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo sólo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.”.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 122

Deroga la ley N° 20.027, que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior, a partir del 1 de enero de 2019. Dicha derogación entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, el cual será administrado por el Estado y será propuesto por la Presidenta de la República a través de un proyecto de ley que presentará durante el año 2017.

La señora Ministra explicó que el artículo dispone la derogación del Crédito con Aval del Estado una vez que comience a regir un nuevo sistema que lo reemplace.

El Honorable Senador señor Coloma reparó en que no puede mantenerse la referencia a un proyecto de ley que se enviará “durante el año 2017”. 

El señor Ministro planteó que deben ser muy cuidadosos en las correcciones a efectuar, dado que se trata de una materia que fue muy difícil concordar y aprobar en la Cámara de Diputados. 

Los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro concordaron en que no pueden aprobar una norma que dispone algo que se debió cumplir en un año que ya pasó.

El señor Ministro propuso que se cambie el año por 2018 y se comprometió a enviar el referido proyecto antes del 11 de marzo.
El señor Presidente de la Comisión solicitó la unanimidad de la Comisión para efectuar enmiendas formales en el artículo.

La unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121, autorizó la introducción de las enmiendas formales.
Puesto en votación, fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 124

Establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.
---

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo sexto

Faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta podrá incluir a los funcionarios de la División de Educación Superior, y adicionalmente, podrá incluir a los funcionarios de la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la División de Educación Superior, y desde la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación, si procede, a la Subsecretaría de Educación Superior. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Superior. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fijen la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento de la planta de la Subsecretaría de Educación Superior. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en la ley N° 19.553, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Asimismo, podrá determinar la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que se practique a dicha planta. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior y la fecha de supresión de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, la cual será la misma de entrada en vigencia del numeral 4) del artículo 117 de la presente ley.

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Coloma.
Artículo séptimo

Establece que el ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Artículo octavo

Prescribe que el Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo décimo

Su texto es el que sigue:

“Artículo décimo.- Desde de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Superintendente de Educación Superior, quien asumirá de inmediato, y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la ley N° 19.882 para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, tendrá derecho a una remuneración equivalente al grado 1 de la Escala de Fiscalizadores del decreto ley N° 3.551, de 1981, que será financiada con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación mientras no entre en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior. Al Superintendente le corresponderá realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de dicha Superintendencia.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo décimo primero
Faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta, cuando proceda, podrá incluir personal del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, podrá determinar el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882 y los niveles para la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá establecer las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en las leyes N° 19.528 y N° 18.091, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Además, podrá fijar la fecha de los traspasos y encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior.

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Artículo décimo segundo
Establece que el ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Puesto en votación el artículo, resultó aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Artículo décimo tercero
Dispone que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación Superior, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo décimo cuarto
Prescribe que, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación Superior. El Superintendente de Educación Superior requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo trigésimo tercero
Es del siguiente tenor:

“Artículo trigésimo tercero.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, se entenderá que continuarán recibiendo dicho financiamiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.

Con todo, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, las instituciones señaladas en el inciso primero, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83. Los requisitos de las letras a) y b) de dicho artículo serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. 

Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán ajustar sus actos o contratos vigentes a lo establecido en los artículos 73 a 80, en un plazo de tres años contado desde su publicación. 

Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.

Para efectos del cumplimiento de las letras c) y d) del artículo 83 se estará a lo dispuesto en el artículo cuadragésimo transitorio.”.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Contreras, señaló que el artículo describe la situación de las instituciones que actualmente se encuentran en el llamado régimen de gratuidad y cómo opera la nueva normativa respecto de ellas respecto de la actual glosa presupuestaria que rige. Agregó que, el nuevo régimen, es más exigente en sus requisitos que la referida glosa presupuestaria que regula la materia.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo trigésimo cuarto
Prescribe lo siguiente:

“Artículo trigésimo cuarto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad cumplirán la obligación señalada en la letra c) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el siguiente cronograma y a lo dispuesto en dicho título.

a) Desde el año 2018 hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

b) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los siete primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

c) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 24,5% respecto del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los ocho primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

d) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los nueve primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

e) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5º del título V.

Desde el año 2020, el Ministerio de Hacienda verificará, a más tardar el 15 de julio de cada año, el cumplimiento de los requisitos antedichos referidos a los ingresos fiscales estructurales. Para ello utilizará las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, y las estadísticas de PIB tendencial reportadas en el acta del Comité Consultivo del PIB Tendencial más próximo a la fecha señalada, llevadas a moneda de cada año con el deflactor del PIB del año respectivo, reportado por el Banco Central de Chile.

Un reglamento del Ministerio de Hacienda, que deberá ser firmado por el Ministro de Educación, regulará las materias señaladas en el presente artículo.”.

El Honorable Senador señor García consultó al señor Ministro, en relación a los llamados gatillos que aumentan el universo de beneficiados por la gratuidad, si de aprobarse la reforma previsional en actual tramitación con el consiguiente aumento del denominado pilar colectivo, aumentarían los ingresos fiscales o no.

El señor Ministro expresó que no se contempla como ingreso fiscal y comprometió, para la discusión en Sala, información sobre los rubros que componen los ingresos fiscales estructurales.
El Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada de las letras b), c), d) y e) del inciso primero y de los incisos segundo y final del artículo.

En votación las referidas letras e incisos, fueron aprobados por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Puesto en votación el resto del artículo trigésimo cuarto, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Finalizada la votación, el Honorable Senador señor Coloma pidió al Ejecutivo que revise con especial cuidado la constitucionalidad de una medida que compromete el gasto de los futuros ingresos fiscales de un modo muy complejo para cualquier futuro Gobierno.

Artículo trigésimo quinto
Prescribe lo siguiente:

“Artículo trigésimo quinto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo tercero anterior y a lo dispuesto en el título V de la presente ley.

Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y el arancel regulado más un porcentaje adicional de éstos, fijados para la carrera o programa de estudio respectivo, a:

1) Aquellos estudiantes que cumplen los requisitos para cursar estudios gratuitos, señalados en el párrafo 5° del título V, mientras no cuenten con la condición socioeconómica señalada en las letras del artículo anterior.

2) Aquellos estudiantes señalados en el inciso primero del artículo 109.

La determinación del porcentaje adicional se establecerá según la condición socioeconómica del estudiante de la forma que sigue:

a) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan a los primeros siete deciles de menores ingresos del país: hasta un 40%.

b) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan al octavo y noveno decil de menores ingresos del país: hasta un 60%.

Con todo, las instituciones que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, no podrán cobrar a los estudiantes señalados en las letras a) y b) anteriores, aranceles cuyo monto supere el arancel informado por la institución en la oferta académica del año 2017 para la respectiva carrera o programa de estudio, reajustado anualmente en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor del año anterior, más dos puntos porcentuales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, para el caso de los estudiantes extranjeros que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos estudiantes que se encuentren matriculados en carreras o programas de estudio no comprendidos en el artículo 103 o aquellos estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al décimo decil, no se les aplicarán las limitaciones anteriores.”.

Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo trigésimo octavo
Es del siguiente tenor:

“Artículo trigésimo octavo.- Mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los valores regulados de arancel, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de un grupo de carreras o programas de estudio determinado, dictadas en conformidad a lo establecido en el título V de esta ley, el cálculo del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula para dicho grupo, se realizará de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.

La fórmula de cálculo de arancel regulado de los grupos de carreras o programas de estudio se establecerá mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, la que se determinará en base a los derechos básicos de matrícula promedios por el tipo de institución que corresponda, determinados conforme al inciso quinto del presente artículo, y al promedio ponderado de los aranceles de referencia del año 2017 de las carreras o programas de estudio de dicho grupo de las instituciones que durante dicho año se encontraban adscritas al financiamiento regulado en las asignaciones 24.03.198 y 24.03.199, asociadas al programa 09.01.30, Educación Superior, de la ley N° 20.981 y contaban con el mismo número de años de acreditación institucional al 31 de diciembre de 2016, considerando también áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones. 

El Ministerio de Educación deberá publicar en el Diario Oficial y en la página web del Ministerio, el valor del arancel regulado calculado según lo dispuesto en el inciso anterior, el que deberá ser actualizado anualmente de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para cada año, el arancel regulado de cada carrera o programa de estudio en cada institución será asignado según el grupo que le corresponda de acuerdo al nivel, años, y áreas o dimensiones en que esté acreditada al 31 de diciembre del año anterior.

El monto que corresponda transferir a las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad para aquellas carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 respecto de cuyos grupos de carreras o programas no se haya dictado una resolución exenta que establezca el cálculo de los valores señalados en el inciso primero, se determinará sumando los siguientes valores:

a) El resultado de multiplicar el valor del arancel regulado, calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes respecto de los cuales la institución tenga la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V y según el cronograma señalado en el artículo trigésimo tercero transitorio, al año académico correspondiente.

b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el valor del arancel real más derechos básicos de matrícula reajustados, según se establece en el párrafo siguiente, y el del arancel regulado calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes señalados en la letra anterior, al año académico correspondiente. Con todo, este valor no podrá superar el 20% del valor resultante de la letra anterior.

Con todo, el monto que corresponda transferir no podrá superar la suma de los aranceles reales y derechos básicos de matrícula de los estudiantes beneficiados.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso cuarto, en el caso de las universidades, se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2015, reajustados de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2014 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero. Por su parte, para el caso de los centros de formación técnica e institutos profesionales se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2016, reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2015 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero.

Si algún programa de estudios no tuviera información del arancel real o derechos básicos de matrícula según lo considerado en el inciso anterior, se utilizará el valor correspondiente al primer valor del arancel real y derecho básico de matrícula que registre el programa de estudio, el que será reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre enero del primer año de registro y noviembre del año anterior para el cual se calculan los valores.”.

La señora Ministra explicó que se trata del mismo mecanismo vigente actualmente en la glosa respectiva de la ley de presupuestos del Sector Público vigente.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Contreras, indicó que también regula lo que ocurre desde que la ley entra en vigencia y hasta que comienza a funcionar plenamente la Comisión de Expertos.
Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo cuadragésimo segundo
Prescribe lo siguiente:

“Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el párrafo 4° del título V entrará en vigencia el año siguiente a la entrada en vigencia del Sistema de Acceso regulado en el párrafo 3° del título I.

Mientras no entre en vigencia lo dispuesto en el inciso anterior, el número de estudiantes nuevos matriculados para cursar las carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 para el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas. Podrá autorizarse un incremento superior al 2,7% antes señalado en los programas de estudio con admisión regular de las instituciones que se encuentren adscritas al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en esta ley, si éste obedece a decisiones institucionales adoptadas antes del 31 de diciembre de 2015, o derivadas de requerimientos formulados por la Comisión Nacional de Acreditación como resultado del último proceso de acreditación institucional, o que sean producto de la participación de la institución en el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE), o aquellas convenidas, de manera excepcional, entre el Ministerio de Educación y las instituciones que adscriban al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, que tengan como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En este último caso, la referida autorización se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

En caso que el incremento total de estudiantes nuevos matriculados supere el límite establecido o autorizado en el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 111 de la presente ley.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable en caso que una universidad adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, incumpla lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo cuadragésimo transitorio.”.

El Honorable Senador señor Montes planteó que la redacción se centra mucho en cada carrera y programa cuando la disposición está referida a la institución en su conjunto.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda elaboró una serie de informes financieros en relación con el proyecto de ley, como se da cuenta a continuación.


- El primero de ellos, de 4 de julio de 2016, es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes.

En el Marco de la Reforma Educacional el presente Proyecto de Ley establece una nueva institucionalidad para la Educación Superior, constituida por la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo para la Calidad de la Educación Superior y la Superintendencia de Educación Superior, y determina el Financiamiento Público de la Educación Superior Gratuita.

A) Nueva Institucionalidad Pública para la Educación Superior

En el Proyecto de Ley se establecen las características, funciones y atribuciones de las nuevas instituciones que se crean, de las cuales cabe destacar:

a. A la Subsecretaría de Educación Superior, en materia de educación superior, le corresponderá proponer las políticas destinadas al desarrollo, promoción y mejoramiento del subsistema universitario y el subsistema técnico profesional; las políticas de acceso e inclusión; la asignación de recursos públicos que disponga la ley y la gestión de sus instrumentos; administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior; administrar y mantener el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior y el Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior; coordinar la ejecución y evaluación de la política para la educación superior, así como a los organismos y servicios públicos con competencias en educación superior.

b. El Consejo para la Calidad de la Educación Superior, será un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

El objeto del Consejo para la Calidad será evaluar, acreditar y promover la calidad de las instituciones de educación superior autónomas y de las carreras o programas de estudio que estas impartan.

Le corresponderá desarrollar los procesos de acreditación institucional, los de acreditación de carreras y programas de estudios de pre y postgrado, de conformidad con esta Ley.

En este contexto le corresponderá proponer los criterios y estándares para llevar cabo dichos procesos, establecer los evaluadores pares, dictar las normas de carácter general sobre la materia, resolver las solicitudes de apertura de nuevas sedes, carreras o programas.

c. La Superintendencia de Educación Superior, será un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación. Será una institución fiscalizadora, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública.

El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior. Asimismo, fiscalizar la legalidad del uso de los recursos por parte de las instituciones de educación superior y supervisar su viabilidad financiera.

B) Financiamiento Público de la Educación Superior Gratuita

En el presente proyecto de ley se establece el financiamiento público para las instituciones de educación superior a través de los instrumentos de financiamiento institucional que se presentan a continuación:

a. Financiamiento institucional para la gratuidad, destinado a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que deseen acceder al financiamiento para la gratuidad.

b. Un fondo para el desarrollo y mejora de las funciones de investigación y creación artística de aquellas universidades que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad de la presente ley.

c. Un fondo para las instituciones de educación superior estatales, que contendrá el actual monto del Convenio Marco de las universidades estatales establecido en la ley N° 20.882, cuyo objeto es el cumplimiento de las normas, principios y responsabilidades que les son propias; contribuir al cumplimiento de compromisos acordados entre cada institución estatal y el Estado, que sean necesarios para el desarrollo del país y sus regiones; y al fortalecimiento institucional mediante el financiamiento de acciones asociadas al mejoramiento de la calidad.

El monto total de este fondo, será fijado anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores el presente proyecto de ley representa los siguientes costos:

A) Nueva Institucionalidad Pública para la Educación Superior
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B) Financiamiento Público para las Instituciones de Educación Superior
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- El segundo informe financiero, de 7 de abril de 2017, se emitió acompañando indicación sustitutiva. Señala lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Mediante la presente indicación sustitutiva (N°027-365) al presente Proyecto de Ley, se establece una nueva institucionalidad para la Educación Superior, constituida por la Subsecretaría de Educación Superior y la Superintendencia de Educación Superior, se fortalece el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, mediante modificaciones a la Ley N°20.129, y se determina el Financiamiento Institucional para la Gratuidad.

A) Institucionalidad Pública para la Educación Superior

En la indicación se establecen las características, funciones y atribuciones de dos nuevas instituciones que se crean, respecto de las cuales cabe destacar:

a. A la Subsecretaría de Educación Superior, en materia de educación superior, le corresponderá proponer las políticas en materias de educación superior; las políticas de acceso e inclusión; la asignación de recursos públicos que disponga la ley y la gestión de sus instrumentos; administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior; administrar el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior y coordinar el Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior.

b. La Superintendencia de Educación Superior será un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación. Será una institución fiscalizadora, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública. El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior. Asimismo, le corresponde fiscalizar la legalidad del uso de los recursos por parte de las instituciones de educación superior y supervisar su viabilidad financiera.

Adicionalmente, la indicación sustitutiva realiza una serie de modificaciones a la Ley N°20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. Por una parte, se modifica la composición de la Comisión Nacional de Acreditación, modificando el perfil de los comisionados, incrementando su dieta e incrementando sus inhabilidades e incompatibilidades. A esta Comisión le corresponderá, entre otros, administrar y resolver los procesos de acreditación, proponer los criterios y estándares para llevar cabo dichos procesos, y resolver las solicitudes de apertura de nuevas sedes, carreras o programas. El Secretario Ejecutivo de la Comisión será seleccionado conforme al Sistema de Alta Dirección Pública.

Se modifican además los procesos de acreditación institucional, dándole un carácter integral y volviéndola obligatoria. Se elimina la acreditación voluntaria de carreras de pregrado y se asigna a la Comisión la atribución de acreditar directamente las carreras de pregrado de acreditación obligatoria así como los programas de doctorado y especialidades médicas.

B) Financiamiento Institucional para la Gratuidad

La presente indicación sustitutiva establece el financiamiento institucional para la gratuidad, destinado a las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que otorguen estudios de pregrado gratuitos a los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos.

Para la definición de la transferencia a realizarse a las instituciones, se constituirá una Comisión de Expertos, que participará en el proceso de determinación de aranceles regulados.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores el presente proyecto de ley representa los siguientes costos:

A) Institucionalidad Pública para la Educación Superior
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B) Financiamiento Institucional para la Gratuidad
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- El tercer informe financiero, que acompañó otras indicaciones formuladas por el Ejecutivo, fue emitido el día 29 de mayo de 2017, y señala lo que sigue:

“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°054-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley de Educación Superior.

Por una parte, se incorporan como atribuciones de la Subsecretaría de Educación Superior la elaboración de la propuesta de una Estrategia de Desarrollo de la Educación Superior, la participación de la institucionalidad encargada de la ciencia, tecnología e innovación, en instancias de coordinación enfocadas en materias relacionadas con la educación superior y proponer al Ministro de Educación el Marco Nacional de Cualificaciones.

Se precisan además algunas materias relacionadas con la elaboración de instrumentos del Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior, con la periodicidad de entrega de cierta información a la Superintendencia de Educación Superior y con el proceso de denuncias a dicha institución.

Finalmente, se compromete el envío de un proyecto de ley que cree un mecanismo administrado por el Estado, que reemplace el sistema de financiamiento de estudios superiores establecido en la ley N° 20.027.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones planteadas en las presentes indicaciones al Proyecto de Ley no representan mayor gasto Fiscal respecto al señalado en el IF N°35.”.

- El cuarto informe financiero, de 5 de julio de 2017, que se acompañó a otras indicaciones del Ejecutivo, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°082-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley de Educación Superior.

Por una parte, se repone la redacción del articulado de la indicación sustitutiva ingresada el 7 de abril de 2017, eliminando materias tales como la calidad de cuentadante de las instituciones de educación superior y la exención de las instituciones de educación superior estatales a la pérdida del financiamiento institucional para la gratuidad, producto de sanciones graves o gravísimas reiteradas.

Se repone además un artículo que norma el mecanismo de actualización de los aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros regulados, estableciendo que se reajustarán según lo que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año.

También se repone un artículo que establece que la obligación de otorgar estudios gratuitos será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados por un tiempo que no exceda la duración nominal de su carrera o programa de estudio.

Finalmente, se deroga la ley N° 20.027 a partir de 1 de enero de 2019, derogación que entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, comprometiendo el ingreso del correspondiente proyecto de ley para el año 2017.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones planteadas en las presentes indicaciones al Proyecto de Ley no representan mayor gasto Fiscal respecto al señalado en el Informe Financiero N°35. ”.

- El quinto informe financiero, de 27 de diciembre de 2017, que se acompañó a otras indicaciones del Ejecutivo, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°343-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley de Educación Superior, de las cuales cabe destacar:

- Se realizan ajustes a los requisitos y procedimiento para que una universidad pueda solicitar ingresar al Consejo de Rectores.

- Respecto del Sistema Común de Acceso, se realiza el traspaso de facultades a los Comités Técnicos de Acceso que antes correspondían a la Subsecretaría de Educación Superior, en lo que respecta a la definición de los instrumentos de dicho sistema y la autorización de instrumentos complementarios o programas especiales de acceso propios que pueden tener las instituciones de educación superior (IES). También se precisa que la Subsecretaría deberá administrar una plataforma electrónica única que contenga toda la información relacionada con el acceso a las IES adscritas al Sistema. Además se establece que la determinación de los requisitos y criterios de admisión para la selección de los postulantes será siempre efectuada por las IES, de conformidad a la normativa vigente. 

Respecto de las facultades de la Superintendencia de Educación Superior, se elimina el deber de determinar la viabilidad financiera de las IES, en consideración a que este mismo proyecto introduce modificaciones a la ley N°20.800 sobre Administrador Provisional, en virtud de las cuales se entregan atribuciones a la Superintendencia en este sentido. Se incorpora, por otra parte, la obligación de que las auditorías externas a las que deben someterse las IES contengan un análisis de riesgo de su viabilidad financiera. Se amplían las garantías de las IES ante las acciones de fiscalización de la Superintendencia.

- Adicionalmente, se realizan ajustes a la regulación respecto de la publicidad de IES; se adecúa la definición de personas relacionadas a los estándares vigentes en la Ley de Mercado de Valores y de Sociedades Anónimas; se incorpora un procedimiento para permitir excepcionalmente la celebración de algunos tipos de operaciones con personas relacionadas, siempre que sean esenciales y aprobadas de acuerdo a mecanismos definidos en una política de solución de conflictos de intereses aprobada por la Superintendencia.

- En lo que concierne las modificaciones a la ley N°20.129, de Aseguramiento de la Calidad de la Educación:

Se ajustan aspectos relacionados con los procedimientos de la labor de la Comisión y con la elección e incompatibilidades de sus miembros.

Se precisan las distintas etapas del proceso de acreditación, y las definiciones de los criterios y estándares cuyo cumplimiento deberá evaluarse así como de las dimensiones de acreditación.

Se establecen tres niveles de acreditación institucional, con vigencia entre 3 y 7 años.

Se mantiene la obligación de acreditar todas las dimensiones, salvo la dimensión de investigación, creación y/o innovación, que sólo será obligatoria para obtener la acreditación de excelencia por 7 años.

Se establece que la acreditación básica sólo puede obtenerse dos veces de manera consecutiva, debiendo alcanzar en el siguiente proceso al menos el nivel avanzado para obtener la acreditación.

Se establece que las instituciones no acreditadas quedarán sujetas a la supervisión del Consejo Nacional de Educación por un plazo máximo de tres años, luego del cual, si no obtiene la acreditación institucional básica, deberá darse curso a la revocación del reconocimiento oficial.

Se elimina el procedimiento de información o solicitud de autorización a la Comisión para la apertura de sedes, carreras o programas.

Se establece que las dos carreras de pregrado del área de la salud de acreditación obligatoria son médico cirujano y cirujano dentista.

Se repone la acreditación voluntaria de programas de magíster.

Se extiende a 3 años la vigencia de la resolución que establece las vacantes máximas de estudiantes de primer año para IES adscritas a gratuidad. Se norma la gratuidad en caso de continuidad de estudios entre carreras técnicas de nivel superior articuladas con carreras afines y con convalidación de estudios.

Se establece un procedimiento de verificación previo de adecuación de requisitos de ingreso, planes y programas de la Escuela de Gendarmería de Chile para su incorporación como institución de educación superior.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones planteadas en las presentes indicaciones al Proyecto de Ley no representan mayor gasto Fiscal respecto al señalado en el IF N°35 de 7 de abril de 2017.”.

- El sexto informe financiero, de 17 de enero de 2018, que se acompañó a otras indicaciones del Ejecutivo, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Mediante las presentes indicaciones (N°374-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley de Educación Superior, de las cuales cabe destacar:

- Respecto de los requisitos que deben cumplir las universidades para solicitar su ingreso al Consejo de Rectores, se reemplaza el estar adscrito al financiamiento institucional para la gratuidad, por cumplir con los requisitos de personalidad jurídica y políticas de acceso equitativo de estudiantes, exigidos para adscribir a dicho financiamiento.

- Se realizan ajustes a las facultades de la Superintendencia respecto del ingreso a los establecimientos y dependencias de las instituciones de educación superior (IES); la citación a declarar; el procedimiento para requerir información resguardada por secreto bancario, y el procedimiento para la dictación de instrucciones de general aplicación. Se regula además aspectos de las normas de contabilidad que deben seguir las IES.

- Se regula el proceso de acreditación voluntaria de carreras y programas de pregrado, para IES con acreditación institucional avanzada, que podrá ser realizada por pares evaluadores o entidades evaluadoras registradas ante la Comisión Nacional de Acreditación, será financiado con cargo a aranceles y entrará en vigencia a partir del 31 de diciembre de 2024.

- Se establece que la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles para gratuidad podrá solicitar a la Subsecretaría que se adelante el procedimiento de determinación de aranceles regulados, para uno o más grupos de carreras, respecto de la norma general, que es cada 5 años. Se ajustan además los plazos para el procedimiento de fijación de aranceles, y se incorporan instancias de participación para las IES y federaciones de estudiantes.

- Se establece que la Ley de Universidades Estatales regulará las consecuencias de la pérdida de acreditación de dichas universidades, en lo que respecta al financiamiento de gratuidad.

- Se establece un instrumento permanente de financiamiento de Universidades privadas incluidas en el artículo 1 del D.F.L. N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, llamado “Aporte Basal por Desempeño”, cuyos montos serán establecidos en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año, y no podrán ser inferiores a los establecidos en la asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981” de la Ley de Presupuestos correspondiente al año 2016.

- Se establece la obligación al Ministerio de Hacienda de enviar anualmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe que detalle el gasto tributario que hubieren significado durante el año anterior los beneficios tributarios de que gocen las instituciones de educación superior, y la obligación de éstas a enviar al Servicio de Impuestos Internos la información que corresponda para estos efectos.

- Se modifica la transición correspondiente al Marco Nacional de Cualificaciones, estableciendo que dentro de un año desde la publicación de la ley, el Ministerio de Educación desarrollará un programa piloto de implementación de dicho Marco, asociado a la formación técnico profesional provista por los centros de formación técnica estatales, al cual podrán adherir instituciones privadas. Se establece un plazo de tres años para que la Subsecretaría de Educación Superior entregue al Ministro de Educación una propuesta de Marco para el subsistema técnico profesional.

- Se precisa la transición para el cumplimiento de requisitos de acreditación, personalidad jurídica y contratos con partes relacionadas, para obtener financiamiento para el acceso gratuito de educación superior.

- Se incrementa el valor máximo que pueden cobrar las IES adscritas a gratuidad a los estudiantes del séptimo decil de ingresos, pasando de ser los derechos básicos de matrícula y el arancel regulados más un 20% adicional de éstos, a un 40% adicional.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Por cuanto el Aporte Basal por Desempeño será financiado con cargo a la reasignación de los recursos contemplados en asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N°4 de 1981” de la ley de presupuestos vigente, esta indicación no conlleva mayor gasto fiscal.

Por lo tanto, las modificaciones planteadas en las presentes indicaciones al Proyecto de Ley no representan mayor gasto Fiscal respecto al señalado en el IF N°35 de 7 de abril de 2017.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe:
Artículo 29

Inciso segundo
Suprimirlo. (Mayoría de votos, 3 en contra y 2 a favor. Votación separada del inciso).
Artículo 57

Inciso primero

Letra e)
Eliminar la expresión “o a perpetuidad” y sustituir la palabra “cinco” por “quince”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 102

Inciso cuarto

Reemplazar la expresión “artículos 7 y 15” por “artículos 8 y 16”. (Adecuación formal).
Artículo 112

Inciso cuarto

Sustituir la expresión “artículo 102” por “artículo 103”. (Adecuación formal).

Artículo 122

Sustituir la expresión “la Presidenta” por “el Presidente” y “2017” por “2018”. (Mayoría de votos, 3x2 abstenciones. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Disposiciones transitorias

Artículo sexto

Inciso primero 

Numeral 6)

Reemplazar la expresión “artículo 117” por “artículo 118”. (Adecuación formal).

Artículo décimo 
Suprimir la preposición “de” la primera vez que aparece. (Adecuación formal). 

Artículo trigésimo quinto
Inciso primero 

Reemplazar la expresión “artículo trigésimo tercero” por “artículo trigésimo cuarto”. (Adecuación formal).

Inciso segundo 

Sustituir, en el número 2), la expresión “artículo 109” por “artículo 110”. (Adecuación formal).

Inciso final 

Sustituir la expresión “artículo 102” por “artículo 103” y la expresión “artículo 103” por “artículo 104”. (Adecuación formal).

Artículo trigésimo octavo
Inciso cuarto 

Reemplazar, en su encabezamiento, la expresión “artículo 103” por “artículo 104” y, en su letra a), la expresión “artículo trigésimo tercero” por “artículo trigésimo cuarto”. (Adecuación formal).

Artículo cuadragésimo segundo
Inciso segundo 

Reemplazar la expresión “artículo 103” por “artículo 104”. (Adecuación formal).

Inciso tercero 

Sustituir la expresión “artículo 111” por “artículo 112”. (Adecuación formal).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES Y SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° Disposiciones Generales

Artículo 1.- La educación superior es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, sin discriminaciones arbitrarias, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés general de la sociedad y se ejerce conforme a la Constitución, la ley y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

La educación superior cumple un rol social que tiene como finalidad la generación y desarrollo del conocimiento, sus aplicaciones, el cultivo de las ciencias, la tecnología, las artes y las humanidades; así como también la vinculación con la comunidad a través de la difusión, valorización y transmisión del conocimiento, además del fomento de la cultura en sus diversas manifestaciones, con el objeto de aportar al desarrollo sustentable, al progreso social, cultural, científico, tecnológico de las regiones, del país y de la comunidad internacional.

Asimismo, la educación superior busca la formación integral y ética de las personas, orientada al desarrollo del pensamiento autónomo y crítico, que les incentive a participar y aportar activamente en los distintos ámbitos de la vida en sociedad, de acuerdo a sus diversos talentos, intereses y capacidades.

Artículo 2.- El Sistema de Educación Superior (en adelante en este título, indistintamente, “el Sistema”) se inspira, además de los principios establecidos en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, (en adelante en esta ley “decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”) en los siguientes principios:

a) Autonomía: El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales en la dimensión académica, económica y administrativa, dentro del marco establecido por la Constitución y la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, en el marco de cada proyecto educativo, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.

b) Calidad. Las instituciones de educación superior y el Sistema de que forman parte deben orientarse a la búsqueda de la excelencia; a lograr los propósitos declarados por las instituciones en materia educativa, de generación de conocimiento, investigación e innovación; y a asegurar la calidad de los procesos y resultados en el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de los criterios y estándares de calidad, cuando corresponda, establecidos por el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

En la búsqueda de la calidad las instituciones de educación superior deberán tener en el centro a los estudiantes y sus aprendizajes, así como la generación de conocimiento e innovación.

c) Cooperación y colaboración. El Sistema fomentará la efectiva cooperación y colaboración, entre los subsistemas y las instituciones de educación superior que los componen, como factor importante para la búsqueda de la calidad y la equidad, así como también para promover la transmisión y construcción permanente del conocimiento y de las buenas prácticas académicas e institucionales. De igual manera, la actuación conjunta de ellas, estará orientada a la consecución de sus objetivos, en el marco de los fines de la educación superior.
Asimismo, el Sistema velará por la integración regional e internacional de redes de conocimientos e intercambio académico, en el marco de la cooperación y colaboración.

d) Diversidad de proyectos educativos institucionales. El Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad, incluyendo el respeto a los valores democráticos, la no discriminación arbitraria y la interculturalidad.
e) Inclusión. El Sistema promoverá la inclusión de los estudiantes en las instituciones de educación superior, velando por la eliminación y prohibición de todas las formas de discriminación arbitraria.
En este sentido, el Sistema promoverá la realización de ajustes razonables para permitir la inclusión de las personas con discapacidad.
f) Libertad académica. La educación superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libre expresión de opiniones, ideas, e información; así como también en la libertad de cátedra, estudio, creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley, respetando el proyecto institucional y su misión.

Aquellas instituciones de educación superior que sean propietarias de medios de comunicación deberán promover el respeto de la libre expresión de opiniones, ideas e información.
g) Participación. Las instituciones de educación superior promoverán y respetarán la participación de todos sus estamentos en su quehacer institucional, con el propósito de fomentar la convivencia democrática al interior de aquéllas y el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable y solidaria.

h) Pertinencia. El Sistema promoverá que las instituciones de educación superior en su quehacer, y de conformidad con sus fines, contribuyan permanentemente al desarrollo del país, sus regiones y comunidades. Para ello, el Sistema, en particular a través del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, fomentará la vinculación de sus integrantes con las necesidades de la sociedad.

i) Respeto y promoción de los derechos humanos. El respeto y promoción por los derechos humanos deberá regir siempre la actuación del Sistema y de las instituciones de educación superior en relación a todos los miembros de su comunidad, tanto en sus propuestas formativas, de desarrollo organizacional, como también en las relaciones de trabajo y aprendizaje.

j) Transparencia. El Sistema y las instituciones de educación superior proporcionarán información veraz, pertinente, suficiente, oportuna y accesible a la sociedad y al Estado. La transparencia es, a su vez, la base para la rendición de cuentas académica, administrativa y financiera de las instituciones de educación superior, a través de los mecanismos y obligaciones de entrega de información que establezca la ley, en particular aquellos establecidos en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

k) Trayectorias formativas y articulación. El Sistema promoverá la adecuada articulación de los estudios para el desarrollo armónico y eficiente del proceso formativo de las personas a lo largo de su vida, reconociendo los conocimientos adquiridos previamente.

l) Acceso al conocimiento. El conocimiento humano es un elemento fundamental para el desarrollo de la sociedad y de cada uno de sus integrantes. El Sistema promoverá, en el marco de la legislación vigente, mecanismos para el acceso abierto al conocimiento desarrollado dentro del sistema de educación superior, particularmente respecto de aquél financiado con recursos públicos. 

m) Compromiso cívico: Las instituciones de educación superior propenderán a la formación de personas con vocación de servicio a la sociedad, comprometidas con su desarrollo.

Artículo 3.- Las universidades son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las ciencias, las humanidades, las artes y las tecnologías, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar graduados y profesionales. Corresponde a las universidades contribuir al desarrollo de la cultura y la satisfacción de los intereses y necesidades del país y sus regiones. Éstas cumplen con su misión a través de la realización de docencia, investigación, creación artística, innovación y vinculación con el medio. La formación de graduados y profesionales se caracteriza por una orientación hacia la búsqueda de la verdad y hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento fundamental de las disciplinas.

Los institutos profesionales son instituciones de educación superior cuya misión es la formación de profesionales capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores productivos y sociales del país, como también crear, preservar y transmitir conocimiento. Cumplen su misión a través de la realización de la docencia, innovación y vinculación con el medio, con un alto grado de pertinencia al territorio donde se emplazan. Asimismo, les corresponde articularse especialmente con la formación técnica de nivel superior y vincularse con el mundo del trabajo para contribuir al desarrollo de la cultura y a la satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones. Dicha formación se caracteriza por la obtención de los conocimientos y competencias requeridas para participar y desarrollarse en el mundo del trabajo con autonomía, en el ejercicio de una profesión o actividad y con capacidad de innovar.

Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos, capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores sociales y productivos del país. Asimismo, les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstos cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio, con pertinencia al territorio donde se emplazan, si corresponde. Esta formación es de ciclo corto.

La formación de profesionales y técnicos se caracterizará por una orientación hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento y técnicas particulares de cada disciplina.

Los institutos profesionales y centros de formación técnica deberán promover la articulación con todos los niveles y tipos de formación técnico profesional, en conformidad a lo establecido en el artículo 15 de la presente ley, y vincularse con el mundo del trabajo.

Artículo 4.- El Sistema de Educación Superior está integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materias de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y busca cumplir con las normas y principios establecidos en la ley.

El Sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. El subsistema universitario lo integran las universidades estatales creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores, y las universidades privadas reconocidas por el Estado. El subsistema técnico profesional lo integran los centros de formación técnica estatales, y los institutos profesionales y centros de formación técnica privados reconocidos por el Estado. Asimismo, forman parte del Sistema las instituciones de educación superior referidas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, proponer las políticas para la educación superior y coordinar a los órganos del Estado que componen el Sistema.
Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior. Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.

Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público, de conformidad con la ley N° 15.561, al que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas.

Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1985, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del estatuto orgánico del Consejo de Rectores, las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar la incorporación de sus Rectores a dicho Consejo, siempre que la institución respectiva cumpla con los siguientes requisitos al momento de la solicitud:

a) Ser una universidad autónoma por un plazo superior a diez años.

b) Contar al menos con acreditación institucional avanzada cuya vigencia mínima sea por un plazo de cinco años, incluida la dimensión de acreditación referida en el inciso tercero del artículo 17 de la ley N° 20.129.

c) Cumplir con los requisitos de las letras b) y d) del artículo 83, exigidos para adscribir al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en el título V de esta ley; y acogerse al sistema de acceso común que utilicen las instituciones que formen parte del Consejo.

d) Haber exigido en los últimos tres años un puntaje promedio mínimo de postulación, en los instrumentos de acceso, igual o superior al que exigen las instituciones que pertenecen al Consejo.

e) Impartir programas de magíster y doctorado acreditados.

f) Demostrar trabajo académico en red con universidades nacionales o extranjeras en docencia e investigación.

g) Contar con una forma de gobierno que contemple la participación de estudiantes y académicos.

h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos, la admisión, evaluación y permanencia en la universidad.

Las instituciones que den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior tendrán derecho a solicitar la incorporación de sus Rectores al Consejo, acompañando los antecedentes que permitan verificar el cumplimiento de cada literal. La incorporación se realizará mediante decreto supremo del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo de Rectores en el que se pronuncie sobre el cumplimiento de los requisitos que establece el presente artículo.
Párrafo 2° 

De la Subsecretaría de Educación Superior

Artículo 7.- Créase la Subsecretaría de Educación Superior (en adelante la “Subsecretaría”) que estará a cargo del Subsecretario de Educación Superior (en adelante el “Subsecretario”), quien tendrá el carácter de colaborador o colaboradora directa del Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas y programas para la educación superior, especialmente en materias destinadas a su desarrollo, promoción, internacionalización y mejoramiento continuo, tanto en el subsistema universitario como en el técnico profesional.

Artículo 8.- Serán funciones y atribuciones de la Subsecretaría:

a) Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior.

b) Proponer al Ministro de Educación las políticas en materias de educación superior, tanto para el subsistema universitario como técnico profesional. En este último caso, para la elaboración de dichas políticas deberá considerar la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 16.

c) Proponer al Ministro de Educación políticas que promuevan el acceso e inclusión, permanencia y titulación o graduación oportuna de estudiantes de la educación superior, teniendo en consideración el principio de autonomía señalado en la letra a) del artículo 2.
d) Proponer la asignación de recursos públicos que disponga la ley, así como la gestión de sus instrumentos.

e) Administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra f) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

f) Administrar el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior establecido en la ley N° 20.129.

g) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo, con y entre las instituciones de educación superior, y promover la vinculación de éstas con el nivel de educación media.

h) Solicitar al Consejo de Rectores y a las instituciones de educación superior, antecedentes e informaciones sobre la situación general de la enseñanza superior del país.

i) Participar de la institucionalidad encargada de diseñar, coordinar, evaluar y ejecutar las políticas, planes y programas en materia de ciencia, tecnología e innovación; y dentro de ese marco, en instancias de coordinación enfocadas, entre otras materias, en aquellas relacionadas con educación superior.

j) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo entre las instituciones de educación superior con los gobiernos regionales.
k) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Artículo 9.- Un reglamento del Ministerio de Educación establecerá la estructura interna de la Subsecretaría, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Con todo, la Subsecretaría contará, al menos, con una división de educación universitaria y una división de educación técnico profesional de nivel superior.

Artículo 10.- El personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal que señala y su legislación complementaria.

Párrafo 3°

Del Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior

Artículo 11.- Créase un Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso) el que establecerá procesos e instrumentos para la postulación y admisión de estudiantes a las instituciones de educación superior adscritos a éste, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos y profesionales o licenciaturas. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes.

La determinación de los requisitos y criterios de admisión a cada carrera y programa de estudios para la selección de los postulantes, siempre será efectuada por la institución de educación superior respectiva, de conformidad a la normativa vigente.

El Sistema de Acceso operará a través de una plataforma electrónica única, cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, que dispondrá de información actualizada relacionada con: el acceso a las instituciones de educación superior; la oferta académica y vacantes; los procesos de admisión; los mecanismos y factores de selección, si corresponde; los programas especiales de acceso referidos en el artículo 13; y los plazos de postulación, entre otros aspectos relevantes.

Para adscribir al Sistema, las instituciones deberán informar a la Subsecretaría.

Artículo 12.- Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyo objeto será definir los procesos e instrumentos del Sistema de Acceso.

El comité de acceso del subsistema universitario estará integrado por:

a) Cinco rectores, o quienes éstos designen, representantes de instituciones miembros del Consejo de Rectores, indicado en el artículo 5, que adscriban a este Sistema de Acceso. Dentro de este grupo, tres rectores deberán representar a universidades estatales y tres rectores deberán provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana. 

b) Dos rectores de universidades privadas, o quienes éstos designen, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5, de aquéllas adscritas al Sistema de acceso.

c) El Subsecretario de Educación Superior o a quien éste designe.

Por su parte, el comité de acceso del subsistema técnico profesional estará compuesto por:

a) Tres rectores de los centros de formación técnica estatales, o quienes éstos designen, al menos dos de los cuales deberán provenir de instituciones cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.

b) Tres rectores de los institutos profesionales y centros de formación técnica privados que estén adscritos a este Sistema de Acceso, o quienes éstos designen. Al menos uno de ellos deberá provenir de una institución cuyo domicilio se encuentre en una región distinta de la Metropolitana.

c) El Subsecretario de Educación Superior o quien éste designe. 

Artículo 13.- El Sistema deberá contemplar procesos e instrumentos de acceso de aplicación general para las instituciones adscritas, que considerarán las particularidades de cada subsistema. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar instrumentos específicos, complementarios a los anteriores, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por el comité de acceso respectivo.

El Sistema de Acceso deberá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por el comité de acceso respectivo.

Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior deberán respetar los principios que rigen el Sistema de Acceso y no podrán impedir la ejecución de los instrumentos de aplicación general. 

Corresponderá a la Subsecretaría, mediante los actos administrativos que correspondan, establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso, aprobados previamente por los comités señalados en el artículo anterior.

La Subsecretaría, previo acuerdo de los referidos comités, podrá encomendar, a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior, la ejecución de las acciones necesarias para la elaboración, aplicación y evaluación de los procesos e instrumentos del Sistema de Acceso.

Artículo 14.- El Sistema de Acceso regulado en esta ley, así como los procesos e instrumentos de acceso que utilicen las instituciones de educación superior, deberán resguardar especialmente los principios de no discriminación arbitraria, transparencia, objetividad y accesibilidad universal, éste último de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo deberán ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias señaladas en el presente párrafo. El Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.

TÍTULO II

DE LA FORMACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL EN EDUCACIÓN SUPERIOR

Artículo 15.- Se entenderá por formación técnico profesional todo proceso de enseñanza de carácter formal y no formal, que contemple el estudio de las tecnologías y las ciencias relacionadas, el desarrollo de aptitudes, competencias, habilidades y conocimientos relacionados con ocupaciones en diversos sectores económicos. Deberá promover el aprendizaje permanente de las personas y su integración en la sociedad.

En el ámbito de la enseñanza formal, la formación técnico profesional considera los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional, así como la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional. En el ámbito de la enseñanza no formal considera todo tipo de formación orientada al mundo del trabajo. Asimismo, contempla todos aquellos mecanismos que faciliten la articulación entre ambos tipos de enseñanza, permitiendo la conformación de trayectorias educativas y laborales.

Artículo 16.- El Ministerio de Educación establecerá la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional (en adelante “la Estrategia”) que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia, debiendo ser revisada y actualizada cada cinco años.

La Estrategia fortalecerá tanto la articulación entre el sistema educativo como su vinculación con la educación universitaria, y las necesidades nacionales y regionales, facilitando la formación para el servicio del país y la construcción de trayectorias formativas y laborales coherentes y pertinentes a las necesidades de las personas, del sector público y privado, de los sectores productivos y de la sociedad en general. Asimismo, deberá establecer objetivos de desarrollo prioritarios para la formación técnica y profesional y proponer un plan para su implementación que considere plazos para su ejecución.

Su contenido mínimo será:

a) Análisis de las tendencias del desarrollo productivo, social y cultural de cada una de las regiones del país.

b) Análisis de la oferta formativa y la demanda de técnicos y profesionales por parte del sector productivo, la administración pública, instituciones vinculadas al desarrollo social, cultural y demás sectores del quehacer regional y nacional.

c) Definición de áreas de desarrollo estratégico para la formación técnica y profesional.

d) Recomendaciones a las instituciones educativas y a los sectores productivos en torno a la articulación de la oferta formativa, con énfasis en aquellos planes y programas que requieran ser priorizados.

e) Recomendaciones a la Subsecretaría y a los comités señalados en el artículo 12, sobre el diseño de los procesos e instrumentos propios del Sistema de Acceso, en relación al subsistema técnico profesional.

f) Propuestas sobre mecanismos de coordinación intersectorial entre el Ministerio de Educación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en temas relacionados con la formación técnica y profesional, y también proponer iniciativas de coordinación en la dimensión territorial con los gobiernos regionales, municipios, el sector productivo y otros actores locales.

g) Una estrategia de inserción laboral y fomento de la empleabilidad dirigida a los estudiantes y los trabajadores para potenciar el desarrollo de sus trayectorias educativo-laborales.

h) El establecimiento de líneas prioritarias de investigación, desarrollo e innovación.

i) Una estrategia de vinculación entre los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional y la universitaria, así como con la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional.

j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para la formación de sus alumnos y la promoción del desarrollo sustentable del país y las regiones, según corresponda.

k) Propuestas sobre formación continua desde la educación secundaria, que incluyan salidas intermedias y conexiones que faciliten a las personas su trayectoria educativa y laboral.
Artículo 17.- Para la elaboración de la Estrategia, el Presidente de la República establecerá mediante decreto supremo un Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, integrado por los Ministros de Estado con competencia en la materia, representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores con mayor representatividad del país, representantes de instituciones educativas y expertos de reconocida trayectoria y experiencia en materia de formación técnico profesional, considerando la representación regional en la designación de sus miembros. Este Consejo será presidido por el Ministro de Educación, quien coordinará la implementación de la Estrategia.

TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1°

De la Superintendencia de Educación Superior

Artículo 18.- Créase la Superintendencia de Educación Superior (en adelante e indistintamente “la Superintendencia”) como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago.

Artículo 19.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan a las instituciones de educación superior en el ámbito de su competencia. Le corresponderá también fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.

Artículo 20.- Serán funciones y atribuciones de la Superintendencia:

a) Fiscalizar, en el ámbito de su competencia, que las instituciones de educación superior, sus organizadores, controladores, miembros de la asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales y quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, según corresponda, cumplan con las normas aplicables vigentes.

b) Fiscalizar el mantenimiento de los requisitos o condiciones que dieron lugar al reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, sin perjuicio de las atribuciones en materia académica que sean propias de otros organismos del Sistema.
c) Conocer los estados financieros de las instituciones de educación superior y hacer recomendaciones a las instituciones fiscalizadas. 
d) Fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.

e) Ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.800.

f) Fiscalizar que las instituciones de educación superior respeten los términos, condiciones y modalidades conforme a los servicios convenidos y demás compromisos académicos asumidos con los estudiantes.

g) Ordenar y realizar auditorías en materias de su competencia.

h) Ingresar a los establecimientos o a las dependencias administrativas de las instituciones de educación superior con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes de la institución de educación superior fiscalizada.
i) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones, respecto de éstas.
Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.
La Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en las instituciones de educación superior.

j) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas, de los terceros con ellas relacionadas y con las que haya celebrado contratos o realizado operaciones, y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere esta letra, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.

Cuando la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, deberá solicitar autorización previa a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al procedimiento establecido en el artículo 5, número 5, párrafos segundo a sexto, de la ley Nº 21.000, en lo que sea aplicable.

k) Citar a declarar, en caso que existan antecedentes de la existencia de hechos u omisiones constitutivos de infracciones graves o gravísimas, dentro del ámbito de sus competencias, a los organizadores, controladores, miembros de la asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas; y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza; como asimismo testigos; respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el debido cumplimiento de la normativa vigente.

La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación de lo contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

l) Atender las consultas que se le formularen en materias de su competencia, recibir y resolver reclamos, y actuar, cuando corresponda, como mediador de ellos.

m) Investigar y resolver las denuncias que se presenten en materias de su competencia.

n) Formular cargos, sustanciar su tramitación, adoptar medidas provisionales y resolver los procesos que se sigan respecto de cualquier infracción de que conozca en materias de su competencia.

o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la ley.

p) Aplicar e interpretar administrativamente los preceptos cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser actualizadas, sistematizadas y mantenidas en registros de libre acceso electrónico de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas.

La Superintendencia deberá abrir un período de información pública para la dictación de instrucciones de general aplicación, de conformidad a lo establecido en el artículo 39 de la ley Nº 19.880. Sin embargo, tratándose de casos de urgencia o cuando la información pública haga ineficaz la dictación de la instrucción, podrá omitir dicho trámite especificando las circunstancias que la justifican.
q) Remitir a la Comisión Nacional de Acreditación los antecedentes que, en ejercicio de sus funciones y atribuciones, tuviere conocimiento y en los cuales aparecieren indicios de incumplimientos en materias de su competencia.

r) Administrar la información que recopile en el ejercicio de sus competencias y proporcionar la información correspondiente al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, en coordinación con la Subsecretaría.

s) Elaborar índices, estadísticas y estudios con la información entregada por las instituciones fiscalizadas, y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia, que estarán siempre disponibles de manera destacada en su página electrónica, desde el momento de su publicación.

t) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado, o con entidades privadas, la realización de acciones específicas, la prestación de servicios, y la transferencia electrónica de información para facilitar el cumplimiento de sus funciones.

u) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

v) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Las funciones anteriores se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.

Artículo 21.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio, o previa denuncia o reclamo. La Superintendencia instruirá el respectivo procedimiento en caso de advertir la existencia de una o más contravenciones a las normas que le corresponde fiscalizar.

Artículo 22.- Para los efectos de esta ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos constatados en dicha acta constituirán presunción legal de veracidad.

Artículo 23.- Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la respectiva institución. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los funcionarios fiscalizadores.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán informar al sujeto o institución fiscalizada la materia específica objeto de la fiscalización y de las normas pertinentes, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El sujeto o institución fiscalizada podrá, en el mismo acto, hacer constar en el acta aquellos errores de hecho o transgresiones de derecho que, a su juicio, se hayan producido durante la fiscalización, teniendo el funcionario la obligación de consignarlo en el acta respectiva.

Los sujetos o instituciones fiscalizadas podrán denunciar conductas ilegales de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar dicha circunstancia a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor de las instituciones fiscalizadas.

Párrafo 2°

De la organización de la Superintendencia

Artículo 24.- El Superintendente de Educación Superior, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882.

Artículo 25.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente:

a) Los miembros de la asamblea o asociados, propietarios, socios o fundadores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.

b) Los integrantes del órgano de administración superior de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.

c) Los rectores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.

d) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

e) Quienes ejerzan labores docentes en alguna de las instituciones de educación superior sujetas a su fiscalización.

Asimismo, son incompatibles las actividades de las exautoridades o exfuncionarios de la Superintendencia en la misma forma, plazo y condiciones que sean aplicables a las instituciones fiscalizadoras, en conformidad a la ley.

Artículo 26.- Corresponderá al Superintendente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer las atribuciones propias de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d) Nombrar, remover y adoptar las demás decisiones que correspondan respecto del personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias correspondientes.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.

f) Impartir instrucciones y circulares de general aplicación para las instituciones de educación superior, en materias propias de su competencia.

g) Coordinar la labor fiscalizadora de la Superintendencia con las demás instituciones públicas con competencia en materia de educación superior, en particular, con los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

h) Nombrar, de conformidad con la ley N° 20.800, un administrador provisional, decretar su alzamiento, aprobar planes de recuperación y de administración provisional.

i) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y demás normas que rijan a las instituciones de educación superior.

j) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley.

k) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

l) Rendir cuenta pública, al menos una vez al año, de su gestión y de la Superintendencia.

m) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, salvo las materias señaladas en las letras b), f), h), i), j) y k) de este artículo.

n) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos públicos los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento en ejercicio de sus funciones, a fin de que éstos ejerzan a su vez las facultades que les son propias.

Artículo 27.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Con todo, las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio, y la de aplicación de sanciones, estarán a cargo de unidades diferentes.

Artículo 28.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, por las normas del título I del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y sus modificaciones y las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 9 y 12 de la ley N° 20.212, en el artículo 5 de la ley N° 19.528, y en el artículo 17 de la ley N° 18.091, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.

Artículo 29.- El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones directivas o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 30.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, el personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las que tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, y deberá abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.

Artículo 31.- Las autoridades o funcionarios de la Superintendencia que correspondan a cargos de exclusiva confianza del Superintendente estarán sujetos a las mismas inhabilidades que pesen sobre éste, y cesarán también en el cargo por las mismas causas de inhabilidad sobreviniente.

Artículo 32.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar servicios a las entidades sujetas a su fiscalización, ya sea en forma directa o indirecta.

Cualquier contravención a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.

Artículo 33.- El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva, y no podrá ejercer labores docentes en conformidad al artículo 8 de la ley N° 19.863. Sin perjuicio de lo anterior, podrán ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Artículo 34.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.

Artículo 35.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y los frutos, rentas e intereses de estos bienes.

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.

e) Los aportes provenientes de la cooperación nacional e internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3°

De la obligación de informar de las instituciones de educación superior

Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa. Para estos efectos, la Superintendencia definirá, previa consulta a la Contraloría General de la República, las normas contables que deberán utilizar dentro de aquellas comúnmente aceptadas en el país. Asimismo, las instituciones deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa reguladas en la ley N° 18.045, el que deberá contener un análisis de riesgos en relación con la viabilidad financiera de la institución de educación superior.”.

Artículo 37.- Las instituciones de educación superior deberán enviar a la Superintendencia:

a) Los estados financieros consolidados, debidamente auditados de acuerdo al artículo anterior, que contemplen, de manera desagregada, los ingresos y gastos de la institución, así como activos y pasivos.

b) Una lista actualizada con la individualización completa de sus socios, asociados, miembros de la asamblea, nacionales o extranjeros, y de quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, cualquiera sea su denominación. Asimismo, las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en la última lista enviada.

c) Información sobre los actos, convenciones y operaciones celebradas con personas relacionadas de acuerdo a lo establecido en los artículos 71 al 80 de la presente ley.

d) Información respecto de las donaciones recibidas asociadas a exenciones tributarias.

e) Una lista actualizada de las entidades en cuya propiedad la institución de educación superior tenga participación, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución de educación superior pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración.

f) Información sobre todo hecho esencial que afecte significativamente su situación financiera y patrimonial. Deben considerarse esenciales aquellos eventos que sean capaces de afectar en forma significativa, entre otros aspectos, a la situación financiera o los activos y obligaciones de la institución de educación superior.
La información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.

Artículo 38.- La Superintendencia deberá incorporar y mantener actualizada la información señalada en los artículos anteriores en el Sistema Nacional de Información de Educación Superior que desarrollará y mantendrá la Subsecretaría, coordinándose con esta última, de acuerdo a los convenios de colaboración que para estos efectos celebren ambos organismos, y los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, según corresponda.

Artículo 39.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 20.285, la Superintendencia mantendrá a disposición del público a través de su sitio electrónico, al menos, lo siguiente:

a) Las normas de carácter general e instrucciones dictadas por ésta.

b) Registro Público de los administradores provisionales y de cierre que se hayan designado.

c) Informes de los administradores provisionales, de conformidad con lo dispuesto el artículo 10 de la ley N° 20.800.

d) Registro Público de Sanciones de los últimos cinco años.
e) Registro Público de socios, miembros y de quienes ejerzan funciones directivas en las instituciones de educación superior.

f) Todo antecedente que refiera a la sanción propiamente tal, de los últimos cinco años, como el expediente, descargos, informes o pruebas, decisión final, entre otros. Para su cumplimiento, deberán observarse especialmente los artículos 5, 10, 11 y 21 de la ley N° 20.285.

Párrafo 4°

De la atención de reclamos y denuncias

Artículo 40.- La Superintendencia recibirá los reclamos y denuncias que se le formulen y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.

Artículo 41.- El reclamo es la petición formal realizada a la Superintendencia por una persona o grupo de personas interesadas, para que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las instituciones de educación superior fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento. Para los efectos de este párrafo, se entenderá por personas interesadas aquellas a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.880.

Recibido el reclamo, la Superintendencia deberá abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar una mediación o un procedimiento sancionatorio o su rechazo fundado, según corresponda. Con todo, dicho plazo no podrá exceder de quince días hábiles. 

Artículo 42.- Admitido un reclamo a tramitación, el funcionario competente ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al reclamado.

El funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto. Dicho proceso deberá constar en un acta, firmada por los comparecientes, en la cual deben constar las medidas propuestas y el hecho de haberse alcanzado o no acuerdo sobre la materia.

Si no se llegare a acuerdo, y en caso que corresponda de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente, el reclamante podrá seguir su pretensión como denuncia. Asimismo, si la Superintendencia considera que los hechos objeto del reclamo afectan a otras personas además del reclamante, y que pudiesen configurar alguna de las infracciones de las señaladas en esta ley, iniciará de oficio un proceso, de conformidad a los artículos siguientes.

La Superintendencia, con motivo de una mediación, reclamo o denuncia, podrá oficiar a cualquiera de los entes que forman parte del Sistema para informar, solicitar antecedentes o pedir que se incorporen a dichos procedimientos, con el fin de propender a la coordinación para el esclarecimiento y solución de la eventual controversia.

Artículo 43.- La denuncia es el acto escrito por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan, en conformidad a lo señalado en esta ley.

Las denuncias deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa de el o los denunciantes, quienes deberán suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad, significa una eventual infracción a la ley y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al denunciante.

La Superintendencia podrá ordenar directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento cuando se trate de denuncias realizadas por el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación.

Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, las denuncias de infracciones podrán ser realizadas bajo reserva de identidad, si el denunciante así lo solicitare y existieren razones fundadas para ello. En este caso, el acto de instrucción que dé comienzo al procedimiento deberá dar cuenta de que éste se ha iniciado en virtud de denuncia reservada. La investigación se mantendrá en reserva hasta la formulación de cargos.

Artículo 44.- Formulados los cargos a una institución de educación superior, o una vez sancionada o absuelta, no podrá tomar ningún tipo de represalia en contra del denunciante, cualquiera sea la forma en la que éste se relacione con la institución, cuestión para la cual la Superintendencia arbitrará todas las medidas que sean necesarias de acuerdo a las facultades que le confiere la ley.

Se considerarán represalias, especialmente, el despido injustificado, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula por causales que no estén contempladas en el reglamento de la institución, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.
Para el caso de instituciones de educación superior estatales, sus funcionarios, incluidos quienes presten servicios mediante un contrato a honorarios o del Código del Trabajo, que formulen denuncias previstas en este artículo, gozarán de los derechos previstos en el artículo 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, en lo que sea aplicable.

Párrafo 5°

Del procedimiento sancionatorio

Artículo 45.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por denuncia, regulada en los artículos anteriores, o de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción sobre materias de su competencia.

Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, en los mismos términos del artículo 25 de la ley Nº 19.880.”.
Artículo 46.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de veinte días, prorrogables por diez días más en caso de infracciones graves o gravísimas, para formular los descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.

Ninguna persona podrá ser sancionada por acciones u omisiones que no hubiesen sido imputadas en la formulación de cargos.

Artículo 47.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día hábil siguiente a la fecha de su recepción en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico para que se practiquen las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su envío.

La realización de la notificación señalada en el artículo precedente deberá hacerse constar en el expediente administrativo correspondiente.

Artículo 48.- El instructor podrá solicitar antecedentes adicionales dentro del plazo de quince días hábiles contado desde el vencimiento del plazo para presentar descargos. La parte de quien se hubiere requerido la presentación de antecedentes adicionales tendrá diez días hábiles para acompañarlos, bajo apercibimiento de tenerse por no acompañados si no se presentaren dentro de dicho plazo.

Presentados los descargos y antecedentes, o transcurridos los respectivos plazos sin que se hubieren presentado, el fiscal instructor, dentro del plazo de diez días hábiles, evacuará un informe y propondrá al Superintendente la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.

La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Artículo 49.- Transcurridos dos años de inactividad dentro del procedimiento sancionatorio por parte de la Superintendencia, se producirá la caducidad del procedimiento, debiendo dictarse una resolución que la declare y ordene su archivo.

La caducidad no implicará la prescripción de la infracción ni de la facultad de la Superintendencia para iniciar un nuevo procedimiento sancionatorio por los mismos hechos. En este último caso podrá agregar al nuevo expediente todos los antecedentes, informes y actuaciones útiles efectuadas en el procedimiento caducado, debiendo en cualquier caso realizar todas las etapas del procedimiento nuevamente.

La Superintendencia no podrá perseguir las infracciones cometidas transcurridos cuatro años desde que hubiere terminado de cometerse el hecho. Este plazo se suspende cuando se inicia el procedimiento sancionatorio, con la notificación del infractor y se interrumpe cada vez que se cometa una nueva infracción. En caso de declararse la caducidad del procedimiento, se entenderá que no se interrumpió ni suspendió el plazo de prescripción.

Las sanciones impuestas por acto administrativo firme no podrán ejecutarse una vez transcurridos más de tres años desde que éste quede firme. Este plazo se interrumpe cuando la Superintendencia inicie la ejecución.

Artículo 50.- Las resoluciones de la Superintendencia que determinen la imposición de sanciones serán susceptibles de recurso de reposición, el que podrá interponerse en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución.

Artículo 51.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación de la resolución impugnada.

El reclamante señalará en su escrito, con precisión, el acto u omisión objeto del reclamo de ilegalidad, la norma legal que se supone infringida, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto u omisión le perjudican.

La Corte dará traslado a la Superintendencia por el término de diez días. Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.

La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo de ilegalidad, ordenará, según sea procedente, la anulación total o parcial del acto impugnado; la dictación de la resolución que corresponda para subsanar la omisión o reemplazar la resolución anulada; y el envío de los antecedentes al Ministerio Público, cuando estimare que la infracción pudiere ser constitutiva de delito o en el caso que, como producto de la investigación, se concluya la existencia de hechos constitutivos de delito.

Párrafo 6°

Infracciones y sanciones

Artículo 52.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones establecidas en esta ley.

Para los efectos del ejercicio de dicha potestad sancionadora las personas e instituciones fiscalizadas podrán incurrir en infracciones gravísimas, graves, y leves.

Artículo 53.- Son infracciones gravísimas:

a) Destinar los recursos de la institución de educación superior a fines distintos a los que le son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, en los términos establecidos en el artículo 65 de esta ley.

b) Realizar operaciones en contravención a lo señalado en el artículo 73.

c) Realizar operaciones con personas relacionadas sin dar cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 74 a 76 de la presente ley. 

d) Cualquier acción u omisión dolosa destinada a obtener acreditación o niveles de acreditación mayores a los que correspondan en conformidad a la ley N° 20.129.

e) No cumplir con las obligaciones señaladas en los artículos 36 y 37 o hacerlo de forma distinta a lo prescrito en dicho artículo o de manera tardía.

f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.

g) Entregar información falsa u ocultar cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción.

h) Incurrir reiteradamente en infracciones calificadas como graves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses se incurre en dos o más infracciones graves.

i) Efectuar publicidad falsa o engañosa, en los términos que se indican en el artículo 54.

j) Vulnerar los principios de libertad académica y libertad de cátedra a que se refiere la letra f) del artículo 2.-, por medio de la expulsión, desvinculación, censura o amedrentamiento académico.

k) Incurrir en toda otra infracción que sea calificada como gravísima por la ley.

Artículo 54.- Se entenderá por publicidad engañosa cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de:

a) El valor correspondiente a matrícula, aranceles, becas y en general a cualquier desembolso o prestación pecuniaria exigida por una institución a sus estudiantes.

b) Los niveles de acreditación, que de conformidad a la ley haya obtenido la respectiva institución de educación superior y de la acreditación de sus carreras y programas de estudio, según corresponda.

c) Las perspectivas generales de empleabilidad de los estudiantes de la respectiva institución o de cualquiera de sus carreras o programas, de conformidad a lo que establezca la Superintendencia mediante instrucciones de carácter general.

d) Los niveles formativos, las cualificaciones, las alternativas de continuidad de estudios o denominación de las carreras y programas de estudio de la oferta académica.

e) La infraestructura, el cuerpo docente, campos clínicos, equipamiento y espacios para pasantía o práctica profesional con que cuente la respectiva institución o cualquiera de sus sedes, carreras o programas.

f) La calidad o cantidad de la investigación que realiza la institución, así como su prestigio o posición internacional.”.

Artículo 55.- Son infracciones graves:

a) No remitir la información requerida por el Ministerio de Educación, la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación, en ejercicio de sus facultades legales, o hacerlo de forma tardía, incompleta o inexacta, de manera injustificada.

b) Informar erróneamente respecto del número de estudiantes por carrera o programa, el número de académicos o cualquier información, si de ello resultare un incremento del financiamiento o aportes que la institución recibiría del Estado, de manera directa o indirecta.

c) Negarse a efectuar o entorpecer la auditoría externa de sus estados financieros de conformidad a la ley.

d) Modificar arbitrariamente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución de educación superior hubiere convenido con el estudiante la prestación de los servicios educativos o en forma tal que implique una prolongación de éstos.

e) Condicionar la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones a exigencias pecuniarias, distintas al pago de aranceles previamente establecidos por la institución de educación superior en su reglamentación e informados a los estudiantes al momento de suscribir el contrato respectivo.

f) Incurrir en cualquier otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.

g) Reiterar el incumplimiento de infracciones calificadas como leves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses incurren en dos o más infracciones leves.

En caso de infracciones que tengan el carácter de graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

Artículo 56.- Son infracciones leves aquellas en que se incurra contra las normas que regulan la educación superior y que no tengan señalada una sanción especial, sin perjuicio de las atribuciones expresas que sobre éstas tengan la Contraloría General de la República, el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Acreditación y otros organismos públicos.

En caso de infracciones que tengan el carácter de leve, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley. Con todo, las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el Superintendente.

Artículo 57.- Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas que procedan, el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 58:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones leves.

c) Multa a beneficio fiscal de hasta mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones graves.

d) Multa de hasta diez mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones gravísimas.

e) Inhabilitación temporal para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar el cargo de rector o ser integrante del órgano de administración superior en cualquiera de dichas instituciones. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de quince años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.

Para la determinación del monto específico de la multa se deberán considerar los criterios establecidos en el artículo 58 de la presente ley.

La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas y que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.

Con todo, la Superintendencia no podrá aplicar cualquiera de las multas señaladas en el inciso primero, cuando la institución de educación superior o quienes ejerzan funciones directivas en ella, hubiesen actuado de buena fe conforme a una interpretación de las normas de carácter general vigentes sustentada por dicho organismo.
Artículo 58.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción; el beneficio económico obtenido con motivo de ésta; la intencionalidad y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma; la conducta anterior del infractor; el cumplimiento de los planes de recuperación, en su caso y la concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes.
Artículo 59.- Sin perjuicio de las sanciones señaladas en el artículo 57, y en caso que sea procedente de acuerdo a la ley N° 20.800, la Superintendencia podrá disponer el cumplimiento de un plan de recuperación o la designación de un administrador provisional.

Artículo 60.- La sanción de multa no impide la aplicación de las demás sanciones establecidas en el artículo 57. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo una vez que se hayan resuelto los recursos que correspondan de acuerdo a la ley o que se haya cumplido el plazo legal sin que éstos hayan sido presentados.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este título deberá ser acreditado ante la Superintendencia dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada. Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente, o que actúen en su nombre, serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Artículo 61.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:

a) Subsanar los reparos u observaciones representados por la Superintendencia dentro del plazo que ésta determine.

b) No haber sido objeto de alguna de las sanciones previstas en las normas aplicables a la educación superior en los últimos seis años tratándose de una infracción gravísima; en los últimos cuatro años si esta fuere grave, y en los últimos dos años, en caso de una infracción leve.

c) Colaboración sustancial en el proceso.

Artículo 62.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad:

a) No presentarse a declarar, salvo caso fortuito o fuerza mayor, por parte de los organizadores, controladores, miembros de la asamblea o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de la persona jurídica fiscalizada, cuando haya sido solicitada por la Superintendencia.

b) El incumplimiento reiterado de las normas aplicables, o de las instrucciones o requerimientos de información formulados por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.

c) Haber sido anteriormente objeto de la medida de designación de administrador provisional.

En caso de concurrir una o más circunstancias agravantes, la multa aplicable al infractor podrá ascender hasta el doble del monto máximo previsto en la ley para la infracción de que se trate.

Párrafo 7°

Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro

Artículo 63.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro sólo podrán tener como controladores a personas naturales, personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o que deriven su personalidad jurídica de éstas, u otras entidades de derecho público reconocidas por ley. Tales instituciones se regirán por las normas de la presente ley y las normas especiales aplicables a la educación superior, y de forma supletoria, por las disposiciones del título XXXIII del libro I del Código Civil.

Artículo 64.- Se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior, ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución.

Las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia quién es su controlador y, en caso que no tuviese, deberán señalar esta circunstancia expresamente.

Artículo 65.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos, y en la mejora de la calidad de la educación que brindan, sin perjuicio de los actos, contratos, inversiones u otras operaciones que realicen para la conservación e incremento de su patrimonio.
Los actos, convenciones u operaciones realizadas en contravención a lo establecido en el inciso anterior constituirán infracciones gravísimas, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 6 de la ley N° 20.800, los artículos 70 a 80 de la presente ley y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.

El que administrando a cualquier título los recursos o excedentes de la institución de educación superior, los destine a una finalidad diferente a lo señalado en el inciso primero de este artículo, estará obligado a reintegrarlos a la institución, debidamente reajustados conforme a la variación expresada por el Índice de Precios al Consumidor, en el período comprendido entre el mes anterior a aquel en que se llevó a cabo el desvío y el mes anterior en que se produjere la restitución. Comprobada la infracción, ésta será sancionada por la Superintendencia, conforme a las normas del presente título, con una multa de un 50% de la suma desviada. Dichos montos en ningún caso podrán ser descontados o pagados con cargo a recursos de la institución.

Artículo 66.- Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar, al menos, con un órgano colegiado de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior o cualquier otra denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.

Los integrantes del órgano de administración superior podrán gozar de una dieta, y en tal caso, ésta deberá estar establecida en los estatutos.

Artículo 67.- Es función esencial del órgano de administración superior la dirección general de la administración financiera y patrimonial de la institución, en concordancia con su plan de desarrollo institucional, sin perjuicio de otras funciones que se le asignen o la existencia de otros órganos, determinados por las instituciones en sus respectivos estatutos.

El órgano de administración superior no podrá delegar, total o parcialmente, a ningún título, su función esencial, ni comprometerse a ejercerla bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades hayan sido indicadas de manera precisa.

Artículo 68.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán velar por el interés de la institución de educación superior y el cumplimento de los fines establecidos en sus estatutos, y no podrán ser removidos de su cargo sino por acuerdo de la Asamblea General en los casos señalados previamente en sus estatutos.

La función esencial de los integrantes del órgano de administración superior no será delegable y se ejercerá colectivamente, de conformidad a las formalidades que establezcan sus estatutos.

Artículo 69.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios, y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la institución, en su caso, por sus actuaciones dolosas o culpables, a menos que constare expresamente su falta de participación o su oposición al o los hechos que han ocasionado los perjuicios. Toda estipulación o acuerdo que tienda a liberar o a limitar la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración superior es nula.

Artículo 70.- Los integrantes del órgano de administración superior no podrán realizar o aprobar actos contrarios al interés de la institución de educación superior o que contravengan lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65, ni usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la entidad.

Los beneficios percibidos por quienes infrinjan lo dispuesto en este artículo pertenecerán a la institución de educación superior, la que además deberá ser indemnizada de cualquier perjuicio en conformidad a lo establecido en el artículo 79.

Artículo 71.- Para efectos de esta ley, se entenderá por personas relacionadas a la institución de educación superior:

a) Las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la asamblea de la institución.

b) Sus controladores, de conformidad al artículo 64.

c) Los integrantes del órgano de administración superior.

d) Sus rectores.

e) Los cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

f) Las personas jurídicas en que las personas señaladas en las letras precedentes sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.

g) Las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la asamblea, según corresponda, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a); sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.

h) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a), según sea el caso; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.

i) Las demás personas que desempeñen funciones directivas en la respectiva institución de educación superior, de acuerdo al artículo 72; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.

j) Las personas jurídicas en que las personas naturales señaladas en las letras precedentes sean directores, gerentes, administradores, o ejecutivos principales de las mismas.

k) Las personas jurídicas en que la institución de educación superior sea propietaria, socia, fundadora, asociada o miembro de la asamblea o que, conforme a los estatutos de éstas, pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración respectivo.

La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, que es relacionada a una institución de educación superior toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación haga presumir que sus operaciones con la institución originan conflictos de interés.

Artículo 72.- Para efectos de esta ley, se entenderá que ejercen funciones directivas de una institución de educación superior los integrantes de el o los órganos colegiados de administración superior, sea cual fuere su denominación, el rector, así como cualquier autoridad unipersonal de la institución, que tenga atribución de decisiones estratégicas y patrimoniales.

Artículo 73.- Las instituciones de educación superior que estén organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro no podrán realizar actos, contratos, convenciones o cualquiera otra operación con las personas indicadas en las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 71.

Con todo, se exceptuarán de la prohibición establecida en el inciso anterior aquellos actos, contratos, convenciones o cualquiera otra operación cuando:

a) La contraparte sea una persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, de derecho público, creada por ley o cuya personalidad jurídica derive de corporaciones de derecho público.

b) Se trate de donaciones cuyo beneficiario sea una institución de educación superior sin fines de lucro o creada por ley o que derive su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público.

c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas, directivas, administrativas o docentes en la institución o de prestación de servicios educacionales.
d) Sean necesarias para la consecución de los fines de la institución y sean aprobados de acuerdo con lo establecido en los artículos 74, 75, 76 y 77, además de los mecanismos especiales definidos en una política de solución de conflictos de intereses que deberá sancionar la institución con el objetivo de resguardar debidamente el patrimonio institucional y la fe pública, la que deberá registrarse ante la Superintendencia. La Superintendencia velará por que estas operaciones cumplan debidamente con estas exigencias, sin perjuicio del ejercicio de sus facultades de fiscalización establecidas en el artículo 20. Con todo, en los casos en que exista un único oferente, la institución deberá justificar la operación ante dicho organismo y requerir su aprobación expresa.
El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.

Artículo 74.- Las operaciones señaladas en el inciso segundo del artículo anterior, o aquéllas que se realicen con personas relacionadas distintas a las señaladas en su inciso primero, deberán contribuir al interés de la institución de educación superior y al cumplimiento de sus fines; ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.

El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.

Artículo 75.- Las operaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los integrantes del órgano de administración superior de la institución de educación superior o su equivalente, debiendo excluirse de la votación aquéllos que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate, en su caso.

El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.

Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento. Se presume que constituyen una sola operación aquellas que se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses y tengan igual causa u objeto.

Artículo 76.- La reunión del órgano de administración superior que apruebe la operación de conformidad al artículo anterior deberá constar en un acta firmada por todos los integrantes presentes y deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a) La descripción del objeto, monto, plazo de duración y demás condiciones comerciales de la operación de que se trate.

b) La individualización de la contraparte en la operación y el tipo de relación existente con la misma.

c) La indicación de que la operación es necesaria y de cómo contribuye al interés de la institución de educación superior.

d) La individualización de los integrantes del órgano de administración superior que aprobaron la operación.

e) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración superior que se hayan abstenido por tener interés en la operación respectiva, con indicación de la relación que tuvieren con la contraparte en la operación.

f) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración que se hayan opuesto a la aprobación del acto u operaciones.

g) Las deliberaciones efectuadas para la aprobación de los términos y condiciones de la operación, con indicación precisa de los antecedentes concretos que se hayan tenido en consideración a efectos de determinar que la operación se ajusta a lo dispuesto en el artículo 74.

Artículo 77.- El cumplimiento de los procedimientos descritos en los artículos anteriores, en caso alguno eximirá a los integrantes del órgano de administración superior o su equivalente de la responsabilidad que corresponda, en caso que la operación respectiva no se ajuste a lo dispuesto en el artículo 74.

Artículo 78.- El que, administrando a cualquier título recursos de una institución de educación superior, se interesare, directa o indirectamente, en cualquier negociación, acto, contrato u operación que involucre a la institución, con infracción a lo previsto en los artículos 71 a 77, ambos inclusive de la presente ley, será sancionado con reclusión menor en su grado medio y con multa del tanto al duplo del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.

Las mismas penas se le impondrán si, en cualquiera de las situaciones señaladas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.

Lo mismo valdrá en caso que el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diez por ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma.

Artículo 79.- La Superintendencia, cualquier asociado, miembro o fundador de la institución de educación superior, o quienes ejerzan funciones directivas y no hubieren concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este título podrán, a nombre de la institución de educación superior, perseguir judicialmente la responsabilidad civil de los directores que hubieren aprobado la operación.

Artículo 80.- Las normas establecidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

Por su parte, las normas establecidas en los artículos 63 a 70 no les serán aplicables a  la Universidad Austral de Chile, a la Universidad de Concepción y a la Universidad Técnica Federico Santa María.

TÍTULO IV

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR

Artículo 81.- Modifícase la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase el artículo 1 por el siguiente:

“Artículo 1.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (en adelante también “el Sistema”) que estará integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior. Asimismo, en el ámbito de su quehacer, son también parte de este Sistema las instituciones de educación superior.”.
A los organismos públicos mencionados en el inciso anterior, les corresponderá:

a) El desarrollo de políticas que promuevan la calidad, pertinencia, articulación, inclusión y equidad en el desarrollo de las funciones de las instituciones de educación superior.

b) La identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del Sistema, y la información pública.

c) El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al Consejo Nacional de Educación, en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

d) La acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas de conformidad a lo establecido en el título II del capítulo II, y la acreditación de carreras o programas de pregrado y postgrado de conformidad a lo dispuesto en el título III y IV del capítulo II.

e) La fiscalización del cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las normas aplicables a dicho sector, en especial a la consecución de los fines que les son propios; así como del cumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos y académicos.”.

2) Elimínase el artículo 2.

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:

“Artículo 3.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Subsecretario de Educación Superior, quien lo presidirá.

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación.

c) El Superintendente de Educación Superior.

d) El Presidente del Consejo Nacional de Educación.

Corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior brindar soporte técnico para el funcionamiento del Comité de Coordinación. Los miembros del Comité deberán designar a un secretario, quien llevará las actas y desempeñará las demás funciones que se le asignen.”.

4) Reemplázase el artículo 4 por el siguiente:

“Artículo 4.- Corresponderá al Comité de Coordinación:

a) Velar por la coordinación de los organismos que lo integran en lo relativo a su relación con las instituciones de educación superior.

b) Interactuar con la Comisión Nacional de Acreditación en las materias propias de sus funciones, incluida la elaboración de los criterios y estándares de calidad.

c) Establecer y coordinar mecanismos para el intercambio de información entre los órganos que componen el Sistema y las instituciones de educación superior.

d) Establecer un Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior, el cual contemplará, a lo menos, los compromisos y objetivos del Sistema, las acciones necesarias para alcanzarlos, y la identificación de las áreas que requieran de especial coordinación.

e) Promover la coherencia entre los criterios y estándares definidos para los procesos de acreditación, con la normativa que rige el licenciamiento, así como toda otra del sector de educación superior.”.

5) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase las dos veces que aparece la palabra “Coordinador” por las palabras “de Coordinación”.

b) Reemplázase la palabra “tres” por “seis”.

6) Reemplázase en el artículo 6 la palabra “verificar” por la frase “evaluar, acreditar”.

7) Reemplázase el artículo 7 por el siguiente:

“Artículo 7.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

a) Cuatro académicos universitarios de reconocido prestigio y amplia trayectoria en gestión institucional, docencia de pregrado o formación de postgrado. De éstos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna universidad cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

b) Cuatro docentes o profesionales de reconocido prestigio y amplia trayectoria en formación técnico profesional o en gestión institucional en centros de formación técnica o institutos profesionales. De ellos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna institución de educación superior cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

c) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en el área de la innovación, seleccionado por la Corporación de Fomento de la Producción, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.

d) Un académico universitario de reconocido prestigio y amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica seleccionado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, o su sucesor, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.
e) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobada al menos la mitad del plan de estudios la carrera en la que estén inscritos y encontrarse dentro del 10% de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento y deberán ser representativos de cada subsistema, resguardando la participación de las Federaciones de Estudiantes, en su caso.

Tres de los comisionados señalados en la letra a) y tres de los señalados en la letra b) anteriores, serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de tres quintos del Senado, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882. Los demás comisionados de las letras a y b) serán designados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882, uno de los cuales será designado por el Presidente de la República como el Presidente de la Comisión. Asimismo, uno de estos últimos comisionados deberá tener trayectoria en gestión financiera y organizacional.

Corresponderá al Presidente citar y presidir las sesiones de la Comisión, establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión, dirigir sus deliberaciones, dirimir sus empates, y participar en el Comité de Coordinación en conformidad con lo establecido en el artículo 3. Asimismo, le corresponderá la representación de la Comisión en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera.

El Presidente se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Comisión.

Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores durarán seis años en sus cargos, no podrán ser designados nuevamente para un período consecutivo, y se renovarán por parcialidades cada tres años. En caso que no se efectuare el nombramiento del nuevo comisionado antes de la expiración del plazo de duración en el cargo del comisionado saliente, éste podrá permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de su reemplazante, por un máximo de tres meses adicionales. Si su nombramiento requiere de acuerdo del Senado y éste no se hubiere pronunciado en los términos señalados una vez vencido dicho plazo, se nombrará al candidato propuesto por el Presidente de la República, sin más trámite.

La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras a), b), c) y d) a un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.

La Comisión Nacional de Acreditación podrá funcionar en pleno o en salas. En tal caso, la primera  sala estará integrada por dos de los comisionados a que se refiere la letra a) y dos de la letra b), el comisionado de la letra c), y por uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La segunda sala se integrará por los restantes comisionados. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión será presidida por el Vicepresidente. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de acreditación institucional de las instituciones de educación superior y sobre las materias señaladas en las letras a) y b) del artículo 8. En contra de las decisiones que adopte cada una de las salas sólo se podrá interponer el recurso de reposición, sin perjuicio de la apelación regulada en la presente ley.

La Comisión, tanto para su funcionamiento en sala como en pleno, requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. En caso de producirse un empate, corresponderá al Presidente o Vicepresidente, cuando corresponda, el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes. Con todo, los acuerdos relativos a los procesos de acreditación institucional deberán contar con los votos de al menos tres de los comisionados señalados en las letras b) o c) en el caso del subsistema técnico profesional, y al menos tres de los comisionados señalados en las letras a) o d) en el caso del subsistema universitario.
Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

A los integrantes de la Comisión, salvo el caso del Presidente, no les serán aplicables las normas de la ley N° 19.882, salvo en lo relativo a su nombramiento, de conformidad a lo señalado en los incisos anteriores.

Los comisionados deberán declarar intereses y patrimonio conforme a lo establecido en el capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880.”.

8) Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:

“Artículo 8.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Administrar y resolver los procesos de acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas, y de las carreras y programas de estudio de pre y postgrado que éstas impartan.

b) Elaborar y establecer los criterios y estándares de calidad para la acreditación institucional, y de las carreras y programas de pregrado y postgrado, de acuerdo al tipo de institución, sea ésta del subsistema técnico profesional o universitario, previa consulta al Comité Coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

c) Ejecutar y promover acciones para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, en particular, identificar, promover y difundir entre las instituciones de educación superior buenas prácticas en materia de aseguramiento de la calidad de la educación superior.

d) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo, y proporcionar al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior los antecedentes correspondientes.

e) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

La Comisión deberá revisar y evaluar la calidad de sus mecanismos y procedimientos de acuerdo a orientaciones, criterios y estándares aceptados internacionalmente, y someterse, al menos cada cinco años, a una evaluación externa por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia. . En este sentido, deberá poner especial énfasis en la diversidad institucional del sistema de educación superior chileno, en la definición y actualización de los criterios y estándares de calidad acorde a tal diversidad, y en los mecanismos, prácticas y resultados de evaluación interna y externa adecuados y pertinentes a los propósitos institucionales.”.

9) Modifícase el artículo 9 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase en la letra a), después de la coma, la frase “previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública de conformidad a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882”.

b) Elimínase su letra c), pasando su actual d) a ser c) y así sucesivamente.

c) Intercálanse las siguientes letras d), e), f) y g), pasando la letra e) a ser i) y así sucesivamente:

“d) Dictar normas de carácter general en materias de su competencia, en especial respecto de la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación, tanto institucional como de carreras y programas de estudio de pre y postgrado;

e) Disponer la incorporación de pares evaluadores al registro establecido en el artículo 19, designar a los que actuarán en un determinado proceso de acreditación y resolver las impugnaciones que presenten las instituciones de educación superior a la designación de los mismos, de conformidad con lo establecido en el referido artículo;

f) Solicitar información a las instituciones de educación superior respecto a los avances de los Planes de Mejora, conforme a lo resuelto en la resolución de acreditación respectiva, pudiendo efectuar recomendaciones para propiciar su mejoramiento continuo;

g) Solicitar información y disponer la realización de visitas de seguimiento a las instituciones de educación superior, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional, para verificar y resguardar el cumplimiento  de los criterios y estándares de calidad pertinentes si, a su juicio y en base a nuevos antecedentes, las condiciones que justificaron la acreditación de un programa o institución se han visto alteradas significativamente. Los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación;
d) Intercálase en la letra e), que ha pasado a ser i), después del punto y coma, que pasa a ser coma, lo siguiente: “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 de la Ley de Educación Superior”.

10) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el encabezado por el siguiente:

“La Comisión nombrará, a partir de una terna que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882, a un Secretario Ejecutivo a quien le corresponderán las siguientes funciones:”.

b) Elimínase en su letra c) la locución “y”.

c) Reemplázase en su letra d) el punto final por una coma seguida de la locución “y”.

d) Incorpórase la siguiente letra e):

“e) Participar en las sesiones de la Comisión, con derecho a voz.”.

11) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 11, después del punto y aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el ejercicio de esta función, la Secretaría deberá implementar las acciones requeridas por la Comisión para la formulación y actualización de criterios y estándares de calidad, elaborar propuestas de instrumentos y materiales para el desarrollo de los procesos de autoevaluación y evaluación externa y capacitar a los pares evaluadores; entre otras labores.

12) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero el guarismo “3” por “4”.

b) Intercálase en su inciso primero, después de la palabra “institucional”, la frase “universitaria, uno para la acreditación institucional técnico profesional”.

c) Elimínase en su inciso primero, la segunda vez que aparece, la expresión “carreras y”.

d) Reemplázase en su inciso tercero, la palabra “quince” por “diez”.

e) Elimínase su inciso cuarto.”.

13) Incorpórase el siguiente párrafo 2° bis:

“Párrafo 2° bis

De las inhabilidades e incompatibilidades

Artículo 12 bis.- No podrán ser comisionados:

a) Quienes ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 de la Ley de Educación Superior.

b) Los miembros o asociados, socios o propietarios de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.

c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

d) Quienes ejerzan el cargo de Ministro de Estado o Subsecretario; Senador o Diputado; ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; Intendente, Gobernador o Consejero Regional; Secretarios Regionales Ministeriales o Jefe del Departamento Provincial de Educación, Alcalde o Concejal; los que sean miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; los miembros de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y los miembros de los demás Tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, salvo que desempeñe funciones en instituciones de educación superior estatales, y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

Asimismo, no podrán ser nombrados como comisionado quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en las letras e) y f) del artículo 12 quáter.

Las inhabilidades contempladas en este artículo serán también aplicables a quienes ejerzan funciones directivas en la Secretaría Ejecutiva, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.

Artículo 12 ter.- Los comisionados deberán informar inmediatamente al Presidente de la Comisión de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus acuerdos o decisiones, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, los comisionados deberán abstenerse de intervenir en aquellos asuntos que afecten a las instituciones de educación superior con que tengan una relación contractual.

Los comisionados que, debiendo abstenerse, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Presidente de la República y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de abstención deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de un año, contado desde que éste fue emitido.

Artículo 12 quáter.- Serán causales de cesación en el cargo de comisionado, las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño de su cargo.

d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

e) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva.

f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como comisionado. Para estos efectos, se considerará falta grave:

i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

iii. Dar por acreditados hechos a sabiendas de que son falsos u omitir información relevante para el proceso.

El comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo, o alguna causal de incompatibilidad con el mismo, deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia a la Comisión. En caso de constatarse por la Comisión alguna de dichas causales, el comisionado cesará automáticamente en su cargo. De igual forma, cesará en su cargo el comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.

El comisionado que incurra en alguna de las situaciones descritas en la letra f) de este artículo será destituido por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministerio de Educación, previo procedimiento administrativo, aplicándose supletoriamente las normas del Título V de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fijó el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Mientras se lleva a cabo este proceso, el comisionado quedará inhabilitado temporalmente para ejercer su cargo, perdiendo en tal caso su derecho a percibir la dieta establecida en la presente ley. El acto administrativo en virtud del cual se haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos. El comisionado que hubiere sido destituido de conformidad a lo dispuesto en este inciso no podrá ser designado nuevamente en el cargo. Tampoco podrá ocupar algún cargo directivo o administrativo en ninguna Institución de Educación Superior por el lapso de tres años, tratándose de letra e) o del literal iii) de la letra f) de este artículo.

La destitución establecida en el inciso anterior procederá sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Si quedare vacante el cargo de comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 7. El comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que restare para completar el período del comisionado reemplazado. Si quedare menos de la mitad del período de duración del cargo, dicho comisionado podrá ser reelecto.

Una vez que los comisionados hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener participación en su propiedad, o ser miembros o asociados de éstas, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.

Artículo 12 quinquies.- Los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva, los integrantes de los Comités Consultivos y el personal que preste servicios a la Comisión, deberán guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva y el personal que preste servicios a la Comisión tendrán prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios, sean éstos remunerados o gratuitos, ya sea en forma directa o a través de terceros, salvo labores docentes, académicas o administrativas, en cuyo caso deberá darse cumplimiento a lo establecido en el artículo 12 ter.

Las infracciones a esta norma serán consideradas faltas graves para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y para perseguir la responsabilidad administrativa, que se exigirá sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.”.

14) Elimínase el inciso segundo del artículo 14.

15) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 15.- La acreditación institucional será obligatoria para las instituciones de educación superior autónomas y consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de criterios y estándares de calidad, los que se referirán a recursos, procesos y resultados; así como también, el análisis de mecanismos internos para el aseguramiento de la calidad, considerando tanto su existencia como su aplicación sistemática y resultados, y su concordancia con la misión y propósito de las instituciones de educación superior.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La acreditación institucional será integral y considerará la evaluación de la totalidad de las sedes, funciones y niveles de programas formativos de la institución de educación superior, y de aquellas carreras y programas de estudio de pre y postgrado, en sus diversas modalidades, tales como presencial, semipresencial o a distancia, que hayan sido seleccionados por la Comisión para dicho efecto.”.

c) Reemplázase en su inciso segundo, que pasó a ser tercero, la frase “La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo” por “En el desarrollo del proceso de acreditación institucional”.

d) Agrégase en su inciso final, después del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Asimismo, un reglamento de la Comisión establecerá el procedimiento de selección de carreras y programas de estudio de pre y postgrado que serán evaluados en la acreditación institucional. Este procedimiento deberá asegurar la evaluación de una muestra intencionada de las carreras y programas de estudios impartidos por la institución en la totalidad de sus sedes, la que deberá considerar carreras y programas de estudio de las distintas áreas del conocimiento en las que la institución desarrolla sus funciones, y en sus diversas modalidades, evaluando integralmente la diversidad de la institución. La institución evaluada podrá seleccionar adicionalmente una carrera o programa para su evaluación, la que deberá ser considerada como parte integral de la muestra por la Comisión.”.

16) Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:
a) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 16 por las siguientes: 

“a) Autoevaluación institucional: proceso participativo mediante el cual la institución de educación superior realiza un examen crítico, analítico y sistemático del cumplimiento de los criterios y estándares definidos por dimensión, teniendo en consideración su misión y su proyecto de desarrollo institucional. Este proceso deberá sustentarse en información válida, confiable y verificable.

La institución de educación superior deberá elaborar un informe de autoevaluación, que dé cuenta del proceso y sus resultados, incluyendo una evaluación del cumplimiento de sus propósitos declarados y de los criterios y estándares de calidad, respecto de todos los niveles, modalidades y sedes en que la institución desarrolle funciones académicas e institucionales. 

El informe de autoevaluación deberá contemplar un Plan de Mejora verificable, que deberá vincularse con los procesos de planificación estratégica institucional. Asimismo, deberá identificar las principales áreas en las que la institución ha determinado desarrollar acciones de mejoramiento, y los mecanismos y acciones específicas mediante los cuales la institución solucionará las debilidades detectadas durante la autoevaluación y los plazos en los que se espera alcanzarlos.

b) Evaluación externa: proceso tendiente a evaluar, respecto de cada una de las dimensiones señaladas en el artículo 17 siguiente, el grado de cumplimiento de los criterios y estándares de evaluación, y verificar la validez del informe de autoevaluación desarrollado por la institución, identificando si la institución cuenta –y en qué grado- con las condiciones necesarias para garantizar un proceso de formación de calidad, un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados y el cumplimiento de los demás fines de la institución.”.

b) Agrégase al final del párrafo primero de su letra c), la siguiente oración:

“Previo a esta decisión, la Comisión deberá escuchar al Presidente de la Comisión de Pares Evaluadores y a la institución evaluada.”.

c) Intercálase, en su inciso segundo, antes de la palabra “autoevaluación”, la frase “el proceso de”.

17) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis:

“Artículo 16 bis.- Desde el inicio del proceso de acreditación institucional se entenderá, para todos los efectos legales, que la acreditación institucional vigente se prorrogará hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso.

En el caso de que una institución de educación superior no presente a la Comisión su informe de autoevaluación una vez vencida su acreditación vigente se entenderá que la institución no se encuentra acreditada, debiendo procederse de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la presente ley.

Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento deberán presentar su informe de autoevaluación a la Comisión en el plazo de dos años desde obtenida su autonomía. La no presentación del informe en dicho plazo tendrá a la institución por no acreditada”.

18) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:

“Artículo 17.- La acreditación institucional se realizará evaluando dimensiones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior, sobre la base de criterios y estándares de calidad previamente definidos para dichas dimensiones, y teniendo en consideración la misión y el respectivo proyecto institucional.
La Comisión deberá elaborar criterios y estándares de calidad que sean específicos para instituciones de los subsistemas universitario y técnico profesional de nivel superior.

Las instituciones de educación superior deberán acreditarse en las dimensiones de docencia y resultados del proceso de formación; gestión estratégica y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad; y vinculación con el medio.

Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán acreditar la dimensión de investigación, creación e innovación.

Un reglamento de la Comisión determinará el contenido de cada una de las dimensiones de evaluación.”.

19) Incorpórase el siguiente artículo 17 bis:

“Artículo 17 bis.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá por:

a) Dimensión de evaluación: área en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.

b) Criterio: elementos o aspectos específicos vinculados a una dimensión que enuncian principios generales de calidad aplicables a las instituciones en función de su misión. En la definición de estos criterios se deberá considerar las particularidades del subsistema universitario y del técnico profesional.
c) Estándar: descriptor que expresa el nivel de desempeño o de logro progresivo de un criterio. Dicho nivel será determinado de manera objetiva para cada institución en base a evidencia obtenida en las distintas epatas del proceso de acreditación institucional”.

20) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se revisarán por la Comisión cada cinco años, previa consulta al Comité de Coordinación.

La Comisión elaborará los criterios y estándares de calidad, los que deberán considerar las especificidades de los subsistemas técnico profesional y universitario y los niveles de programas formativos que las instituciones de educación superior impartan. Para estos efectos, la Comisión deberá consultar la opinión técnica de las instituciones de educación superior, así como también la de comités consultivos compuestos por expertos chilenos o extranjeros y representantes del sector productivo.

La Comisión deberá remitir los criterios y estándares al Comité de Coordinación antes de seis meses de la fecha en que deban entrar en vigencia.

Se establecerán criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional, de acreditación de carreras y programas y de acreditación de programas de magister, doctorados y especialidades médicas y odontológicas.

Con todo, los criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos de cada una de las dimensiones de evaluación:

1.- Docencia y resultados del proceso de formación. Debe considerar las políticas y mecanismos institucionales orientados al desarrollo de una función formativa de calidad, los que se deberán recoger en la formulación del modelo educativo. 

2.- Gestión estratégica y recursos institucionales. Debe contemplar políticas de desarrollo y objetivos estratégicos, y la existencia de una estructura organizacional e instancias de toma de decisiones adecuadas para el cumplimiento de los fines institucionales. 

3.- Aseguramiento interno de la calidad. El sistema interno de aseguramiento y gestión de la calidad institucional debe abarcar la totalidad de las funciones que la institución desarrolla, así como las sedes que la integran y deberá aplicarse sistemáticamente en todos los niveles y programas de la institución de educación superior. Los mecanismos aplicados deberán orientarse al mejoramiento continuo, resguardando el desarrollo integral y armónico del proyecto institucional.

4.- Vinculación con el medio. La institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo local, nacional e internacional, y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse mecanismos de evaluación de la pertinencia e impacto de las acciones ejecutadas, e indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.

5.- Investigación, creación y/o innovación.

a) Las universidades deberán, de acuerdo con su proyecto institucional, desarrollar actividades de generación de conocimiento, tales como investigación en distintas disciplinas del saber, creación artística, transferencia y difusión del conocimiento y tecnología o innovación. Esto debe expresarse en políticas y actividades sistemáticas con impacto en el desarrollo disciplinario, en la docencia de pre y postgrado, en el sector productivo, en el medio cultural o en la sociedad.

b) Los institutos profesionales y centros de formación técnica, de acuerdo con su proyecto institucional, deberán desarrollar políticas y participar en actividades sistemáticas que contribuyan al desarrollo, transferencia y difusión de conocimiento y tecnologías, así como a la innovación, con el objetivo de aportar a solución de problemas productivos o desafíos sociales en su entorno relevante. Estas actividades deberán vincularse adecuadamente con la formación de estudiantes.”.

21) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su segundo inciso la frase “o jurídicas”.

b) Elimínase en su inciso tercero lo siguiente:

i. La frase “personas naturales”.

ii. La siguiente oración: “Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.”.

c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

“Asimismo, en la designación de la Comisión de los pares evaluadores que participarán en cada caso, se deberá cautelar que se respete un adecuado equilibrio de personas con experiencia en instituciones de educación superior regionales y de la Región Metropolitana de Santiago.”.

d) Reemplázase en su inciso quinto lo siguiente:

i. La frase “, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores” por “a los pares evaluadores que actuarán”.

ii. La frase “tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable”, por la siguiente: “podrá impugnar fundadamente a uno o más de los pares evaluadores por una sola vez, ante la Comisión, cuando concurra alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso siguiente, u otras circunstancias que a juicio de la institución puedan afectar la imparcialidad o normal desarrollo del proceso evaluativo, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la resolución que designa a los pares evaluadores”.

e) Reemplázanse los incisos sexto, séptimo y octavo por los siguientes:

“No podrán ser seleccionados como pares evaluadores las personas que:

a) Tengan vigentes o hayan celebrado contratos, por sí o por terceros, con la institución a ser evaluada, dentro de los dos años anteriores al inicio de sus funciones, según corresponda.

b) Tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, de quienes ejerzan funciones directivas, cualquiera sea su denominación en la institución a ser evaluada.

c) Se hallen condenadas por crimen o simple delito.

Asimismo, los pares evaluadores no podrán mantener ningún tipo de relación contractual, tener participación en la propiedad, o ser miembros de la asamblea o asociados en una institución de educación superior, ni ejercer funciones directivas en éstas, hasta doce meses después de haber participado en la evaluación externa de la institución respectiva.”.

“22) Sustituyese el artículo 21, por el siguiente:

“Artículo 19 bis.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los pares evaluadores, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por pares evaluadores distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 19.”.
“23) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:

“Artículo 20.- Se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que cumplan con los criterios y estándares de las dimensiones referidas en el inciso tercero del artículo 17, de acuerdo a su misión y proyecto institucional. La acreditación institucional podrá ser de excelencia, avanzada o básica, en conformidad con los niveles de desarrollo progresivo que evidencien las instituciones.

En su pronunciamiento, la Comisión señalará el plazo en que la institución deberá someterse a un nuevo proceso de acreditación, el que podrá ser de 6 o 7 años en el caso de la acreditación de excelencia, de 4 o 5 años en la acreditación avanzada y de 3 años en la acreditación básica, sin perjuicio de lo establecido en el inciso siguiente. Con todo, sólo podrán someterse a un nuevo proceso de acreditación en un plazo de 7 años aquellas instituciones que cuenten con acreditación de la dimensión de investigación, creación y/o innovación.

Las instituciones reconocidas por el Estado acreditadas en el nivel básico sólo podrán impartir nuevas carreras o programas de estudio, abrir nuevas sedes, o aumentar el número de vacantes en alguna de las carreras o programas de estudio que impartan, previa autorización de la Comisión. Asimismo, la acreditación institucional básica sólo podrá otorgarse de forma consecutiva por una vez.

La resolución final del proceso de acreditación institucional deberá contener un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16 de la presente ley. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.”.

24) Reemplázase su artículo 22 por el siguiente:

“Artículo 22.- No se otorgará la acreditación institucional a las instituciones de educación superior que no cumplan con los criterios y estándares de calidad, según lo dispuesto en el artículo 20.

Tampoco se otorgará la acreditación institucional a aquellas instituciones de educación superior que, habiendo obtenido por una vez consecutiva la acreditación institucional básica, no obtuvieren en el siguiente proceso al menos la acreditación avanzada.

Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado no acreditadas quedarán sujetas a la supervisión del Consejo Nacional de Educación por un plazo máximo de tres años, contado desde el pronunciamiento de no acreditación por parte de la Comisión. Para estos efectos, el Consejo podrá ejercer las funciones del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación, en lo que sea aplicable, y solicitar a la respectiva institución de educación superior la información que estime pertinente.

Las instituciones de educación superior referidas en el inciso anterior no podrán impartir nuevas carreras o programas, ni abrir nuevas sedes, ni aumentar sus vacantes. Asimismo, no podrán matricular nuevos estudiantes, salvo que cuenten con autorización previa del Consejo Nacional de Educación.

En caso que la institución tenga carreras y programas de pre y posgrado acreditados, de conformidad con lo establecido en los títulos III y IV siguientes, aquéllos perderán su acreditación.

Si al término del plazo señalado en el inciso segundo la institución no acreditada no obtiene al menos la acreditación institucional básica, el Consejo deberá informar al Ministerio de Educación para que éste dé curso a la revocación del reconocimiento oficial y al nombramiento de un administrador de cierre. Lo mismo aplicará en caso que, durante el transcurso del referido plazo, el Consejo, en acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en sesión convocada a ese solo efecto, considere que la institución no cuenta con las condiciones mínimas necesarias para subsanar las observaciones que dan cuenta del incumplimiento de los criterios y estándares de calidad.

En los casos regulados en el presente artículo, la Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar al Ministerio de Educación de la no acreditación institucional dentro de los tres días hábiles siguientes a la dictación de la resolución respectiva.

Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las instituciones de educación superior señaladas en la letra d) y del artículo 52 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación.”.
25) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.

b) Intercálase, en su primer inciso, después de la palabra “hábiles”, la frase “, salvo que se trate de una institución que se encuentre en supervisión por el mismo”.”.

26) Reemplázase en el artículo 24 la oración “Si como resultado del proceso de acreditación,” por la frase “Si en el ejercicio de sus funciones”, y la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.

27) Incorpórase el siguiente artículo 25 ter, nuevo:

Artículo 25 ter.- Para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que previamente deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.

El Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:

a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.

b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.

c) Copia de los planes y programas de estudio.

d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.

e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.

f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.

g) Señalar la manera en que se resguardarán los derechos laborales de los trabajadores de la institución  que sean desvinculados, cuando corresponda.

La Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución.

Sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo. Una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.

El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.”.

28) Reemplázase el epígrafe del título III por el siguiente: 

“De la acreditación de carreras y programas de pregrado”.

29) Reemplázase el epígrafe del párrafo 1° del título III por el siguiente: 

“De la acreditación obligatoria de carreras y programas de pregrado”.

30) Elimínase el artículo 26. 

31) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:

“Artículo 27.- Las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Cirujano Dentista, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.
La acreditación de estas carreras y programas consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de criterios y estándares de calidad, y tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte, y la normativa que rige su ejercicio.
Esta acreditación se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los criterios y estándares de calidad. Con todo, a la carrera o programa que no presente un cumplimiento aceptable de los estándares de calidad, no se le otorgará la acreditación.

Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de estas carreras y programas, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.”.

Sólo las universidades acreditadas podrán impartir las carreras y programas referidos en este artículo, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.

Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación, y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir las carreras referidas en este artículo hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía. Dentro del plazo de dos años, contado desde la obtención de la plena autonomía, las instituciones de educación superior deberán iniciar el proceso de acreditación de sus respectivas carreras. 

Las universidades acreditadas que creen nuevas carreras o programas referidas en el inciso primero de este artículo tendrán un plazo de tres años para obtener su acreditación, contados desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”.

32) Modifícase el artículo 27 bis en el siguiente sentido:

a) Elimínanse sus incisos primero, segundo y final.

b) Intercálase en su inciso tercero, que pasa a ser primero, a continuación de la expresión “de carreras y programas”, la frase “de pedagogía”.”.

33) Modifícase el artículo 27 ter en el siguiente sentido:

a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual inciso primero a ser segundo:

“Para efectos de otorgar la acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27, la Comisión Nacional de Acreditación deberá establecer criterios y estándares de calidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 18 de esta ley.”.

b) Reemplázase en el encabezado del inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, la palabra “orientaciones” por la frase “estándares de calidad”.

c) Reemplázase en el inciso final la frase: “de evaluación” por “y estándares de calidad”.

34) Reemplázase el artículo 27 quáter por el siguiente:

“Artículo 27 quáter.- La acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27 será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14.”.

35) Modifícase el artículo 27 quinquies en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero:

i. Reemplácese la frase: “En caso de que la carrera o programa no obtuviera o perdiese la acreditación a que se refiere este artículo” por la siguiente: “En caso que alguna carrera o programa referidos en el artículo 27 no obtuviera o perdiese la acreditación”.

ii. Incorpórase después de la palabra “supervisión” la segunda vez que aparece, la siguiente frase: “o, si sometiéndose, no obtiene un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.

b) Elimínase en su inciso final la frase: “o un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.

36) Intercálase en el artículo 27 sexies, en su inciso primero, después de la frase “prosecución de estudios” la siguiente alocución “de las carreras de pedagogía”.

37) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la oración “Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen” por la siguiente: “Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión toma”.

b) Reemplázase la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.

38) Agrégase el siguiente párrafo 2°, nuevo, en el título III: 

“Párrafo 2°

De la acreditación voluntaria de carreras y programas de pregrado

Artículo 30.- Para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, existirá un proceso de acreditación voluntaria de las carreras y programas de pregrado al que podrán acceder las instituciones que cuenten, al menos, con acreditación institucional de nivel avanzado y cuyas carreras de acreditación obligatoria se encuentren acreditadas. 

Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación, en función de aquellas prioridades que se deberán definir en el Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior establecido en la letra d) del artículo 4, establecerá periódicamente aquellas áreas o carreras respecto de las cuales las instituciones de educación superior podrán solicitar esta acreditación voluntaria. 

En estos procesos, la evaluación externa podrá ser efectuada por los pares evaluadores referidos en el artículo 19 precedente. 

También podrán ser efectuadas por entidades evaluadoras de reconocido prestigio, registradas ante la Comisión y autorizadas y supervisadas por esta. Dichas entidades podrán ser de origen nacional o extranjero y deberán estar constituidas como personas jurídicas sin fines de lucro.

La Comisión asignará, según un procedimiento transparente y públicamente conocido, a los pares o entidades evaluadoras que realizarán la respectiva evaluación externa resguardando especialmente que no existan conflictos de intereses. 

Con todo, la decisión de acreditación de estas carreras será siempre adoptada por la Comisión, la cual deberá basarse en criterios y estándares específicos, que deberá dictar de conformidad a lo establecido en el artículo 18. Los aranceles que cobrará la Comisión por el desarrollo de estos procesos se regirán por el artículo 14.

Un reglamento de la Comisión Nacional de Acreditación, previa consulta al Comité de Coordinación señalado en el artículo 3°, regulará lo establecido en el presente artículo, especialmente lo referido a la autorización y supervisión de las entidades evaluadoras y los mecanismos de resolución de conflictos de intereses.

39) Elimínanse los artículos 31, 32 y 33.

40) Elimínanse los párrafos 2° y 3° del Título III.

41) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:

a) Elimínase de su primer inciso la frase “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”.

b) Intercálase después de la palabra “imparta” la frase “, los criterios y estándares de calidad correspondientes, la normativa vigente aplicable al respectivo programa”.

c) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“Las universidades deberán someter sus programas de doctorado a los procesos de acreditación, siendo ello voluntario para los demás programas a que se refiere el inciso anterior. Se podrá exigir, como requisito para acceder a financiamiento público o para contar con la garantía del Estado, que el programa de postgrado respectivo se encuentre acreditado de conformidad a lo establecido en esta ley.”.

42) Derógase el artículo 45.

43) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“La acreditación de programas de postgrado y especialidades en el área de la salud será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación.”.

b) Elimínase su inciso segundo.

c) Incorpórase los siguientes cambios en su inciso tercero, que pasó a ser segundo:

i. Reemplázase la oración “En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación” por la siguiente frase: “En el caso en que un programa de los referidos en el inciso anterior no cumpla íntegramente con los criterios y estándares de calidad”.

ii. Elimínase la frase “agencia o”.

d) Incorpórase en su inciso cuarto, que pasó a ser tercero, las siguientes modificaciones: 

i. Reemplázase la frase “de evaluación” por la oración “y estándares de calidad”.

ii. Reemplázase la palabra “Superior” por “Nacional”.

44) Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el inciso primero la frase: “; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado”.

b) Elimínase en el segundo inciso la frase: “las agencias acreditadoras y”.

c) Elimínase en el inciso final la frase “profesionales y técnicas”.

45) Modifícase el artículo 48 en el sentido que se indica a continuación:

a) Elimínase su letra b), pasando la actual c) a ser b).

b) Incorpórase al final de su letra c), que pasa a ser b), después del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: "Las instituciones de educación superior deberán hacer referencia sólo al nivel de acreditación obtenido. Asimismo, siempre deberán señalar si cuentan o no con acreditación en la dimensión de investigación, creación y/o innovación referida en el inciso cuarto del artículo 17.”.

c) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso final: “En el caso de la información referida a las carreras o programas de estudio, deberá señalarse el estado de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior. Además, deberá informarse si se les ha otorgado la acreditación a la carrera o programa respectivo, y si se encontraren en proceso de acreditación, cuando corresponda.”.

46) Reemplázase en el artículo 49 la frase “su División” por “la Subsecretaría”.

47) Modifícase el artículo 50 en el sentido que se indica a continuación:

a) En el inciso primero:

i. Reemplázase la palabra “División” por “Subsecretaría”.

ii. Elimínase la palabra “estadísticos”.

iii. Suprímese la expresión “; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.”.

iv. Agrégase la siguiente frase final: “Asimismo, deberán informar la apertura de nuevas sedes, carreras y programas.”.

b) Intercálase, a continuación del inciso primero, el siguiente nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero y final:

“Corresponderá a la Subsecretaría validar y procesar la información proporcionada por las instituciones, cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.”.

48) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Sistema de Información contendrá los datos que remita la Superintendencia de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación. Para estos efectos, la obligación de recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla e incorporarla al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior corresponderá a la Superintendencia de Educación Superior y a la Comisión Nacional de Acreditación, respectivamente.

La coordinación de los órganos en la incorporación de la información al Sistema Nacional de Información corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior.”.

49) Elimínanse los artículos 52, 53 y 54.

TÍTULO V

DEL FINANCIAMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA GRATUIDAD

Párrafo 1° 

Del financiamiento institucional para la gratuidad

Artículo 82.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que cumplan con los requisitos señalados en esta ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad de conformidad a las condiciones que establece este título.

Artículo 83.- Para optar a este financiamiento, las instituciones de educación superior señaladas en el artículo anterior deberán:

a) Contar acreditación institucional avanzada o de excelencia, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 20.129.

b) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o cuya personalidad derive de éstas u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

c) Estar adscritas, al menos un año antes de la solicitud respectiva, al Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior regulado en la presente ley. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá criterios de selectividad para las universidades que reciban este financiamiento, basados en desempeños mínimos que deberán tener los estudiantes matriculados en primer año en dichas instituciones en los instrumentos del Sistema de Acceso.

d) Aplicar políticas, previamente informadas a la Subsecretaría de Educación Superior, al menos un año antes de la solicitud respectiva, que permitan el acceso equitativo de estudiantes; y contar con programas de apoyo a estudiantes vulnerables que promuevan su retención, fomentando que al menos el 20% de la matrícula total de la institución corresponda a estudiantes de hogares pertenecientes a los cuatro primeros deciles de menores ingresos del país.

Sin perjuicio de los requisitos establecidos anteriormente, si una institución se encuentra en el caso regulado en el artículo 112, no podrá acceder al financiamiento regulado en el presente título, durante el plazo que dicho artículo dispone.

Las instituciones de educación superior estatales que cumplan los requisitos anteriores accederán a este financiamiento por el solo ministerio de la ley, debiendo dar cumplimiento a las obligaciones señaladas en el presente título, no siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 84 y 86.

Artículo 84.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado, que deseen acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán solicitarlo a la Subsecretaría hasta el 30 de abril de cada año.

La Subsecretaría tendrá un plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la solicitud, para verificar el cumplimiento de los requisitos.

Acogida la solicitud, el financiamiento se otorgará a contar del año siguiente y se entenderá que la institución lo mantiene mientras cumpla con lo dispuesto en el presente título y no manifieste su voluntad en contrario de conformidad al artículo 86.

Artículo 85.- La Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad. Dicho monto considerará la información del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula establecidos de conformidad a este título. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.

Para establecer el volumen de estudiantes en el caso de instituciones nuevas se considerarán, mientras no alcancen el mínimo de años señalado en el inciso anterior, los años para los cuales la institución disponga de información.

Las instituciones de educación superior sólo efectuarán la rendición del aporte institucional para la gratuidad a la Superintendencia, de conformidad a las normas de carácter general que ésta dicte.

Artículo 86.- La institución reconocida oficialmente por el Estado que opte por dejar de recibir el financiamiento de que trata este título deberá comunicarlo a la Subsecretaría antes del 30 de abril de cada año, lo que se materializará el año siguiente a dicha comunicación.

Con todo, la institución deberá asegurar que los estudiantes matriculados con anterioridad a dicha comunicación, mantengan la misma situación respecto de todos los cobros que les efectúe la institución o su exención, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

La institución de educación superior que comunique la decisión de dejar de percibir el financiamiento, podrá volver a solicitarlo sólo una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de la referida comunicación.

Artículo 87.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a) Regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, establecidas en el párrafo 2° y en conformidad al párrafo 5° del presente título.

b) Regirse por la regulación de vacantes establecida en el párrafo 4° del presente título.

c) Otorgar estudios gratuitos de conformidad al párrafo 5° de este título.

Párrafo 2°

De los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación

Artículo 88.- Aquellas instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad se regirán por los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Los valores de los aranceles regulados se determinarán en razón a “grupos de carreras” definidos por la Subsecretaría, los que corresponderán a conjuntos de carreras o programas de estudios que tengan estructuras de costo similares entre sí. Para ello, la Subsecretaría deberá considerar, al menos, los recursos que se requieran para impartirlas en razón de su estructura curricular, si se trata de carreras o programas de estudios profesionales o técnicos de nivel superior, los niveles, años y dimensiones de acreditación institucional con que cuentan las instituciones que las imparten, el tamaño de estas últimas y la región en que se imparten.

Los valores de los derechos básicos de matrícula corresponderán a un valor anual por estudiante, determinado según tipo de institución, es decir, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Por su parte, los valores de los cobros por concepto de titulación o graduación corresponderán a un valor único por estudiante para uno o más grupos de carrera.

Los valores que trata este artículo se establecerán, cada cinco años, mediante resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda y publicarse en abril del año anterior al que se aplicarán dichos valores. Con todo, excepcionalmente y por razones fundadas, la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente, podrá solicitar a la Subsecretaría, a más tardar en octubre del año respectivo, que adelante el procedimiento de determinación de valores regulados de los que trata este artículo para uno o más grupos de carreras. La Subsecretaría podrá acoger la solicitud de la Comisión, caso en el cual enviará la propuesta del inciso primero del artículo 91 en el mes de abril del año siguiente; o rechazarla; en ambos casos de manera fundada.

Artículo 89.- El arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables, de acuerdo a lo previsto en las bases técnicas señaladas en el artículo 90, para impartir una carrera o programa de estudios de los grupos de carreras respectivos.

Dicho arancel deberá considerar tanto los costos anuales directos e indirectos como el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.

Artículo 90.- La Subsecretaría establecerá, mediante resolución exenta, visada por el Ministro de Hacienda, las bases técnicas para la realización del cálculo de los valores regulados de arancel, cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras y de los derechos básicos de matrícula. Estas bases contendrán el mecanismo de elaboración de los grupos de carreras, las hipótesis, criterios de cálculo, metodologías y procedimientos conforme a los cuales se determinarán los valores que trata este artículo.

Artículo 91.- Para la elaboración de las bases técnicas que trata el artículo anterior, la Subsecretaría deberá presentar una primera propuesta a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente (en adelante “la Comisión”), dentro de los tres años siguientes a la publicación de la resolución exenta que determinó, para el último quinquenio vigente, los valores del arancel regulado, los derechos básicos de matrícula y cobros por titulación o graduación para el grupo o los grupos de carreras respectivos. Para la elaboración de la propuesta deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título y a las federaciones de estudiantes respectivas.
La propuesta presentada a la Comisión deberá adjuntar los antecedentes relacionados con el proceso de consulta señalado en el inciso anterior.

La Comisión deberá pronunciarse respecto de las bases técnicas dentro de tres meses desde la recepción de la propuesta. En el caso que la Comisión realice observaciones a la propuesta, éstas serán enviadas a la Subsecretaría, la que tendrá un plazo de dos meses para remitir una nueva propuesta que considere las modificaciones necesarias o dé respuesta fundada del rechazo de las observaciones.

La Comisión deberá pronunciarse respecto de esta nueva propuesta dentro del plazo de un mes contado desde su recepción. Este pronunciamiento será vinculante y podrá modificar de manera fundada la proposición de bases técnicas de la Subsecretaría, la que deberá dictar la resolución exenta de conformidad al último pronunciamiento de la Comisión.

La resolución exenta que establezca las bases técnicas de que trata este artículo deberá entrar en vigencia dentro del plazo de ocho meses contado desde la presentación de la propuesta a la que alude el inciso primero.

En caso que la Subsecretaría no presente las bases técnicas o que no se cumpla el plazo señalado en el inciso anterior, se aplicarán aquellas que se encuentren vigentes, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa según corresponda.

Artículo 92.- Dentro del plazo de siete meses contado desde la dictación de la resolución exenta que establece las bases técnicas, la Subsecretaría deberá presentar a la Comisión un informe que contenga el cálculo de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación, de conformidad a dichas bases técnicas, así como también las memorias de cálculo que correspondan. Asimismo, las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título podrán enviar a la Comisión sus apreciaciones al referido informe dentro del plazo de un mes contado desde su dictación.
La Comisión se pronunciará sobre el informe dentro del plazo de tres meses contado desde su recepción, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas, y debiendo tener a la vista las apreciaciones de las instituciones. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.

Dichas resoluciones exentas deberán dictarse en el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 88.

Artículo 93.- Las resoluciones exentas señaladas en el artículo anterior deberán establecer, al menos, lo siguiente:

a) La definición de el o los grupos de carreras que se hubieren determinado, debiendo explicitar las carreras o programas de estudios que se incluyan en cada grupo.

b) Los valores de los aranceles regulados y cobros por concepto de titulación o graduación expresados en pesos por estudiante para cada grupo de carreras señalados en la letra a).

c) Los valores de derechos básicos de matrícula, expresados en pesos por estudiante, de conformidad a la resolución vigente correspondiente a cada tipo de institución de educación superior, sin perjuicio de los reajustes que establece esta ley.

Artículo 94.- La Subsecretaría actualizará en octubre de cada año, mediante resolución exenta, los valores establecidos en las resoluciones vigentes de que trata el artículo anterior, de conformidad al reajuste que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año respectivo. Este reajuste aplicará para los aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de todos los estudiantes matriculados en la institución respectiva.

Asimismo, en dicha resolución se deberá incorporar una nómina de las instituciones de educación superior que acceden al financiamiento institucional para la gratuidad, indicando los niveles, años y dimensiones de acreditación institucional vigente para dicho año, debiendo considerar para ello aquéllos del mes inmediatamente anterior a la fecha de dictación de la resolución.

En caso de que la acreditación institucional cambie durante la vigencia de la resolución regulada en este artículo, se deberán considerar los nuevos niveles, años y dimensiones de acreditación en la resolución para el año siguiente.

Párrafo 3°

De la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles

Artículo 95.- Créase una Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, de carácter permanente. Corresponderá a la Comisión:

a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores de aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, presentadas por la Subsecretaría.

b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores de los aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación propuestos por la Subsecretaría.

c) Emitir informes sobre otros requerimientos de opinión o asesoría técnica solicitados por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría.

d) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión podrá solicitar información a la Subsecretaría.

Artículo 96.- La Comisión estará integrada por siete profesionales nacionales o extranjeros, de amplia trayectoria profesional o académica, que acrediten al menos diez años de experiencia laboral o profesional, y dominio y experiencia laboral mínima de cinco años en materias económicas o jurídicas de regulación económica de servicios públicos, o en gestión de educación superior en el subsistema universitario o técnico profesional.

La integración de la Comisión deberá reunir experiencias profesionales o laborales, tanto del subsistema universitario como técnico profesional, así como experiencias regionales, distintas a la Región Metropolitana, y promover la paridad de género.

Los integrantes de la Comisión serán seleccionados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. Con todo, en igualdad de puntajes se deberá preferir a las postulantes mujeres. En el marco del concurso, dicho Consejo deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de incompatibilidades e inhabilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de noventa días. Para ello, la Subsecretaría propondrá al Consejo de Alta Dirección Pública perfiles profesionales, y de competencias y aptitudes.

El nombramiento de los seleccionados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.

Los integrantes de la Comisión permanecerán en sus cargos seis años. Podrán ser designados para un nuevo período, debiendo para ello presentarse al concurso público correspondiente.

La renovación de los integrantes de la Comisión se efectuará por parcialidades, las que como máximo podrán considerar dos miembros. Las designaciones serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.

Artículo 97.- No podrán ser nombrados integrantes de la Comisión:

a) Las personas que ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad al artículo 72.

b) Los miembros, asociados o fundadores; o socios o propietarios, según corresponda, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de una institución de educación superior.

c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

d) Los funcionarios públicos, con excepción de aquellos que posean dicha calidad en razón de ejercer labores académicas en las instituciones de educación superior estatales. Así también, quienes detenten convenios de honorarios en ministerios u otros servicios públicos.

Las personas que al momento de su nombramiento se encuentren en cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso anterior deberán renunciar a ellas para poder ser nombrados en el cargo.

Una vez que los consejeros hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener cualquier participación de aquellas señaladas en la letra b) del presente artículo, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.

Asimismo, no podrán ser nombrados integrantes de la Comisión quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 100 de esta ley.

Artículo 98.- El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría, financiará los gastos de administración y funcionamiento de la Comisión, así como también el monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la Subsecretaría deberá coordinar y ejecutar las actividades necesarias para la administración de gastos y el funcionamiento de la Comisión, brindándole asistencia administrativa.

Los honorarios mensuales de cada integrante corresponderán a diez unidades tributarias mensuales, por cada sesión, con un tope total mensual de cien unidades tributarias mensuales.

Artículo 99.- La Comisión elegirá de entre sus integrantes a quien la presidirá por los siguientes tres años o hasta que expire su cargo, lo que ocurra primero.

El quórum mínimo para sesionar será de cuatro integrantes y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría, decidiendo el voto del Presidente en caso de empate.

De los acuerdos de la Comisión se dejará constancia en los libros de actas respectivos y en las resoluciones que se emitan.

Artículo 100.- Serán causales de cesación en el cargo de integrante de la Comisión:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Ministro de Educación.

c) Incapacidad legal sobreviniente.

d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.
e) Faltas graves al cumplimiento de las obligaciones en su calidad de integrante de la Comisión de Expertos. Se entenderán faltas graves:

i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

Artículo 101.- Los integrantes de la Comisión no tendrán carácter de personal de la Administración del Estado. Sin perjuicio de lo anterior, les serán aplicables las normas sobre responsabilidad administrativa y probidad contenidas en el título III del decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; deberán declarar intereses y patrimonio de acuerdo al capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880; y les serán aplicables las normas previstas en el título V del libro II del Código Penal sobre delitos de los empleados públicos, considerándoseles, por consiguiente, comprendidos en el artículo 260 del referido Código.

Párrafo 4° 

Regulación de las vacantes de las instituciones de educación superior

Artículo 102.- La Subsecretaría, mediante resolución, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, para aquellas carreras o programas de estudio señalados en el artículo 104.

La resolución deberá dictarse a más tardar el 30 de abril y regirá por el plazo de tres años, contado desde el año siguiente a su dictación.
Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables:

a) Los niveles y años de acreditación institucional.

b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.

c) La cobertura regional de la educación superior.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá recabar antecedentes entre los integrantes del Sistema de Educación Superior; organismos públicos con competencia en las áreas de ciencia, tecnología e innovación o en las áreas de productividad y crecimiento económico de largo plazo; y organizaciones del sector productivo, entre otras. Asimismo, considerará, entre otras, la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior y la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, reguladas en los artículos 8 y 16 de esta ley, entre otros antecedentes.

Con todo, excepcionalmente y de manera fundada, mediante resolución del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, y a solicitud de la respectiva institución de educación superior, podrá autorizarse un incremento de vacantes superior al de la resolución referida en el inciso primero, si tiene como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones,  y está contemplada, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.

Párrafo 5°

Del deber de otorgar estudios gratuitos y cobros regulados

Artículo 103.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional de que trata este título deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que, de acuerdo a la condición socioeconómica que la ley disponga, cumplan los siguientes requisitos:

a) Ser chileno, extranjero con permanencia definitiva, o extranjero con residencia, y respecto a éste último caso, que haya cursado la enseñanza media completa en Chile.

b) No poseer un título técnico de nivel superior, ni un título profesional o una licenciatura; ni un título o grado académico reconocido o revalidado en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108 de esta ley.

Se entenderá que cumplen este requisito los estudiantes que hayan obtenido una licenciatura en carreras o programas de estudio conducentes a un título profesional, mientras no obtengan este último.

c) Estar matriculado en alguna de las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 104.

Artículo 104.- Para efectos de esta ley, se entenderá que la institución de educación superior cumple con otorgar estudios gratuitos si exime a los estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo anterior de cualquier pago asociado a arancel y a derechos básicos de matrícula, cualquiera sea su denominación, respecto de aquellas carreras y programas de estudio presenciales conducentes a los títulos y grados señalados en las letras a), b) y c) del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación. En caso que dichas carreras o programas de estudio sean impartidas en modalidad semipresencial, su financiamiento deberá ser autorizado por resolución de la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a criterios objetivos establecidos en el reglamento respectivo.

En lo relativo a los cobros por concepto de titulación o graduación, las instituciones de educación superior sólo podrán cobrar como máximo aquel valor definido de conformidad al párrafo 2º de este título.

Artículo 105.- La obligación de otorgar estudios gratuitos de que trata este párrafo será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no exceda la duración nominal de éstas.

La duración nominal de la carrera o programa de estudio corresponderá al tiempo de duración del plan de estudios y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes. Dicha duración nominal será informada por las instituciones de educación superior de conformidad a las normas vigentes.

Para el caso de los programas de formación inicial general, tales como bachilleratos u otros equivalentes de conformidad a las normas vigentes, su duración nominal se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante.

Artículo 106.- Tanto para los efectos del cálculo de la permanencia de un estudiante del artículo anterior, como para aquella a la que se refiere el artículo 107, no se considerará el tiempo en el cual el estudiante suspenda justificadamente sus estudios, siempre que dicha suspensión sea aprobada por la institución respectiva y se haya notificado a la Subsecretaría según lo disponga el reglamento.

Artículo 107.- En caso de estudiantes que realicen cambios de carreras o programas de estudio dentro de una institución de educación superior o entre instituciones que acceden al financiamiento institucional, éstas mantendrán su obligación de otorgar estudios gratuitos a aquellos que cumplan lo dispuesto en el artículo 102 sólo respecto del cambio de la primera carrera o programa de estudios a otra.

Para la determinación de la duración de dicha obligación se considerará la duración nominal de la carrera o programa de estudio en curso, descontándosele el total del tiempo que el estudiante haya cursado de forma gratuita en la anterior carrera o programa de estudio.

Artículo 108.- En caso que la permanencia de un estudiante que cumple con los requisitos para acceder a estudios gratuitos en una institución de educación superior que recibe el financiamiento institucional exceda el plazo de la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, la institución podrá cobrar a dicho estudiante de conformidad a lo dispuesto a continuación:

a) En caso que el tiempo de permanencia exceda hasta un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta sólo podrá cobrar al estudiante hasta el 50% del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional a dicho plazo.

b) Si el tiempo de permanencia excede más de un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta podrá cobrar al estudiante hasta el total del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional al señalado en la letra a).

La determinación del porcentaje de cobro lo realizará la institución de educación superior en la cual el estudiante se encuentre matriculado, de conformidad a los límites máximos señalados en el inciso anterior.

Artículo 109.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103, las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad deberán otorgar estudios gratuitos a aquellos estudiantes que cumplan con lo dispuesto en las letras a) y c) de dicho artículo, y que posean un título técnico de nivel superior otorgado por instituciones de educación superior, para cursar una segunda carrera o programa de estudios cuya finalidad sea la obtención de un título profesional o grado académico de licenciado impartido por una institución que reciba dicho financiamiento.

Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 107, a menos que el respectivo programa técnico de nivel superior se articule con otra carrera o programa de estudios de un área del conocimiento afín. En este caso, la duración nominal del programa se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante, descontados los semestres, o su equivalente, convalidados en la nueva carrera. Con todo, en este caso, como también en el señalado en el inciso final del artículo 105, se considerará que existe articulación si en la nueva carrera se convalidan al menos dos de los semestres cursados previamente, o su equivalente, según lo disponga el reglamento.

Asimismo, dichas instituciones deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 103 y que posean el grado de licenciado o licenciada otorgado por instituciones de educación superior, para cursar un módulo de licenciatura conducente a título pedagógico otorgado por una institución que reciba el financiamiento institucional cuya duración no exceda de cuatro semestres. Para este caso, no le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 107.
Artículo 110.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, podrán cobrar como máximo a aquellos estudiantes que cumplan solo lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 103, y a aquellos estudiantes que cumpliendo con los requisitos del referido artículo realicen más de un cambio de carrera en conformidad a lo dispuesto en el artículo 107, el arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación fijados para la carrera o programa de estudio respectivo de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2º de este título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 109.

Los nuevos valores establecidos en las resoluciones exentas señaladas en el artículo 92, serán aplicables a los nuevos estudiantes matriculados el año en que se inicia la vigencia de la resolución respectiva.

Respecto de aquellos estudiantes que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 103 o aquellos matriculados en carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales que, en este último caso, no hayan sido autorizadas por la Subsecretaría, no aplicará el límite dispuesto en el inciso anterior.

Párrafo 6° 

Infracciones y sanciones a este título

Artículo 111.- La Superintendencia de Educación Superior fiscalizará el cumplimiento de las obligaciones y requisitos establecidos en el presente título, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Subsecretaría de Educación Superior.

Artículo 112.- Sin perjuicio de las demás infracciones que la ley establezca, el incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras c) y d) del artículo 83 se considerarán infracciones graves.

En caso que una institución de educación superior pierda su acreditación, se requerirá únicamente la notificación de esta circunstancia que realice la Comisión Nacional de Acreditación a la Subsecretaría para que ésta determine la pérdida del financiamiento público regulado en este título. En el caso de las universidades estatales se estará a lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Sobre Universidades del Estado.
Por su parte, en caso que la institución de educación superior incumpla el requisito establecido en la letra b) del artículo 83, la Subsecretaría determinará la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 87 de la presente ley se considerarán infracciones gravísimas. En caso que la institución incumpla lo dispuesto en la letra b) de dicho artículo se descontará de los recursos que se le transfieran por los nuevos estudiantes matriculados, una proporción equivalente al porcentaje del total de estudiantes nuevos matriculados por sobre el límite correspondiente. En este caso la institución igualmente deberá otorgar estudios gratuitos a todos aquellos estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo 103, y que mantengan las condiciones señaladas en el párrafo 5° del presente título.

Con todo, la Superintendencia podrá, atendida la gravedad y las consecuencias del hecho o la existencia de infracciones reiteradas a esta regulación, resolver la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior que ejecute dicha medida, a partir del año siguiente a la fecha de la resolución final del procedimiento sancionatorio. Se entenderá, para estos efectos, que son infracciones reiteradas cuando se hayan cometido dos o más de ellas en los últimos tres años.

La Superintendencia podrá establecer devoluciones de dinero a favor de los estudiantes, así como también otras medidas correctivas. El cumplimiento de estas medidas se considerará como una circunstancia atenuante de conformidad a lo dispuesto en el artículo 61.

En caso que se disponga la pérdida del financiamiento público regulado en este título de conformidad a este artículo, la institución sancionada sólo podrá solicitar nuevamente el acceso a dicho financiamiento diez años después de la resolución final del procedimiento sancionatorio de la Superintendencia. Con todo, este plazo no regirá cuando la pérdida del financiamiento se deba a la no obtención de la acreditación.

Artículo 113.- Si una institución que recibe el financiamiento público regulado en el presente título es sancionada por infracciones graves o gravísimas cinco o más veces dentro de tres años, el Superintendente resolverá la pérdida de dicho financiamiento, solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior la ejecución de la medida.

En este caso, la institución sancionada sólo podrá solicitar el acceso al financiamiento público regulado en el presente título diez años después de la resolución final en que la Superintendencia resolvió la pérdida del financiamiento.

Artículo 114.- El Estado transferirá recursos públicos a las instituciones que dejen de recibir el financiamiento institucional para la gratuidad, respecto de aquellos estudiantes que con anterioridad a la comunicación regulada en el artículo 86 o a la determinación de la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título, cursaban sus estudios de forma gratuita, en la medida que éstos mantengan los requisitos y condiciones regulados en el presente título.

Las instituciones de educación superior que sean sancionadas de conformidad a lo dispuesto en el presente párrafo, deberán asegurar que aquellos estudiantes matriculados con anterioridad a la verificación de la infracción, mantengan la misma situación respecto de los cobros que efectúe la institución o su exención, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

Artículo 115.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, regulará las materias y procedimientos necesarios para la aplicación del presente título.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 116.- La Subsecretaría de Educación Superior será la sucesora legal de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 6) del artículo quinto transitorio de esta ley.

En consecuencia, toda referencia que las leyes, reglamentos y demás normas hagan a la División de Educación Superior y al Jefe de División de dicha repartición, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Superior y al Subsecretario de Educación Superior, respectivamente, desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior.

Artículo 117.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.591, que establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y personal:

1) Reemplázase en el artículo 79, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

2) Reemplázase en el artículo 80, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

3) Reemplázase en el artículo 80 bis la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

Artículo 118.- Modifícase la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en la letra i) del artículo 2 bis, a continuación de la palabra “Educación” la frase “o la Superintendencia de Educación Superior”.

2) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

a) Introdúzcase la siguiente letra d) nueva, pasando la actual letra d) a ser letra e):

“d) La Subsecretaría de Educación Superior.”.

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“El Ministro de Educación será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Educación, y a falta de éste, sucesivamente por el Subsecretario de Educación Parvularia y por el Subsecretario de Educación Superior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.

3) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Intercálase, a continuación de la expresión “Tendrá a su cargo la coordinación”, la frase “de las Subsecretarías que componen el Ministerio,”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, contará con una unidad de formación técnico profesional, encargada de la coordinación de las iniciativas relacionadas con la modalidad formativa técnico profesional a nivel sectorial, entre la Subsecretaría de Educación y la Subsecretaría de Educación Superior del Ministerio de Educación, asegurando que las políticas de formación técnico profesional de cada subsecretaría se articulen en pos del desarrollo de trayectorias educativo- laborales. Además, le corresponderá apoyar técnicamente al Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, para la elaboración de la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional.”.

4) Derógase el artículo 8.

Artículo 119.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación:

1) Agrégase en la letra d) del artículo 52, a continuación de la frase “Suboficiales de Carabineros de Chile,” la frase “la Escuela de Gendarmería de Chile;”.

2) Agrégase, en el inciso final del artículo 53, a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “excepto la Escuela de Gendarmería de Chile, la que se relacionará con el Estado a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

3) Agrégase en el artículo 54 letra a) a continuación de la frase “de una duración mínima de mil seiscientas clases” la oración “o cuatro semestres”.

4) Agrégase, en el título III, el epígrafe del párrafo 5° por el siguiente:

“Párrafo 5°

Del Reconocimiento Oficial de los títulos que otorgan los establecimientos de educación superior dependientes de Ministerios”.

5) Intercálase, a continuación del artículo 84, el siguiente artículo 84 bis, nuevo:

“Artículo 84 bis.- La Escuela de Gendarmería de Chile desarrolla actividades docentes, de investigación y extensión de nivel superior, cuyo objetivo fundamental es formar profesionales y técnicos con los conocimientos necesarios para el cumplimiento de las funciones institucionales que les encomienda la ley.

En ese sentido, podrá otorgar títulos profesionales y técnicos de nivel superior propios de su quehacer, de acuerdo con la naturaleza de la enseñanza impartida y en el ámbito de su competencia.

Los títulos técnicos de nivel superior y profesionales referidos en el inciso anterior, serán equivalentes a los de similar carácter conferidos por los demás establecimientos de educación superior y reconocidos como tales para todos los efectos legales.”.”.

6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 100 por los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:

“En caso contrario, el Consejo deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de dicha institución.

Con todo, el Consejo Nacional de Educación podrá ampliar el período de verificación hasta por tres años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos del Consejo, éste deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial.”.

7) Derógase el artículo 114.

Artículo 120.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales:

1) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio,” por “La Superintendencia de Educación Superior (en adelante “la Superintendencia”), de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“La Superintendencia podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma.”.

c) Reemplázase en los incisos tercero, cuarto y quinto, la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

2) Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “preliminar, el Ministerio de Educación” por “, la Superintendencia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Proponer al Ministerio de Educación que dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, en caso de que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquella. De decretarse la revocación, el Ministerio procederá al nombramiento de un administrador de cierre.”.

c) Reemplázase en el inciso final la referencia a “N° 19.880” por “de Educación Superior”.

3) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse todas las referencias a “el Ministerio de Educación”, a “al Ministerio de Educación” y a “el Ministerio” por la frase “la Superintendencia” o “a la Superintendencia”, según corresponda.

b) Incorpórase en el inciso segundo después de “plan” la frase “previo informe favorable del Ministerio de Educación,”, precedida por una coma.

c) Elimínase en el inciso tercero la palabra “ministerial”.

d) Reemplázase en el inciso cuarto la palabra “decretará” por el vocablo “resolverá”.

4) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación” por “la Superintendencia”.

b) Incorpórase en el inciso primero, en la letra d), después de “la ley N° 20.720” la frase “en cuyo caso la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar dicha circunstancia a la Superintendencia de Educación Superior”, precedida de una coma.

c) Incorpórase en el inciso primero la siguiente letra f) nueva:

“f) Cuando una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumpla con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 65 de la Ley de Educación Superior.”.”.

d) Elimínanse sus incisos tercero, cuarto, quinto y sexto.

5) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 8 la frase “entenderán que son entes relacionados,” por “entenderá por personas relacionadas” y la referencia a “el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores” por “el artículo 71 de la Ley de Educación Superior”.

6) Reemplázase en el artículo 9:

a) En el inciso segundo la referencia “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia” y la palabra “Éste” por “Ésta”.

b) En el inciso tercero la referencia “el Ministerio” por “la Superintendencia”.

7) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior. Asimismo, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento deberá realizar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la institución. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.”.

b) En el inciso segundo reemplázase la palabra “treinta” por “sesenta”.

c) En el inciso segundo reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

d) En el inciso tercero reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.

e) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”.

f) En el inciso quinto:

i. Reemplázase la referencia “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

ii. Reemplázase la frase “División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por “misma”.

8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) En el inciso cuarto, reemplázase “al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.

b) En el inciso quinto, reemplázase “al Consejo” por “a la Superintendencia”.

c) En el inciso sexto, reemplázase “El Consejo” por “La Superintendencia”.

9) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero reemplázase las frases “un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período” por “por un plazo de hasta dos años, prorrogable hasta por un año más” y “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio” por “la Superintendencia”.

b) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto la expresión “El Ministro de Educación,” por “La Superintendencia”, y elimínese la frase “previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

10) Reemplázase en el artículo 13 en su inciso segundo, letra g) la palabra “tres” por la expresión “cuatro”.

11) Reemplázase en el artículo 16 la frase “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia, para que ésta proceda de conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.

12) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente:

“El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del Administrador Provisional y deberá ser aprobado por la Superintendencia. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12, la designación del Administrador Provisional será alzada por la Superintendencia, una vez aprobado el referido informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el Administrador Provisional.”.

13) Reemplázase en el artículo 19 la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

14) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero la oración “el Ministerio de Educación dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “la Superintendencia enviará los antecedentes al Ministerio de Educación para que, de estimarlo procedente, dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior”.

b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto”.

c) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”, la palabra “éste” por “ésta” y la oración “El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “La Superintendencia, si lo estima pertinente y mediante resolución fundada, podrá proceder en conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.

d) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Para efectos de lo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar a la Superintendencia de Educación Superior la circunstancia de haberse dictado una resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley N° 20.720.”.

15) Reemplázase en el artículo 21 la frase “y al Superintendente” por “, a la Superintendencia de Educación Superior y a la Superintendencia”.

16) Sustitúyese en el artículo 24, inciso quinto, la palabra “tres” por “cuatro”.

17) Reemplázase en el artículo 25 la palabra “División” por “Subsecretaría” y elimínese la frase “provisional o”.

18) Incorpórase el siguiente artículo cuarto transitorio:

“Artículo cuarto.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 13 letra g) y 24 de la presente ley, también podrán suscribirse convenios con instituciones de educación superior que cuenten con al menos cuatro años de acreditación conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129 y sus modificaciones.”.

Artículo 121.- Las universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Basal por Desempeño”. 

Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. Las reglas de distribución de los recursos serán definidas mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, basándose en criterios objetivos y considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Basal por Desempeño Universidades Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981” establecido en la ley N° 20.882.

Las universidades privadas incluidas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 4 de 1981, del Ministerio de Educación, deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo sólo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.
Artículo 122.- Derógase la ley N° 20.027, que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior, a partir del 1 de enero de 2019. Dicha derogación entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, el cual será administrado por el Estado y será propuesto por el Presidente de la República a través de un proyecto de ley que presentará durante el año 2018.

Artículo 123.- El Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, en el mes de septiembre de cada año, un informe que detalle el gasto tributario que hubieren significado durante el año anterior las exenciones, franquicias y todo otro tipo de beneficio impositivo, de cualquier naturaleza, de que gocen las instituciones de educación superior.

Para tal efecto, las instituciones deberán preparar un reporte anual, desagregado por ítem de gasto, con indicación de las operaciones y sus características, el cual será remitido al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución dictada al efecto.
Artículo 124.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones que se establezcan en las siguientes disposiciones transitorias.

Párrafo 1° 

De la transitoriedad de las normas relativas al Título I

Artículo segundo.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren bajo régimen de supervisión por parte del Ministerio de Educación, y aquellas que se encuentren bajo régimen de examinación por parte de otra institución de educación superior, tendrán el plazo de un año contado desde la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior para iniciar el proceso de licenciamiento administrado por el Consejo Nacional de Educación. En caso de no iniciar dicho proceso en el plazo indicado, el Ministerio de Educación iniciará el procedimiento de cancelación de la personalidad jurídica y revocación del reconocimiento oficial de conformidad a los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, según corresponda.

Para los efectos del presente artículo, se entenderá que la institución de educación superior ha iniciado el proceso de licenciamiento una vez que se cumplan las siguientes condiciones copulativas:

a) Que la institución presente los antecedentes y formularios solicitados por el Consejo Nacional de Educación para estos efectos.

b) Que presente el informe de análisis institucional para el proceso de autonomía ante dicho organismo.

c) Que pague los aranceles fijados por el Consejo por concepto de verificación de proyectos institucionales establecidos en la circular respectiva.

Artículo tercero.- Para los efectos de lo establecido en el artículo 6 de esta ley, se entenderá que las universidades que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación, de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra c) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cinco o más años y tienen acreditada el área de investigación de conformidad con la ley N° 20.129.

Artículo cuarto.- El Sistema de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley entrará en funcionamiento a partir del año 2020 para los procesos de admisión del año 2021.
Artículo quinto.- Dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley, el Ministerio de Educación implementará un piloto de Marco de Cualificaciones, de carácter referencial, asociado a la formación técnico profesional provista por los centros de formación técnica estatales creados por la ley número 20.910 y al que podrán adherir también las instituciones privadas. El diseño de dicho programa deberá considerar la participación de las instituciones de educación superior de dicho subsistema, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 

Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, deberá entregar al Ministro de Educación una propuesta de Marco de Cualificaciones que contenga: un diagnóstico sobre articulación entre los distintos niveles formativos del Sistema de Educación Superior en el subsistema técnico profesional, y entre la oferta formativa y el mundo del trabajo; una evaluación del programa piloto al que se refiere el inciso anterior; los objetivos y alcance que debiera tener un Marco de Cualificaciones en función de los requerimientos del país; un diseño de la institucionalidad encargada de su elaboración, revisión y actualización, y, finalmente, las modificaciones legales necesarias para su implementación. 

En la elaboración de dicha propuesta se deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector público, el sector productivo, trabajadores y expertos. 

Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá que un Marco de Cualificaciones es un instrumento orientador y referencial que permite organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Dicho instrumento debe contribuir a promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas; a la articulación entre distintos niveles educativos, y entre la educación formal y no formal y a la articulación de las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa. 

De lo señalado en este artículo, se informará, anualmente, a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado.

Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta podrá incluir a los funcionarios de la División de Educación Superior, y adicionalmente, podrá incluir a los funcionarios de la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la División de Educación Superior, y desde la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación, si procede, a la Subsecretaría de Educación Superior. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Superior. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fijen la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento de la planta de la Subsecretaría de Educación Superior. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en la ley N° 19.553, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Asimismo, podrá determinar la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que se practique a dicha planta. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior y la fecha de supresión de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, la cual será la misma de entrada en vigencia del numeral 4) del artículo 118 de la presente ley.

Artículo séptimo.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo octavo.- El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo noveno.- Los procedimientos administrativos, de fiscalización y sancionatorios, iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, especialmente aquellos regidos por la ley N° 20.800, y que se sustancien ante la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, continuarán su tramitación ante la Subsecretaría de Educación Superior desde la fecha de entrada en vigencia de esta última, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 6) del artículo quinto transitorio de esta ley, y conforme a las normas vigentes a la época de su iniciación, hasta su total terminación.

Párrafo 2°

De la entrada en vigencia de la Superintendencia de Educación Superior

Artículo décimo.- Desde la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Superintendente de Educación Superior, quien asumirá de inmediato, y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la ley N° 19.882 para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, tendrá derecho a una remuneración equivalente al grado 1 de la Escala de Fiscalizadores del decreto ley N° 3.551, de 1981, que será financiada con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación mientras no entre en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior. Al Superintendente le corresponderá realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de dicha Superintendencia.

Artículo décimo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta, cuando proceda, podrá incluir personal del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, podrá determinar el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882 y los niveles para la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá establecer las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en las leyes N° 19.528 y N° 18.091, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Además, podrá fijar la fecha de los traspasos y encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior.

Artículo décimo segundo.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo décimo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación Superior, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo décimo cuarto.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación Superior. El Superintendente de Educación Superior requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.

Artículo décimo quinto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 119 entrarán en vigencia desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior, de acuerdo a lo establecido en el número 6) del artículo décimo transitorio, a excepción de las indicadas en los números 5) y 7) letra a) del señalado artículo 119.

Párrafo 3°

De la transición de las obligaciones de informar de las instituciones de educación superior

Artículo décimo sexto.- Las obligaciones establecidas en el artículo 36 comenzarán a regir un año después a partir de la fecha en que la Superintendencia defina las respectivas normas contables.
Artículo décimo séptimo.- Las obligaciones de informar que establece el artículo 37 a las instituciones de educación superior, serán exigibles en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, ejercer las facultades que dicha norma confiere a la Superintendencia de Educación Superior en tanto ésta no inicie sus funciones.

Párrafo 4°

De la transición a las nuevas regulaciones y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro

Artículo décimo octavo.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado al momento de la publicación de la presente ley, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 63, 64, 66, 67, 68, 69, 70 dentro del plazo de dos años contado desde su publicación.

Artículo décimo noveno.- Las instituciones de educación superior tendrán un plazo de un año contado desde la publicación de esta ley para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80.
Párrafo 5°

De las transiciones de los procedimientos de acreditación

Artículo vigésimo.- El Comité de Coordinación a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.129, deberá constituirse dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de inicio de actividades de la última de las instituciones que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

A más tardar dentro de seis meses de constituido el Comité, deberá establecerse el primer Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior del que trata la letra d) del artículo 4 de la ley N° 20.129.

Artículo vigésimo primero.- Los numerales 15, 16, 17, 18, 21, 22, 24 y 27 del artículo 81 de la presente ley, que modifica la ley N° 20.129 entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del 2020.

Por su parte, las disposiciones del artículo 81 de la presente ley que modifican el capítulo III de la ley N° 20.129 entrarán en vigencia una vez que inicie su funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior de conformidad con el artículo quinto transitorio.

Artículo vigésimo segundo.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá elaborar una primera propuesta de los criterios y estándares de los que trata el nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 que se entregará al Comité Coordinador, dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que el Comité se haya constituido. 

Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación deberá iniciar el proceso de consulta del que trata el inciso segundo del nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 dentro del plazo de ocho meses de publicada esta ley.

Con todo, dichos criterios y estándares de calidad deberán estar aprobados y publicados antes del 1 de enero del año 2020.

Artículo vigésimo tercero.- La obligación de las instituciones de educación superior autónomas de estar acreditadas institucionalmente, de conformidad con lo establecido en el nuevo artículo 15 de la ley N° 20.129, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.

Con todo, a aquellas instituciones de educación superior autónomas que no se encontraren acreditadas institucionalmente al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 22 de la ley N° 20.129, sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación institucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Las acreditaciones institucionales otorgadas por la Comisión Nacional de Acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán su vigencia por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación establecida en el inciso primero de este artículo.

Artículo vigésimo cuarto.- La obligación de acreditar las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista, de conformidad con el numeral 31 del artículo 81 de esta ley, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.

Con todo, a aquellas carreras y programas que no se encontraren acreditados al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 27 quinquies de la ley N° 20.129 sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación de dichas carreras y programas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Aquellas carreras y programas de estudio a los que la Comisión Nacional de Acreditación o una agencia acreditadora les otorgó la acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán la vigencia de la misma por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación señalada en el inciso primero de este artículo.

Artículo vigésimo quinto.- Aquellas instituciones de educación superior no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar procesos de acreditación institucional ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. Por su parte, aquellas instituciones cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante los años 2018 y 2019 podrán iniciar sus procedimientos de acreditación de conformidad con la normativa vigente.

Asimismo, aquellas instituciones de educación superior que dicten carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar sus procesos de acreditación ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. 

Artículo vigésimo sexto.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar antes del 15 de enero de 2020 a aquellas instituciones de educación superior autónomas, cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante dicho año, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación institucional.

Asimismo, la Comisión notificará a aquellas universidades que impartan carreras y programas de acreditación obligatoria, cuyas acreditaciones vencieren durante el 2020, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación.

Con todo, las acreditaciones institucionales y de carreras y programas de acreditación obligatoria que vencieren durante el año 2020 se entenderán, para todos los efectos legales, vigentes hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso de acreditación institucional conforme al presente artículo.

Artículo vigésimo séptimo.- Aquellas instituciones de educación superior autónomas y las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista no acreditadas o que no hubieren iniciado un proceso de acreditación con anterioridad al 31 de mayo del año 2019, se sujetarán a las siguientes reglas para el inicio de sus procesos de acreditación obligatoria:

1) La Comisión Nacional de Acreditación establecerá, a más tardar en el mes de junio de 2019, mediante un sistema aleatorio, las fechas de inicio de los procesos de acreditación.

2) La Comisión Nacional de Acreditación comenzará a tramitar dichos procesos de acreditación según el orden establecido de conformidad con el numeral anterior, a partir del 1 de enero del año 2020, los que no podrán extenderse más allá del año 2024.

Artículo vigésimo octavo.- Las carreras y programas conducentes al título profesional de médico cirujano y cirujano dentista que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren en proceso de acreditación ante agencias de acreditación continuarán con dicho proceso hasta su finalización. Dichos procesos no podrán extenderse más allá del 31 de diciembre de 2019.

Artículo vigésimo noveno En los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional la dimensión de vinculación con el medio.

Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el inciso tercero del nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.
Artículo trigésimo.- El nuevo artículo 30 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 39) del artículo 81, entrará en vigencia a partir del 31 de diciembre de 2024.

Artículo trigésimo primero.- Se entenderá que la Universidad de Aysén y la Universidad de O’Higgins, creadas mediante la ley N° 20.842, así como también los centros de formación técnica estatales creados mediante la ley N° 20.910, cumplen con la obligación señalada en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.129, incorporada por el numeral 14 del artículo 81 de esta ley, mientras den cumplimiento a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.842, y el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.910. Vencidos tales plazos, dichas instituciones deberán acreditarse de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.

Párrafo 6°

De la designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación

Artículo trigésimo segundo.- La designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, de conformidad con lo establecido en la presente ley, deberá efectuarse dentro del plazo de nueve meses contado desde su publicación.

Con el objeto de permitir la renovación parcial de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, la mitad de los consejeros señalados en las letras a) y b), y el consejero de la letra c) del artículo 7 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 7 del artículo 81 de esta ley, serán nombrados por un período de tres años. En el acto de nombramiento deberá constar la circunstancia de ejercerse el cargo por este período especial.

Por su parte, los representantes estudiantiles que integran la Comisión a la fecha de la publicación de esta ley, se mantendrán en sus cargos hasta el vencimiento de su período, momento en el cual tendrán que ser reemplazados en conformidad a la normativa vigente.

Párrafo 7°

De las transiciones del financiamiento institucional para la gratuidad

Artículo trigésimo tercero.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, se entenderá que continuarán recibiendo dicho financiamiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.

Con todo, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, las instituciones señaladas en el inciso primero, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83. Los requisitos de las letras a) y b) de dicho artículo serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. 

Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán ajustar sus actos o contratos vigentes a lo establecido en los artículos 73 a 80, en un plazo de tres años contado desde su publicación. 

Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley.

Para efectos del cumplimiento de las letras c) y d) del artículo 83 se estará a lo dispuesto en el artículo cuadragésimo transitorio.

Artículo trigésimo cuarto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad cumplirán la obligación señalada en la letra c) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el siguiente cronograma y a lo dispuesto en dicho título.

a) Desde el año 2018 hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

b) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los siete primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

c) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 24,5% respecto del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los ocho primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

d) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los nueve primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

e) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5º del título V.

Desde el año 2020, el Ministerio de Hacienda verificará, a más tardar el 15 de julio de cada año, el cumplimiento de los requisitos antedichos referidos a los ingresos fiscales estructurales. Para ello utilizará las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, y las estadísticas de PIB tendencial reportadas en el acta del Comité Consultivo del PIB Tendencial más próximo a la fecha señalada, llevadas a moneda de cada año con el deflactor del PIB del año respectivo, reportado por el Banco Central de Chile.

Un reglamento del Ministerio de Hacienda, que deberá ser firmado por el Ministro de Educación, regulará las materias señaladas en el presente artículo.

Artículo trigésimo quinto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo cuarto anterior y a lo dispuesto en el título V de la presente ley.

Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y el arancel regulado más un porcentaje adicional de éstos, fijados para la carrera o programa de estudio respectivo, a:

1) Aquellos estudiantes que cumplen los requisitos para cursar estudios gratuitos, señalados en el párrafo 5° del título V, mientras no cuenten con la condición socioeconómica señalada en las letras del artículo anterior.

2) Aquellos estudiantes señalados en el inciso primero del artículo 110.

La determinación del porcentaje adicional se establecerá según la condición socioeconómica del estudiante de la forma que sigue:

a) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan a los primeros siete deciles de menores ingresos del país: hasta un 40%.

b) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan al octavo y noveno decil de menores ingresos del país: hasta un 60%.

Con todo, las instituciones que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, no podrán cobrar a los estudiantes señalados en las letras a) y b) anteriores, aranceles cuyo monto supere el arancel informado por la institución en la oferta académica del año 2017 para la respectiva carrera o programa de estudio, reajustado anualmente en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor del año anterior, más dos puntos porcentuales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, para el caso de los estudiantes extranjeros que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 103 o aquellos estudiantes que se encuentren matriculados en carreras o programas de estudio no comprendidos en el artículo 104 o aquellos estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al décimo decil, no se les aplicarán las limitaciones anteriores.

Artículo trigésimo sexto.- Para la determinación de los deciles señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar a los estudiantes, la presentación de antecedentes en el Formulario Único de Acreditación Socioeconómica (FUAS). El Ministerio de Educación podrá verificar y complementar la información proporcionada por los estudiantes para acceder a este beneficio, pudiendo solicitar antecedentes a diversas entidades públicas y privadas, considerando entre otros, el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.

Sin perjuicio de lo anterior, a partir del año 2020, se utilizará el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.

Artículo trigésimo séptimo.- La primera resolución exenta que establezca las primeras bases técnicas para el cálculo del arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras, deberá dictarse dentro del plazo de dos años contado desde la fecha de publicación de la ley. Para estos efectos, se aplicará el procedimiento regulado en los incisos siguientes.

La Subsecretaría deberá presentar a la Comisión de Expertos, establecida en el párrafo 3° del título V, una primera propuesta de bases técnicas a que se refiere este artículo, debiendo considerar previamente un proceso de consulta de conformidad a los incisos primero y segundo del artículo 91.

La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de tres meses, aprobando dicha propuesta o realizando observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, tomando en consideración dichas observaciones deberá dictar las resoluciones exentas que establezcan las primeras bases de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2° del título V de esta ley, la que deberá dictarse en el mes de diciembre del año correspondiente.

Para la determinación de los valores señalados en el inciso primero, se estará a lo dispuesto en el artículo 92 de la presente ley.

Artículo trigésimo octavo.- Mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los valores regulados de arancel, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de un grupo de carreras o programas de estudio determinado, dictadas en conformidad a lo establecido en el título V de esta ley, el cálculo del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula para dicho grupo, se realizará de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.

La fórmula de cálculo de arancel regulado de los grupos de carreras o programas de estudio se establecerá mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, la que se determinará en base a los derechos básicos de matrícula promedios por el tipo de institución que corresponda, determinados conforme al inciso quinto del presente artículo, y al promedio ponderado de los aranceles de referencia del año 2017 de las carreras o programas de estudio de dicho grupo de las instituciones que durante dicho año se encontraban adscritas al financiamiento regulado en las asignaciones 24.03.198 y 24.03.199, asociadas al programa 09.01.30, Educación Superior, de la ley N° 20.981 y contaban con el mismo número de años de acreditación institucional al 31 de diciembre de 2016, considerando también áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones. 
El Ministerio de Educación deberá publicar en el Diario Oficial y en la página web del Ministerio, el valor del arancel regulado calculado según lo dispuesto en el inciso anterior, el que deberá ser actualizado anualmente de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para cada año, el arancel regulado de cada carrera o programa de estudio en cada institución será asignado según el grupo que le corresponda de acuerdo al nivel, años, y áreas o dimensiones en que esté acreditada al 31 de diciembre del año anterior.

El monto que corresponda transferir a las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad para aquellas carreras o programas de estudios señalados en el artículo 104 respecto de cuyos grupos de carreras o programas no se haya dictado una resolución exenta que establezca el cálculo de los valores señalados en el inciso primero, se determinará sumando los siguientes valores:

a) El resultado de multiplicar el valor del arancel regulado, calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes respecto de los cuales la institución tenga la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V y según el cronograma señalado en el artículo trigésimo cuarto transitorio, al año académico correspondiente.

b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el valor del arancel real más derechos básicos de matrícula reajustados, según se establece en el párrafo siguiente, y el del arancel regulado calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes señalados en la letra anterior, al año académico correspondiente. Con todo, este valor no podrá superar el 20% del valor resultante de la letra anterior.

Con todo, el monto que corresponda transferir no podrá superar la suma de los aranceles reales y derechos básicos de matrícula de los estudiantes beneficiados.
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso cuarto, en el caso de las universidades, se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2015, reajustados de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2014 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero. Por su parte, para el caso de los centros de formación técnica e institutos profesionales se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2016, reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2015 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero.

Si algún programa de estudios no tuviera información del arancel real o derechos básicos de matrícula según lo considerado en el inciso anterior, se utilizará el valor correspondiente al primer valor del arancel real y derecho básico de matrícula que registre el programa de estudio, el que será reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre enero del primer año de registro y noviembre del año anterior para el cual se calculan los valores. 

Artículo trigésimo noveno.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá procederse al nombramiento de los profesionales que integrarán la Comisión de Expertos y a la instalación del mismo, de acuerdo al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título V.

Para los efectos de la renovación parcial de la Comisión de Expertos, el período inicial de vigencia del nombramiento de los integrantes será:

a) De tres años para dos de sus integrantes.

b) De cuatro años para dos de sus integrantes.

c) De cinco años para dos de sus integrantes.

d) De seis años para uno de sus integrantes.

Lo anterior se aplicará de conformidad a la designación que efectúe el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, el cual oficiará al Ministro de Educación, para efectos de que curse la correspondiente resolución de nombramiento.

Artículo cuadragésimo.- Aquellas instituciones de educación superior que soliciten acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de conformidad a lo dispuesto en el presente artículo.

Los requisitos de las letras a) y b) del artículo 83 serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. Para estos efectos se entenderá que las instituciones de educación superior que no han iniciado un nuevo proceso de acreditación de conformidad a las modificaciones que establece el título IV del presente cuerpo normativo, cumplen con el requisito de la letra a) del referido artículo si cuentan con acreditación institucional de cuatro o más años de conformidad con la ley N° 20.129 y de acuerdo al inciso final del artículo vigésimo tercero transitorio de la presente ley. Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado para cumplir con lo establecido en los artículos 73 a 80 de la presente ley.

Artículo cuadragésimo primero.- Para el ingreso de las instituciones al financiamiento institucional para la gratuidad para el año siguiente a la publicación de la presente ley, el plazo señalado en el inciso primero del artículo 84, se extenderá hasta el 15 de octubre del año de publicación.

Por su parte, la exigencia de estar adscritas al Sistema de Acceso regulado en la letra c) del artículo 83, será exigible transcurridos dos años desde que aquél entre en funcionamiento. Con todo, mientras no entre en vigencia dicho Sistema, será exigible a las instituciones que cuenten con un sistema de admisión transparente, objetivo y que no implique discriminaciones arbitrarias. Para el caso de las universidades, este sistema debe estar basado en el mérito, mientras que para el caso de instituciones pertenecientes al subsistema técnico profesional, el sistema de admisión deberá favorecer a estudiantes egresados de los establecimientos de enseñanza media técnico - profesional y a trabajadores cuyas trayectorias educativas y laborales se vinculen con las carreras y programas a los que postulen. Dicho sistema deberá encontrarse publicado en su página web.

Además, para el caso de universidades, deberán cumplir con que al menos el 80% de los estudiantes matriculados para el año correspondiente, en primer año en licenciaturas no conducentes a título o carreras profesionales con licenciatura, cuenten con un puntaje ponderado promedio, igual o mayor a 450 puntos entre la Prueba de Selección Universitaria de Lenguaje y Comunicación, la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas, el puntaje de notas de enseñanza media y el puntaje de ranking de notas, los que se considerarán en idéntica proporción.

Respecto del requisito establecido en la letra d) del artículo 83, éste entrará en vigencia un año después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría.

Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el párrafo 4° del título V entrará en vigencia el año siguiente a la entrada en vigencia del Sistema de Acceso regulado en el párrafo 3° del título I.

Mientras no entre en vigencia lo dispuesto en el inciso anterior, el número de estudiantes nuevos matriculados para cursar las carreras o programas de estudios señalados en el artículo 104 para el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas. Podrá autorizarse un incremento superior al 2,7% antes señalado en los programas de estudio con admisión regular de las instituciones que se encuentren adscritas al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en esta ley, si éste obedece a decisiones institucionales adoptadas antes del 31 de diciembre de 2015, o derivadas de requerimientos formulados por la Comisión Nacional de Acreditación como resultado del último proceso de acreditación institucional, o que sean producto de la participación de la institución en el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE), o aquellas convenidas, de manera excepcional, entre el Ministerio de Educación y las instituciones que adscriban al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, que tengan como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En este último caso, la referida autorización se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

En caso que el incremento total de estudiantes nuevos matriculados supere el límite establecido o autorizado en el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 112 de la presente ley.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable en caso que una universidad adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, incumpla lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo cuadragésimo transitorio.

Párrafo 8°

De las transiciones a otras disposiciones de esta ley

Artículo cuadragésimo tercero.- Lo dispuesto en el artículo 116 comenzará a regir un año después de la entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior.

Artículo cuadragésimo cuarto.- Los numerales 1, 2, 4 y 5 del artículo 119 entrarán en vigencia una vez que la Escuela de Gendarmería de Chile adecue sus requisitos de ingreso, planes y programas a las normativas de educación superior. Este requisito se verificará fundadamente a través de un decreto del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con la firma del Ministro o Ministra de Educación, previo informe favorable de la Subsecretaría de Educación Superior.

Con todo, los cursos de formación que se estuvieren impartiendo a la fecha de entrada en vigor del decreto referido en el inciso anterior no conducirán a la obtención de títulos técnicos de nivel superior o profesionales, según corresponda.”.

Artículo cuadragésimo quinto.- En el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores entregará a las comisiones de Educación y de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe sobre el estado general de los instrumentos de financiamiento crediticio regulados por las leyes N° 20.027 y N° 19.287, y otros análogos, incluyendo en su informe, a lo menos, un balance general que dé cuenta del porcentaje de cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones contraídas; información respecto a los créditos que se encuentren en un proceso de cobranza judicial, precisando la etapa procesal correspondiente en que se encuentren; una caracterización socioeconómica de los deudores de acuerdo a instrumentos de medición generalmente aceptados para ello y un monto estimado de las obligaciones exigibles a esa fecha, distinguiendo aquellas cuyo acreedor es una entidad privada, de las que son estatales.

Artículo cuadragésimo sexto.- En el plazo de tres años contados desde la publicación de la presente ley, la Subsecretaría de Educación Superior presentará una propuesta de actualización de la estructura de títulos y grados del sistema de educación superior chilena contenida en el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 22 de enero de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 23 de enero de 2018.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.416, QUE FIJA NORMAS ESPECIALES PARA EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO, EN MATERIA DE PLAZO Y PROCEDIMIENTO DE PAGO A LAS MICRO Y PEQUEÑAS EMPRESAS

(10.785-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía presenta su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, e iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Tuma, Allamand, De Urresti, Moreira y Zaldívar. 


El proyecto fue aprobado en general por la Sala del Senado con fecha 7 de marzo de 2017, abriéndose un plazo para presentar indicaciones hasta el 17 de marzo de 2017. Posteriormente, la Sala abrió sucesivos nuevos plazos para presentar indicaciones, el último de los cuales venció el 26 de septiembre del mismo año.


______________


Cabe hacer presente que con fecha 7 de marzo de 2017, el Senado dispuso que el proyecto sea considerado en particular además por la Comisión de Hacienda.

______________


A la sesión en que la Comisión estudió en particular esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:



Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; el asesor, señor Adrián Fuentes.


De la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES), el señor Daniel Portilla.


Los asesores de Parlamentarios, señores Eduardo Faúndez (Honorable Senadora señora Lily Pérez), Eduardo Barros (Honorable Senador señor Eugenio Tuma), Héctor Mery (Honorable Senador señor Iván Moreira), y la señora Melissa Mallega (Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros). 
La Jefe de Gabinete, señora Kareen Herrera (Honorable Senador señor Jorge Pizarro). 


De la Fundación Jaime Guzmán, el señor Diego Vicuña. 




____________

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículo 2°.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Indicaciones N°s 2, 8, 9 y 10. 


3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: Indicaciones N°s 3 y 6.
4.- Indicaciones rechazadas: Indicaciones N°s 1, 4, 5, 7, 11, 12 y 14.

5.- Indicaciones retiradas: Indicación N° 13.
6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay. 

- - - - - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Antes de iniciar la discusión particular de las indicaciones presentadas al proyecto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, planteó la conveniencia de modificar el título del proyecto de ley, pues ya no se corresponde con su contenido. En efecto, el texto despachado por la Comisión en su primer informe ya no modifica la ley N° 20.416, sino que la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura. Asimismo esta normativa para el pronto pago es aplicable no sólo a las micro y pequeñas empresas, sino que a todas las empresas.


En ese sentido, propuso a la Comisión sustituir el título del proyecto por el siguiente: Proyecto de ley que fija normas especiales para el pago oportuno de productos y servicios.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes en aprobar la propuesta del Honorable Senador señor Tuma, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma, y en dejar constancia de este acuerdo en el informe.

ARTÍCULO 1°

El artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, modifica en sus tres numerales la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura.

N° 1

El numeral 1 del artículo 1°, del proyecto aprobado en general por el Senado, propone modificaciones al artículo 2° de la citada ley, referido al momento en que debe ser cumplida la obligación de pagar el saldo insoluto de la factura.

Letra a)


La letra a), del numeral 1, del artículo 1°, prescribe:


“a) Agrégase al inciso final del artículo 2°, después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"En todo caso, el plazo pactado no podrá ser superior a 60 días.".

La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazar, en el literal a) el guarismo “60” por el guarismo “30”.

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma puso de relieve que en la práctica comercial actual, muchas veces se negocian plazos para el pago de la factura superiores a 30 días, por ejemplo de 45 días. En su parecer no es adecuado restringir el plazo máximo a 30 días, porque hay que otorgar cierta flexibilidad para que las partes puedan negociar sus contratos de acuerdo a la modalidad con que históricamente lo han hecho.


Recordó que el espíritu del proyecto es intentar resolver el problema de las pymes respecto del acceso al crédito, y una de las posibles soluciones es que puedan contar con su propio capital, pues si los proveedores pagan oportunamente, no tendrán que hipotecar todo su capital en la primera venta.


La Honorable Senadora señora Pérez puso de relieve que este es un problema totalmente vigente para las pymes. Es necesario que el texto que se apruebe tenga una redacción clara y asertiva para que no se preste a dobles interpretaciones.


En las misma línea se pronunciaron los Honorables Senadores señores Moreira y Quinteros.


El Honorable Senador señor Moreira destacó que esta ley constituye un avance muy importante para las pymes. Hoy en día los pagos son a 120 días o más, en algunos casos. Restringir el plazo máximo a 30 días parece excesivo y en su opinión puede producir que la ley no se cumpla.


El Honorable Senador señor Quinteros también estimó que el plazo de 60 días aprobado en general es más adecuado.


-- En votación la indicación N° 1, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma.


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Ossandón, es para agregar, a continuación de la expresión “60 días”, la palabra “corridos”.


La Comisión tuvo presente que, de acuerdo al artículo 50 del Código Civil, los plazos que establecen las leyes son de días corridos, salvo que se exprese otra cosa.


Asimismo consideró que de acuerdo al artículo 25 de la ley N° 19.980, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, los plazos para la Administración del Estado son de días hábiles.


El Honorable Senador señor Tuma estimó conveniente consagrar expresamente en esta ley que los plazos que ella establece son de días corridos, sea que se trate del sector público o el sector privado.


El Honorable Senador señor Moreira estimó que incorporar esta precisión podría generar confusión.


-- En votación la indicación N° 2, fue aprobada por la mayoría de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro, Quinteros y Tuma. Se abstuvo el Honorable Senador señor Moreira (Mayoría, 4 a favor, 1 en contra y 1 abstención).
Letra b)


La letra b), del numeral 1, del artículo 1°, dispone:


“b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


"Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, el plazo de pago asociado a la venta de alimentos frescos y perecederos no excederá de 30 días contados a partir de la fecha de la entrega de los mismos. Para estos efectos, se entenderán como tales, aquéllos que por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo durante un plazo inferior a treinta días o que precisan de condiciones de temperatura regulada de comercialización y transporte.".”.

o o o o


La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Tuma, es para intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando al actual inciso tercero a ser inciso cuarto y final:


“Las notas de crédito y debido emitidas respecto de facturas irrevocablemente aceptadas y no cedidas, serán inoponibles a sus futuros cesionarios.”.

El Honorable Senador señor Tuma fundamentó su indicación, expresando que hay muchos casos en que el receptor de una factura emite después una nota de crédito. Una factura irrevocablemente aceptada y que circula como un documento de valor en el mercado, porque fue entregada a un factoring, por ejemplo, no puede ser alterada por actos posteriores del propio emisor. Se trata de dar una mayor certeza a los futuros cesionarios.


Agregó que, en todo caso, debe eliminarse la expresión “y no cedidas”, porque esta norma debe ser para todas las facturas.


El Honorable Senador señor Pizarro estuvo de acuerdo, puntualizando que lo relevante es que no se afecte a quienes posteriormente adquieren esa factura. 

-- En votación la indicación N° 3, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Unanimidad. 5X0).
o o o o


Las indicaciones N°s 4 y 5, ambas del Honorable Senador señor Navarro, están referidas a esta letra b), que, en lo sustantivo dispone que el pago asociado a la venta de alimentos frescos y perecederos no excederá de 30 días contados a partir de la fecha de entrega de los mismos.


La indicación N° 4 es para eliminarla.

La indicación N° 5 propone agregar, después de la expresión “el plazo de pago asociado a”, la siguiente: “prestaciones de servicio inferiores a 100 UF y a”.

La Comisión discutió conjuntamente ambas indicaciones.


El Honorable Senador señor Tuma puso de relieve que la indicación N° 4 supone la aprobación de la indicación N° 1, que fue rechazada, por lo que corresponde rechazarla, también.


En relación a la indicación N° 5, esta realiza una distinción en materia de plazos de acuerdo a los montos, lo que no es adecuado. Se trata de fomentar el pronto pago en todas las empresas y operaciones, por eso incluso se cambió el título del proyecto.


-- En votación las indicaciones N°s 4 y 5, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 5X0).

N° 2 
Artículo 2° bis, nuevo


El numeral 2, del artículo 1°, del proyecto aprobado en general por el Senado, es del siguiente tenor:


“2.- Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo: 


“Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés máximo convencional que la ley permita estipular para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días, por montos inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero.".”.


La indicación N° 6, de Su Excelencia la Presidenta de la República para reemplazar el artículo 2° bis, nuevo, por el siguiente:


"Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés corriente que la ley permita estipular para operaciones no reajustables en moneda nacional de más de noventa días, por montos superiores al equivalente a 200 unidades de fomento e inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero. En el caso de los órganos del Estado, este interés será pagado con cargo a sus respectivos presupuestos.”.

El asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, manifestó que con esta indicación se cumple con el compromiso adquirido por el Ministerio de Hacienda de revisar la norma relativa al cobro de intereses contenida en el proyecto. Se propone que en el caso de mora de este tipo de operaciones se aplique el interés corriente, que es una norma menos gravosa que la aprobada en general, que consideraba el interés máximo convencional.


Agregó que lo más relevante de esta indicación es que se establece expresamente que los órganos del Estado tendrán que pagar estos intereses, con cargo a sus presupuestos.


La Comisión estuvo de acuerdo con lo planteado. Acordó hacer un pequeño ajuste de redacción, eliminando la frase “que la ley permita estipular”, atendido que el interés corriente, de acuerdo al artículo 6°, de la ley N° 18.010, es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile, en las operaciones que realicen en el país.

-- En votación la indicación N° 6, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 4X0).
N° 3 

El numeral 3, del artículo 1°, del proyecto aprobado en general por el Senado, es del siguiente tenor:


“3.- Incorpórase el siguiente artículo 2° ter, nuevo:

"Artículo 2° ter.- Siempre que el comprador esté en mora, exista o no acuerdo entre las partes respecto de la aplicación y cálculo de los intereses moratorios establecidos en la presente ley, el comprador deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos, cuyo monto se determinará en función del monto total adeudado por el comprador, de acuerdo a la siguiente tabla:

a) 1 UF, si el monto total adeudado es inferior a 100 UF;

b) 5 UF, si el monto total adeudado es superior a 100 UF e inferior a 1000 UF, y

c) 10 UF, si el monto total adeudado es superior a 1000 UF.

Sin perjuicio de lo anterior y cualquiera sea la naturaleza jurídica del deudor, la empresa afectada podrá demandar la resolución del contrato o el cumplimiento forzado del mismo más la indemnización de los perjuicios que deriven de dicho incumplimiento.".”.


Las indicaciones N°s 7 y 8, ambas del Honorable Senador señor Navarro, se refieren a este numeral. 
Artículo 2° ter nuevo
Inciso primero
Encabezamiento


La indicación N° 7 es para reemplazar, en el encabezamiento del inciso primero del artículo 2° ter propuesto, la expresión “el comprador”, las tres veces que aparece, por “el comprador o el beneficiario”.


En discusión, el asesor del Ministerio de Economía, señor Fuentes, manifestó que en su parecer incorporar la mención al “beneficiario” es inadecuado. Recordó que este proyecto de ley modifica la ley N° 19.983, por lo que la introducción de un concepto indeterminado como el de “beneficiario” puede afectar la tributación.


-- En votación la indicación N° 7, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 4X0).

Letra c)


La indicación N° 8 es para sustituir, en la letra c) del artículo 2° ter propuesto, la locución “es superior” por “es igual o superior”.

La Comisión tuvo presente que esta indicación salva un vacío del artículo aprobado en general, pues la tabla allí contemplada no considera una comisión fija para el caso de que el total adeudado fuera 1000 UF.


-- En votación la indicación N° 8, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 4X0).
o o o o

Las indicaciones N°s 9 a 11, todas de Su Excelencia la Presidenta de la República, son para incorporar artículos nuevos.

La indicación N° 9, es para incorporar el siguiente artículo 2° quáter, nuevo:


“Artículo 2° quáter.- Respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por los organismos públicos afectos a las normas de la ley N° 19.886, los pagos a sus proveedores deberán efectuarse dentro de los 30 días corridos siguientes a la recepción de la factura o del respectivo instrumento tributario de cobro, salvo en el caso de las excepciones legales que establezcan un plazo distinto. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades podrán establecer un plazo de hasta 60 días corridos en las bases de licitación respectivas, tratándose de licitaciones públicas o privadas, o en los contratos, tratándose de tratos directos, circunstancia que deberá sustentarse en motivos fundados. En este caso, deberán informar a través del Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, establecido en el Capítulo IV de la ley N° 19.886. Con todo, para proceder a los mencionados pagos, se requerirá que previamente la respectiva Entidad certifique la recepción conforme de los bienes o servicios adquiridos por aquélla.”. 


En debate, el señor Fuentes expresó que esta indicación responde al compromiso adoptado por el Ministerio de Hacienda de revisar la forma de incorporar a los organismos públicos en este proyecto de ley.


Puntualizó que se establece expresamente que los plazos son de días corridos, atendido que la regla general en materia de procedimientos administrativos es la opuesta.


-- En votación la indicación N° 9, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 4X0).

La indicación N° 10, propone incorporar el artículo 2° quinquies, nuevo:


“Artículo 2° quinquies.- Si no se efectuase el pago dentro de los plazos dispuestos en las respectivas bases de licitación o en el contrato, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo precedente, se generarán las responsabilidades administrativas de los funcionarios que, de acuerdo a la legislación vigente, pudieran corresponder, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 2° bis y 2° ter. 


En todo caso, los funcionarios responsables de la falta de pago oportuno a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sancionados con una multa adicional de hasta un 10% de su remuneración mensual, la que podrá ser duplicada en caso de reincidencia.


Las sanciones administrativas previstas en este artículo serán aplicadas por la autoridad competente, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que correspondan. 


Para los efectos del cumplimiento del presente artículo, los organismos públicos mencionados en el artículo 2° quáter deberán publicar en el citado Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, todos los actos relativos a la ejecución de sus contratos. A través de aquel sistema deberán efectuar el envío de sus órdenes de compra, la recepción y aceptación de sus facturas, la información sobre la recepción conforme de los bienes y servicios adquiridos, así como la información y gestión de sus pagos.”.


En discusión, el asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, puntualizó que el artículo propuesto se divide en dos partes:


- La primera, consagra la responsabilidad administrativa de los funcionarios que no cumplan con las normas ya aprobadas en relación al pronto pago de las facturas. Esto por medio de la instrucción de una investigación sumaria, regulada en el Estatuto Administrativo. Más aun, establece que los funcionarios pueden ser sancionados con una multa. 


- La segunda parte amplía el ámbito de aplicación del sistema de información de compras públicas, a las actuaciones o actos administrativos que ahí se mencionan. Permite al sistema de información ampliar el marco de las informaciones a las que accede, y también, en su momento, realizar las coordinaciones que se requieran con el Servicio de Impuestos Internos respecto a la recepción y aceptación de las facturas, conforma ya lo está haciendo el SII.


El Honorable Senador señor Quinteros realzó la importancia de que el funcionario público que sea negligente en esta materia sea sancionado. Se incentiva de esta manera el pronto pago. 


-- En votación la indicación N° 10, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 4X0).

La indicación N° 11, es para incorporar el siguiente artículo 2° sexies, nuevo:


“Artículo 2° sexies.- Respecto de los contratos de suministro o de prestación de servicios que se celebren, en virtud de las normas de la ley N° 19.886, por los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de los Servicios de Salud  y las Municipalidades, no se aplicará lo dispuesto en los artículos 2° bis y  2° ter, ni en el inciso segundo del artículo 2° quinquies de esta ley.”.

En discusión, la Honorable Senadora señora Pérez expresó que el texto de esta indicación le resulta sorprendente, pues precisamente los mayores reclamos en materia de retrasos en los pagos son respecto del sector salud y los municipios. 


El Honorable Senador señor Moreira coincidió con lo señalado. Agregó que es innegable que los servicios de salud y las municipalidades se encuentran en una situación especial, y es necesario consagrar ciertas flexibilidades para ellos, pero excluirlos de la aplicación de esta normativa hace que el proyecto pierda gran parte de su sentido.


En su parecer, lo más adecuado es otorgarles un plazo razonable para que se adecúen a este sistema. En esa línea,  hizo presente que presentó una indicación para que en las normas transitorias se consagren 5 años para que  los servicios de salud y las municipalidades se adapten y puedan realizar los ajustes necesarios. Se mostró abierto a modificar este plazo por uno inferior si se considera excesivo.

Recordó que el objetivo de este proyecto no es sólo que el mundo privado cumpla con los pagos, sino que con mayor razón el sector público. Afirmó que el Estado ha sido un mal pagador.


En este punto, el asesor del Ministerio de Economía, señor Fuentes puso de relieve que el Estado no es un mal pagador. Recordó cifras contenidas en el primer informe, aportadas por Chilecompras y el Ministerio de Hacienda, conforme a las cuales el Estado paga el 80% de las facturas a menos de 20 días. En efecto, desde el año 2003 en adelante se han adoptado una serie de medidas para lograrlo.


La situación del sector salud y el sector municipal es particular dentro de este escenario. Efectivamente estos sectores tienen una deuda muy alta, y hacerles aplicables la ley sólo implicaría incrementar esa deuda aún más, y hacerla sencillamente impagable. En razón de lo anterior, el Ejecutivo propone esta norma de exclusión, y en las normas transitorias contempla la elaboración de un estudio que permita la aplicación de las normas ya aprobadas a estos sectores. El Ejecutivo compromete un estudio mandatado por ley, y dentro de un plazo determinado.


Precisó que el resto de la institucionalidad pública está comprendida en el marco de aplicación de esta ley.


El Honorable Senador señor Quinteros dio a conocer su parecer en esta materia. Está de acuerdo con lo que se ha planteado, respecto que este proyecto busca la regularización de los pagos no sólo en el sector privado, sino también en el sector público.


No obstante, es necesario considerar el verdadero drama que afecta a los servicios de salud y a CENABAST, especialmente por la adquisición de medicamentos. Se les debe otorgar flexibilidades para la aplicación de esta ley, dentro de ciertos márgenes. De otra manera, la aplicación inmediata de esta normativa sería desastrosa para esos sectores.


En relación al estudio que se propone, en su opinión no puede demorar más de 6 meses o 1 año. Y debe abordar no sólo los casos en que no hay recursos, sino también de mala gestión, pues en las Municipalidades muchas veces existen los recursos pero se gastan en otras cosas.


El Honorable Senador señor Tuma se pronunció en relación a este tema. El espíritu del proyecto, como se ha señalado, es evitar abusos, tanto del sector privado como del sector público, en materia de pago a los proveedores, y especialmente del sector salud y de los Municipios.


Coincidió que la aplicación inmediata de la ley les generaría un gran problema, por lo que está dispuesto a darles un tratamiento distinto, en las normas transitorias, pero no a excluirlos. En esta ley debe quedar establecido el plazo de entrada en vigencia de la ley especialmente para el sector salud y también para los municipios, declaró.


Expresó que no votará favorablemente esta disposición que excepciona de la normativa aprobada a gran parte del sector público. Puso de relieve que aunque el 80% de las facturas del sector público se cumplan oportunamente, para una pyme, el no cumplimiento oportuno de aunque sea una obligación, puede constituir el 100% de su capital. 


La Honorable Senadora señora Pérez, en la misma línea, recordó que Chilecompras señaló ante la Comisión que el sector salud es el con mayor atraso en materia de pagos, y que el Ejecutivo comprometió una indicación que estableciera plazos tratándose de ese sector.


El señor Fuentes formuló algunos comentarios y precisiones.


Manifestó que efectivamente hay un gran problema en el sector salud y en el sector municipal. Esta indicación trata de evitar que se agrave el problema financiero, puesto que sea por ausencia de recursos o por mala gestión, lo cierto es que no pueden pagar ni siquiera lo que adeudan actualmente.


Consideró que, aprobándose esta norma, puede luego establecerse un plazo más corto para la realización del estudio, y también una transitoriedad para esos sectores.


Reiteró que más del 80% del sector público cumple sus obligaciones de pago de facturas oportunamente, incluso antes de 30 días, como resultado de una serie de medidas administrativas adoptadas.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó qué pasa en el caso de otros servicios que tienen otros sistemas de pago, por ejemplo a suma alzada o por avance de obra.


El señor Fuentes puntualizó que estos casos quedan cubiertos con la expresión “salvo las excepciones legales” de la norma propuesta. En efecto, sistemas como los contratos de obra y de concesión tienen sus propias normas especiales, como por ejemplo la Ley de Concesiones o la Ley General de Urbanismo y Construcción.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, puso en votación la indicación N° 11.


-- En votación la indicación N° 11, fue rechazada por la mayoría de los integrantes de la Comisión, con el voto en contra de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma, el voto a favor del Honorable Senador señor Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Quinteros. (Mayoría, 3 a favor, 1 en contra y 1 abstención).

o o o o
ARTÍCULO TRANSITORIO

El artículo transitorio, del proyecto aprobado en general por el Senado, prescribe:


“Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.


Con todo, esta ley entrará en vigencia a partir del trigésimo sexto mes contado desde su publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de compraventa y prestación de servicios que se celebren por el Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.".


La indicación N° 12, de Su Excelencia la Presidenta de la República para reemplazarlo por el siguiente, pasando a ser artículo primero transitorio:


"Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.


Dentro de los treinta y seis meses contados desde su publicación en el Diario Oficial, la Dirección de Compras y Contratación Pública deberá realizar un estudio respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren en virtud de las normas de la ley N° 19.886, por los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de los Servicios de Salud, y las Municipalidades, con el fin de revisar la procedencia de modificaciones legales que permitan la aplicación de las normas contenidas en los artículos 2° bis y 2° ter, así como del inciso segundo del artículo 2° quinquies de esta ley. Dicho estudio será público y el informe final del mismo será enviado a ambas Cámaras del Congreso Nacional.".


El señor Fuentes puso de relieve que este artículo transitorio propuesto consagra por ley el compromiso de realizar el estudio respecto del sector salud y municipal, de modo de tener información concreta que permita adoptar la mejor fórmula para incorporar en esta ley a los servicios mencionados.


El Honorable Senador señor Moreira destacó que presentó una indicación contemplando un plazo de 5 años para la entrada en vigencia de la ley respecto de esos sectores, pero que está abierto a rebajarlo si la Comisión lo estima adecuado.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que, atendido el rechazo del artículo 2° sexies, habría que establecer en este artículo transitorio un plazo menor para la elaboración del mencionado estudio, y una gradualidad para la entrada en vigencia de esta ley en el caso de los referidos servicios. El  Ejecutivo debe estudiar una fórmula que contemple una transitoriedad y presentarla a la Comisión. En su parecer, 5 años es un plazo exagerado. Por otra parte, si se establece un plazo, los sectores afectados deberán adoptar las medidas correspondientes, por lo que habría que evaluar la real necesidad de un estudio.


La Honorable Senadora señora Pérez consideró que la elaboración del informe es una obligación que muchas veces queda en nada. En su parecer, hay que establecer un plazo concreto para la aplicación de la ley a los sectores salud y municipal.


El Honorable Senador señor Tuma coincidió con lo señalado. Agregó que, en su oportunidad, el entonces Subsecretario de Hacienda, señor Micco, consideró que 36 meses para la entrada en vigencia es un plazo razonable. Es un plazo adecuado, durante el cual pueden realizarse todos los cambios de gestión, ajustes, adoptar directrices, y cualquier otra medida que se considere necesaria. 


Luego hizo presente que el artículo transitorio aprobado en general por el Senado establece precisamente un plazo de 36 meses para la entrada en vigencia de la ley, en el caso del Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.


El señor Adrián Fuentes advirtió que en esa disposición aprobada en general cabe sustituir la palabra “compraventa” por “suministro”, que es la terminología adecuada, lo que fue acogido por la unanimidad de la Comisión en virtud de las facultades consagradas en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación.


De acuerdo a lo expuesto, la Comisión resolvió rechazar las indicaciones presentadas a la norma transitoria, y aprobar la modificación propuesta por el señor Fuentes al artículo aprobado en general por el Senado.

-- En votación la indicación N° 12, fue rechazada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 5X0).

Inciso segundo


La indicación N° 13, del Honorable Senador señor Moreira, es para sustituir el inciso segundo, del artículo transitorio, por el siguiente:


“Con todo, esta ley entrará en vigencia a partir del sexagésimo mes contado desde su publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de compraventa y prestación de servicios que se celebren por el Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.".

-Esta indicación fue retirada por su autor.

-- La Comisión acordó, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma, y de acuerdo a la facultad contemplada en el artículo 121 del Reglamento del Senado, sustituir en el artículo transitorio la palabra “compraventa” por “suministro” (Unanimidad, 5X0).

o o o o


La indicación N° 14, de Su Excelencia la Presidenta de la República para agregar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande el estudio indicado en el artículo primero transitorio se financiará con cargo al presupuesto de la Dirección de Compras y Contratación Pública.”.


-- En votación la indicación N° 14, fue rechazada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Unanimidad, 5X0).
o o o o

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía propone aprobar el proyecto con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°
Número 1
Letra a)


-- Agregar, a continuación de la expresión “60 días”, la palabra “corridos”. (Indicación N° 2) (Mayoría, 4X0 y 1 abstención).
o o o o

Letra b)


-- Sustituir su encabezado por el siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:”. (Indicación N° 3, con modificaciones) (Unanimidad, 5X0).

-- Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando al actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Las notas de crédito y debido emitidas respecto de facturas irrevocablemente aceptadas, serán inoponibles a sus futuros cesionarios.”. (Indicación N° 3, con modificaciones) (Unanimidad, 5X0).
o o o o

Número 2

Artículo 2° bis, nuevo


-- Reemplazar el artículo 2° bis, nuevo, por el siguiente:


"Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de más de noventa días, por montos superiores al equivalente a 200 unidades de fomento e inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero. En el caso de los órganos del Estado, este interés será pagado con cargo a sus respectivos presupuestos.”. (Indicación N° 6, con modificaciones) (Unanimidad, 4X0).
Número 3

Artículo 2° ter, nuevo

Inciso primero

Letra c)


-- Sustituir la locución “es superior” por “es igual o superior” (Indicación N° 8) (Unanimidad, 4X0).

o o o o

N° 4, nuevo


-- Incorporar el siguiente artículo 2° quáter, nuevo:


“Artículo 2° quáter.- Respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por los organismos públicos afectos a las normas de la ley N° 19.886, los pagos a sus proveedores deberán efectuarse dentro de los 30 días corridos siguientes a la recepción de la factura o del respectivo instrumento tributario de cobro, salvo en el caso de las excepciones legales que establezcan un plazo distinto. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades podrán establecer un plazo de hasta 60 días corridos en las bases de licitación respectivas, tratándose de licitaciones públicas o privadas, o en los contratos, tratándose de tratos directos, circunstancia que deberá sustentarse en motivos fundados. En este caso, deberán informar a través del Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, establecido en el Capítulo IV de la ley N° 19.886. Con todo, para proceder a los mencionados pagos, se requerirá que previamente la respectiva Entidad certifique la recepción conforme de los bienes o servicios adquiridos por aquélla.”. (Indicación N° 9) (Unanimidad, 4X0).

N° 5, nuevo

-- Incorporar el artículo 2° quinquies, nuevo:


“Artículo 2° quinquies.- Si no se efectuase el pago dentro de los plazos dispuestos en las respectivas bases de licitación o en el contrato, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo precedente, se generarán las responsabilidades administrativas de los funcionarios que, de acuerdo a la legislación vigente, pudieran corresponder, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 2° bis y 2° ter. 


En todo caso, los funcionarios responsables de la falta de pago oportuno a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sancionados con una multa adicional de hasta un 10% de su remuneración mensual, la que podrá ser duplicada en caso de reincidencia.


Las sanciones administrativas previstas en este artículo serán aplicadas por la autoridad competente, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que correspondan. 


Para los efectos del cumplimiento del presente artículo, los organismos públicos mencionados en el artículo 2° quáter deberán publicar en el citado Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, todos los actos relativos a la ejecución de sus contratos. A través de aquel sistema deberán efectuar el envío de sus órdenes de compra, la recepción y aceptación de sus facturas, la información sobre la recepción conforme de los bienes y servicios adquiridos, así como la información y gestión de sus pagos.”. (Indicación N° 10) (Unanimidad.4X0).
ARTÍCULO TRANSITORIO


-- Sustituir la palabra “compraventa” por “suministro” (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad. 5X0).


TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Modifíquese la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga merito ejecutivo a copia de la factura, en el siguiente sentido:

1.- En el artículo 2°:

a) Agrégase al inciso final del artículo 2°, después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"En todo caso, el plazo pactado no podrá ser superior a 60 días corridos.".

b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

"Las notas de crédito y debido emitidas respecto de facturas irrevocablemente aceptadas, serán inoponibles a sus futuros cesionarios.

 Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, el plazo de pago asociado a la venta de alimentos frescos y perecederos no excederá de 30 días contados a partir de la fecha de la entrega de los mismos. Para estos efectos, se entenderán como tales, aquéllos que por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo durante un plazo inferior a treinta días o que precisan de condiciones de temperatura regulada de comercialización y transporte.”.
2.- Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:



"Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de más de noventa días, por montos superiores al equivalente a 200 unidades de fomento e inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero. En el caso de los órganos del Estado, este interés será pagado con cargo a sus respectivos presupuestos.”.

3.- Incorpórase el siguiente artículo 2° ter, nuevo:

"Artículo 2° ter.- Siempre que el comprador esté en mora, exista o no acuerdo entre las partes respecto de la aplicación y cálculo de los intereses moratorios establecidos en la presente ley, el comprador deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos, cuyo monto se determinará en función del monto total adeudado por el comprador, de acuerdo a la siguiente tabla:

a) 1 UF, si el monto total adeudado es inferior a 100 UF;

b) 5 UF, si el monto total adeudado es superior a 100 UF e inferior a 1000 UF, y

c) 10 UF, si el monto total adeudado es igual o superior a 1000 UF.

Sin perjuicio de lo anterior y cualquiera sea la naturaleza jurídica del deudor, la empresa afectada podrá demandar la resolución del contrato o el cumplimiento forzado del mismo más la indemnización de los perjuicios que deriven de dicho incumplimiento.".
4.-  Incorpórase el siguiente artículo 2° quáter, nuevo: 

“Artículo 2° quáter.- Respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por los organismos públicos afectos a las normas de la ley N° 19.886, los pagos a sus proveedores deberán efectuarse dentro de los 30 días corridos siguientes a la recepción de la factura o del respectivo instrumento tributario de cobro, salvo en el caso de las excepciones legales que establezcan un plazo distinto. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades podrán establecer un plazo de hasta 60 días corridos en las bases de licitación respectivas, tratándose de licitaciones públicas o privadas, o en los contratos, tratándose de tratos directos, circunstancia que deberá sustentarse en motivos fundados. En este caso, deberán informar a través del Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, establecido en el Capítulo IV de la ley N° 19.886. Con todo, para proceder a los mencionados pagos, se requerirá que previamente la respectiva Entidad certifique la recepción conforme de los bienes o servicios adquiridos por aquélla.”.

5.-  Incorpórase el siguiente artículo 2° quinquies, nuevo:

“Artículo 2° quinquies.- Si no se efectuase el pago dentro de los plazos dispuestos en las respectivas bases de licitación o en el contrato, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo precedente, se generarán las responsabilidades administrativas de los funcionarios que, de acuerdo a la legislación vigente, pudieran corresponder, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 2° bis y 2° ter. 

En todo caso, los funcionarios responsables de la falta de pago oportuno a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sancionados con una multa adicional de hasta un 10% de su remuneración mensual, la que podrá ser duplicada en caso de reincidencia.

Las sanciones administrativas previstas en este artículo serán aplicadas por la autoridad competente, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que correspondan. 

Para los efectos del cumplimiento del presente artículo, los organismos públicos mencionados en el artículo 2° quáter deberán publicar en el citado Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, todos los actos relativos a la ejecución de sus contratos. A través de aquel sistema deberán efectuar el envío de sus órdenes de compra, la recepción y aceptación de sus facturas, la información sobre la recepción conforme de los bienes y servicios adquiridos, así como la información y gestión de sus pagos.”.
 Artículo 2°.- Reemplázase el inciso primero del literal i) del artículo 4º de la ley N° 20.169, sobre competencia desleal, por el siguiente:

“i) El establecimiento de cláusulas contractuales o conductas abusivas en desmedro de los proveedores, el incumplimiento sistemático de deberes contractuales contraídos con éstos o la infracción a los plazos dispuestos en la Ley 19.983 para el cumplimiento de la obligación de pago del saldo insoluto contenido en la factura.”.”.

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.

Con todo, esta ley entrará en vigencia a partir del trigésimo sexto mes contado desde su publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por el Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.".”. 

Acordado en sesión celebrada el día 4 de octubre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Iván Moreira Barros, Jorge Pizarro Soto y Rabindranath Quinteros Lara. 


Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2017.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.416, QUE FIJA NORMAS ESPECIALES PARA EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO, EN MATERIA DE PLAZO Y PROCEDIMIENTO DE PAGO A LAS MICRO Y PEQUEÑAS EMPRESAS

(10.785-03)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Tuma, Allamand, De Urresti, Moreira y Zaldívar.

A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señora Macarena Lobos, y las asesoras de comunicaciones, señora Jimena Krautz y Pamela Fierro.

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los asesores, señora Bernardita Piedrabuena, y señor Adrián Fuentes.
Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, los asesores legislativos, señora María Jesús Mella y señor Alejandro Fuentes.

Los asesores del Honorable Senador Coloma, señores Gustavo Rosende y Álvaro Pillado.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

De la Oficina del Honorable Senador Lagos, la asesora, señora Leslie Sánchez, y el Periodista, señor Claudio Luna.
El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

La asesora de prensa del Honorable Senador Pizarro, señora Andrea del Pilar Gómez.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora, señora Constanza González.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.

Del Comité Partido Socialista, el Periodista, señor Francisco Aedo. 

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la señora María Soledad Larenas.

La asesora de la Presidencia de la Cámara de Diputados, señora Paulin Silva.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Sergio Morales.

- - -

Cabe hacer presente que, con fecha 7 de marzo de 2017, el Senado dispuso que el proyecto sea considerado en particular, además, por la Comisión de Hacienda.

Asimismo, con fecha 6 de diciembre del mismo año, la Sala del Senado acordó fijar un nuevo plazo para indicaciones, ampliándolo hasta el 11 de diciembre, para ser presentadas en la Secretaría de vuestra Comisión de Hacienda. En la ocasión, se recibieron tres indicaciones de S.E. la Presidenta de la República.

Finalmente, con fecha 16 de enero de 2018, se amplió el plazo para presentar indicaciones hasta las 18:00 horas del mismo día en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, ocasión en la que S.E. la Presidenta de la República retiró las indicaciones anteriormente formuladas y presentó una nueva indicación para sustituir el artículo transitorio.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los números 2, 3, 4 y 5 del artículo 1° permanente y del artículo transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Economía, como reglamentariamente corresponde.

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión de Economía en su segundo informe, tal como se indica en el capítulo de modificaciones.
Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Economía, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN 


Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, el asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Adrián Fuentes, expresó que el proyecto de ley, iniciado por Moción de varios señores senadores, ha experimentado numerosos cambios durante su tramitación en la Comisión de Economía y la gran innovación que contempla es incorporar medidas que regulen el pago oportuno del Sector Público a sus proveedores. Respecto de lo último, observó que la Dirección de Compras y Contratación Pública indicó que el 80% de las reparticiones cumple con sus obligaciones de pago antes de 30 días, y el problema de la postergación del pago radica, principalmente, en el sector salud y las municipalidades.

Añadió que, por la situación anteriormente expuesta, el Ejecutivo propuso excluir de la aplicación de la ley -en sus primeros años de vigencia- a los referidos sectores de salud y municipal, estudiando en los 3 años siguientes a su publicación cómo incorporarlos. Acotó que en la Comisión de Economía fueron rechazadas indicaciones que proponían cambios en el sentido recién mencionado.

El Honorable Senador señor Montes solicitó que se hagan llegar a los integrantes de la Comisión los antecedentes sobre pagos a proveedores y plazos de cumplimiento de los distintos servicios y organismos del Estado. 

El Honorable Senador señor García pidió que, en una próxima sesión, se efectúe una exposición completa y detallada, dado que, en el pasado, han aprobado normas que buscan lograr el pago oportuno en plazos determinados y al parecer no han logrado la efectividad esperada e, incluso, han tenido efectos perjudiciales para algunos pequeños proveedores.

Llamó la atención, a modo de ejemplo para ilustrar lo anteriormente expuesto, que la letra a) del número 1 del artículo 1°, agrega que el plazo de 30 días para pagar la factura en caso de que no exista una mención expresa que dé cuenta de un pacto entre los contratantes, se puede extender sólo hasta 60 días corridos en caso de existir un acuerdo en ese sentido.

Reiteró que, antes de votar la presente iniciativa legal, deben conocer lo que ha ocurrido con las anteriores normativas aprobadas que buscan lograr que los proveedores reciban un pago oportuno. 

El Honorable Senador señor Coloma destacó que aprobar una ley que rige en forma general, pero con dos excepciones relativas a los sectores donde se producen los incumplimientos, esto es salud y municipal, conceptualmente parece muy inconveniente y amerita una reflexión profunda.

En la siguiente sesión, la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos, señaló que existen dos áreas sensibles para el Ejecutivo en relación al proyecto de ley, que son salud y municipal, debido a que presentan mayor retraso en el pago a sus proveedores. Agregó que indicaciones presentadas en la Comisión de Economía, que buscaban distinguir la situación antes expresada, fueron rechazadas por los integrantes de esa instancia.

Señaló que, a pesar de no contar con detalles de lo ocurrido en las últimas semanas, sabe que lo relevante es lograr que no se aplique inmediatamente la ley a los sectores mencionados, pero que sí se incorporen transcurrido un plazo prudente, lo que permitiría salvaguardar los dos objetivos.

El Honorable Senador señor Montes planteó que la experiencia indica que los servicios o áreas que son excluidos temporal y excepcionalmente, se mantienen en esa situación en forma permanente con nuevas postergaciones que se van presentando ante el Congreso Nacional. Estimó que sería mucho mejor estudiar qué ocurre con la deuda o pasivo acumulado y ver la forma de darle un tratamiento especial, pero incorporando a todos los sectores en el mismo plazo.

El Honorable Senador señor Coloma compartió la opinión anterior, por lo que propuso que se busque una solución distinta, sea la de dar un tratamiento diferente a lo que se encuentra devengado, sea que se retrase la aplicación de la norma general en un plazo mayor a 90 días –podrían ser 6 meses-, pero que sea común para todos. Reiteró que no apoya la norma transitoria que difiere la aplicación de la norma permanente.

El Honorable Senador señor Tuma explicó que la iniciativa legal se encuentra inspirada en que todos los diagnósticos que se hacen acerca de lo que necesita el emprendimiento y las pequeñas empresas para resolver los mayores problemas que tienen, es el financiamiento. Observó que en otros momentos se ha estudiado la posibilidad de créditos o condonación de intereses, pero lo que realmente tiene un gran impacto en la materia es que la empresa pueda recuperar su propio capital. Agregó que no puede suceder que una empresa pequeña facture el 30 ó 40% de su capital en uno o dos meses y que lo recupere en siete meses, eso atenta contra todas las reglas de la sana competencia.

Manifestó que existió una larga negociación con el anterior Subsecretario de Hacienda, en que se partió con la aplicación de un interés por la máxima tasa convencional, bajando a una tasa bastante más pequeña –a la que ni siquiera acceden las Pymes con la Banca-, también se cambió que fuera sólo respecto de las pequeñas empresas -dado que sus representantes expusieron que ello los perjudicaría porque no les comprarían más productos y servicios- por lo que se modificó para que opere respecto de todos los proveedores.

Añadió que los principales problemas relativos al pronto pago se verifican con el sector privado, pero resulta indispensable dar una señal respecto del sector público. Expresó que la nueva imposición puede resultar gravosa para el Estado respecto de los sectores salud y municipal, pero la realidad es que resulta mucho más gravosa respecto de los proveedores, por lo que no se puede justificar un tratamiento especial y es urgentísimo que se convierta en una ley vigente.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que la crítica a la política tiene que ver con no encontrar soluciones a problemas de evidente injusticia como el que se presenta. 

La señora Subsecretaria señaló que el Ejecutivo comparte los fundamentos de la iniciativa y ha trabajado en mejorar el proyecto de ley, incluyendo que se aplique a todo el Sector Público, pero no pueden omitir que existe un rezago importante en las dos áreas mencionadas, no obstante que pueden buscar fórmulas intermedias para hacer aplicable la nueva normativa de otra forma o en plazos distintos.

El Honorable Senador señor Montes insistió en que se debe aplicar una regla general desde el comienzo, no obstante buscar fórmulas distintas para tratar las deudas de cada sector.

El Honorable Senador señor Tuma sugirió que se ratifique el criterio aprobado por unanimidad en la Comisión de Economía para que a los sectores de salud y de los municipios se les aplique 3 años después la normativa, lo que deja fuera sus contrataciones hasta el día de hoy y hasta 3 años después que el proyecto se convierta en ley. Estimó que es más imperativa la urgencia para que la iniciativa sea aprobada y comience a producir efectos, que la necesidad de que se aplique a todos los sectores por igual.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó que se indique en base a qué norma actual el Ministerio de Salud o las municipalidades pueden postergar el pago de sus obligaciones por varios meses sin devengar algún tipo de interés.

El Honorable Senador señor Montes expresó que, lo más probable es que, si no se rompe la cadena de postergación de pagos por las referidas entidades desde el inicio, no se podrá romper nunca, porque en 3 años tampoco contarán con los recursos para pagar, debido al pasivo que presentan.

La señora Subsecretaria se comprometió a analizar todas las propuestas que se han efectuado, aunque, preliminarmente, consideró compleja cualquier posible solución que pase por el pasivo de arrastre de municipios y del área salud.

El Honorable Senador señor García recordó haber solicitado información completa y detallada acerca del funcionamiento de las normas que buscan lograr el pago oportuno en plazos determinados que se han aprobado en el pasado.

En la siguiente sesión, la señora Subsecretaria de Hacienda explicó la indicación presentada, señalando, en primer término, que se retiraron las tres indicaciones anteriormente formuladas.

Señaló que la nueva indicación propone que la norma permanente se aplique a CENABAST, los servicios de salud y las municipalidades en un plazo de 24 meses, dentro del cual deberán reportar a la Dirección de Compras y Contratación Pública sobre el nivel de cumplimiento respecto de las obligaciones que establece el proyecto de ley, la que publicará dicho reporte en el sitio web institucional.

El Honorable Senador señor Tuma reconoció la disposición favorable que ha mostrado el Ejecutivo para lograr el avance de la iniciativa legal, lo que continúa con la presentación de la nueva indicación.

Manifestó estar disponible para aprobar la indicación y consultó al Ejecutivo si pueden hacer presente algún tipo de urgencia al proyecto de ley para lograr su pronto despacho del Senado. 

El Honorable Senador señor Montes expresó que la indicación constituye una solución respecto de los reparos planteados en la sesión anterior, pero no es completa, puesto que no solucionará el problema de fondo, y seguirán produciéndose entuertos como los de los municipios que no pagan a los laboratorios por los fármacos comprados y se suspende la entrega de determinados medicamentos a los pacientes.

Insistió en que deben arreglar el problema de los pasivos municipales, a pesar de que la Contraloría General de la República ha tratado de transparentar lo que ocurre, sin éxito por falta de cumplimiento de parte de los municipios. Anticipó que, lo más probable, es que sigan acumulándose pasivos y postergándose los pagos en las áreas referidas.

La señora Subsecretaria indicó que no existe una alteración en cuanto al plazo en el que deben pagar las tres entidades mencionadas en la indicación, lo único que se está postergando es la aplicación de la nueva norma que generará intereses por mora respecto del no pago y, además, se agrega una responsabilidad administrativa adicional de los funcionarios, que es la posibilidad de aplicar una multa de hasta un 10% de la remuneración mensual.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuál es la regla actualmente aplicable en cuanto al no pago oportuno, en relación a si existe un interés moratorio o algún tipo de daño que reclamar.

La asesora del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señora Bernardita Piedrabuena, respondió que la ley actualmente vigente no contempla el pago de interés moratorio y es esa la innovación que introduce la Moción.

Agregó que, al no existir una operación de crédito involucrada, no se aplica el interés por mora. Acotó que el afectado por el no pago solamente puede recurrir ante tribunales para exigir una indemnización por los perjuicios causados. 

El Honorable Senador señor Coloma reparó en que, más allá de la indicación presentada, sigue siendo muy difícil justificar la excepción que se efectúa respecto de los servicios o entidades que presentan mayor incumplimiento.

El Honorable Senador señor Montes añadió que podría justificarse la excepción si se contemplara una solución para los pasivos acumulados y por acumularse, pero ello no ocurre.

La señora Subsecretaria expresó que la idea de la postergación de la entrada en vigencia es, precisamente, normalizar dentro de ese período la deuda acumulada, para, posteriormente, dar cumplimiento cabal a lo que busca el proyecto de ley que discuten.

El Honorable Senador señor Tuma destacó que el proyecto de ley también incorpora una plazo máximo dentro del cual se pueden pagar las obligaciones en el marco de la ley sobre factura electrónica, fijándolo en 60 días.

Sostuvo que una vez que se encuentre en régimen la iniciativa legal, los distintos servicios tendrán que dar cumplimiento a la normativa no sólo por la sanción que significará el interés que se acumulará, también porque se publicará su comportamiento de pago y el funcionario encargado verá disminuida su remuneración, si es el caso.

El Honorable Senador señor Montes estimó que se produce una situación parecida a la que se da con la declaración y no pago de las cotizaciones previsionales de los trabajadores. Señaló que al discutirlo en el año 1991 en la Cámara de Diputados se daba como argumento que las empresas utilizaban como capital de trabajo el monto que no enteraban inmediatamente.

A partir de ello, planteó, al señor Ministro, que se ha propuesto establecer algún mecanismo de enlace con crédito para solucionar el pasivo acumulado.

El Honorable Senador señor Pizarro comentó que en la Comisión de Economía la gran duda que siempre tuvieron los integrantes se refería a los efectos prácticos y la realidad que se produciría para los pequeños proveedores respecto de los compradores, más allá de las buenas intenciones de la iniciativa.

Por otro lado, explicó que sí existió unanimidad entre los integrantes de la mencionada Comisión en cuanto a dar una señal de que las medidas debían aplicarse y ser respetadas por el Sector Público.

Planteó que, desde ese punto de vista, resulta difícil justificar la excepción que se hace respecto de las entidades que se constituyen en los peores pagadores del referido sector. Pero, de todos modos, es mejor aprobar la iniciativa legal en los términos que se propone, indicó.
---

Artículo 1°

Modifica la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga merito ejecutivo a copia de la factura, mediante cinco numerales.

Número 2

Incorpora el siguiente artículo 2° bis, nuevo, referido al pago de un interés por mora o simple retardo que también se aplica a los órganos del Estado:

“Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de más de noventa días, por montos superiores al equivalente a 200 unidades de fomento e inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero. En el caso de los órganos del Estado, este interés será pagado con cargo a sus respectivos presupuestos.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Pizarro y Tuma.
Número 3

Incorpora el siguiente artículo 2° ter, nuevo, referido al comprador que deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos en caso de constituirse en mora:

“Artículo 2° ter.- Siempre que el comprador esté en mora, exista o no acuerdo entre las partes respecto de la aplicación y cálculo de los intereses moratorios establecidos en la presente ley, el comprador deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos, cuyo monto se determinará en función del monto total adeudado por el comprador, de acuerdo a la siguiente tabla:

a) 1 UF, si el monto total adeudado es inferior a 100 UF;

b) 5 UF, si el monto total adeudado es superior a 100 UF e inferior a 1000 UF, y

c) 10 UF, si el monto total adeudado es igual o superior a 1000 UF.

Sin perjuicio de lo anterior y cualquiera sea la naturaleza jurídica del deudor, la empresa afectada podrá demandar la resolución del contrato o el cumplimiento forzado del mismo más la indemnización de los perjuicios que deriven de dicho incumplimiento.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Pizarro y Tuma.
Número 4

Agrega el siguiente artículo 2° quáter, nuevo, relativo a los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por los organismos públicos afectos a las normas de la ley N° 19.886:

“Artículo 2° quáter.- Respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por los organismos públicos afectos a las normas de la ley N° 19.886, los pagos a sus proveedores deberán efectuarse dentro de los 30 días corridos siguientes a la recepción de la factura o del respectivo instrumento tributario de cobro, salvo en el caso de las excepciones legales que establezcan un plazo distinto. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades podrán establecer un plazo de hasta 60 días corridos en las bases de licitación respectivas, tratándose de licitaciones públicas o privadas, o en los contratos, tratándose de tratos directos, circunstancia que deberá sustentarse en motivos fundados. En este caso, deberán informar a través del Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, establecido en el Capítulo IV de la ley N° 19.886. Con todo, para proceder a los mencionados pagos, se requerirá que previamente la respectiva Entidad certifique la recepción conforme de los bienes o servicios adquiridos por aquélla.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Pizarro y Tuma.

Número 5

Incorpora el siguiente artículo 2° quinquies, nuevo, que incluye la posibilidad de sancionar al funcionario responsable de la falta de pago oportuno con una multa adicional de hasta un 10% de su remuneración mensual, la que podrá ser duplicada en caso de reincidencia:

“Artículo 2° quinquies.- Si no se efectuase el pago dentro de los plazos dispuestos en las respectivas bases de licitación o en el contrato, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo precedente, se generarán las responsabilidades administrativas de los funcionarios que, de acuerdo a la legislación vigente, pudieran corresponder, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 2° bis y 2° ter. 

En todo caso, los funcionarios responsables de la falta de pago oportuno a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sancionados con una multa adicional de hasta un 10% de su remuneración mensual, la que podrá ser duplicada en caso de reincidencia.

Las sanciones administrativas previstas en este artículo serán aplicadas por la autoridad competente, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que correspondan. 

Para los efectos del cumplimiento del presente artículo, los organismos públicos mencionados en el artículo 2° quáter deberán publicar en el citado Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, todos los actos relativos a la ejecución de sus contratos. A través de aquel sistema deberán efectuar el envío de sus órdenes de compra, la recepción y aceptación de sus facturas, la información sobre la recepción conforme de los bienes y servicios adquiridos, así como la información y gestión de sus pagos.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes, Pizarro y Tuma.
°°°

La indicación número 1 de S.E. la Presidenta de la República, es para incorporar el siguiente artículo 2 sexies, nuevo:

“Artículo 2 sexies.- Respecto de los contratos de suministro o de prestación de servicios que se celebren, en virtud de las normas de la ley N° 19.886, por los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de los Servicios de Salud y las Municipalidades, no se aplicará lo dispuesto en los artículos 2 bis y 2 ter, ni en el inciso segundo del artículo 2 quinquies de esta ley.”.

La indicación fue retirada por S.E. la Presidenta de la República, mediante Mensaje N° 372-365.
°°°

Artículo transitorio

Su texto es el que sigue:

“Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.

Con todo, esta ley entrará en vigencia a partir del trigésimo sexto mes contado desde su publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por el Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.”.

En este artículo recayó la indicación número 2 de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.

Dentro de los treinta y seis meses contados desde su publicación en el Diario Oficial, la Dirección de Compras y Contratación Pública deberá realizar un estudio respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren en virtud de las normas de la ley N° 19.886, por los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de los Servicios de Salud, y las Municipalidades, con el fin de revisar la procedencia de modificaciones legales que permitan la aplicación de las normas contenidas en los artículos 2 bis y 2 ter, así como del inciso segundo del artículo 2 quinquies de esta ley. Dicho estudio será público y el informe final del mismo será enviado a ambas Cámaras del Congreso Nacional.”. 

La indicación fue retirada por S.E. la Presidenta de la República, mediante Mensaje N° 372-365.

Mediante el mismo documento, presentó una nueva indicación, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo Transitorio. - La presente ley, salvo la excepción contemplada en el inciso siguiente, entrará en vigencia a partir del primer día del cuarto mes de publicada en el Diario Oficial. 

Respecto de los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y las Municipalidades, las normas contenidas en los artículos 2 bis, 2 ter y el inciso segundo del artículo 2 quinquies nuevos que se incorporan a la ley N° 19.983 se aplicarán el primer día del vigésimo quinto mes de publicada la ley en el Diario Oficial. Con todo, en el tiempo que medie entre la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el plazo a que se refiere este inciso, los organismos que aquí se indican tendrán la obligación de informar a la Dirección de Compras y Contratación Pública, en el plazo y formato que esta fije al efecto, sobre el nivel de cumplimiento respecto de las obligaciones que establece la presente ley.

El reporte a que se refiere el inciso anterior deberá publicarse en la web institucional de la Dirección de Compras y Contratación Pública y remitirse a las Comisiones de Economía y de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa; Protección de los Consumidores y Turismo, del H. Senado y la H. Cámara de Diputados, respectivamente.”.

En votación la indicación, se registraron 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Tuma, y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y Pizarro.

Repetida la votación, de conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, se registraron 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro, y 2 votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y Tuma.
Repetida la votación, de conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, se registraron 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Tuma, y 1 voto en contra del Honorable Senador señor Coloma, por lo que resultó aprobada la indicación, con enmiendas meramente formales.

°°°

La indicación número 3 de S.E. la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:

“Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que demande el estudio indicado en el artículo primero transitorio se financiará con cargo al presupuesto de la Dirección de Compras y Contratación Pública.”.

La indicación fue retirada por S.E. la Presidenta de la República, mediante Mensaje N° 372-365.
- - -

INFORME FINANCIERO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 31 de julio de 2017, señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones dicen relación con las materias siguientes:

a. Se alinea la tasa de interés que se cobrará por la mora al costo alternativo del proveedor.

b. Se establece un plazo de 30 días para el pago de las facturas por parte de los organismos públicos afectos a las normas de la Ley N°19.886. Este plazo podrá ser de 60 días, en el caso de licitaciones públicas o privadas, o en los contratos, tratándose de tratos directos, circunstancia que deberá sustentarse en motivos fundados.

c. Se incentiva a los funcionarios el cumplimiento de los plazos de pago definidos, mediante el establecimiento de responsabilidades administrativas y multas en caso de incumplimientos.

d. Se establece la exigencia a los organismos públicos de publicar en el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración todos los actos relativos a la ejecución de sus contratos, con el objetivo de aumentar la información y transparencia acerca del comportamiento de pago de las entidades públicas.

e. Se establecen excepciones a la aplicación de estas obligaciones para los Servicios de Salud, CENABAST y las Municipalidades; a la vez que se instruye que la Dirección de Compras y Contratación Pública realice un estudio dentro de los 36 meses siguientes a la publicación de la ley, sobre la procedencia de modificaciones legales que permitan la completa aplicación de estas normas a dichas entidades.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

En lo referente al interés que deberán solventar los órganos del Estado en caso de no efectuar sus obligaciones de pago en la oportunidad que señala la ley, éste será pagado con cargo a sus respectivos presupuestos. Para efectos del presente Informe Financiero, se asume el cumplimiento de estas obligaciones, por lo que no se proyecta un mayor gasto fiscal por este concepto.

En el caso del estudio que mandata realizar el artículo primero transitorio de la presente ley a la Dirección de Compras y Contratación Pública, su costo se estima en $50 millones por una sola vez, el que se financiará con cargo al presupuesto de dicha institución.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Economía en su segundo informe:

Artículo 1°

Número 1

Reemplazar, en la letra a), la expresión “Agrégase al inciso final del artículo 2°” por “Agrégase al actual inciso final, que pasa a ser inciso segundo”. (Adecuación formal).
Artículo transitorio

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo transitorio.- La presente ley, salvo la excepción contemplada en el inciso siguiente, entrará en vigencia a partir del primer día del cuarto mes de publicada en el Diario Oficial. 

Respecto de los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y las municipalidades, las normas contenidas en los artículos 2 bis, 2 ter y el inciso segundo del artículo 2 quinquies que se incorporan a la ley N° 19.983, se aplicarán el primer día del vigésimo quinto mes de publicada la ley en el Diario Oficial. Con todo, en el tiempo que medie entre la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el plazo a que se refiere este inciso, los organismos que aquí se indican tendrán la obligación de informar a la Dirección de Compras y Contratación Pública, en el plazo y formato que esta fije al efecto, sobre el nivel de cumplimiento respecto de las obligaciones que establece la presente ley.

El reporte a que se refiere el inciso anterior deberá publicarse en el sitio web institucional de la Dirección de Compras y Contratación Pública y remitirse a las Comisiones de Economía y de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa; Protección de los Consumidores y Turismo, del Senado y de la Cámara de Diputados, respectivamente.”. (Mayoría de votos 3x1 en contra. Nueva indicación del Ejecutivo).

- - -
TEXTO DEL PROYECTO

 
De acuerdo con las enmiendas precedentemente señaladas, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Modifíquese la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga merito ejecutivo a copia de la factura, en el siguiente sentido:

1.- En el artículo 2°:

a) Agrégase al actual inciso final, que pasa a ser inciso segundo, después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"En todo caso, el plazo pactado no podrá ser superior a 60 días corridos.".

b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

"Las notas de crédito y débito emitidas respecto de facturas irrevocablemente aceptadas, serán inoponibles a sus futuros cesionarios.

 Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, el plazo de pago asociado a la venta de alimentos frescos y perecederos no excederá de 30 días contados a partir de la fecha de la entrega de los mismos. Para estos efectos, se entenderán como tales, aquéllos que por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo durante un plazo inferior a treinta días o que precisan de condiciones de temperatura regulada de comercialización y transporte.”.

2.- Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:

"Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de más de noventa días, por montos superiores al equivalente a 200 unidades de fomento e inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero. En el caso de los órganos del Estado, este interés será pagado con cargo a sus respectivos presupuestos.”.

3.- Incorpórase el siguiente artículo 2° ter, nuevo:

"Artículo 2° ter.- Siempre que el comprador esté en mora, exista o no acuerdo entre las partes respecto de la aplicación y cálculo de los intereses moratorios establecidos en la presente ley, el comprador deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos, cuyo monto se determinará en función del monto total adeudado por el comprador, de acuerdo a la siguiente tabla:

a) 1 UF, si el monto total adeudado es inferior a 100 UF;

b) 5 UF, si el monto total adeudado es superior a 100 UF e inferior a 1000 UF, y

c) 10 UF, si el monto total adeudado es igual o superior a 1000 UF.

Sin perjuicio de lo anterior y cualquiera sea la naturaleza jurídica del deudor, la empresa afectada podrá demandar la resolución del contrato o el cumplimiento forzado del mismo más la indemnización de los perjuicios que deriven de dicho incumplimiento.".

4.-  Incorpórase el siguiente artículo 2° quáter, nuevo: 

“Artículo 2° quáter.- Respecto de los contratos de suministro y prestación de servicios que se celebren por los organismos públicos afectos a las normas de la ley N° 19.886, los pagos a sus proveedores deberán efectuarse dentro de los 30 días corridos siguientes a la recepción de la factura o del respectivo instrumento tributario de cobro, salvo en el caso de las excepciones legales que establezcan un plazo distinto. Sin perjuicio de lo anterior, dichas entidades podrán establecer un plazo de hasta 60 días corridos en las bases de licitación respectivas, tratándose de licitaciones públicas o privadas, o en los contratos, tratándose de tratos directos, circunstancia que deberá sustentarse en motivos fundados. En este caso, deberán informar a través del Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, establecido en el Capítulo IV de la ley N° 19.886. Con todo, para proceder a los mencionados pagos, se requerirá que previamente la respectiva Entidad certifique la recepción conforme de los bienes o servicios adquiridos por aquélla.”.

5.-  Incorpórase el siguiente artículo 2° quinquies, nuevo:

“Artículo 2° quinquies.- Si no se efectuase el pago dentro de los plazos dispuestos en las respectivas bases de licitación o en el contrato, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo precedente, se generarán las responsabilidades administrativas de los funcionarios que, de acuerdo a la legislación vigente, pudieran corresponder, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 2° bis y 2° ter. 

En todo caso, los funcionarios responsables de la falta de pago oportuno a que se refiere el inciso anterior, podrán ser sancionados con una multa adicional de hasta un 10% de su remuneración mensual, la que podrá ser duplicada en caso de reincidencia.

Las sanciones administrativas previstas en este artículo serán aplicadas por la autoridad competente, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que correspondan. 

Para los efectos del cumplimiento del presente artículo, los organismos públicos mencionados en el artículo 2° quáter deberán publicar en el citado Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, todos los actos relativos a la ejecución de sus contratos. A través de aquel sistema deberán efectuar el envío de sus órdenes de compra, la recepción y aceptación de sus facturas, la información sobre la recepción conforme de los bienes y servicios adquiridos, así como la información y gestión de sus pagos.”.

 Artículo 2°.- Reemplázase el inciso primero del literal i) del artículo 4º de la ley N° 20.169, sobre competencia desleal, por el siguiente:

“i) El establecimiento de cláusulas contractuales o conductas abusivas en desmedro de los proveedores, el incumplimiento sistemático de deberes contractuales contraídos con éstos o la infracción a los plazos dispuestos en la Ley 19.983 para el cumplimiento de la obligación de pago del saldo insoluto contenido en la factura.”.”.

Artículo transitorio.- La presente ley, salvo la excepción contemplada en el inciso siguiente, entrará en vigencia a partir del primer día del cuarto mes de publicada en el Diario Oficial. 

Respecto de los Servicios de Salud, la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y las municipalidades, las normas contenidas en los artículos 2 bis, 2 ter y el inciso segundo del artículo 2 quinquies que se incorporan a la ley N° 19.983, se aplicarán el primer día del vigésimo quinto mes de publicada la ley en el Diario Oficial. Con todo, en el tiempo que medie entre la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y el plazo a que se refiere este inciso, los organismos que aquí se indican tendrán la obligación de informar a la Dirección de Compras y Contratación Pública, en el plazo y formato que esta fije al efecto, sobre el nivel de cumplimiento respecto de las obligaciones que establece la presente ley.

El reporte a que se refiere el inciso anterior deberá publicarse en el sitio web institucional de la Dirección de Compras y Contratación Pública y remitirse a las Comisiones de Economía y de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa; Protección de los Consumidores y Turismo, del Senado y de la Cámara de Diputados, respectivamente.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 2, 9 y 16 de enero de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedán) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2018.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ARAYA, DE URRESTI, ESPINA, HARBOE Y LARRAÍN, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 27 DEL REGLAMENTO DEL SENADO, PARA CREAR LA COMISIÓN PERMANENTE DE SEGURIDAD CIUDADANA
(S 1.964-09)

Considerando:

1°. El artículo 27 del Reglamento del Senado contempla la nómina de Comisiones Permanentes existentes en la Corporación, para informar los proyectos de ley sometidos a su consideración, conforme lo establece el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

2°. Que la seguridad ciudadana es un tema central en la política nacional. Así ha quedado de manifiesto en la última elección presidencial, en que todos los programas de todos los candidatos abordaban de una u otra manera la temática delictual y de seguridad.

3°. Actualmente, ninguna comisión permanente del Senado de la República está cumpliendo la importante función de tratar temas de seguridad ciudadana propiamente tales, siendo estos asumidos normalmente por otras comisiones legislativas, a las que toca asumirlos de manera incidental.

4°. Por mencionar sólo la última creada, en acuerdo adoptado en Sesión de Comités de 8 de abril de 2014, se constituyó la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana, conformada por un representante por cada Comité Parlamentario y presidida por el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. A dicha sesión, se dio un plazo de 60 días para evacuar su informe.

5°. Sobre dicha comisión, han existido una serie de prórrogas, las cuales han obedecido tanto a la necesidad de abordar nuevos temas y contingencia, como de recibir la mayor cantidad de visiones sobre la materia, a fin de contar con un diagnóstico más certero. En efecto, en Sesión de Comité de 9 de jumo de 2015, se acordó fijar un nuevo plazo a la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana para terminar su cometido, hasta el 30 de junio de 2015. Dicho mandato fue prorrogado en Sesión de Comité de 15 de noviembre de 2016, y finalmente prorrogado nuevamente en Sesión de Comité de 30 de mayo de 2017, culminando así su mandato con en el mes de octubre de 2017, sin que a la fecha se haya planteado un nuevo acuerdo para proseguir su funcionamiento.

6°. De manera similar ocurrió en la Cámara de Diputados, en que en principio la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas funcionaba bajo la modalidad de Comisión Especial, hasta la aprobación del Proyecto de Reforma al Reglamento de la Cámara de Diputados que la creó como Comisión Permanente, Boletín N° 5520-16.

7°. En tal sentido también ha avanzado el Poder Ejecutivo, al crear el Ministerio de Interior y Seguridad Pública, con funciones específicas sobre materia de seguridad ciudadana, creando también, una subsecretaría especializada sobre Prevención del Delito.

8°. La Comisión Especial de Seguridad Ciudadana del Senado ha emitido sendo informe en materia de estado de la seguridad ciudadana en el país, y medidas que se pueden adoptar para mejorarla, en que se escuchó prácticamente a todos los actores involucrados en la persecución penal y en la política de seguridad ciudadana, el cual ya fue entregado para conocimiento de la Sala del Senado.

9°. La creación de esta comisión podría ser una importante medida para descongestionar el trámite legislativo de diversos proyectos que hoy se encuentran en estudio en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los que podrían ser estudiados por esta nueva comisión permanente, atendida la especialidad de la materia tratada.

En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del H. Senado de la República, el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA AL REGLAMENTO DEL SENADO

Artículo único: Agréguese al final del inciso primero del artículo 27 del Reglamento del Senado de la República, un nuevo numeral 22a del siguiente tenor:

22a De Seguridad Ciudadana

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES ARAYA Y GUILLIER, CON LA QUE DAN COMIENZO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES EN LO RELATIVO A LA ELECCIÓN DE LOS ALCALDES

(11.583-06)
I. Antecedentes.

1. Historia elección de alcaldes desde 1990 a la fecha.

Desde 1990 a la actualidad, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades ha sido modificada en tres ocasiones en relación a la forma de elección de la mayor autoridad municipal, es decir, el alcalde.

Dicha ley data de 1988, la que establecía en su artículo 48 que los alcaldes serían elegidos por el "consejo regional de desarrollo respectivo, a propuesta en terna del consejo de desarrollo comunal.", dejando en manos del Presidente de la República la designación de 16 alcaldes de las ciudades más importante del país. Dichos consejos eran organismos gremiales, los cuales estaban integrados tanto por autoridades, como el intendente o los gobernadores, junto a representantes de la sociedad civil.

En el año 1992, en el gobierno democrático de don Patricio Aylwin, se pudo reformar la forma de designación de estos, los cuales serían elegidos a través de elecciones populares, mediante un sistema indirecto. Para esto, la reforma creó los concejos comunales, los cuales serían elegidos por los ciudadanos de acuerdo al método proporcional D'Hondt, quienes serían los encargados, a su vez, de elegir al alcalde entre sus miembros, salvo que algún candidato a concejal hubiese sido electo obteniendo a lo menos el treinta y cinco por ciento de los votos válidamente emitidos, excluidos los votos en blanco y los nulos, en la respectiva elección de concejales, siempre y cuando integre la lista más votada, caso en el cual dicho concejal sería el alcalde elegido. En caso que el concejo defina y no logre algunos de los candidatos mayoría absoluta mediante dos empates sucesivos, los dos concejales se repartían el periodo en dos años cada uno.

En 1996, mediante la ley 19.542, se termina con la elección indirecta de los alcaldes, pasando a un método directo, el cual mediante una reforma del artículo 115, se establece que será elegido alcalde el concejal más votado, siempre que pertenezca a un pacto electoral que cuente con el treinta por ciento de los votos válidamente emitidos. En caso que no proceda, se elegirá alcalde al concejal más votado si pertenece al pacto más votado. Como tercera opción, si no pueden proceder los anteriores métodos, es elegido alcalde el concejal más votado de la lista más votada. La última opción, es que, en caso de empate, el tribunal electoral regional sorteará.

Este enredado sistema electoral creaba la distorsión de que salían electos alcaldes que no tenían el mayor respaldo popular o, inclusive, sucedía que pactos minoritarios elegían al alcalde.

Así, como en el año 2002 se logró la reforma por un sistema que permite la elección separada de alcaldes y concejales. Gracias a la ley 19.704, se estableció la elección de los alcaldes mediante el sistema uninominal de mayoría relativa que se explica a continuación.1
2. Sistema de mayoría simple.

El sistema de elección de alcaldes que nos rige desde el 2002 es el de mayoría simple, el cual se le conoce como "first-past-the-post" o el primero que cruza la meta, ya que el candidato que saca un voto más es el elegido. Este método es usado para las elecciones presidenciales de Honduras, México, Nicaragua y Venezuela.

Este sistema incentivó a que los electores utilicen en su sufragio un voto útil, tendiendo a optar por candidatos que tengan más posibilidades de salir electos, más que a la preferencia por la cual tenga mayor cercanía (voto estratégico v/s voto sincero).2
3. Ley de Gobernadores Regiones.

En el 2017 se publicó la ley 20.990, la que reforma la Constitución por la cual se modifica el artículo 111 del Código Político, en el que se establece la elección de gobernadores a través de un sistema de mayoría atenuada, donde saldrá electo gobernador el candidato que obtuviese al menos el cuarenta por ciento de los votos, en caso que nadie lo consiguiese, se establece la segunda vuelta. Además, este gobernador electo sólo podrá ser reelecto por un periodo consecutivo.

Junto a la reforma constitucional, en el mes de diciembre de 2017 aprobamos por fin en el Congreso la ley orgánica que establece la elección de gobernadores regionales, quienes serán elegidos por primera vez en el año 2020 en forma conjunta con las elecciones municipales.

Por lo anterior, es que nos parece importante recoger el espíritu del sistema electoral aprobado para los gobernadores regionales, para la elección de alcaldes con el objeto de que potenciar la legitimidad de los mismos, potenciando, por otra parte, el recambio de la persona que asumirá dicho cargo.

II. Contenido.

1. Crear un sistema de elección de "mayoría atenuada", con dos vueltas para la elección de alcaldes.

Se propone establecer el sistema electoral para la elección de alcaldes denominado "mayoría atenuada", por lo cual se establece que en caso que ninguno de los candidatos a alcaldes obtenga un 40% de los votos, habrá una segunda vuelta entre los dos candidatos que obtengan las mayores preferencias.

Con esto el alcalde deberá contar con un respaldo mínimo para poder ser elegido en primera vuelta, o, en el caso de segunda vuelta, deberá contar con el respaldo de la mayoría absoluta de los votos emitidos, en caso que no alcance el 40% en primera.

Este sistema permite que los electores tengan la posibilidad de que en primera vuelta los ciudadanos puedan sufragar mediante un "voto sincero", donde el ciudadano elegirá el candidato a alcalde y programa con el que tenga mayor sintonía, mientras que, en la segunda vuelta potencia el "voto estratégico", donde algunos podrán reafirmar su "voto sincero" en caso que su candidato pase a segunda vuelta.

Por otra parte, nos parece relevante aprovechar que desde el año 2020 habrá elecciones de gobernadores con segunda vuelta, donde dicha instancia podrá ser aprovechada para llevar a cabo la segunda vuelta en alcaldes.

2. Crea un límite a la reelección de alcaldes.

Se postula poner una cota a la reelección de alcaldes para que puedan postularse a reelección en dos ocasiones consecutivas, pudiendo completar sólo 12 años en el cargo.

Por esto, es que vengo a presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Para modificar la ley N° 18.695, denominada Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, de la siguiente forma:

1) Al artículo 57.

Agréguese en el inciso primero, luego la palabra "reelegido" la frase "consecutivamente por los dos periodos siguientes".

2) Sustitúyase el inciso primero del artículo 127 por los siguientes incisos:

"Artículo 127.- Será elegido alcalde el candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al cuarenta por ciento de los votos válidamente emitidos. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.

Si ninguno de los candidatos a alcalde hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera.".

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.

7

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE INCENTIVOS AL RETIRO PARA LOS FUNCIONARIOS DEL SENADO, DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS Y DE LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL, Y LES OTORGA EL DERECHO A PERCIBIR LA BONIFICACIÓN POR RETIRO DEL TÍTULO II DE LA LEY N°19.882, EN LA FORMA QUE INDICA

(11.585-05)

MENSAJE Nº 386-365/
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que, respecto de los funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, tiene por objeto incorporarlos al régimen de retiro voluntario que contempla el Título II de la ley N°19.882; otorgar una bonificación adicional, un bono por antigüedad y un bono por trabajo pesado para los funcionarios y funcionarias que cumplan los requisitos establecidos.

a) ANTECEDENTES

Mi Gobierno ha desarrollado instancias de diálogo con representantes de diferentes organismos públicos del Estado, los que, entre otros temas, han manifestado  su  preocupación por las 

condiciones de egreso de los funcionarios que han cumplido una larga trayectoria de entrega al servicio público y se preparan para pensionarse.

En el marco de la política de diálogo con las Asociaciones de Funcionarios, con fecha 23 de Enero de 2018, el Gobierno suscribió un Protocolo de Acuerdo con la Federación de Asociaciones de Funcionarios del Congreso Nacional, en virtud del cual se acordó otorgar los beneficios que considera la presente iniciativa legal. 

b) OBJETIVO

De conformidad a lo expuesto, a través de este proyecto de ley se propone otorgar mejores condiciones de egreso de la carrera para los funcionarios y las funcionarias de planta y a contrata de las instituciones señaladas que están en edad de pensionarse por vejez. Además, con ello se potenciará el desarrollo de la carrera de los demás funcionarios y funcionarias de las instituciones afectas a este incentivo voluntario al retiro. 

c) CONTENIDO

a. Bonificación por Retiro del Título II ley N°19.882.

En primer término, el artículo 1 de este proyecto de ley establece que los funcionarios de planta y a contrata del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N°19.882, en los mismos términos que establece ese ordenamiento legal. 

b. Bonificación Adicional

a) Beneficiarios

El artículo 2  establece una bonificación adicional para los funcionarios y las funcionarias de planta y a contrata del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional que perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, siempre que se encuentran afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que a la fecha de la postulación tuvieren 20 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las señaladas instituciones y que cumplan los demás requisitos que se establecen.

Además, para tener derecho a la bonificación adicional, los funcionarios deberán haber cumplido o cumplir 60 años de edad, si son mujeres, o 65 años de edad si son hombres, entre el 1 de julio de 2014 y el 31 de diciembre de 2020, o haber cumplido dichas edades, según corresponda, al 30 de junio de 2014.

A su vez, el artículo 7 incluye como beneficiarios de la bonificación adicional a los funcionarios y funcionarias que hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley N°3.500, de 1980, entre el 1 de julio de 2014 y el 31 de diciembre de 2020, siempre que cumplan 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad en el caso de los hombres, dentro de los tres años siguientes al cese de su cargo por la obtención de la pensión de invalidez o por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo y reúnan los demás requisitos para su percepción. 

b) Cómputo especial de períodos de servicios.

El artículo 3 establece las condiciones bajo las cuales se podrán incluir períodos discontinuos en el cómputo de los años de servicio requeridos para acceder al beneficio. Del mismo modo, permite que se contabilicen hasta 10 años servidos a honorarios, en jornada completa de 44 horas semanales, realizados con anterioridad al l de enero de 2015. 

En el artículo 4 se posibilita que los funcionarios y las funcionarias que tengan  entre 18 y menos de 20 años de servicio, puedan acceder a la bonificación adicional. Tratándose de  exiliados, que hubiesen sido registrados como tal por la Oficina Nacional de Retorno, el requisito de años de servicio para la bonificación adicional completa, será de 15 años.

c) Monto y características de la bonificación adicional.

En el artículo 5 se establece que el monto de la bonificación adicional, de cargo fiscal, será equivalente a 622 unidades tributarias mensuales, para quienes se desempeñen en cargos de planta o a contrata asimilados a las categorías A-B-C-D-E-F-G-H-I, que cuenten con 20 o más años de servicios, y equivalente a 466 unidades tributarias mensuales si se cuenta con 18 o más años de servicios y menos de 20 años. Los funcionarios pertenecientes a las categorías indicadas, para acceder a los montos señalados, deberán estar en posesión de título profesional, en caso contrario, el monto de la bonificación será el que corresponda a las categorías J-K-L-M.

Para quienes se desempeñen en dichas calidades jurídicas en las categorías J-K-L-M y cuenten con 20 o más años de servicios, el monto de la bonificación será equivalente a 404 unidades tributarias mensuales; en tanto, quienes tengan 18 años de servicios, pero menos de 20 años, el monto del beneficio será equivalente a 303 unidades tributarias mensuales. Los funcionarios pertenecientes a las categorías indicadas, para acceder a los montos señalados, deberán estar en posesión de título técnico, en caso contrario, el monto de la bonificación será el que corresponda a las categorías N-O-P-Q.

Por otra parte, quienes se desempeñen en las calidades jurídicas señaladas en las categorías N-O-P-Q y cuenten con 20 o más años de servicios, el monto de la bonificación será equivalente a 320 unidades tributarias mensuales; en tanto, quienes tengan 18 años de servicios, pero menos de 20 años, el monto del beneficio será equivalente a 233 unidades tributarias mensuales. 

En el artículo 6 se establece que la bonificación adicional, será de cargo fiscal, se pagará por la respectiva institución empleadora al mes siguiente de la fecha del cese de funciones, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. 

d) Cupos para la Bonificación Adicional

A su vez el artículo 5 establece que podrán acceder a la bonificación adicional hasta un total de 96 beneficiarios. Para el año 2018 se contemplan 44 cupos. Para los años 2019 y 2020, se consideran 26 cupos para cada anualidad. Los cupos que no hubieren sido utilizados en cada anualidad incrementarán los del año inmediatamente siguiente.

e) Beneficios Decrecientes

Con el fin de ampliar las oportunidades de retiro del personal, el artículo 8 establece dos períodos de postulación para acceder a la bonificación adicional, bono por antigüedad y bono por trabajo pesado, según si los funcionarios o funcionarias cumplan 65 ó 66 años de edad. Mediante lo anterior se otorgarán mayores beneficios para quienes lo hagan en el primer período de postulación, esto es a los 65 años, para luego considerar beneficios decrecientes en el segundo período de postulación.

Así, los funcionarios y las funcionarias que postulen en el primer período, tendrán derecho a la totalidad de la bonificación adicional, bono por antigüedad y bono por trabajo pesado, según corresponda. Si lo hacen en la segunda oportunidad, tendrán derecho a un 50% de la bonificación adicional y a un 50% de los bonos antes indicados, según corresponda.

Por último, si los funcionarios o funcionarias no postulan en ninguno de los dos periodos establecidos, se entienden que renuncian irrevocablemente a los beneficios de la presente ley. 

f) Procedimiento de Asignación de Cupos 

El presente proyecto de ley dispone en su artículo 9 el procedimiento para asignar los cupos, el cual será regulado además por un reglamento interno. 

En el citado artículo 9 se establecen los criterios de selección, en caso de existir un mayor número de postulantes que de cupos disponibles.

Por otra parte, el artículo 10 indica las reglas que se aplicarán en el caso de los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupos.

A su vez, el artículo 11 se refiere a la reasignación de cupos que procederán en caso que un funcionario o funcionaria beneficiaria de un cupo se desista de su renuncia voluntaria. 

g) Rebaja de edades exigidas para impetrar la bonificación adicional. 

El artículo 12 establece que las edades exigidas para impetrar la bonificación  adicional podrán rebajarse en los casos y situaciones que indica el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable. 

c. Bono por antigüedad.

El artículo 15 otorga, por una sola vez, un bono por antigüedad, de cargo fiscal, de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los cuarenta años, con tope de 100 unidades de fomento. Accederán a este bono los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que se desempeñen en las categorías N-O-P-Q, que perciban la bonificación adicional de acuerdo al artículo 2 y que tengan 40 o más años de servicios en el Senado, la Cámara de Diputados o la Biblioteca del Congreso Nacional, a la fecha de su postulación.

d. Bono por trabajo pesado. 

El artículo 16 otorga un bono por trabajo pesado, por una sola vez, de cargo fiscal, de 10 unidades de fomento por cada año cotizado o que estuvieren certificados como trabajos pesados, con un máximo de 100 unidades de fomento. Accederán a este bono los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, que entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2020, se acojan a la bonificación adicional por aplicación del artículo 2, o perciban la bonificación del título II de la ley N° 19.882, y cumplan los demás requisitos que establece esta iniciativa legal.

e. Inhabilidades e Incompatibilidades

El artículo 17 establece que los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional y bonos de los artículos 15 y 16 de esta ley no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata, a honorarios de cualquier clase o conforme al Código del Trabajo en el Senado, en la Cámara de Diputados, en la Biblioteca del Congreso Nacional ni en ninguna de las instituciones que conforman la Administración del Estado,  durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, en las condiciones que señala dicha disposición. Sin perjuicio de lo anterior, los funcionarios y funcionarias que perciban los beneficios antes señalados, podrán ser contratados para el desempeño de labores de docencia hasta por 12 horas semanales siempre que al cese de sus funciones hubieren estado desempeñando una jornada de trabajo semanal de 44 o más horas. 

Por otra parte, el artículo 18 señala que la bonificación adicional y los bonos de los artículos 15 y 16, serán incompatibles con cualquier otro de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento y cualquier otro beneficio por retiro que hubiere percibido el funcionario con anterioridad.

No obstante lo señalado en el párrafo anterior, los beneficios antes señalados serán compatibles con la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882 y otros que se otorguen a los funcionarios del Senado, la Cámara de Diputados o la Biblioteca del Congreso Nacional, en virtud de resoluciones y acuerdos de las comisiones internas de dichos órganos hasta el 31 de diciembre de 2020 y de conformidad a su disponibilidad presupuestaria. 

f. Reglamento Interno.

El artículo 19 dispone que un reglamento interno, que será dictado conjuntamente por las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de la Cámara de Diputados dentro del plazo de sesenta días contados desde la publicación de la ley, a propuesta de los Secretarios de ambas corporaciones y del Director de la Biblioteca del Congreso Nacional determinará el procedimiento conjunto para la asignación de cupos para acceder a la bonificación adicional, así como también, toda otra norma que resulte necesaria para su aplicación.

g. Procedimiento de Asignación de Cupos correspondientes al Año 2018

El presente proyecto de ley propone un procedimiento especial para la asignación de cupos durante el año 2018, el cual se encuentra regulado en el artículo tercero transitorio.

h. Imputación del Gasto

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, según corresponda. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplir dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público

En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1.-
A contar de la fecha de publicación de la presente ley, los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que se desempeñen en el Senado, en la Cámara de Diputados y en la Biblioteca del Congreso Nacional tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro establecida en el Título II de la ley N°19.882, en los mismos términos que establece ese ordenamiento legal.


Para efectos de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo séptimo de la ley N°19.882, sólo se computarán los años de servicios en las instituciones señaladas en el inciso anterior. 


Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación por retiro establecida en este artículo no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata, a honorarios de cualquier clase o conforme al Código del Trabajo en el Senado, en la Cámara de Diputados, en la Biblioteca del Congreso Nacional ni en ninguna de las instituciones que conforman la Administración del Estado,  durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, debidamente reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


La bonificación por retiro de este artículo será financiada conforme a lo dispuesto en el párrafo 3° del Título II de la ley N° 19.882. A contar del mes de publicación de la presente ley, las instituciones señaladas en el inciso primero de este artículo deberán efectuar el aporte del 1,4% de la remuneración mensual imponible de cada funcionario de planta y a contrata de las entidades antes indicadas con un límite máximo de 90 unidades de fomento, que será de cargo del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, según corresponda.

Artículo 2.-
Otórgase una bonificación adicional, por una sola vez, a los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, que perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, siempre que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, según lo dispuesto en su artículo 17, que a la fecha de postulación tengan veinte o más años de servicios, continuos o discontinuos, en las señaladas instituciones, y cumplan los demás requisitos que establece esta ley.


Además, para tener derecho a la bonificación adicional, los funcionarios deberán haber cumplido o cumplir 60 años de edad, si son mujeres, o 65 años de edad si son hombres, entre el 1 de julio de 2014 y el 31 de diciembre de 2020, o haber cumplido dichas edades, según corresponda, al 30 de junio de 2014.


Asimismo, para tener derecho a la bonificación adicional, los funcionarios y funcionarias deberán renunciar voluntariamente a todos los cargos y al total de horas que sirvan dentro de los plazos que señalen esta ley y su reglamento interno.

Artículo 3.-
Para efectos del artículo anterior, el reconocimiento de años de servicios discontinuos en el Senado, en la Cámara de Diputados o en la Biblioteca del Congreso Nacional sólo procederá en los casos siguientes:


a)
Cuando el funcionario o funcionaria tenga, a lo menos, cinco años de desempeño continuo inmediatamente anteriores a la fecha de postulación.


b)
Cuando el funcionario o funcionaria tenga, a lo menos, un año de servicio anterior a la fecha de publicación de esta ley y, al menos, cinco años de desempeño continuo, inmediatamente anteriores al 11 de marzo de 2010, en el Senado, en la Cámara de Diputados o en la Biblioteca del Congreso Nacional.


Los funcionarios y funcionarias podrán completar la antigüedad requerida para efectos del artículo 2, con hasta diez años servidos en calidad de honorarios, sujetos a jornada ordinaria de trabajo de cuarenta y cuatro horas semanales, prestados con anterioridad al 1 de enero de 2015, en el Senado, en la Cámara de Diputados o en la Biblioteca del Congreso Nacional.

Artículo 4.-
También podrán acceder a la bonificación adicional los funcionarios y funcionarias que, cumpliendo los demás requisitos a que se refiere el artículo 2, tengan a la fecha de postulación entre dieciocho años y menos de veinte años de servicios, continuos o discontinuos, en el Senado, en la Cámara de Diputados o en la Biblioteca del Congreso Nacional. 


Tratándose del personal comprendido en la definición de exiliado contenida en la letra a) del artículo 2 de la ley N°18.994, que haya sido registrado como tal por la Oficina Nacional de Retorno, la exigencia de años de servicio establecida en el inciso primero del artículo 2 se rebajará a quince años, continuos o discontinuos.


Al personal indicado en este artículo se le aplicará lo dispuesto en el artículo anterior. 

Artículo 5.-
Podrán acceder a la bonificación adicional del artículo 2 hasta un total de 96 beneficiarios. Para el año 2018 se contemplarán 44 cupos. Para los años 2019 y 2020 se contemplarán, por cada anualidad, 26 cupos. Los cupos que no hubieren sido utilizados en cada anualidad incrementarán los del año inmediatamente siguiente.


La bonificación adicional ascenderá a los montos siguientes, según los años de servicio que el funcionario o funcionaria señalado en el artículo 2 haya prestado en las instituciones indicadas en ese artículo, a la fecha del cese de funciones y según el cargo de que es titular o aquel  a que se encuentre asimilado a la siguiente categoría y nivel educacional, según corresponda:

	Categorías
	Años de servicio
	Monto de la bonificación por retiro (en Unidades Tributarias Mensuales)

	A-B-C-D-E-F-G-H-I
	20 años o más
	622

	A-B-C-D-E-F-G-H-I
	18 años y menos de 20
	466

	J-K-L-M
	20 años o más
	404

	J-K-L-M
	18 años y menos de 20
	303

	N-O-P-Q
	20 años o más
	320

	N-O-P-Q
	18 años y menos de 20
	233



El valor de la unidad tributaria mensual que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente a aquel mes en que el funcionario haya cesado en su cargo. El monto establecido será para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si esta fuere inferior.


Los funcionarios y funcionarias pertenecientes a las categorías A-B-C-D-E-F-G-H-I, para acceder al monto correspondiente a dicha categoría deberán estar en posesión de un título profesional. En caso que no cuenten con dicho título, el monto de la bonificación adicional corresponderá al que se señala en para la categoría J-K-L-M.


Los funcionarios y funcionarias pertenecientes a las categorías J-K-L-M, para acceder al monto correspondiente a dicha categoría deberán estar en posesión de un título técnico. En caso que no cuenten con dicho título, el monto de la bonificación adicional corresponderá al que se señala para la categoría N-O-P-Q. 


Para los funcionarios y funcionarias a contrata que cumplan los requisitos para acceder a la bonificación adicional y que en los últimos veinticuatro meses anteriores a la dejación voluntaria de su empleo, hayan cambiado la calidad jurídica de su designación desde un cargo de planta a un empleo a contrata, el monto de la bonificación adicional será el que correspondiere a la categoría original de planta que poseían al momento de cambiar de calidad jurídica. 

Artículo 6.-
La bonificación adicional será de cargo fiscal y se pagará por la respectiva institución empleadora al mes siguiente de la fecha de cese de funciones.


La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Artículo 7.-
Podrán acceder a la bonificación adicional que establece el artículo 2 de esta ley, conjuntamente con otros beneficios de naturaleza homologable que se originen en una causal similar de otorgamiento y que hubieren sido otorgados por el Senado, la Cámara de Diputados o la Biblioteca del Congreso Nacional, los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata de las instituciones a que se refiere el artículo 2, que hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez regulada en el decreto ley N°3.500, de 1980, entre el 1 de julio de 2014 y el 31 de diciembre de 2020; que cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, dentro de los tres años siguientes al cese en su cargo por obtención de la referida pensión o por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del mismo y que reúnan los demás requisitos para su percepción. En ningún caso las edades señaladas podrán cumplirse más allá del 31 de diciembre de 2020.


Para tener derecho a la bonificación adicional los funcionarios y funcionarias a que se refiere el inciso anterior, deberán tener veinte o más años de servicios continuos o discontinuos, en las instituciones a que se refiere el artículo 2 a la fecha del cese de funciones por cualquiera de las causales señaladas en el inciso anterior. 


El personal a que se refiere este artículo deberá postular a la bonificación adicional en su respectiva institución ex-empleadora, dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de la edad legal para pensionarse y de conformidad a lo que determine el reglamento interno, siempre que cumpla las edades señaladas en el inciso primero. Si no postulare en el plazo establecido, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios. 


El personal a que alude este artículo deberá obtener un cupo de aquellos establecidos en el artículo 5. 


El pago de la bonificación adicional se efectuará por la respectiva institución ex-empleadora en el mes siguiente al de la total tramitación del acto administrativo que la conceda. El valor de la unidad tributaria mensual que se considerará para el cálculo de la bonificación será el vigente al mes inmediatamente anterior al pago de ella. 

Artículo 8.-
El personal afecto a la bonificación adicional y a los beneficios señalados en los artículos 15 y 16 que establece la presente ley, podrá postular en cualquiera de los períodos que se establecen en las letras siguientes y accederá a los beneficios, según la época de postulación, conforme a las reglas que a continuación se indican: 


a)
Primer período de postulación: En este período podrán postular los funcionarios y funcionarias que cumplan 65 años de edad, en el o los plazos que señale el reglamento interno. En este caso, el funcionario y la funcionaria deberá cesar en su cargo por renuncia voluntaria, a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes siguiente al cumplimento de los 65 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella. Si cesan en sus cargos por la causal y dentro de la oportunidad indicada, tendrán derecho a la totalidad de la bonificación adicional y a los bonos establecidos en los artículos 15 y 16, según corresponda. Lo anterior, es sin perjuicio de los beneficios a que tengan derecho de acuerdo al Título II de la ley N° 19.882, si procede.


b)
Segundo período de postulación: En este período podrán postular los funcionarios y las funcionarias que cumplan 66 años de edad, en el o los plazos que señale un reglamento interno dictado al efecto. En este caso, el funcionario o la funcionaria deberá cesar en su cargo por renuncia voluntaria, a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes siguiente al cumplimiento de los 66 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella. Si cesan en sus cargos por la causal y dentro de la oportunidad señalada, tendrán derecho al 50% de la bonificación adicional y al 50% de los bonos establecidos en  los artículos 15 y 16, según corresponda. Lo anterior, es sin perjuicio de los beneficios a que tengan derecho de acuerdo al título II de la ley N° 19.882, si procede.


Respecto de los funcionarios y funcionarias que no hagan efectiva su renuncia voluntaria en ninguna de las oportunidades indicadas, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional establecida en esta ley y a los bonos de los artículos 15 y 16.


Con todo, las funcionarias podrán optar por comunicar su decisión  de hacer efectiva su renuncia voluntaria desde que cumplan 60 años de edad y hasta el proceso correspondiente a los 65 años de edad, pudiendo acceder a la totalidad de los beneficios establecidos en la letra a) del inciso primero de este artículo, según corresponda. También podrán postular en la oportunidad señalada en la letra b) del inciso primero, siempre que cumplan los requisitos de edad establecidos en dicha letra y, en este caso, sólo accederán a los beneficios en los porcentajes que la misma letra indica, según corresponda. 


Las funcionarias señaladas en el inciso anterior que postulen antes del proceso correspondiente a los 65 años de edad y sean beneficiarias de un cupo de la bonificación adicional, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva. Si la funcionaria no hiciere efectiva su renuncia dentro de dicho plazo, perderá su cupo, pero podrá participar en los procesos siguientes hasta a aquel en que le corresponda postular a los 66 años de edad, accediendo a los beneficios según lo establecido en el artículo 8 de esta ley.

Artículo 9.-
Los funcionarios y las funcionarias afectos a esta ley solicitarán la bonificación adicional y los bonos de los artículos 15 y 16 ante su respectiva institución empleadora, de acuerdo a los procedimientos y en los plazos que señale el reglamento interno. Con todo dicho plazo deberá estar comprendido durante el primer trimestre de cada año.


Un reglamento interno establecerá un procedimiento conjunto para la asignación de cupos establecidos en el artículo 5. 


En caso de haber mayor número de postulantes que cumplan los requisitos respecto de los cupos disponibles para cada anualidad, los beneficiarios se seleccionarán de acuerdo a los siguientes criterios:


a)
En primer término serán seleccionados los postulantes de mayor edad, según su fecha de nacimiento.


b)
En igualdad de condiciones de edad entre los postulantes, se desempatará atendiendo al mayor número de días de licencias médicas cursadas durante los trescientos sesenta y cinco días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación. 


c)
En caso de persistir la igualdad, se considerarán los años de servicio en la institución empleadora en que se desempeña el funcionario a la fecha de inicio del período de postulación, y finalmente en la Administración del Estado. 


d)
De persistir la igualdad se resolverá por sorteo.


La notificación de la resolución que resuelve la asignación de los cupos establecidos en el artículo 5, deberá efectuarse por la institución empleadora a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fije en su postulación o mediante carta certificada al domicilio registrado por el funcionario en la institución o en la unidad de recursos humanos respectiva si el interesado se apersonare a recibirla, firmando su debida recepción.

Artículo 10.-
Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo con los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupos, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de su postulación, incluido aquellos a que se refiere el Título II de la ley N° 19.882. Si una vez incorporados en la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados. La individualización de los beneficiarios antes señalados se realizará de conformidad a lo que determine el reglamento interno. Los actos administrativos que incorporen a los seleccionados preferentes antes indicados podrán dictarse en cualquier época del año, sin necesidad que se haya desarrollado el proceso de postulación para la anualidad respectiva.


Los funcionarios y las funcionarias que postulen a la bonificación por retiro, que cumpliendo los requisitos para acceder a ella no obtengan un cupo y queden priorizados para los periodos siguientes, podrán cesar en funciones por renuncia voluntaria a contar de la notificación de su derecho preferente a un cupo. En este caso, la bonificación adicional se pagará el mes siguiente de la total tramitación de la resolución que les concede el cupo respectivo. El valor de la unidad tributaria mensual para el cálculo del beneficio que les corresponda será el vigente al último día del mes anterior a la total tramitación de dicha resolución.

Artículo 11.-
Si un funcionario o funcionaria beneficiario de un cupo para la bonificación adicional se desiste de su renuncia voluntaria, se reasignará el cupo siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en el acto administrativo que determinó a los beneficiarios del año respectivo según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 9.


Las mujeres menores de 65 años de edad que, habiendo sido seleccionadas, se desistan, no conservarán el cupo para los siguientes años, y deberán volver a postular conforme a las normas señaladas en el artículo 8.


El o la funcionaria al que se le reasigne el cupo de quien se desista tendrá como plazo máximo para fijar la fecha de su renuncia voluntaria el último día del mes siguiente a la fecha de dictación de la resolución que le concede el cupo. Con todo, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria, a más tardar el día primero del quinto mes siguiente del vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes en que cumpla 65 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella. Quienes se encuentren en la situación a que se refiere la letra b) del artículo 8 o en el inciso cuarto de ese artículo anterior, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria, en las fechas que ellos señalan según corresponda.

Artículo 12.-
Las edades indicadas en el artículo 2 podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.


Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior, deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la administradora de fondos de pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N°3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema, conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Artículo 13.-
Si un funcionario o funcionaria fallece entre la fecha de postulación para acceder a la bonificación adicional y a los beneficios de los artículos 15 y 16, según corresponda, y antes de percibirlos, y cumpliendo con los demás requisitos establecidos en esta ley, éstos serán transmisibles por causa de muerte. Este beneficio quedará afecto a los cupos a que se refiere el artículo 5 y al procedimiento señalado en el Reglamento interno.

Artículo 14.-
Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que se desempeñen en el Senado, en la Cámara de Diputados o en la Biblioteca del Congreso Nacional afectos al Título II de la ley N° 19.882, y que se acojan a la bonificación adicional de la presente ley, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro del referido Título II, en las condiciones especiales que se indican: 


a)
La comunicación de renunciar voluntariamente a su cargo para acceder a la bonificación por retiro será en la misma oportunidad en que presenten su postulación a la bonificación adicional, no aplicándose los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882.


b)
La fecha de dejación de sus cargos o empleos por renuncia voluntaria deberá estar comprendida en el plazo a que se refiere el artículo 8, según corresponda. 


c)
La bonificación por retiro que corresponda al funcionario o funcionaria no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882, siempre que postule en el plazo que establezca el reglamento interno para el período en que cumpla 65 años de edad. En el caso que el funcionario o funcionaria postule en el plazo que establezca el reglamento interno para el período en que cumpla 66 años de edad conforme a la letra b) del artículo 8 quedará afecto a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882.

Artículo 15.-
Concédese un bono por antigüedad, por una sola vez, a los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata del Senado, la Cámara de Diputados o de la Biblioteca del Congreso Nacional, que se desempeñen en las categorías  N-O-P-Q siempre que perciban la bonificación adicional en virtud de lo dispuesto en el artículo 2 de la presente ley y tengan 40 o más años de servicios en alguna de dichas instituciones, a la fecha de postulación.


El bono por antigüedad ascenderá a 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los 40 años, con tope de 100 unidades de fomento. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero, el reconocimiento de períodos discontinuos sólo procederá cuando los funcionarios y funcionarias tengan, a lo menos, cinco años de desempeño continuo, inmediatamente anteriores a la fecha de postulación a la bonificación adicional, en una o más de las entidades señaladas en el inciso primero.


Este bono será de cargo fiscal, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno.


Asimismo, se pagará por la institución empleadora en el mes siguiente al de la fecha de cese de funciones.


El bono por antigüedad será incompatible con  la bonificación adicional que corresponda en las categorías A-B-C-D-E-F-G-H-I-J-K-L-M, según lo dispuesto en el artículo 5 de esta ley. 

Artículo 16.-
Otórgase un bono por trabajo pesado, por una sola vez, a los funcionarios y las funcionarias de planta y a contrata del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional que, entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2020, perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley Nº 19.882 o se acojan a la bonificación adicional del artículo 2, siempre que al hacer efectiva su renuncia voluntaria, se encuentren realizando o acrediten haber realizado trabajos calificados como pesados.


La certificación de los trabajos pesados se efectuará conforme a las normas vigentes del respectivo régimen previsional.


El bono por trabajo pesado ascenderá a 10 unidades de fomento por cada año cotizado o que estuviere certificado como trabajos pesados, con un máximo de 100 unidades de fomento. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio será el vigente al día que corresponda al cese de funciones. 


Este bono será de cargo fiscal, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecto a descuento alguno. 


Asimismo, se pagará por la institución empleadora en el mes siguiente al de la fecha de cese de funciones.

Artículo 17.-
Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional y bonos de los artículos 15 y 16 de esta ley no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata, a honorarios de cualquier clase o conforme al Código del Trabajo en el Senado, en la Cámara de Diputados, en la Biblioteca del Congreso Nacional ni en ninguna de las instituciones que conforman la Administración del Estado,  durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, debidamente reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables. Sin perjuicio de lo anterior, los funcionarios y funcionarias que perciban los beneficios antes señalados, podrán ser contratados para el desempeño de labores de docencia hasta por 12 horas semanales siempre que al cese de sus funciones hubieren estado desempeñando una jornada de trabajo semanal de 44 o más horas. 

Artículo 18.-
La bonificación adicional y los bonos de los artículos 15 y 16, serán incompatibles con cualquier otro de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento y cualquier otro beneficio por retiro que hubiere percibido el funcionario con anterioridad.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, los beneficios antes señalados serán compatibles con la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882 y otros que se otorguen a los funcionarios del Senado, la Cámara de Diputados o la Biblioteca del Congreso Nacional, en virtud de resoluciones y acuerdos de las comisiones internas de dichos órganos hasta el 31 de diciembre de 2020 y de conformidad a su disponibilidad presupuestaria.

Artículo 19.-
Un reglamento interno aprobado conjuntamente por las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de la Cámara de Diputados, que deberá ser dictado dentro del plazo de 60 días contados desde la publicación de la presente ley, a propuesta de los Secretarios de ambas corporaciones y del Director de la Biblioteca Nacional, determinará el procedimiento conjunto para la asignación de cupos establecidos en el artículo 5; el o los plazos y demás condiciones en que los funcionarios y funcionarias deberán renunciar voluntariamente a todos los cargos y al total de horas que sirvan para tener derecho a la bonificación adicional y a los bonos que establece la presente ley; las condiciones, conforme a las cuales, el personal a que se refiere el artículo 7 deberá postular a la bonificación adicional en su respectiva institución ex-empleadora; y, toda otra norma que resulte necesaria para su aplicación.


En la dictación del reglamento interno, los Secretarios de ambas corporaciones y el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional deberán tomar conocimiento de la opinión de las asociaciones de funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.-
Durante el año 2018, la bonificación por retiro establecida en el artículo 1 de la presente ley, se financiará con recursos fiscales que ascenderán hasta cinco meses de bonificación y en lo que exceda este número de meses, con los recursos provenientes del Fondo del artículo undécimo de la ley N° 19.882. A contar del año 2019, la mencionada bonificación se financiará conforme lo dispone el inciso segundo del citado artículo undécimo.

Artículo segundo.-
Para tener derecho a la bonificación por retiro establecida en el artículo 1 de esta ley, los funcionarios y funcionarias, de planta y a contrata de las entidades señaladas en dicho artículo que, a la fecha de publicación de esta ley, tengan 65 o más años podrán comunicar la renuncia a su cargo hasta el 31 de diciembre de 2018, indicando la fecha que se hará efectiva la que no podrá ser posterior a esa data. 


Los funcionarios y las funcionarias que cumplan 65 años de edad después de la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año 2018 podrán comunicar su renuncia voluntaria al cargo durante los tres primeros meses del año siguiente, sometiéndose en lo demás a las normas permanentes. 


En el caso dispuesto en este artículo, no será aplicable el descuento a que alude el artículo noveno de la ley N° 19.882, siempre que los funcionarios y funcionarias comuniquen su renuncia voluntaria y la hagan efectiva de acuerdo a lo establecido en este artículo.

Artículo tercero.-
El procedimiento para asignar los cupos para el año 2018, se sujetará a las siguientes reglas:


1.
Los funcionarios y las funcionarias de planta y a contrata a que se refiere el artículo 2 de la presente ley, podrán postular a la bonificación adicional y bonos de los artículos 15 y 16, en su respectiva institución empleadora, en los plazos y condiciones que a continuación se indican:



a)
Los funcionarios y las funcionarias que al 31 de diciembre de 2018 tengan 65 o más o más años de edad deberán postular dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, indicando si postulan a los cupos correspondientes al año 2018 o 2019. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian a los beneficios de esta ley, sin perjuicio de lo establecido en la letra b) del artículo 8 de esta ley. 



Quienes postulen a los cupos del año 2018 deberán fijar en su postulación la fecha en que harán efectiva su renuncia voluntaria al cargo o empleo y total de horas que sirvan la cual podrá ser, la que en todo caso no podrá ser posterior al 31 de diciembre de 2018. En este caso, tendrán derecho a la totalidad de los beneficios que les correspondieren.



Quienes indiquen que postulan a los cupos del año 2019 tendrán derecho al 50% de la bonificación adicional y al 50% de los bonos establecidos en  los artículos 15 y 16, según corresponda. Lo anterior, es sin perjuicio de los beneficios a que tengan derecho de acuerdo al título II de la ley N° 19.882, si procede.



b)
También podrán postular, dentro del plazo señalado en la letra anterior, las funcionarias que al 31 de diciembre de 2018 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad, indicando en su postulación la fecha en que harán efectiva su renuncia voluntaria la cual podrá ser hasta el 31 de diciembre de 2018. Si no renunciaren dentro de dicha data se entenderá que renuncian al cupo asignado. Con todo, ellas podrán postular en los procesos siguientes de acuerdo a lo que se establece en la presente ley y en su reglamento interno. 



c)
Además deberán postular dentro del plazo señalado en la letra a), las y los funcionarios señalados en el artículo 7 de la presente ley que cumplan con los requisitos que establece esa disposición al término del plazo antes señalado. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian a los beneficios de esta ley


2.
La respectiva unidad de recursos humanos de cada institución empleadora verificará que los funcionarios y funcionarias que postulen cumplan con los requisitos para acceder a la bonificación adicional y los bonos de los artículos 15 y 16 que establece la presente ley. Dicha unidad determinará, la nómina de postulantes que cumplen con los requisitos.


3.-
El Secretario del Senado, el Secretario de la Cámara de Diputados y el Director de la Biblioteca del Congreso Nacional establecerán un procedimiento conjunto para la asignación de cupos establecido en el artículo 5. El acto administrativo que asigne los cupos deberá dictarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes al vencimiento del plazo para efectuar la postulación. 



En caso de haber un mayor número de postulantes que cumplan los requisitos respecto de los cupos disponibles, se aplicarán los siguientes criterios:

a. En primer término serán seleccionados los postulantes de mayor edad, según su fecha de nacimiento.

b. En igualdad de condiciones de edad entre los postulantes, se desempatará atendiendo al mayor número de días de licencias médicas cursadas durante los trescientos sesenta y cinco días corridos inmediatamente anteriores al inicio del período de postulación señalado en la letra a) del numeral 1. 

c. En caso de persistir la igualdad, se considerarán los años de servicio en el Senado, en la Cámara de Diputados o en la Biblioteca del Congreso Nacional a la fecha de publicación de la ley y, de persistir el empate, por sorteo. 


4.
El o los actos administrativos que se dicten deberán contener la nómina de todos los postulantes que cumplan con los requisitos para acceder a la bonificación adicional. Respecto de aquellos que no obtuvieren un cupo se aplicará lo dispuesto en el artículo 10 de esta ley.


5.
Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la total tramitación de la resolución a que se refiere el numeral anterior, la institución empleadora deberá notificarla a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fije en su postulación o mediante carta certificada al domicilio registrado por el funcionario en la institución o en la unidad de recursos humanos respectiva si el interesado se apersonare a recibirla, firmando su debida recepción.


El Secretario del Senado, El Secretario de la Cámara de Diputados y el Director la Biblioteca del Congreso Nacional deberán dictar los actos administrativos que conceden la bonificación adicional y los bonos por antigüedad y trabajos pesados, respecto del personal que cumpla los requisitos y siempre que se les haya asignado un cupo conforme a este artículo.

Artículo cuarto.-
El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, según corresponda. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplir dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, 
Presidenta de la República.- Nicolás Eyzaguirre Guzman, Ministro de Hacienda.- Gabriel De La Fuente Acuña, Ministro Secretario General de la Presidencia. 
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